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PATENTE I>E PRIVIIjEGUO 



FRANCISCO J. ZALDUA 

PEESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS DE COLOMBIA 

HACE sabeb: 

Que el señor Demetrio Porras ocurrid al Poder Ejecutivo, solicitando pri- 
vilegio para publicar y vender una obra de su propiedad, cuyo título que ha 
depositado en la Gobernación del Estado de Cundinamarca, prestando el jura- 
mento requerido por las leyes, es como sigue : 

PRÁCTICA FORENSE 

o 
PRONTÜAEIO DE ORGANIZACIÓN Y PROCEDIMIENTOS JUDICIALES 

Por lo tanto, en uso de la atribución que le confiere el artículo 66 de la Cons- 

^<r itución, pone, mediante la presente, al señor Demetrio Porras, en posesión del 

\ privilegio, por el término de quince años, de conformidad con la Ley 1.*, Parte 

1.*, Tratado 3.o de la Becopilación Granadina, '• que asegura por cierto tiempo 

la propiedad de las producciones lit-erarias y algunas otras." 

Dado en Bogotá, á trece de Abril de mil ochocientos ochenta y dos. 

[L. S.] FRAÍí^CISCO J. ZALDÜA. 

El Secretario de Fomento de la Unión, 

Felipe Paul. 

NOV 8 1932 
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INTRODUCCIÓN. 



IMPORTANCIA DEL CÓDIGO JUDICIAL. (1) 

Las personas son el sujeto del derecho de propiedad j los bie- 
nes son su objeto. Ellas nacen organizadas para la vida social, y 
como seres libres y colectivos forman la personalidad moral que 
llamamos*sociedad, en la cual son elementos materiales las perso- 
nas, elementos constitutivos las relaciones mutuas, y elementos 
orgánicos la forma de gobierno. La sociedad constituida en cuerpos 
político y regida por una misma autoridad, que ejerce su sobera- 
nía y mantiene su independencia, se llama Nación. Para que la 
Nación exista y realice su destino, necesita de leyes que reglen las 
relaciones de las personas entre sí y las de éstas con el Gobierno. 
Las leyes al declarar los derechos y las obligaciones no hubieran 
llenado su objeto ni cumplido sus fines si no hubiesen creado po- 
testades y funcionarios á quienes encomendaran su aplicación en 
los variados casos que ocurren en la vida. Inútiles fueran sus pres- 
cripciones y los principios sin la existencia de un poder que haga co- 
nocer la conformidad de los hechos con los mandatos y permisiones 
legales. El Poder Judicial es el encargado del ejercicio de tan altas 
funciones: su ministerio conoce y juzga, delibera y resuelve la aTpli- 
cación de todo derecho en la esfera civil y en la de los delitos. Pero si 
la existencia de las leyes supone la de los Juzgados y Tribunales, la 
de éstos supone el procedimiento á que deben sujetarse para hacer 
la aplicación de las leyes y la distribución de los derechos, porque, 
como dice Boncenne, las leyes civiles son meras abstracciones, 
principios inanimados, incapaces por sí solos de acción y movi- 

(1) El adjetivo jtidicial no se toma como derivado de Juez, sino de jui^. 
cío, y en este sentido caliñca al sustantivo Código, que, entre nosotros, sig- 
nifíca el conjunto de reglas que en disposiciones ordenadas, concretas y 
terminantes, desarrolla una rama de derecho. La palabra codificación, según 
Caetelar, es de creación reciente y se deriva del latín Godex y del verbo /a- 
cio, hftcer. En un sentido concreto significa formación de Códigos y en 
sentido abstracto quiere decir la ciencia de formar Códigos fílosófícos y ho- 
mogéneos. 
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miento. (2) Ellas necesitan de otras leyes que sirvan de regla de 
conducta, que sirvan de impulso, que comuniquen la fuerza y la 
vida. Las formas son la vida de la ley, dice el ilustre Canciller 
D'Aguesseau, y en muchos casos las formas envuelven el fondo mis. 
mo de la cuestic^n, porque la ponen de manifiesto y porque de las 
pruebas nace el derecho. Sin estas leyes complementarias de toda 
legislación positiva, sin este impulso, y sin esta regla, sin las 
formas protectoras del procedimiento, la administración de jus. 
ticia sería imposible, porque las leyes civiles no producirían sus 
naturales efectos, y eí arbitrio judicial, que vendría á colocar- 
se sobre el derecho, se entronizaría en dafío de la sociedad. 
£n las evoluciones extemas de los seres humanos y en las ma- 
nifestaciones de su actividad, es indispensable que los dere- 
chos no se hagan ilusorios, que sean exigibles y resueltos. No es 
posible la concepción del derecho de otro modo, ni es posible de- 
clararlo sin que haya una forma tutelar, sin el medio adecuado 
para conservarlo y hacerlo efectivo. Toda contienda jurídica tiene 
que formularse y plantearse, tiene que ilustrarse : ella requiere 
alegaciones y conclusiones, y las pruebas que son tan necesarias 
para dictar un fallo justo y acertado. Si el objeto del procedimien- 
to ó del Código Judicial, es la aplicación de las leyes, no puede ser 
otro su fin que el esclarecimiento de los hechos y la averiguación 
de la verdad que es "la justicia en el derecho." (3) fíe aquí de- 
mostrada la importancia del Código Judicial. 

Las reglas de proceder contienen, sin embargo, principios 
inmutables y eternos que son verdades jurídicas, inherentes á las 
necesidades humanas. Bentham las denomina adjetivas, aunque 
no califican ni modifican las leyes civiles que llama sustantivaba; 
mas los preceptos de que " la prueba incumbe al que afirma '' y 
de que ** nadie puede ser condenado sin ser oído," son principios 
^ fundamentales y preceptos de un derecho preexistente á la ley po- 

sitiva, los cuales no pueden figurar en una categoría subalterna. 
Pueden, sin duda, colocarse en la condición de- adjetivas aquellas 
- reglas que establecen la fórmula de las notificaciones, que señalan 
los términos y determinan los trámites, que clasifican las pruebas 
y exigen la fundamentación de las sentencias. Todas estas son 
verdaderamente secundarias, aunque también inexcusables. 

El concepto de que ** la forma devora el fondo,'* lanzado con- 
tra los abusos del foro, ó de la curia, ha sido repetido por algunos au- 
tores como un hecho indudable en que apoyan su anatema contra las 
leyes del procedimiento. Pero "es necesario no confundir el abuso 
con el principio, dicen ilustres comentadores (4); es preciso no 

(2) Teoría del procedimiento civil. 

(3) Elias. Filosofía del derecho ó del derecho natural, edición de 1874. 

(4) Los señores Mam esa, Miquel y Beii8, en la Introdugción de su ''Ley 
de enjuiciamiento civil de España.'' 
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atribuir á las reglas lo que está solo en las personas, 6 si se quiere 
en la confección de un mal sistema. Los que, como Bentham, de- 
sdan Yolver á la antigua sencillez de los tiempos patriarcales, 
desconocen la organización de las sociedades modernas, y aparen- 
tan olvidar, que si la tendencia de los gobiernos absolutos es sim- 
plificar la legislación, porque en ellos es mucho mayor el interés 
que los domine de vencer los inconvenientes particulares que de 
proteger la libertad y el derecho de los ciudadanos, que ellos mi- 
ran coipao objetos subalternos; en los estados liberales no* se les 
priva de su honor ni de sus bienes, sino después de un detenido exa- 
men y de haberles conceidido todos los medios de una racional defen- 
sa." Sólo el espíritu de una reacción exagerada contra la complica- 
ción de las .formas, dice M. Bonnier (5), á quien citan dichos comen- 
tadores, ha podido adoptar por divisa aquella regla : " celeridad en la 
marcha, economía en los gastos." Si fuera este el tipo de un buen 
sistema, la justicia grosera de los pueblos bárbaros sería la mejor de 
todas, porque es evidentemente la más expedita : ** sujetarse á esa re- 
gla es tomar una cualidad accesoria por otra fundamental." El sabio 
Montesquieu sefíaló los escollos que deben evitarse : " dar á una 
parte los bienes de otra sin examen, ó arruinar á las dos á fuerza 
de examinar." (6) 

II 

eeseSa histórica. 

La historia de la legislación patria y en particular del proce- 
dimiento judicial en las antiguas repúblicas de Colombia y Nueva 
Granada, hasta nuestros días, podemos compendiarla cronológica- 
mente exponiendo su origen y su desenvolvimiento con todas sus 
evoluciones, para lo cual fijaremos nuestra atención en sus épocas 
de desarrollo más notables, y en las colecciones formadas desde la 
primera que se hizo bajo él Gobierno de Nueva Granada. 

Los españoles que descubrieron y conquistaron esta parte del 
Nuevo Mundo, nos trajeron su religión y su idioma, sus costum-. 
bres y sus leyes, que rigieron durante los trescientos anos del colo- 
niaje y continuaron rigiendo después de proclamada la independen- 
cia á principios del presente siglo y de haberse consolidado la Re- 
pública pocos afíos más tarde. En materia de procedimiento, la 
legislación española, según autores competentes, arrancó de la 
dominación goda ó de la irrupción de los bárbaros del Norte de 
Europa que la sojuzgaron, y en prueba de ello se ofrecen el Códi- 

(5) Elementos de organización judicial j de procedimiento civil, tomo 
1.°, libro 2.° 

(6) Espíritu de las leyes, libro 29, capítulo 2.° 
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go de Eutíco ó de Tolosa, que es el más antiguo que se conoce (7), 

Í^ el célebre Liber Judicum, llamado Fuero Juzgo, compilación de 
as leyes de la monarquía, ordenada y promulgada én los años del rei- 
nado de Ejica y Witiza (696 — 701), cuyo libró segundo contiene un 
sistema completo de enjuiciamiento, y cuyo objeto fué la uniñca- 
ci6n del derecho y su generalización entre vencedores y vencidos (8). 
Prohibió citar leyes extrañas y sometió á sus preceptos tanto á 
los príncipes como á los subditos, reemplazando el juramento de 
los compurgatores y los combates judiciales admitidos por los de- 
mas países y reconocido por otras compilaciones de los bárbaros, 
con la prueba de las escrituras y de los testigos; glorioso y altí- 
simo monumento de la cultura y civilización de aquellos bárba- 
ros visigodos. (9) 

La^ Eepública de Colombia, en 1821, en su estado embrionario 
y gestativo, comenzó á dar leyes de organización y procedimiento 
judicial de acuerdo con el espíritu de las nuevas instituciones. 
Sancionó la libertad de los partos, aboliendo el tráfico de los es- 
clavos y creando un fondo para la manumisión ; estableció la li- 
bertad y los juicios de imprenta, atribuyendo al Jurado la califi- 
cación de los abusos ; y prescribió el modo de conocer y proceder 
en los asuntos de fe. Por esta ley se eliminó para que jamás pue- 
da restablecerse, el Tribunal de la inquisición ó del santo oficio, y 
se devolvió á la autoridad eclesiástica la jurisdicción en estos 
asuntos para que la ejerciera con arreglo á los Cánones, salvo 
los recursos de fuerza y protección ante la autoridad civil. 

En los posteriores anos, antes y después de constituirse la 
Nueva Granada, á consecuencia de la desmembración de la anti- 
gua Colombia, se sancionaron varias leyes orgánicas y de reformas 
judiciales, y en ejecución de la de 4 de Mayo de 1843, se formó la 
primera compilación republicana encomendada al ilustre publicis- 

(7) Según Fernández en su Historia goihorum, y otros escritores, fué 
Eurico el primer rey de la monarquía española. Mariana, en su Historia 
civil de España ; Marina, en su Ensayo sobre la legislación de León y de 
Castilla, y Gómez de la Serna y Montalban, en los Elementos de Derecho 
civil y penal, hablando del Fuero Juzgo^ señalan la época de su redacción 
entre los años 466 y 484, De él se conservan treinta y cinco capítulos. 

(8) Los godos se regían por sus costumbres y susleyes, y los vencidos 
por las romanas ó el Breviario de Aniano. 

(9) La publicación del Fuero Juiígo, dicen Gómez de la Sema y Montal- 
ban, forma una de las épocas más señaladas de nuestra historia tanto en 
los anales jurídicos como en el estado social. El derecho personal ó de razas, 
que por tan largo tiempo ha dominado en España, (|ue se había consei-vado 
aún después que los vencedores abrazaron la religión de los vencidos, des- 
aparece legalmente y da lugar al derecho territorial. Desaparece también la 
linea divisoria trazada por la prohibición de contraer enlaces las familias de 
visigodos y las de los españoles. Puede decirse que en este tiempo se afirma 
de una manera completa la unidad nacional y que el Fuero Juzgo es el sím- 
bolo de esta unidad en el derecho. 
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ta B. Lino de Pombo, que contiene las leyes vigentes hasta 1844 
y que se denomina Becopüadón de leyes de la Nueva Granada. 

Merece mencionarse entre las dictadas después de la emanci- 
pación y que se registran en dicha Recopilación, la ley de 1834 
que fijó el orden de prelación en la observancia de las leyes, 
del modo siguiente: 1.^ Las decretadas ó las que se decretaran 
por la Legislatura de Nueva Granada; 2.° Las sancionadas por 
la autoridad legislativa de Colombia ; 3.° Las pragmáticas y rea- 
les órdenes, cédulas, decretos y ordenanzas del Gobierno de Es- 
pana promulgados hasta el 18 de Marzo de 1808 ; 4.° Las recopi- 
ladas de Indias; 5.° Las de la Nueva Recopilación de Castilla ; y 
6.^ Las Partidas. No se enumeró la Novisina Recopilación publi- 
cada el 15 de Julio de 1805 (10) ; pero sus disposiciones estuvieron 
vigentes y fueron aplicadas por nuestros Jueces y Tribunales en 
los casos y circunstancias para que se dictaron. Merecen también 
una mención especial las relativas á los juicios de competencia, 
ejecutivos y de concurso, de impedimentos y recusaciones, los ci- 
viles contra militares en servicio y los de responsabilidad, los 
criminales por hurto y robo, traición, sedición y rebelión ; la 
que asegura por cierto tiempo la propiedad de las producciones 
literarias y algunas otras, la cual sin alteración ha venido cum- 
pliéndose desde 1834 (11), y la de registro de instrumentos pú- 
blicos y anotación de hipotecas, expedida en 1844 y que rigió 
hasta que se sancionó en el Estado la ley de 1859 y comenzó á 
regir poco después el Código Civil, la cual se refería más bien al 
impuesto que no al medio de asegurar la propiedad y garantir el 
crédito territorial, cuyo interés consultan con más cuidado las 
disposiciones de este Código, aunque no lo suficiente y como lo 
reclaman los buenos principios de la ciencia. (12) 

(10) Cédula sobre la formación y autoridad de la Novísima. Eu esta reco- 
pilación 80 incorporaron las leyes del Ordenamiento de Alcalá, promulgadas 
en 1348 por Alfonso XI y las 83 de Toro en 1505, promulgadas durante el 
reinado de los Reyes Católicos. 

(11) En la, Cámara de Representantes quedó pendiente en segundo debate 
un proyecto de ley sobre propiedad intelectual que consagra el principio de 
este derecho á perpetuidad. 

(12) En el siglo XVI empezó á observarse en España la pragmática de las 
hipotecas. Carlos I estableció el sistema de los registros, y por cédula de 
9 de Mayo de 1778, dada en virtud de consulta del Consejo de Indias, los 
oficios de registro se hicieron extensivos á América, mandándose que en los 
dominios de ultramar se tomara razón en las oficinas de hipotecas de las 
escrítnras de sii reconocimiento, de los censos, vínculos, traspasos de los 
bienes raíces y de cualquier gravamen que procediera de ventas &;c., &c. 

Por la de 6 de Abril de 1783 se erigieron los ofidos de anotaciones en 
las cabeceras de partido con el carácter de enajenables y renunciables. No 
siendo suficientes las medidas dictadas, propuso entre otras más detalladas 
la Audiencia pretorial de México, que fueron adoptadas por cédula fechada 
en Zaragoza á 25 do Agosto de' 1802 con la advertencia de que se observasen 
en lo que fueran acomodadas á los respectivos dominios ultramarinos. 
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Graves y trascendentales alteraciones ha tenido la legislación 
en los anos siguientes, en mucha parte debidas á la alternación de 
los partidos en el poder y á su emulación por conquistar la opi- 
nión pública. Los legisladores de 1851 dieron pasos avanzados en 
el desarrollo progresivo de las instituciones, con el fin de mejorar la 
vida doméstica y pública de nuestros pueblos acogiendo las ideas 
nuevas y los principios dominantes á la sazón. Se abolieron el 
fuero eclesiástico y la pena de muerte para los delitos políticos ; 
se permitió la excarcelación en determinados delitos comunes y se 
derogó la prisión por deudas; se estableció el juicio por Jurados 
para el homicidio, el robo y hurto de mayor cuantía; y se exten- 
dió luego su intervención á la calificación de todos los hechos y 
omisiones justiciables, dejando á los Jueces la aplicación de Ja ley 
penal ; se crearon los Tribunales de Comercio, suprimidos más 
tard^, y el Notariato en sustitución de los antiguos Escribanos ; 
se declaró la libertad de los evsclavos aún no manumitidos y la del 
pensamiento por la prensa ; se adoptó el sistema métrico decimal 
francés ; se adicionó la ley sobre mayorazgos y vinculaciones ex- 
tinguidas ; se retiró la intervención de la autoridad civil en los 
asuntos del culto, sancionándose su independencia y quedando sus 
Prelados y Ministros sometidos á las leyes civiles y penales de la 
República, y se secularizó, por último, el matrimonio, dándosele 
un carácter eminentemente civil, sin prohibir su celebración según 
los cánones, como continuó celebrándose y continuará contrayén- 
dose por los que desean santificar este enlace de acuerdo con sus 
creencias y el sentimiento religioso. También fué sancionado en 
aquella época el Código de Comercio. (13) 

Discutíase en esa época de febriles agitaciones la reforma de 
la Constitución de 1843, cuál debía ser la forma de gobierno que 
nos convenía adoptar en sustitución de la unitaria y central, si la 
mixta que propuso el proyecto discutido en 1852 que ensanchaba 
el régimen municipal de las provincias, ó la Confederación de 
Estados. En las sesiones del siguiente ano se adoptó el proyecto ; 
pero las aspiraciones no quedaron satisfechas y el Congreso de 
1855, sin aguardar los consejos de la experiencia, creó el Estado 
de Panamá, y el de 1856 el de Antioquia, dependientes del Go- 
bierno nacional en determinados asuntos, pero soberanos para 
estatuir en legislación lo que tuvieran por conveniente. Enérgico 
é intransigente el espíritu federal, siguió andando resueltamente el 
itinerario que se había trazado y en su labor incesante de recons- 
tituir el país, tomó por ejemplo y modelo la forma de gobierno de 
los Estados Unidos del Norte, y erigió en 1857 los Estados que 
debían formar la Confederación, uno de ellos el de Cundinamarca. 
En asociación tácita se mantuvieron las ocho entidades creadas, 



(13) Este es el mismo promulgado en EspaSa^ y que comenzó á regir en 
Enero de 1830. 
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pero sin rumbo, sin un vínculo de derecho y sin un centro de 
atracción, sin más lazo y fuerza de cohesión que el antiguo víncu- 
lo y las relaciones preexistentes. Necesidad tuvieron de organizar- 
se mientras se reconstituía la Nación, como vino á verificarse en 
1858, sancionándose el 22 de Mayo de este año la Constitución 
política para la Confederación Granadina. Determinóse en ella 
que el Gobierno de los Estados debía ser popular, republicano, 
alternativo y responsable, y que eran de su competencia lo«? asun- 
tos de Gobierno no atribuidos á los Poderes nacionales. El 12 de 
Octubre del mismo afío se expidió la Constitución de Cundinamar- 
ca y se delegaron al Gobierno general la facultad de legislar en 
materia civil y penal tínicamente respecto de los negocios de su 
competencia, la organización y él servicio del ejército y marina 
de guerra, las relaciones exteriores, las vías interoceánicas, la na- 
vegación de los ríos que bañan el territorio de más de un Estado, 
ó que pasan al de una Nación limítrofe, la naturalización de ex. 
tranjeros, las monedas, pesas y medidas, y la decisión de las dife- 
rencias ó cuestiones entre los Estados. ' 

La Asamblea Constituyente de Cundinamarca, en 1857, desem- 
peñó sus tareas inspirada por el patriotismo. Sancionó una ley sobre 
codificación y nombró comisiones de redacción, revisión y examen, 
autorizando la adopción de códigos extranjeros (14), y en 1858 
expidió otra sobre la discusión, publicación y observancia délos 
Códigos redactados. Dispuso que su impresión se hiciera en tres 
tomos, en esta forma : en el primero las Constituciones de la Con- 
federación y del Estado, Códigos Político y Municipal, Electoral, de 
Policía, Fiscal, de Fomento, de Instrucción y de Beneficencia ; en el 
segundo los Códigos Civil y de Comercio ; y en el tercero el Código 
Judicial, el Penal y el Militar. Cerró sus sesiones dejando organi- 



(14) Se adoptó el Código Civil de Chile, con algunas innovaciones. La ley 
de enjuiciamiento de España, sancionada en 1855, sirvió de hase para la re> 
dacción del Código Judicial. El importante y laborioso trabajo de la codifi- 
cación encomendóse primeramente á los señores D. Lino de Pombo, D. Ig- 
nacio Gutiórrez V., D. José M. Eubio F.,D. Manuel M. ^allarinoy D. Pastor 
Ospina, y luego, por excusa de los tres primeros^ quedo á cargo de los últi- 
mos y de los señores D. José María Rivas M., D. Liborio Escallón y D. Mi- 
guel Chiari. Este redactó el Código Civil ; el señor Rivas M., el Judicial y el 
de Comercio ; el señor Escallón, el Fiscal, el Militar y el de Beneficencia ; el 
señor MaHarino, los de Elecciones, Instrucción pública y Penal ; y tocaron el 
Político y Municipal y los de Policía, y de Fomento al señor Ospina. Discu^ 
tidos y aprobados los Códigos, la Asamblea confió á una comisión compuesta 
de los señores D. Miguel Chiari y D. Manuel Pombo, la revisión é impresión 
de estos Códigos complementados con las modificaMones introducidas eü el 
debate, la cual desempeñó tan delicado encargo de un modo satisfactorio, 
uniformando la nomenclatura y corrigiendo los términos usados, adoptando 
un buen sistema en la clasificación de las materias, estableciendo la armonía 
y homogeneidad necesarias y formando para cada Código un índice cronoló- 
gico, según sus divisiones, y otro alfabético sobre el contenido de los artí- 
culos, con citación de las páginas. 
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zado el Estado, con una legislación adelantada que hizo concebir 
la esperanza de días venturosos paraJa patria. 

Acertada fué la idea de la codiñcacion, en tales circunstancias. 
Era conveniente y necesario realizarla : ya era tiempo de entrar 
decididamente en el camino de la codificación como el medio de 
hacer más conocidas las leyes, más claras, más obedecidas ; la vida 
social más fácil, las opiniones generales más experimentadas. ^* En 
todas las épocas decisivas de la historia, dice con mucha oportunidad 
el señor Moróte y Greus (15), se muestra la idea de la unidad al 
través de los Códigos." " Codificar, dice el conde de Portalis, es 
resumir la situación del país, es dar nueva fuerza á la porción de 
leyes antiguas que han quedado intactas y en vigor, como el áncora 
de la sociedad ; es convertir en ley lo que las doctrinas reinantes 
han introducido ya en las costumbres y trasformado en actos ; es, 
en fin, orientar á la sociedad indicándole el punto á donde ha lle- 
gado y el camino que le resta seguir dejando al tiempo y á la expe- 
riencia el encargo de continuar la obra y de completar sus vacíos.'* 

Habíase á la vez llegado á un punto en que el cúmulo de leyes 
sueltas y dispersas, muchas inconexas y contradictorias, oscuras unas 
y fugaces otras, y en su mayor parte deficientes, había hecho impo- 
sible una buena administración de justicia. Era un dédalo inextri- 
cable aun para los más versados en los estudios jurídicos. 

El Código Civil y el de Comercio comenzaron á regir el 1.° de 
Enero de 1860 ; el Judicial y el Penal, desde el I.*' de Febrero (16). 
Publicados los doce Códigos, quedaron abrogadas todas las leyes 
anteriores ; pero continuaron observándose las que antes no habían 
sido derogadas ni modificadas en los territorios de la Unión, hasta 
la promulgación de los Códigos y leyes nacionales. 

Una nueva y grande era se abrió entonces en el orden civil, en 
el administrativo y político ; pero las Constituciones de la Nación 
y del Estado de Cundinainarca, así como las de los demás Estados, 
no fueron duraderas. Preparábanse acontecimientos aun más tras- 
cendentales : veníase entre tanto a más andar cargado de tempes- 
tades, y por ende el quinto y hasta ahora último período de nues- 
tras trasformaciones políticas. No extinguidos ai mitigados los 
enabates reaccionarios, estalló en 1860 una nueva revolución en el 
Estado del Cauca, que ?e extendió á todo el territorio nacional. El 
partido que enarboló el estandarte de ella, más activo que su ad- 
versario, gran propagador de halagüeñas esperanzas y asimilador 
entendido de los elementos dispersos, coronó con la victoria al Jefe 
prestigioso que había dirigido la guerra. Triunfante en 1861, des- 
pués de rudos combates, y desheredado el partido vencido de par- 
ticipación en el poder, se reunieron en Rionegro los Constituyentes, 

(15) La codificación civil, su historia, sunecesidad, artículo publicado en 
el tomo LIX de la Revista general de legislación y jurisprudencia, 

(16) Ley de 26 de Octubre de 1859. 
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7 bI 8 de Mayo de 1863 dieron á luz la aotual Constitucióa para 
los Estados Unidos de Colombia f 17). El hecho más notable y de 
más consecuencias en la legislación, ocurrido durante el período 
revolucionario, fué la desamortización de los bienes de manos 
muertas, decretada por el Gobierno provisional, los cuales entraron 
en la circulación, teniendo á la vez que soportar el Tesoro nacional 
el gravamen de los capitales redimidos. 

Bosquejaremos brevemente á grandes rasgos las profundas y 
trascendentales reformas de la revolución. Como bases de la nueva 
unión entre los Estados, éstos convinieron en consignar en sus Cons* 
tituciones y legislación civil el principio de incapacidad de las co- 
munidades religiosas para adquirir bienes raíces, y el de que la 
propiedad inmueble no podía adquirirse sino con el carácter de 
enajenable y trasmitirse por sucesión hereditaria, prohibiendo á 
perpetuidad las fundaciones que contrariaran estos principios y 
toda clase de vinculaciones ; en sujetar á suspensión y anulación 
los actos legislativos de los Estados que traspasaran su esfera de 
acción constitucional, lo mismo que á la anulación decretada por 
el voto de la mayoría de las Asambleas de los mismos Estados, los 
actos del Congreso ó del Poder Ejecutivo que violaran las garantías 
individuales ó atacaran la soberanía de las entidades seccionales ; 
en el ejercicio del derecho de suprema inspección sobre los cultos, 
sin que se pudieran imponer contribuciones para su sostenimiento 
y dejando éste á la voluntad de los mismos correligionarios ; en 
reconocer la independencia del Poder Judicial de los Estados, de 
tal suerte que sus resoluciones no quedaran sujetas al examen y 
revisión de autoridades extrafías ; en que no existirán en los Es- 
tados funcionarios federales con mando y jurisdicción en tiempo 
de paz, con excepción de los empleados de Hacienda y militares, 
quienes deben estar bajo la inspección de las autoridades locales 
que se consideran serlo del orden federal ; en que dichos Estados 
ejercerán el poder electoral hasta para la designación Je los altos 
funcionarios de la Unión, no pudiendo ser electores ni elegidos los 
Ministros de las religiones. En esa Constitución se ha conservado 
el principio de la división de los poderes públicos, fijando los lími- 
tes de cada uno y trazándola órbita de sus funciones ; se consagran 
los derechos individuales reconocidos y garantizados por las ante- 
riores Constituciones, la inviolabilidad de la vida (18), la seguridad 
personal, la propiedad, el respeto inviolable del domicilio y de los 
escritos privados, la igualdad, la' libertad del pensamiento y de la 
industria, el de locomoción y el de conciencia. Segdn ella, todos los 

(17) El Estado del Tolima fué creado en ese período, con la desmembra- 
ción que se hizo del territorio de Oundinamarca. 

(18) En la Constitución de Oundinamarca, expedida en 1862, se garantizó 
este derecho con la abolición de la pena de muerte, disponiéndose que la 
pena corporal, en su máximo, no debía pasar de diez años de reclusión peni- 
tenciaria ó la de presidio por ese tiempo. 
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colombianos pueden obtener los empleos públicos, con la obligación 
de defender la patria y contribuir para los gastos de la Administra, 
ción ; los extranjeros gozan de los mismos derechos civiles que los 
nacionales, y se ha garantizado el derecho de obtener pronta reso- 
lución en las peticiones escritas dirigidas á las autoridades. Los 
principios del Derecho de gentes son parte integrante de la legis- 
lación, para los casos de guerra civil especialmente, y todos los 
ciudadanos pueden tener armas y municiones y hacer el comercio 
de ellas en tiempo de paz. Pero la Constitución no invocó el nom- 
bre de Dios, Creador y Legislador del Universo, ni declaró que la 
Nación no era patrimonio de ninguna familia ni persona, como lo 
hicieron las anteriores Constituciones (19). Además, cerró la puerta 
á las reformas y á nuevos períodos de renovación constitucional ; 
permite las reformas, pero en condiciones de imposible realización, 
exigiendo que sean pedidas por la mayoría de las Asambleas legis- 
lativas de los Estados y que se ratifiquen por el voto unánime del 
Senado, ó que las Asambleas soliciten del Congreso la convocatoria 
de la Convención, lo que es un tanto más irrealizable. El nudo es 
gordiano, y evidente es que lleva en su seno el germen de futuras 
conmociones ; pero la experiencia y la ciencia nos aconsejan la 
reforma : la necesidad se siente y se reconoce. Los artículos 91 y 
92 reclaman una revisión formal para que se pueda determinar 
con claridad y precisión la inteligencia del primero, y para faci- 
litar dichas reformas respecto del segundo, de acuerdo con la mar- 
cha progresiva de la humanidad y el desenvolvimiento que se opera 
en las instituciones por la influencia del tiempo y sus tendencias 
ineludibles. 

Deseando el Poder Ejecutivo del Estado en 1868 reunir en una 
colección las leyes vigentes, encomendó este trabajo al literato D. 
José María Vergara y V. Presentado el ejemplar de la obra con 
las anotaciones exigidas, pasó en comisión á D. Francisco de P. 
Rueda, Presidente del Tribunal. En el prólogo se dice : " Con tan 
contradictoria variedad y tan repetidas ocasiones se ha legislado 
en Cundinamarca desde 1857 hasta el presente ano, alterando, re- 
formando y derogando sucesivamente cuantos actos se han ido ex- 
pidiendo, que al cabo de once afíos apenas de autonomía del Estado, 
su legislación ha venido á ser un caos, un verdadero laberinto de 
enmendaduras y contradicciones. Aparte del considerable cuerpo 
de disposiciones sobre todos los ramos legislativos que contienen • 
nuestros Códigos, y de las numerosas constituciones, sancionadas 
desde 1857 hasta 1867, las Asambleas habían enriquecido la legis- 
lación con más de trescientas leyes y decretos, actos que duraban 
muy poco tiempo en vigor y^ que se iban sucediendo en intermina- 
ble cadena de adiciones, reformas y derogatorias. El mal provenía 

(19) Este principio fué proclamado por las Cortes españolas como un co- 
rrectivo y con motivo de la renuncia de Fernando Vil en Bajona. 
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prÍDcipalmente de tres causas : 1.^ La festinación de las leyes ex- 
pedidas por Legislaturas que funcionaban como en campaña, reu- 
niéndose ya en Funza ó Zipaquirá, ya en Facatativá ó Bogotá ; 2.* 
Las fluctuaciones frecuentes de la política del Estado, dependientes 
de diversas circunstancias y del juego de encontradoo intereses ; y 
3.* Las inevitables variaciones que en el espíritu y texto de las 
leyes debían producir las diversas constituciones que iban ema- 
nando dé la varia acción de los partidos.'' 

Seis anos después se publico otra Compilación bajo el mismo 
sistema, ordenada igualmente por el Poder Ejecutivo, que contiene 
las leyes expedidas hasta 1874, las resoluciones del Senado sobre 
validez ó nulidad de los actos legislativos de los Estados, y un cua. 
dro de distancias entre la capital y los distritos. En 1878 se hizo 
una tercera oficial que comprende las leyes sancionadas hasta ese 
ano, las resoluciones del Senado y el nuevo Código Penal (20), y 
en el siguiente afío se dieron á la publicidad varios tratados que 
compreden también las leyes vigentes, algunas nacionales, varios 
acuerdos y otras piezas oficiales con anotaciones, cuyo trabajo ha 
sido apreciado como guía segura para los jueces y abogados. (21) 
Bajo el mismo método de nuestro actual Código Judicial, hase 
contratado por los señores Paláu, Corrales y C.*la redacción de uno 
nuevo, introduciendo en él algunas modificaciones (22). 

Respecto de las leyes nacionales se ha hecho una colección de 
las expedidas hasta 1874. Motivó la formación y publicación de 
ella, la necesidad de uniformar la legislación diseminada en doce 
cuerpos de actos legislativos, cuyos ejemplares se habían agotado. 
Esta colección contiene los tratados internacionales celebrados 
hasta 1871 y un índice cronológico de las leyes con una clasifica- 
ción general sinóptica por orden alfabético de materias ; y como 
el Congreso de 1873 dispuso que se enumerasen por series ordina- 
les para facilitar su registro y su comparación, se adoptó respecto 
de las anteriores leyes el mismo sistema. Haciendo ahora una 
ligera revista de dichas leyes, juzgamos dignas de mención las 
orgánicas del Poder Judicial de la Unión, las de Hacienda, Adua- 
nas y Correos; las relativas al servicio diplomático, y consular, y 
á la posesión de empleados públicos, á la policía de fronteras, 
puertos marítimos y fluviales]; la que define la condición de los 
extranjeros y declara sus* derechos y obligaciones, y la que deter- 
mina los lugares de castigo. Se sancionó, en 1870 el Código nacio- 

(20) El Código Penal Bancionado últimamente es el mismo del Estado de 
Santander, el cual ha ofrecido en la práctica muj graves inconvenientes. 

(21) Estos Tratados son obra del señor doctor Manuel José Angarita , 
Magistrado entonces del Tribunal Superior. 

(22) El trabajo de estos abogados fue sometido á la consideración de la 
Asamblea y ha quedado pendiente, sin haberse nombrado una comisión de 
examen y revisión. 
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nal de Comercio; en 1872 el Código Judicial, y en 1873 el Fiscal y 
el Penal, reformades ya por leyes posterioras. En 1881 se expidió 
el Código Militar (23). 

Antes de terminar esta brevísima reseña histórica, seanos per- 
mitido á propósito de las dificultades y de los conflictos de jurisdic- 
ción que el sistema federal nos ha ofrecido, consignar aquí, con la 
reserva de nuestra incompetencia, una opinión sobre el modo de 
resolver éstos y de allanar aquéllas, en lo relativo al estado de 
las personas y á la capacidad para ejecutar ciertos actos que hayan 
de tener efecto en el Estado de Cundinamarca, en otro Estado 6 
en algunos de los Territorios, y en lo relativo á las obligaciones y 
los derechos que nacen de las relaciones de familia. Sea bajo la 
división de Estatuto real, personal y formal definidos por el Dere- 
cho internacional privado, sea bajo la moderna denominación de 
Ley personal y Ley territorial, es lo cierto que el estado y la 
capacidad de las personas y las relaciones de familia se hallan 
regladas por las leyes patrias y que á ellas permanecen sujetos los 
colombianos, los cuudinamarqueses &c., no obstante su residencia 
ó domicilio en país extranjero ó en otro de los Estados'de la Unión. 
De aquí han surgido los conflictos de jurisdicción, base fundamen- 
tal de ese Derecho, que se resuelven por leyes de carácter especial 
y de tendencia más uniforme, á medida que son más constantes, 
numerosas y pacíficas las relaciones de los pueblos, que exigen ya 
una solución definitiva por medio de prudentes y recíprocas con- 
cesiones entre los mismos Estados. 

Entiéndase que no tratamos de la absoluta unidad de la legis- 
lación : no la pretenderíamos, aunque ella fuera nuestra síntesis 
jurídica. Bien sabemos que la Constitución y la estructura federal 
la han hecho imposible, como es imposible intentar entre las nacio- 
nes la refundición y amalgama, por decirlo así, de sus legislaciones.. 
Queremos únicamente la unificación del Derecho internacional 
privado, la supresión de los obstáculos que constituyen para el 
comercio y sus transacciones, y en general, para las relaciones re- 
cíprocas, esas fronteras imaginarias y artificiales que han creado 
la inteligencia restrictiva de las leyes y las afirmaciones de Ios- 
Jueces y Tribunales (24). 

(23) El redactor de este Código, señor doctor Agustín Núñez, esta hacien- 
do una edición con comentarios. "^ 

(24) Una ley de Cundinamarca, la de 14 de Enero de 1873 sobré Bancos 
de emisión, dispone en sus artículos 8.° y 9.® que los Bancos hipotecarios 
sólo podrán hacer préstamos con hipoteca sobre fincas raíces ubicadas en 
otros Estados, cuando en los contratos se obliguen los deudores y la legisla- 
ción del respectivo Estado los autorice á someter las fincas á la jurisdicción 
de los Jueces y Tribunales competentes en el domicilio del Banco, y que los 
Bancos hipotecarios domiciliados en los Estados de la Unión, cuya legisla- 
ción se encuentre en armonía con lo que expresa el artículo anterior, po- 
drán^ de acuerdo con los contratos, pometer á la jurisdicción de los Tribu- 
nales y Jueces competentes de sus respectivos domicilios, las personas de 
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Si existe en el género humano la unidad de origen y la unidad 

de fíaes; si la diversidad de razas y la diversidad de idiomas, sien. 
do como son irreducibles á una fuente común, no han impedido ni 
pueden impedir que él sea uno (25) ; si hay unidad en los elemen. 
tos constitutivos, en las facultades físicas y morales del hombre 
para la realización del bien y del progreso, y la tendencia á la 
solidaridad de los intereses entre los individuos y entre las nacio- 
nes es ya irresistible, ¿porqué no hemos de pensar en el modo de 
alcanzar la uniñcacióo siquiera sea respecto de la Ley personal y 
la Ley territorial? ¿porqué no tratar de que tengan su cumpli. 
miento y de evitar que sean eludidas en la Nación y en los Estados 
que constituyen una misma nacionalidad ? 

No exigimos que cada Estado renuncie á sus condiciones lega, 
les de existencia, ni á sus condiciones especiales de territorio, cli. 
ma y aun de razas, ni tampoco que cada uno acepte los mismos 
principios para la propiedad y trasmisión de los bienes, para las 
relaciones de familia y los contratos, para la forma de los juicios 
y la penalidad. Todo esto que se mantenga como está en cada uno 
de ellos, que cada Estado defina los principios del derecho á su 
manera y ique guarde las fórmulas y los procedimientos que su 
situación peculiar* que sus tradiciones aun recientes y que su pro- 
pia historia le hagan considerar más convenientes: nada de esto 
se opone á. nuestra idea,, en nada menoscabaría ni afectaría esta 
idea, realizada que fuera, la autonomía de los Estados, como no se 
ha menoscabado ni afectado la de las naciones cuando se han ligado 
por los tratados. 

Dicho sé está é indicado el medio de la unificación del derecho 
sobre los determinados puntos á que nos hemos referido, el de las 
convenciones entre los Estados con la autorización de sus jlropias 
leyes, quedando encargados de la ejecución sus respectivos Gobier- 
nos y el de la Unión federal. El derecho es absoluto, es perraa- 
nento é inmutable ; pero la vida social y civil, pero la vida jurídi- 
ca es contingente y variable : ella s-e regularía, sin embargo, por 
esas leyes convencionales y porosa fórmula superior. 

Con esta seguridad no se diga que el derecho y el poder de 



BUS deudores domicih'adas en Gundinamarca y las fincas raíces situadas en 
el Estado. 

En virtud de acuerdo de la Corte Suprema, de fecha 7 de Febrero de 1876, 
que dirimió una competencia suscitada entre ©1 Juez de Antioquia y el cir- 
cuito de Bogotá, se están siguiendo dos juicios de sucesión por la muerte del 
Reverendo Obispo señor Biaño, porque en Antioquia tuvo su último domi- 
cilio y dejó bienes raíces en Bogotá. Por sentencias del Tribunal Superior 
se ha declarado, además, que no se puede decretar el embargo de bienes 
inmuebles situados en otros Estados, ni inventariar estos bienes en los juicios 
de sucesión abiertos en este Estado : Sentencias de 20 de Marzo, 4 de Junio, 
7 de Agosto do 1879 y 29 de Abril de 1880. (Revista Judicial, immevos 
12, 13, 35 y 36.) 

(25) Pott. Enciclopedie d' Ersch. 



16 DíTRODUOOIÓN 

celebrar esos convenios no son atributos de la soberanía de un 
Estado unido á otro ó confederado : eso depende necesariamente 
del carácter de sus leyes constitucionales. Los de la Confederación 
germánica pudieron celebrar tratados do alianza y de comercio ; 
los de la helvética no tienen ese poder que reside sólo en la Dieta, 
así como nuestros Estados carecen de ese derecho que ellos delega- 
ron al Gobierno general para las relaciones exteriores, así como la 
Constitución de los Estados Unidos de América prohibe también 
á los que forman la confederación que celebren tratados ó conven- 
ciones con los países extranjeros sin el consentimiento del Congreso 
federal. Nuestra Constitución no ha prohibido á los Estados que 
forman parte de la Unión, el ejercer la facultad de entenderse 
para la fijación de los puntos que constituyen el Derecho interna- 
cional privado, para celebrar convenios con los cuales reportarían 
ventajas sus intereses morales y materiales. ¿ No se ha admitido 
en nuestro país la aplicación de leyes extranjeras en determina- 
dos casos y no se ha permitido desde 1858, con el espíritu más 
liberal, la ejecución de las sentencias ó ejecutorias libradas por 
otros países? ¿No se han ajustado tratados sobre extradición dán- 
dole la amplitud que reclaman los principios y la conveniencia 
recíproca, en interés de la justicia para la represión y expiación 
de los delitos? Son estos eü verdad los resultados de la civilización 
y del progreso que tanto enaltecen el presente siglo. 

No tratamos, pues, de que un Congreso venga á crear la unidad : 
la unidad que buscamos y el concierto que anhelamos son los que 
procedan de la voluntad de los mismos Estados expresada por sus 
leyes y consignada en sus convenciones. Está en el interés de 
ellos y en el interés de los habitantes en particular que las reso- 
luciones de sus autoridades judiciales no se detengan en la línea 
divisoria de sus territorios y en que se cumplan }' ejecuten donde 
deban, producir sus efectos; en que el estado y la capacidad de las 
personas y las obligaciones y los derechos que nacen de las rela- 
ciones de familia, aqerca de lo cual hay distinciones y diferencias 
en los códigos de los Estados, se fijen y determinen en sus relacio- 
nes públicas. Creemos que de este modo desaparecerán en lo posi- 
ble los conflictos de jurisdicción y las dificultades que á este res- 
pecto ha presentado la forma federal ; que así llegaremos "á la 
unidad de la justicia que es el más sólido cimiento de la unidad 
nacional." (26) 

(26) Reformas legislativas. Discurso leído por el Excelentísimo «señor D. 
Manuel Alonso Martínez, Ministro de Gracia y Justicia, en la solemne aper- 
tura de loa Tribunales de España, celebrada el 15 de Setiembre de 1881. 
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III 

PLAN DE LA OBEA. 

Escribimos para la juventud; pero debemos declarar que no 
cornos institutores, ni pretendemos .serlo. Escribimos con el buen 
propósito de satisfacer en lo que es dable una necesidad general- 
mente sentida y de hace^ algo útil para los estudiantes del derecho, 
y nos constituimos por ello en intérpretes de la opinión que reclama 
una obra de Práctica forense para la enseñanza, la cual ofrecemos 
con temor, y á pesar de la debilidad de nuestras fuerzas y del poco 
aliento que dan los anos que llevamos descontados. Nosotros mis- 
naos hemos notado la falta que hace un tratado de ésta especie, 
en la cátedra que estuvimos sirviendo en uno de los colegios de la 
capital. ' 

No vamos á escribir comentarios filosóficos ni menos á engol- 
farnos en estudios especulativos. Nuestra obra es un ensayo que 
podrá servir de iniciativa y sobre todo de estímulo para los más 
competentes, á fin de que ellos acometan trabajos más serios y fruc- 
tuosos. Sin embargo, daremos el texto íntegro de los Códigos 
judiciales de la Nación y del Estado, debidamente comparados, y 
de las leyes reformatorias, procurando mostrar la índole y razón de 
las disposiciones, explicar y aclarar algunas dudas y citar las 
sentencias de la Corte Suprema federal y del Tribunal Superior 
del Estado, en los variados y más notables casos ocurridos, como el 
medio de llamar la atención un tanto más al conocimiento de las 
leyes, á la inteligencia que se les ha dado y á su aplicación práctica ; 
y nos referiremos, en fin, á los conceptos de jurisconsultos acredi- 
tados, porque en cuanto á nosotros, seremos parcos, muy sobrios, 
en la manifestación de nuestras opinione^. 

Para andar el camino que debíamos recorrer, y redactar ésta 
obra, hemos consultado de preferencia y con el debido esmero el 
DiCClONAElO de D. Joaquín Escriche ; el Tratado de PRÁCTICA 
GENERAL FORENSE de D. Manuel Ortiz de Záfíiga; la Ley de 
ENJUICIAMIENTO CIVIL DE EsPAÑA, comentada y explicada por 
los señores José María Manresa y Navarro, D. Ignacio Miquel y 
D. José Reus ; la Revista general de legislación y Jurisprudencia 
publicada por D. José Reus y García, con la colaboración de dis- 
tinguidos jurisconsultos y publicistas ; y el Prontuario de los jui- 
cios de D. José Bernardo Lira, profesor del Instituto nacional de 
Chile. 

El método y la forma adoptados por el Código, son la forma y 
•1 método que nos han servido, en la principal distribución de las 
materias, pues hemos introducido aquellas variantes que nos han 
parecido más adecuadas. Por tanto, dividimos la obra en tres libros, 
éstos en títulos y los títulos en capítulos y párrafos. En el prime- 

2 
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ro tratamos de la organización y de las atribuciones del Poder 
Judicial^ del Ministerio público y de los auxiliares eu la adminis. 
tracion de justicia ; en el segundo, de los procedimientos civiles; y 
en el tercero, de los que se observan en asuntos criminales. A con- 
tinuación estarán los Formularios en el Apéndice respectivo de 
cada tomo, los cuales son hoy más necesarios porque la ley exige 
la fundamentación de las demandas, de las contestaciones, de los 
autos y sentencias y de otras actuaciones. 

Se comprenderá por esto que hemos querido unir la teoría á la 
práctica y dar á esta parte la significación que merece, obedecien- 
do al epígrafe que lleva la obra. La práctica no es rutina, no es 
empirismo: es la aplicación racional de los principios y de la 
doctrina legal. Las dificultades de la práctica forense no se resuel- 
ven sino con el criterio científico : toda cuestión jurídica abarca en 
su conjunto la relación de derecho, y esta relación, como dice el 
señor Ortiz Zdniga, comprende el elemento intelectual de la prác 
tica. No de otra suerte se resuelven las cuestiones forenses. 

Réstanos consignar una declaración de justicia y de reconoci- 
miento al actual Secretario de Instrucción publica, D. Ricardo 
Becerra. El nos llamó, nos ofreció el apoyo^ del Gobierno y nos 
excitó con solícito y patriótico interés para que continuáramos y 
concluyéramos nuestros trabajos. Si el resultado de éstos llegara 
á ser digno de ese apoyo y u obtener la. estimación pública, nos 
creeríamos remunerados, ya que por tan poco se nos ha dispensa- 
do tanta honra sin merecerla. 
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DEL DEEBCHO. 

Debemos considerar el derecho en la alta esfera de los princi- 
pios, como una noción abstracta, absoluta, permanente, inmutable, 
eterna, en su vida de relaciones y para fines particulares 6 genera- 
les. También debemos considerarlo en concreto y en su . forma 
varia y externa, en su especialidad y aplicación práctica. 

Si interrogamos á la conciencia, ella nos responderá, y en ella 
encontraremos la morada del derecho bajo la influencia y el impe- 
rio de las leyes naturales. Manifestóse en ella, efectivamente, el 
derecho, y ha continuado manifestándose como un principio orgá- 
nico, como un principio de orden moral y de vida social, y esta 
armonía que el derecho genera al conformar las relaciones entre 
todas las personas y todas las cosas, es el carácter distintivo de la 
justicia, que en su sentido jurídico, según Ulpiano, no es ni puede 
ser más que la obediencia á todas las leyes. (1) 

Indagando la conciencia, dice el señor Moróte y Greus, es 
como se halla el concepto del derecho, que está permanentemente 
en ella, que se distingue y se analiza y compara con los datos que 
suministra la observación, y que después se ve en la unidad é in- 
tegridad de su ser mirando á su completa situación en el mundo 
y en la vida, siendo por último concebido en la plena totalidad de 
las relaciones humanas, donde se muestra la esfera del derecho. 
Esta idea de la justicia y del derecho, agrega citando á Arhens, 
fué siempre objeto de las investigaciones filosóficas, considerado 
como un principio regulador de las acciones sociales. La inteligen- 

(1) El célebre Justiniano insertó esta definición en sus Instituciones di- 
ciendo que la Justicia es la constante y perpetua voluntad de dar á cada 
uno BU derecho. En este concepto, la justicia estriba en la resolución de obe- 
decer á las leyes. El mismo principio se revela en la definición que traen las 
Partidas : '^ Baygada virtud que dura siempre en las voluntades de los bornes 
justos e da e comparte á cada uno su derecho egualmente.'' 

Los materialistas definen la justicia' como emanada de la fuerza para 
utilidad exclusiva del que la impone. Así la consideraban algunos ñlósofos 
de la antigüedad. 
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cía, sin embargo, no podía comprender sino muy lenta y sucesiva- 
niente la noción exacta del derecho, y se necesitó de tina larga 
cultura, obra en gran parte de los mismos filósofos, antes de que se 
manifestara á la conciencia con toda claridad y se formulara de 
una manera categórica en el lenguaje. 

Hase reflexionado por los publicistas, políticos y filósofos en que 
hubo necesidad de una revelación para que el hombre hubiera podi. 
do tener conocimiento del derecho : parece esto ser como un'a deríya. 
ción inevitable de ciertos hechos. Si el derecho es la determinación 
de la justicia y la justicia es un atributo de Dios, de tan obligadas 
premisas, se deduce que Dios se hizo conocer por la justicia y la 
justicia por el derecho y el derecho por la razón: luego Dios se ha 
revelado á la razón, á los hombres (2) : luego metafísica y filosófica- 
mente considerado el derecho "es el principio de superior acti- 
vidad que mueve al hombre á ser justo.'' Por eso definieron los 
jurisconsultos romanos el Derecho natural: el que la razón ha re- 
velado á todos los hombres. Cicerón afirma ser el Derecho natu- 
ral Recta vatio naturce congruens (La recta razón congruente con 
la naturaleza), y Justiniano también lo afirma, aunque , implí- 
citamente, cuando dice Quod naturalis vatio intev homines cons- 
tituit (Lo que la razón tiene establecido entre los hombres). 

La justicia existe por sí misma. Ella exige que se le conozca ó 
reconozca organizada por la ley positiva; ella exige que se 
haga efectivo á cada cual su derecho y no se prive á nadie de lo 
que le pertenece. La verdad en el derecho es lo que se llama 
justicia, dice Elias, así como la verdad en la naturaleza se llama 
realidad, en el espíritu se llama sabiduría, en el tiempo se lla- 
ma eternidad, en la historia se llama providencia y en la vida 
bondad. Cicerón decía con Platón y los estoicos que el derecho de- 
be deducirse de la naturaleza íntima del hombre y que la ley es 
un principio innato en la naturaleza de las cosas y la fuerza misma 
de esta naturaleza. Lex viatv/ra est Santo Tomás refiere el dere* 
cho á un fundamento eterno en la razón ó en la naturaleza misma 
de Dios. Arhens siguiendo á Kant y á Krause lo define en sus 
elementos constitutivos de esta manera : el conjunto de las condi- 
ciones dependientes de la volunad y necesarias para la realización 
de todos los bienes individuales y comunes que forman el destino 
del hombre y de la sociedad.' Así como la verdadera filosofía tiene 
por objeto la investigación de la justicia ó de la verdad en el dere- 
cho, el procedimiento que nos conduce al conocimiento de éste ó 
de aquella, es lo que podemos llamar filosofía del devecho. Stall 
la define la ciencia de lo justo. (3) 

(2) Fernández Elias. Novísimo tratado completo de filosofía del derecho. 

(3) La palabra derecho en todas las lenguas designa la relación más^ 
direeta de las cosas; Derecho es lo que va> directamente al fin. Viene de 
directum, Jus, viene de la raíz sánscrita ^*t», que significa ligar, juntar; de 
suerte que Jus es lo que une, junta ó enlaza á los hombres . 
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La naturaleza del hombre y su destino en el planeta que habí- 
ta 7 aún el que tiene más allá, son los primeros fundame;ato8 del 
derecho, y de consiguiente es su verdadero ñn el perfeccionamiento 
de la personalidad humana. T7n sentimiento profundo en el espí- 
ritu y una tendencia poderosa hacia el bien, hacia lo justo y lo 
bello, produjeron desde el principio.sus manifestaciones extemas, ^ 

y hubo ,de convenirse en que las relaciones de los hombres entre 'i 

sí y con los que les sirven de conductores ó mandatarios, y las ¿ 

relaciones mutuas de unos pueblos con otros, formaran el conjunto ^ 

de leyes reguladoras de estas mismas relaciones, las que constitu. , í 

yen la legislación positiva, en los varios órdenes y ñnes que son ^ 

consiguientes. (4) | 

El derecho en su infancia, como las demás instituciones huma- 1^ 

ñas, smareció confundido con los demás fines de la vida civil. Yaga I 

y confusa la noción del derecho en aquellos tiempos primitivos, es 
ya tan clara y tan notoria su certeza, que no es posible la duda ni 
cabe discusión acerca de sus términos, dentro de los linderos de la 
ciencia. El derecho científico está aceptado generalmente: la cíen, 
cia le ha discernido el carácter ético ó cristiano, y eminentemente 
filosófico, que le pertenece. Como la lengua y los usos de la vida co- 
mún, nació el derecho antes de los tiempos históricos (5). Hoy es un 
hecho histórico realizado por el esfuerzo colectivo de las sociedades. 
Ellas batallaron para su amplio y liberal reconocimiento en los Tri- 
bunales y Ateneos, en los Parlamentos y Gobiernos en todos los actos 
de la vida civil, ofreciendo con el .trascurso de los siglos, en sucesión 
continua desenvolvimientos orgánicos y en constante progresión tras, 
formaciones de suyo interesantes respecto de las instituciones civiles 
y políticas, todas ellas en consonancia y armonía con las costum- 
bres, con los intereses, con las necesidades y las aspiraciones que po- 
dríamos llamar eTruiTicipadoras de la cultura moderna. Ellas lu- 
chan aún y lucharán hasta la terminación de los tiempos en la 
reivindicación de los derechos humanos, y en la consagración de la 
libertad para obtener de este combate exterior de la vida civil, 
la victoria sobre el dominio de la fuerza y sobre sus instintos per- 
niciosos. 

El derecho en cuanto es conjunto de leyes de un mismo género, 
se divide en eclesiástico, de gentes y dviL (6) El eclesiástico ó cd- 
nórtico comprende las leyes establecidas por la Iglesia sobre puntos 
de fe y disciplina relativos al culto, á la organización y jurisdic 

(4) Kant, el filósofo de la Bazónpura, condensa en todo el proceso de 
BU obra la crisis del pensamiento moderno en la esfera jurídica y en la esfe- 
ra política. Stahl, Savigny, Hegel, Frendelenburg, Taparelli, Arhens, £ar- 
chmann, contradicen el liberalismo abstracto j tratan de restaurar en el 
derecho y la política el valor de la historia y de la tradición. Véase la Bev. 
general ae legislcteión, t. LYII, págs. 225 y siguientes. 

(5) Savigni. Sistema del derecho romano actual. 

(6) La palabra civil se deriva de la latina eivitate, ciudad. 
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ci6n eclesiásticas ; el de gentes es la colección de principios y re- 
glas generales de conducta que las naciones deben observar en- 
tre sí para su seguridad y bienestar común; y el derecho civü 
lo es de las leyes que reglan en cada país ó sociedad civil, las 
obligaciones y los derecbos de los individuos que la constituyen. 
En el derecho positivo todo está comprendido : se resume en él 
todo el organismo de las sociedades, ora tengan las leyes por obje- 
to principal la organización y régimen delEstado, para determinar 
la creación y distribución de los poderes y la forma de ejercerlos, 
ora se limiten á reglar las relaciones que los asociados mantienen 
entre sí. 

Procede de lo expuesto la división del derecho en público y 
privado, (7) El privado es la base de las instituciones políticas, en 
el orden científico, porque trata de la organización de la familia, 
de la propiedad, de las sucesiones y de los contratos ó de las obli- 
gaciones. He aquí la razón por qué el conjunto y la colección de 
estas leyes abarcan la universalidad de las personas y de las cosas : 
esta colección ó este conjunto es lo que se denomina Código CivíL El 
de las leyes que señalan los medios de proceder y de obtener la 
declaración de los derechos y de averiguar las obligaciones corre- 
lativas, se llama Código Judicial, 6 sea de enjuiciamiento. 

Entre las relaciones privadas existen unas de naturaleza varia 
y notas distintas: esto ha dado origen á los Códigos de Comercio, 
de Minas, de Agricultura &c. El Código Penal, que define loe 
delitos y establece las penas con que han de castigarse, confirma y 
complementa el sistema de las leyes civiles. (8) Estas leyes son las 
que crean ó hacen eficaces los derechos y las obligaciones civiles 
de las personas. (9) Las disposiciones sustantivas, por tanto, deter- 
minan especialmente los derechos de los particulares por razón del 
estado civil y por razón de los bienes, de las obligaciones, de los 
contratos y acciones civiles. (10) Las del Código del Estado son 
exclusivamente aplicables en los asuntos de su competencia, y las 
del Código nacional en las de la competencia del Gobierno ge- 
neral y en las civiles comunes de los habitantes de los Territo- 
rios que él administra. (11) Considerado éste en su conjunto y 
en cada uno de los títulos, capítulos y artículos de que se compo- 
ne, forma la regla estatuida por el legislador colombiano, á la cual 
es un deber de los particulares ajustarse en todos sus negocios, que 
es lo que constituye la ley ó el derecho civil de la Unión. (12) 



(7) Las Instituciones de Justiniano traen esta misma división : Public 
eumjus est, quod statum rei BomaTios speetúl; privatum, quod ad singulo^ 
rum uHlitatem, § 4, Tít. 1.°, Lib. IP 

(8) Art. 5.^ del Oód. Civ. de la U. 

(9) Art. 2.° del Oód. Civ. del E. 

(10) Art. 1.° del Oód. Oiv. de laU. 

(11) Ai-t. 2.° del Oód. Oiv. de la ü. 

(12) Art. 3.° del Oód. Oiv. de la U. 
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Concluimos esta sección observando que, creadas las leyes para 
el bienestar general y la seguridad social, es bien claro que ellas 
no pueden estar sujetas ni quedar subordinadas al capricho 6 al ar- 
bitrio de los ciudadanos ni de los Jueces y Tribunales. Si asi no 
fuera, resultaría que la voluntad individual vendría á hacerse su. 
perior á la voluntad general mauifestada por los legisladores, lo 
cual sería un absurdo, y que las leyes no llenarían su objeto, sir- 
viendo más bien para el juego de las pasiones y de los intereses 
egoístas. 

II 

DE LA LEY. 

Hay circunstancias, hechos y actos jurídicos que sin constituir 
propiamente una ley, tienen, sin embargo, fuerza legal,, aunque 
limitada á personas y casos determinados, y por consiguiente obli- 
gatorios como la ley misma, tales como las presunciones de dere- 
cho, los contratos y los testamentos. Pero' los principios de autori- 
dad de que vamos á ocuparnos, que establecen derechos y obliga- 
. cienes independientemente de los que los adquieren 6 las contraen, 
son las leyes, las costumbres y las ejecutorias. 

La ley en su acepción más lata significa regla de acción, y res- 
pecto de los hombres, regla de conducta. En su sentido legal, 
68 una declaración de la voluntad soberana que, manifestada en 
la forma prevenida en la Constitución nacional ó en la del Estado, 
manda, prohibe ó permite (13). No es necesario que la ley que 
manda, que prohibe ó permite exprese ó conténgala pena -ó el 
castigo en que se incurre por su infracción : este es el objeto del 
Código Penal (14). La ley es, por tanto, una emanación del poder 
soberano que reside esencialmente en el pueblo, y su ejercicio en 
el Congreso compuesto del Senado de Plenipotenciarios y de la 
Cámara de Representantes, ó en la Legislatura de los Estados (16). 
Ella reconoce como fuente de su existencia la legitimidad de 
la autoridad que la dicta, y el ejercicio de este poder ó de es- 
ta atribución privativa en la formación de las leyes, es la pri- 
mera condición de su existencia (16) ; la segunda es la sanción 

(13) Arts. 1.^ del Cód. Civ. del E. y 4.<^ del Oód. Oiv. de la U. Según la 
filosofía del derecho, el Poder legislativo no crea la ley, sino que la recibe 
formada por la vida espontánea de la nación que representa y se limita á 
escribirla y concretarla, como la fórmula más práctica del derecho natural 
en aquel momento de la historia. Véasela definición que trae la Part. 1.*, 
Tít. 1.*^, Ley 4.*, y la Bev., tomo 66, pág. 382, Cuestiones de Derecho civil, 
por D. É. Beus. 

(14) Art. 5.** del Cód. Oiv. de la ü. El legislador del Estado de Santander 
reconoce solamente la existencia de leyes imperativas y prohibitivas. 

(15) Arts. 37 de la Oonst. nao. y 20 de la del Estado.^: 

(16) Arts. 49, atrib. 16 de la Gonst. nao., y 26, atrib. 3.* de la del Estado. 
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del Poder Ejecutivo (17); y la tercera es su promulgación, porcuyx> 
medio se dá conocimiento de sus preceptos con el ñn de que sean, 
obedecidos y de que no pueda alegarse su ignorancia (18). Es 
un principio establecido que á nadie aprovecha ni sirve de excusa 
la ignorancia de las leyes (19). Este es precisamente el objeto de 
la promulgación, impedir esa ignorancia. Si pudiera alegarse y 
admitirse esta excusa, no habría ley estable y la autoridad del le- 
gislador desaparecería. Su admisión destruiría la generalidad de la 
ley, que es uno de sus principales caracteres. 

La sanción constitucional que el Poder Ejecutivo de la Unión 
y el de los Estados dan á los proyectos de ley acordados por el Con- 
greso ó las Legislaturas, es cosa distinta de la sanción legal: ésta 
no es sólo la pena sino también la recompensa : es el bien ó el 
mal que se deriva como consecuencia del cumplimiento de los man- 
datos ó de la trasgresión de las prohibiciones legales (20) ; mientras 
que la sanción ejecutiva es la aprobación dada á la ley para hacer- 
la ejecutiva, esto es, para que produzca todos sus efectos. Esta 
pena con que la ley amenaza al que intente eludirla, constituye su 
sanción, que consiste en la privación de un beneficio ó en la nuli- 
dad del acto ejecutado contra su tenor, como sucede en las prohi- 
bitivas ó de interés público, si en ellas mismas no se dispone otra 
cosa. 

La notoriedad de la ley no puede resultar sino de la certidum- 
bre moral de su existencia y de que es conocida (21). Por esta ra- 
zón, la ley no obliga sino en virtud de su promulgación, ó después 
de trascurrido el tiempo necesario para que se tenga noticia da 
ella. La promulgación es el acto solemne de notificación mediante 
el cual se da á conocer la ley á los pueblos; el testimonio más irre- 
cusable de que la ley ha pasado por todos los trámites establecidos 
para su formación, y se hace en el periódico oficial y se entiende 
hecha desde la fecha de dicho periódico. En la capital de la 
Unión se entienda promulgada la ley el día mismo de su inserción 
en el Diario Oficial, y en la capital de los Estados y Territorios 
tres días después, y en los Distritos ó poblaciones de que se compon- 
gan, quince después del recibo de dicho periódico por el Presi- 
dente ó Gobernador del Estado, ó por el Prefecto del Territorio 
respectivo; á cuyo efecto estos funcionarios harán llevar un regis. 
tro en que se anote el día del recibo de cada número y darán 
aviso de ello á la Secretaría de Gobierno (22). Aunque no se. haga 

(17) Arta. 56 á 59 de la Oonst. nao. j 29 á 32 de la del Estado. 

(18) Arts. 66, atrib. 1.' de la Oonst. nao., y 3*7, atríb. 2.' de la del Estado. 

(19) Art. 9.° del Cód. Civ. de la U. 

(20) Arts. 6.° y 7.® del Oód. Oiv. de la U. 

(21) Portalis, Preces, verb. 1. 1.°, pág. 5.', en la discusión del Oód. francés. 

(22) Arts. 11 y 12 del Cód. Civ. de la Ü. En Francia existe nn cuadro de 
dislancias legales relativo á la promulgación de las leyes, según decreto d* 
25 Termidor año 2." 



TÍTULO PRELIMINAR 25 

SU promulgación en los Distritos el primer día de concurso, las le- 
yes del Estado serán obligatorias treinta días después de hecha la 
promulgación oficial; pero esta disposición no tendrá efecto cuan- 
do la misma ley designe un plazo para su observancia, ó cuando 
por algiín accidente hayan estado interrumpidas durante dicho pla- 
zo las comunicaciones ordinarias del Distrito con la capital del 
Departamento ó con la del Estado. En este caso dejará de correr 
el plazo por todo el tiempo de la incomunicación (23). 

La justicia y la generalidad son los caracteres más esenciales 
de la ley. Debe ser justa porque en su justicia estriba su fuerza, 
y debe ligar á todos porque es la regla de las acciones humanas. 
Por esto el Código Civil prescribe su igualdad para todos, sin dis- 
tinción de personas ni de sexo, salvo los casos expresamente excep- 
tuados (24). 

Costumbre, según la Ley 4.*, Título 2.°, Partida*!.*, es derecho 6 
fuero que non es escrito, el cual han usado los homes luengo tiempo. 
Se entiende también por costumbre toda repetición consciente de 
actos ejecutados con libertad, y toma su nombre de nacional, local 
ó internacional, según las colectividades que la obedezcan. En tér- 
minos jurídicos, esta repetición de actos se llama uso, reservando el 
nombre de costumbre ^B.r a. designar el derecho producido por aqué- 
lla. Para que del uso nazca costumbre, es necesario que se establez- 
ca públicamente, que no sea contradicha por el legislador y que se 
observe sin interrupciones por tiempo señalado. 

' La costumbre que, entre nosotros, es la práctica ó uso lícito ge- 
neralmente observado por un tiempo que no baje de diez afíos, 
salvas las restricciones que de este tiempo haga la ley, no consti- 
tuye derecho sino en los casos en que la misma ley se remite á 
ella (25), porque la ley la sanciona de este modo con su aprobación. 

(23) Arts. . 72 á 76 del Oód. Polít. y Manió, del E. 

(24) Arts. 18 del Cód. Civ. de la U. y 5.° de la Oonst. del E. 

(26) Arts. 3.*^ y 4.® del Oód. Civ. 'del E. y 8.° del Cóá. Oiv. de la ü. 
La ley se remite á la costumbre en los casos de los artículos 1887, 2015^ 
2050,2051, 1250, 1260, 1612, &c. del Cód. Oiv. del E. y sus correlativos 
del Oód. Oiv. de la ü. La Novísima Eecopilación abolió la costumbre con- 
tra la ley como ocasionada á muchos abusos, dejando subsistente la que no le 
fuere contraria, que se aplicaba en caso de silencio ó de oscuridad de la ley. 

'* La formulación de los preceptos en leyes, dicen La Sema y Montalván,. 
si bien dio estabilidad al derecho, dejó vacíos que no era posible evitar y 
que sólo puede colmar la costumbre, que es el suplemento de la ley^ 
Podemos definirla derecho introducido legítimamente por la repetición de 
actos consentidos por el legislador." Es requisito de la costumbre, dice Vi- 
dari, que no sea contraria á las leyes ni esté prohibida por ellas, porque la 
costumbre debe integrar la ley escrita é interpretarla de conformidad con su 
espíritu, pero en manera alguna destruirla. 

Mucho han disputado los autores sobre el número de aetos que son nece- 
sarios para constituir costumbre, pero todos están unánimes en dar por su- 
puesta la pluralidad de actos. En el derecho moderno significa frecuencia y 
continuación de actos morales semejantes durante diez ó más años. Santo 
Tomás la define en cuanto al hecho, la frecuencia de obrar libremente en una 



TT^Í 



26 TÍTXJIiO PRBLIMIKAB 

No hay, pues, costumbre en contra de la ley, ni fuera deja ley 
propiamente dicha. Su prueba está sujeta á las reglas comunes por 
documentos, testimonio de personas ancianas 6 dos sentencias con- 
formes, y se extingue por otra costumbre 6 por ley expresa. 

Las ejecutorias 6 sentencias judiciales son las decisiones del 
Tribunal ó Juez competente dictadas en las controversias particu^ 
lares; pero las ejecutorias no perjudican sino á los que han sido 
partes en el juicio en que han recaído y por consiguiente no tie- 
nen fuerza obligatoria sino respecto de las causas en que fue-- 
ren pronunciadas (26). No pueden ser revocadas ni modificadas 
por otro fallo posterior, y producen todos sus efectos no sólo 
entre los litigantes, sino en los herederos y causa habientes. En to- 
do caso es tal el valor de lo ejecutoria;do, que para las partes inte- 
resadas es aun mayor que el de la ley misma, como observa el se- 
ñor Ortiz Ziíniga, pues ésta puede ser abolida ó reformada por otra; 
pero la cosa juzgada es inalterable, si en ella concurren las cir- 
cunstancias que el derecho establece. Así como las sentencias que 
reúnen la condición de cosa -juzgada adquieren fuerza de ley para 
las partes interesadas, las transacciones celebradas por éstas tienen 
entre sí la misma eficacia que una ejecutoria; y cuando en ésta se 
fija la inteligencia que deba darse á un convenio, no puede luego, 
en otra ejecutoria posterior, interpretarse aquél en sentido contra- 
rio, porque sería una verdadera impugnación de la cosa juzgada. 

III 

EFECTOS DE LA LEY. 

Los efectos jurisdiccionales de la ley recaen sobre el tiempo en 
que ejerce su imperio, sobre las mismas leyes, sobre el valor de los 
actos ejecutados bajo su vigencia, sobre las personas y los bienes. 

En cuanto al tiempo en que ejerce su imperio, la ley no tiene 
efecto retroactivo, porque ella sólo puede disponer para el porve- 
nir: si lo produjera sería la ley un atropello del orden social, su 
conculcación más flagrante, porque arrebataría toda seguridad á 



misma forma 6 frecuencia de un uso libre &6. Se entiende que ella es la que 
introduce la de derecho. Gregorio López, el comentador de las Partidas, y 
Paz, comentador de las leyes de Toro, fueron de opinión que el número de 
actos debe ser arbitral, porque unas veces el consentimiento del pueblo re- 
sultaría evidenciado con sólo dos actos, y otras no, y únicamente en cada ca- 
so podrá apreciarlo el Juez. Lauterbarch, Müller, Glück, Puchta y Savigny, 
sostienen la misma doctrina. 

Bentham condena la costumbre, y lo mismo hacen los Códigos de Ba-> 
viera y Holanda. V. en la Bev, gral. de legislación^ to. 58 y 59, el estudio 
razonado de .D. J. Costa, sobre los lUquisitos de la eostumhre jurídica. 

En el E. de Bolívar se aplica la costumbre, para fijar la inteligenóia d» 
las leyes, según el artículo 11 del Código. 

(26) Arts. 5.° del Cód. Civ. del E. y 17 del Oód. Oiv. de laU. 
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las transacciones futuras, aute la amenaza de un nuevo cambio. 
No hay otra excepción que la determinada por la Constitución 
nacional y la del Estado, en materia criminal, para el caso em que* la 
ley posterior imponga menor pena, pues prevalece en este caso la 
ley posterior (27). La razón es obvia: en materia criminal no hay 
conflicto de derechos privados y la aplicación de la nueva ley no 
implica perjuicio para nadie. El objeto de la ley penal, por su ca- 
rácter pieculiar, además, no es vengar una ofensa sino reprimir un 
delito y obtener el mejoramiento del delincuente, y debe suponer, 
se, como indica un distinguido jurisconsulto chileno (28), que se sa. 
tisface mejor el fin del legislador aplicando la ley nueva que corri- 
ge la antigua y modera ó amengua el rigor de la pena. En consecuen- 
cia, las controversias y los pleitos acerca de actos ejecutados, de- 
rechos adquiridos, obligaciones contraídas ó contratos celebrados 
desde la fecha de la publicación y promulgación de los códigos, 
relativos á estas materias, se decidirán con arreglo á sus disposi- 
ciones; pero las controversias y pleitos sobre actos, derechos, obli- 
gaciones y contratos anteriores, se decidirán con arreglo á las leyes 
sustantivas que estaban vigentes cuando se ejecutó el acto, se adqui- 
rió el derecho, se contrajo la obligación ó celebró el contrato (29). 
Aplicando los principios de no retroactividad á los conflictos 
de transición entre dos leyes, una anterior y otra posterior, entre 
una general y otra especial, diremos respecto de los derechos que 
nacen directamente de la ley, excluyendo los actos consumí^dos, 
que prevalece la ley posterior : 1.° en cuanto á la capacidad de 
adquirirlos, porque las meras espectativae no forman derecho. Una 
ley nueva puede modificar la capacidad civil de las personas y aun 
establecer para la adquisición de un estado civil, condiciones dife- 
rentes de las que exigía una ley anterior; pero el estado adquiri- 
do conforme á la ley vigente en la fecha de su constitución, subsis- 
tirá aunque esa ley pierda después su fuerza (30), y en consecuen- 
cia, las reglas de subordinación y dependencia entre cónyuges, entre 
padres é hijos, entre guardadores y pupilos, establecidas por una 
nueva ley, serán obligatorias desde que ella empiece á regir, sin 
perjuicio del pleno efecto de los actos válidamente ejecutados bajo 
el imperio de una ley anterior; 2.° en cuanto á su ejercicio y ásu 
extensión ; porque los derechos adquiridos se someten en su apli- 
cación á la nueva forma y serán más ó menos amplios ó limitados^ 
según las prescripciones de la nueva ley ; 3.° en cuanto á la sus-^ 
tanciación y ritualidad de los juicios ; pero respecto de los términos 
que hubieren principiado á correr y las actuaciones y diligencias 

(^7) Arts. 24 de la Oonst. nac, 52 de la del E. y 13 del Oód Oiv. de la IJ. 

(28) Jacinto Chacón, Exposicióa razonada y estudio comparado del 
Oód. Oiv. chileno. 

(29) Arts. 2770 del Oód. Oiv. del E. y 2683 del Oód. Oiv. de la U. 

(30) Art 23 del Oód. Oiv. de la TJ.— Véase en El Foro número 51, la sen- 
tencia deíTribnnal, de 23 de Febrero de 1870. 



28 TÍTULO PBELIMINAB 

que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo 
de su iniciación (31). 

(31) Por una ley del Estado de. Panamá, la 1.* da 10 de Enero de 1868, 
se establecieron reglas precisas para decidir los conflictos que resulten de 
la aplicación de leyes dictadas en diversas ópocas. Trasladamos aquí sus 
disposiciones por la importancia que tienen y su aplicación práctica : 

Art. 1.^ Los conflictos que resultaren de la aplicación de leyes dicta- 
das en diversas épocas, se decidirán con arreglo á las disposiciones de la 
presente ley. 

Art. 2.^ Las leyes que establecieren, para la adquisición de un estado 
civil, condiciones diferentes de las que exigía una ley anterior, prevalecerán 
sobre ésta desde la fecha en que comiencen á regir. 

SAit. 3.° El estado civil adquirido conforme á la ley vigente á la fecha 
<de su constitución, subsistirá aunque esa ley pierda después la fuerza ; ^ero 
los derechos y las obligaciones aneaos á él se subordinarán á la ley posterior, 
sea que ésta constituya nuevos derechos ú obligaciones, sea que modifique ó 
derogue los derechos ú obligaciones antiguos. 

En consecuencia, las reglas de subordinación y dependencias entre cónyu- 
ges, entre padres é hijos, entre guardadores y pupilos, establecidas por una 
nueva ley, serán obligatorias desde que ella empiece á regir, sin perjuicio 
del pleno efecto de los actos válidamente ejecutados bajo el imperio de una 
ley anterior. 

En consecuencia también, las personas que baj'o el imperio de una ley 
hubieren adquirido, en conformidad á ella, el estado de hijos naturales, go- 
zarán de todas las ventajas que les otorgare, y estarán sujetas á todas las 
obligaciones que les impusiere una ley posterior. 

Art. 4.° Los derechos de usufructo legal y de administración que el pa- 
dre de familia tuviere en los bienes del hijo, y que hubieren sido adquiridos 
bajo una ley anterior, se sujetarán, en cuanto á su ejercicio y duración, á 
las reglas dictadas por una ley posterior. 

Art. 5.^ El hijo ilegitimo que hubiere adquirido derecho á alimentos ba- 
jo el imperio de una antigua ley, continuará gozando de ellos bajo la que 
posteriormente se dictare; pero en cuanto al goce y á la extinción de ese 
derecho, se seguirán las reglas de la última. 

Art. 6.° Las meras espectativas no forman derecho. 

En consecuencia, la capacidad que una l^y confiere á los hijos ilegíti- 
mos, de jpoder ser legitimados por el matrimonio de sus padres, no les da 
derecho á la legitimidad^ si el matrimxmio se contrajere bajo eí imperio de 
tina ley posterior que exija nuevos requisitos ó formalidades para la adqui^ 
sición de ese derecho ; á menos que, al tiempo de celebrar d matrimonio^ se 
cumpla con tales requisitos 6 formalidades. 

Art. 7.° Si una persona otorgare poder para testar, bajo el imperio de 
una ley que lo permite, y muriere bajo el imperio de otra que lo prohibe, 
el poder será ineficaz. 

Art. 8.^ El que bajo el imperio de una ley hubiere adquirido el derecho 
de administrar sus bienes, no lo perderá bajo el de otra, aunque ht última 
exija nuevas condiciones para adquirirlo ; pero, en el ejercicio y continua- 
ción de este derecho, se sujetará á las reglas establecidas por la ley pos- 
terior. 

Art. 9.^ Los guardadores válidamente constituidos bajo una legislación 
anterior, Seguirán ejerciendo sus* cargos en conformidad á la legislación 
posterior, aunque según ésta hubieran sido incapaces de asumirlos ; pero, 
en cuanto á sus funciones, á su remuneración y á las incapacidades ó excu- 
sas supervinientes, estarán sujetos á la legislación posterior. 

En cuanto á la pena en que, por descuidada ó torcida administración, hu- 
bieren incurrido, se les sujetara á las reglas de aquella de las dos legisla^ 
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£1 conflicto puede sobrevenir también entre una ley general 



cioneg qne fnere menos rigurosa respecto del castigo aplicaba ^; pero las 
faltas cometidas bajo la nueva ley se castigarán en conformidad á ésta. 

Art. 10. La existencia y los derechos de las personas jurídicas se suje- 
tarán á las mismas reglas que respecto del estado civil de las personas natu* 
rales prescribe el artículo 3.^ de la presente ley. 

Art. 11. Las personas naturales 6 jurídicas que bajo una legislación an- 
terior gozaban del privilegio de la restitución in integrum, no podrán invo- 
carlo ni trasmitirlo bajo el imperio de una legislación posterior que lo baya 
abolido. 

Art. 12. Todo derecho real adquirido bajo una ley y en conformidad á 
ella^ subsiste bajo el imperio de otra ; pero, en cuanto á sus goces y cargas^ 
y en lo tocante á su extinción, prevalecerán las disposiciones de la nueva 
ley. 

En consecuencia, las servidumbres naturales y las voluntarias, constitui- 
das válidamente bajo el imperio de una antigua ley, se sujetarán, en su 
ejercicio y conservación, á las reglas que estableciere otra nueva. 

Art. 13. La posesión constituida bajo una ley anterior no se retiene, 
pierde ó recupera bajo el imperio de una ley posterior, sino por los medios o 
con los requisitos señalados en ésta. 

Art. 14. Los derechos deferidos bajo una condición que, atendidas las 
disposiciones de una ley posterior, debe reputarse fallida si no se realiza 
dentro de cierto plazo, subsistirán bajo el imperio de esa ley y por el tiempo 
que señalare la precedente, á menos que este tiempo, contado desde la fecha 
en que la ley posterior empiece á regir, excediere del plazo señalado por ella; 
pues en tal caso, si dentro de este pl^zo no se cumpliere la condición, se 
mirará como fallida. 

Art. 15. Siempre que una ley prohiba ia constitución de varios usufruc- 
tos sucesivos, y espirado alguno de ellos antes de que esa ley haya empeza- 
do á regir, hubiere empezado á disfrutarla cosa alguno de los usufructuarios 
subsiguientes, continuará éste disfrutándola bajo el imperio de la nueva ley, 
por todo el tiempo que le concediere su título ; pero caducará el derecho de 
usufructuarios posteriores, si los hubiere. 

La misma regla se aplicará á los derechos de uso ó habitación sucesivos, 
y á los fideicomisos. 

Art. 16. Las solemnidades extemas de los testamentos se regirán por la 
)ey coetánea á su otorgamiento ; pero las disposiciones contenidas en ellos 
estarán subordinadas á ley vigente á la época en que fallezca el testador. 

En consecuencia, las leyes que, á la muerte del testador reglen la inca- 
pacidad ó la indignidad de los herederos ó asignatarios, ó reglen las legíti- 
mas, las mejoras, la porción conyugal ó las desheredaciones, prevalecerán 
sobre las respectivas leyes anteriores. 

Art. 17. Si eHestamento contuviere disposiciones que, según la ley bajo 
la cual se otorgó, no debían llevarse á efecto, lo tendrán sin emb^irgo, siem- 
pre que eilas no se hallen en oposición con la ley vigente aí tiempo de 
morir el testador. 

Art. 18. En las sucesiones forzosas ó intestadas, el derecho de represen- 
tación de los llamados á ellas se regirá por la ley bajo la cual se hubiere 
verificado su apertura. 

Art. 19. En la adjudicación y partición de una herencia ó legado, se o&- 
servarán las reglas que regían al tiempo de la delación, 

Art. 20. En los contratos de toda clase se entenderán incorporadas las 
leyes vigentes al tiempo de su celebración. 

Exceptúanse de esta disposición : 

1.^ Las leyes concernientes al modo de reclamar en juicio los derechos 
que resultaren de dichos contratos ; 
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y otra especial. Si en los Códigos del Estado se hallaren algu- 
nas disposiciones que en su ejecución sean entre sí incompatibles, se 
observarán las reglas siguientes: 1.* La disposición relativa á ua 
asunto especial es preferente á la que tenga un carácter general; 
2.* Cuando las disposiciones tengan la misma especialidad ó gene- 
ralidad y se hallaren en el mismo Código, preferirá la disposicióa 
contenida en el artículo posterior, y si estuvieren en diversos Có- 
digos, preferirán por razón de éstos en el orden que sigue: Civil, 
de Comercio, Penal, Judicial, Político y Municipal, de Elecciones, 
Fiscal, Militar, de Policía, de Fomento, de Beneficencia y de Ins- 
trucción piíbica (32). El orden en que deben observarse los Códi- 
gos nacionales, cuando ocurran entre ellos incompatibilidades ó 
contradicciones, será : 1.*^ En sus respectivas especialidades, el Có- 
digo administrativo, el Fiscal, el Militar y el de Fomento ; 2.° Los^ 
sustantivos, á saber : el Código Civil, el de Comercio y el Penal ; 
3.° El adjetivo judicial (33). 

Al legislador toca sólo explicar ó interpretar la ley de un mow 
do generalmente obligatorio (34). El Poder Judicial, aunque tam- 
bién puede interpretarla ó explicarla, lo hace únicamente para 
aplicarla en casos partióulares, y sus decisiones no tienen fuer- 
za, como ya dijimos, sino respecto de las causas en que actual- 
mente se pronunciaren. Pero las leyes llamadas interpretativas 
en cuanto aclaran ó explican el sentido oscuro ó dudoso de una 
ley, no son retroactivas. Actos de esta naturaleza no pueden 

2° Las que señalen pena para el caso de infracción de }o estipulado en 
ellos ; pues tal infracción será castigakda con arreglo á la ley bajo la cual 
hubiere sido cometida. 

Art. 21. Los actos 6 contratos válidamente celebrados bajo el imperio de 
una ley, podrán probarse, baio el imperio de otra, por los medios*que aquella 
establecía para la justificación de ellos ; pero la forma en que deba rendirse 
la prueba^ estará subordinada » la ley vigente al tiempo en que la prueba 
fuere rendida. 

Art. 22. Las nuevas leyes concernientes á la sustanciación y á la ritua- 
lidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores, desde el momento en que 
deben empezar á regir. Pero los términos que hubieren empezado á correr 
y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por lá 
ley vigente al tiempo de su iniciación. 

Art. 23. lia prescripción iniciada bajo el imperio de una ley, y que no se 
hubiere completado aun al tiempo de promulgarse otra que la modifique, 
podrá ser regida por la primera ó la segunda, á voluntad del prescribiente ; 
pero, cuando se elija la última, la prescripción no se contará sino desde Is^ 
fecha en que la última hubiere empezado á regir. 

Art. 24. Lo que una ley declara absolutamente imprescriptible, no podrá 
ganarse por tiempo alguno bajo el imperio de ella, aunque el prescribiente 
hubiere principiado á poseerlo conforme á una ley anterior que permitía pres- 
cribirlo. 

La ley chilena de 7 de Octubre de 1861, contiene las mismas disposi- 
ciones. 

(32) Arts. 6.^ y 700 del Oód. Oiv. del E. 

^33) Art. 10 del Oód. Oiv. do la ü. 

(34) Art. 6.° del Oód. Oiv. del E. 
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considerarse nuevas leyes y no lo son propiamente, porque se con- 
cretan á declarar sobre las anteriores, explicando 6 aclarando lo 
mandado, lo prohibido ó permitido por ellas ; de modo que, por 
erróneo que sea el sentido que se les haya dado, las declaraciones 
legislativas posteriores no afectarán las sentencias ejecutoriadas, 
en el tiempo intermedio, porque se entienden incorporadas en las 
anteriores leyes (35). 

Las leyes que regulan el orden público y apoyan la moralidad 
de las acciones, las que garantizan los intereses de terceros y las 
que protegen los derechos de las persoqa^ en razón de su edad, 
sexo ú otra consideración general, no pueden dejarse sin vigor por 
una renunciación ó convención. La renuncia de las leyes en 
general no surte efecto, ni lo surtirá tampoco la renuncia de las 
leyes prohibitivas (36). Un padre, por ejemplo, no podrá renun- 
ciar la patria potestad, y si un testador dejase un legado al Notario 
que autorizó su testamento, no tendrá efecto la asignación aunque 
se pruebe que no hubo fraude en el acto, pues la ley lo prohibe 
con un fin de conveniencia páblica, el de evitar ó impedir que se 
coarte ó suplante la voluntad del testador (37). La idea de orden 
público en legislación implica, ante todo, disposiciones que se re- 
lieran á la generalidad de los ciudadanos, no en las relaciones de 
interés privado sino en las sociales relativas á la comunidad, á su 
organización y conservación (38). 

Las leyes prohibitivas por sus efectos, en el sentido de la re. 
presión, á semejanza de las leyes penales, constituyen una espe- 
cialidad en el derecho civil que no tiene por principal objeto re- 
primir los actos ilícitos sino reglar las relaciones privadas, como 
fuente de los derechos lícitos. En este sentido, siempre que las 
leyes prohiben, lo hacen con el fin de precaver un fraude ó de evi- 
tar que produzcan derecho los actos contrarios á la ley ó á las bue- 
nas costumbres, ó con el fin de proveer á algún objeto de utilidad 
páblica ó privada. Esta es la razón y la causa determinante de las 
leyes prohibitivas y este su objeto. Su efecto inmediato es la nuli- 
dad del acto, en caso de contravención. Siendo nulos y de ningún 
valor los 'actos prohibidos apresamente, no valdría alegar ni pro- 
bar que el acto anulado por la ley no ha sido fraudulento ó con- 
trario al fin de la ley. Se exceptúan dos casos: 1.° Cuando la 
ley designa á la contravención otro efecto que el de la nulidad ; 
2.° Cuando la contravención es relativa al derecho individual de 
la persona que lo renuncia y esto no le está prohibido (39). 

(35) Art. 14 del Cód. Civ. de la ü. 

(36) Arts. 9.° del Cód. Civ. del E., y 15 y 16 del Oód. Cv. de ia ü. 

(37) Corno otros tantos ejemplos, véanse Ibs artículos 160, 448, 845, 1598^ 
1956, 2124 y 2447, inciso 1° del Cód. Civ. del E. y sus correlativo» del 
Oód. Civ. de la ü. . 

(38) No hay texto preciso que defina el orden público. 

(3&) Arts. 7.°, 8.° y 1748 del Cód. Civ. del E., y 15, 16 y 1740 del Cód. 
Civ. de la ü. 



32 TÍTULO PRBLIMINAB 

Las nacionevS tienen el derecho de arreglar por medio de leyes 
propias la capacidad (Tincapacidad de las personas, en i¿u calidad 
de tales, para el ejercicio de los derechos y la manera de. disponer 
de las cosas imponiéndole á la propiedad inmueble ciertas condi- 
ciones y estableciendo formalidades para la posesión. El con- 
junto de leyes que determinan el estado civil de las personas se 
llama en el Derecho internacional, "Estatuto personal," y el de 
las que reglan la calidad y condición de las cosas en lo concer- 
niente ásu adquisición, posesión y traslación se llama "Estatuto 
real" (40). Todas estas leyes son obligatorias tanto á los nacionales 
como á los extranjeros que residen en el territorio (41). El efecto 
inmediato de la soberanía es el de someter las personas y las cosas 
al imperio de las leyes patrias; pero las leyes en cuanto á su ex- 
tensión jurisdiccional, por regla general, no alcanzan más allá de 
lo que comprende dicho territorio, con esta excepción: las leyes 
personales siguen al individuo donde quiera que se halle. Tenien- 
do estas leyes- por objeto arreglai las diversas calidades de los ciu- 
dadanos y determinar su personalidad, sus derechos y obligaciones, 
la capacidad y personalidad así definidas, siguen á la persona aun- 
que traslade su domicilio á país extranjero, mientras no cambie 
su nacionalidad. Así, pues, los cundinamarqueses ó los colom- 
bianos permanecerán sujetos á las leyes patrias, no obstante su 
residencia ó domicilio en otro de los Estados ó en país extranjero, 
en lo relativo al estatuto personal, respecto de los actos que 
deban ejecutarse en el territorio nacional o del Estado (42). 
Pero los extranjeros en Colombia ó en Cundinamarca, no se 
rigen por el estatuto personal de su país, porque es principio 
inherente á la soberanía é independencia recíproca de las naciones, 
no admitir dentro de su jurisdicción la aplicación de leyes extra- 
ñas. Esta sujeción. á las disposiciones del Código y leyes que reglan 
las obligaciones y derechos civiles, comprende no sólo el estado y 
capacidad de las personas para ejecutar ciertos actos que hayan de 
tener efecto en Cundinamarca ó en Colombia, sino las obligacibnes 
y los derechos que nacen de las relaciones de familia ; pero solo 
respecto de sus cónyuges y parientes cundinamarqüeses ó colom- 
bianos. 

Con los bienes muebles é i amuebles sucede lo contrario en la 
Nación ; en el Estado respecto de los inmuebles únicamente. Los 
bienes situados en los Territorios, sin distinción, y aquéllos que se 
encuentren en los Estados, en cuya propiedad tenga interés ó dere- 
cho la Nación, están sujetos á las disposiciones del Código Civil 

l40) Guyot, en el Repertorio de Jurispi^encia, palabia Estatuto, 0e ex- 
presa así: " Esta palabra se aplica en general á toda suerte de leyes y re-- 
^lamentos. Cada disposición de una ley es nn estatuto que permite, ordena 
o prohibe alguna cosa." 

(41) Art. 18 del Gód. Civ. de la ü. 

(42) Arts. 11 del Qód. Oiv. del E. y 19 del Oód. Civ. de la ü. 
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nacional, aun cuando sus dueños sean extranjeros y residan /uera 
de Colombia. Esta disposición se entenderá sin perjuicio de las 
estipulaciones contenidas en los contratos celebrados válidamente 
en país extraño ; pero los efectos de dichos contratos, para cum- 
plirse en algún Territorio, ó en los casos que afecten á los derechos 
ó intereses de la Nación, se arreglarán al mismo Código y demás 
leyes civiles nacionales (43). El principio de la lex loci rei sitae se 
aplica en lo nacional á toda especie de bienes y no así en el Estado. 
El Código Civil de Cundinamarca hace diferencia entre los raíces y 
muebles, estableciendo que los bienes raíces situados en el Estado 
están sujetos á las leyes cundinauíarquesas, aunque sus duefíos sean 
de otro de los Estados de la Unióu, ó extranjeros, y no residan 
en el territorio. Esta disposición se eutenderá también sin perjuicio 
de las estipulaciones contenidas en los contratos válidamente otor- 
gados en alguno de dichos Estado.^ ó en país extraño, cuyos efectos 
no deban surtirse en Cundinamarca; pero los contratos celebrados 
relativamente á dichos inmuebles cuyos efectos deban surtirse en 
el Estado, se arreglarán, en cuanto á estos efectos, á las leyes del 
Estado (44). Y todo esto es muy justo, porque no pudiendo adqui- 
rirse la posesión, sino en virtud de esas leyes, no habría razón para 
no cumplirlas en lo estatuido respecto á los modos de adquirir y 
trasferir el dominio, al uso y goce de los bienes y á la constitución 
de servidumbíes, hipotecas y otros gravámenes. Todo esto compren- 
de el estatuto real, cuyas leyes son obligatorias para los poseedores 
lo mismo que para los propietarios, quienes en consecuencia no 
podrán alegar otra ley que la lex loci. 

En cuanto á bienes muebles, los derechos y obligaciones relati- 
vos á ellos, se regirán en Cundinamarca por las leyes del Estado 
ó país en que esté domiciliado ó resida su duefío (45). Este prin- 
cipio está reconocido en el Derecho internacional privado, y según 
él, la ley del país en que el propietario de los bienes muebles está 
domiciliado ó reside, es la que rige la sucesión de estos bienes, sin 
considerapión al lugar en que se encuentren (46). Su fundamento 
es una ficción, la de que los muebles son ambulantes y siguen al 
propietario ; pero la posibilidad de su traslación de un punto á 
otro, no puede destruir la realidad del hecho ; la verdad puede ser 
otra y no puede ser negada. Con el soberano del país donde se 
hallaren, es con el que están en relación estos bienes y á su impe. 
rio sometidos. Por consiguiente, la aplicación de esta regla presu- 
pone un acuerdo entre los diversos países (47), ó entre Cundina. 
marca y los demás Estados. Si así no se hace, ¿cómo el soberano 
del país del domicilio haría respetar sus derechos sobre los mué- 

(43) Art. 20 del Oód. Oív. de la ü, 

(44) Art. 12 y 1066 del Oód. Oív. de 1» ü. 

(45) Art. 13 del Oód. Oív. del £. 

(46) Westobjy Besúmen de la legislación inglesa, cap. 4.^ 

(47) Mercade. ISízplicaoión del Oód. de Napoleón, Tit. preliminar. 

3 
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bles que se encuentran fuera de su jurisdicción ? ^Cómo hacer res^ 
petar estos derechos? 

En cuanto á la forma j el efecto de los actos de voluntad, el 
Derecho internticional privado ha establecido que ^'la forma exte. 
ríor del contrato debe ser reglada por la lex lod contr actúa, la cual 
determÍDa si el acto ha de ser escrito y cuáles son las formalidades 
eon que ha de ser otorgado (48). El conjunto de estas reglas cons. 
tituye el "Estatuto formal." Nuestros Códigos reconocen el prin- 
cipio en estos términos: el del Estado dispone que " la forma y las 
solemnidades de los instrumentos públicos se determinan por laa^ 
leyes del Estado ó país en que hayan sido otorgados, y su autenti- 
cidad se probará según las reglas establecidas en el Código Judi. 
cial " (49) ; y el de la Unión habla de la formí y suprime la palabra 
solemnidacíes ; pero agrega que " la forma se refiere á las solemni- 
dades externas y la autenticidad al hecho de haber sido realmente 
otorgados y autorizados por las personas y de la manera que en 
tales instrumentos se expresa'* (50). Arabos Códigos aceptan la 
forma pública y no la privada de los actos celebrados en el extran. 
jero ó en otro Estado. En consecuencia, los instrumentos extran- 
jeros ó los otorgados en otro Estado, serán aceptados con sólo hacer 
constar su autenticidad ; y en cuanto á los documentos privados, 
como su forma no hace fe en juicio, habrá que probar la obligación 
contraída por los medios establecidos en las leyes colombianas ó cua. 
dinamarquesas. Los actos ó contratos válidamente celebrados bajo- 
el imperio de la ley de algún Estado, podrán probarse por los me- 
dios que dicha ley establece para la justificacióu de ellos; pero la 
forma en que deba rendirse la prueba, estará subordinada á lo que 
disponga el Código Judicial ; y la fuerza obligatoria de dichos actos 
y contratos, su validez y la prelación de los derechos que ellos con- 
fieran en los casos de sucesión ó de concurso de acreedores en que 
«ea interesada la Unión ó en los que ocurran en los Territorios^ m 
resolverán aplicando las leyes sustantivas (51). Pero en los casos 
en que los Códigos ó leyes nacionales ó del Estado, exigieren ins- 
trumentospúblicos paralas pruebas que han de rendirse y producir 
efecto en Cundinamarca ó en los Territorios nacionales, no valdrán 
las escrituras privadas, cualquiera que sea la fuerza de éstas en el 

(46) La palabra acto tiene un sentido general 6 genérico que comprende 
á la vez los actos por escrito y los hechos del hombre, según la deñne la ley 
19 del Digesto. En cada acto se distinguen dos partes, la forma y la sustan*- 
cia ( materia ) : los comentadores de las leyes romanas han expresado esta 
distinción con las palabras solemnidades extemas y solemnidades internas,. 
(Meyer, Cuestiones transitorias, páginas 21 y siguientes.) La sustancia ó ma- 
teria de los actos ó las solemnidades internas, comprende todo lo que mira á la 
capacidad de las personas y al consentimiento de las partes, al objeto, validez 
y efectos de la obligación ó de la disposición testamentaria. 

(49) Art. 14 del Cód. Oiv. del B. 

(50) Art. 21 del Cód. Oiv. de la Ü. Nada dice de las solemnidadea^ 
interna B. 

(51) Art. 24 del Oód. Oiv. de la U. 
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Estado ó país en que hubieren sido otorgadas (52). Esta prohibi- 
ción tiene por objeto un interés público, y debiendo esos actos^ 
aunque otorgados en otro Estado ó país extranjero, producir sus 
efectos en Colombia ó en Cundinamarca, deben arreglarse á las 
leyes colombianas ó cundinamarquesas respectivamente. Los actos 
traslativos de la propiedad raíz 6 que le impongan gravámenes 
están sujetos á la inscripción ó anotación respectivas (53). Estas 
diligencias son formas peculiares y requisitos indispensables que 
no pueden llenarse en otra parte, sino en el Estado o en TerritoriQ 
nacional. 

IV 

INTBEPEETACIÓN DE LA LEY. 

Dice La Serna eo sus ProUgómeTioa del Derecho^ muy atinada, 
mente: *'Por perfectas que supongamos las leyes positivas, es im- 
posible que de un modo decisivo y terminante comprendan todas 
las cuestiones que la variedad de las necesidades, la actividad con- 
tinua de las transacciones entre los hombres y la multiplicidad j 
extensión de sus intereses promueven á cada momento. Circuns- 
critas á establecer principios y reglas generales, fecundas en con- 
secuencias y aplicables á los casos comunes, no pueden descender 
á 4os fortuitos y extraordinarios. Aun en los que el legislador 
prevé ocurren á veces pormenores que escapan á su penetración, 
o que por su eventualidad ó su poca ñjeza no deben ser compren, 
didos en su obra. Las mismas palabras de una ley, por precisas 
que parezcan, frecuentemente se prestan á diferentes sentidos, que 
sólo el tiempo, los trabajos científicos y más que todo el interés 
opuesto de los particulares pone en descubierto. El jurisconsulto 
estudiando el espíritu de la ley, y el magistrado en la necesidad 
diaria que tiene de aplicarla, son los que la suplen ó explican.'' 

Interpretar es, en efecto, explicar, aclarar y fijar el sentido de 
la ley. La oscuridad y la duda existen en la generalidad de los 
casos, cuando se trata de la aplicación de las leyes, pues el casuismo 
es imposible y sería, aún suponiéndolo posible, del todo ineficaz, y 
siendo esta la verdad, claro está que tenemos necesidad de recurrir 
con mucha frecuencia á la interpretación, que con las reglas que 
tiene preconstituidas, que con las deducciones lógicas que ha esta- 

(52)'ArtB. 15 del Cód. Oiv. del E. y 22 del Cód. Oiv. de la ü. Por 
ejemplo : la ley cundinamarquesa exige escritura pública para las capitu- 
laciones matrimoniales con el fin de evitar que ellas sean modificadas ó 
alteradas en fraude de uno de los cónyuges ó de terceros. Si los esposos 
cundinamarqueses, en un país donde es permitido otorgarlas en escrituras 
privadas, extienden capitulaciones en documento privado, tio harían fe ante 
los Tribunales del Estado y no serian admitidas. 

(53) Arts. 772, 775 y 2736 del Cód. Civ. del E., y 756, 759 y 2652 del 
Cód. Oiv. de la ü. 
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blecido y con los autorizados precedentes de su historia en esa in- 
finita variedad de casos que han sido objeto de sus decisiones, ha 
fijado lo dudoso, aclarado lo oscuro, deslindado y despejado lo am- 
biguo y suplido lo omitido. La necesidad es evidente, y las reglas 
de la interpretación son los medios de alcanzar é informar la recta 
inteligencia de las leyes. Los Jueces están obligados por la natu- 
raleza de su ministerio á dar algún sentido aun á las más oscuras 
ó deficientes, á llenar todos los vacíos y á decidir conforme á este 
sentido. La disposición legal que les prohibe abstenerse bajo pre- 
texto de silencio ú oscuridad de la ley, se funda precisamente en 
la naturaleza misma de sus funciones, en la índole y modo de ser 
del Poder Judicial, ó sea en la esencia de la administración de jus- 
ticia, puesto que abstenerse y dejar de fallar, aplazar ó dilatar 
el fallo tanto puede valer muchas veces como negar la justicia ó 
cometer una injusticia notoria (54), 

La exegésis ó hermenéutica jurídica, en el concepto emitido, es 
una ciencia, y en los tiempos modernos lo es progresiva, y perte- 
nece á la lógica, como la gramática. En las complexidades y dudas 
que asaltan al espíritu, en las vacilaciones diarias y los conflictos 
que surgen en él, en presencia del texto de la ley, entre el sentido 
y la letra, entre la significación y la palabra, hay que .recurrir, lo 
repetimos, á las mencionadas reglas, porque la interpretación bien 
considerada es el suplemento de la legalidad ó de la insuficiencia 
de esta. 

La interpretación es de dos clases, auténtica y doctrÍ7val. Au- 
téntica ó legal es la que hace el legislador, y su declaración aclara- 
tiva se incorpora en la ley interpretada sin que pueda afectar las 
sentencias ejecutoriadas adquiriendo sin embargo el valor de ley 
nueva (55). Doctrinal es la que hacen los Magistrados ó Tribunales 
y aun los funcionarios administrativos, y no se dicta de un modo ge- 
neralmente obligatorio, sino sólo para los casos sometidos á la deci- 
sión judicial ó administrativa, pero sirve de norma en la práctica 
forense, para los casos análogos, norma agendi. Los Jueces y 
funcionarios públicos, en la aplicación de la ley, interpretan por 
vía de doctrima, en busca de su verdadero sentido, como los indi- 
viduos emp^an su propio criterio para acomodar las determina- 
ciones generales de la ley á sus hechos é intereses peculiares (56). 
La aplicación de las leyes es un acto en extremo complexo, que 
'-exige el concurso indispensable de variados elementos. Tales son : 
un hecho que la motive; una regla de derecho, y una relación 
entre aquél y ésta. El primero se satisface con la prueba en sü 
sentido procesal ; para atender al segundo, existe la ley que contiene 
aquélla, cuya explicitud, precisión &c., son garantías de acierto, 
porque es indudable que cuanto más perfecta sea una legislación, 

(64) Art. 157 del Oód. Jud. del E. y 175 del de Ja ü. 

(55) Arte. 78 del Oód. P. y M., 5.*^ del Oód. Oiv. del E. y 25 del de la ü. 

(56) Art. 26 del Oód. Oít. de la ü. 
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mejor proveerá á los fines que r^nla; pero respecto del tercero, 
6 relación entre el hecho y el Derecho, se necesita la posesión de 
la técnica jurídica (57). Hé aquí la ciencia del jurisconsulto y 
el fundamento de la jurisprudencia. 

Las decisiones judiciales uniformes constituyen hoy la jurispru- 
dencia. Ella es la ciencia filosófica del Derecho, como la definió Ul- 

f)iano y como la entendió Justinianó, en sus compilaciones legales, 
undado en la doctrina estoica de los jurisconsultos romanos; pero 
la jurisprudencia no es tal ni es el complemento del Derecho po- 
sitivo, sino cuando es uniforme, sistemática y fecunda, y si no asu- 
me la garantía de la competencia científica en los juicios que la 
constituyen, deja de serlo. En el sentido propio y el más extenso de la 
palabra, " es la concentración de la razón humana, dice el mismo ex- 
positor español, ejercitada cuotidianamente en la interpretación y 
aplicación del Derecho ; el tesoro de la razón de las generaciones con- 
sagradas á este mismo ejercicio; de una razón dueña del procedi- 
miento técnico para penetrar en el más profundo sentido de las 
reglas de derecho." Pero habiéndose formado en la misma Roma gran 
parte de las instituciones por las respuestas de los jurisconsultos, 
responsa prudentium, fué lentamente cambiándose esta' acepción 
demasiado amplia y entendiendo, bajo el mismo nombre, la doctrina 
que se profesaba sobre tal materia en tal ó cual país ó Tribunal. Hoy 
se han concretado los términos y se define por Jurisprudencia la 
serie de sentencias conformes, sobre un mismo punto de derecho, 
pronunciadas por un Tribunal legítimo. Así los Juzgados y las 
Audiencias ó Tribunales superiores tienen su jurisprudencia espe- 
cial; pero cuando se emplea este término sin otro de relación, se 
supone referirse el que habla á la del Tribunal Supremo de cada 
nación por ser la más importante y conocida (58). La tradición, los 
dictámenes de juristas afamados, la costumbre sana, la práctica ra- 
cional de los Jueces y Magistrados y las reglas filosóficas de la inter- 
pretación ó los incontrovertibles principios en que reposa ésta, son 
los elementos constitutivos de la jurisprudencia. Según Savigni, se 
llama unas Yeces jurisprudencia al derecho consuetudinario fundado 
en una larga serie de monumentos jurídicos, y otra^ á las decisiones 
uniformes de un Tribunal, á las cuales se atribuye fuerza obligato- 
ria. Encargados los Jueces y Tribunales de hacer la distribución de 
los derechos ó de realizarlos en las diversas relaciones sociales, deben 
tomar en cuenta^ el objeto de las leyes y apreciar sus palabras en la 
significación más adecuada y más apropiada al pensamiento ó á la 
intención con que, según se deduzca de una crítica ilustrada, se 
dictaron por el legislador. 

La jurisprudencia recibe varios nombres según la materia so- 

(57) Discarso leído por D. Felipe Sánchez Román, Presidente de la Acade- 
mia de Jurisprudencia de Granada, en la sesión inaugural del curso de 1879 
á 1880. Bev. t. 59, pág. 367. 

(58) Véase Bev. t. citado y p. 384. 
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bre que versa ó los Tribunales que la pronuncien. Así, hay juris- 
prudencia civil (que comprende en España, por ejemplo, los fallos 
dictados en recursos de nulidad, injusticia notoria y casación, ade- 
más de las competencias sobre materia civil) ; cri/minal (que abra- 
za los recursos de casación y competencias) ; administrativa ( que 
se refiere á todos los extremos de lo contencioso) ; militar, eclesiástica 
&c. El valor de estas clases de jurisprudencia es siempre el mismo ; 
servir de guía y precedente á los fallos posteriores y cada una en 
su clase debe ser imitada y seguida hasta tanto que una nueva ley 
ó una nueva costumbre (á que aquella se refiera) haga variar de 
rumbo la doctrina hasta entonces aceptada. 

Las reglas fijadas para la interpretación doctrinal son las si- 
guientes : 

1.* Cuando el sentido déla ley es claro, no se desatenderá su 
tenor literal á pretexto de consultar su espíritu. Pero bien sepue^ 
de, si las palabras ó frases fuesen oscuras, recurrir á la intención 
ó espíritu del legislador, claramente manifestados en la ley mis- 
mja ó en la historia fidedigna de su establecimiento (59). 

El espíritu es el pensamiento del legislador, y sabido es que si la 
letra mata, el espíritu vivifica. Esta primera regla se funda en la 
naturaleza de las cosas y ella en la limitación que establece soli- 
cita la armonía, la congruencia y concordancia de las leyes, porque 
del mismo modo que no es posible concebir la idea de un todo sin 
el conocimiento de las partes que lo constituyen, es imposible conce- 
bir la idea de una parte sin hacer el análisis del todo. La aprecia- 
ción aislada de alguno de estos términos, es causa de los errores. 
Así, la inteligencia general de la totalidad nos hará comprender 
la parte, cuyo procedimiento se adopta no sólo en la aplicación 
de las leyes, sino en el idioma, en todos los hechos y en todos los 
movimientos de la vida. En esto consiste el conocimiento científi- 
co del Derecho y es de esta manera como se trasforma lo abstracto 
en lo concreto. 

Forman la historia fidedigna de la ley los motivos y funda- 
mentos que impulsaron al legislador á proponerla, consignados por 
lo regular en la exposición de ellos que se acompaña al proyecto. 
La comparación entre la antigua y la nueva ley, entre el proyecto 
original y la ley sancionada, es un medio que sirve para establecer 
esta historia. De este modo se consideran los defectos que se co- 
rrigen ó las mejoras que se introducen. Fácil es así descubrir las 
variaciones ó innovaciones hechas, y para ello conviene seguir el 
curso de los debates parlamentarios, durante los cuales se puede 

(59) Arts. 16 del Cód. Civ. del K y 27 del de laü. En 1823 se sancionó 
una ley mandando que las leyes cuando se promulgaran y recopilaran fueran 
acompañadas de sus razones y fundamentos que tuvo presentes el Congreso 
para sus deliberaciones, porque se considero por el legislador colombiano 
que ellas eran mejor obedecidas, si al deber de cumplirlas, se añadía la 
fuerza del convencimiento. 



TÍTULO PEBLIMINAB 39 

encontrar el pensamiento legislativo, el objeto de la ley y los mo- 
tivos de sus alteraciones. 

2.* Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural 
y obvio, según el uso general de las mismas palabras ; pero cuan- 
do el legislador las haya definido expresamente para ciertas ma- 
terias, se les dará en éstas su significado legal (60). 

La dificultad existe sólo en el caso de que la ley no haya dado 
la significación de las palabras. Si la ha dado, la duda es imposible ; 
pero si falta lah definición legal y hubiere ambigüedad, doble sentido 
y sentidos distintos en los vocablos, debemos presumir que el legis- 
lador quiso usarlos en el mus razonable, en el que todos les damos, 
según el uso general ó el de la mayoría de las personas inteligen- 
tes, que este será el significado ó el sentido natural y obvio de que 
nos habla la regla. Fuentes de consulta en tales casos son el Dic- 
cionario de legislación, en primer lugar, y él de la lengua, en se- 
gundo. 

El uso está garantido por la autoridad de la ley y de esta le 
viene su fuerza cuando la acepción de las palabras, en el uso ge- 
neral, es la convicción directa y la más coman. Para que el uso 
produzca eficacia jurídica es menester que aparezca su certidumbre, 
«sto es, que no haya la menor duda acerca de él y se prueba, como 
la costumbre, por los medios comunes. 

3.' Las palabras técnicas se tomarán en el sentido que les den 
los que profesan la misma ciencia ó arte; á menos que aparezca 
claramente que se han tomado en sentido diverso (61). 

Según la regla anterior las palabras deben tomarse en el sig- 
nificado en que la ley las ha empleado, ya sea definiéndolas, ya 
f5ea remitiéndose al uso general. Aquí gira esta regla en derredor 
del tecnicismo científico ó artístico, y hay que recurrir, en los ca- 
f?os que se presepten, al concepto de los profesores, al de los hábi- 
les en el arte ó al de los entendidos en la ciencia : si la ley no de- 
fine, el tecnicismo profesional fijará ó determinará el verdadero 
sentido. Una palabra sea ó no té-/ nica, puede emplearse impropia- 
mente en una ley, sobré todo por falta de conocimientos especiales 
en sus autores. ¿Sería nunca racional tornar esa palabra en dife- 
rente sentido que el legislador? (62) 

4.* El contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido de 
cada una de sus partes, de ijuinera que haya entre todas ellas la 
debida correspondencia y arrrionía. Los pasajes oscuros pueden 
ser ilustrados por medio de otras leyes, particularmente si versan 
sobre el mismo asunto (63). 

No basta, como dijimos al comentar la regla primera, estudiar 
las leyes de una manera aislada tomando uno de sus artículos ; 

(60) Arts. 17 del Cod. Civ. del E. y 28 del de la U. 

(61) Art. 18 del Cód. Oiv. del E. y 29 del de la U. 

(62) Véase la nota que sobre esta regla trae el Cód. Civ. de Chile. y 

(63) Arts. 19 del Cód. Civ. del E, y 30 del de la ü. 
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es preciso examinar, y abrazar la legislacióo ea s 
que ad aparece su correspondencia armónica y la t 
será la más segura guía en la aplicación de iss \e 
de la legislación constituyen uua va£ta unidad de 
tcdofi los hechos que se verifican en el <]ominia d 
Como todas las disposiciones legales se eulazan ; 
una concurre á desarrollar e! pensamiento gene 
conjunta; por lo cual se ve claro que es iiecesari 
la ley y reunir todas sna dispoeicioDee para enten 
nido y conocer la fuerza de sus palabras, buscand 
ellas entré bí y la ilustración que requierau con e 
leyes que versen sobre el mismo asunto, aunque f 
tranjeras ó derogadas, pero de tal manera quf 
de las leyes no carezca de efecto neutralizíindost 
otras. Bien mirada esta regla no et sino comple 
ración de la primera. 

Empleamos la palabra pensamiento como la 
expresar la parte intelectual de la ley, y se ei 
sentido con el mismo fin. Savigni aconseja' qm 
del término intención, porque tiene un doble t 
to que puede aplicarse tanto al fin inmediato de 
mediato á que indirectamente concurre. Los ro 
ron indistintamente de meri-s y sententia. 

5.* Lo favorable ú odioso de una dieposidón 
cuenta pa/ra la extensión ó restrición gue deba 
La una y la otra se dedticirán de su genuino sen 
glas precedentes (65). 

Esta regla concuerda también con la primera ; 
cia lógica. Cuando la ley es clara, se^n hemos ' 
desatender su tenor literal bajo ningún pretexto, 
BU espíritu, ni aun por la misma equidad. Diir 
ley ; pero si así está escrita, se debe seguir y obet 
te : Durum, sed ita lex scripta est. No está pen 
contra del texto claro de la ley, en ningán caso, y 
tiera sería despojarla de sii carácter general y ab 
cación fí merced de las ideas personales ó de I 
cepciones de los Jueces ; sería dejar en manos d 
arbitrario, siempre peligroso y funesto. 

6.' Nopudiendo apUcarse ó no siendo sttfit 
precedentes, se ocurrirá al espíritu general de I 
7a equidad natural (66). 

Está muy de acuerdo esta regla con el objeto 
administración de justicia. Los Jueces no pued 

(fii) SaTignj, Derecho romano actual. 
(66) Arte. 20 del Cód. Oiv. del B. y 31 del de la U. 
y ba reemplazado la romana : Favorti eonvenit anmlian 
(66) Arta. 21 dol Cód. Civ. del B. y 32 del de la U. 
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fallar, y si no hay ley, 6 esta calla 6 es deficiente, y son insuficien- 
tes las reglas establecidas para la interpretación, la conciencia y 
la razón, fuentes naturales del derecho, deben hablar para llenar 
las lagunas que ofrece la legislación ; porque cuanto es del de- 
recho positvo procede del derecho natural en sus elementos cons. 
titutivos, invariables e inmanentes, en que se encama. Consiste 
la filosofía del derecho en la investigación de la justicia ó de la 
verdad, como ya dijimos, y las opiniones formadas, con su estu. 
dio, llegan á convertirse en motivos de decisióm ; pero la equidad 
tiene acepciones varias en jurisprudencia, que es preciso distin. 
guir : ora significa la moderación del rigor de las leyes, aten- 
diendo más á la intención que á la letra de ellas, ora se toma por 
aquel punto de rectitud del Juez con que á falta de ley escrita ó 
consuetudinaria, consulta en sus decisiones las máximas del buen 
sentido y de la razón, ó sea de la ley natural. Es así, en esta ultima 
acepción, como entiende Escriche la equidad natural. 

Los Códigos no son completos ni las leyes perfectas, ni lo serán 
por más que se haya procurado y se procure establecer en ellos 
las reglas de interpretación más convenientes y las reglas de con- 
ducta que regulen la actividad humana. Habrá siempre lagunas y 
vacíos, antinomias y accidentes en la legislación, necesidades y 
faltas de decisión para los casos imprevistos; pero el juicio huma- 
no ofrece medios de resolución en todas las cuestiones, y el derecho 
natural sirve ventajosamente de fuente subsidiaria. Muchas legis- 
laciones han reconocido el origen del derecho positivo en aquel de- 
recho, y entre otros el Código austríaco ; y los Códigos modernos se 
resienten más ó menos de las opiniones filosóficas de sus autores, 
como el de Federico de Prusia y el de Napoleón. 



INTERPRETACIÓN DE LOS CONTRATOS. 

La voluntad de los contratantes es la ley de los contratos (67). 
Esta voluntad debe, pues, estar expresa con toda claridad, sin dar 
motivo á dudas. Sin embargo, la mala fe unas veces, y la ignorancia 
ó falta de previsión otras, dan lugar á ese motivo de dudas acerca 
de lo que quisieron las partes, y resulta que no se puede descubrir 
la voluntad de ellas. Hay necesidad en estos casos de que el Juez, 
atendiendo todas las circunstancias,, se decida por el sentido que 
sea más conforme con la justicia, es decir, es necesario interpretar 
el contrato. De aquí se deduce que no será necesario ocurrir á la 
interpretación cuando aparezca claramente manifestada la volun- 
tad de los contratantes : la ley del contrato se resiste á ello. 

Los casos de duda provienen de tres diferentes causas ; ó de la 

(67) Arts. 1611 del Oód. Oiv. del E. y 1602 del Cód. Oiv. de 1» ü. 
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omisión de ciertas cláusulas cuyo vacío hace difícil, si no imposible^ 
fijar la inteligencia del contrato, ó de que su expresión sea oscura 
ó defectuosa, ó de que se encuentre oposición entre dos ó más de 
sus cláusulas. Para todos estos casos se han establecido las reglas 
siguientes : ^ 

1.' Conocida claramente la intención de los contratantes, debe 
estarse más á ella que á lo literal de las palabras (68). En este 
caso la ley del contrato es terminante, y no suscitando duda sobre 
su inteligencia, debe sólo tenerse en cuenta el fin que se propusie- 
ron las partes al celebrarlo, más bien que á las palabras de que se 
valieron para darle forma. Pothier cita un ejemplo de aplicación 
de esta regla : doy en arriendo á Pedro por 1,000 reales la mitad 
de mi casa, y cumplido el contrato le renuevo diciendo: doy en 
arriendo ini casa á Pedro por el precio estipulado en el anterior 
contrato. Es claro que consultando la intención, no se ha querido 
arrendar más que la mitad de la casa por el mismo precio, sin que 
el defecto de la expresión usada pueda ocultarla. 

2.' Por generales que sean los términos de un contrato, sólo se 
aplicarán á la materia sobre que se ha contratado (69). Esto 
quiere decir que las expresiones generales deben entenderse en su 
relación con el objeto de la convención, sin poder extenderse á cosas 
distintas de las que las partes tuvieron intención de contratar ni á 
otros objetos en que no se pruebe que pensaron los contratantes al 
celebrarla. 

3.' El sentido en que una cláusula puede producir algún efecto, 
deberá preferirse á aquel en que no sea capaz de producir efecto 
alguno (70). Este es el fin de todo contrato, producir algún efecto. 
Así, cuando la cláusula admita varios sentidos, se preferirá el más 
adecuado para su efecto y más conforme con la verdad. Una ley 
de Partida (la 25, Título 11, Partida 5.*) ofrece el ejemplo del que 
prometió pagar en día fijo en una ciudad determinada y hay dos 
del mismo nombre: en este caso se entenderá la más cercana, no la 
otra á la que no se podría llegar en el día fijado. 

4." En aquellos casos en que' no apareciere voluntad contraria, 
deberá estarse á la interpretación que mejor cuadre con la natura- 
leza del contrato. Las cláusulas de uso común se presumen aun 
cuando no se expresen (71). Tales cláusulas se suplen, en virtud 
de esta presunción : así, por ejemplo, en el contrato de arrenda- 
miento se entenderán suplidas las de que se pagará por plazos y de 
que el arrendatario pagará ciertas reparaciones. La naturaleza del 
contrato y el objeto de él determinan su ejecución: si él fuere gra- 
túito, deberá la duda resolverse en favor de la menor trasmisión 
de derechos ; y si es oneroso, en favor de la mayor reciprocidad de 

(68) Arts. 1627 del Oód. Civ. del E. y 1618 del de la ü. 

(69) Arts. 1628 del Cód. Civ. del .E. y 1619 del de la n. 
• (70) Arts. 1629 del Oód. Oivr. del E. y 1620 del de la ü. 

(71) Arts. 1630 del Cod. Civ. del E. y 1621 del de la ü. 
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intereses : en este áltimo caso, siendo el fin de todo contrato one- 
roso la utilidad que de su celebración se prometen las partes, es de 
presumir que quisieron hacerse cesión del mayor número de dere- 
chos. Por lo mismo debe resolverse por la mayor reciprocidad de 
intereses. 

5.* Las cláusulas de un contrato se interpretar^ una» por otras, 
dándose á cada una el sentido que mejor convenga al contrato en 
su totalidad. Podrán también interpretarse por las de otro con- 
trato entre las mismas partes y sobre la misma materia, como 
expusimos al comentar la regla primera, ó por la aplicación prác- 
tica que hayan hecho de ellas ambas partes ó una de ellas con 
aprobación de la otra (72). Ha de darse en particular á cada una 
el sentido que resulte del conjunto de todaS;, relacionándolas entre 
sí. Del conjunto sé deduce el verdadero sentido. Así, en una conven- 
ción que versa sobre una cosa que se compone de partes distintas d 
que tiene por objeto un compuesto de diversas partes, la denomi- 
nación dada al todo comprende á todas las que la constituyen, sin 
excluir ninguna de ellas. Esta regla se funda en que todas las cláu- 
sulas tienden á un mismo fin. 

6.* Cuando en un contrato se ha expresado un caso para explicar 
la obligación, no se entenderá por sólo eso haberse querido restrin- 
gir la convención á sólo ese caso, excluyendo los otros á que natu- 
ralmente se extienda (73). La expresión de caso determinado en 
un contrato debe entenderse siempre, en consecuencia, como un 
ejemplo ) pero esto será cuando no aparezca claramente haberse 
aducido con el objeto de limitar la obligación. Para fijar los lími- 
tes de una obligación consignada en escritura pública, se atenderá, 
según esto, á lo que digan sus condiciones, sin que se pueda exigir 
lo que no hubiere sido pactado. 

7.* No pudiendo aplicarse ninguna de las precedentes reglas, 
se interpretarán las cláusulas ambiguas á favor del deudor. Pero 
las cláusulas ambiguas que hayan sido extendidas ó dictadas por 
alguna de las partes, sea acreedora ó deudora, se interpretarán 
contra ella, siempre que la ambigüedad provenga de la falta de 
una explicación que haya debido darse por ella (74). No habién- 
dose hecho esta explicación, es lo más natural y justo que, en caso 
de duda, se interprete la cláusula que la produzca, contra la parte 
que hubiere ocasionado la oscuridad, porque de otro modo sacaría 
provecho ésta de su propio dolo, lo cual sería inicuo, y si no apa- 
reciere malicia de ninguna, se interpretará del modo que más 
favorezca al obligado, porque, siendo mejor su condición, se presu- 
me que sólo quiso aceptar la menor obligación, y porque en caso de 
perjudicarse alguno debe serlo el acreedor, que es quien debía 
probar la obligación de una manera evidente. 

(72) Arts, 1631 del Cód. Oiv. del B. y 1622 del de la ü. 

(73) Arts. 1632 del Cód. Civ. del E. y 1623 del de la U. 

(74) Arts. 1633 del Cód. Civ. del E. y 1624 del de la U. 
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Es preciso ante todo averiguar la intención de los contratantes, 
cuando ella no aparece de manifiesto. Atendiendo á los hechos de 
los mismos, particularmente á los posteriores ó á los modismos 
particulares de la lengua en el lugar donde se celebró el contrato ó 
á los usos y costumbres del mismo lugar, es como se podrá obtener 
el resultado de la averiguación á que aliidimos. Si hubifere algún 
pacto extendido á 'continuación del primitivo contrato, que lo mo- 
difique, debemos atenernos á este pacto ó al hecho posterior al 
interpretar el contrato. 

Los contratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente 
obligan no sólo á lo que en ellos se expresa, sino á todas las cosas 
que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, ó que 
por la ley ó la costumbre pertenecen á ella (75). Esta disposición 
se refiere á algunas de las reglas que quedan enumeradas. 

También se han de ejecutar y cumplir de buena fe los contratos 
de comercio, según los términos en que fueren hechos y redactados, 
sin tergiversar con interpretaciones arbitrarias el sentido propio y 
genuino de las palabras, ni restringir los efectos que naturalmente 
se derivan del modo en que los contratantes hubieren explicado su 
voluntaá y contraído sus obligaciones (76). Estando bien manifiesta 
la intención de éstos, con arreglo á ella se ejecutará el contrato, 
sin admitir oposición ninguna fundada en defectos accidentales de 
las voces y los términos de que hubieren usado, ni otra especie de 
sutilezas que no alteren la sustancia de la convención (77). 

Cuando haya necesidad de interpretar las cláusulas del contrato, 
lo cual sucede cuando el sentido literal de las palabras conduce á 
un absurdo, ó cuando haya oposición, vaguedad ú omisión, y los 
contratantes no resuelvan de común acuerdo la duda, se tendrán 
por bases de la interpretación : 

1.* Las cláusulas adveradas y consentidas del mismo contrato 
que puedan explicar las dudosas. La adveración y el consentimiento 
manifestado excluyen toda duda. Ademas, no se pueden tomar las 
cláusulas de un contrato aisladamente, ni debemos fijarnos única- 
mente en algunas de sus palabras : esto daría lugar á una interpre- 
tación torcida y arbitraria : de este modo es como se falsean los 
contratos, y como se falsean las leyes. Pero si hubiese oposición 
entre las cláusulas de un contrato, se atiende á la última, y si la 
hubiese entre la letra y el espíritu, á este último, sirviendo de base 
las mencionadas cláusulas. Adverar, en lenguaje forense, es certi- 
ficar, asegurar, testificar ó dar por cierto algún hecho. 

Y si la divergencia resultare entre los ejemplares de una misma 
contrata, y el contrato se hubiere hecho con intervención de corre- 
dor, se explicará la duda, ó se resolverá la contradicción por lo que 
resulte de los asientos hechos en los libros de éste, siempre que 

(75) Arts. 1612 del Oód. Oiv. dol E. y 1603 del de la ü. 

(76) Art. 211 del Oód. de Com. del E. 

(77) Art. 212 del Oód. de Oom. del E. 
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se encuentren arreglados á derecho. Sí la oposición fuere entre 
dos escrituras de distintas fechas, se juzgará por la posterior, te- 
niendo ambas las condiciones exigidas por la ley, porque se supone 
que en ella modificaron los contratantes lo conven ! > anterior- 
mente. 

2.' Loa hechos de las partes subsiguientes al contrato que ten- 
gan relaoión con lo que se disputa. Porque la interpretación que 
se prueba con los mismos hechos de los contratantes es la explica- 
ción auténtica del contrato : la intención se demuestra con las pa- 
labras y los hechos. 

3.* El uso común y la práctica observada generalmente en los 
casos de igual naturaleza. Omitiéndose, pues, en la redacción de 
un contrato cláusulas de absoluta necesidad para llevar á efecto lo 
contratado, se presume que las partes quisieron sujetarse á lo que 
en caso de igual especie se practicare en el punto donde el contra- 
to debía recibir su ejecución, y en este sentido se procederá, si los 
interesados do se acomodaren á explicar su voluntad de común 
acuerdo. Esta disposición explica la regla ; pero si fuera tan esen- 
cial la cláusula que sin ella no pudiera entenderse el contrato, 
debería rescindirse este : bien que, por otro lado considerada la di- 
ficultad, deben evitarse, según las reglas de interpretación, solucio- 
nes de esta clase, pues hubo voluntad de contratar. 

Es de presumir que los contratantes tuvieron más en cuenta, 
las prácticas del lugar en que el contrato debe recibir su ejecución 
que las de aquél en que lo otorgaron. 

4.* El juicio de personas prácticas eu el ramo de comercio á 
que corresponde la negociación que ocasiona la duda. Se debe 
ocurrir al juicio pericial porque es el medio que adoptan las le- 
yes por regla general para resolver las dudas que se suscitan en 
los negocios que exigen conocimientos especiales. 

5.* En caso de rigurosa duda, que no pueda* resolverse por los- 
medios indicados, se decidirá esta en favor del deudor. Porque en 
los pleitos es mejor la condición del deudor, y por lo tanto debe ser 
absuelto cuando el demandante no prueba su intención. 

Hé aquí las bases y reglas que, aceptadas casi por todos los Có- 
digos extranjeros, han sido una guía segura para interpretar la vo- 
luntad dudosa de los contratantes. Las demás reglas especiales con- 
signadas en nuestro Código de Comercio con relación á plazos y 
cómputos de días, distancias, alteraciones del valor de la moneda 
&c., son complementarias y á ellas nos referimos, para no entrar 
en minuciosidades fuera de nuestro objeto (78). 

VI ^ 

INTERPRETACIÓN DE LOS TESTAMENTOS. 

La voluntad del testador es obligatoria Domo la ley, y aun es 

(78; Art8. 213 á 216, y 217 á 225 del Oód. de Oom. del E. Véase el Cod. 
de Coiki., Hiiotado y concordado por La Sema y Bens, sétima edición. 
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superior á ésta respecto de las reglas dadas acerca de la inteligen. 
cía y el efecto de las disposiciones testamentarias que prescribe el 
Código de la materia. Sobre las mencionadas reglas prevalecerá 
siempre la voluntad del testador claramente manifestada, con tal 
que no se oponga á los requisitos 6 prohibiciones legales. Para co« 
nocer la voluntad del testador se estará más bien á la sustancia de 
las disposiciones, que á las palabras de que se haya servido (79) . 
Así, debe respetarse hasta en las expresiones ambiguas, como dice 
Escriche, sin que causen obstáculo alguno á su cumplimiento las 
nubes e^ que esté envuelta, siempre que de algún modo pueda 
descubrirse y conocerse : Sem/per vestigia voluviatis teatatorum se- 
qaimur. 

VII 

INTERPRETACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS. 

Hay tambicD reglas de hermenéutica 6 interpretación legal 
para los procedimientos. Pueden reducirse á las siguientes : 

1.* A los juicios civiles en cuanto lo permite su naturaleza 
fton aplicables las disposiciones d^l Título 1.°, Libro 2.® del Código 
Judicial, del Estado y de la Unión, salva siempre la disposición es- 
pecial que modifique ó derogue la general (80). 

2.' A falta de otra regla general ó especial, todo vacío en el pro- 
eedimiento se llenará según lo dispuesto para casos semejantes (81). 
Siguiendo, pues, el principio : Ubi ead&m est ratio, eadem estjuris 
dispoaitio, siempre que la ley dé reglas ó establezca disposiciones 
que sean análogas ó parecidas á la tramitación que omite, deben 
aplicarse aquéllas á esta última. 

3.* Cualquiera duda en el procedimiento iudicial, en la apli- 
cación de los hechos controvertidos ó en la aplicación del derecho, 
se resolverá á favor del demandado á falta de otros principios es- 
tablecidos por la ley. (82) Tanto el derecho romano como el espa- 
ñol autorizaron este procedimiento. Ellos reconocieron el princi- 
pió de que debía seguirse siempre el partido más favorable al deu- 
dor en la interpretación de los contratos. 

4.* Las decisiones se dictarán según los derechos adquiridos 
por las partes y de conformidad con la Constitución y las leyes; 
pudiendo también fundar sus sentencias los Magistrados y los 
Jueces en las demás disposiciones y leyes y en los principios que 
según los casos sean exequibles por la misma Constitución y las 
mismas leyes (83). 

5.* En los negocios sujetos á procedimientos especiales son apli- 

(79) Arts. 1129 del Oód. Oiv. del B. y 1127 del de la U. 

(80) Arts. 200 del Oód. Jud. del E. y 197 del de la ü. 

(81) Arts. 199 del Gód. Jud. del E. y 196 del de la ü. 

(82) Arts. 262 del Gód. Jnd. del E. y 256 del de la ü. 
j(83) Art. 195 del Oód. Jud. del E. 
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cables las dispiosicionesde los juicios comunes, en cuanto no se opon, 
gan á los dados especialmente para cada procedimiento ; j los puntos 
que no estén decididos por éstas, se decidirán por aquéllas (84 ). 
£1 juicio ordinario es la regla coiñún v general, el tipo que sirve 
de norma á falta de reglas especiales. 

Consideremos por tanto como una omisión involuntaria y como 
un vacío que debe llenarse : 

1.^ Todo aquello que deba precisamente practicarse en la sus- 
tanciaci4n 6 en la evacuación de un trámite con arreglo á los pre- 
ceptos de la ley, cuando no haya dicho ésta la manera ni el tiempo en 
que deba hacerse. 

2.^ Todo aquello que la misma ley preceptúe para unos casos 
y lo omita para otros, siendo iguales ó análogas las condiciones y 
eircunstancias de ambos. 

VIII 

DEROGACIÓN DE LAS LEYES. 

La duración de las leyes es indefinida, mientras no existan otras 
que abroguen ó deroguen las primeras. Esto quiei'e decir que las 
leyes no son inmutables, que se cambian ó modifican con las nue- 
vas necesidades y los nuevos intereses, con las nuevas condiciones 
sociales. La potestad de legislar comprende la creación y la des. 
trucción de las leyes : las que en un tiempo fueron convenien- 
tes, pueden no serlo en otro, cambiadas las circunstancias. La de- 
rogación puede ser expresa ó tácita, total ó parcial. Es expresa 
cuando la nueva ley dice expresamente que deroga la antigua, y 
es tácita cuando la nueva ley contiene disposiciones que no pueden 
eonciliarse con las de la anterior, quedando vigentes las que no 
fueren contrarias, aunque versen sobre la misma materia ( 85 ). 

IX 

DE LOS JUECES EN GENERAL. 

La palabra Juez es genérica. Significa la persona revestida de 
la potestad de administrar justicia ó que ejerce jurisdicción en lo 
civil ó en lo criminal, ó en ambos conceptos á la vez. La justicia 
se admiistra en nombre del Estado ó en nombre de los Estados Uni- 
dos de Colombia y por autoridad de la ley. (86) Es esta la fórmula 
establecida, porque siendo el Poder Judicial una emanación de la so- 
beranía, la función del Juez es la de aplicar la ley, como su órgano 
impasible. Dice una ley de Partida que "los Judgadores han nom- 

(84) Arl. 1933 del Cod. Jud. delaü. 

(85) Arta. 85 del Cod. Pol. y Mun. del E., 71 y 72 del Cod. Civ. de la ü. 

(86) Arte. 681 del Cód. Jud. del E. y 165 del de la U. 
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bie de Jueces que quiexe tanto decir como homes , bonos que son 
puestos para mandar et facer derecho/* Los que desempeñan este 
delicado y augusto ministerio en la Corte Suprema F^eral y en 
el Tribunal Superior del Estado, se distinguen con el nombre de 
Magistrados. (87) 

Para ser Juez ó Magistrado se requiere : 1.® ser elector en ejer- 
cicio, es decir, ciudadano cundinamarques ó colombiano y de es- 
tado seglar. (88) 2.° No hallarse comprendido en los casos de 
incapacidad ó incompatibilidad establecidos por las leyes. En cuan, 
to á la edad basta haber cumplido diez y ocho anos en el Estado y 
en la Nación veintiún años, o ser ó haber sido casado, para poder 
ser elegible. Para ser elector se exige saber leer y escribir : no se 
exigen otras condiciones para la ciudadanía política. 

No pueden ser Jueces : 1.° Las mujeres ; 2.° Los eclesiásticos o 
ministros de cualquiera religión ; 3.° Los mudos, sordos y ciegos ; 
4.° Los que se hallen privados de sus facultades intelectuales ó su- 
jetos á interdicción por esta causa ó por prodigalidad ; 5.° Los que 
se, encuentren sufriendo pena corporal y los que hayan sido llama- 
dos á juicio por delito que merezca esta pena. En estos liltimos 
casos se suspende la ciudadanía, y esta suspensión produce una in- 
capacidad absoluta, como lo es la comprendida en los tres primeros 
incisos. 

Las incompatibilidades están determinadas por la ley. Los desti- 
nos del orden judicial no son acumulables en un mismo individuo 
y por esta razón es incompatible el cargo de Juez con el ejercicio 
de otra jurisdicción cualquiera. El que ejerce un empleo judicial 
no puede á la vez desempeñar otro empleo, sea cual fuere el ramo 
á que corresponda, con excepción de las cátedras en la Universidad 
y los establecimientos de instrucción pública (89). 

No pueden ser nombrados para la Magistratura del Tribunal 
Superior individuos ligados por parentezco dentro del cuarto gra- 
do de consanguinidad ó segundo de afinidad, ni puede recaer el 
nombramiento en interinidad ó suplencia en los agentes del minis. 
torio público. En general, los destinos en el Estado son incom- 
patibles unos con otros y cada uno de ellos con cualquiera de los 

(87) Se llama Juzgado la residencia de un sólo Juez, y Tribunal el cuer- 
po ó corporación compuesta de un número colectivo de Magistrados. Tribu- 
nal es propiamente el sitio designado á los Jueces ó Magistrados para ^mi- 
nistrar justicia ; pero también se dá este nombre á los mismos Jueces o Ma- 
gistrados y ásu jurisdicción. Esta palabra es genérica: se entiende por ella 
tanto el superior como el inferior. 

(88) Arts. 31 á 33 y 88 de la Gonst. nacional; 7.°, 8.° y 9.° de la del Es- 
tado ; 58 del Cód. Jud. y 8.° de la ley de 18 de Agosto de 1868 que ha reem- 
plazado el art. 28 de dicho Código del Estado. En los cantones de Berna, 
Friburgo y otros de hi Confederación Suiza no sotí ciudadanos activos aque- 
llos á quienes está prohibido frecuentar las tabernas, ni los insolventes &c. 
Estos no pueden ser Jueces, ni nombrados para otros destinos públicos. 

(89) Arts. 145 del Cód. Jud. del B. y 167 del de la ü. 
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nacionales. En consecuencia, ningún empleado nacional, aun cuan- 
do no se halle en ejercicio, podrá aceptar destino alguno del Esta- 
do sin renunciar previa y absolutamente el empleo nacional, y nin. 
gún empleado del Estado podrá admitir otro destino del mismo, 
sin renunciar el primero ; y dejará vacante el destino del Estado 
el empleado suyo que admita destino nacional. Sé entiende por 
empleo ó destino el ejercicio de funciones públicas señaladas por 
la ley, aun cuando no sean permanentes con remuneración del Era. 
rio. Se exceptúan, para los efectos de las disposiciones citadas, los 
destinos de instrucción pública (90). La Constitución del Estado pro- 
hibe además expresamente que los Magistrados del Tribunal Supe- 
rior puedan ser elegidos para la Asamblea legislativa y la Cámara 
de Representantes, como igualmente para cualquiera destino de 
elección popular, durante el período para el cual hayan sido nom. 
brados, aunque se separen de la Magistratura por el tiempo de 
las elecciones, y del mismo modo, los Jueces tampoco pueden ser 
electos en el Circuito en donde ejercen su jurisdicción (91). Es tam. 
bien incompatible la Magistratura de la Corte Suprema con cual- 
quiera otro destino nacional : el Magistrado que lo admitiera deja, 
na vacante por el mismo hecho la plaza que ocupaba ; y hay otra 
incompatibilidad con relación á la Corte federal : no puede haber 
en ella á un mismo tiempo más de un Magistrado que sea ciudada- 
no natural ó vecino de un mismo Estado (92). 

Además de estas incompatibilidades absolutas, existen otras re- 
lativas que son causas legítimas de i mpedimento ó de recusación, 
las cuales deben ser manifestadas por los mismos Jueces ó Magis. 
irados, si concurrieren en elios, ó pueden hacerlas valer las partes 
en los negocios civiles, y el Ministerio público, el acusador parti- 
cular y los procesados, en los criminales. El Magistrado ó Juez que 
resalte impedido para conocer en un negocio por un hecho ejecuta- 
do por él en el tiempo de sus funciones, satisfará de su sueldo el 
honorario que devengue el Con juez ó el respectivo suplente, sin 
que las partes sean gravadas con derecho alguno y sin perjuicio de . 
la pena que merezca. (93) 

Las vacantes no sólo tienen lugar en los casos antedichos, sino 
cuando el que haya sido nombrado para desempeñar un empleo 
judicial no se presente á tomar posesión de el en los primeros vein- 

(90) Árt. 38 del Gód. Jud. del E. ; 62 y 64 de la Const. del E. 

(91) Art. 69 y^l de laConst. del E., cuya disposición comprende al Prócu- 
ndor y á otros altos funcionarios. Por acuerdo de la Corte Suprema de 1 1 de 
Enero de 1878 se decretó la suspensión de este artículo en cnanto á la elec- 
ción de Representantes ; pero el Senado por su resolución de 27 de Abril de 
1879 declaró su validez : quedó asi reconocida la potestad constitucional de 
los Estados para establecer en su legislación prohibiciones de esta natura- 
les» y asegurar la independencia de los sufragantes y la pureza de los escru- 
unios. Yóase el artículo 77 de la ley 25 de 1874. 

(92) Arts. 1 1 del Oód. Jud. de la U. y 70 de la Oonstitución. 
(9a) Art 158 del Cód. Jad. del E. 

4 
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te días contados desde la comunicación del nombramiento, ó desde 
el día en que deba tomar dicha posesión, si estuviere señaliado ; 
pero si el elegido se encontrare fuera del Estado, el tiempo fijado 
para producir la vacante es el de dos meses, á no ser que la lalta 
provenga de enfermedad debidametite comprobada. (94) Como los 
funcionarios ju4iciales pueden renunciar libremente sus empleos, 
y los nombrados excusarse de admitirlos ante la corporación ó fun- 
cionario que los haya nombrado ó les haya participado el nom- 
bramiento, es la misHia corporación ó el mismo funcionario que 
admite la renuncia ó la excusa quien hace la declaratoria de las 
vacantes, por los motivos indicados, siempre que por la Constitu- 
ción ó la ley no se hubiere dispuesto otra cosa. (95) Cuando por 
muerte, renuncia, destitución ú otra causa faltare algún Magistra- 
do del Tribunal, el Presidente de éste excitará al Gobernador para 
que se provea la vacante ; y si no hubiere suplente que se en- 
cargue del despacho, el Gobernador nombrará el que deba reem- 
plazarlo, y tanto el suplente como el nombrado, en su caso, desem- 
peñará el empleo hasta que la Asamblea elija el principal en su 
reunión ordinaria inmediata (96). 

El destino de Magistrado ele la Corte Suprema federal quedará 
vacante: 1.® Cuando el Magistrado haya muerto después de co- 
municado el nombí amiento, haya ó no tomado posesión del des- 
tino-; 2.° Cuando haya renunciado el destino ó excusádose de ad- 
mitirlo, siempre que se le haya aceptado la renuncia ó excusa ; 
3.® Cuando estando el Magistrado en territorio de la Unión, no se 
presente á tomar posesión del destino dentro de los tres meses si- 
guientes á la cosüunicación del nombramiento; 4.° Cuando estan- 
do en la capital de la Unión en posibilidad de «iíoncurrir á totuar 
posesión el día señalado por la ley, no lo hubiere verificado ; 5.** 
Cuando estando en país extranjero trascurren tres meses después 
de recibida la comunicación del nombramiento, sin que el nom- 
brado haya tomado posesión. Gorrespoííde al Poder Ejecutivo de- 
clarar la vacante en todos esto.s casos, previa la plena compro- 
bación del hecho que deba servir de fundamento á la declarato- 
ria (97). 

Cuando por cualquiera causa quedare vacante la plaza de Juez 
de Circuito, la primera autoridad política del lugar donde este la 
Judicatura, dará aviso inmediatamente al Tribunal para que nom- 
bre el- que deba .^ucederle. El Juez que entra en lugar de otro 
en la misma plaza sustituye á su antecesor, de modo que se con- 
sidera como si fuera el mismo en todo lo .que no tenga relación coa 



(91) Art. 03 de la Oonst. del B., 145 del Cód. Jiid. del mismo; 1 ° á 5.** 
y S° y 9.° ley 6.' de 1876. 

(95) Art. 7.° ley 6.* de 1876. 

(96) Arta. 32 del Cód. Jud. del E. y 7.** ley de 18 de Agosto de 1868 

(97) Arta. 10 y 12 del Cód. Jud. de la U. 
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los términos para el despacho y con los motivos de impedimento 6 
las causales de reculación (98). 

En cuanto á los empleados nacionales del orden judicial, de. 
bemos anotar que el Procurador general toma posesión ante el 
Congreso y en receso de éste ante la Corte Suprema; los Magistra- 
dos de la Corte ante el Poder Ejecutivo, y los Conjueces, el Secre- 
tario y demás empleados de la misma Corte, ante el Presidente de 
ella; los Jueces contadores de la Corte de Cuentas ante el Secreta- 
rio de Relaciones Exteriores, y los empleados nacionales que resi. 
dan fuera de la capital de la Unión, ante la primera autoridad po- 
lítica del lugar en que van á ejercer su empleo, y si fueren subal- 
ternos ante el Jefe de la oficina. Por regla general y siempre que 
no se halle dispuesta alguna cosa especialmente, el nombrado 
tomará posesión ante el funcionario que hizo el nombramiento, y 
esta misma regla regirá en cuanto á la admisión de renuncias. La 
posesión se verificará haciendo la promesa de cumplir bien y leal- 
mente con los deberes que imponen la Constitución y leyes de la 
Bepública, cuya diligencia firmarán el que da la posesión,, el que 
la recibe y el Seretario, si lo hubiere. Cuando por cualquier moti. 
vo no pueda tomarse posesión ante el funcionario designado, la 
tomará por sí el nombrado en presencia de dos testigos que suscri- 
birán la diligencia. Ninguno de estos empleados dejará de desem- 
peñar sus funciones sin que haya tomado posesión el que deba 
reemplazarlo, á menos que haya terminado su período legal (99). 

Los funcionarios judiciales del Estado deben, para tomar pose- 
sión de BUS destinos, prestar la promesa de obedecer y cumplir la 
Constitución y leyes de la Nación y las del Estado, y de desempeñar 
fielmente su encargo, de la cual se extenderá y conservará la co- 
rrespondiente diligencia. Los Magistrados del Tribunal, el Procu¿ 
rador y los Agentes fiscales prestarán la promesa ante el encargado 
del Poder Ejecutivo; el Secretario del Tribunal y demás emplea, 
dos de la Secretaría, ante el Presidente del mismo en sala de Ma- 
gistrados, y los Jueces de circuito y sus secretarios la prestarán 
ante el Prefecto, si han de residir en la capital del Departamento, 
y ante el Alcalde, si deben residir en otro Distrito. Las diligencias 
de posesión se extienden en los libros que al efecto se llevan en las 
secretarías u oficinas de los funcionarios ó corporaciones encarga- 
dos de recibir la promesa, y las firmarán el funcionario que la exija, 
el empleado que la preste y el Secretario, si lo hubiere (100). 

Les está prohibido á los Jueces : 1.® Ejercer la abogacía y los po- 
deres para pleitos, de tal manera que no pueden tampoco ser al- 

(98) Arts. 61 y 151 del Cód. Jud. del B., y 170 del de la ü. 

(99) Arts. 1.® á 9.® Ley 39 de 1866. 

(100) Arts. 171, 174, 175, 178 y 179 del Cód. Pol. y Mun., 57 y 65 de la 
Oonst. del E. que dejó vigentes las leyes y decretos que regían en el E. el 1.** 
de Julio de 1870, en lo que no fueran opuestos á esa Oonst., mientras no se 
deroguen ó reformen expresamente. 
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ceptuados en el Código/ pues el principal deber de los Jueces en 
la actuación es la brevedad, pero sin omitir diligencias sustancia, 
les, ni privar á las partes, como hemos dicho, de los medios de 
defensa, y son responsables de cualquiera morosidad 6 paralización, 
á pretexto de que las partes no agitan ó de que no suministran pa- 
peí, si no se ha usado para esto de los recursos legales; 4.* Ins- 
truir á los litigantes y demás interesados en los negocios que ante 
ellos cursen, sobre el estado de éstos y curso que deban seguir ; 
5.' Dar entera fe y crédito á los registros, actos, sentencias y proce- 
dimientos judiciales de los otros Estados, conforme á las leyes; 
y auxiliar los despachos ó exhortes dirigidos por la autoridad de 
otro Estado ó de la Unión. El Senado y la Corte Suprema pueden, 
en consecuencia, cometer á los Jueces y Tribunales de los Estados 
la práctica de toda diligencia que crean necesaria parja el desem- 
peño de sus atribuciones; 6.* Citar siempre en sus resolucio- 
nes la ley ó los fundamentos en que se apoyen; 7.* Entregar 
á las autoridades del Estado en que se haya cometido un de- 
lito común la persona que se reclame, contra la cual se hubiere 
librado orden de prisión no violatoria de los derechos individua- 
les; lo que debe comprobarse con los documentos adjuntos á di- 
cha orden (102). 

Los Jueces y Magistrados permanecen en sus destinos durante 
su buen comportamiento, mientras corre su período, y no pueden 
ser suspendidos en el ejercicio de sus funciones sino en los casos 
determinados por la ley, previa acusación legalmentos intentada y 
admitida, ni depuestos sino por causa sentenciada. Tampoco se 
pueden eliminar los destinos ni variar los sueldos señalados durante 
el mismo período, conforme á las leyes (103). 

En los Jueces y Magistrados no hay vida privada. Sus vicios y 
defectos se reflejan en la vida pública, y ambos se confunden y caen 
bajo la común censura. No les basta ser honrados y justos : es ne- 
cesario que lo parezcan también. Y no basta tampoco que sus fallos 
procedan de una conciencia pura y que revelen un criterio sano é 
ilustrado : es necesario que inspiren á la vez confianza y garantías. 
Para alcanzar esa confianza es menester un carácter apacible, una 
reputación inmaculada y una vida exenta de reproches ; y las garan- 
tías no se inspiran sino con el cumplimiento estricto de la ley. Los 
Jueces son sus órganos impasibles : ellos no hacen el derecho, ju8 
dícere, sino que lo declaran, jus daré: son sus dispensadores, no 

(102) Arta. 29, 152 á 154, 170, 171, 394, y 396 del Oód. Jnd. del E.; 6.° do 
la ley 14 de 1878 y 3.° de la ley 3.' de 1875; y 152 á 154, 157, 160, 166, 171, 
172 y 176 del Oód Jud. de la U. ; 9.° y 10 de la Const. Nací. Por senten- 
cia de la Corte Suprema de 23 de Julio de 1866, se declaró que el Gobierno 
del E. de Antioquia no estaba obligado á entregar los reos cuya extradición 
pidió el delEstado del Tolima, mientras no se acompañaran á la orden de 
prisión los documentos justificativos de conformidad con las leyes tolimenses. 

(103) Arts. 87 de la Const. Nací.; 43 y 44 de la del E. y 144 del Cód. 
Jud. del mismo. 
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DB LA JURISDICCIÓN, DBL FDBEO Y COMPBTBNCIA. 

lomo es necesario que cada Tribunal ó Juzgado conozca su es. 
de acción, el legislador ha considerado que lo relativo á juris- 
ín y aun á competencia en sur baBes canlinales, es propio de 
ganización del Poder Judicial ó sea de la máquina en reposo, 
1 Kosai. Por esto vemos en nuestros Códigos procesales qu© se 
incluido en su libro primero que trata de la oi^anización y 
uciones judiciales, las disposiciones más generales que corres- 
en á la materia, sin extenderse á las contiendas de competen- 
a las cuales apaiece yael procedimiento, y trata por esto mis- 
.e ellas en el libio segundo. 

¡as leyes declaran loa derechos y las obligaciones de las perso- 
' señalan las penas para el castigo de loa delitos. Pero los delitos 
leden ser castigados, ni los derechos pueden hacerse efectivos 
lo las obligaciones no se cumplen .voluntatiamente, sin la iu- 
neión del poder público. Hacer cumplir laa obligaciones, pro. 
' los derechos y la inocencia, y castigar los delitos son, pues, 
bjetos de la administración de justicia, y la facultad y aun el 
r de ejercer este poder es lo que llamamos ^'ur^Sfíiccioii', la 
reside en el Poder Judicial (105). Inherente á ella ea el 
rio 6 sea la fuerza coercitiva para hacer ejecutar lo juzgado, 
poder es mero y iniaío. Aquel es relativo á los asuntos crimi- 
y consiste en la potestad de la espada, cual decían los roma- 
para castigar á los delincuentes, y éste & los civiles ó conten- 
ía entre partes, 
[uchas son las clases de jurisdicción que se conocen. Se divide 

M) La Sema, Prol^ómmoa del Deree/io, 

m Atts. 97 del Oód. Jud. del E. 7 70 dsl de U U. 
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principalmente en ordinaria y especial, enx privativa j preverUiva, 
en prorogable é improrogable. Es ordinaria la que se ejerce por 
derecho propio j versa sobre las personas y las cosas del fuero 
común, y especial la que sólo se ejerce sobre determinados asuntos, 
segregados de la ordinaria. Suele llamarse delegada la que se ejer. 
ce por comisión ó encargo de los que la tienen propia. La jurisdicción 
ordinaria ó común es la regla general ; la especial ó privilegiada, 
la excepción. Así, para que un asunto se entienda comprendido en 
la jurisdicción especial es menester que la ley expresamente lo ha- 
ya exceptuado de la ordinaria. 

La jurisdicción privativa es la que sólo se ejerce en un Tribu- 
nal ó Juzgado con absoluta exclusión de otro; y preventiva, la que 
compete á dos ó más indistintamente, de los cuales el que se anti- 
cipa y previene á los otros, les inhibe ó impide el conocimien- 
to no6). 

jS& prorogable la jurisdicción cuando puede extenderse á negó- 
cios que no le corresponden comunmente; é improrogable cuando 
no puede hacerse sii extensión (107). Esta es forzosa porque á ella 
están ineludiblemente sometidas por la ley las personas y las co- 
cas; aquélla es voluntaria porque se trasmite ó radica por la vo- 
luntad de los intere'sados. En los asuntos criminales no hay proro- 
gación posible en ningún caso, ni en los civiles, sino en los casos 
expresamente permitidos. 

Se comprende en la jurisdicción ordinaria por su amplitud y 
su carácter esencial una subdi visitan reconocida por la ciencia, que 
vemos consignada en algunos Códigos, la de jurisdicción contendo- 
9a y voluntaria (108). Contenciosa es la que ejercen los Jueces en 
virtud de su investidura para conocer de las cuestiones, contiendas 
y litigios que se promueven entre dos ó más partes, y fallarlas con 
arreglo á derecho; y voluntaria, la que se ejerce por el Juez en 
todos los actos en que por su naturaleza, por el estado de las cosas 
ó por voluntad de las partes, no hay contienda, cuestión ó litigio, 
para imprimir en ellos el sello de la autenticidad, como en la 
eoiancipacióu voluntaria, la dación de tutor &c. 

Hay también una jurisdicción contenciosa administrativa, que 
es laque tiene por objetó decidiy las cuestiones judiciales de in- 
terés público ó relativas á materias de administración. La teoría 
de esta jurisdicción es nueva y aun no está reglamentada entre 
nosotros, como en los países de donde hemos tomado nuestras ins- 
tituciones: tiene su fundamento en los principios del Derecho 

(106) Arta. 98 Hel Cód. Jud. del B. y 71 á 74 del de la ü. 

(107) Arts. 99 del Cód. Jud. del E. y 75 y 76 del de la ü. 

(108) Lo8 de Baviera, Prusia> Austria y España. Esta clasificación fué 
conocida por los romanos, y en Francia, aunque no ha sido admitida expre- 
samente en sus leyes, se halla reconocida por sus jurisconsultos. Las nues- 
tras no se ocupan tampoco de su definiqión ; pero sí hacen la debida distin» 
oión entre los actos de jurisdicción voluntaria y los de la contenciosa, al 
determinar las atríbnciones de los "tribunales y Juzgados. 
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público. La competencia del Poder Judicial comprende los in. 
tereses privados de individuo á individuo, ó bien, aquellos que, 
aun cuando afecten á uoa comunidad, emanan de derechos y obli^ 
gaciones puramente ciyiles. Así, las resoluciones del Poder Eje- 
cutivo que afecten 6 desconozcan estos derechos, ¿no debieran caer 
bajo la jurisdicción ordinaria? De no ser así creemos que se de- 
biera atribuir la resolución de lo contendoao adminiatrativo^ á 
alguna autoridad ó corporación en la rama administrativa corres, 
pendiente al ejercicio del Poder Ejecutivo. 

Corresponden, por último, á los Juece? y Magistrados, ciertas' 
atribuciones guhernativo-judiciales sobre sus subalternos, sobre 
inspección y policía judicial ; ó sea, una jurisdicción disciplinaria^ 
por tanto, no sólo sobre sus subordinados sino sobre todos sus ad- 
ministrados para corregir de plano algunas faltas ó para hacerse 
obedecer y respetar, cuando la falta de obediencia ó de respeto 
no constituye delito. Sus límites eon difíciles de fijar en abstracto : 
no pueden determinarse sino por la prudencia y discreción de los' 
mismos Jueces (109). 

Después de estas nociones elementales conviene determinar 
en dónde se ejerce la jurisdicción, cuándo se adquiere y cuándo se 
pierde y se suspende, se extralimita ó se usurpa. 

La ley territorial es el principio más fundamental en el derecho 
público y la regla aplicable á las personas y cosas que en él residen 
o se hallan. Es el efecto inmediato de la soberanía nacional el de 
no consentir el imperio de otras leyes y hacer que las cue£.«io- 
nes se decidan según la ley del lugar en donde reside el Juez ó el 
Tribunal que deba conocer de ellas. Por esto, todo Juez tiene un. 
territorio señalado dentro del cual ejerce su jurisdicción, y fuera 
del cual no es Juez, y por esto también la jurisdicción se adquiere 
con el cargo de la Magistratura ó Judicatura á que está anexa, ó 
por el hecho de tomar posesión de la una ó de la otra (MO), Co- 
mienza su ejercicio desde el momento en que se reclama ó se 
deduce algún derecho en juicio, en la primera instancia; y en la 
segunda, desde que se reciben los autos por apelación ó consulta en 
el Tribunal Superior ó en la Corte Suprema federal (111). 

(109) Se procede de plano cuando se procede con toda brevedad sin for- 
mar proceso 6 formándolo con omisión de muchas de las formalidades y 
dilaciones que para los casos ordinarios prescribe la ley. 

(110) Arts. 100 del Oód. Jud. del E. y 77y 78 del de la U. 

(111) Por sentencias del Tribunal Superior de 19 de Julio y 8 de Setiem- 
bre de 1880, los Magistrados que las dictaron, fueron de concepto que el 
Tribunal no puede, sin usurpar jurisdicción, entrar á decidir una apelación, 
en el caso de que ésta se haya concedido en ambos efectos y proceda en sólo 
el devolutivo. Se abstuvieron en consecuencia de dictar el fallo definitivo de 
la instancia sobre lo principal del recurao y ordenaron la devolución de los au- 
tos al inferior. En El Bien Social, números 63 y 71 expusimos nuestra opinión 
en sentido contrario, porque el ejercicio de la jurísdíción principia en el Tri- 
bunal desde que en él se reciben los autos, y la providencia que otorgó el re- 
curso, fue consentida por las partes á quienes la ley les concede el derecho de 
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La jurisdicción se pierde abidlutamente 6 se suspende por cier- 
to tiempo sobre todas las causas; y también se pierde 6 se puede 
suspender en una 6 más causas determinadas (112). La jurisdicción 
se pierde absolutamente por cualquiera de las causas que privan 
del destino; y se suspende para todos los pleitos : 1.^ Por licencia 
para separarse temporalmente del destino, desde el día en que se 
concede hasta el en que termina la licencia; 2.^ Por causa crimi- 
nal, desde el día en que se notifica el auto en que expresa ó tácita, 
mente se decreta la suspensión; y 3.^ Por admitir un destino ó 
una comisión incompatible con el ejercicio de la Magistratura ó de 
la judicatura (113). 

Se pierde la jurisdicción en una ó más causas determinadas: 
1.^ Cuando el Juez ha sido declarado impedido para conocer por 
alguna causal de recusación ó por haber sido justamente recusa- 
do ; 2.^ Cuan4o está fenecida la causa y ejecutada la sentencia ; 
y 3.° Cuando el Juez ha sido encargado por otro para actuar al- 
gunas diligencias y se ha dado cumplimiento al encargo (114). 

Se suspende la jurisdicción en una ó más causas determinadas : 
1.^ Por impedimento del Juez para conocer, desde que se manda 
poner en noticia de tas partes hasta que estas proroguen la juris- 
dicción; 2.^ Por la competencia con otro Juez, desde que se acep- 
ta; y 3.° Por la apelación concedida en ambos efectos (115). 

Los Jueces usurpan la jurisdicción : 1.^ Cuando la ejercen sin 
haberla adquirido 'legalmente ; 2.® Después de haberla perdido; 
3.*^ Después de estar, en suspenso de ella; 4.^ Cuando conocen y 
proceden contra la resolución ejecutoriada del Superior; 5.° Cuan- 
do juzgan alguna causa por comisión ; 6.^ Cuando sin ser el caso 
de acumulación se avocan causas pendientes en otros Juzgados y 
las sustancian; 7.® Cuando hacen revivir procesos legalmente con- 
cluidos; y 8.° Cuando conocen de negocios atribuidos por la ley 
á otro Juez ó Tribunal. Los Superiores ó Tribunales usurparán 
también jurisdicción cuando conocen pretermitiendo la anterior 
instancia (116). 

Fuero es el lugar del juicio, ó el sitio en que se administra 
jnsticia: es lo mismo que jurisdicción. Pero en la acepción más 
concreta puede decirse propiamente, que es el Juzgado ó Tribunal, 
á cuya jurisdicción está sujeta la persona contra quien se procede 
civil ó criminalmente, ó la cosa ó materia que es el objeto del pro- 
cedimiento, y en este concepto se dice : juero común ú ordina- 
rio, fuero müitar ó privilegiado. 



apelar, renunciable por bu naturaleza; estando ya ejecutoriada, no pudo 6 no 
debió quedar sin producir sus efectos legales. Tal providencia no podía ser 
revocada ni modificada ni por el mismo Juez que la dictó. 

(112) Arta. 101 del Cód. Jud.del B. y 79 del de la U. 

(113) Arta. 102 del Oód. Jud. del E. y 80 del de la U. 

(114) Arts. 103 del Cód. Jud.del E. y 81 del de la ü. 

(115) Arts. 104 del Cód Jud. del E. y 82 del dé la ü. 

(116) Arts. 105 del Cód. Jud. del E.; 83 y 84 del do la U. 
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Por esto es aplicable al fuero lo dicho de la jurisdicción. Todos, 
por regla general, están subordinados á la jurisdicción ordinaria, j 
todos, en consecuencia, se hallan sometidos al fuero comtin, á excep. 
ción de las cosas y de las personas expresamente eximidas de él j 
que dependen de algún fuero especial ó privilegiado. 

Se divide el fuero Qwpasivo, activo y atractivo. Pasivo es el 
fuero comiín de las personas, ya sea propio de la jurisdicción ordi- 
naria, ya de algi:^na especial: así, cuando hay que dirigir una recla- 
mación judicial contra alguna persona, debe buscarse su fuero. 
Pero hay personas que tienen el derecho no sólo de ser demanda- 
das ante sus Jueces especiales sino que pueden también deducir 
ante éstos mismos las demandas que ellas entablan contra otros : este 
se llama fuero activo; como, por ejemplo, si' la Hacienda pública 
tiene que reclamar alguna cosa ó ejercer algún derecho, en este ca- 
80 ejercita el suyo ante lá misma jurisdicción de Hacienda, sin 
buscar el fuero de la persona obligada. Finalmente hay fuero 
atractivo, cuando esté expresamente concedido por la ley, ó cuando 
proceda la jurisdicción militar, por ejemplo, contra individuos de 
su propio fuero, y hay cómplices del delito común, pues entonces 
los reos prjiiicipales atraen á éstos, aunque no estén personalmente 
sometidos á la jurisdicción especial. 

Trataremos de los modos de producir ó surtir fuero, esto es, do 
indicar cuándo se sujetan los asuntos judiciales á determinado fue- 
ro, los cuales se refieren á la competencia de los Tribunales y Juz- 
gados; mas para la mejor inteligencia de la materia, es necesario, 
no confundir la jurisdicción con la competencia: aquélla, según 
ya hemos dicho, es la potestad de que se hallan revestidos los Jue- 
ces para administrar justicia ; y la competencia es la facultad que 
tienen para conocer de ciertos negocios, ó de un asunto determina- 
do, ya por razón de las cosas ó bien por razón del lugar ó por razón 
de las personas ; siendo por tanto la jurisdicción el género, y la 
competencia la especie. Otra acepción tiene en el foro la palabra 
€om^>etenciay la cual ha sido hasta ahora anfibológica, pues además 
del sentido en que aquí la usamos con^o el derecho de juzgar, se 
aplica á las cuestiones ó conflictos que se suscitan entre dos ó más 
Jueces ó Tribunales sobre ese mismo derecho, ó sobre á cuál de 
ellos corresponde el conocimiento de los* negocios entablados ju- 
dicialmente. La jurisdicción emanado la ley, directa é inmediata, 
mente ; nadie puede ejercerla sin que la ley haya concedido este 
poder ; sólo tienen jurisdicción, sólo pueden administrar justicia 
las personas á quienes les ha sido conferida esa facultad ó impues- 
ta esa obligación con arreglo á la ley; mas la competencia del 
Juez para conocer de un negocio, a^jnque se derive también de la 
ley, unas yecos trae de ella su origen directa, inmediata y exclusi. 
vamente, y otras le viene de la voluntad de las mismas partes. El 
primer caso forma la regla general, y el segundo la excepción^ 

La competencia de un Juez para conocer de una causa depen- 
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de de la naturaleza de la causa y del lugar donde se sigue el juí- 
cío (117). Por la Tiaturaleza de la causa los Jueces de Circdito co- 
nocen de los juicios por demandas de mayer cuantía, y los de Dis- 
trito de los juicios por las de menor cuantía, cuando no esté dispues. 
ta otra cosa por la ley (118); pero la naturaleza de la causa para el 
efecto de fijar la competencia de los Jueces y Tribunales nacionales, 
no se determina por la cuantía sino por el interés de la Nación en 
la controversia, cualquiera que sea su importancia. Si ese interés 
no existe, la causa no es de la competencia del Poder Judicial fede- 
ral (119). La intervención de algún Representante de la Nación en 
la controversia, no basta para establecer la competencia, si por otra 
parte no aparece algún interés nacional (120). Por la naturaleza 
de la causa, la jurisdicqión federal no es prorogable en ningún 
caso (121). La jurisdicción en el Estado por razón de la natura, 
leza del pleito si es prorogable en el siguiente y único caso: cuan- 
do por reconvención, concurso de acreedores ú otra causa se hayan 
de acumular dos ó más demandas de distinta cuantía, es Juez 
competente para conocer de ellas el que deba conocer de la más 
considerable (122). La jurisdicción de los Jueces especiales no se 
proroga en asuntos ni sobre personas que no corresponden á su 
fuero (123). 

Por razón del lugar, el Juez ordinario de aquel lugar donde 
reside el demandado es el competente para conocer de las cau- 
sas que contra él se promuevan. £1 que no tiene domicilio fijo 
puede ser demandado donde se le encuentre; y el que tuviere su 
domicilio en dos lugares distintos, puede ser demandado en cual- 
quiera de ellos (124). La Nación puede ser demandada ante cual- 
quier Juez de primera ii^tancia, sin perjuicio de las reglas espe- 
cíales que se expresan en el Código y de las cuales nos ocuparemos 
más adelante (125). 

Como se ha indicado, toda demanda debe interponerse ante el: 
Juez competente. Este es un principio de derecho y de orden públi- 
co, consignado en las legislaciones antiguas y modernas de todos los 
países, y se entiende por tal aquél que tiene jurisdicción para co- 
nocer del negoció que ante él se ventila. Es tan esencial esta cir- 

(117) Arts. 106 del Cód. Jud. del E. y 85 del de la ü. 

(118) Art. 107 del Cód. Jud. del B. 

(119) Art. 86 del Cód. Jud. de la U. 

(120) Art. 87 del Cód. Jud. de la ü. 

(121) Art. 88 del Cód. Jud. de la ü. 

(122) Art. 109 del Cód. Jud. del E. 

(123) Art. 110 del Cód. Jud. del B, 

(124) Art. 111 del Cód. Jud. del B., 89 y 90 del de la ü. 1i2í residencia de 
que trata la disposición trascrita no puede ser sino la que constituye el do- 
mieilio 6 la vecindad, es decir, aquella que está acompañada real ó presun- 
tivamente del ánimo de permanecer en el lugar ; pero la mera residencia ha- 
06 también las veces de domicilio civil respecto de las personas que no lo 
tuvieren en otra parte, según las leves civiles. 

(125) Art. 91 del Cód. Jud. de la ü. 
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cuE^tancia que la falta de competeocia ea el Juez 
dad de las providencias y actuaciones decretada 
pero es Juez competente para cooocer de los plei 
gen el ejercicio de las acciones de toda clase, : 
litigantes se hubieren sometido expresa 6 tácitan 
BÍón síílo podrí hacerce á Juea que ejerza jurisdi' 
que la tenga para conocer de la misma clase de 
mismo grado. 

Se pror<^a por razón del lugar: I." Por razí 
putada; 2° Por razón del contrato; 3." Por conse 
mandado; y 4.° Por razan de convención (126). J 
conviene mucho clasifícar las acciones á fin de de 
competente ante quien haya de deducirse la den 
6 dificultades que puedan ocurrir se resolverán fác 
atención en las circunstancias especiales ó caracl 
acción, que procuraremos presentar con toda cía 
testo mismo de la ley y siguiendo la enumeraci 
de hacer. 

Por razón de la cosa dispviada, es Juez comj 
gar donde está la cosa raíz materia de la disputa 
cuandp se demanda una finca raíz con acción rea 
pétente el del lugar de la situación de la fin 
versare sobre una servidumbre, es Juez competen 
donde esté situado el predio sirviente; y si p 
está en un ■ Circuito y parte en otro, será co 
lugar en donde esté la mayor parte de la fine 
igualdad, los Jueces de ambos lugares son com 
cerán á prevención (127). Siendo únasela la cosí 
del litigio, no puede haber dificultad : el Juez del 
situada es el competente. La dificultad surgiría ó el 
potencia, cuaudo en una misma demanda hubieran 
rías cosas inmuebles situadas en lugares distintos 
cilitos ó territorios diferentes : para este caso debe t 

Erincipio de que en las acciones reales se ha de seguir el fuero de 
L cosa. De aquí el que sean competentes los Jueces de todos los lu- 
gares en que se hallen situadas las varias cosas que se reclamen ; pe. 
ro cada uno lo será para conocer de la respectiva reclamacián con. 
tra la ñuca situada en su territorio, salvo los casos de excepción, aun. 
que sean unos mismos el demandante y el demandado y hayan de 
seguirse tantos pleitos piíantas sean las fincas, y aunque además se 
causen molestias y perjuicios al demandado, como podrá suceder si 
se le obliga á seguir el pleito en un lugar muy diatanto de su domici- 
lio, sólo por la razón de que allí se encuentra una parte, acaso la más 
iDsiguificante de los bienes qne son objeto de la demanda. Así lo dis- 
pone la ley, y no hay más que cumplirla. En el caso comprendí- 
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do por el artículo citado últimamente, habrá de ocurrirse á la 
justiñcación de la cuantía y á la igualdad de que se trata. 

En los pleitos en que se ejerciten acciones reales sobre bienes 
muebles 6 semovientes, se concede al demandante la elección entre 
el lugar en que se hallen dichos bienes y el del domicilio del de- 
mandado. La naturaleza misma de estos bienes, que tanto se presta 
á su ocultación ó traslación, exigía que no se siguiera con todo ri- 
gor el principio del fuero de la cosa, y por eso, sin duda, nuestros 
Códigos disponen que ''el Juez del lugar donde se encuentra el 
demandado con la cosa mueble que se reclama, es el competente 
para conocer de esta demanda." La novedad que se introduce es 
la de exigir el artículo la circunstancia de que el demandado se 
halle donde este la cosa. Pero si la persona á' quien se le encuentra 
diere fiador abonado que responda de ella y de que comparecerá 
al juicio ante el Juez de su domicilio, ante éste debe proponerse 
la demanda (128). 

En los juicios de sucesión por causa de muerte, es Juez compe- 
tente el del domicilio que tenía el finado, á no ser que éste hubie- 
se hecho testamento y en él hubiese dispuesto que conociese de la 
sucesión el Juez del lugar en donde tenía la mayor parte de sus 
bienes, ó el del lugar donde hizo el testamento, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el Título 15 del Libro 2.° del Código Judicial del Estado, 
ó el capítulo 3.^ del mismo Libro del Código de la Unión. Cuando 
no sea el caso de la» disposiciones expresadas, es Juez competente el 
del lugar donde el finado tenía la mayor parte de sus bienes (129). 
El fuero del domicilio es el que se establece por regla gene- 
ral para los abintestatos y testamentarías, y como aparece en pri- 
mer término, será lógico deducir que sólo cuando se dude ó no 
se sepa cuál fué el último domicilio, deberá conocer el del lugar 
donde se halle la mayor parte de los bienes. 

Eu las demandas sobre legados, es competente el Juez del do- 
micilio del heredero, ó el del lugar donde éi^te haya repartido la 
mayor parte de las mandas, y el de aquél en donde esté la cosa le- 
gada ó donde se hallare la mayor parte de los bienes del testa. 
dor(130). 

Cuando se pidan alimentos por los herederos de una persona cu- 
ya mortuoria aún no se ha fenecido, sólo será competente el Juez 
de la causa (131). 

La^ acciones personales se derivan de los contratos, cuasi-con- 
tratos, delitos, cuasi-delitos y de la ley, es decir, de todos aquellos 
actos lícitos é ilícitos por los cuales el hombre queda obligado á ^ 

dar, hacer ó dejar de hacer alguna cosa. Por muy difícil que sea j 

determinar todas las acciones personales, fácil es distinguirlas de 

(128) Arttí. 114 del Cód. Jud. del E. y 96 d«l de la ü, 

(129) Arta. 115 del Cód. Jnd. del B. y 97 del de la ü. 

(130) Arte. 116 del God. Jud. del E. y 98 del de la U. 

(131) Arta. 117 del Cód. Jud. del B. y 99 del de la ü. í 






62 ' TÍTULO PRELIMINAB 

las reales, porque allí donde está una persona obligada á dar, hacer 
6 dejar de hacer, allí existe la acción personal. Las obligaciones 
que nacen de la ley son las que resultan de las relaciones entre las 
personas por la constitución de la familia que producen vínculos 
de derecho, ó de los actos ilícitos que producen la indemnización 
de los dafíos causados. Así, pues, en los juicios sobre cuentas que 
provengan de administración de tutela, compañía, sociedad ó de 
cualquiera otra causa semejante, es competente el Juez del lugar 
donde existió la compañía ó donde se ejerció la administración, el 
empleo &c., siempre que allí estuviere el demandado cuando se en. 
tabla la acción (182); y en las demSmdas civiles sobre reparación 
de daños y perjuicios, el del lugar donde el daño fué causado (133). 
El empleado público tiene su domicilio en el lugar donde desem- 
peña su destino ; y en cuanto á los hijos de familia y á la mujer 
casada, aquel es el Juez competente por razón del lugar, el que lo 
fuere del padre ó del marido, á no ser que los esposos estuvieren 
separados legalniente. Las personas que estuvieren sujetas á tu. 
tela ó curaduría, el de sus tutores ó guardadores, así como los cria- 
dos domésticos el de sus amos ó patrones (134). 

Por razón del contrato es Juez competente : 1.° El del lugar 
donde se celebró el contrato, si allí estuviere el demandado ; 2.^ 
£1 del lugar que se ha designado en el contrato para cumplirlo ; 
3.^ El Juez á quien se sometieron las partes por el mismo contra, 
to. El fiador se somete implícitamente al Juez que sea competente 
para conocer de las demandas contra^ el principal, menos en lo que 
hace relación á la competencia por razón del domicilio (135). Las 
reglas que preceden establecidas por este y los artículos citados, 
como especiales que son, dice el Código nacional, deben prevalecer 
sobre la establecida en el artículo 89. 

En lo relativo al fuero del lugar del contrato, la inteligencia 
del inciso 1.^ del artículo trascrito, ha sido fijada por la jurispm. 
dencia en el Estado. Si el demandado ha ido á dicho lugar, aunque 
sea accidentalmente para la práctica de alguna diligencia, basta, 
rá esta circunstancia para poder ser demandado en aquel lugar, 
siempre que pueda ser notificado del traslado de la demanda ó 
emplazado ; la ley no exige la residencia por mucho ni poco tiem. 
po: sólo dice si alU estuviere el demandado. Por consiguiente, 
bastará que se le encuentre en el lugar del contrato, para que que- 
de sometido á aquella jurisdicción (136). Si las partes al celebrar- 
el contrato determinaron el lugar- en que había de cumplirse la^ 
obligación, es claro que se comprometieron tácitamente á que 

(132) Arts. 118 del Cód. Jud. del B. y 100 del de la U. 

(133) Arts. 119 del Cód. Jud. del B. y 101 del de la ü. 

(134) Arta. 122 del Cód. Jud. del B. y 106 del de la ü. 
(136) Arts. 120 del Cód. Jud. del B. y 93 del de la U. 

(136) De conformidad con esta doctrina se han pronunciado repetidas 
sentencias por el Tribunal Superior y recordamos entre oll»8 las. de 20 de 
Marzo y 10 de Mayo de 1880. 
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tuviesen efecto en el mifimo lugar todas sus incidencias, y una de 
ellas es la del pleito que pudiera suscitarse sobre su cumplimiento 
6 validez. Por consiguiente, también el Juez de este lugar es el 
competente y de preferencia á cualquiera otro. Del mismo modo, si 
las partes por el mismo contrato se sometieron á la jurisdicción 
de un Juez determinado, esa convención es una ley para ellas, y 
es tan claro que no merece que nos detengamos en demostrarlo. 

Por razón del consentimiento del demandado^ éste puede pro- 
rogar la jurisdicción, tácitamente^ contestando la demanda sin de- 
clinar de jurisdicción, ó eocpresamente, diciendo que se somete al 
Juez aunque sea incompetente (137). Cuando uno es demandado 
ante un Juez incompetente para él, y propone ante el mismo Juez 
demanda de reconvención, queda sometido por este hecho á la ju- 
risdicción de dicho Juez (138). Esta es una sumisión tácita que 
produce los efectos de la prorogación, pues no es justo, convenien. 
te ni equitativo, que asuntos que pueden ventilarse en un mismo 
pleito, se sustancien y decidan con separación y ante Jueces dife- 
rentes. Por tanto, demandada uca persona ante un Juez incompe- 
tente, puede ella declinar de jurisdicción, ó bien ocurrir ante su 
Juez para que entable la competencia, ó prorogar la jurisdicción, 
como se ha dicho, en el modo y en los casos en que pueda hacerlo 
conforme á la ley (139). 

La sumisión ó prorogación expresa ha de ser clara y terminan, 
te, y debe recaer siempre sobre negocio conocido, así como la táci- 
ta no puede tampoco hacerse sino en negocio ya entablado. Es un 
principio en esta materia que para que pueda prorogarse la juris- 
dicción de un Juezpor sumisión expresa ó tácita de las partes, es 
necesario que este Juez tenga jurisdicción para conocer del ne- 
gocio que sea objeto de la controversia ;. si no la tiene, por más 
que se sometan las partes, no habrá jurisdicción prorogada, porque 
éstas no pueden darle al Juez lo que no tiene, ni revestirlo de una 
facultad que la ley uo le ha concedido. 

El actor puede renunciar el privilegio que se le concede para 
demandar á otro en donde éste tiene sus bienes, salvo en los pleitos 
sobre fincas raíces (140). Esta disposición no la trae el Código Ju- 
dicial de la Unión. 

Sólo resta decir para terminar esta sección, que cuando varios 
Jueces sean competentes para conocer de una demanda, el actor 
puede elegir el que le parezca (141). 

Las materias que dejamos tratadas en este título, á nuestro mo- 
do de ver, constituyen los prolegómenos del Código Judicial, ó los 
fundamentos generales de las que se han de tratar en este y los 
dos libros restantes. 

(137) Art. 121 de! Cod. Jud. del E. y 104 del de la U. ^ 

(138) Art. 105 del Cód. Jud. de la ü. 

(139) Ai-ts. 125 del Cód. Jud. del B. y 108 del de la U. 

(140) Art. 123 del Cód. Jud. del E. 

(141) Arte. 124 del Cód. Jud. del E. y 107 del de la ü. 



LIBRO PRIMERO 

[IZACION Y ATRIBUCIONES JÜDICIAC 

TÍTULO PRIMERO 

LA CORTE SUPR.EM A -FEDERA] 

CAPITULO I 

DEL FEBSOVil. DE LA COBTE 

.." Nocionee generales. — 2.° Endónele reside la Corte 
jurisdicción; personal y periodo de bub Magistradoi 
« ; qniéneB Bon elegibles ; 3." Incompatibilidades y q 
acantea. — í° Suplentes; su nombramiento j llamamie 
cuándo reemplazan éstos á los principales y. suplen 
en qué términos se posesionan los Magiatrados. — 6° ] 
le anualmente hace la Corte. — 7 ° B«nnnc¡as, ezcusoB 
Secretaria de la Corte j bus empleados. 

los los poder&s públicos emanaD de la voluntad c 
6 indirectamente manifestada. Es en su nombí 
iva ucicgouos de SU elecciÓQ desempefíau las funciones p 
El Poder Judicial federal se ejerce por el Senado de I 
teDciarioa, la Corte Suprema y los Tribunales y Juzgados 
mera instancia estableciiios en los Estadas y Territorios j 
cientes á la Nación, regidos por legislación especial. Los 
por delitos y faltas militares de las fueizax nacionales, soi 
competencia del Poder Judicial de la Unión y son juzgadt 
nados por los Consejos de guerra y funcionarios militares 
por el Código de la ulateria (1). Este Poder, hermano mi 
ios otr<lB Poderes, tiene el rango y la iudependencin que 
fieren su tiliación y su importancia por Is jurisdicción que 
Es uno en su esencia, pero se divide en diversos grados ; 
quías por razón del territorio sefíalado á cada Tribunal y J 
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II de lae ínstiaDciaB y la naturaleza de 
nacionales y negocios que boq de la i 
cuyo Poder Judicial ee también indepeí 
t, las cauBaa en ellos ioiciadae conforme 
«8 de sfl exclusiva competencia, t«rmi 
sin sujeción al examen de ninguna aut< 
tema federal, pues, hay una justicia se< 
ional. Por esta causa el derecho varia 
Qsitivas y experimenta modificaciones 
¡ mías esta es la índole y estructura de las 
ú, loa asuntos' de gobierno cuyo ejercicio 
los expresa, especial y claramente al Go 
ilusiva competencia de los mismos Estai 
aegocios que corresponden á la competei 

(3)- 

La Corte Suprema, en el orden jerárqu 
grado de la administraciiÍD de justicia 
magistratura judicial de la Unión. Resi 
>¡tal y el asiento de los altos Poderes 
isdicción en todo el territorio Colombia 
mpetencia. Se compone de cinco Magií 
dena ea la Constitución ; duran cuatro i 
uedeo ser reelectos; pero no puede bf 
empo, oomo ya dijimos, más de un M 
lO natural ó vecino de un mismo Estado 
lor la Constitución para la elección de 
liente: la Legislatura de cada Estado \ 
a lista de individuos en número igual a 
roveerse, y el Congreso deolararii eleg 
lÓE votos y satisfagan la condición pu 
'oilo empate se decidirá por la suerte. 
> el escrutinio de los votoí=, lamayorí 
ODOcimiento por documento autentico ■ 
luerto alguno de los individuos favorecic 
ser electo, se tendrán dicbos votos con» 
ilegibles los Colombianus mayores de '. 
sido casados, con excepción de los Minii 
(6). 

El empleo de Magistrado de la Corto S 
tibie con cualquiera otro de carácter na 
e admitiere otro empleo de esta clase, 
icaute su destino. Corresponde al Pode 
acante en este y en los otros caaos de i 
,mos mencionados en el Título preH/rm: 
irobaciÓD del hecho que deba servir di 
)ria (7). Se dice que está vacante un en 
mdo está por proveer, y por esta razón 
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el tiempo que pasa sin hacerse la provisión. El Código no de- 
clara surtida la vacante cuando habiéndose concedido licencia 
al Magistrado, éste ha dejado trascurrir el tiempo de la licencia 
sin que haya vuelto al ejercicio de sus funciones y sin acreditar 
una justa causa de impedimento. Tampoco confiere al Poder Eje. 
cutivo'ni á la Corte Suprema la facultad de declarar la vacante. 

La frase Poder Ejecutivo se aplica en este y otros casos al Pre. 
sidente Constitucional de la Nación. En otros muchos casos com- 
prende no sólo al Jefe de la República ó Presidente de un Estado, 
sino también á todo el conjunto de sus agentes, más ó menos inme- 
diatos, hasta el último empleado de la rama administrativa. 

4.°-^Para que no se suspenda ni embarace ó retarde la marcha 
regular de la administración de Justicia, el Congreso nombra anual, 
mente cinco suplentes de los Magistrados, en los primeros quince 
días de su reunión ordinaria, cuyos nombramientos se hacen sepa- 
radamente y por orden numérico. Los Magistrados suplentes son 
llamados á ocupar el lugar de los principales, según el orden 
establecido, y este llamamiento se hace por el Poder Ejecutivo, 
siempre que falte alguno de los Magistrados por muerte, renun- 
cia, destitución ó licencia. Cuando en los casos expresados no hu- 
biere suplantes para reemplazar al principal que falte, por haber, 
se agotado la lista de los designados, el Poder Ejecutivo nombrará 
un Magistrado interino, teniendo presente la prohibición del artí- 
culo 70, ya citado. Nombrará también Magistrados interinos,, 
cuando por cualquiera causa no puedan los principales tomar po- 
sesión el día señalado por la ley, y los suplentes no se encuen- 
tren en la capital. Por consiguiente, estos nombramientos sola 
durarán mientras los principales se posesionan, ú ocupan su lu- 
gar los respectivos suplentes. Cuando el suplente que deba ser 
llamado, según el orden de su numeración, no estuviere en la capi- 
tal de la Unión, se le llamará, sin embargo, y hasta que se presen, 
te y tome posesión, se llamará el suplente siguiente, ó se nombra- 
rá un Magistrado interino, si estuviere ya agotada la lista de dichos 
suplentes (8). 

5.*^ — Los Magistrados de la Corte tomarán posesión de sus des- 
tinos ante el Presidente de la Unión, el día primero de Abril si- 
guiente á la declaratoria de su elección ; y desde este día empe- 
zará á correr el período constitucional. La posesión se verificará 
prestándose la promesa de cumplir bien y fielmente los deberes 
de la Magistratura. Los suplentes tomarán posesión en los mis- 
mos términos que los principales (9). 

En el Títido preliminar enumeramos los casos en que la Ma- 
gistratura de la Corte quedará vacante y expresamos en que térmi- 
nos toman posesión de ella. 

6.® — El día primero de Abril de cada ano nombrará la Corte,, 
de entre sus miembros, un Presidente y un Vice-presidente, cuyos 
nombramientos se publicarán en el periódico oficial y se comuni. 
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¡jecutivo, á los Presidentes 6 
'residentes de las Cort«s de k 
los Magistrados renuDciar li 
I excusarse- de admitirlos, s 
ate el Poder Ejecutivo de 
SoDceder licencias á los I 
un afío, y en este caso, 
rara al Magistrado iuterino, 
1 M^istrado no pudiere asii 
por enfermedad ú otro imp 
Ijecutivo, pidiendo licencia 

ecretaría de la Corte Supreí 
un Secretario ; un oficial m 
). Dichos empleados son nc 
los Mi^ÍHtradoB, y cesan en 
le los períodos de la Corte, 
es posteriores se ha aument 
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U Const. Nao. y 1." y 69 del Oó 
a Oonst. Nac. 
,8 de id. id. 

írroinar nuestra Constitución, ei 
!t, del capítulo S.°, Base» de la < 
I ; de induir en ellas además de 
»r, crédito público, comercio e; 
as, pesas j medidas &c., conipri 
mientoB concernientes á la june 
«rias de la misma compotencia, j 
no exclusivamente, el fomento i 
IOS, la estadística j civilti^acíón < 
ones generales de la vigente 
pió de la soberanía da los Esta 
ación de 1860. El Senado do I 
de una /oje ración ó de nna den 
depositario do la soberanía col 
iprobar el nombramiento de Sec 
I, y loB tratados que celebre o 
08, debiendo tener conocimiento 
. Ministros, para su celebración, 
il armada «Q las contiendas de le 
o. Gome vamos i verlo, el Seni 
laa leyes de éstos, y como Trib 

te, BUS Secretarios &c. Fácil es comprender que nuestra 
'e en muchos puntos de la Constitución de los Estados 
^ y de la sancionada en Sui^a, el Estado federal más anti- 
1 modernos. 

ación Suiza, aegiln «n Constitución de i874,laadniinÍBtra- 
edóá cargo de los Oantones, salvo las atribuciones del 
[ue Boa limiCadísimae ea cierto sentido, j el cual puedo 
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Considerarse, sin embargo, como el Poder Judicial de la Oonfederación por 
excelencia. El Tribunal se compone de los miembros que elige la Asamblea 
federal, entre todos los que son elegibles para el Consejo nacional, quienes no 
pueden desempeñar ningún otro cargo ó empleo, ni seguir otra carrera 6 
ejercer profesión alguna durante sus funciones. ' ^ 

(4) Arts. 3.** y 4.° del Cód. Jud. y 70 de la Const. Nao. El Distrito 
federal fué creado por decreto del Presidente provisorio de fecha 23 de Julio 
de 1861, en la ciudad de Bogotá, segregándola del territorio del E. de 
Oundinamarca; pero en virtud de lalej de 11 de Mayo de 1864, se incorporó 
de nuevo á dicho Estado. Rigieron en él, durante su corta existencia, las 
leyes de la extinguida Confederación Granadina anteriores al 1.° de Febrero 
de 1859, el tít. 2.° lib. 3,^ del Cód. Civ. de Cundinamarca primeramente y 
luego todoá los Códigos vigentes en el mismo Estado por una ordenanza de la 
Municipalidad, de 18 de Marzo de 1864. Véanse los Actos oficiales del Go- 
bierno provisorio t. 1.° y el Municipal, número 1.° 

(5) Art. 76 de la Const. Nae. y 13 del Cód. Jud.— (6) Art. 33 de la Const. 
Nac— (7) Arts. 11 y 12 del Cód. Jud.— (8) Arts. 5.® á 9.° del Cód. Jud.— 

(9) Arts. 14 y 15 del Cód. Jud.— (10) Art. 17 del Cód. Jud.— (11) Art. 150 y * 

151 del Cód. Jud.— (12) Art. 16 del Cód. Jud. 
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CAPITULO II 

DE LAS ATRIBUCIONES DE LA CORTE 

Eesumbn: — 1,° Nociones generales. — 2.° Determinación de atribuciones en 
los negocios de que conoce la Corte en una sola instancia. — 3.° Sus atri- 
buciones respecto de los negocios de que conoce en segunda, compren- 
diendo ciertos autos dictados por el Sustanciador. — 4.° Atribuciones en 
sala de acuerdos. — 5.° Enumeración de otras atribuciones de la Corte. 

1.® — Conformándose nuestro Código nacional con los preceptos 
constitucionales, ha atribuido á la Corto Suprema federal el cono- 
cimiento de los negocios que son de la competencia del Gobierno 
general, en virtud de las delegaciones y facultades concedidas por 
los Estados. Hay negocios de que la Corte conoce en una instan- 
cia, otros de que conoce en segunda y otros de que conoce en pri- 
mera y segunda instancia, las cuales equivalen á los varios grados 
de jurisdicción en que pueden verse ó reverse los negocios judi- 
ciales. Conoce y decide en Sala de acuerdos y en Sala de decisión; 
pero en ésta no sólo resuelve sobre las sentencias definitivas é inter- 
locutorias apeladas ó consultadas, sino sobre las cuestiones que tie- 
nen una sola instancia y sobre los autos de sustanciación dictados por 
alguno de los Magistrados. La Sala de acuerdos es plena ó de cinco 
Magistrados, y la de decisión lo es igualmente, ó se compone de cua- 
tro solamente. Los negocios de acuerdo ti enea una instancia; pero 
hay negocios que pasan en segunda al Senado de Plenipotenciarios. 

2.^ — Conoce en vma sola ó única instancia : 

1.° De las causas por delitos comunes, contra el Presidente de la 
República y los Secretarios de Estado, previa la suspensión decla- 
rada por el Senado, cuando decida que hay lugar á formación de 
causa contra dichos funcionarios por alguno de estos delitos; 
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2° — De las cauBas por delitos comunee, i 
general, los Magistrados de la misma Corte y 
eos de la Nacióo en el extranjero ; 

3." De las causas de responsabilidad conti 
Presidentes y Jefes superiores y Magistradi 
Superiores de los Estados por infracci^i de la 
nacionales ; 

4.° De las causas de responsabilidad coüti 
plomáticos j consulares de la Udíód, por el n 
ejercicio de aus funciones; 

5.° De las causas de le^tonsabilidad conti 
neral de guerra y marina. Tesoreros genérale 
sanos generales del ejército ; 

6.° De las cansas de re^nsabilidad contn 
nales 6 los que ejerzan sus funciones, por infi 
tución y leyes generales ; 

7° De las causas crinÚDaleB que, por ( 
mente militares, se siguen en tiempo de paz é 
za armada al servicio de la Unión, desde Sarg 
hasta el más alto grado de la milicia ; 

8." De las controverEÍas de toda clase qu( 
mente á las comunicacionea interoceánicas po 
seguridad del tránsito para ellas ; 

9° De las causas de responsabilidad ce 
Comandantes eu jefe de las fuerzas nacionale 
superiores de las oficinas principales de H; 
el Tesorero general, el Administrador de las 
rá, los Administradores de Aduanas, los de lai 
Director general de correos, el Agente genera 
tizados y los funcionarios 6 empleados que I 
éstos, cualquiera que sea la denominación qui 

10. De las controversias que fb susciten 
convenios que el Poder Ejecutivo celebre 6 bi 
Bstados 6 con los particulares, cualesquiera q 
nominaciones anteriores de este país y su fom 
el establecimiento de la Bepáblica, y siemp 
convenio no establezca que dichas controversii 
un modo extrajudicial. Las reclamaciones sol 
ñores al establecimiento'de la Repiíblica de 
pueden ser sino materfa de negociaciones di 
Gobiernos de las secciones que compusieron 
de Colombia ; 

11. De las causas y negocios contenciosos 
mas, represas, piraterías ú otros crímenes, ; 
hechos ocurridos en alta mar, cuya jurisdic 
ííación conforme al Derecho internacional ; 

12. De las cuestiones que se susciten entri 
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uno 6 algunos de los Estados y el Oobiemo general, sobre compe- 
tencias de facultades, propiedades, límites 6 cualquier otro objeto 
contencioso ; 

13. De las recusaciones ó impedimentos de los Magistrados de 
la Corte, de los Conjueces y del Secretario de la misma (1). 

3.*^— Conoce la Corte en segvmda ó úUima instancia : 

1.^ De todos los negocios contenciosos que se refieran á bienes, 
rentas ó cualesquiera otros derechos de la Hacienda nacional, y los 
cuales se hayan decidido en primera instancia por los Juzgados 6 
Tribunales de los Estados o de los Territorios ; 

2.^ De las actuaciones seguidas por los Jueces nacionales de 
primera instancia para declarar si está ó no comprobado el grave 
motiyo de necesidad pública, para que tenga lugar la expropia- 
ción ordenada por el Gobierno de la Unión, en el caso del inciso 
&.^ del artículo 15 de la Constitución ; 

3.^ De las apelaciones ó consultas de sentencias definitivas en 
asuntos civiles ó criminales de que conocen en primera instancia 
los Jueces nacionales ; 

4.^ De las apelaciones ó consultas de las sentencias definitivas 
pronunciadas por los Jueces nacionales en causas criminales por 
delitos ó culpas puramente militares que se sigan en tiempo de 
paz contra individuos de la fuerza armada, desde soldado hasta 
capitán inclusive ; 

. 5.° De los autos interlocutorios en asuntps civiles ó criminales 
cpxe en primera instancia sean de competencia de los Jueces nació- 
nales, por apelación ó consulta conforme á la ley, y de las apela, 
cienes que se interpongan contra los mandamientos ejecutivos li- 
brados por los empleados nacionales de hacienda, en ejercicio de 
la jurisdicción coactiva de que están investidos ; 

6.^ De todos los juicios en que se deban aplicar las estipula- 
ciones de los tratados públicos ; 

7° De toda reclamación contra el Gobierno de la Unión, pata 
cuya decisión sean aplicables las estipulaciones de los tratados ó 
Jas prescripciones del Derecho internacional ; 

8.° De las apelaciones que intenten los Ordenadores y demáw 
responsables del Erario, de los actos que dicte la Oficina general 
de cuentas y que tengan ese recurso conforme á las leyes que or. 
ganizan la expresada Oficina, adoptando el procedimiento señalado 
para decidir de los autos interlocutorios ; 

9,^ De las causas criminales por delitos cometidos contra los 
Senadores y Representantes, mientras gocen de inmunidad (2). 

Corresponde también á la Corte conocer en segunda instancia, 
por apelación ó consulta, de los fallos dictados sobre abusos de hos- 
pitalidad y violación de neutralidad cometidos por los asilados ó 
emigrados políticos en el territorio colombiano, y de las resolucio- 
nes sobre concesión y caducidad de pensiones militares para fijar, 
en él primer caso, la cuantía de ellas (3). 
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ctadoH por el Magistrado 
geutencia definitiva, pasa 
í la segunda instancia p 
cualeB decidirán Rin vaást 

■te Suprema, en sala de a( 

s los ioformea que las Car 
lióu j el Procurador gen 
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13. Ordena en los casos legales la expedición de certificados y 
copias que soliciten del Secretario los interesados, así como la de- 
volución 6 entrega de documentos originales ; 

14. Forma la lista de los Conjueces de la Corte ; 

15. Nombra los Jueces principales y suplentes de los Terríto- 
ríos, y admitió sus excusas y re^nuncias, y al Revisor del Banco 
nacional; y 

16. Da cuenta al Congreso de las dudas é inconvenientes que la 
Corte haya notado en la aplicación de las leyes nacionales (5). 

Corresponde también á la Corte Supretíia federal : 

1.® Declarar q[uiénes han perdido el carácter de colombianos 
en los casos de los artículos 32 y 88 de la Constitución, y quiénes 
lo han recobrado ; 

2.° Otorgar la rehabilitación de los derechos políticos y civiles 
cuando hubiere pronunciado en última instancia la sentencia que 
impuso la privación de dichos derechos ; 

3.° Conocer en segunda instancia de las resoluciones sobre ex- 
tradición de reos que dicten los Jueces nacionales procediendo co- 
mo se dispone para los autos" interlocutorios ; 

4.° Conocer también en segunda instancia de los juicios con- 
tradictorios sobre suministros, empréstitos y expropiaciones en los 
casos de guerra civil ; 

5.® Sustanciar y decidir las apelaciones y consultas, como las 
de los autos interlocutorios, en los casos en que, habiendo conocido 
en última instancia de la causa en que se impuso alguna pena, se 
trata de averiguar si la condena ha sido cumplida ; 

6.° Ejercer, en fin, las demás funciones que la ley determina 
respecto de los negocios de la competencia del Gobierno gene- 
ral (6). 

Tales son los linderos hasta donde se extiende la potestad judi- 
cial del primer Tribunal de la unión. 



NOTAS DEL CAPITULO II. 

(1) Art. 71 de la Oonst. y 18 del Oód. Jud., Sec. primera. — (2) Art. 71 de 
la Conet. y 18 del Cód. Jud., Sec. segunda. 

(3) Art. 12, ley 22 de 1871. y 878 y 884 del Cód. Militar. 

Véanse las sentencias de 18 de Febrero d© 1876, 25 dó Enero de 1878 y 
3 de Noviembre de 1881. La Corte se declaró incompetente para resolver 
en los juicios promovidos sobre controversias á que dieron origen las reso- 
luciones del Poder Ejecutivo sobre concesión de pensiones, reinscripciones 
militares y expedición de nuevas letras, las cuales desconocieron el derecho 
de los agraciados ó interesados, y anuló las sentencias de la primera instan- 
cia. Se fundó en que, entre las atribuciones conferidas á la Cdrte, no está la 
de revisar, reformar ó anular los decretos ( se quiso tal vez decir resolticio- 
nes), que el Poder Ejecutivo dicte, en ejercicio de sus funciones ; en que ella 
no puede, por lo mismo, ejercer legalmente su jurisdicción ó administrar 
justicia en tales casos, cuando las resoluciones gubernativas lesionen algún 
derecho particular preexistente ( lo que hace suponer q}ie el Poder Ejecuti- 
vo tiene facultades discrecionales en asuntos de interés privado, y que no 
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m nuestra legieloción los medioB de deshu 
. loa ciudadanos ) ; y en que, en loa mismoa 
el Poder Judicial federal á quien corceepoi 
ilataras de los Betadoa, egresando éstas, po 
nlidad de tales act^s miniateriales. Noa lim 
sentencias, sin entrar en comentarios, acere 
imo quiera que sea, en vista de dichaa een^ 
expedir una ley sobre lo eonltneioso del Est 

itivo, á fin de que pueda aer reconocido y 

) se establezca el procedimiento que corresponda en esta materia, da 
con las instituciones. ¿Las cnestiooea relativas á la renta de Adna- 
ion materia contencioaa-administrativa en algunos caaoa ? Aaí lo 
iu el Código Fiscal 7 algunas leyes reformatorias, respecto delacual 
ocedimient«8 especiales. 
&.rt. 24 del Cód. Jnd. 

ÍTta. 14, 35, 71 y 72de taOoDst. y ledelCód. Sec. teroera ; inciaoa 
jnero reforma de la le; 46 de 1876 adicional í dioho Oódigo y art. 19 
e 1880. 

irdo es la resolución que se toma en los Tribunales por todos los 
la mayor parte de ellos en asnntoa ^bernativea y en algunos caaos 
)ntencioaoe. Ea también la reunión o cuerpo de Magistradoa en una 
!a, para reaolver aobre los miemos asuntos. 

¡I celebrado el 11 de Febrero de 1878, en cumplimiento de la tercera 
in, se declaró que el art. 3.° de la ley 51 nacional de 1677 había 
liado por. el voto de las Legislatuias délos Estados de Aatioqnis, 
. CundiuamaTCB, Magdalena y Santander, y por el da 11 de Febrero 
se declaró tambie'n anulado el decreto del Poder Ejecutivo de 24 de 
I 1877, núm. 330, en ejecución de dicha ley (Diarios Oficióle* núms. 
1,116). Igualmente se declaró la nulidad del art. 21 de la ley nacio- 
de Junio de 1877, aobre auminiatros, empréstitos y espropíaciones, 
irdo de fecha 6 de Octubre de 187e, practicado el eacrntinio de loa 
nulidad dados ó emitidos por las Legislaturas de Bolívar, Cauca, 
.marca, Panamá y Santander, Estos eon loa únicos casoa en <|ue 
Suprema ha ejercido la expresada atribución constitucional. (Dtoe- 
ial núm. 4,549. 

Irts. 4.''<!e la ley 78 de 1871, 1,900, 1,890 y 1,893 del Cód. Jud., 7." 
' 27 de 1865, 1." de la 16 de 18S6 y 2.° de la ley 100 de 1880. 
iderada la importancia de las atribuciones federales y llevados de 
deseo do traer á esta obra todo lo qne pueda contribuir á su mayor 
ón, compendiaremos aquí la plenitud de facultades qne ejerce el 
udioial eu las diferentes Confederaciones que hoy eiisten, según sus 
íaa Constituciones y leyes federales. 

tribunal federal de la Nación Suiza conoce de lae diferencias de 
civil que surgen: 1.° Entre la Confederación y loa Cantonea; 
re la Confederación de un lado y laa corporaciones ó particulares de 
ciertoe caaoa ; 3.° Entre loa Cantones ; 4.° Entre éstos y las corpo- 
. ó particulares cuando una de las partes lo exige y el litigio alcanza 
'tancia que determina la legislación federal. Conoce además de las 
¡as concemientos al hñmair-losat ; asi como de las cuestiones qu9 
intre los comunes de diferentes Cantones, relativas al derecho de 
QÍa; y está obligada á juzgar otras cuestiones cuando laa partea 
m en someterlas á sa jurisdicción y el objeto del litigio sea de cierta 
acia. Conoce también en materia penal, pero asistido del Jurado qae 
< sobre los hechos, de loa delitos de alta traición y de iuanrrección 
len cía contra laa autoridades federales ; délos cometidos contra el 
de gentes; do los políticos que son causa originaria de iuterrención 
irmada, y por último, conoce de los conflictos de competencia entre 
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las autoridades federales y las cantonales ; de las diferencias entre los Can- 
tones cuando éstas son del dominio de derecho público; de las reclamacio- 
nes por violación de derechos constitucionales de los ciudadanos, asi co- 
mo las de particulares por violación de acuerdos 6^ tratados. La legisla- 
ción federal puede dar a este Tribunal la atribución de juzgar en- todos 
los casos en que se trate de la capacidad civil, y sobre todas las materias de 
derecho que se refieren al coijaercio y á las transacciones sobre bienes muebles, 
sobre la propiedad literaria y artística, sobre la persecución por deudas j 
sobre la quiebra, y en todos estos asuntos legisla la Asamblea federal. Asi, 
con tales instituciones, es como ha venido progresando la Confederación has- 
ta convertirse en una democracia federal, con su indisoluble unidad nacio- 
nal sobre, pero no contra la variedad que exigen las diversas costumbres, 
las instituciones particulares, y la distinta manera de ser de cada Estado 
regional ó cantón. (García Moreno, Principales Constituciones Suizas 6 
Instituciones políticas &c., tomo 1.^, edición de 1881). 

En Alemania sucede que á las Legislaciones seccionales va sustituyéndose 
un derecho nacional cada vez más uniforme. Se ha procurado y se procura 
reemplazar por leyes federales las varias legislaciones de los Estados ó 
Cantones confederados ó al menos de varias partes de ellas. Los grandes 
Estados promulgaron Códigos completos en los que desapareció la autoridad 
del derecho romano, pero prevalece aun entre sus jurisconsultos, bien que 
combatida por algunos, su autoridad doctrinal. En la Confederación del 
Norte se sancionó en 1869, y en la primera mitad del año de 1871, en Wur- 
temberg, Baviera, Hesse y gran ducado de Badén, y luego fuó introducido en 
Alsacia-Lorena, en 1872, el Código de Comercio alemán ( Allgemeines deutsr 
chés Handdsyesetz huch). El Código de organización judicial recientemente 
puesto en vigor con el ñn de someter todos los Estados de la Confederación 
á los mismos Tribunales, constituye una de las bases más sólidas en que 
descansa la unidad del imperio. Esa ley orgánica del Poder Judicial forma, 
con la de procedimientos civiles y criminales y la especial sobre quiebras, 
votadas en la misma ópoca, el segundo período de la moderna Legislación 
alemana, iniciada en años anteriores con la publicación de los Códigos Penal 
y Mercantil, ya citado, y que más tarde han de completar el proyecto de 
Código Civil y otras reformas, al Parlamento sometidas por una comisión de 
jurisconsultos. La doctrina de la nueva ley, puede resumirse en las siguien- 
tes conclusiones. Administración de justicia en nombre del Emperador por 
Tribunales independientes ; supresión de los Juzgados eclesiásticos y patri- 
moniales; en materia civil, sustanciación y resolución de los litigios en 
primera instancia por los Tribunales Cantonales, de distrito y de comercio, 
y en última instancia por los Tribunales superiores, siendo los primeros 
unipersonales jr colegiados los restantes; en lo criminal, la justiciase admi- 
nistra por los Tribunales de adjuntos, por Salas especiales, en los Tribuna- 
les de distrito ó regionales y por el Jurado, apareciendo el elemento lego 
en esta organización bajo tres formas, representadas por los adjuntos, el 
Jurado y los Jueces de comercio; y creación de un Tribunal Supremo 
común á todo el Imperio. Bespótanse cerno principios inalterables la inde- 
pendencia e inamoyilidad judicial. El Tribunal federal, por tanto, es el llama- 
do á constituir el lazo de unión creado por la ley -en favor de la unidad 
judicial de Alemania ; como Tribunal de casación, vela por el cpmplimiento 
de la ley y asegura con sus desieiones la uniformidad de la jurispinideucia. 
Pero se ha permitido con posterioridad á la citada ley orgánica, aunque sólo 
para lo civil y en casos limitados, i a creación en los Estados de la Confede- 
ración de Tribunales Supremos locales encargados de desempeñar funciones 
análogas á las del Supremo del Imperio. ( Ley sobre organización judicial de 
1877. V. la Coleceión de Códigos Europeos y Americanos, t, iP, ed.de 1879.) 

En los Estados Unidos de America el Poder Judicial federal reside en la 
Corte Suprema y Tribunales creados por la ley y se extiende á todos los casos 
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i^ne eman&n de la OonBtitnciún, de lae leyes do los 
a todos los relativos si Almirantazgo y jurísdiocii 
verpisB en qne loa Estados sean una de lae partes 
tre dos ó más Estados ; entre un Estado y ciudaí 
Estado, entre loa eíudadaiioa de diferentes Estad* 
litigio algún ciudadano ó subdito extranjero. (C 

Por la Constitución Argentina, la Corte Si 
atribuciones que acabamos de mencionar. En e 
8U jurisdicción per apelación según las reglas 
asuntos concernientes á embajadores, minietroi 
en los que alguna provincia sea parte, y en la deci 
los poderes públicos de una misma provincia, 
elusivamente. El Presidente nombra loa Magist 
demás Tribunales federales con acuerdo del Senai: 
celebrar tratados parciales para fines de administi 
. reses economices j trabajos de utilidad común, c 
^reso, pero no de carácter político, ni pueden eij 
o navegación interior ó exterior, ni sobre bancaro 
bancos sin autorización del CongreBo, ni dictat 
Penal y de Minería, después de sancionados por e 
tivaes, pues, de la incumbencia federal, y sólo la , 
dimental se dividen entre los dos fueros, el nac 
laa ventajas de la uniformidad legislativa no aoi 
leyes adjetivas que son la salvaguardia del ciuda 
competencia de las Legislaturas provinciales. ( C 
se loe Comentarios del señor Sarmiento.) 

Los Estados que forman la federación Venezc 
mente sus autonomías respeotivas y conservan en 

rania no delegada expresamente en la Constitución federal; pero no pueden 
establecer ni cultivar relaciones políticas ni diplomáticas con otras naciones 
porque esto está reservado al Poder federal. Están obligados á organiaiir 
sus Tribunales y Juzgados y á teiier para todos ellos una misma legislación 
sustantiva, civil y criminal, y unas mismas leyes de procedimiento; á so- 
meterse á las decisiones de la Corte de casación y á consignar como princi- 
Eio político la extradición criminal en sus Constituciones. La alta Corle 
tderal conoce de todos los negocios que en el orden político quieran lo* 
Estados someter á su consideración, y declara cuál es la ley vigente cnando 
se hallen en colisión las nacionales entre si, ó éstas en lae dé los Estados, 
Ó las de los mismos Estados. Las demás atribuciones coinciden con las con- 
feridas á nuestra Corte Suprema federal. La Corte de casación es Tribunal 
de los Estados j se compone de tantos vocales cuantos son lob Estados que 
el Consejo federal elije entre los propuestos por las legislaturas. (Constitución 
d* 1881.) 

A semejanza de las instituciones Suizas, No rte-A menean as. Colombianas, 
Argentinas y Venezolanas, las facultades que no están concedidas por la 
Constitución de los Estados Unidos Mejicanos á loa funcionarios fedemles, 
Be entienden reservadas á los Estados. El pueblo ejerce su soberanía por 
medio de los Poderes de la Unión, en los casos de su competencia, y por loa 
de los mismos Estados para lo que toca á su régimen interior. El Congreso 
federal desempeña la atribución de declarar nulas laa leyes do los Estados, 
contrarias á la Constitución o leyes nacionales, y las Legislaturas de éstos 
hacer igual declaratoria respecto do las leyes nacionales opuestas ¿ la Cona- 
titueión.— El Poder Judicial de la Federa:ción reside en una Alta Corte de 
Jnsticia y en Tribunales de distrito y circuito, y á éstoa corresponde resolver 
toda controversia que se suacite por las leyes ó actos de cualquiera antoridad 

?ue violen las garantías individuales ; por leyes ó actos de la autoridad 
bderal que vulneren ó restrinjan la soberanía de los Estados; por lejes ó 
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actos de las autoridades de éstos, que invaden la esfera de la autoridad 
federal. Conoce de las controversias sobre derecho marítimo y de las que se 
susciten entre dos ó más Estados, y entre un Estado y uno 6 más vecinos 
de otro ; de aquellas en que la federación fuere parte &c. Corresponde á la 
Corte Suprema, desde la primera instancia, el conocimiento de estas últimas 
7 dirimir las competencias que se susciten entre los T iounalees federales, 
entre éstos y los de los Estados ó entre los de un Estado y los de otro. 
(Constitución de 1857 y Actos reformatorios de 1873 y 1875.) 



CAPITULO III 

DEL MODO DE EJEECEE LA CORTE SUS ATRIBUCIONES. 

Ri^UMEN : — 1.^ Repartimiento de los negocios que entran á la Corte 6 ingresan 
en ella diferentes veces.— 2.^ Quien sustancia los repartidos y redacta las 
sentencias; apelación de autos de sustanciación.— ¡-d.^ Reglas para los 
negocios de una sola instancia.— 4.^ Magistrados que concurren á las de- 
cisiones ; en qué caso se salvan los votos y cómo se procede en estos ca- 
sos ; — 5.? Otras reglas. 

1.° — Para la juáta y arreglada distribución de los negocios que 
ingresan en la Corte y la igualdad en el despacho de ellos, en cuan- 
to esto es posible, se ha ordenado y reglamentado su repartimiento. 
Así, todo expediente ó negocio que se eleve al conocimiento de la 
Corte, será repartido por turno riguroso entre los Magistrados, en 
el orden siguiente : primero, el Presidente ; segundo, el Vice-pre- 
sidente ; y entre los tres restantes, según el orden alfabético de 
los apellidos, 6 de sus primeros apellidos, si alguno tuviere más de 
uno. De cada repartimiento extenderá el Secretario una nota 6 
diligencia en un libro que llevará con este solo objeto y que se 
denominará: " Libro de repartimiento." (1) 

Cuando un mismo expediente vuelva diferentes veces á la Cor- 
te, será repartido en todas ellas al Magistrado á quien tocó la pri- 
mera vez, expresándose esta circunstancia en la respectiva diligen- 
cia de repartimiento, si el orden de éste hubiere de aparecer alte- 
do por virtud de lo dispuesto en este artículo ; y lo mismo se ob- 
servará respecto de los varios incidentes de un mismo asunto. La 
primera foja de lo actuado en la Corte será una portada ó carpeta 
en que se exprese brevemente la naturaleza del negocio (2). 

2.® — El Magistrado á quien se haya repartido un expediente 
será el sustancíador de él, hasta ponerlo en el estado de ser deci- 
dido por la Corte. El Sustanciador dictará por sí y bajo su 
sola responsabilidad, todos los autos de sustanciación ; pero contra 
los de esta clase ó naturaleza que causen un gravamen irreparable 
para la sentencia definitiva, tendrá la parte perjudicada, como he- 
mos dicho, el recurso de apelación para ante los otros cuatro Ma- 
gistrados. Dicho Sustanciador redactará todas las resoluciones 6 
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Lcias que deba pronunciar la Corte en 
; y le tocará, afiimiemo, hacer el nomb 
las que debau interrenir ocasioDalmen' 
8, defensores, contadores &c. conforme 
&n posesión las nombradas (3), 
' — En los negocios atribuidos & la Cort 
[uélla y el Magistrado sustanciador se t 
soidaa en el Código para el procedimit 
I de que conocen en primera instanci 

— Para toda decisión ó acto de loa atríbi 
nir los cinco Mc^strados que la consti 

casos de impedimento 6 de recusacióc 
de las apelaciones de los autos de sustt 
!iTgado de llevar ésta, pues, como bemo 
trados que las deciden ; y en todo caso e 
la io que acuerde 6 determine la mayor 

votar, menos cuando la unaoimida*^ 

Magistrado ó Conjuez que disienta 6 
r resuelto por la mayoría de la Corte 
nando las razones de su juicio, y si así 1 

alguna de la responsabilidad que p 
, pues los votos salvados libran de toda ¡ 
le éstos se extenderá í continuación de 

por la Corte y en un libro que con 
ario. Será además ñrmado con ñrma t 
tores, y con media ñrma por los otros H 
.0 llevará la misma fecha que la senten 
iere. Pero el Magistrado ó Conjuez c 
to dejará de firmar la decisión de la Ci 
' — Como veremos más adelante, cuando 
civil ó criminal no resultare absolutc 
necesariofl para hacer sentencia, ó faltai 
lubiere empate, en cuyo caso se dice qv 
i dirimirKe por Conjuecos, y habrá taml 
eemplazar á los Magistrados impedidos 
1 ver un negocio ó visto ya y no votado 
se inhabilitare alguno de los Magistn 
los de no poder continuar 6 dar su i 
i la determinación, y se procederá á n 
asifrtiendo el suplente ó el respectivo 

una vez comenzada no deberá interru 
imento insuperable. Por consiguiente 
í firmar, cuando le corresponda, lo qu 

mayoría, aimque él haya sido de opir 
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NOTAS DEL CAPÍTULO m. 

(1) Art8. 19 y 20 del Oód. Jud.— (2) Arts. 21 y 22 del Oód. Jud.— 
(3) Arta. 23, 24, 26 y 27 del Oód. Jud.--(4) Art. 25 del Oód. Jnd. de la ü. 

(5) Arts. 2d a 32 del Oód. Jad. 

Voto es el parecer ó dictamen manifestado en orden á la decisión de al- 
gún punto ó negocio, el cual en los acuerdos de la Oorte se llama delibe- 
rativo ó decisivo, y también se emite en los casos de elección. 



i CAPITULO IV 

I DEL PBBSIDBNTE Y VIOBPEESIDBNTB DB LA OOBTB. 

Bbbumen : — 1.^ Funciones del Presidente de la Oorte: ellas son gubernati- 
vas ó judiciales. — 2.^ Quión lo reemplaza y cuándo se nombrará nuevo 
VicepresideDte.— 3.^ Deberes que se le han impuesto al Presidente. 

1.° — El Código confiere al Presidente de la Corte Suprema atri- 
bucioned y deberes especiales por la naturaleza de su cargo y la 
I alta dignidad de que está revestido. Son las siguientes : 
' 1.* Presidir la Corte en sus acuerdos, audiencias y demás reu- 

[ niones ; 

i 2.* Servir de órgano de la Corte en sus comunicaciones con el 

Presidente de la Unión, los de las Cámaras legislativas de la mis* 
ma, los Presidentes ó Gobernadores de los Estados y Presidentes 
de los Tribunales superiores de los mismos ; 

3.* Hacer el repartimiento de los negocios que entran á la ' 
Corte; 

4.* Convocar extraordinariamente la Corte cuando así lo exija 
la urgencia de algún negocip ; 

5.* Mantener el orden en la Corte y dirigir su policía interior ; 

6.* Castigar correccionalmente, previa información sumaria, 
con multas hasta de veinte pesos y apercibimiento, á los subal- 
ternos y á los litigantes, por faltas cometidas contra el orden eco- 
nómico : 

7.* Decidir verbalmente las quejas que ocurran entre los liti- 
gantes y el Secretario y demás subalternos por faltas de poca 
gravedad concernientes al despacho ; 

8.* Hacer que se dé aviso sin demora al respectivo recaudador, 
de las multas y demás condenaciones pecuniarias que se impongan 
por el Tribunal ó por el Presidente ; 

9.* Conceder licencias á los Magistrados hasta por cinco días 
en el mes ; 

10. Cuidar de que el archivo de la Corte se mantenga en per- 
fecto orden y arreglo, así como de la conservación de todos los úti- 
les y enseres pertenecientes á la Corte ; 

11. Y las demás que le atribuya el Reglamento (1). . 

2.° — Por falta absoluta ó temporal del Presidente, hará sus ve- 
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1 Vicepresidente; p 
spresidenta (2) ; 
!Dte, uno de los príi 
mero sobre la adm 
lisma Corte ; y kí i 
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1 conocimieDto de 
ijuiera el caso. Es ta 

á la Corte, como 
) ello, cuando ocupí 
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nd.— (2)'Art. 34 del I 



i CONJüBCBS DE L. 

jueces reemplazan Á I 
moa deberes qne ¿stn 
ando y cómo debe fon 
leden ser Conjuecea ; 
ratorio ; casoB en que : 
onjneceB. — i° Sus ira 

I Juez ó Magistrado 
ntameute con otros 
uecea sirven para re 
;uBad<^ ó que «Rtén 
para dirimir, en cas 
Btrados. Estoft fum 
aneo, los mismos d 
la misma respoiisab 
il de cada aSo f orna 
'einte Conjueces, to 
ue tengan las cuali( 
ama Corte. La liet. 
3d y se publicará 

los empleados en los ramos legislativo, eje- 
Unión, ni los del Ministerio público nació. 
idos públicos, así de la Nación como del "Es- 
I de aceptar el cargo, si quieren hacerlo (2). 
rio UQ Conjuez, lo sorteará el Presidente 
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de la Corte, en presencia de ésta, de entre los veinte designados. 
L £1 acto del sorteo será páblíco y se avisará con la debida anticipa- 
ción á las partes interesadas. El Conjuez sorteado prestará ante 
el Presidente de la Corte la promesa de desempeñar bien y fiel- 
mente sus funciones, y de ello se extenderá una diligencia en el 
respectivo expediente (3). 

3.*^*— Ninguno podrá ser excusado de prestar el servicio de Con- 
juez, sino por enfermedad grave 6 habitual, edad de más de sesen- 
ta años, y grave y seguro perjuicio en sus intereses, todo plena, 
mente comprobado. En caso de resistencia de algún Conjuez 
á prestar el servicio de tal, el Presidente de la Corte lo compelerá 
con multas hasta de cincuenta pesos. Cuando estuviere agotada 
la lista de Conjueces, la Corte, por mayoría de votos, nombrará 
en cada caso el Con juez 6 Con jueces que sean necesarios (4). 

Los Conjueces están impedidos y pueden ser recusados en los 
mismos casos que los Magistrados (5). 

4.® — ^Los Conjueces de la Corte, cuando entren en funciones, 
por impedimento de los Magistrados, gozarán de la mitad del 
sueldo señalado para estos (6); 



NOTAS DEL CAPITULO V. 



(1) Arts. 36 y 37 del Oód. Jud.--(2) Arta. 35, 40 y 44 del id— (3) Arte. 
38 y 39 delid.---(4) Arts. 41 á 43 del id.— (5; Art. 45 del id.— (6) Art. 23 
de la ley 72 de 1880. 
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CAPITULO VI 

DEL SECEETABIO DE LA COBTB Y EMPLEADOS SUBALTEENOS. 

BssmiEN:-*!.^ Nociones generales.— 2.^ Bequisitos para ser Secretario. 
3.^ Prohibiciones que se le han impuesto.— 4.° Deberes del Secreta- 
rio.-~5.^ El Oficial Mayor lo reemplaza ; sirve bajo sus órdenes y no 
pnede ejercer poderes. — 6.® El Portero hace los llamamientos y las 
citaciones y anuncia las causas y cumple otros deberes.— 7.° La Corte 
concede la licencia que solicite el Secretario y demás empleados subal- 
ternos. 

l,o — Los Secretarios judiciales son de nueva creación para el 
servicio de los Tribunales y Juzgados. Como Oficiales en quienes 
se deposita la fe pública, ellos redactan 7 autorizan con su firma 
los autos y sentencias, todas las actuaciones y diligencias en los jui- 
cios. Con su intervención no sólo dan autenticidad y firmeza á 
dichas actuaciones, sino que fijan y conservan todo cuanto pasa en 
los Juzgados y Tribunales. Sio su concurso y aun sin el de los em- 
pleados subalternos de la Secretaría, no habría ordenada adminis- 

6 
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las relaciones de las causas siempre que 
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bones en persona, por edictos ó boletas, 






CAP. VI. DEL SECRETARIO DE LA CQRTE 83 






>^^ 






st 



■>' 



flegiín lo dispuesto por la ley ; 7.° Dar al Procurador general las 
noticias, informes ó copias que exija, con conocimiento de la Cor- ' 

te ; 8.° Exhibir al que lo solicite los expedientes y demás docu- 
mentos que se hallen en el archivo ó cursen en la Secretaría ; pero ^ ^^^ 
en ningún caso permitir que los expedientes y documentos se 
saquen de la Secretaría, sino cuando lo permita la Corte de con- 
formidad con la ley ; 9.° Custodiar el archivo y mantenerlo en " ; 
perfecto orden, de manera que no sea embarazosa ni tardía la bus- 
ca de ningún documento, sino sumamente fácil y pronta, lo que se S» 
conseguirá teniendo un lugar invariable para cada clase de docu- > ■. ' 
mentes, y numerados y arreglados los expedientes por ordeñero- r'[ 
nológico ; 10. Eecibir bajo formal inventario, autorizado por el '¡i.^ 
Presidente de la Corte, los libros, procesos, papeles y útiles que : ' 
pertenezcan á la Corte, y cuidar de la conservación de todo ; 11. 
Servir de órgano de la Corte en sus comunicaciones con los parti- 
culares y con los funcionarios públicos que no sean aquellos con 
quienes debe comunicarse el Presidente ; 12. Registrar los despa- , 
ches y provisiones que libre la Corte ; 13. Exigir recibo en un ft 
libro especial, de los documentos, papeles y expedientes que entre- -, '^y¡ 
gue, teniendo cuidado de anotar, en el mismo recibo, la fecha de 
la devolución; 14. Llevar debidamente foliados y empastados los .^ 
libros que son necesarios, según las prescripciones del Código ; á ,' 
saber: el de acuerdos, el de repartimiento de negocios civiles, el ^ 
de repartimiento de negocios criminales, el de posesión de emplea- ■ 
dos, el de oficios de la Presidencia, el de oficios de la Secretaría, el - 
de salvamento de votos, el de sentencias definitivas, el de autos . . 
interlocutorios, y los demás que requiera el servicio, como el de la 
suspensión de los actos legislativos de los Estados &c; 15. Los , 
demás deberes que le imponga el Reglamento econóínico déla 
Corte (2). • ' , 

También es obligación del Secretario: 1.^ Anotar al pie délos 
escritos la fecha del día de su presentación ante la Corte; 2.° 
Presentar los autos, sin necesidad de que se le pidan, junto con to- 
da solicitud referente á ellos, y en caso de no poderlos presentar por 
encontrarse. en poder de alguna de las partes, lo informará así al 
respectivo Magistrado, y lo mismo hará cuando la solicitud se 
refiera á autos archivados ; 3.° Anunciar por avisos fijados en 
las puertas del Tribunal, el día señalado para oir alegatos on es- 
trados; 4.° Anotar en los expedientes el motivo ó causa de 
cualquier demora ó retardo, porque al no hacerlo así incurrirá en 
una multa de diez hasta cincuenta pesos; 5.° Poner constan- 
cia en los autos, del día en que hubiere empezado la suspensión 
de algún término y del día en que ella ha cesado; 6.*^ Certificar 
á petición verbal de los interesados y por decreto del respectivo 
Magistrado, sobre cualesquiera hechos relacionados con los negó- :., 

oíos en que interviene y dar copia autorizada, á costa de los 
mismos, de todo documento que repose en su oficina, previa la 
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ordeo Buperior. Se esceptúan aquellos negocio 
publicidad, ú aquellas diligoDcias que por el 1 
se sigan secretamente. 7.° Extender al pie d 
morial con que se acompaSe el poder, un infa 
nifestar que el individuo ú quien se ha conferí 
Representante. Darií también este informe en 
ci¿n ; j respecto de poderes y sustitución! 
Juez de la primera inHtancia, deberá aaimis: 
instituidos uo están comprendidos en la dis} 
47 de la Constitución si así fuere (3). Otioa 
cienes tiene el Secretario que iremos mencioof 
vos lugares. 

S."* — El Oficial mayor reemplazará al Sec 
temporales j en las absolutas, mieotras se haj 
y cuando sea recusado. Tanto el Oñcial ma 
bientes y el Portero, servirán bajo las ordei 
pección del Secretario, y cumplirán los dobe» 
el Reglamento de la Corte. También le está ^ 
á los particulares y aceptar poderes en asuntoi 

6. Por medio del Portero se harán los llai 
taciones que ordene la Corte ó el Presidente, ] 
disposiciones relativas á apremios y otras dilig 
perjuicio de ocurrir á la fuerza pública, si fuer 
bien un deber del Portero anunciar l^s causa 
parse la Corte en audiencia páblíca, y por 
cargo, hacer guardar el decoro y compostura . 
curra á ella ; escribir los edictos para las noti 
desfijarlos, con sus anotaciones ; conservar arr 
to aseo las oficinas de la Corte; abrir y cerrai 
var á la Dirección ó administración de correos 
de la correspondencia y ejecutar, en fin, los de 
toe por el Reglamento (ó). 

7° La Corte podrá conceder licencia al S 
más subalternos hasta por noventa días en un 



MOTAB DEL CAPÍTULO VI. 



Acnerdo de la Corte de 20 de Agosto de 1BT5. El 
.oióa qne se cita en esta reaolucióii y le sirve de fui 
Benadorea y Bepresentantei no pueden mientras co 
tales, hacer por sí ó por ÍDterpuesta persons, uinguní 
el Oobierno. Tampoco podrán admitir de ningún Qobi 
viduo poderes pora gestionar negocioH que tengan re) 
de la unión." La Corte, pues, es de concepto que ests 
los poderes judioialee. (Diario Oficial núm. 3,St6^. 

(4> Arta. 47 y 48 del Oód. Jod.— <6) Art. 49 del id. 
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TITULO SEGUNDO 

DE LOS JTJZGhADOS FEDERALES DE 
PMMEHA INSTANCIA 



CAPITULO I 

PERSONAL DE LOS JUZGADOS FEDERALES. 

Rbsuiíen :— -1.^ Quiénes son Jueces nacionales en los Estados y quiénes lo 
son también de primera instancia, en ciertos casos.— 2.° Qué otros lo son 
en los Estados. — 3.^ Los Jueces de un mismo circuito lo son igualmen- 
te en asuntos nacionales. — 1.^ Territorios existentes ; qué leyes han regi- 
do y rigen en ellos. — 5.^ Los que son Jueces de primera instancia en los 
Territorios ; su nombramiento y sus periodos ; subrogación de sus faltas. 
6.^ Los Oorregidores ; su cargo es oneroso ; requisitos para ser nombrados ; 
delegación de funciones. — 7.° Prohibición relativa á los Jueces de los 
Territorios. 

l,o — "Eíx cada uno de los Estados de la ConfederaciÓD Granadina, 
durante su existencia, hubo un Distrito Ttadonal con un Juez ele- 
gido por la Corte Suprema federal y un Procurador nombrado por 
el Procurador general de la Nación, y comprendía el territorio 
del respectivo Estado. Desaparecieron al extinguirse la Confede. 
ración, cuando se constituyeron los Estados Unidos de Colombia, 
y son Jueces de primera instancia en los Estados, desde entonces, 
los qup en los mismos conocen de las demandas de mayor cuantía 
en la expresada instancia. En los Estados en que no haya Jue- 
ees de circuito, el Tribunal ó la Corte del Estado desempeña- 
rá las funciones de los Jueces nacionales, y en aquéllos en que 
habiendo Jueces de circuito, de provincia ó de cualquiera otra 
denominación, ellos sean sustanciadores, pero no sentenciadores de 
los negocios de mayor cuantía, se ejercerán las funciones de Jueces 
nacionales por los funcionarios expresados y por los Tribunales 
Superiores, conforme á la legislación de los mismos Estados (1). 

2.° — Cuando en los Estados y en alguno de sus circuitos, haya 
Jueces destinados á conocer de los asuntos criminales, estos Jueces 
serán también nacionales y conocerán de los negocios de esta clase 
que sean de la competencia de la Unión, y lo son igualmen- 
te de la primera instancia, en dichos negocios, los Tribunales ó 
dortes Superiores de los Estados, para conocer de las causas pot 
delitos comunes de la misma competencia, cometidos por funcio- 
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da la comimicacióu del nombramiento. Estos Jueces se 
dos por la Corte Suprema, lo mismo que los suplentes, 
llevaD la designación de 1.° y 2°, orden eu el cual supl 
pripcipales cuando faltan absoluta ó temporalmente, ó p( 
de recusación ; y asimismo, conocen do los impedimento 
saciones de los Prefectos, por su orden, sus respectivos s 
y aquél de éstos á quien toque conocer de los incidentes, 
rare legal la causa manifestada ó alegada, subrogará a 
to en el conocimieuto y decisión de la cauáa. Como J 
primera instancia, ejercen estos Jueces las mismas funcio 
cíales que corresponden á los Prefectos y actiían con un S 
de nombramiento y remoción libres (6). 

G.° — Los Territorios se dividen en Corregimientos, y 
secciones son Jefes de la administración pública los Cor 
que nombran los Prefectos y que pueden por éstos ser re 
El cargo es oueroeo y dura un afío ; pero el Poder Ejecut 
de asignarles un sueldo, en los casos en que sea necesario 
mejor servicio. Para ser Corregidor se exige la edad 
tidn afíoa y una honradez reconocida. Ellos ejercen 
dicción que tienen los Jueces parroquiales en los Estados, 
el Prefecto delegarles algunas de sus atribuciones, lese 
siempre la facultad de revisar, para aprobar ó reformar h 
cienes que dictaren (7). 

7." — Los Jueces nacionales de los Territorios no podrá 
gidos en los mismos Territorios donde ejerzan su jurisdicc 
ningún destino de «lección popular durante su período (? 



NOTAS BEL CAPITULO I. 

(1) Arta. 51 á 53 del Cód. Jud. de latí, Porlalej72iiaríonalde 
cional j reformatoria del Cód, en lo relativo priDci pal mente al Mini 
blico, se restablecieron los Distritos nacioncues para los efectos di 
lej, j en cada uno de los Estados se constituyó un Distrito con ui 
dor, atribuyéndole las funciones que el articulo 119 del Cód. ei 
Procuradores y Fiscales de loa Estados ; pero por la ley 62 de 1 
gáronse todos loa artículos de la citada ley, referentes á la creai 
Clones y sueldos de los Procuradores de Distrito nacional. ( Diat 
núm. 5,0GI.) 

(2) Arts. 51 y 55 del Cód. Jud. de la F.— <3) Arts. 56 y 57 dd 
(4) Arte. 78 delaConst, l.''y 2," do ¡a ley 39 de 1868, leyes 1 

45 j 80 de 1870 y art. 61 del Cód. Jud. La ley ■15 autorizó al Poder 
para solicitar de las Legislaturas de loa Estados la cesión de los 
ocupados por tribus indígenas y para aceptar las cesiones sin 
de la posterior aprobación del Congreso, y la 80 ordenó que solí 
Estado del Magdalena la cesión de los territorios de la Goagira 
Nevada, y del mismo modo, se le autorizó para la aceptación. L 
de 1871 de ese Estado, y las 160 y 161 del mismo año cedieron a! 
de la Unión dichos territorios, y por decretos de 17 de Agosto de 
deEneiode.l€727 12 de Febrero de 1873 80 aceptaron las expre 
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CAPITULO II 

[BS DE LOS JUECES TEDEBALES. 

ea de estos Jueces.— 2-° En los Estados no co- 
DÍa de ningún negocio naciona) ; en los Territorios 
de los negocios para fijar la competencia. 

ie los Jueces nacionales : 
era instancia de todos loa negocios conten. 
¡orno ordinarios, que se refieran á bienes 6 
i cualesquiera otros derechos relacionados 

aera instancia de las ejecuciones libradas 
, Unión que ejercen junsdíccidp coactíva, 

y decidir las escepcionee leales oportu. 

tercerías intentadas en el curso del juicio ; 
ira instancia de las cuestiones en que deban 
aes de los tratados celebrados con las Na- 

era instancia de las actuaciones levanta- 
í ó no probado el motivo grave de neceai- 
laya ordenado por el Gobierno de la Unión 
caso del inciso 5." del artículo 15 de la 

era instancia de las causas criminales por 
n materia de la ley penal de la Unión ; 
era instancia de las causas criminales por 
los contra las personas de los Senadores y 
\S gocen de inmunidad ; 
lera instancia, en tiempo de paz, de las 
3r delitos ó culpas puramente militares se 
de la fuerza armada, desde soldado basta 

lera instancia, prescrita en su caso, la pena 
aquellos cuyo castigo le corresponde, y 
ion la Corte Suprema, para su aprobación 
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9.* Conocer en primera instancia de iodo negocio qontencioso» 
civil ó criminal, que sea de la competencia del Gobierno general, 
y cuyo ""conocimiento no esté atribuido á otra autoridad por la 
Constitución 6. las leyes ; 

10. Consultar con la Corte Suprema las actuaciones crimina- 
les en los casos que lo determine la ley ; 

11. Consultar con la misma Corte las sentencias pronunciadas 
en primera instancia contra la Hacienda de la Unión, y las abso- 
lutorias en las causas criminales en que se procdda de oñcio, cuan- 
do no se interpusiere en tiempo y por parte legítima el recurso de 
apelación ; 

12. Asegurar con prisión ó fianza, según los casos, á las perso- 
nas sindicadas de delito ó culpa á que pueda imponerse pena 
corporal, con arreglo al Código Penal, y ponerlas, junto con el 
sumario, á disposición del Juez competente, si él no lo fuere, dentro 
de un breve término, que nunca excederá de cuarenta y ocho 
horas; 

13. Otorgar amparos de pobreza para el único efecto de no 
condenar en costas ; 

14. Autorizar la presentación de cartas-poderes que deban 
obrar ante la Corte ó ante cualquier Juez nacional ; 

15. Practicar toda diligencia judicial en que no haya oposi. 
cien de parte, en asuntos nacionales ; « 

16. Conocer de los juicios de posesión, siempre que se trate de 
objetos que sean de la competencia del Gobierno general ; 

17. Conocer de los impedimentos del Secretario del Juzgado, 
y de las recusaciones intentadas contra el mismo ftmcionario ; 

18. Dar los informes que les pidan las autoridades y corpora- 
clones generales déla Unión, y exigir los que crean necesarios 
para la recta y cumplida administración de justicia ; 

19. Hacer comparecer ante si y tomar declaraciones á los 
testigos cuyos testimonios sean necesarios para la admitiistraotón 
de justicia ; 

20. Nombrar defensores, depositarios,- avaluadores, síndicos, 
albaceas, peritos y curadores para pleitos, siempre que deban ejer- 
cerse estos encargos por nombramiento judicial, en los asuntos de 
su competencia ; 

21. Decidir verbalmente las disputas que ocurran entre las 
partes y el Secretario del Juzgado, sobre demoras indebidas en el 
curso de los negocios ; 

22. Decretar la suspensión judicial de los funcionarios no com- 
prendidos entre los que deben suspender los Gobernadores ó Jefes 
superiores de los Estados, y entregarlos ai Juez competente en los 
casos de acusación por infracción de la Constitución y leyes de al- 
gún Estado ; 

23. Aprobar ó improbar las tasaciones de costas que debe ha- 
cer el Secretario, y regular los honorarios de los litigantes ; 
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24. Practicar las diligeocias judiciales que se le coraetan por 
el Senado y la Corte, y auxiliar los exhortos y despachos que les 
dirijan los Tribunales y Juzgados en asuntos judiciales de la 
Unión ; 

25. Conocer en primera instancia de las causas de responsabi- 
lidad contra los funcionarios de los Estados, cuando falten á los de- 
beres que tienen ó se les impongan, según el parágrafo 2.® artículo 
20 de la Constitución ; 

26. Conocer en primera instancia de las causas de responsabi- 
lidad contra los empleados de carácter puramente nacional, no 
comprendidos entre aquellos que juzga la Corte federal, por mal 
desempeño de sus funciones ; 

27. Castigar correccionalmente, previa información sumaria, 
con multas basta de veinte pesos ó apercibimientos, á los que des- 
obedezcan sus órdenes (1). 

Los Jueces superiores del respectivo circuito ó de primera ins- 
tancia en los Estados limítrofes á otras naciones, conocen en dicha 
instancia de las causas formadas contra los asilados ó emigrados 
por abuso de hospitalidad y violación de la neutralidad del terri- 
torio colombiano (2). 

2.° — Pero los Jueces nacionales en los Estados, como se ha visto, 
no conocen en segunda instancia de ningún negocio de competen- 
cia de la Unión. Su jurisdicción es puramente para los .de dicha 
competencia, en primera instancia, y por esto se les ha dado la 
denominación de Jueces de primera instancia. Los Jueces de Dis- 
trito en los Estados no tienen carácter nacional y carecen de toda 
facultad para intervenir eh dichos negocios ó conocer de ellos. 

Lo que se ha dicho respecto á la cuantía, á saber, que no es nece- 
sario determinarla para fijar la competencia de los Jueces federales 
en los Estados, no se refiere á los que residen en los Territorios, en- 
tre los cuales hay unes de primera y otros de segunda instancia. Para 
fijar, pues, la competencia de cada uno de éstos, el Código al tratar 
de sus respectivas atribuciones habla de la cuantía de los negocios 
de que deben conocer. 

NOTAS DEL CAPÍTULO n. 

(1) Art. 62 del Oód. Jud. 

(2) Arts. 6.°, 9.° y 11 de lá ley 22 de 1^871 sobre policía de las fronteras. i 



CAPITULO III 

ATEIBUCIONES DE LOS PEEPECTOS Y JUECES DE LOS TEERITOBIOS. 

Resumen :— 1.® Funciones de estas autoridades.— 2.° Casos en que conocen 
en segunda instancia.— 3.^ Cuándo decretan la suspensión de los encau- 
sados. 
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CAP. lU. ATRIBUCIONES DE LOS PREFECTOS & 

1." — Los Prefectos 6 Jueces de los Territorios, además ■ 
atribuciones expresadas en el capítulo anterior, ejercerán 1 



1.' Conocer en primera instancia de las causas de responi 
dad contra los Corregidores, los miembros de las Municipalii 
AdmÍDÍsbradores 6 Tesoreros de Rentas de los Conegimientt 
Secretario de la Prefectura y empleados de la Secretaría, y le 
taños ó los funcionarios que hagan las veces de éstos ; 

2.' Conocer eD dicha instancia de las causas criminalef 
por delitos comunes, se formen á los funcionarios públicos di 
pectivo Territorio, cuyo conocimiento no corresponda por la 
otra autoridad ; 

3.' Conocer en la misma instancia de toda caufa crimin 
delitos cometidos en el respectivo Territorio, cuyo conocic 
no esté atribuido á otra autoridad ¡ 

4.' Conocer en primera instancia de todos los pleitos i 
entre los particulares sujetos á au jurisdicción, siempre que 
lor de aquéllos, en su acción principal, pase de trescientos' 

5.' Conocer, á prevención con los Corregidores, de los j 
especiales sobre adquisición, perturbación y despojo de pe 
sÍQ atender á la cuantía ; 

6.' Dirimir las competencias que se susciten entre los Ce 
dores de un mismo Territorio ; 

7.' Visitar el sábado de cada semana la circel de la capit 
Territorio, para averiguar con el Alcaide y los encarcelado 
mero, si á estos so les trata debidamente, sin más severidad > 
prevenida por la ley ; segundo, si bay alguno ilegalmente p 
detenido ; tercero, si el establecimiento marcha con la debi 
gularidad ; y cuarto, si el edificio se presta á mantener á ] 
carcelados en seguridad, y con la separaciiín necesaria ent 
dos sexos, y entro los detenidos y los presos ; 

8.' Extender en cada visita una diligencia en un libro qu 
este sólo objeto debe llevar el Secretario, y dictar, sin de 
las providencias que sean necesarias para la corrección de lo 
eos que note, con relación á los puntos expresados en el n 
anterior, y para que se exija la responsabilidad legal á los a 
de tales abusos ; con copia de cada diligencia de visita, el Pr 
1^ el Juez dará cuenta al Poder Ejecutivo, de las providencii 
baya dictado en virtud de lo que queda prevenido ; 

9.' Hacer extender en dos libros, que también debe lie' 
Secretario, el uno de todas las resoluciones ó sentencias de 1 
feetura ó del Juzgado, en negocios judiciales en que la 1 
tenga interés, y en el otro las resoluciones y sentencias de li 
ma Prefectura ó del mismo Juzgado dictadas en los pleitos 
particulares ; 

10. Ejercer en los expresados pleitos ó asuntos de partíc 
las funciones de que tratan los números 13 á 15, 17 y 18, 2( 
24 y 28 del artículo 62 ; y 
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41. Conocer en primera instancia de los siguientes, juicios : 
1.° sobre divorcio ; 2.° sobre nulidad del matrimonio ; 3.^ sobre 
adjudicaciónde minas en el caso previsto en el capítulo 12, título 
11^ libro 2.° del Código, y cualquiera que sea el valor de la que se 
controvierta ; 4.° sobre bienes mostrencos y vacantes, cualquiera 
que sea su importancia ; 5.^ sobre alimentos, sin atención á la 
cuantía; 6.° sobre remoción de guardadores ; 7.*^ sobre interdic- 
ción judicial de los menores, dementes y sordo-mudos ; 8.^ sobre 
capellanías, cualquiera que sea su valor ; y 9.^ sobre emancipa- 
ción forizosa de los hijos. Corresponde también á los Prefectos 6 
Jueces de los Territorios decretar la emancipación voluntaria de 
los hijos de familia, y conceder la habilitación de edad á los me- 
nores de diez y ocho años, en los casos en que las leyes sustanciales 
autorizasen ambas cosas (1). 

2.®-— Estos funcionarios conocen en segunda instancia, cuando 
haya lugar á ella, de las causas civiles y criminales de que conocen 
en primera los Corregidores, según la ley (2). . 

3.^ — En los casos determinados en las dos primeras atribucio- 
nes que dejamos enumeradas ó de los incisos 1.^ á 6.^ del artículo 
63 del Código, el Prefecto ó el Juez de la causa, al iniciar el pro- 
cedimiento á que hubiere lugar, dictará la suspensión del funcio- 
nario encausado, si esa facultad no la hubiese conferido la ley á 
otra autoridad, corporación ó funcionario, caso en el cual se dará 
cuenta á éste para que decrete la suspensión (3). 



NOTAS DEL CAPITULO m. 

(1) Art. 63 delOód. Jud.— (2) Art. 63, inciso 10 del citado Oód.— (3) Art. 
64 id. 



CAPITULO IV 



ATRIBUCIONES DE LOS CORBEGIDOBES NACIONALES. 

Bbsumkn:— 1.° Atribucionefl.— 2.^ Impedimentos y recusaciones. 3.° — Re- 
glas ¿ que se sujetan en el procedimiento. 

I.*' — Son atribuciones judiciales de los Corregidores las si- 
guientes : • 

1.* Conocer definitivamente de las demandas entre particula- 
res, que no pasen de veinte pesos, sin otro recurso que el de queja ; 

2.^ Conocer en primera instancia de las demandas que pasando 
de veinte pesos no excedan de trescientos pesos en su acción prin. 
cipal ; 

3.' Aprehender á los delincuentes por violaciones de la ley 
penal, instruir los sumarios y remitirlos junto con los sindicados 
á la autoridad competente para su juzgamiento ; 



CAP. IV. ATRIBUCIONES DE LOS CORREGIDORES 93 

4/ Aprehender, á requerimiento de la autoridad competente, 
á los delincuentes que hayan cometido algún delito en otro Estado 
ó Territorio, y se hallen en su jurisdicción ; 

5/ Ejecutar los mandatos ú órdenes del Prefecto de quien de- 
penden, y cumplir todas las diligencias que les cometa la misma 
autoridad ; 

6.* Autorizar la presentación de cartas-poderes que deban obrar 
ante el Prefecto ó Juez del Territorio de quien dependan y ante 
los otros Corregidores ; 

7/ Castigar correccionalmente, previa información sumaria, 
con multas hasta de trescientos pesos, ó apercibimiento, á los que 
desobedezcan sus órdenes ; 

8.* Ejercer las atribuciones de que tratan los números 17 y 18, 
20 á 22, 24 y 28 del artículo 62. 

9/ Conocer en primera instancia de las causas criminales sobre 
hurtos, estafas y robos, cuyo valor no pase de veinte pesos, y sobre 
maltratamientos de obra que no ocasionen incapacidad para el tra- 
bajo, ó la ocasionen por un tiempo que no pase de tres días (1). 

2.° — Conocerán de los impedimentos y recusaciones de los Corre- 
gidores, los que deban suplir sus faltas, según el orden establecido, 
y aquél de éstos á quien le corresponda conocer de los incidentes, 
si declarare legal el impedimento ó la causal de recusación, apre- 
henderá el conocimiento del negocio en que el Corregidor hubiese 
resultado impedido ó recusado (2). 

3.° — Tanto en el procedimiento como en la decisión de las cau- 
sas que, según este capítulo, corresponden á los Corregidores, éstos 
se arresflarón á las leyes nacionales vigentes (3). 

Tolo lo demás relativo á la orgaización y á los Corregimien. 
tos nacionales es materia de leyes especiales (4). 



NOTAS DEL CAPÍTULO IV. 

(1) Art. 65 del Oód. Jud.— (2) Art. 66 del id.— (3) Art. 67 del id.- 
(4) Art. 68 del id. 



I' . 



^. 



TITULO TERCERO 



ÜBL TltlBIINAH. SIJPEIl;IOR, DEL ESTAÜO. 



CAPITULO I 

DE LA FORMACIÓN DEL TRIBDííAL SUPERIOR. 

Resumen: — 1.° Nociones generales.— -2.® Dónde reside y de quiénes se com- 
pone el Tribunal ; quién nombra 7 cómo se nombran los Magistrados; pe- 
ríodo de duración ; lo que no podrá hacerse durante este período.— 3.^ 
Quiénes no podrán ser Magistrados ; nombran éstos un Presidente y na 
Vicepresidente; promesa que prestan. — 4.® Cómo se llenan las faltas 
que ocurren ; qué deberá hacerse cuando falte algún Magistrado ó su 
suplente, y cuándo tendrá lugar la recusación de ellos. — 5.° No pueden 
ser nombrados para otro destino ; sus- renuncias y licencias ; cuándo po- 
drán ausentarse. — 6.® Salas de que se compone el Tribunal.— 7.*^ Ex- 
tensión jurisdiccional y límites territoriales. — 8.^ El artículo 51 de la 
Oon8titución.^9.® Secretario y empleados subalternos. 

1.° — Los Gobiernos de los Estados, como seres orgánicos en la 
vida política de los Estados Unidos deben ser populares, electivos y 
representativos, según la Constitución federal, y así con estas bases 
de integridad republicana se organizó el de Cundinamarca recono- 
ciendo en su ley fundamental los derechos individuales, entre 
ellos, el de que las personas sean juzgadas por Jurados en materia 
criminal, con excepción de los delitos políticos, los de responsabili- 
dad y los de que conocen los Jueces de distrito y los Jefes de poli* 
cía. En consecuencia, el poder páblico de origen popular en el Es- 
tado como en la Unión, se divide para su ejercicio en Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial : el primero forma las leyes ó las reglas g¿" 
nerales más ó menos permanentes é iguales á que han de acomo- 
darse tanto los intereses comunes como los que pertenecen á los 
individuos con relación al todo social, y los de estos mismos en sus 
relaciones mutuas y privadas ; el segundo ó el administrativa, 
llamado de esta manera por antonomasia, dicta las reglas que la 
conveniencia pública exige para la ejecución de aquéllas ; y el ter- 
cero está encargado de la aplicación de las leyes en los juicios ci- 
viles y criminales, esto es, en las controversias sobre la propiedad 
ó los intereses privados, y en la averiguación y castigo de los deli- 
tos. Este poder no puede ejercer otras atribuciones que /i¿2?gfar y 
hacer que se ejecute Lo juzgado, así como los dos restantes no pue- 
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den desempeñar otras que las ya mencionadas. Todos tres, tanto se 
distinguen entre sí, como se enlazan orgánicamente y se armonizan 
al intento de realizar el fin del Estado, el bien general, en los 
varios modos de la actividad jurídica. (1). 

£1 Poder Judicial en el Estado se ejerce por la Asamblea legis- 
lativa, por el Tribunal Superior, y por losdenjás Tribunales y Juz. 
gados creados por la ley (2). Trataremos de la Asamblea y de los 
otros Tribunales y Juzgados especiales en capítulos separados y en 
el título correspondiente, y nos ocuparemos en éste del Tribunal 
Superior ; pero antes de hacerlo indicaremos los límites entre la 
jurisdicción administrativa y la judicial, cuya explicación en tan 
complicada materia consideramos de suma importancia. 

Para distinguir los confusos linderos que separan las atribucio- 
nes administrativas de las judiciales, debemos, después de lo 
que hemos dicho sobre la organización constitutiva de los poderes 
póblicos, determinar qué es lo que se entiende por puramente 
contencioso 6 civil, y lo que debe considerarse administrativo. Par- 
tiendo de las doctrinas constitucionales y legales, encontraremos 
las siguientes reglas : 

1.' El Poder Judicial no puede ocuparse más que en los nego- 
cios, contenciosos ; 

2.* La Administración ejecutiva solamente puede mezclarse en 
los asuntos gubernativos ó administrativos ; 

3.' Cuando se confunde la naturaleza de las materias y parti- 
cipan á un tietnpo de ambas cualidades, los objetos en que entien- 
de la autoridad pública son contencioso-administrativos ; 

4.* En muchos casos el conocimiento de un asunto compete á 
la Administración, y por incidencia á los Tribunales civiles ; sin 
qae mutuamente puedan obstruirse el ejercicio de sus funciones 
respectivas ; 

5.* Pero por más que se deslinden y clasifiquen las atribucio- 
nes de ambos poderes, son siempre inevitables los conflictos 6 com^ 
petendas de facultades, y es preciso que haya un poder supremo 
que irrevocablemente decida sobre estas cuestiones de jurisdicción. 

Este poder supremo y regulador no existe en el Estado ni en la 
Union federal, y llama la atención que ni siquiera se haya pensado 
entre nosotros, en satisfacer la necesidad de los Tribunales con- 
tendoso-administrativos. No habiendo sido creados, nos parece 
que todas las cuestiones de esta naturaleza deben caer en el conoci- 
miento de los Tribunales ordinarios, cuando los particulares ejer* 
citen una acción civil, por consecuencia de resoluciones ejecutivas 
que desconozcan ó vulneren derechos adquiridos y preexistentes. 

Sin poder entrar en el examen de estas reglas ni en el dilatado 
campo de los principios controvertibles de Administración publica, 
porque no lo permite la índole de esta obra, diremos, sin embar». 
go, en cuanto al deslinde de los negocios, que el Poder Judicial co- 
noce en la parte civil de los derechos y obligaciones preexistentes 
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emanados de las leyes civiles 6 relativos á los intereses privados 
7 obligaciones legales, siempre en virtud de gestiones de los inte- 
resados, y en la crimixial se ocupa de la averiguación y castigo de 
los delitos. Para determinar, pues, los límites naturales de este po- 
der, es preciso recurrir, dice el señor Ortiz Zúfíiga (3), á las fuen- 
tes de las dccionea y obligaciones, y en este concepto, la regla ge- 
neral que se establece para conocer el carácter distintivo de los 
puntos contenciosos sometidos por consiguiente á la jurisdicción de 
los Tribunales, es que cuando se ejercite alguna acción legal, la 
protección de su ejercicio, la aplicación del d^erecho y la coacción 
al cumplimiento de la obligación que de ella emane, incumbe 
privativamente al Poder Judicial con sujeción á las formas y 
solemnidades de los juicios. Así, hay negocios que considerados 
en general son administrativos, porque están. dentro de la órbita 
de la Administración publica, y sin embargo, su conocimiento 
no es propio dp ella, cuando se intenta el ejercicio de una acción 
civil, como si se demanda la protección, judicial sobre la propiedad 
literaria, y de los privilegios de invención é introducción, sobre 
expropiación por causa de utilidad pública &c. 

Por consiguiente, puede asegurarse que los negocios propios de 
la Administración son todos aquellos que correspondiendo á alguno 
de los objetos de ésta, no entran en los límites del Poder Judicial ; 
es decir, los que no han llegado á hacerse contenciosos, por no po- 
der ser promovidos en virtud de alguna de las acciones civiles. 

2.° — El Tribunal Superior ocupa el lugar más preeminente en 
el orden jerárquico de la administración de justicia en el Estado. 
Reside en Bogotá y se compone de seis Magistrados que elige la 
Asamblea legislativa como lo dispone el artículo 26 de la Consti- 
tución, esto es, por mayoría absoluta de votos, de acuerdo con la 
reforma constitucional de 1881. El período de duración es por cin- 
co años contados desde el día primero del mes si*guiente á su elec- 
ción, y podrán ser reelegidos indefinidamente. Durante el período 
para que hayan sido nombrados y lo mismo durante el de J.os Jue- 
ces, conforme vimos, no se podrá eliminar su destino,' alterar el 
sueldo, reformar los límites de los circuitos judiciales ni variar 
ninguna dé las atríbucones legales (4). 

3.® — N o podrán ser á la vez Magistrados los parientes dentro del 
cuarto grado de consanguinidad ó segundo de afinidad, segán di- 
jimos en el Título preliminar, y los nombramientos de Magistrados 
interinos ó suplentes no podrán recaer en el Procurador y los 
agentes fiscales. El Tribunal elegirá cada afío en acuerdo y por 
mayoría de votos un Presidente y un Vicepresidente, de cuyos nom- 
bramientos se dará aviso al Presidente de la Unión, á la Corte Su- 
prema, al Gobernador y á la Asamblea, y se publicarán por la 
imprenta. El Vicepresidente reemplazará al Presidente en los 
casos de ausencia, enfermedad ó impedimento temporal. Los Ma- 
gistrados, además de la promesa de cumplir bien y fielmente laa 
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{oBckmes de su destino deben hacer la de tío da,T emdiendaex* 
trajudícial á las partes (5). 

4.^ — ^La Asambl»» legislatiya, en sus sesiones ordinarias 6 ex. 
traordinarías, elegirá cada cuatro afíos ocho suplentes para que, 
por el orden de su nombramiento, reemplacen á los Magistrado» 
principales en caso de falta absoluta ó temporal ; pero llenará en 
m unas ó en las otras sesiones las suplencias vacantespor muerte, 
renuncia, destitución 6 excusa de los nombrados. M Magistra* 
do suplente que sea llamado, dejará vacante el puesto si no se 
presenta alienar sus funciones dentro del termino constitucional; 
pero si estuviere ausente de la capital, se prorogará el término por 
el doble de la distancia, y en este caso, para que el despacho no se 
suspenda mientras llegare el suplente, se llamará inmediatamente 
al que se encuentre en la capital, siguiendo el orden de los nom- 
bramientos, como se hará siempre que falte absolutamente uno 
de los Magistrados, y si no hay suplente, nombrará el Gobernador 
uno interino hasta que la Asamblea elija el principal, lo que bará^ 
en su inmediata reunión ordinaria. En el caso de que fuere re- 
cusado alguno de los Magistrados que compongan una de las Salas,. 
se llamará para completarla al que por el orden alfabético de los 
apellidos le siga en tumo en la otra Sala. Si la recusación se ex. 
tendiere á mayor número, se adoptará un procedimiento análogo^; 
7 sólo. cuando falte Magistrado hábil en la otra Sala, se llamará 
al respectivo suplente ó Conjuez en su caso (6). 

5.^ — Los Magistrados no pueden ser nombrados para otro des- 
tino en el Estado sin que hayan terminado su periodo ó separádo- 
8e de la Magistratura previa y absolutamente. Deben presentar 
8u renuncia en este caso ante la Asamblea y, en su receso, ante el 
Gobernador, quien puede concederles licencia hasta por un mes. 
Con excepción de las vacantes y casos de licencia en ningún, 
otro tiempo podrán los Magistrados ausentarse de la capital por- 
más 4e un día (7). 

6.^ — ^El Tribunal se divide en dos Salas de decisión compuestas 
de tres Magistrados cada una, que se denominan primera y se. 
gunda, y una de acuerdos aue es plena ó de seis Magistrados. Para 
k formación de aquéllas la Asamblea designará los que deban 
oomponer la una y la otra Sala. Cada Magistrado llevará á la suya 
respectiva el conocimiento de los negocios que se le hayan repar. 
tido, y la Sala plural entrará á conocer de ellos en los casos de* 
que luego se hablará; pero obrará dicho Magistrado como Sustan. 
dador ó Ponente (8). 

7.° — Como el Tribunal Superiores el más alteen la escala judi.. 
dal, 8u jurisdicción se extiende en absoluto y con entera inde. 
pendencia por todo el territorio del Estado. El de Cundínamarca 
es el mismo de la antigua provincia de Bogotá, con la circuns. 
cripcién que tenía el 15 de Junio de 1857 modificada por la 
línea divisoria que la separa del Estado del Tolima en virtud de lo» 

7 
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retos de 12 de Abril y 3 de Setiembre de 1861, dictados, por 
Gobierno provisional, j por la línea divisoria con el &itado de 
'acá, en virtud de! expedido en 27 de Mayo de 1870 en ejecu. 
1 dsl de 31 de Diciembre de 1866 sobre límites (9). 
8.° — Rigen en el Estado dos preceptos fundamentales, según el 
culo 51 de la Constitución, á saber: Son lícitos en el iodividuo 
hechos no prókihidoa por la ley, y en la autoridad bóIo son líoi- 
los actos 'permAtidos expresamente por las disposiciones consti. 
onales 6 legales que determinan sus atribuciones. 
Lo que la ley, pues, no haya mandado 6 prohibido, «s verdade- 
tente lícito ante la ley social, sin necesidad de ley que lo coa- 
ita 6 permita respecto de los individuos; pero respecto de la 
jridad se requieren disposiciones permisivas que determinen 

funciones publicas, porque no pueden ejercer otras que las 
mitidas expresamente, fieolama esto, antes de que' mencione- 
I las atribuciooes legales de loa Tribunales y los Jueces, una 
licación que haremos brevemente. 

El Estado, en el régimen de la libertad civil, respeta en los 
viduos la libertad de acción dentro de la esfera privativa de su 
vidad natural para ejecutar los hechos no violatorios de lae pro- 
ciones legales, limitándose á ser el regulador de tales hechos 
ado puedan interesar & alterar el orden público y las buenas 
umbres, y sanciona con el carácter de potestativo y por decirlo 

docente, el derecho voluntario del individuo como lo exige la 
iraleza íntima del derecho. El hombre tiene, en efecto, derechos 
^pendientes del Eatado : sin permiso de éste, puede pensar, obrar 
abajar ; publicar sus ideas y retmirse y asociarle á sus conciuda- 
os para hacerlas prevalecer; en una palabra, puede emplear 
facultades y sus fuerzas, dice muy bien Meoier, como mejor le 
Bzca y en el uso que más le conveega, á condición de que sus 
is no impliquen mala fe ni violencia (10). Este sentimiento de 
ndividualidad humana predomina en la Conutitución del Esta- 
j data en la historia de 1789, principio de la era moderna. 
Mas el precepto con relación á la autoridad, es á la vez coosa- 
3Íón del mismo priocipio consignado en el artículo 89 de la 
istitución federal, por el cual se prohibe á todo funcionario ó 
poración pública el ejercicio de cualquiera función que expre- 
.ente no se le haya conferido. Al comprender ese precepto i, los 
anuales y Juzgados, no se debe entender que lo hace menosca- 
do en lo mínimo la potestad de la jurisdicción que les com- 
Q originariamente, sin necesidad de nioguoa determinación pre- 
■ sobre los casos de contención ó controversia sujetos i su 
ocimiento, porque la jurisdicción ordinaria abraza todos los 
< por su naturaleza requiereu uua resolución de la justicia, 
isto que consiste en la facultad de admioistrarla y resume todas 
funciones inherentes al ejercicio indispensable de ella para Ile- 

el fin de su institución. No es posible suponer que el legisla. 
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<lor haya querido restringir pox' medio de leyes que se llaman per- 
misivas, la potestad jurisdiccional, limitando sus funciones para 
cuando se haya permitido, expresamente el ejercicio de dicha fa- 
cultad, porque lo permisivo tampoco es una categoría distinta de lo 
imperativo, y la ley manda en la forma positiva que los Jueces y 
Tribunales ejerzan su jurisdicción en todo lo relativoi al ministe- 
rio de la justicia. Este mandato implica, sin género de duda, la 
permisión más absoluta, en el sentido que le damos al precepto 
constitucional. La palabra /unción, por otro lado, denota el ejerci- 
cio de alguna facultad, de algún empleo ú oficio pdblico; la de 
atribución significa lo núsmo< jurisdicción, cargo, derecho. Quiere 
todo esto decir, que el Poder Judicial no ejercerá atribuciones le- 
gislativas^ni las administrativas que correspondan al Poder Ejecu- 
tivo y nada más (11). 

9.® — Eq la Secretaría del Tribunal hay un Secretario, un Ofi- 
cial mayor, siete Escribientes y un Portero de libre nouibramien- 
to y remoción del mismo Tribunal. Las faltas del Secretario se ' 
llenan por el Oficial mayor en .los casos de enfermedad ó de re- 
cusación y en los que se halle aquél desempeñando funciones más 
urgentes. En los de falta absoluta se llenarán por el suplente ó 
el nombrado en propiedad. (12) 



NOTAS DEL CAPITULO I. 

(1) Arts. 8.°, 17 y 36 de la Const. nacional y 4.®, 14 á 19 de la del Es- 
tado. Los dos primeros incisos del art. 4.° fueron derogados por el Acto 
constitucional de 1874, art. 5.° El legislador en Cundinamarca quiso, garan- 
tizando en la Const. del E.el juicio por jurados entre loa derechos que se de- 
nominan individuales j poner la institución al abrigo de los frecuentes cam- 
bios que ocasionan las leyes comunes. 

En el Código CítíI de Portugal se llaman originarios esos derechos, los 
qne resultán de la propia naturaleza del hombre y que lá ley civil reconoce 
y protege como fuente y origen de todos los demás. Estos derechos son : 1.° 
El derecho de existencia (vida, integridad personal, buen nombre y reputa- , 
ción) ; 2.° El derecho do libertad (pensamiento, expresión, acción) ; 3.® El 
derecho de asociación; 4.° J)erecho de apropiación; 5.^ Derecho de defensa. 
Los derechos originarios son inalienables. • ^ 

Refiriéndose á estos derechos, el señor Costa dice que son naturales, 
esenciales á la naturaleza humana, independientemente de toda limitación de 
tiempo ó espacio, y no están, por tanto, bien denominados cuando se les dice 
individuales. Tampoco son ilegislables : 1.° Porque hay en cada uno do 
ellos un elemento necesario, independiente de la voluntad, que no puede 
abandonarse á la libre acción de los sujetos jurídicos, y que el estado supe- 
rior .debe regular y. garantir; 2.° Porque su ejercicio, aun en la parte 
libre y voluntaria, requiere ser ordenado y limitado por consideraciones de 
policía, de moral universal &c, lo mismo que el modo de su cumplimiento. 
Son ilegislables solamente en el sentido de que no se derivan de la ley, ni 
los funda la voluntad, ni los crea el legislador. 

(2) Arts. 39 de la Const., y 2.° del Acto 3.° de 1881, reformatorio de ella. 

(3) Elementos de derecho administrativo, t. 3.^ Muy dignas de estudio 
son las consideraciones que el autor consigna en su obra sobre esta materia^ 
qae recotíiendamos á nuestros lectores. 
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(4) Arta. 4.^ de la ley de 18 de Agosto de 1868 ; 41 y 44 de la Gonstíta- 
ción; 4.^ del Acto adicional y reformatorio de dicha Gonstitación ; 3.^ y 7.^ 
del Acto 3.^ de I88I9 y L^ y 30 de la ley 32 del mismo año. Según la ley 31 
de 1874 se contaba el período desde el IP de Enero ; pero la ley 4.* de 1879 
señaló el 1.^ de Diciembre siguiente á la elección. 

(6) Arta. 7.®, 8.®, 38 y 147 del God. Jud., y 8.® de la ley de 18 de Agosto 

de 1868. 

(6) Arts. 26 á 29 inclusive de la ley 32 de 1881^ adicional al Libro 1.^ 
del Gód. Jud. Esta ley ha reemplazado los artículos 32 del citado Gód., y 7.^ 
de la ley de 18 de Agosto de 1868. (Véase el art. 4.^ del Acto 3.^ de 1881, 
reformatorio de la Gonstitución). ^ 

(7) Arts. 30 ley 32 de 1881, que ha reemplazado el art. 9.^ ley de 18 de 
Agosto de 1869 ; 39 ley de 9 de Setiembre de 1862, y 31 del Gód. Jud. 

(8) Arts. 10 y 11 de la ley de 18 de Agosto de 1868, 36 de la ley de 14 
de Agosto de 1869, y 2.° á 4.® de la ley 32 de 1881. 

Llámase Ponente al Magistrado que dentro de cada Tribunal se encarga^ 
de estudiar aislada y particularmente el negocio de qae se trata y que le tocó 
en el repartimiento, con el objeto ^e informar acerca de la resolución ó de 
otros incidentes que se deciden en Sala, ó de practicar por sí solo determi- 
nadas diligencias en la sustancjación de los negocios que sería enojoso y 
dilatorio las practicara el Tribunal entero, y por esto se le denomina también 
Sustaiiciador. Se le da, pues, esa denominación por cuanto pone los negocios- 
en estado de sentencia y redacta ésta. Su institución es, por lo tanto, suma- 
mente útil, puesto que facilita el despacho de los asuntos, y bien puede de- 
cirse, como observan los comentadores, que antes de que la ley los estable- 
ciera los debía haber prácticamente, porque como esos Magistrados Stitisfacen 
una verdadera necesidad que se siente en todo Tribunal colegiado, la misma 
necesidad debió crearlos. El turno que se ha establecido para la ponencia 
es equitativo en todo y por todo, pues ni sería justo que los pleitos se repar- 
tieran desigualmente, ni que á un Ponente se le diesen asuntos sencillos y 
vulgares, y á otro difíciles y de penoso estudio, y por eso, ^consultando la 
equidad en el repartimiento de los negocios, preceptúa la ley, que se lleve la 
ponencia por turno riguroso entre los Magistrados. Las disposiciones orgá- 
nicas del Poder Judicial de la Unión, han aceptado la ponencia con el misma 
espíritu con que ella fué establecida por la ley del Estado. 

(9) Arts. 1 .° de la Gonst. del £. y parágrafo del art. 5.^ de la Gonst. federal. 
( Véanse las leyes nacionales de 24 de Mayo de 1855 que restablecen la pro- 
vincia de Bogotá, 15 de Junio de 1857 y 2.* de 1865. (Diario de Cundina- 
marca núm. 182). 

(10) Teoría y aplicízeión del impuesto sobre el capital, Ed. de 1881. 

(11) No hay sino dos clases de leyes ó costumbres, dice D. Joaquín Gos» 
ta : imperativas ó de brecho necesario ; supletorias^ facultativas, volunta-^ 
rias ó de derecho voluntario. Esta sencilla clasificación corresponde, según se 
ve, á una distinción real de la materia del derecho, y no peca, por tanto, de 
subjetiva y arbitraria. No se halla en igual caso otra que proponen los tra- 
tadistas, sacada por am? logia del material histórico, y cuyos miembros son 
definidos, no en razón de su naturaleza esencial, sino por consideraciones- 
puramente externas, y en sí mismas indiferentes. Partiendo de un pasaje 
del Digesto : Legis virtus haee est ; imperare, permitiere, puniré, reprodu-. 
cida en la Novísima (y en nuestro Gódigo Givil), han sido y continúan sien- 
do divididas las leyes en imperativas, prohibitivas y permisivas. Pero sobre 
que el jurisconsulto romano no pretendió sentar las bases de una clasifica- 
ción, sino describir algunos efectos de la ley con relación á la voluntad, como 
advierte Savigni, se oponen á la clasificación citada no leves reparos: 1.^ 
Lo prohibitivo no es una categoría distinta de lo imperativo, y si se quiere 
dar á entender bajo la denominación de leyes imperativas las que mandan 
obrar, y bajo las de prohibitivas, las que ordenan abstenerse, debe observarse- 
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^ue un mismo precepto puede tomar indistintamente la íorma'positiva y la 
negativa, 7 que nn accidente de tan poca monta no puede dar margen á una 
dirisión tan fundamental ; 2.^ No hay leyes permisivas, que serían consejo 
dogmático, ó declaración de que lo que antes estuvo prohibido injustamente, 
deja de estarle en aquel instante, pero en ningún caso ley. Ese vicioso tér- 
mino trae su origen de una falsa concepción del Derecho del Estado y de la 
Soberanía : parece como que el legislador suelta graciosamente una parte de 
BU autoridad ó de su poder, y hace concesión de ella al individuo ó á la 
familia ó cualquier círculo ó Corporación ; siendo así que el derecho veluit- 
tarío es tal, no porque lo quieran los poderes públicos, sino porque lo 
requiere la naturaleza misma del derecho y los fueros de la personalidad, y 
cuando los poderes públicos lo legislan, lo hacen ajustándose & la pauta ^ue 
les traza en sus costumbres ó en su opinión la voluntadd social,^ sancionan- 
dolo con carácter únicamente supletorio, esto es, con aplicación á suplir el 
silencio ó los vacíos de la voluntad individual y nada mas. (Teoría del hecho 
jurídico individual y social, ed. de 1880^. 

(12) Arta. 10 y iTde la ley de 18 de Agosto de 1868, 36 de la de 14 de 
Agosto de 1869, 4.° de la ley 3.' de 1876, 1.® de la ley 7.' de 1878 y la últft 
ma ley de Presupuestos. 



CAPITULO il 



DE LAS ATRIBUCIONES DEL TRIBUNAL. 



Bbsumbn:— 1.° Atribuciones en asuntos criminales. — 2.° Atribuciones en 
asuntos civiles. — 3.° Otras atribuciones y deberes que tiene el Tribunal ; 
— 4.^ Correcciones disciplinarias. 

1.® — El Tribunal ejerce sus atribuciones en los asuntos crimina. 
les, en los civiles contenciosos y no contenciosos y en los relati- 
vos al Gobierno económico interior, á la formación de las leyes, y 
al nombramiento, posesión, excusas y renuncias de ciertos f unció, 
narios públicos. 

Los asuntos criminales son de dos clases : comunes y de res- 
ponsabilidad. Las atribuciones del Tribunal en estos asuntos son 
las siguientes : 1.* Conocer y decidir en primera y segunda ins- 
tancia de las causas por delítosy comunes contra el Gobernador del 
Estado y sus Secretarios, los Magistrados del Tribunal y el Pro- 
curador, previa la declaración de haber lugar al seguimientade 
causa y de la suspensión decretada por la Asamblea ; y con travos 
Prefectos, el Juez del Estado en asuntos criminales, los Jueces (í::9 
circuito, los del Tribunal de Cuentas, los Agentes fiscales y el Se- 
cretario del mismo Tribunal, decretando la suspensión de estos 
funcionarios conforme á la ley; 2.* Conocer en primera y se- 
gunda instancia de las causas contra los miembros de los Conse- 
jos superiores de guerra como lo dispone el Código Militar ; 3.* 
Conocer en segunda instancia de las causas de responsabilidad 
contra los vocales de los Consejos de guerra ordinarios para indi- 
viduos de tropa ; 4.* Conocer como Tribunal Superior de guerra 
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de las demás causas que le atribuye el Código Militar, en los 
términos prescritos, como sucede respecto de las cuestiones de com- 
petencia o de las incidentales ; 5.^ Conocer en primera y segunda 
instancia de las causas de responsabilidad contra el Administrador 

f general de Hacienda ; 6.' Conocer de las causas de responsabi- 
idad contra el Director y el Secretario de la oficina movilizadora 
de la propieda^ raíz ; 7.' Conocer en segunda instancia de las cau- 
sas de responsabilidad de que conocen en primera los Jueces 
de circuito contra los funcionarios públicos ; 8.* Conocer de las 
demás causas criminales que le dirijan los Jueces de circuito á 
virtud de apelación ó consulta (1). 

2.° — Son atribuciones del Tribunal en los negocios civiles: 
1.* Conocer en primera y segunda instancia de los juicios que se 
susciten sobre los contratos que celebre el Poder Ejecutivo; 
2.* Conocer en segunda instancia por consulta, y decidir sobre la 
nulidad ó validez de los acuerdos que expidan las Corporaciones 
municipales ; 3.* Conocer en segunda instancia en Sala de tres 
Magistrados, de las apelaciones concedidas por el Tribunal del 
ramo en los juicios de cuentas ; 4.* Conocer en segunda instan- 
cia de los negocios contenciosos con relación á los privilegios 
concedidos por la Asamblea; 5.* Conocer en segunda instan- 
cia de los demás negocios civiles que se remitan en apelación ó 
consulta conforme á la ley, por los Jueces de circuito, por los arbi- 
tros de derecho y por los empleados que ejercen jurisdicción coacti- 
va ; 6.* Dirimir las competencias que se susciten entre los Jueces, 
siempre que no sean las que deba, dirimir el Juez de circuito; 
7.* Declarar hábiles á los menores para el manejo de sus bienes, 
conforme á la ley ; 8.* Declarar movilizable la propiedad inmue- 
ble, en Sala de acuerdo, y remitir al Director de la oficina del 
ramo, el expediente, y revocar ó ratificar, en la misma Sala, la 
condición declarada ; 9.* Las demás que le sefíale la ley (2). 

3.° — Ejerce el Tribunal otras atribuciones que vamos á resumir. 

1.' Hace las visitas de cárceles ; 2.* Conoce de la recusación 
de sus Magistrados; 3.* Oye y reéuelve los recursos de hecho; 4.* 
Nombra defensores, peritos y demás personas de que se necesite en 
los juicios ; 5.* Considera las dudas y exposiciones que presenten 
los Jueces sobre la inteligencia de las leyes, sobre los vacíos y los 
inconvenientes que ofrezcan en su aplicación práctica y consul- 
ta á la Asamblea acerca de estos puntos, lo mismo que sobre sus 
propias dudas y las dificultades que se toquen en la aplicación de 
las leyes ; 6.* Forma los reglamentos para el régimen interior y 
aprueba el formado por el Secretario; 7.* Da á la Asamblea y al 
Gobernador los informes que pidan ; 8/ Señala las horas de des- 
pacho diarias ; 9.* Determina las reglas convenientes para la dis- 
tribución de las causas entre los Magistrados, dando completas ga- 
rantías á las partes ; 10. Castiga con multas hasta de mil pesos la 
violación de los artículos 3.®, 4.° y 5.° de la ley de 7 de Febrero 
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de 1865 sobre Bancos ; del á.^ de la ley de 18 de Octubre de 1870 
y del 5.*^ de la de 20 de Enero de 1873 (3). 

£n cuanto á los nombramientos, á la posesión, á las excusas, 
renuncias y licencias de los empleados, al Tribunal le correspon- 
de : 1.° Nombrar el Secretario del mismo Tribunal y su suplente, 
y removerlos cuando no cumplan puntualmente sus obligaciones 
ó dejen de merecer la confianza del Tribunal ; 2.° Nombrar el 
Juez de Estado en los asuntos criminales en asocio del Procurador, 
y á sus dos suplentes, y á los Jueces de circáito y un suplente 
para cada uno; 3° Nombrar y remover, en asocio del Procura- 
dor, á los Notarios y Registradores de instrumentos públicos y 
á sus suplentes ; 4.° Poner en posesión de su destino al Gober- 
nador del Estado, en receso de la Asamblea, con la asistencia 
del Procurador ; 5.*^ Admitir las excusas y renuncias del <Jober- 
nador y de los Designados para ejercer el Poder Ejecutivo y 
concederles- las licencias que soliciten; 6.° Oirías excusas y re- 
nuncias de los Jueces de circuito y sus suplentes, y concederles 
licencia hasta por sesenta días en un año, salvo el caso de enfer^ 
medad comprobada ; 7,^ Oir y decidir las excusas y renuncias de 
los Notarios y Registradores y otorgarles las licencias que pidan (4), 

4.°' — ^El Tribunal ejerce otra atribución que no corresponde á la 
jurisdicción contenciosa ni áia voluntaria y que pertenece á laque 
se denomina discipUnaria, á la cual están sujetos los mismos Ma- 
gistrados,'los Jueces inferiores, los Secretarios y empleados subal- 
ternos, los litigantes, abogados ó defensores, los testigos y peritos 
por las faltas que cometan en el desempeño de sus respectivas fun- 
ciones, cuando los hechos no constituyan delito. 

Se ejerce esta jurisdicción por medio de correcciones que se lla- 
man también d/isciplvnaricís, y sean cualesquiera los hechos en que 
consistan, supone un castigo ó una pena que tiene por objeto 
el que no se altere el orden ni se irrespete la autoridad judicial, 
el evitar que se cometan dilaciones ó faltas en la prosecución de 
los juicios. La consideración que los Tribunales se merecen y la 
necesidad de que haya seriedad, formalidad y compostura en los actos 
de la administración de justicia, sirven de fundamento y justifican 
las disposiciones legales sobre la materia. Estas, disposiciones son 
muy deficientes en nuestra legislación vigente. En el Código de la 
Unión no aparecen ni clasificadas las correcciones disciplinarias ; y 
en el del Estado, después de enumeradas, se trata del modo de pro- 
ceder en los determinados casos en que corresponde su imposición. 

Las correcciones disciplinarias que podrán imponer los Magis- 
trados, son las siguientes: 1.* El apercibimiento ó la prevención; 
2.* La reprensión; 3.* La multa que no exceda de cincuenta pesos ; 
y 4.* La suspensión que no exceda de un mes (5). La prevención y 
el apercibimiento son cosas distintas, si bien ambas correcciones se 
hallan comprendidas en el mismo número del artículo citado. La 
primera se considera en el foro como más suave que la segunda, y 
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dentro de ambas amonestaciones caben diferentes grados de se- 
veridad. La reprensión, tonüada esta palabra en su sentido estricto, 
significa una corrección más grave, puesto que ya no se advierte, 
ni se previene 6 apercibe, sino que se corrige desaprobando 6 vitu- 
perando lo becbo, y que puede hacerse la reprensión privada ó pú. 
biicamente. La multa no ha de exceder de cincuenta pesos y su 
graduación en los casos en que proceda imponerla se ha dejado ai 
arbitrio judicial ; pero se entiende que esta corrección se impone 
sin perjuicio de lo ordenado en otras disposiciones del Código y 
leyes reíormatorias para los casos especiales á que se refieren. La 
suspensión basta por un mes es la corrección inás severa, la cual 
aun no ha llegado el caso en que haya sido impuesta. Puede esti- 
marse como corrección disciplinaria la condenación al pago de cob. 
tas, en los casos en que lo autoriza la ley. 4 

Dijimos en el Títído prelvmmar que estas correcciones se im- 
pondráD de plano por lo que resulte de autos ó de la certificación 
que en el acto de cometerse la falta hubiere extendido el Secreta- 
rió; pero esto no significa que haya de imponerse en el mismo acto. 
Contra la providencia en que se imponga cualquiera de las correc- 
ciones antedichas, se oirá en justicia al interesado, si lo solicitare, 
y es apelable para ante el Presidente del Tribunal la que se dicte 
por las expresadas en los números 3.^ y 4.^ Esta apelación se de- 
cidirá con el solo informe del Magistrado y la audiencia que se con- 
ceda al interesado (6). No se señala término en la ley para inter- 
poner el recurso ; pero siendo por su índole interlocutoria la pro- 
videncia de que se trata, es el de cuarenta y ocho horas el utiliza, 
ble con dicho objeto. 

Nos parece impropio haber incluido entré las leyes orgánicas 
las disposiciones sobre proceder que dejamos citadas. 



NOTAS DEL CAPÍTULO n. 

(1) Arta. 42, incisos I.*' y 2P de la Oonst.; 50, incisos 14, 15 á 19 del Oód. 
Jud. ; 22, incisos \P y 2.° de la ley de 18 de Agosto de 1868 ; 1.° de la ley 
35 de 1877 y 71 de la ley 27 de 1879. 

(2) Arts. 42, inciso 4.^ de la Gonst.; 50, incisos 21 y 22 del Oód.; 22, incisos 
4.^ 5.° y 6.® y 53 de la ley de 18 de Agosto de 1868; 8.° de la ley 5/ de 
1876, y 11 de la ley 27 de 1879. 

(3) Arts. 50 en sus incisos 2:°, 3.°, IP á 10 ; 51 del Oód., y IP de la ley 
de 20 de Enero de 1873. 

(4) Arts. 42, inciso ZP de la Oonst.; 50, incisos 5.° y %P y 67 del Oód.; 
10, 11 y 22 de la ley de 18 de Agosto de 1868; 12 de la ley 31 de 1869 ; ley 
de 25 de Noviembre" de 1870 ; 3.® de la ley 53 de 1874 ; ley 1.* de 1879, de- 
rogatoria de la de 12 de Octubre de 1875 y ley 19 de 1871. 

(5) Art. 35 del Oód. Jud. 

(6) Art. 36 del id. id. 
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CAPITULO ni 

SIL KODO DB CONOOBB EL TBIBÜKAL BN LOS NBQOOIOS DB SU 

COMPBTKNOLA. 

BisiTMXN.-— 1.^ Negocios de que conoce en Sala de acuerdos 7 modo de pro- 
ceder en ellos. — ^2.^ Gomo conoce el Tribunal en Sala de decisión respecto 
de otros negocios^ de los recursos de hecho 7 de los autos en que se declara 
haber ó no lugar al seguimiento de causa.— 3.° Bepartimiento de los nego- 
cios.*— 4.^ En dónde 7 cómo sustanciará 7 sentenciará los negocios ; au- 
diencia 7 votaciones para el pronunciamiento de las sentencias. 

1,0 — Hemos expuesto ya que el Tribunal tiene tres Salas para 
la resolución de los negocios de su competencia, la de acuerdos 7 
las de decisión. La primera es plena 6 de seis Magistrados, y las dos 
Testantes se componen de tres Magistrados según las desi^aciones 
hechas por la Asamblea legislativa, siendo uno de ellos el Sustan* 
ciador o Ponente, como vimos. £1 Procurador interviene en los nego- 
cios de que conoce el Tribunal, con su voto en la Sala de los acuer. 
dos 6 con BU voz cuando se le da la audiencia prescrita por la ley; 

Eero hay negocios en que no tiene esta intervención, aunque el Tri- 
unal tenga que resolver en Sala de acuerdo. El Tribunal debe reu. 
nirse en Salado acuerdo con la asistencia del Procurador : 1.^ Para 
hacer el nombramiento de Juez del Estado en asuntos criminales, el 
de los Jueces de circuito, el de los Notarios y Registradores y el de 
sus respectivos suplentes; 2.^ Para oir y decidir las excusas y renun- 
cias que presenten estos empleados ; 3.^ Para decretar la remoción 
de los Notarios y Registradores; 4.^ Para admitir las excusas y 
renimcias del Gobernador y de los Designados (1). 

Los negocios confiados al Tribunal para tsu conocimiento y la 
resolución que corresponda en la misma Sala, con la audiencia 
previa del Procurador, son los siguientes: 1.° Los relativos á la 
habilitación de edad de los menores ; 2.^ Las consultas que deban 
dirigirse á la Asamblea legislativa sobre la inteligencia y acertada 
aplicación de las leyes con la indicación de las reformas ó las inno- 
vaciones que convenga introducir en ellas; 3.° Los informes que 
deba evacuar á petición de la Asamblea ó del Gobernador; 4,° Las 
cuestiones ó los convictos de competencia ; 5.^ Las cuestiones rela- 
tivas á la nulidad ó validez de los acuerdos de las Corporaciones 
municipales (2). 

Sin el voto del Procurador ó sin tener que oirlo el Tribunal, 
se reúne en Sala de acuerdo: 1.^ Para nombrar su Secretario y los 
empleados subalternos;* 2.° Para oir y decidir sus excusas y re- 
nuncias, y decretar su remoción ; 3.° Para expedir los Reglamen- 
tos económicos; 4.° Para establecer ciertas reglas no determina- 
das por la ley, y que deban observarse en el repartimiento de los 
negocios que ingresen en el Tribunal, fijando el turno entre los Ma- 
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gístrados por el orden alfabético de los apellidos; 5.^ Para señalar 
las horas del despacho diario; 6.^ Para acordar las prácticas uni- 
formes que deban observarse en puntos dudosos de procedimiento 
judicial, cuando hubiere discordancia en las resoluciones ejecutoria, 
das de distintos Magistrados, en los casos en que conocen individual- 
mente. Las reuniones para este objeto deben verificarse cada tres 
meses 6 antes si fuere necesario. Las resoluciones serán acordadas 
por las dos terceras partes de los Magistrados que componen el Tri- 
bunal, se publicarán en el periódico oficial y se cumplirán en el Es- 
tado como reglas, de práctica forense, mientras la Asamblea resuel- 
ve lo conveniente (3). Aunque esta disposición nada dice respecto 
del Procurador, entendemos que debería dársele intervención en 
estos casos ó llamársele para que concurra á las deliberaciones del 
Tribunal. 

2.° — De los negocios atribuidos al Tribunal en primera y segun- 
da instancia conforme á los incisos 1.^, 2.^ y 4.° del artículo 42 de 
la Constitución, y 14 del artículo 50 del Código, y en general, de 
los civiles y criminales de que conoce en dichas instancias^ conocerí 
en la primera el Magistrado á quien se reparta el negocio, y en 
la segunda los Magistrados restantes. De las apelaciones délos 
autos de sustanciación é interlocutorios, y de la admisión de todos 
los recursos de hecho conocerá individualmente el Magistrado á 
quien se haya repartido el negocio ; y de las sentencias definitivas y de 
las de excepciones y de pregón y remate en juicio ejecutivo, conoce, 
rán los tres Magistrados de la. respectiva Sala. Cuando se recla- 
me algdn auto interlocutorio que decida un incidente propuesto 
ante el Tribunal, conocerá la Sala de que haga parte el Magistra- 
do que dictó el auto reclamado con la asistencia del mismo Sustan. 
ciador; pero de los autos sobre admisión de un recurso de hecho 
en los negocios criminales, conocerá un solo Magistrado. En 
estos negocios de que conoce el Tribunal por delitos comunes, 
decidirá el Magistrado á quien se le haya repartido, sea que se haya 
declarado haber ó no lugar al seguimiento de c£(iiisa, sea cual fuere 
la decisión apelada; pero en los juicios.de responsalDilidad si el re- 
curso se refiere á un auto interlocutorio ó á la sentencia definitiva 
conocerán los tres Magistrados de la Sala respectiva, siendo Sustan- 
ciador ó Ponente aquel á quien se le haya repartido el negocio. 
De las apelaciones en los juicios de cuentas en que el Tribunal (el 
de Cuentas), procede como contador en primera iilstancia, conoce- 
rá en segunda instancia el Tribunal Superior en Sala de tres Ma- 
gistrados, siendo Ponente ó Sustanciador aquel á quien se reparte 
el negocio. El Tribunal, para resolver, debe tener en cuenta lo 
dispuesto en el parágrafo 2.°, capítulo 7.®, título 4.°, libro 2.° del 
Código Fiscal (4). 

Es por tanto una regla general, que'corresponde la sustancia- 
ción y la decisión á un solo Magistrado en la primera instancia 
respecto de los negocios contenciosos civiles y criminales cuyo 
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conocimiento le compete al mismo Tribunal exclusivamente, y en la 
segunda respecto de las causas criminales con la excepción antedicha. 
En cuanto á los recursos de hecho, si se admiten, el Magistrado que 
hubiere conocido de ellos, continuará conociendo hasta el feneci- 
miento de la instancia como Juez Ponente^ del mismo modo que si 
66 hubiera concedido la apelación interpuesta (5). 

3.° — Se ha dicho ya que el tumo óntre los Magistrados tanto 
para el repartimiento (je los negocios como para los demás efectos 
legales, se fija previamente por el Tribunal en Sala de acuerdo, 
guardando el orden alfabético de los apellidos, el cual no p9drá 
alterarse sino en los» casos de variación en el personal de los m^s- 
mos Magistrados, dejándose de ello la debida constancia ; de modo 
que cuando un Magistrado suplente ingrese en el Tribunal, ocupará 
la plaza y el lugar del tumo correspei^diente al principal á quien 
sustituye (6). 

Para designar el Magistrado Sustanciador ó Ponente, ya sea 
para conocer y decidir individualmente del asunto, ya para resol- 
verlo en la Sala de decisión, se hará por el Presidente del Tribunal 
el repartimiento á la suerte y por turno riguroso entre los Magis- 
trados, conforme á las reglas siguientes: 1.* Todos los días á las dos 
de la tarde^ en audiencia y á presencia de todos los Magistrados 
que quieran concurrir al acto, el Presidente hará traer á la vista 
los expedientes recibidos, y allí los separará el Secretrrio en cua- 
tro grupos: uno, de las causas criminales por apelación ó ^consulta 
de sentencia definitiva ó de recurso de hecho por haberse denega- 
do el de apelación de dicha sentencia; otro, de las mismas causas 
por apelación de autos interlocutorios ó por recursos de hecho en 
caso de la denegación del de la apelación de dichos autos ; otro de 
los expedientes civiles por apelación de Ja sentencia definitiva ó 
por recursos de hecho en virtud de la inadmisión de la apelación 
interpuesta ; y otro, en fin, de los remitidos por apelación de autos 
interlocutorios en dichos asuntos ó por recursos de hecho respecto 
de esos autos en virtud de haberse denegado la apelación ; 2.* 
Hecha esta separación y numerados los negocios de cada grupo por 
el Secretario, se insacularán tantas bolas cuantos expedientes haya 
en cada legajo, por el oiden establecido en el incifeo anterior, las 
cuales estarán también numeradas con los mismos números que 
marcan los expedientes ; 3.* Se irán sacando á la suerte las bolas, 
y el numero que contenga la primera extraída, señalará el primer 
expediente repartido que será el señalado con el mismo número y 
se adjudicará al Magistrado por quien haya de comenzar el turno ; 
el segundo tocará al que siga en dicho turno, y así sucesivamente 
hasta agotar el sorteo de los expedientes legajados. El turno y la 
clasificación de los negocios, según su estado, consulta la igualdad 
en el trabajo hasta donde es posible ; 4.* El repartimiento de los 
expedientes de cada clase de los comprendidos en la primera cate- 
goría, se asentará por el orden del sorteo en un libr« separado, 
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expresándose la causa, el número del expediente y el nombre del 
Magistrado á quien le tocó el conocimiento. Esta acta se extenderá 
inmediatamente, y será suscrita por el Presidente y el Secretario, 
y aquél dictará un auto en cada uno de los repartidos, designando 
el Magistrado á quien se hizo el repartimiento (7). 

Para la designación del Magistrado que haya de conocer en 
primera instancia, en los casos del artículo 1*4, se hará por primera 
vez un sorteo semejante al establecido en el artículo 16, observán- 
dose riguroso turno;- pero se llevará para esto un libro especial. 
Este libro y los demás del repartimiento estaxán foliados, y 
rubricados por el Presidente y el Secretario, quienes firmarán una 
nota ó certificación que exprese el número de fojas que conten- 
gan (8). 

4.^ — Lo mismo que los Jueces, los Magistrados pueden sustan- 
ciar y sentenciar los negocios en sus casas de habitación, en lo 
que fuere necesario para llevar al corriente su despacho, siempre 
que para esto no necesiten la intervención de las partes y demás 
personas que coadyuvan sus derechos. Los negocios y las providen- 
cias urgentes no tienen tiempo determinado para su despacho ; 
pero es un deber de los Magistrados asistir cada día al Tribunal 
por el espacio de tres horas, las que podrán y deberán prorogarse 
hasta por seis cuando fuere necesario (9). 

A la audiencia pública deberán concurrir los Magistrados que 
forman la Sala de decisión, y presidirá el Ponente. Durante la 
audiencia petmaneceráu sentados en fila bajo el dosel y detrás de 
una mesa que tenga la misma extensión que este. Los abogados y 
sus clientes se sieiftan en bancos con respaldo, en el mismo pavi- 
mento ; los que sostienen la apelación, á la derecha, y toman prime- 
ro la palabra. Cada parte tiene derecho de hablar dos veces. La 
audiencia pública es el acto más solemne de los Tribunales. Prin- 
cipia el acto leyendo el Secretario la sentencia de primera ins- 
tancia. £1 Magistrado que la preside tiene el deber de conducirse 
con la mayor cordura y discreción, y aun con enerva á veces 
para conservar el orden, amonestando á las partes ó á sus de. 
f enseres con e^te fin, y evitar todo exceso en el uso de la pa. 
labra, ocurriendo si fuere necesario á las correcciones disciplina, 
rias ; pero sin olvidar que es también uno de sus principales obliga- 
cienes tratar á los abogados y á las partes con el decoro y la com- 
postura que corresponden á la Magistratura. A. juicio de la Sala y 
supuesta la conformidad de los interesados, pueden concurrir los 
taquígrafos á las audiencias para la publicidad de los debates. Es- 
tos actos pueden prolongarse como lo determine el Magistrado que 
los presida ; siempre que se designe día para oir alegatos en el 
Tribunal, sea cual fuere el recursojque los motive, se fijará el aviso 
de este señalamiento en las puertas del mismo Tribunal (10). 

Concluida la audiencia, se señalará por el Presidente de la 
Sala el día de la votación para dictar sentencia. Ya hemos visto que 
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6D todas las causas de que conoce el Tribunal en Sala plural, hay 
un Magistrado que desempeña el cargo de Sustanciador 6 Ponente, 
no adscrito á ninguno en particular, sino que se desempeña por tumo 
7 á virtud del repartimiento de loa negocios. Para que este pueda 
cumplirlo deben pasarse á su estudio los expedientes luego que haya 
terminado la audiencia, y en vista de lo probado y alegado por 
escrito ó en los estrados, redactará el proyecto de sentencia, que 
someterá á la consideración de los Magistrados restantes de la 
misma Sala, quienes podrán ratificar el juicio 6 reformarlo varian. 
do la redacción del proyecto acerca de todas ó cada una de sus 
partes. Siempre que por disposición de la ley, los Magistrados 
deban conocer de un asunto en número plural ó en Sala de aecisión, 
deben estar todos presentes cuando se acuerde ó pronuncie la sen- 
tencia. Si hubiere discordancia en las opiniones, se estará á lo 
que acuerde ó resuelva la mayoría ; y cuando la sentencia tenga 
varias partes que unas dependan de etras, los que hayan votado 
negativamente en las primeras nd por eso dejarán de concurrir con 
8u opinión y voto á la resolución de las demás. Cuando por cual- 
quier causa no se reuniere en uno de los puntos principales de la 
sentencia la mayoría de votos, se llamará uno ó más Magistrados 
del mismo Tribunal, si los hubiere expeditos, hasta alcanzar esta 
mayoría, y si no hubiere más Magistrados expeditos, se hará el 
sorteo de un Conjuez ó de Conjueces. Los puntos accesorios podrán 
también resolverse por mayoría relativa. Acordada la sentencia se 
firmará por todos los Magistrados de la Sala, y el que hubiere 
votado de distinto modo tendrá derecho de salvar su voto, que fun- 
dará y firmará igualmente (11). 

En las consultas sobre la inteligencia de alguna ley que el Tri- 
banal haga á la Asamblea, los Magistrados que se separen de la nuk- 
yoría podrán también consignar su dictamen por separado con los 
motivos en que se fundaren, y este dictamen se acompañará á la 
consulta (12). . 

Como la Sala de acuerdos se compone no de un número impar, 
sino de seis Magistrados, queda una duda que resolver, y es la 
que puede surgir en los casos de empate ó de discordia, porque puede 
haber tres votos conformes en un sentido y en el opuesto los tres 
restantes. Estos casos no están previstos, y no hay otro medio que 
diferir la cousideración del asunto para otra sesión, y si aun así 
volviere á haber discordia ó empate, habrá de continuar en el mis- 
mo estado hasta que se obtenga la mayoría ó hasta que se llene el 
vacío por el legislador. 

Nuestras leyes no dan al Presidente el voto de calidad, como lo 
hacen varias legislaciones. Pero, como acabamos de ver, en los 
asuntos que se deciden en las Salas de justicia, fijan las leyes pre- 
ceptos á que debe el Tribunal sujetarse para dirimir las discordias 
que puedan ocurrir en las deliberaciones ó en las votaciones de 
dichas Salas. 
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NOTAS DEL CAPITULO m. 

1 Arte. 42, inciso 3." de la OoDst.; 12 y 22cIq laloj de IS de Agoeto de 
' 2° de la ley 1.' de 1675. 

I ArtB. 1,267 y 613 del Cód. Jud.; 5 ° de la ley de 16 de íuliode 1883; 
y 41, inciflo 7 ." de la de 18 do Agosto de 1888. 

I Arte. 50 incieos 5.°, 7.°, 8.° y 9.° del Cód. Jud-, 12 y 13 de la ley 
de Agosto de 1868 y 31 de la ley 32 de 1881 adicional al Libro 1° del 

I Arta. 14 y 17 de la ley de 18 de Agosto de 1868, y 5." á lOinclnsiTO 
ley 32 de 1881. 

Alt. 15, inciaoa 3.° y 4." de la ley de 18 de Agosto de 1868. 
I Ai't. 15, inciso 5° de la ley de 18 de Agosto de 186S. 
I Art. 16 de la ley de 19 de Agosto de 1868. 
I ArtB. 18 j (9, ley citada. 
I Arta. 29 y l7l del Cód. Jnd. 
■""""■■'""'" t 

" de la ley de 15 de Julio de 1363 y 20 

CAPITULO IV 
DE LAS ATBIBDCI0NE8 DEL PBBSIDENTE. 
íS,—l? Atribuciones generatee. — 2." Deberes especiales del Presi- 



° — El Freeideate del Tribunal interviene como los demás Ma. 
idos eo el procedimiento judicial respecto de los iiegocioa de 
.eba conocer; pero el cargo superior que ejerce le confiere 
liciones generales j deberes especiales que difíeren de los que 
n los otros Magistrados, los que debemos mencionar, 
orresponde al Presidente: 

° El gobierno y la policía iüterior del Tribuna! conforme á 
eglamentos que acuerde la corporación, con la facultad de 
ner correcciones disciplinarias para sostener el orden, hacer 
tar BU autoridad y cuidar de que el Secretario y demás su- 
mos cumplan sus respectivas obligaciones; 
" Corregir las faltas en que incurran los mismos Magistrados, 
to de la prudeucia y moderación necesarias que demanda el 
ter de éstos. Pero en caso de que esas faltas exijan mayor 
stracióo podrá, procediendo de acuerdo con el mismo Tribunal, 
ner las correcciones expresadas en los tres primeros números 
rtículo 35; 

," Usar con míís amplitud de esta facultad sobre los litigantes, 
bogados ó defensores y sobre cualesquiera otras personas quo 
3 al decoro y respeto del Tribunal, ó que de alguna obra 
ira ee excedieren dentro de au local ; y si la falta constituyere 
>, hacer que se proceda criminalmente; 
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4.^ Becibir las excusas dé los Magistrados y demás empleados 
del Tribunal, cod facultad para concederles licencias hasta por tres 
días por causa urgente, dando al mismo tiempo las disposiciones 
convenientes para que no se demore el despacho ; 

5.? Asistir diariamente al Tribunal, do estando excusado ó 
enfermo, en cuyo caso lo hará saber al Vicepresidente para que lo 
reemplace; pero en caso de enfermedad lí otra causa urgente 
puede ausentarse ó dejar de asistir al Tribunal hasta por tres días 
con sólo el aviso expresado ; 

6.° Convocar extraordinariamente el Tribunal para los nego- 
cios generales 6 de acuerdo; 

7.° Hacer el repartimiento de los negocios que entren al 
Tribunal; 

8.** Hacer el sorteo de los Conjueces ; s / 

9.^ Nombrar á propuesta del Secretario los escribientes y el 
portero, y removerlos si dejan de merecer su confianza ó por causa 
de ineptitud ; 

10. Ser el órgano de las comunicaciones oficiales con el Presiden- 
te de la Unión y el de la Corte Suprema y del Congreso federal, 
con el de la Asamblea y el Gobernador, y con los Tribunales, Cor- 
poraciones ó empleados superiores federales y de los Estados ; 

11. Dar aviso á la respectiva Administración de Hacienda de las 
multas y demás condenaciones pecuniarias que se impongan por 
los Magistrados ó por él mismo, á fin de que se haga su recaudación. 
Este aviso debe darse por conducto de la Gobernación y con 
inserción de la parte resolutiva del auto ó de la sentencia; 

12. Visitar cada seis meses la Secretaría, apercibir y multar al 
Secretario por las faltas que note, y si fueren graves y tuvieren 
pena sefíalada, promover el juicio correspondiente, dando cuenta 
de la visita al Gobernador para que la mande publicar ; 

13. Oir las reclamaciones que verbalmente ó por escrito le ha- 
gan las partes contra el Secretario y demás subalternos por el en- 
torpecimiento ó la demora de sus negocios, dictando sobre esto las 
disposiciones que sean eficaces para satisfacer alas quejas délos 
interesados ; y 

14. Desempeñar las demás funciones que le atribuya la ley ó 
el reglamento económico del Tribunal (1). 

2.^ — Los deberes especiales que tiene el Presidente son los si- 
guientes : 1.® Dar audiencia en los casos de habilitación de edad 
á los parientes más cercanos del menor, á su curador y al Procu- 
dor; poner al desecho del Tribunal el expediente para que con- 
ceda ó no la habilitación, y expedir, en el caso primero, con su fir- 
ma y la del Secretario, la copia de la resolución dictada y ordenar 
su publicación en el periódico oficial por tres veces consecutivas ; 
2.® Proveer lo que sea más conveniente y arreglado para el estric- 
to cumplimiento de la ley en lo relativo á las pruebas del estado 
civil de las personas teniendo á la vista las diligencias de visita 
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remitidas por los- Alcaldes ; 3.^ Multar á los Notarios por coaU 
quiera omisión 6 negligencia en el desempeño de sus funciones res* 
pecto del registro del estado civil, pudiendo ser de dos hasta die& 
pesos, que se aplicarán á la instrucáón pública (2). 



NOTAS DEL CAPÍTULO IV. 

(1) Art. 52 del Oód. Jud.— (2) Arts. 1,268 y 1,269 del Cód. Jnd. y 1P J 
11 de la ley de 12 de Noviembre de 1870. 



CAPITULO V 

. DE LOS C0NJUB0B8 DEL TRIBUNAL. 

Bbstthsn.-— 1.^ Quiénes serán Con jueces en el Estado y cómo se sortearán; 
cualidades que se exigen para ser Oonjuez y quiénes no pueden serle.^ 
2.^— *Sus deberes y su remuneración ; cuándo pueden ser compelidos y 
cuándo reemplazan á los Magistrados. 

1.^ — Conjuez^en el Estado, es también la persoua que designa la 
suerte y que ejerce las funciones de Juez juntamente con los Ma- 
gistrados que constituyen las diversas Salas del Tribunal Superior. 

El Tribunal formará en Sala de acuerdo y en las primeras se- 
siones de cada año, una lista de veinte ciudadanos vecinos de la 
capital, de entre los cuales se hará ^ sorteo de los Conjueces, 
cuando sea necesario, conforme á la ley. En ella se incluirán los 
suplentes de los Magistrados elegidos por la Asamblea (1). £! 
Presidente del Tribunal verificará dicho sorteo en presencia de las 
partes y demás personas que quieran concurrir al acto, debiendo 
ser citadas por edicto. £1 Secretario autorizará la diligencia (2). 

Para ser Con juez se requieren las mismas cualidades que para 
ser Magistrado, y niuguno podrá serlo en dos instancias en un mis- 
mo juicio (3). No pueden ser Conjueces los empleados en el ramo> 
Ejecutivo 6 Judicial de la Unión 6 del Estado, ni los encargados 
del Ministerio público (4). 

2.® — El individuo á quien toque ser Conjuez en algún negocio, 
tiene el deber de aceptar y desempeñar el destino, siempre que 
no este impedido por enfermedad ó por otra causa grave, 6 que no 
concurra en su persona alguna causal de recusación (5). Al entrar 
en el ejercicio de su encargo prestará la promesa ó el juramento d& 
desempeñarlo fiehnente y tan bien como le sea posiJble (6). Este 
artículp dice juramento, y no ha sido derogado ni reformado ex- 
presamente. 

El Presidente del Tribunal debe compeler á los Conjueces para 
que llenen siis funciones con multas sucesivas hasta de cincuenta 
pesos ; y si á pesar de esto, trascurriere un mes sin que el Conjae^ 
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sorteado se presentare á desempeñar su cargo, se procederá á nuevo 
sorteo (7). 

La remuneración de los Conjueces es la que se expresa en el 
artículo 185(8). 

Cuando alguno ó algunos de los Magistrados estén impedidos 
por causal de recusación para conocer en los negocios no contencio- 
sos ó de acuerdo, se reemplazan con Conjueces (9) ; y siempre que 
procediendo de conformidad con lo dispuesto en el capitulo 1.^, 
título 3.^, libro 2.^, faltaren uno ó más Magistrados para conocer 
de una causa, se sortearán Con jueces (10). 



NOTAS DEL CAPITULO V. 



(1) Art. 21 de la ley de 18 de Agosto de 1868 que ha reemplazado el 40 
del Cód. Jud.--(2) Art. 41 del Oód. Jud.— (3) Art. 42 del id, id.— (4) Art. 43 
del id. id.— (5) Art. 44 del id. id.--(6) Art. 47 del id. id.— (7) Art. 45 del 
id. id.— (8) Art. 46 del id. id.— (9) Art. 48 del id. id.— (10) Art. 49 del 
id. id. 



CAPITULO VI 

DEL SECEETARIO Y EMPLEADOS SUBALTBENOS. 

Eesumen.— 1.° Punciones y deberes generales del Secretario. — 2.° Cómo 
se llenan las faltas del Secretario j cuánto tiempo dura en su destino.— 
3.^ Lo que no puede hacer ; escritos que ne puede admitir. — \P Cuándo 
podrá certificar ; anotará las causas de retardo y maniñestará á las partes 
los expedientes ; cómo autorízala las resoluciones.— 5.^ Empleados su- 
balternos. 

I 

1.^ — Muchos de los deberes del Secretario han sido ya mencio- 
nados; pero siguiendo el orden establecido en el Código, vamoa á 
enumerarlos, en seguida, como en el lugar más oportuno. 

Corresponde al Secretario : 1.° Hacerse cargo del archivo bajo 
formal inventario y custodiarlo junto con los libros, procesos y 
demás papeles que cursan por la Secretaría ; 2.° Concurrir á la ofi. 
cína durante todas las horas de despacho público y diario y además 
por todo el tiempo necesario para el cumplimiento de sus obligacio- 
nes; 3.° Poner oportunamente al despacho del Tribunal y de los 
Magistrados las nuevas peticiones y las causas en estado de verseo 
de ser objeto de alguna resolución ; 4.® A^utorizar con su firma 
los autos y sentencias, lai^ declaraciones de los litigantes y testigos, 
los despachos, exhortes, ejecutorias, provisiones, testimonios y de- 
más diligencias y documentos que emanen del Tribunal ó que d<3ba 
autorizar conforme á la ley ; 5.® Hacer las citaciones y notifica- 
ciones en los casos y en la forma expresados por la ley ; 6.° Dar á 
los interesados los testimonios y las certificaciones que necesiten 

8 
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cuando lo prescriba la ley 6 lo mande el Tribunal 
que lo 'solicite loa espedieotos y demás documentoE 
el archivo 6 cursen en la Secreíaria, en loa casos < 
hacerBe según la ley. Pero no permitirá que se e 

casos prescritos expresamente ; 8.** Evacuar los i 
noticias que se le pidan por el Tribunal, por li 
Procurador y agentes fiscales ; 9." Hacer que ai 
conforme á la ley, por las partes y sus ¿adores, c 
6 documentos que se saquen de la Secretaría, an' 
mo recibo el día de la devoluciiSn ; 10, Hacer las 
tas, cuaudo deba hacerlas; 11. Asistir á las visita 
Eentar en ellas una relación del estado de los n( 
sentar mensualmente al Presidente una lista de '. 
negocios pendientes, con expresión de su estado ; 
de retardo, si fueren conocidos, para su publicaci( 
ta ; 13. Asistir á las audiencias pdblicas, y dar f 
en ellas, cuando lo ordenen los Magistrados ó lo i 
tes, y dar lectura de alguna parte de los autos y 
nes legales si se pidiere por las partes ; 14. Ser 
comunicaciones oficiales con los particulares, los en 
raciones que uo sean de los expresados en el ntíu 
culo 52 ; 15. Llevar en papel oomiín, foliados y i 
primera y riitima fojas por el P . idente, los libn 
El de copia'í de autos y senté ' is, conforme á h 
repartimiento de causas civiles ; 3.° El de las ci 
4. El de acuerdos en que se registran las coneult 
la inteligencia de las leyes y la^ opiniones del 1 
modo de resolverlas ; 5." El de recibo de los ex] 
les que salgan de la oficina, y los demás que fu 
16. Archivar y custodiar las leyes y decretos leg 
tivos y demás papeles de la Secretaria, formandc 
dice; 7." Formar el Reglamento de la oñcina; 
las demás fimciones y cumplir los demás deberes 
las leyes y los Reglamentos (1). 

2." — Las faltas del Secretario se llegan con i 
trae se posesiona el propietario, si la falta fi 
siempre que este impedido para llenar sus fum 
demás casos en que lo exija el servicio, será ree 
oficial mayor. Dura en su destino por el tiempo 
ducta, á juicio del Tribuoal (2). 

3." — El Secretario no puede ser depositario de 
ni apoderado ni agente de negocios. No debe i 
escritos irrespetuosos ó que sean ofensivos á los i 
juriosos á las partes, ni los que no vengan firmad 
ma (3). 

4.° — El Secretario no dará certificados sobr 
est^Q consignados en los autos, después de veint 
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pasado el hecho al cual se reñera su certiñcación : trascurrido este 
término su testimonio debe recibirse y apreciarse como el de cual- 
quier testigo (4). Debe anotar en los expedientes la causa de cual, 
quier retardo, y si no lo hiciere así incurrirá en una multa de 
diez hasta cincuenta pesos que podrá imponerle el superior (5) ; 
y tiene, además, la obligación especial de mostrar á las partes y 
a cualquiera persona interesada, los expedientes que cursen por la 
Secretaría ó que estén archivados en ella ; exceptuándose sólo de 
la publicidad aquellas diligencias qae por el honor de las familias ó 
por otras consideraciones sociales se sigan secretamente; pues tales 
diligencias se mantienen reservadas para los que no son partes en 
el juicio (6). 

5.*^ — ^Estos deberes no son especiales del Secretario del Tribunal, 
sino que los tienen también los Secretarios de los Juzgados. El oficial 
mayor y los demás empleados de la oficina sirven sus destinos bajo 
la inspección inmediata del Secretario, como jefe de ella, y cum- 
plirán las ordenes que les comunique, así como los deberes que les 
impongan los reglamentos. Bajo la denominación de subalter- 
nos se entienden generalmente los escribientes de las Secretarías 
del Tribunal y de los Juzgados, los porteros, los alguaciles y aun 
los carceleros, quienes están subordinados al Tribunal y á los Jue- 
ces por lo que hace al cuidado y tratamiento de los presos y conde- 
nados, á la seguridad de los mismos y al cumplimiento de las 
condenas. 

Es de cargo del portero hacer las citaciones y ejecutar los apre- 
mios para la devolución de autos, comprar y distribuir los uten- 
silios del Tribunal y cuidar del arreglo y aseo de éstos y de la 
oficina, y ejecutar, en fin, todo lo que con relación á su oficio dis- 
pongan los Reglamentos (7). 



NOTAS DEL CAPITULO IV. 

(1) Art. 53 del Oód. Jud.— (2) Arts. 11 y 13 del id. id.— (3) Arts. 160 y 
165 del Oód. y 19 de la ley dp 25 de Diciembre de 1866. 

Se ha entendido derogada tácitamente esta disposición en virtud de la 
libertad absoluta de la palabra, garantizada por la Oonstitución ; pero en vir- 
tud de las facultades disciplinarias que tienen los Tribunales y Juzgados, y 
que no han sido derogadas, creemos que pueden éstos mandar tildar y aun 
borrar las expresiones injuriosas, bajas ó poco decentes é impropias del res- 
peto debido a aquéllos, que las partes ó sus apoderados consignen en sus 
escritos, sin perjuicio de correccionar al Secretario. Esta práctica la consi- 
deramos fundada en la necesidad de hacer que se respete á los Jueces y Ma- 
gistrados. Juzgamos que no hay derecho contra el derecho. 

(4) Art. 162 del id. id.— (5) Art. 396 del id. id.— (6) Art. 398 del id. id. 
—(7) Arts. 54 y 55 del id., y ley de 18 de Agosto de 1865. 
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JUZQ-AÜOS ÜB PltlMBItA INSTAISTOIA 

BK Bli ESTADO 



CAPITULO I 

DEL JUEZ DEL ESTADO. 

Besumen.— 1.^ Creación de este Juzgado ; su perapnal ; su jurisdíceiói 
se extiende & todo el territorio ; su competencia en asuntos criminales. 
2P Calificación de los hechos por el Jurado ; formación de óste y en 
período.—- 3.^ Quién lleva la voz del Ministerio público en estas causas ; 
qué procedimiento se observa en ellas ; consulta obligatoria de los autos 
de sobreseimiento. — 4.^ Competencias, recusaciones y responsabilidad 
del Juez del Estado. 

1.® — Reside en Bogotá un Juez especial que se llama Juez dd 
Estado en asuntos crimmales, á quien corresponde conocer de de- 
terminadas causas de esta clase por delitos comunes graves come- 
tidos en todo el territorio. La necesidad de castigar estos delitos 
que se multiplicaban de la manera más alarmante di6 origen á la 
creación de este Juzgado en 1869. El Tribunal hace anualmente 
el nombramiento de este Juez y de sus dos suplentes con el voto 
del Procurador, en Sala de acuerdo, y para el despacho tiene el 
Juzgado un Secretario, dos Escribientes y un Portero- Alguacil. 

Es de su incumbencia el enjuiciamiento en los asuntos crimina- 
les cuando se proceda por homicidio, envenenamiento, incendio, 
bigamia, raptp, aborto, castramiento, mutilación y robo, 6 sea hurto 
con violencia; y en los demás asuntos por la comisión de otros 
delitos corresponde el conocimiento á los respectivos Jueces de 
circuito. La ley de su creación dispuso, en cuanto á la competen- 
cia de este Juzgado, que los delitos contra las personas y las pro- 
piedades definidos y castigados en los artículos 432 á 496 inclusi. 
ve, 596 á 621, y además los ejecutados por cuadrilla de malhecho- 
res á que se refieren los artículos 221 á 227 del Cédigo Penal, 
quedaban sometidos á este Juez, que residirá en la capital del Es- 
tado, y que cuando contra algún sindicado se declare con lugar á 
seguimiento de causa no sólo por uno de los mencionados delitos 
sino también por otro ti otros que por la Constitución deban ser 
sometidos al «Jurado, es competente el mismo Juez creado por esta 
ley para conocer de estos delitos. Por consiguiente, todos los suma- 
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ríos que se instruyan en el Estado relativos á dichos delitos serán 
remitidos al Juez de que se trata, para que pueda declarar con 
lagar á seguimiento de causa 6 sobreseer en el proceso, 6 devolver 
éste al funcionario de instrucción, para su perfeccionamiento en 
averiguación del delito y del delincuente, á fin de que practique 
las diligencias conducentes con la mayor brevedad posible (1). 

2,^ — Atribuyó esta ley la calificación de los delitos o de las 
omisiones justiciables al Jurado que se organizó después de esta 
manera: la lista de los Jurados es formada por el Tribunal Supe- 
ríor en los primeros ocho días del mes de Enero de cada año, y 
se compone de doscientos ciudadanos vecinos de Bogotá; los cuales 
por este hecho dejarán de figurar en la lista formada por la Cor- 
poración municipal en el cumplimiento del artículo 1,433 del 
Código, y quedan exentos del servicio militar. En caso de impedi- 
mento ó falta absoluta ó temporal de cualquiera de los ciudadanos 
que constituyen la lista, el Tribunal está autorizado para hacer la 
designación del que deba reemplazarlo; pero la ley de 1869 fijó 
el período anual de los Jurados desde el 1.° de Setiembre siguien- 
te á su elección, y sucede que ellos comienzan á funcionar desde 
que, formada la lista, se le pasa una copia de ella al Juez del Esta- 
do, y resultan sorteados, lo cual es una práctica violatoria de la 

ley (2). 

Como veremos luego, este Jurado, así como el que funciona 

ante los Juzgados de circuito, no se limita ya á hacer la calificación 

de los hechos sino que aplica también el derecho penal según su 

conciencia. El legislador cundinamarqués ha contado, es bien segu- 

ro, con el grado de cultura que tiene nuestro pueblo ó, mejor dicho, 

que tienen los ciudadanos que son elegidos para Jurados, como 

con el factor más importante de su reforma, y ha anulado la persona. 

lidad, por decirlo así, del Juez de derecho, quien se concreta á diri. 

gír el procedimiento y á presidir la celebración de los juicios (3). 

3.° — ^En los negocios criminales de que conoce el Juez del Es- 
tado llevará la voz del Ministerio público un Procurador especial 
que se denomina Fiscal del Estado y que nombra la Asamblea 
Legislativa, y serán funcionarios de instrucción, además de los 
establecidos en el Código Judicial, los Jueces de circuito que no 
residan en Bogotá. 

El Juez del Estado y los Jurados observarán el procedimiento 
detallado en el expresado Código, con las variaciones contenidas en 
la ley de 1869 y las posteriores reformatorias. 

En todo caso los autos de sobreseimiento dictados por el Juez 
del Estado serán consultados con el Tribunal y al efecto remitirá 
original el proceso en que haya recaído, dejando copia del auto 
consultado. 

El procesado tiene el derecho de apelar, en estos juicios, con- 
forme se dispone para los demás casos en el Código. 

El auto del Tribunal en que se declare con lugar á seguimiento 
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de cauBa, se notificará por el Secretario del Juez del Estado á los 
reos ea persona, sin más recurso (4)'. 

4." — Las competencias de iurisdicciiín que se susciten entre el 
Juez del Estado y los Jueces de circiíito serán dirimidas 6 resuel- 
tafi por el Tribunal Superior, Este conocerá igualmente de las re- 
cusaciones entabladas contra dicho Juez 6 de sus impedimentos, así 
como de los juicios de responsabilidad contra el mismo funciona- 
rio, arreglándose para ello al procedimiento que se sigue en las 
causas contra los Jueces de circiiito (5). 



NOTAS DEL CAPITULO I 

(1) Arta. 1°, 3.°, 9.", 12 y 11 de la lej de 31 de Julio de 1S69 ; 4 ° de la 
ley 35 de 1677 y 3." de la ley 7." de 1876.— (2) Art. 4° de la ley 35 de 1877, 
1,°, 2°, 3° do laleySB del miBcoo año y 8," de la ley 31 de Jalio de 1889. 

(3) Varios autores niegan loe fundamentos del tema de la distinción que se 
ha intentado hacer valer entre el hecho y el derecho. " Si el delito eatnvieao 
siempre constituido, dice D. Crie tino Martas, por un acto simple, sin 
aditamento alguno de peculiares circunstancias que revelan au cuantia y 
determinan en cada caso el grado de imputabilidad del agente, tal vez, no 
me decido í afirmarlo, seria admisible esa diatincióo del hecho y del derecho. 
Pero la realidad de las cosaa es otra: el acta material no ea el único ele- 
mento constitutivo del delito, ni el principal tampoco; con él van insepara- 
blemente la imputabilidad moral, por donde se dice conacia y libre la acción 
ejeonteda; con él va, como corolario fatal, la imputabilidad jurídica, ó sea 
la correspondeccia, mejor dicho todavía, la congruencia de la imputabilidad 
moral con la hipótesia de la ley, al declarar y deñnir el delito, ¿ Se quiere 
limitar la competencia del Jurado ó reaolver únicamente sobre el primer 
extremo? Entonces no se diga que conoce del hecho, sino de un fragmento 
del hecho. Y aceptando que asi no fuera, ¿ cabe auponer que pueda decidir 
el Jurado, si el inculpado ea reo de homicidio, lie robo, de incendio ó da 
cualquier otro delito, sin que aquel tonga conocimiento del valor jurídico de 
tales palabras, y sin que penetre de algún modo en el campo del Derecho ? 

"Pudiera apoyar mis observaciones con numerosoB argumentos de auto- 
ridades : Colte, Delolme, Mittermaier, Rey y otros muchos soetienen la 
competencia del Jurado para resolver acerca del derecha. El miamo Foreyth, 
que ve el carácter oeencial de! Jurado en la limitación de sua atribuciones 
para decidir meramente de las cueatianes de hecho, escribe : " no puedo negar 
que en todaa las causas criminales tienen los Jurados facultad de decidir 
igualmente laa cuestiones de hecho qne las de derecho." Y no hablemos do 
BU competencia para reaolver sobre laa circunstancias atenuantes y loe 
delitos cualificados, pautas amboa cuya decisión se buscará eu vano fuera 
del terreno del detecho." 

"Cnaudo Duport decía ante la Asamblea francesa, que todo juicio es un 
silogiamo, cuya mayor la conatituye el hecho, cuya menor es el derecho, 
contemplaba el aeunto en relación con el Jurado ; cuando Trendelembnrg 
afirma, que en la aplicacidn'de la ley, el proceso lógico representa un ailo- 
gismo, cuya mayor es la ley vigente, cuya menor ea el eoao especial, con- 
templaba el juicio del lado del Juez. 

(Discurso pronunciado en la aesión inaugural del curao de 1678 á 79, ante 
la Academia Úatritenae de Jurisprudencia y Legislación, el 30 de Noviembre 
de 1878. OonaúltÉSB ln Ea^osieióa de motivos del proyecto de Uy sobre d 
Eseabinato, discutido en el Parlamento alemán en 1874, la Historia del 
Jurado por Forsyth, el Manual de pnxedimieM) penal por Weiate j la 
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Introducción á la traducción italiana por Oarrara» el Derecho natwrál fun^ 
dado en la Etica por Trendelemburg j la Revista general de legislación 
y Jurisprudencia, t. 53, pags. 476 y siguientes.) 

(4) Arts. 4.°, 5 °, 10 á 12 de la ley de 31 de Julio de 1869, y 4 °de la ley 
17 de 1879 orgánica del Ministerio público.— (5) Art. 13 de la ley de 31 de 
Julio de 1869. 



CAPITULO II 

x 

DE LOS JUECES DE CIKOÚITO. 

Rbsümiin. — 1.° División territorial; Juzgados de circuito; personal de 
óstoB y residencia de los Jueces. — 2.*^ Período de los Jueces principales, 
suplentes y designados ; cuándo funcionan éstos ; quién oye y decide sus 
excusas y renuncias, y les concede licencias ; conocen de impedimentos 
y recusaciones.—- 3.° Cuándo y cómo conocen de los negocios en los cir- 
cuitos en que haya dos ó más Jueces. — íP Atribuciones de estos Jue- 
ces en los negocios civiles y en consideración á su cuantía ; las que 
ejercen en los mismos negocios sin consideración de dicha cuantía ; cuán- 
do conocen á prevención y cuándo privativamente.— 5.° Atribuciones en 
negocios criminales. — 6 ° Otros deberes y funciones de los Jueces de 
circuito. 

1.° — La conveniente y proporcionada división del territorio de 
un Estado es la base principal de toda buena y arreglada organi- 
zación administrativa y judicial, y podemos decir de la formación 
d© una exacta estadística ; y por tanto, los defectos en el sistema 
de una división con los frecuentes cambios que en ella se introdu- 
cen por satisfacer intereses del momento en combinación con los de 
la política principalmente y en lo relativo á las elecciones, produ- 
cen una perturbación lamentable y funesta en la marcha de la ad- 
ministración ptíblica, circunscriben cuando menos, paralizan á 
menudo y aun imposibilitan á veces la acción de los funcionarios 
públicos, lo que en efecto tiene que suceder necesariamente cuan- 
do no están situados de manera que basten á conocer por sí mis- 
mos todas las necesidades y los medios de socorrerlas, y hacer 
efectivas sus providencias y resoluciones. Por la razón indicada 
antes, se halla dividido el Estado en Departamentos y distritos 
para los ramos administrativos ; y en circuitos judiciales, y éstos en 
distritos, para la administración de justicia, y hay, además, en la 
última circunscripción posible, pueblos que se denominan aldeas. 
Tal es la base de la división territorial vigente, y con su auxilio se 
va dando impulso á la administración pública, eo lo tocante á la 
justicia, desde Bogotá, punto céntrico del Poder Judicial. 

Hay en el Est^o diez circuitos judiciales : el de Bogotá, com- 
puesto de cinco Jueces, tres que conocen de los negocios civiles y 
dos de las causas criminales ; los de Facatativá^ Zipaquirá y Ubatéy 
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compuesto de dos Jueces cada uno, quienes conocen respectiva- 
mente de los mismos asuntos con abéoíuta separación ; j los de la 
Meea, Ouaduas, Ouatavita^ CJwcontá, Cáqueza j Tocaima, con un 
sólo Juez, que conoce de todos los negocios. Estos Juzgados tienen 
un Secretario y un alguacil ó portero ; pero en el circuito de 
Bogotá tiene además un escribiente cada uno. La residencia de los 
Jueces es la cabecera del mismo circuito, que toma el nombre que 
lleva el mismo distrito de dicha residencia, la cual debe ser conti- 
nua, sin que ellos puedan abandonarla sino para el despacho de 
alguna comisión ó cuando lo haga necesario el desempeño de sus 
atribuciones (1). 

2.® — ^El período de los Jueces de circuito es de cinco anos con- 
tados desde el día de su nombramiento, y el mismo tienen sus res- 
pectivos suplentes, quienes pueden ser siempre reelectos ; pero 
tanto éstos como los designados cuando tengan que entrar en el 
ejercicio de las funciones de la Judicatura, durarán solamente en 
ella el tiempo restante hasta completar el período del sustituido. 

Los suplentes que nombra el Tribunal, en número igual al de 
los Jueces principales, entran á reemplazar á estos en todas sus 
faltas temporales ó absolutas, debiendo precederse en tales casos á 
hacer el nombramiento del propietario, para lo cual interviene la 
autoridad política del lugar donde esté el Juzgado, dando al Tri- 
bunal el aviso correspondiente de la falta absoluta del principal. 

No habiendo suplente que pueda desempeñar la Judicatura, 
entra el respectivo designado* que haya elegido la Corporación 
Municipal de la cabecera de cada circuito, en sus sesiones del mes 
de Enero, con dicho objeto. Este cargo es obligatorio y recae su 
designación en los vecinos que sepan leer y escribir. 

Ya dijimos que el Tribunal oye y decide sobre las excusas y 
renuncias que presenten los Jueces principales y suplentes; pero 
es la respectiva Corporación municipal la que oye y admite las de 
los designados de su elección, y la que les otorga las licencias que 
soliciten, las cuales no podrán pasar de sesenta días en un año. La 
primera autoridad política del lugar donde residan los Jueces de 
circuito puede también concederies licencia sólo por seis días en 
un ines, con justa causa, procurando en todo caso que no haya de- 
mora en el despacho de los asuntos judiciales. 

De los impedimentos y recusaciones de los Jueces principales 
conocen sus respectivos suplentes, y de los impedimentos ó recusa- 
ciones que ocurran respecto de éstos, conocerán los designados que 
deban subrogarlos (2). 

3.° — Cuando en un circuito haya más de un Juez que conozca de 
los negocios simultáneamente con los otros Jueces, ó separadamente, 
se hará la distribución de dichos negocios por repartimiento á la 
suerte, y se llevará al efecto un libro en que se anotarán los que 
fueren repartidos, expresando la designación del Juez á quien co- 
rrespondan, cuyo repartimiento turnará semanalmente entre los 
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I Jueces del mismo cíitíiíito. El repartimiento en los Juzgados 4.® y 
^ 5.^ de Bogotá se yeriñcará de la misma manera que se observa en* 
tre los Jueces en materia civil, y alternarán también cada semana 
para el sorteo de las causas criminales (3). 

4.^ — ^Los Jueces de circuito son de primera instancia, y lo son 
también de segundn por apelación 6 consulta. En los asuntos civiles 
contenciosos ó no contenciosos, que son de su competencia, hay unos 
cuyo conocimiento les compete sin consideración á su cuantía, y 
otros en que ésta fija la competencia. Hay asuntos de que conocen 
privativamente y otros en que se les ha atribuido su conocimiento 
á prevención con los Jueces de distrito. Trataremos con la debida 
separación de cada una de estas atribuciones. 

Los Jueces de circuito, en atención á la entidad ó cuantía de 
los negocios, conocen en primera instancia : 1.^ De todos los jui- 
cios declarativos civiles ordinarios por demandas de mayor cuantía, 
esto es, que en su cantidad ó interés principal sean de quinientos 
pesoiB ó excedan de esta suma, en el circuito de Bogotá, ó que pasen 
de trescientos en los demás circuitos, y por consiguiente, conocen de 
los juicios ejecutivos, de los concursos de acreedores y quiebras, de 
las sucesiones hereditarias, de los juicios posesorios, de deslinde y 
amojonamiento, de retracto y de cuentas, divisorios de bienes comu- 
nes, sobre minas, bienes vacantes ó mostrencos, y en general, de 
todos aquellos en que se haya ejercitado alguna acción civil sobre 
derechos preexistentes y se trate de cantidad ó interés de mayor 
cuantía, como correspondientes al fuero común ó á la jurisdicción 
ordinaria; 2.° De las ejecuciones libradas por los funcionarios que 
ejercen la jurisdicción coactiva, siempre que en esos juicios sobre- 
venga alguna contienda ó controversia y sean de mayor cuan- 
tía (4). 

Conocen en segunda instancia : 1.® De todos los juicios civiles 
de menor cuantía que les remitan por apelación y consulta los Jue- 
ces de distrito, los arbitros de derecho y los funcionarios que ejerzan 
jurisdicción coactiva por los autos y resoluciones que dicten, en 
asuntos de su competencia ; 2.^ De los recursos de hecho, cuando 
dichos funcionarios hubieren denegado los de apelación (5). 

Sin tener en consideración la cuantía ó importancia de los ne- 
gocios, los Jueces de circuito conocen en primera instancia: 

1.^ De los juicios de divorcio y de nulidad de los matrimo- 
nios y de todas las causas incidentales de aquellos juicios, como los 
de litisexpensas, restitución de bienes &c; 2.^ De los relativos á los 
privilegios concedidos por la Asamblea Legislativa ; 3.*^ De los 
que versan sobre bienes, rentas ó cualesquiera ramos y derechos de 
la Hacienda pública, aunque se hallen en administración ó en 
arrendamiento ; 4.° De Jos que se refieren á la nulidad de los 
acuerdos de las Corporaciones municipales, cuando fueren contra- 
rios á la Constitución y leyes nacionales ó del Estado, debiendo en 
estos casos consultar sus resoluciones con el Tribunal Superior (6). 
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Conocen á prfiTención con los Jueces de d 
:cio8 sumanoa de alimentos ; 2." De los interdictos sobre de- 
nciaciones de obra nueva ó vieja ; 3." De las diligencias pie- 
atiVas para evitar el extravío 6 la pérdida de los bienes heredi- 
íob; 4.° De la apertura y publicación de testamentbs en los 
ios establecidos ; 5° De las diligencias referentes al ejercicio 

la jurisdicción voluntaria, eEto es, de aquéllas en que no hubiere 
osición de parte (7). 

Conocen privativamente: 1.° De los juicios de capellanías y 
:^s fundaciones ; 2° De los relativos á los amparos de pobreza ; 
' De loa que tienen por objeto la expropiación forzosa ; 4.° De 
uellas actuaciones que se dirigen á obtener el permiso 6 la auto- 
:ación para enajenar ó hipotecar bienes inmuebles de las muje- 
i casadas ó de menores; 5." De los plenarios sobre alimentos; 
' De los relativos á la emancipación ■ voluntaria de loa iijos de 
nilia ; 7° Del depósito de éstos y de las mujeres casadas (8). 

5." — En materia criminal, conocen: 1.° En primera instancia, 

las causas que se sigan por delitos contra el orden público ; 2° 
i la espresada instancia, de todos loa juicios de responsabilidad 
aira los miembros de las Corporaciones municipales, contra los Al- 
Ides, Jueces de distrito, y en general, conocen de los que se aigan 
ntra los funcionarios ó empleados públicos do cualquiera clase, 
yo conocimiento no esté expresamente atribuido á otra autoridad ; 
cretando, en su caso, la suspensión de dichos empleados ; 3° £n 
misma instancia, de las causas por delitos comuoes graves noatti- 
lidos al Tribunal Superior ni al Juez del Estado ; 4.° En segunda 
stancia, de las que hubieren sido sentenciadas por los Jueces de 
itrito ó Jefes de policía, siendo de su competencia. En estos 
igocioB, además de las atribuciones que se les han conferido como 
ncionarios de instrucción para la averiguación y castigo de los 
litos, ellos pueden decretar la rehabilitación de los derechos 
ilíticos y civiles, imponercorrecciones disciplinarias &c. (9) 

6.°— -Los Jueces de circuito tienen otros deberes y otras fuñ- 
ones que lea competen conforme á la ley. Ellos dirimen las com- 
itencias que se suscitan entre los Jueces de distrito del mismo 
rcáito, y las que se provocan por los Jueces de circuito ú los de 
stríto de otro circuito y viceversa ; deciden sobre los impedimen- 
B y recusaciones entabladas contra ios Jueces del mismo circuito 
los Secretarios de sus Juzgados; nombran tutores y curadores 
lando es necesario acordar esta protección á los menores y demás 
capacitados, y se trata de intereses que sean de mayor cuantía; 
>mbran defensores, depositarios, síndicos, peritos y demás auxi' 
ires que deban intervenir en los litigios; nombran y disciernen 
s cargos de guardadores y oyen y admiten Las excusas de éstos; 
mueven á dichos curadores 6 guardadores como sospechosos ; 
:actican las comisiones que les encargan sus superiores y las dili- 
mcias cometidas también por otros Jueces del mismo circuito í> 
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de otras jurisdicciones, en cumplimiento de los despachos 6 exhortes 
que 86 les dirijan; autorizan la presentación de los poderes que se 
confieran por escrito y que deban obrar ante otros Jueces 6 Tribu- 
nales; dan los informes 6 evacúan las exposiciones que se les pi- 
dan por los funcionarios 6 corporaciones públicas, 6 solicitan los 
expresados informes 6 exposiciones cuando es necesario para la 
administración de justicia ; hacen la tasación de costas en ciertos 
casos, y aprueban las que hace» los peritos ó el Secretario de 
su Juzgado ; oyen las quejas y reclamaciones de las partes ó in- 
teresados en los juicios, contra el Secretario por las dilaciones 
y demoras en que incurra, y por otras faltas que cometa, dic- 
tando en su remedio las providencias convenientes ; disponen 
que se expidan las certificaciones y copias que se soliciten por 
los funcionarios ó corporaciones y los interesados ; consultan á 
la Asamblea Legislativa por conducto del Tribunal las dudas y 
dificultades que ocurran acerca de la inteligencia y recta aplicación 
de las' leyes ; dictan las disposiciones reglamentarias que requiera 
el mejor servicio de la Secretaría, teniendo presentes las indica- 
ciones hechas en las visitas que se practican en esa oficina por las 
autoridades llamadas á practicarlas ; pasan al editor oficial la 
relación que deben formar de las sentencias definitivas que hubie- 
ren pronunciado y de los negocios pendientes en estado de sen- 
tencia; nombran y remueven libremente al Secretario y á los 
demás subalternos del Juzgado, y oyen y admiten sus excusas y 
renuncias, y les conceden las licencias que pidan ; visitan cada 
seis meses el archivo de la Secretaría, apercibiendo al Secretario ó 
multándolo, en su caso, por las faltas que adviertan, ó promoviendo 
contra este empleado el juicio de responsabilidad que corresponda, 
si fueren graves dichas faltas, y visitan también las cárceles ó esta- 
blecimientos de castigo (10). 

Tal es la extensión que tiene la jurisdicción ordinaria respecto 
de toda la materia civil y criminal en el Estado. Se extiende, 
pues, 4' todos los negocios judiciales relativos á cosas ó personas 
que no tienen fuero especial y no atribuidos á otra autoridad. La 
jurisdicción ordinaria, como antes dijimos, es la común, y las pri- 
vilegiadas son casos de excepción que deben justificarse completa- 
mente por los que deseen aprovecharse de ellas. 



NOTAS DEL CAPITULO II 

(1) Arts. 6.°, 7.° y 8.° de la ley de 16 de Noviembre de 1870, y leyes 
de 14, 16, 21 y 28 de Enero de 1873 ; 10, 36 y 49 do 1874 ; 14 de 1875; 
8.* y 21 de 1877; 7.* y 13 de 1878; 18 de 1879; 21 de 1880; 16, 17 y 
20 de 1881 ; arts. 58, 59 y 147 del Oód. Jud., y 26 y 30 de la ley de 
18 de Agosto de 1868.-~(2) Art. 5.® del acto 3.° de 1881, reformatorio 
de la CoDst. ; arts. 60 á 64 y 67 del Cód. Jud. ; 3.^ de la ley de 25 de 
Noviembre de 1870 ; 3.*^ de la ley 53 de 1874 y 3.° de la ley 4.* de 1879. 
•—(3) Art. 82 de la ley de 14 de Agosto de 1869 que sustituyó el 8.^ de la de 
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12 de Agosto de 1864.— (4) Arts. 68, incisos 6.®, 7°, 9.°, 11, 12, 14, 18, 
19, 20 y 22 del 06d. Jud. ; 24, 31 y 53 de la ley de 18 de Agosto de 1868, y 
la reforma segunda, inciso nuevo de la ley 38 de 1877. 

Estímanse cosas ó bienes vacantes los terrenos existentes dentro de las 
poblaciones, y los demás inmuebles que existan dentro ó fuera de las mis- 
mas poblaciones, que' manifestando ó indicando haber estado en el dominio 
de alguien, se encuentran en la actualidad sin dueño aparente 6 conocido. 
Los que sin dueño conocido existan fuera de las poblaciones son baldíos ; y 
se estiman como cosas 6 bienes mostrencos los muebles y semovientes que ma- 
nifestando 6 indicando haber estado en anterior dominio, aparezcan perdidos 
6 sin dueño conocido dentro ó fuera de las poblaciones. (Arts. 726 á 729 del 
Cód. Oiv. del E.) En la legislación federal se llaman vacantes los inmuebles 
que se encuentran dentro del territorio respectivo á cargo de la Nación, sin 
dueño aparente ó conocido ; y mostrencos los muebles que se hallen en el 
mismo caso. (Arts. 706 á 712 del Cód. Oiv. de laü.) 

(5) Art. 68, incisos 27 y 28 del Cód. Jud.— (6)Art. 68, incisos 2.° y 3.° 
del Cód. y 25 de la ley de 18 de Agosto de 1868.— (7) Art. 68, incisos 16, 17 y 
26 del Cód., y 1,061, 1,034 y 1,061 del mismo Cód.— (8) Arts. 68, incisos 15, 
16, 21, 23 y 25 del Cód., 3.° y 17 de la ley 32 de 1877, y la reforma primera, 
inciso nuevo, de la ley 38 de 1877.— (9) Art. 69 del 6ód.; 2.° de la ley 35 de 
1877 y ^P de la Const.— (10) Ai-ts. 68, incisos 24, 30 á 48 del Cód. Civ. y 
65 de la Const. 

CAPITULO III 

DE LOS JUECES DE DISTRITO. 

Bbst71£en. — \P Cuántos Jueces habrá en cada distrito; su suplente; cuali- 
dades para ser Juez ó suplente ; su nombramiento y duración ; cuándo 
será ó no obligatorio el destino ; alternabilidad y reelección. — 2P Atribu- 
ciones y deberes en materia civil. — 3.° En materia criminal.— 4.° Nom- 
bran y remueven libremente los empleados de la Secretaría.— 5.** Corre- 
gimientos ó aldeas. 

IP — Los Jueces de distrito intervienen en la administración 
de justicia en el grado ínfimo de la jerarquía. 

En cada distrito habrá uno ó más Jueces, según lo determine 
la Corporación municipal ; pero las variaciones que esta haga en 
el número de Jueces no afectarán los destinos de los individuos 
que ya estén nombrados para desempeñarlos. En el de Bogotá hay 
tres Jueces, dos para los negocios civiles y uno para los criminales. 
Los Jueces de distrito son ordinarios de primera instancia para 
los negocios de menor cuantía. 

Cada Juez tiene un suplente para subrogarlo en las faltas ab- 
solutas ó temporales, y para conocer sobre la incidencia de recusa- 
ción cuando le corresponda según la ley. Cuando todos los Jue- 
ees principales y sus suplentes estuvieren impedidos en un distrito 
para conocer en una causa, ó fueren recusados, se nombrará otro 
suplente para que conozca exclusivamente de esta incidencia y 
aprehenda en su caso el conocimiento de la causa. 

Para ser Juez de distrito ó suplente, sólo se necesitan las mis- 
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mas condiciones que para ser elector. Los Jueces de distrito son 
nombrados por la Corporación municipal. Duran en sus destinos 
por un a£[o y toman posesión ante el Alcalde del distrito. 

£1 destino de Juez de distrito es obligatorio ú oneroso para los 
yecíno$ ; pero dejará de serlo siempre que la Corporación muni- 
cipal le haya asignado un sueldo durante el año de su periodo, 
7 tanto este como lo^ demás destinos distritoriales, son incompati- 
bles unos con otros, sean ó no remunerados, con excepción del 
Secretario de la Municipalidad, el cual puede ser servido por uno 
de los Regidores de la misma Corporación y los de Alcalde y Jefe 
municipal, que pueden desempeñarse por un solo individuo. 

En los casos en que sea oneroso, alternarán en su desempeño 
el Juez principal y su suplente, de manera que cada uno esté en 
servicio la mitad del ano, y el principal quedará como suplente 
cuando éste se halle en servicio. Ambos pueden ser reelectos ; pero 
la persona que haya desempeñado el destino de Juez en un perío- 
do no está obligada á desempeñar el mismo cargo en el que le sigue 
inmediatamente. 

2.° — ^Las atribuciones y deberes de los Jueces de distrito en los 
negocios ei viles son : 

1.° Conocer definitivamente. y sin apelación de los juicios ordi- 
narios y ejecutivos por demandas de menor cuantía cuyo interés en 
su acción principal no exceda de diez y seis pesos ; 2.° Conocer en 
primera instancia de los demás juicios ordinarios y ejecutivos por 
demandas de menor cuantía ; 3.° Conocer de las ejecuciones libra- 
das por los empleados que ejercen jurisdicción coactiva, siempre 
que el negocio tome el carácter de contencioso y que la suma de 
la ejecución sea también de menor cuantía ; 4.^ Intervenir en los 
juicios de sucesión por causa de muerte, en los casos que se expre- 
san en el artículo 15 del libro 2.° y aun conocer de elloá si fueren 
de menor cuantía ; 6.° Conocer á prevención con los Jueces de cir- 
cáito de los juicios sumarios de alimentos y de los de denuncia de 
obra nueva ó de obra vieja; 7.° Conocer de los juicios sobre bie- 
nes vacantes ó mostrencos en los casos respectivos que se expresan 
en el título 27, libro 2.° citado ; 8.° Conocer de los juicios de 
cuentas que sean de menor cuantía ; 9.^ Conocer de los de retrac- 
to en los casos que se expresan en el título 21 del referido li- 
bro; 10. Nombrar tutores y curadores á los menores y demás in- 
capacitados, cuando los intereses que se han de amparar sean de 
menor cuantía; 11. Conocer de los juicios posesorios en el mismo 
caso; 12. Decretar y evacuar á prevención con los Jueces de cir- 
cuito las diligencias judiciales en que no haya oposición de parte 
y cuyo conocimiento no sea privativo de aquellos Jueces; 13. Co- 
nocer sobre la incidencia de recusación de los demás Jueces de 
distrito Bn los casos y en la forjjaa prevenidos ; 14. Dar los infor- 
mes que les pidan el Procurador y los agentes fiscales y las autori- 
dades judiciales y políticas sobre cualquier negocio civil ó criminal 
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que curse en el Juzgado, as! como las copias qu. 
sar al Juez de circiüto cada mes uDa relación de las Eentencias 
deficitiTas dictadas en el anterior, y de las causas pendientes ; 16. 
Autorizar la presentación de memoriales en que se constituyan apo- 
derados; 17. Dar ó disponer que se den á los interesados las copias 
6 certificados que soliciten conforme á la ley ; 18. Practicar laa 
comisiones y diligencias judiciales que se les cometan por el Tri- 
bunal ó por los otros Jueces, eo los casos expresados en la ley (1). 
Además, son comunes á los Jueces de distrito las disposiciones de 
los nímeros 36 á 45 del artículo 68 (2). 

3.° — En materia criminal, los Jueces de distrito á más de las 
atribuciones que tienen como funcionarios de instrucción, conocen 
de las causas siguientes : 1.* En primera instaucia, de tas que se 
instruyen por delitos leves y por la tentativa de cometer estos mis- 
mos delito.s, cuando el conocimiento no esté atribuido á la policía ; 
pero esta no es ya competente para conocer de las causas por 
delitos leves de que trata el artículo 63 del Código Penal, pues 
el conocimiento de dichas causas corresponde privativamente á los 
Jueces de distrito en el despacho de lo criminal (3). 

4.° — Cada Juez de distrito tiene un Secretario y un Alguacil 
que nombra y remueve libremente ; y cualquiera falta que ocurra 
en estos empleados se üenaríí con otra persona que se nombre por 
el mismo Juez para desempeñar interina ó accidentalmente, ó en 
propiedad, el destino, según sea necesario. Para ser Secretario se 
requiere ser elector. 

Los Alguaciles uo cobrarán derechos eventuales de ninguna 
clase por las citaciones y notificaciones que practiquen ; si incu- 
rrieren en alguna contravención se les juagará como estafado- 
res (4). 

5." — Cuando en im distrito hubiere un caserío de poca impor- 
tancia, que diste más de ocho kilómetros de su cabecera, puede es. 
tablecerse en él un corregimiento por decreto del Alcalde y preño 
dictamen de la Corporación muoicipal, la que sefialará su demar- 
cación territorial. El Alcalde nombra al Corregidor, y éste, ade- 
más de las atribuciones administrativas, ejercerá las judiciales 
propias de los Jueces de distrito (5), 



NOTAS DEL CAPITULO lU 
(1) Arta. 75 i 81 del Cód. Jud. ; leyes de 14 de Enero de 1873 : 5.* de 
1874 y 18 de 186a, y acuerdos municipales de 14 deOctubre de 1863, de 6 de 
Marzo y8 de Setiembre do 1861 ; de 26 de Setiembre de 1870 ; de 21 de Fe- 
brero y 4 de Abril de 1873 y 20 de Febrero de 1878. El art. 88 del Cód. Jnd. 
fué refotraado por uno de estoa acuerdos, y por la citada ley de 1878, en bb 
art. 24, se dispuso que laa Corporaciones municipatea pueden legislar siB 
otras limitaoioneB que las dolerminadas por la Conetitución y las leyes sobre 
todos los asuntos de ¡nteréa común para el distrito. Ya la Conatitución tenia 
preceptuado que los distritos debían administrar los uegocios que les perte- 
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necieran por medio de sas Municipalidades, que son de elección popular. 
Toca á la ley crear ó paprímir los distritos y Taríar sus limites, darles re- 
glas para sn administración y delegarles las facultades convenientes ; pero 
para suprimir un distrito ó variar sus límites, se exigirán los informes del 
Poder Ejecutivo, el Procurador y la respectiva Corporación municipal ; mas 
8i tales informes no fueren evacuados dentro del término que se les señale 
podrá prescindirse de ellos. Se consideran suprimidos aquellos distritos 
que no cumplan el deber de mantener, por lo menos, una Escuela de ense- 
ñanza primaria gratuita. (Arts. 10 á 12 de la Const). 

Los destinos onerosos contienen un cargo sin remuneración, y ningún 
individuo podrá excusarse de tomar posesión del destino para que haya sido 
nombrado, sino por impedimento físico ó por ser funcionario nacional ó del 
Estado. No se le oirá oxcusa, y la renuncia que baga no podrá presentarla 
sino después de haber tomado posesión del destino. No podra admitirse 
renuncia sino por las causas siguientes : 1.* Imposibilidad física comprobada, 
durante un mes por lo menos ; 2v* Perjuicio grave y extraordinario en sus 
intereses, consistente en la pérdida, por la admisión del destino, de la mayor 
parte del valor de un negocio que haya emprendido y que comprometa su 
fortuna ; 3.* Estar sirviendo ó haber servido durante cinco meses por lo 
menos en el período anterior, otro destino oneroso, ó estar sirviendo alguno 
lucrativo del Estado ó del distrito cu^^as funciones sean incompatibles. La 
enfermedad grave de padre, madre, hijo ó esposa ; la del mismo interesado ; 
la necesidad de algún viaje y otras causales de entidad semejante, compro- 
badas, podrán serlo para que se concedan licencias ó la próroga de éstas. 
(Arts. 160 á 170 del Oód. Pol. y Mun.)— (2) Airts. 82 y 83 del Oód. Jud. ; 31 de 
la ley de 18 de Agosto de 1868 ; 177 de la ley de 14 de Agosto de 1869 ; 
10 de la ley 26 dé 1874 y el inciso 2.° de la reforma segunda de la ley 38 
de 1877.— (3) Arts. 3.° de la ley 35 de 1877 y 1.® de la ley 3.' de 1878. El 
art. 84 del Cód. Jud. que determinaba las atribuciones de los Jueoes de 
distrito en materia criminal fué derogado expresamente por el art. 13 de la 
citada ley de 1877. — (4) Arts. 86 y 87 del Ood. Jud. y Acuerdo municipal 
de 2 de Febrero de 1874. Sin embargo de las terminantes prevenciones que 
quedan expresadas, los alguaciles reciben de los interesados una remuneración 
por las citadas notifícacidnes que practiquen, y así se ha ido estableciendo 
una costumbre eontra la ley, sin que haya ocurrido el caso en que se castigue 
BU violación.-r(5) Art. 4.° de la ley 55 de 1874, 



CAPITULO IV 

DE LOS SECEBTAEIOS DE LOS JUZGADOS. 

Resumen. — IP Sus funciones y deberes generales.— 2.° Sus obligaciones 
especiales en los juicios por Jurado. — 3.° Horas de despacho en las Se- 
cretarías. — 4.^ Empleados subalternos. 

1.° — Las funciones y deberes de los Secretarios de los Juzga- 
dos de circáito son respectivamente las mismas que se imponen al 
Secretario del Tribunal enlos ntímeros 1.^ 2.*^, 3.°, 4.^ 5.°, 6.^ 
7.°, 9.^ 10, 11, 12, 15, 16 y 18 del artículo 53. La lista ó reía, 
ción que se expresa en el número 12 la remitirá directamente el 
Secretario al editor del periódico oficial para su publicación por 
la imprenta (1). 
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El Secretario j el Alguacil de loe Juzgados de 
laciód á las atribuciones cooferídas á estos Jugados, deeempeSan 
los miamos deberes que tienen los Secretarios j Alguaciles de loa 
Juzgados de circuito (2). 

2,° — Además, los Secretarios de los Juzgados de oirciíitoen 
aauBtOB crimiualea, aeisteii i loe juicios de los Jurados ; autorisan 
el acto ; hacen la lectura del proceso, y dan fe de los hechos que 
pasan eu el juicio j que deben consiguarse conforme á la ley, ó cuya 
constancia se pida por alguna de las partes (3). 

3.° — Todas las Secretarías estarán abiertas para el despacho 
pdblíco por lo menos seis horas diarias, sin perjuicio de las demás 

3ne se necesiten para llevar al corriente tos negocios. Las hon^ile 
espacho se harán saber por medio de uu aviso permanente fijado 
en la puerta del Juzgado respectivo (4). 

4.° — Los Escribientes, Alguaciles y Porteros de estos Juzgados 
están bajo la inspección inmediata de sus respectivo» Jueces y Se. 
cretarios. Desempeñan las funciones propias de su empleo. 



NOTAS DEL CAPITULO TV. 
(1) Art. 73delOód. Jud.— (2) Art. 85 del id. id.— (3) Art 74 del id. 

1.— (4) Art. 172 del id, id. 



DE LOS JÜECB8 COMISIONADOS. 

BEarntinT. — l.^'Quées Juez comisionado; los JaeceBcomisionadvBausiliarÍD . 
las diligencias qtie corraspeodan ; cuándo pueden !ob Jaeces comiiionai 

á otros — 2." Deberes de loe ComiteiLtes, ds toa ComiBionadoa j de toa | 

Secretarios; responsabilidad de los ComiBÍanadoB, — 3.° Qué deberán hacer . 

los que estuvieren impedidos ó recusados ; no admitirán recursos,— I 

4.° Los despachos ó exhortoa puedeo entregarse á los interesados. I 

1.° — Juez comisionado os el encargado ó diputado por el Su. 
perior 6 por otro de igual categoría ó de una superior de distinto 
territorio, para ejecutar las diligencias jndiciales que se le enco- 
mienden, como una citación, un embargo, un acto probatorio &g. 
Este encargo se ha considerado como una delegación de la juris- 
dicción que ejerce el comitente, pero linicamente para actuar las | 
diligencias cometidas. En nuestro concepto, no es una verdadera 
delegación. Participando de la naturaleza del mandato, la comisiÓD 

3ue se da competentemente autorizada es para llevar acabo alguna 
eterminaciÓQ ó para entender en algdn negocio ; es la facultad 
que se confiere por cierto tiempo para practicar ciertas diligencias, 
nunca para librar pleitos ni para castigar delitoH, ni para enjui- 
ciar en ningún sentido y por eso se ha considerado como una dele- 
gación de la jurisdicción del comitente. 
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Los Jueces deben auxilíaree mutuamente en la práctica de to- 
das las diligencias que fueren necesarias y se acordaren en los ne. 
gocios civiles ó criminales ; pero no pueden comisionar sino á los 
Jaeces que tienen jurisdicción en el lugar donde se van á eje- 
cutar las diligencias (1-). 

Todo Juez tiene facultad para cometer á otro inferior ó de dis- 
tinto territorio la práctica de dichas diligencias, en los casos en 
que no pueda ejecutarlas él personalmente y en los demás previs- 
tos por la ley, como sucede cuando tiene necesidad de dirigirse con 
este objeto á un Juzgado ó Tribunal Superior (2). El Senado y la 
Corte Suprema pueden cometer á los Jueces de los Estados la 
práctica de toda diligencia que crean necesaria para el desempeño 
de sus atribucibnes (3). La Corte y los Jueces de primera iustan- 
oia, en consecuencia, se entenderán entre sí por medio de despachos 
6 exhortes (4). 

2.® — Cuando un Juez del Estado comisione á otro del mismo ó 
de distinto territorio, la práctica de algunas diligencias, le fijará un 
termino prudencial (5). El mismo término deberá designarse por 
el comitente al comisionado, en los negocios nacionales, para que 
dentro de él practique la diligencia solicitada (6). Pero los exhor- 
tes ó suplicatorios que se dirijan á las airtondades de otro Estado 
ó país extranjero deberán remitirse por conducto de la Secretaría 
de Relaciones Exteriores, como explicaremos en el libro 2.° 

El Juez 6 Tribunal que hubiere ordenado la práctica de una 
diligencia, no po\lrá dirigirse con este objeto á Juez ó Tribunal de 
categoría 6 grado inferior que no le estén subordinados, y se en- 
tenderán directamente con el superior de éstos que ejerciere la 
jurisdicción en el mismo grado que el exhortante. La ley no lo 
preceptúa expresamente, pero esta es la práctica qué obedece á la 
organización de los Juzgados y Tribunales, y que viene observán- 
dose sin inconveniente alguno. 

El Juez ó Tribunal que recibiere ó á quien fuere presentado un 
exhorto ó despacho, acordará el auxilio que debe prestarle, dis- 
poniendo lo conducente para que se practique la diligencia dentro 
del plazo que se hubiere fijado, ó lo más pronto posible en otro 
caso; la providencia en que así se mandase llama auto decumpli- 
miento, una vez cumplimentado el pliego, lo devolverá al exhor- 
tante por el mismo conducto por donde lo hubiere recibido. Para el 
sefíalamiento del expresado terminóse atenderá á las distancias y á 
la naturaleza del acto á que el despacho se refiera (7). 

Cuando el Juez exhortado ó requerido no pudiere practicar por 
sí mismo, en todo ó en parte, las diligencias que se le encargaren, 
podrá comisionar con este objeto á un Juez inferior que le esté su- 
bordinado, remitiéndole el exhorto ó despacho original, ó uno dis- 
tinto con los insertos necesarios, si aquél se necesitare para otras 
diligencias que sea necesario practicar simultáneamente, La ley 
tampoco ha preceptuado ó permitido nada expresamente á este 

9 
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respecto ; pero es esta la práctica más uniforme, la cual se deriva 
del mutuo auxilio que se deben las autoridades judiciales. De es. 
te modo se consigue el pronto cumplimiento de sus providencias, se 
evita la pérdida de tiempo y se liberta á los interesados de gastos 
innecesarios. Algunos autores la combaten y se fundan en que los 
Jueces comisionados son delegados y que no pueden delegar ; pero 
otros, prescindiendo de que cometer no es delegar, la sostienen y 
tienen en cuenta para ello la diversa organización de los Tribuna- 
les modernos, el objeto de la justicia y la prontitud en los proce- 
dimientos, todo esto muy en armonía con el texto y el espíritu de 
la legislación, puesto que si el Juez que recibe el encargo, tuviera 
que salir de su residencia para practicar en sitio distinto las dili- 
gencias cometidas, necesariamente habría de dejar abandonado el 
Juzgado con atraso y perjuicio de la administración de justicia. 
Por estas razones, podrá también acordar el Juez exhortado que 
se dirija el exhorto á otro Juzgado, sin devolverlo al exhortante, 
cuando no pueda darle cumpliuiiento por hallarse en otra juris- 
dicción la persona con quien haya de entenderse la diligencia (8). 

Los ejecutores ó comisionados por un Juez competente para 
actuar uoa diligencia se arreglarán al tenor literal de la comisión, 
y concluida ésta, como ya lo indicamos, darán cuenta de lo actuado 
ál comitente: todo acto posterior es usurpación (9). Se funda esta 
disposición en el principio de que toda comisión participa de la na- 
turaleza del mandato. El mandatario, una vez aceptado el manda- 
to, está obligado á cumplirlo con arreglo á las instrucciones del 
mandante, y una vez cumplido, á rendir cuentas, sin poder hacer 
nada excediéndose de dichas instrucciones, y si se excediera de 
ellas, lo que hiciera carecería de validez ó fuerza legal. De la 
misma manera proceden los Jueces comisionados. 

A los Secretarios de éstos^ les corresponde extender una dili- 
gencia á continuación del exhorto ó despacho presentado ó dirigido 
al Juzgado ó Tribunal exhortado ó requerido, expresando la fecha 
de su presentación ó recibo, y dando cuenta al Juez ó Tribunal en 
el mismo día ó en el siguiente hábil si no fuere posible hacerlo antes. 
Esta práctica se funda en las nuevas disposiciones: tiene por objeto 
completar el sistema de precauciones que han adoptado las leje9 
reformatorias que obligan á los Jueces comitentes á sefíalar un 
término á los Comisionados, para el efecto de exigir la respon- 
sabilidad á que dan lugar las dilaciones en que suelen incurrir. 

En consecuencia, los Jueces exhortados ó requeridos son res- 
ponsables de su negligencia ó falta de cumplimiento, con tal que 
los despachos ó exhortes vayan acompañados de los requisitos co- 
rrespondientes. Si el Juez de la causa en el Estado no recibiere 
con oportunidad las diligencias que cometió, y el Juez que debía 
practicarlas f uerQ de un Juzgado inferior, lo apremiará con multa 
y exigirá ó promoverá que se le exija, si no fuere competente para 
ello^ la responsabilidad. Si no fuere de un Juzgado inferior, lo 
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avisará el Juez de la causa al superior respectivo, quien apremiará 
al inferior á cumplir su deber coamultas hasta de veinticinco pesos, 
las cuales impondrá previo informe del Juez comisionado y sin 
perjuicio de que el superior proceda á exigir 6 promueva lo con- 
veniente para que exíjala responsabilidad á que hubiere lugar (10). 

Si la demora ocurre en negocio de la competencia federal, la 
autoridad comitente se dirigirá al Presidente, Qobemador ó Jefe 
superior del Estado, al cual pertenezca el funcionario exhortado, 
para que se le exija la responsabilidad consiguiente, sin perjuicio 
en este y en todos los casos del cumplimiento de la comisión den- 
tro del nuevo término que se le ñje, que no será mayor del señala, 
do por las leyes del Estado para las diligencias de igual naturale- 
za (11). El comisionado que dentro del término señalado no de- 
vuelva el despacho debidamente auxiliado, incurrirá, además, en 
una multa de diez á cincuenta pesos, de la cual podrá relevarlo el 
Juez 6 Tribunal comitente, si el comisionado comprobare plena, 
mente que no es responsable de la demora (12). Cuando el despa. 
chose libre por un empleado federal que tenga por la ley juris- 
dicción coactiva, y el comisionado no lo devólviere con las diligen. 
cias practicadas dentro del término designado, dicho empleado 
dará cuenta al Tribunal Superior para que por éste se imponga la 
expresada corrección disciplinaria (13). 

3.^ — Los ejecutores ó comisionados son recusables. En el caso^ 
de estar impedidos pasarán lia comisión al que deba reemplazarlos 
respectivamente; pero ningún Ju^ comisionado suspenderá la 
práctica de la diligencia por la recusación interpuesta hasta que 
86 declare probada (14\ Tampoco admitirá recurso alguno que 
pueda entorpecer la ejecución de las sentencias ó providencias 
cuyo cumplimiento se le baya encargado, so pena de nulidad y 
responsabilidad (15). Estos artículos obedecen al principio en 
que descansa el mandato: ellos están en completa armonía con los 
precedentes, cuya tendencia es facilitar el pronto despacho y evi- 
tar la pérdida del tiempcr. Así es que si se presentare algún es- 
crito dirigido á extender ó á coartar la comisión, ó que afecte al 
fondo de las diligencias que se hubieren encomendado, debe el 
Juez comisionado remitir á la parte á que use de su derecho en el 
Juzgado de la causa, que es quien tiene jurisdicción para proveer 
sobre ello, sin suspender por esto, según hemos indicado, el cum» 
plimiento prevenido, á no ser que lo requiriese el exhortante. Pe» 
ro bien se podrán admitir escritos explicativos, siempre que sean 
indispensables. 

4.° — ^Los exhortes y demás despachos expedidos á petición de 
alguno de los interesados en el juicio, se podrán entregar á éste á 
fin de que se encargue de diligenciarlos por sí ó por medio de otra 
persona. Practicadas ante el Juez requerido las expresadas dili. 
gencias, se devolverán con lo obrado al que los presentó, para 
que sean también entregados al Juez ó Tribunal de su origen^ 
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Así se viene haciendo, y es indudable que nadie puede tener más 
interés en que una diligencia se practique que la parte misma que 
la solicita ; pero se entiende cuando de la pérdida ó alteración del 
pliego no sobrevenga perjuicio á la otra. En tal caso si algún te- 
mor fundado existiere, se pondrá el despacho cerrado en la oñcina 
de correos, y allí deberá el interesado franquearlo, á menos de estar 
amparado por su pobreza. Este tiene, asimismo, la obligación de 
facilitar el papel y satisfacer los gastos que se originen para su 
cumplimiento. 

En el capítulo correspondiente al libro segundo trataremos de 
la formado las comunicaciones ó de los documentos que en el curso 
de los procedimientos tienen precisión de expedir los Jueces y Tri- 
bunales, de las comisiones que se confieren para fuera del Estado 
ó de la Unión y de las que proceden de los Tribunales extranjeros, 
exponiendo al mismo tiempo las reformas introducidas últimamente 
y haciendo algunas indicaciones que conviene tener presentes al 
expedirlos y cursarlos. 



NOTAS BEL CAPITÜIiO V. 

(1) Art. 93 del Oód. Jud. del E. El de la unión no contiene un capítulo 
especial sobre esta materia.'— (2) Art. 89 del Oód. Jud. del E.— (3) Art. 157 
del Oód. Jud. de la ü.— (4) Art. 166 del Oód. Jud. de la U.— (5) Art. 7P de 
la ley 14 de 1878.— (6) Art. 158 del Oód. Jud. de la ü.— (7) Arta. 90 del 
Oód. Jud. del E. ; 158 del Oód. Jud. de la U. ; 2.^ de la lej nacional de 18 de 
Majo de 1866 sobre el modo de aplicar el art. 9.^ de la Oonst., y ley de 3 de 
Agosto de ese año que aceptó para el Estado las disposiciones de aquella.—- 
(8) Así lo dispone el art. 2^7 de la novísima ley de enjuiciamiento de Espa- 
ña.— (9) Art. 90 del Oód. Jud. del E.— (10) Arts. 91 y 95 del Oód. Jud. del 
E. y 7.° de la ley 14 de 1878 que reformó este último. — (11) Ley 61 nacional 
de 1881 por la cual se reformo el artículo 2.° de la 16 de 1868.— (12) Art. 158 
del Oód. Jud. de la U.— (13) Art. 159 del Oód. Jud. de la U.— (14) Art 92 
del Oód. Jud. del E. El de la Unión no dispone nada en el particular.— 
(15) Art. 94 del Oód. Jud. del E. 



TÍTULO QUINTO 

ÜIQ LOS TRIBTUSTAIjBQ y juzg-ados 

ESPBOIAXiES, 



CAPITULO I 

DEL SENADO DE PLBNIPOTENOIAEIOS. 

BssTTinsir.— 1.^ Cuándo bo constituye el Senado en Tribunal Supremo de 
justicia ; su representación y eomposición. — 2.^ Sus atribuciones cons- 
titucionales y modo de ejercerlas.— 3.° Impedimento de los Senadores 
para conocer de los juicios de la competencia del Senado. 

1.° — Hay ocasiones solemnes en que este alto cuerpo colegisla- 
dor se erige en Tribunal de justicia, y ocurre esta solemnidad 
cuando por acusación entablada por la Cámara de Bepresentantes 
7 sostenida por el acusador que ella elige de su seno, se decreta la 
suspensión de ciertos funcionarios públicos por delitos comunes ó 
por abusos en el ejercicio de sus funciones ó faltas en el cum- 
plimieúto de sus deberes oficiales. Es Presidente de este Tribunal 
y Secretario de él los que lo fueren del mismo Senado. 

El Senado de Plenipotenciarios representa los Estados como 
entidades políticas de la Unión, y se compone de tres Senadores 
por cada Estado, el que determina la manera de hacer su nombra» 
miento (1). 

2.^— i'La jurisdicción del Senado constituido en Tribunal, abra- 
za las atribuciones siguientes: 

1.^ Decretar la suspensión del Presidente de los Estados Uni- 
dos y de los Secretarios de Estado, y ponerlos á disposición de la 
Corte Suprema federal á virtud de acusación de la Cámara de Re- 
presentantes ó del Procurador general, cuando hubiere lugar á 
loimación de causa contra aquellos funcionarios por delitos co- 
munes ; 

2.' Conocer de las causas de responsabilidad contra el Presi- 
dente de la Unión, los Secretarios de Estado, los Magistrados de la 
Corte Suprema, y el Procurador general, también á virtud de 
acusación de la Cámara de Bepresentantes, por delitos cometidos 
en el desempeño de sus funciones ; 

Ejerce estas atribuciones judiciales como se determina en el 
inciso 10, capítulo •2.^, secciones 2, 3 y 4, capítulo 2.°, título Í0, 
Ubro 3.° del Código Judicial (2). 
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S.^-^Sqn únicos impedimentos para conocer en estos juicios : 
1.^ Haber tenido parte en los hechos sobre que verse la acusa- 
ción ; 2.^ Tener interés personal y directo en el acto materia de la 
acusación ; 3.° Tener parentesco dentro del cuarto grado de con- 
sanguinidad 6 segundo de afinidad con el acusado, 6 con el que ha- 
ja hecho 6 promovido la denuncia ante la Cámara de Representan- 
tes ; 4.° Haber declarado como testigo en el mismo negocio en 
favor 6 en contra del acusado ; y 5.° Haber votado en la Cámara 
en favor ó en contra de la acusación introducida ante el Sena- 
do (3). 

NOTAS BEL CAPITULO I. 

(1) Arta. 37, 39 y 40 de la Const. federal. — (2) Arta. 51 en sus incisos 
3.^ y 4.® de id. y 2.^ del CÓ4. Jud.— (3) Art. 1,750 del citado Oód. 



CAPITULO II 



DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL ESTADO. 



Bbsttmbx. — 1.^ Personal de la Asamblea; su reunión ordinaria y formali- 
dad que se'exige para la celebración de sus sesiones.— 2.^ Sus atribucio- 
nes constitucionales como Tribunal de justicia ; lo que debe contener el 
auto que dicte admitiendo una acusación.— -3.^ La acusación 'se propone 
por un Fiscal que ella misma elige de su seno. 

1.0 — ^La Asamblea legislativa se compone hoy de cuarenta y 
tres Diputados que elige directamente el pueblo del Estado en los 
diferentes círculos electorales creados por la ley y con las forma- 
lidades establecidas. 

Se redne en la capital el día 1.° de Octubre de cada afío, y 
podrá también reunirse en otro lugar, según la desigDación que se 
haga en el decreto de su convocatoria dictado por ella misma 6 
por el Gobernador del Estado. Para abrir y continuar sus sesio- 
nes ordinarias 6 extraordinarias se requiere la concurrencia de la 
mayoría absoluta de los Diputados electos (1). 

2.° — Son deberes de la Asamblea constituida en Tribunal : 

1.° Declarar con lugar á formación de causa, decretar la sxis- 

{)eDSÍón y entregar el acusado al Juez competente cuando por de« 
itos comunes se proceda contra el Gobernador y los Secretarios de 
Estado, los Magistrados del Tribunal Superior y el Procuradorxiel 
Estado, en los casos determinados por la ley ; y 

2.° Conocer en las causas de responsabilidad contra el Gober. 
nador y sus Secretarios, los Magistrados del Tribunal y el Procura- 
dor, y decretar la suspensión de estos funcionarios, por mal desem- 
peño en el ejercicio de sus funciones. 

Cuando la Asamblea ejerza la primera de estas atribuciones, en 
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el auto en que se admita la acusación declarará con lugar al se- 
guimiento de la causa expresando el artículo violado de la ley 
penal. Después de dictar la suspensión del acusado, mandará pa- 
sar el proceso, junto con el funcionario suspendido, al Tribunal 
Superior para la prosecución del juicio correspondiente (2). 

3.*^ — ^La Asamblea legislativa puede acusar por medio de un 
Fiscal degido de su seno, á los funcionarios en cuyas causas cono- 
ce ella misma conforme á las prescripciones constitucionales (3). 



NOTAS DEL CAPITULO H. 

(1) Arts. 16, 17, 19, 20, 23 y 37, inciso 5.° de la Oonst.; 1 °, 2P y 4.° 
del Acto constitucional de 1876 y 4.° de la ley 11 de 1874. Con el nuevo 
censo que se está formando de la población del Estado, se aumentará el 
número de los Diputados — (2) Art. 40 de la Oonst.; 1,732 á y 1,736 del Cód. 
Jud. Intióndase respecto de ía Asamblea lo que en estos arts. se dice con 
referencia al antiguo Senado del Estado. — (3) Art. 46 de la Oonst. 



CAPITULO III 

DE LA OFICINA GENERAL DE CUENTAS. 

Besimen. — 1.° Nociones generales. — 2.° Organización y residencia de la 
Oficina ; nombramiento de Contadores, su posesión y período de sus fun- 
dones ; cómo se llenan sus faltas absolutas y temporales ; sus renuncias, 
excusas y licencias ; garantía de inamovilidad durante su período ; quién 
reemplaza al Presidente ; del Secretario y demás empleados de la Oficina. 
3.*^ Funciones de la Oficina ; ningún otro Tribunal conoce y decide en 
negocios de cuentas nacional es.--4.° Atribuciones y deberes del Presiden- 
te. — 5P Las atribuciones de los Contadores. — 6.® Los deberes del Secre- 
tario y demás empleados ; quién suple las faltas del Secretario y quién 
las del Oficial mayor ; deberes especiales del Jefe de Sección. — TP De 
las recusaciones. — 8.^ De la responsabilidad de los Contadores. — 9.*^ Sala 
de apelaciones ; cuándo se nombran Contadores ad-hoó ; funciones de la 
Sala y salvamento de los votos. 

1.° — El Código Fiscal tiene por objeto reunir metódicamente 
lat reglas que deben observarse en la organización, dirección y 
adninistración de la Hacienda nacional. En el sentido más estricto 
déla palabra, por Hacienda pública se entiende el caudal que la 
líición suministra al Gobierno para satisfacer las cargas del Esta- 
da como lop servicios de los empleados, la deuda nacional y las 
oVas públicas. En un sentido más lato comprende todo el Código 
Fiscal de la Nación ; todas las leyes relativas ^ la fijación de los 
presupuestos, á la contabilidad, á la naturaleza, distribución y 
colro de los impuestos y rentas, al carácter, número y funciones de 
losagentes de la autoridad en los ramos administrativos. El Có. 
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digo la deñoe diciendo que es el conjunto de los bienea, rentas, 
contribueiones, derechos y acciones pertenecientes al QolierDO de 
la Unión colombiana; y aunque suelen emplearse en la le^slaci6a 
federal y en los actos de los funcionarios públicos como siaócimas 
las palabras Fisco, Erario, Tesoro, Arcas ó Cajas naoioaales y 
Hadenda nacional, se emplea esta última más propiamentd en la 
acepción que le da el Código. 

La suprema dirección y administración de la Hacienda fública 
corresponde al Poder Ejecutivo, quien procede para ello sejun las 
reglas que se establecen en dicho Código y en las demás leyefede. 
rales. La administración es activa y pasiva. La primera se ejerce 
por medio de los directores y recaudadores, y la segunda pir me- 
dio de los liquidadores, ordenadores y pagadores. Son directores 
los Secretarios de Estado, á cuyo cargo están los diversos de^rta- 
mentos de Hacienda, y son liquidadores y ordenadores los iemás 
funcionarios á quienes, por circunstancias especiales, tiene á bien 
el Poder Ejecutivo hacer delegaciones. Los recaudadores r los 
. pagadores que por cualquier motivo recaudan, invierten, maiejan 
ó administran fondos públicos, se llaman responsables del Era- 
rio (1). 

La estructura jerárquica del servicio administrativo es portan- 
to una de las partes más importantes de un Código Fiscal, y de lada 
aprovecharía que las contribuciones fueran moderadas y suaves y 
que estuvieran bien distribuidas si su administración absorbiera xna 
parte desproporcionada de los ingresos. La sencillez, como basede 
la claridad, del orden y de la celeridad en la marcha, es una ie 
las condiciones vitales de una buena organización administrati^. 
Es ya una verdad vulgarizada que mientras más se multipliquai 
los resortes de la administración más se embaraza su acción y mis 
se obstruye el curso de los negocios. 

2.® — ^La Oficina general de Cuentas es un Tribunal Suprem) 
en su linea y único en su clase, á quien se ha confiado el examei, 
la aprobación y fenecimiento de las cuentas de la administracioi 
de la Hacienda nacional. Eeside en Bogotá, y asume el doble ci- 
rácter de judicial y gubernativo, por cuanto ejerce una jurisdiu 
ción privativa exigiendo la responsabilidad en que incurren 1« 
administradores de caudales públicos, y desempeña otras funcione 
que son de gobierno ó puramente administrativas. En este segunó 
concepto usa de los apremios que correspondan contra los qie 
resisten ó rehuyen la presentación de cuentas y pago de sus alcai- 
ces después de apurados los trámites establecidos, y corrige y 
castiga las faltas cometidas en la contabilidad. 

Esta Oficina se compone de siete Contadores que nombra J 
Congreso por mayoría absoluta de votos. Toman posesión de sa 
destino el 1.° de Julio siguiente á la elección, ante el Presidente <e 
la Unión, y desde esta techa comienza á contarse el período te 
cuatro afíos señalado para el ejercicio del cargo, pudiendo ser re- 
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kctos indefimdaiuente. Cuando alguno de los Contadoies nombra- 
dos no pudiere tomar posesión del destino el día fijado, lo popdrá 
en conocimiento del Poder Ejecutivo y de la Corte Suprema, para 
que ésta nombre el Contador interino, y si pasaren tres meses sin 
posesionarse el nombrado, el Poder !E2jecutivo declarará la vacante. 

Del mismo modo, las faltas absolutas de los Contadores, por 
muerte, destitución, renuncia ó cualquiera otra causa, las llenará 
interinamente la Corte Suprema en Sala de acuerdo, eligiendo 
á los que deban reemplazar á los cesantes, basta la reunión próxi. 
ma del Congreso, que hará nueva elección por el tiempo que falte 
para completar el período. Las faltas temporales por enfermedad, 
suspensión, licencia tí otro motivo semejante, las llenará el Conta- 
dor interino que nombre la misma Corte. 

Los Contadores nombrados por el Congreso pueden renunciar 
6 excusarse de admitir el destino ante el mismo Uongreso, y en su 
receso, ante el Poder Ejecutivo, y los nombrados interinamente 
podrán hacer lo uno ó lo otro ante la Corte Suprema. El Poder 
Ejecutivo es quien puede concederles licencias á los Contadores y 
demás empleados de la Oficina, hasta por noventa días en un año, 
y en estos casos dará aviso á la Corte para que haga el nombra- 
miento del interino. Pero cuando las licencias se pidan sólo por 
cinco días ó menos en un mes, podrá otorgarlas el Presidente de la 
Oficina. 

Los Contadores no pueden ser suspendidos en el ejercicio de sus 
funciones sino por auto que declare con lugará formación de causa 
de responsabilidad ó por delito que merezca pena corporal, previa 
la suspensión decretada por la Corte Suprema ; ni destituidos sino 
por sentencia ejecutoriada. 

La Oficina elegirá cada año, por mayoría absoluta de votos, 
uno de sus miembros para Presidente y otro para Vicepresidente, 
quien suplirá al Presidente en las faltas absolutas ó temporales. 
Tendrá, además, un Secretario, un Oficial mayor, un Jefe de sec- 
ción y dos Oficiales escribientes en la Secretaría, uno más para cada 
Contador y un Portero, todos los cuales son de libre nombramiento 
y reinoción de la Oficina (2). 

3.^ — Corresponde á la Oficina general de Cuentas : 

1.° El examen y fenecimiento en primera y segunda instancia 
de las cuentas que deben formar los responsables del Erario nacio- 
nal, empleados ó individuos particulares que por cualquier motivo 
recauden, manejen ó inviertan fondos, rentas ó caudales de la 
Nación ; 

2.° El examen y fenecimiento en las mismas instancias, de las 
cuentas que presenten las empresas á las cuales se les haya garan. 
tizado el pago de un interés sobre el capital invertido, ó un auxi- 
lio ó una subvención del Tesoro nacional, mientras no caduque el 
pago ó la garantía. Para los efectos de esta disp^ición, el Poder 
Ejecutivo designará precisamente á esta Oficina para el examen de» 
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I' V dichas' cuentas, cuando por los contratos respectivos lé corresponda 

^' á él hacer la expresada designación. 

f* • 3.° — ^El esclarecimiento de la verdad en todo' lo relativo al 

ramo de bienes desamortizados, á fin de saber con exactitud cuáles 

eran éstos >cuando se decretó la desamortización, el producto de 

-. .. estos bienes, y lo que de éstos mismos se haya ocultado ó haya 

pasado á poder de terceros sin las formalidades legales. 
, Ningún Juez ni Tribunal de la Unión podrá conocer ni decidir 

; ^ en negocios de cuentas nacionales, á no ser por recurso de queja 

ante la Corte Suprema, cuando se trate de exirir la responsabili- 
dad á los Contadores por mal desempeño en el ejercicio de sus 
y funciones, ó por apelación de los responsables ante la misma Corte, 

denlos autos definitivos de la Oficina de Cuentas, deduciéndoles 
alcances líquidos (3). 

4.° — Son atribuciones y deberes del Presidente : 
.' 1.° Dirigir los trabajos de la Oficina, llevar la voz en las co- 

• , municaciones que á nombre de ella se dirijan al Poder Ejecutivo, á 

V la Corte Suprema federal y á cualesquiera otros funcionarios ó 

empleados públicos, como también las que se dirijan á los particu- 
lares y responsables del Erario ; 

2.° Cuidar especialmente del cumplimiento de las disposicio- 
'. ^ nes legales, del reglamento económico de la Oficina, y de que los 

empleados de ella cumplan sus deberes ; 

3.*^ Imponer multas hasta de doscientos pesos por la primera 
vez, y después hasta de cuatro pesos por cada día de demora, á los 
responsables del Erario que no remitan en oportunidad las cuen- 
tas que son de su cargo, ó los informes y documentos que se les 
pidan ; 

4.° Examinar, glosar y fenecer bajo su responsabilidad, en 
primera instancia, las cuentas que le correspondan por el repar- 
timiento hecho ; 

5.° Distribuir entre los Contadores las cuentas de los respon- 
^ sables combinando la distribución de tal manera que al mismo 

tiempo que se consulte cuanto sea posible la división de ramos, 
tenga cada Contador igual trabajo, y fijando á cada uno un térmi- 
no prudencial dentro del cual deba examinarlas, que nunca podrá 
exceder de un mes para cada cuenta mensual, ni de dos meses para 
cada cuenta anual. En las que comprendan más de un año, fijará 
el término que á su juicio sea necesario para examinarlas ; 

6.° Apremiar con multas que no excedan de cuarenta pesos á 
los Contadores que no hubieren examinado las cuentas dentro del 
término legal ; 

7.® Conceder licencia hasta, por cinco días á los Contadores y á 
los demás empleados de la Oficina ; 

8.^ Pedir á las Oficinas, á los funcionarios y empleados públicos 
los informes y documentos que necesite para el despacho, los cuales 
no podrán negársele ; 
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9.° Excitar á los Presidentes y Gobernadores de los Estados 
para que compelan á los responsables nacionales de los respecti- 
vos Estados, á rendir las cuentas die su cargo, y á contestar las 
glosas que se hayan deducido en ellas, á cuyo efecto dichos Presi- 
dentes ó Gobernadores harán uso, si fuere necesario, de los apremios 
legales ; 

10. Hacer que se cobren ejecutivamente los alcances líquidos 
deducidos á favor del Tesoro, y las multas que se impongan á los 
responsables y á los Contadores, diligencia que puede cometer á 
cualquiera de los funcionarios que ejercen jurisdicción coactiva ; 

11. Dar aviso al Poder Ejecutivo para que disponga el reinte- 
gro á los interesados, en los términos establecidos, cuando los alean, 
ees que se deduzcan sean á cargo del Tesoro nacional ; 

12. Expedir los finiquitos de las cuentas fenecidas y cancela, 
das para dejar á paz y salvo á los respectivos responsables ; 

13. Tomar razón de todos los títulos que expida el Poder Eje- 
cutivo nacional ; 

14. Examinar y hacer custodiar los testimonios de las escritu- 
ras de fianza que otorguen para seguridad de su manejo I03 res. 
ponsables del Erario, informando á la autoridad respectiva ^e las 
faltas sustanciales que en ellas observe, para que * el responsable 
proceda á subsanarlas inmediatamente ; 

15. Pasar al Poder Ejecutivo los estados anuales de los traba, 
jos ejecutados por la Oficina, con expresión'del número de cuen- 
ÍBB examinadas y fenecidas durante el afío por cada Contador y por 
la Sala de apelación, de la época á que correspondan y de los al- 
cances deducidos á favor ó en contra del Tesoro. Este cuadro irá 
acompañado de una exposición en que se manifiesten los embara- 
zos que sufre en su marcha la Oficina y las reformas que en con- 
cepto del Presidente, deben introducirse para hacer más expedito 
y eficaz su procedimiento ; 

16. Visitar extraordinariamente por sí mismo, ó por medio de 
los empleados de los Estados ó de individuos particulares de su 
confianza, en cualquier tiempo, las Oficinas de Hacienda nacional 
y de contabilidad establecidas en la Unión, y cualesquiera estable- 
cimientos públicos que se hallen en cuenta corriente con el Tesoro 
nacional, ó que por cualquier motivo tengan en depósito, inviertan 
ó manejen fondos del mismo Tesoro. Dichos empleados é indivi- 
duos particulares estarán en el deber de informar sobre todos los 
puntos que tenga á bien interrogarlos el Visitador fiscal ; 

17. Pasar al Poder Ejecutivo copia auténtica de las diligencias 
de visita, la cual se publicará precisamente en el periódico oficial ; 

18. Dar cuenta al Poder Ejecutivo de los empleados que no 
rindan oportunamente las cuentas de su cargo, y de los que aun- 

3ue las rindan, dejen conocer en ellas mal manejo, para que sean 
estituidos (4). 
5.® — Son atribuciones propias de los Contadores: 
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1." Examinar, glosar y fenecer individ 

sabilidad, ea primera instancia y en el 

cuentas que lea distribuya el Presidente ¡ 

2,' Examinar y fenecer en segunda in 

acidn ó consulta, las cuentas que se h 

ninadas y fenecidas ; 

3.* espedir loa certificados y evacuar It 

ia por el mismo Preaidente, y suministr 

xija en los negocios que cursen en su ree 

1." Formar cuadros anuales sobre los ti 

gladoa al modelo que les dé el Presidí 

trado las indicaciones convenientes par 

trabajos y el mayor despacho en sus funí 

5/ Lleyar loa registros de recibo y entn 

área á su sección, y los libros que dispoi 

'or claridad en los asuntos que cursen po 

6.' Cumplir con los demás deberes y ejei 

que lefl atribuyan loa otros Códigos y las 

7.* Aaifitir diariamente al despacho por 

il día, con excepción de los domingos, el 
Viernes santo ; 

i.* Consultar con la Sala de apelación lo 

en en el examen de las cuentas, cuando 

5-° — Son deberes del Secretario: 

1." Autorizar con su ñrma los autos y r 

la Oficina en todos loa n^ocios de su 

icimientoa de primera y aegunda instanci 

2° Autorizar del mismo modo y cumpli 

08 y resoluciones del Presidente de la O 

S.° Llevar en su despacho por lo menos 
el primero, de loa documentos y cueut 

a Oficina ó remitidos por ella, anotando 

ía de su recibo ó entrega ; el segundo, t 

itos que se pasen á cada uno de los Co 

de su entrega, el término fijado por ( 

nen, y el día en que el Contador ha dev 

necimiento que lo liberta de la responsa 

Bniquitoa de cuentas que se espidan á 

rio ; y el cuarto, do los títulos que espic 

s empleados y pensionados, cuyos sueldos y pensiones deben I 

irse del Tesoro nacional ; m 

4. Expedir gratis las certificaciones que se soliciten por loa ^ 

Tesados, previa resolución del Preaidente; ^ 

^.° Llevar un registro, por Estados y por ramos, de las cuentas ^ 
deban presentarse á la Oficina, con expresión del responsable, _ • 

a fecha en que ae recibieron, de aquélla en que fueron glosa- 
notificadas las glosas y recibidas las contestaciones, y final- 
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mente con expresión del día en que se fenecieron las cuentas, del 
alcance que hubo en ellas j del finiquito, si se hubiere expedido ; 
6.° Recibir y entregar por riguroso inventario, y con interven. 
cí6n del Presidente de la Oficina, los muebles, expedientes, regla- 
mentos y demás titiles pertenecientes á ella, los cuales quedarán á 
8u cargo y cuidado al recibirlos ; 

7.° Cumplir, además, con los deberes que le imponga el regla- 
mento de la Oficina, cuidar de la economía, orden y aseo en ella, y 
de que los empleados subalternos llenen sus obligaciones. 

Las faltas accidentales del Secretario las suplirá ^1 Oficial ma- 
yor. El Jefe de sección llenará las faltas accidentales del Oficial 
mayor, y en defecto de éste las del Secretario. Sus obligaciones, 
así como las de los demás empleados subalternos de la Oficina, se 
determinarán por el reglamento económico de ella. El Jefe de 
sección llevará la cuenta de todas las rentas y gastos nacionales, 
incorporando al efecto, á medida que se vayan recibiendo, todas 
las cuentas de los responsables del Erario, y dará los informes que 
se le pidan, llevando la cuenta conforme al reglamento que dicte 
la Oficina (6). 

7.® — ^Los Contadores no están impedidos en ningún caso para 
conocer de los juicios de cuentas ; pero pueden ser recusados por 
las mismas causas por que pueda recusarse á los Magistrados y Jue- 
ees, según el Código Judicial de la Unión. El procedimiento para 
la recusación y decisión de ella será el mismo que se observe para 
la recusación de los Magistrados de la Corte Suprema y decisión 
de la recusación (7). 

8.® — ^Fenecida definitivamente una cuenta por autos ejecuto, 
nados 6 que causen ejecutoria, el Contador que la feneció en pri- 
mera instancia y los Contadores que hayan resuelto en apelación, 
quedan personalmente responsables por los derechos del Tesoro 
vulnerados con el fenecimiento, hasts|i cuatro años después de f ene- 
cida la cuenta. También son responsables ante la Suprema Corte 
por el mal desempeño en el ejercicio de sus funciones y según los 
denuncios que reciba del Presidente de la misma Oficina, del Po- 
der Ejecutivo, del Procurador general, ó de cualquier otro funcio- 
nario ó individuo particular. Toca á la Corte decretar la suspen- 
sión en su caso, y conocer en una sola instancia de las causas 
que se promuevan por responsabilidad. 

En consecuencia, la responsabilidad que por medio del juicio 
de cuentas, se exige á los responsables, tiene por objeto poner á 
cubierto el Tesoro de todo pago ó erogación ilegal, haciendo ente- 
rar por reintegro las sumas indebidamente extraídas de la Caja, 
así como corregir las faltas cometidas en lo que concierne á la 
contabilidad. Esta responsabilidad ea enteramente pecuniaria ó 
civil, distinta de la exigible por el Poder Judicial por delitos co- 
metidos. 

Pero cuando en el examen de la^^ cuentas encontrare el Tribunal 
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indicios de algtín delito de falsificación, malven 
otros cometidos por los empleados en el ms 
piiblicos, deberá remitir copia de lo conducen 
pétente. 

Tampoco conoce de las tercerías de domin 
pueden entablar k>3 interesados, ni de los ídcí< 
timidad de las fianzas, ni de cuestiones que tet 
declaratoria de derechos civiles. La retjolucii 
contradictorios tiene que ir á su centro propio ' 
Poder Judicial, 6 sea á la jurisdicción ordinaria 
justicia son los depositarios do la acción de la 1 
vindicar ó restablecer los derechos. (8). 

9.°T-lJa Sala de apelación se compondrá c 
número que no hayaíi intervenido eo el examei 
caso de recusación legal de uno de elloa, se non 
Oficina uno 6 más Contadores ad-koc que deci 
tomándolos de los otros empleados principales 
dentes en la capital, 6 de las personas particu 
ella, y ninguno de los designados podrá excusa 
encargo, sino por impedimento legal comproba 
Bidente se halle impedido para conocer de la 
el Vicepresidente, y en caso de impedimento di 
que señale la suerte entre los Coatadores. Par 
ben Bustituir á los impedidos, no hay impedime 

La Sala examina las glosas, el fenecimieat 
tancia y las contestaciones producidas por el i 
formular nuevos cargos al responsable y pedi 
crea conducentes, tanto á dicho responsable coi 
doi que dict6 el auto apelado y á las dem& ' 
En el caso de que alguno de los Contadores q 
fuere de parecer contrario..al de la mayoría, p< 
exponiendo tos motivos en que funda su dictai 
eoibargo la resolución que acuerde la mayoríi 
extenderá en uo libro de salvamento de votos 
fiidente (9), 

NOTAS DEL CAPITDLO lU 
(1) Arta. l°,2.'',3.°, 1,228 á 1,231, 1,233 y 1,236 del 
viese rigiendo bu título 3.", capítulo 1.", libro 3," qnt 
ueral de Cnentas desde el l.°de Setiembre de 1873. 
2,901).— (3) Arte. 1,972 á 1,984 del citado Oód. y I." 
1680.— (3) Arts. 1,966 y 1,987 del id. 

En materia de cuentas el ahamíe líquido es la diferencia que resalta 
entre el cargo y la data contra el que las rinde. Guando de la comparación de 
las partidas del oargo y de la dat», y del reconocimiento de los documentoB- 
que justifican la iegiCimidad de unas y otras, aparece que el que laa presenta 
recibió más caudales que loa que da por iuvertidos, la cantidad de la dife- 
rencia representa el alcance. También lleva este nombre el importe de Im 
samas que al examinar las cuentas se rebajan por inadmisibles, por uo ha- 
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berse invertido en virtud de orden previa ó con Jas intervenciones y formali>. 
dades correspondientes. 

(4) Art. 1,988 del id. 

Finiquito es el remate de las cuentas ó sea la certificación que se da al 
Administrador de los bienes aprobando dichas cuentas y dándose por satis- 
fecha la Oficina del alcance que resulta de ellas. Esta palabra viene del ver- 
bo latino finiré que significa acabar ó extinguir, porque efectivamente el 
finiquito acaba y extingue la deuda. Puede ser general ó especial. 

Las glosas son notas 6 reparos que se ponen en las cuentas á algunas 
partidas de ellas. Esta palabra viene del griego y significa lengua. Denota 
también la explicación ó interpretación de un texto de oscura o dificultosa 
inteligencia. Algunos autores han llamado glosas á sus comentarios. 

Se denominan Cuentas corrientes las operaciones sucesivas entre dos 
comerciantes ó incjividuos cualesquiera, destinadas á recibir sumas también 
sucesivas hasta cortar las cuentas definitivamente. Cuando dos comerciantes 
tienen una cuenta corriente entre sí y cada uno, para las diversas operacio- 
nes que ejecutan, el punto de partida de la cuenta corriente del primero cons- 
tituye el crédito de la cuenta del otro y recíprocamente. Las cuentas corrien- 
tes llevan interés de pleno derecho ; y de la comparación del débito y el 
crédito de una cuenta de esta clase, resulta el saldo de ella. Se aplica tam- 
bién la frase antedicha á todos los créditos abiertos por los /Bancos á los 
particulares para los negocios que hacen éstos. 

(5) Art. 1,989 del id.— (6) Arts. 1,990 á 1,993 del id.— (7) Art. 2,062 
del id.— (8) Arts. 2,954, 2,055, 1,999 y 2,000 del id.— (9) Arts. 2,031 á 
2,034 del id. 



CAPITULO IV 

DEL TRIBUNAL DE CUENTAS DEL ESTADO. 

4 

Bbsumbn. — 1.^ Nociones generales. — 2.^ De la organización del Tribunal; 
nombramiento de sus empleados ; garantía que tienen los Ministros y el 
Secretario ; excusas y renuncias de dichos Ministros y sus licencias ; 
quién preside este Tribunal y quiénes visitan su Oficina. — 3.^ Funciones 
del Presidente.' — 4.^ Jurisdicción y deberes de los Ministros Contadores ; 
adjudicación de cuentas. — bP Deberes del Secretario y del Portero.— ^.^ 
Quiénes son Oontadores en primera y en segunda instancia ; quiénes lo 
son en los casos del servicio militar en campaña.-— 7.^ En qué consiste la 
mcórporación de cuentas y cuáles son las que deben centralizarse ; efec- 
tos de la incorporación en cuanto á la responsabilidad.— 8.^ Apremios 
que pueden decretarse ;i cuentas por tanteo.— «9.^ Guando se constituye el 
Tribunal en Sala de acuerdos. 

1.° — ^En el Estado constituyen la Hacienda pública, lo mis- 
mo que en .el orden federal, los bienes, rentas, créditos activos y 
cualesquiera otros derechos, acciones ó eventualidades que pue- 
dan corresponderle. Su direcci<^ suprema está á caigo del Poder 
Ejecutivo, y la ejerce por medio de los agentes creados por la ley 
conforme á las reglas establecida^ por el Código Fiscal. 

La unidad de cuenta, la unidad de Caja y la de responsabilidad 
son bases fundamentales en el sistema de la administración de los 
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intereses fiscales del Estado. La primera do estas bases comprende 
el principio en virtud del cual el Jefe de cada Oficina es el único 
responsable de cualquiera falta que en ella se note, salvo el dere- 
cho que la ley conceda al mismo Jefe para repetir por cualquiera 
fraude ó malversación comprobada, contra los respectivos subalter- 
nos ; y además el derecho que el Estado se reserva de repetir tam-. 
bien contra éstos en los casos de muerte, fuga ó insolvencia del Jefe, 
: / ♦ sus fiadores ó herederos; pero si hubiere dos ó más empleados de 

igual categoría en este caso, la expresada responsabilidad seráso- 
/;/; ' lidaria. La segunda base comprende el principio de que todos los 

Jy-^ caudales, manejados por la respectiva Oficina de Hacienda, deben 

; ' custodiarse en una sola caja, cuyo saldo lo demostrará siempre la 

existencia en dinero. La tercera denota que todas las operacioues 
x^'[ practicadas por las Oficinas de Hacienda deben describirse día por 

vvf ' día en un Diario general auxiliado por otros libros bien clasificados, 

^X para los pormenores que ocurran, sin que puedan contener ope- 

r^;- ' raciones que no hayan sido descritas por su valor íntegro en dicho 

Diario (1). 
;' Hay rentas especiales centralizadas y de aplicación precisa que 

f administran y distribuyen ciertas Juntas ó Corporaciones y algu- 

, nos funcionarios creados por leyes reformatorias, como explicare- 

;, mos más adelante. 

\ : ] 2.® — ^En la capital del Estado reside este otro Tribunal llamado 

de Cuentas porque se le ha confiado exclusivamente, como autori- 

; • dad superior, el examen, la aprobación ó improbación y el feneci- 

' ' miento de las que se deben presentar sobre la administración, 

\ recaudación é inversión de las rentas y contribuciones públicas ó 

pertenencias del Estado, y además, las relativas al manejo de los 
fondos municipales. Se compone el Tribunal de dos Jueces ó Mi- 
nistros Contadores de numero, que se denominan por el orden de 
a\x elección primero j segundo, y de un SecretaHo general, dos 
■ ; Escribientes, uno para cada Ministro ó Contador, y un Portero. Es- 

tos empleados son de libre nombramiento y remoción del Tribu- 
V' nal; pero en los casos de empate que resulte de las votaciones, 

^ , decidirá ó hará la designación correspondiente el Gobernador del 

Eistado.' Dichos Ministros son elegidos por la Asamblea Legislativa 

y duran en sus destinos por un período de cuatro afíos contados 

', desde que se posesionan ante la Gobernación, pudiendo ser reelec 

tos. El Poder Ejecutivo nombra los interinos en las faltas absolu- 

tas ó accidentales de los propietarios; pero en la próxima reunión 

^« de la Asamblea, ésta hará las elecciones que correspondan en pro- 

piedad. El Secretario tomará posesión ante el mismo Tribunal. 

^unque estos Ministros ó Contadores no gozan de una ilaamo- 
vilidad permanente y absoluta, elloí? no podrán ser suspendidos 
sino por auto del Tribunal Superior del Estado en que Fe declare 
que hay lugar á formación de causa por delito común ó de respon- 
sabilidad ; ni tampoco depuestos sino por sentencia definitiva. El 
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Secretario tiene las mismas garantías, pues no puede ser suspendido 
sino por auto de enjuiciamiento, ni removido ó depuesto, sino por 
sentencia ejecutoriada. 

Las excusas y renuncias de los Jueces del Tribunal de Cuentas, 
en receso de la Asamblea, serán resueltas por el Poder Ejecutivo. 
También podrá éste conceder las licencias que soliciten, que no 
pasen de tres meses en un año ; pero cuando pasan de tres días, se 
nombrará por el (xobernador el que deba sustituir al que se separa 
de la Oñcina. 

Uno de los dos Ministros será el Presidente del Tribunal, y 
alternarán entre sí cada año, c^sde el primero de Enero. La suerte 
hubo de indicar la primera designación que se hizo por el Secreta- 
río en presencia de los mismos Ministros ; y siempre que ocurra 
alguna vacante en la Presidencia, el sustituto 6 el interino nom- 
brado continuará desempeñando sus funciones hasta la terminación 
del período anual del propietario. 

La Oñcina del Tribunal no puede ser visitada sino por elGober. 
nador ó por el Procurador del Estado. El primero puede providen. 
ciar todo lo que juzgue conveniente para mejorar o activar el curso 
dé los negocios ; y ambos funcionarios promoverán el juicio de 
responsabilidad á que haya lugar por los abusos ó las faltas que 
notaren (2). 

3.°— Son funciones del Presidente : 

1.* Reglamentar el orden y Gobierno económico de la Oñcina, 
señalando las horas de despacho necesarias é imponiendo las obli- 
gaciones que estime convenientes para llevar ai corriente los ne. 
gocios ; 

2.^ Distribuir por turno riguroso entre las dos pla;&as los nego- 
cios que ingresen, computando para la equidad del repartimiento 
el número de días asignados para el despacho de cada cuenta ; 

3.^ Examinar si el Secretario cumple exactamente con sus de- 
beres, y requerirlo ó promover el juicio correspondiente si hubiere 
lugar ; 

4.* Ordenar la creación de nuevos libros en la Secretaría, para 
la adquisición ó conservación de datos claros y precisos sobi^ el 
curso de los negocios ; 

6.^ Suscribir las notas que se dirijan á los "responsables ; 

6/ Requerir al Poder Ejecutivo y Agentes respectivos para 
que compelan á los responsables á presentar la^ cuentas, pero sin 
perjuicio de los apremios que él directamente puede y debe impo- 
ner en nombre del Tribunal (3). 

4.° — El Tribunal de Cuentas ejerce una jurisdicción especial en 
el ramo de Hacienda, ó sea la facultad de administrar justicia pri- 
vativamente en materia de cuentas. Todos los empleados que tienen 
esta jurisdicción en el Estado y ' deberes impuestos por la ley 
para examinar y fenecer cuentas, y liquidar y deducir alcances, se 
designan, por lo respectivo á estas funciones, con la denominación 
general de Contadores. 10 



146 TÉr. V. TRIBUÍÍALBS Y JUZGADOS ESPEOIAIiES 

Las atribuciones y los deberes de los Ministros, Jueces ó Conta- 
dores del Tribunal de Cuentas, son : 

1.^ Reclamar la presentación de las cuentas si no se verifica en 
el termino legal ; . 

2/ Exigir los informes, aclaraciones y documentos que estime 
convenientes, así de los responsables como de cualesquiera otros 
empleados, corporaciones 6 particulares ; 

3.* Apremiar 6 compeler á los responsables con los objetos ex- 
presados y con multas hasta' de un peso por cada día de demora, 6 
de uno hasta cincuenta pesos á los que tengan el deber de rendir 
cuentas 6 examinarlas y no lo hicieren dentro de los términos le- 
gales, siempre que se trate de aquellas cuyo conocimiento les 
corresponde fenecer en última instancia ; pero para declararlos 
incursos serán oídos previamente por medio de un informe compro- 
bado en el termino de ocho días ; 

4.* Si no fueren suficientes los apremios, suspender al respon- 
sable moroso en caso de tener expresa facultad para ello ; ó si no 
la tuviere, solicitar la suspensión de quien pueda decretarla, pasán- 
dole los documentos conducentes para el enjuiciamiento ; 

6.* Presentar los documentos del caso al Ministerio público 
ó Juzgado competente para que se exija la responsabilidad que 
corresponda cuando en las cuentas Ó documento^' que examinen 
aparezcan indicios de mal manejo ó malversación de los caudales 
públicos, morosidad, negligencia ó cualquiera otra infracción délas 
leyes de parte de los responsables; 

6.* Examinar y fenecer las cuentas dentro de los términos, y 
expedir sin demora los finiquitos á las generales ; 

7.* Conceder las apelaciones que correspondan ; 

8.* Incorporar dichas cuentas con las suyas, si lo previene la 
ley ; pero esta incorporación debe hacerla inmediatamente que 
las fenezca y apruebe, sin demorar la presentación de las suyas; 

9.* Dar curso oportunamente á los pliegos de reparo que for- 
mule ó á las mismas cuentas cuando hayan de ser devueltas para 
su reforma, y reclamar las respuestas de las objeciones ó reformas 
de las cuentas ; 

10. Librar mandamientos ejecutivos por los alcances líquidos, 
en el caso de que tenga jurisdicción coactiva ; y en el de no tener- 
la, pasar la liquidación á quien deba hacerlos efectivos, dando 
cuenta á la Contaduría general ó Secretaría de Hacienda de los 
alcances deducidos para agitar su cobranza. 

11. Citar y obligar con multas hasta de cien pesos, para que 
comparezcan en su despacho á los responsables residentes en el 
lugar, á fin de que den explicaciones verbales y reciban las notifi- 
caciones ; 

Todas estas atribuciones y deberes les corresponden como á 
Contadores, respecto de todos los empleados úuyas cuentas deben 
fenecer; les incumbe además : 1.° Pasar á la Contaduría general, 



CAP. IV. TRIBUNAL DE CÜEKTAS DEL ESTADO 147 

áentrodel término fijado, todas las cuentas que fenezcan, con copia 
de los fenecimientos, para que sean incorporadas en la general. 
Cuando hayan sido materia de juicio, se esperará la ejecutoria, y 
se dejará copia de 16 referente á las glosas pi^ra los procedimien- 
tos ulteriores, enviando lo conducente en copia 6 en extracto para 
qaeno se describan las partidas no aprobadas ; 2.° Oir y decidir las 
apelaciones que interpongan los contribuyentes contra los Adminis- 
tradores por derechos ilegalmente deducidos ó céntralos ordenado- 
res por liquidaciones en que los acreedores se crean perjudicados ; 
3.*^ Dar al Pofier Ejecutivo todos los informes que les pida, y ex- 
ponerle líus faltaí», abusos ó irregularidades que adviertan al hacer 
el examen de las cuentas ; 4.° Visitar cada uno, en cada ano, un 
Departamento de Hacienda, con derecho á un viático de dos pesos 
por miriámetro. 

Segtín una ley reformatoria y adicional al citado Código, le toca 
al primero de los Ministros el examen y fenecimiento de las cuen- 
tas de aplicación especial, que son las de caminos, beneficencia é 
instrucción piiblica; las de los distritos, de los Tesoreros municipa- 
les y recaudadores de rentas, y p/or último, la*» concernientes á la 
guerra civil de 1876 y 1877. Al segundo le corresponden las del 
Administrador general de Hacienda y Administradores departa- 
mentales (4). 

5.° — El Secretario tiene los deberes siguientes : 

1.° Autorizar los auto» y providencias, y las certificaciones y 
copias que se expidan ; * . 

2.^ Llevar por lo menos tres libros, que serán : uno para anotar 
el día de la entrada, fecha en que se despacha y día en que sale 
cada negocio ; el copiador de notas' y el de recibos; 

3.0 Custodiar y mantener en orden el archivo, distribuyéndolo 
por Oficinas, meses y anos á que correspondan los documentos y for- 
mando un inventario que revisará cada seis meses para agregar los 
que nuevamente hayan entrado ; 

4.° Suscribir la correspondencia dirigida á las Oficinas de cuyas 
cuentas conoce el Tribunal; 

5.® Servir de amanuense á los Ministroíí y .^acar todas las co- 
pias que ocurran en los asuntos de oficio ; 

6.® Asistir diariamente á la Secretaría durante las horas sefía- 
ladas y ejecutar los trabajos que se le ordenen ; 

7.^ Hacer las notificaciones de los autos ó providencias á los 
resfwnsables que residieren en la capital; 

8.° Recibir y entregar por inventirioel mobiliario y útiles de 
la Oficina y mantenerlos con aseo y orden. 

Ei Portero mantendrá también aseados la Oficina y el archivo; 
cerrará la correspondencia y la llevará á las Administraciones de 
correos y demás oficinas ; y escribirá y hará las diligencias del ser- 
vicio público y económico que le ordene el Secretario (5). 

6.^ — Son Contadores en primera instaocia : 
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1.° El Administrador geDeral de Hacienda y lo 
res deparUmeotales respecto de las cuestas que deben preseotar 
loB recaudadores de distrito y agentes de Hacienda que dependan 
de ellos ; 

2.^ Las Corporaciones municipales, respecto de las pre&entadaa 
por los Tesoreros de los^distrítos; 

3." Los visitadores de las Escuelas públicas, respecto de los Ad. 
mioistradorea de loa mismos distritos que recaudan los fondos 
pertenecientes á la instrucción pública ; 

4." La Dirección general de caminos, respecto de los Tesoreros 
de las Juntas administradoras de caminos ; 

5." La Junta general de beneficencia, respecto de las cuentat 
que rindan las respectivas Sindicaturas ; 

Q." ElTribunaldeCuentas, respecto délas que deben presentar 
el Administrador general y los Administradores departamentales, 
la Sindicatura del Consejo íiecal de instrucción piíblica, la espresa- 
da Junta de beneficencia y la Dirección general de caminos. El 
Tribunal ejerce también las funciones de Contador en primera ins- 
tancia respecto de la cuenta del Presupuesto y del Tesoro. 

En segunda instancia son Contadores : 

1.° El Tribunal de Ouentaa, respecto de las cuentas de los Te- 
soreros municipales y recaudadores de los distritos en el ramo dfi 
instrucción pública ; 

2° El Tribunal Superior del Estado, respecto de las remitidas 
por el de Cuentas y que fenece este Tribunal en primera instaD- 
cia; y 

3." La Comisión l^islativa de cuentas, respecto del fenecimiento 
acordado en la del Presupuesto y del Tesoro (6). 

Para loa cauos del servicio militar en caoupsiía, son Contadores: 
los Comisarios de guerra respecto de las cuentas de sussubordina- 
doB, las que deben incorporar en las suyas ; el Intendente general, 
respecto de las presentadas por loa Comisarios y Habilitados de lea 
cuerpos, cuyaa cuentas le corresponda incorporar, y el Tribunal 
de cuentas, respecto de las de dicho Intendente y los Comisarios 
pagadores. 

En los juicios sobre las cuentns que acabamos de mencionar 
conoce de las apelaciones el Tribunal de Cuentas. Pero de las 
apelaciones en los juicios en que dicho Tribunal procede como 
Contador de primera instancia, conocerá el Tribunal Superior del 
Estado en Sala de tres Magistrados, como si se tratara de las in- 
terpuestas contra sentencias definitiyas en asuntos civiles, obser. 
vando, en lo demás, el procedimiento determinado en el parágrafo 
2.°, capítulo 7.", título 4.°, libro 2° del Código Fiscal (7). 

7.° — La incorporación de cuentas consiste en la centraliz»- 
ción de ellas que ejecuta el encardo de examinarlas y fenecerlas 
en primera instancia, para el efecto de formar una general y com- 
prensiva de todas las presentadas, la cual debe pasar al cococi. 
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miento del superior jerárquico inmediato en grado, también para 
su examen y fenecimiento. Deben incorporarse 6 centralizarse : 1.^ 
por la Dirección general de caminos las cuentas mensuales de las 
juntas particulares del ramo dependientes de ella, para poder pre- 
sentar la suya general ante el Tribunal de Cuentas; 2,^ Por la 
Junta general de beneficencia las rendidas mensualmente por las 
Sindicaturas de su dependencia, con el mismo objeto; y 3.° En 
general, todas las cuentas de los recaudadores relativas á rentas de 
aplicación especial, á las municipales y demás de Hacienda, para 
los efectos expresados. En consecuencia, todo empleado de Hacien- 
da que incorpore en sus cuentas las de sus subalternos que deben 
examinar y fenecer, desde que las incorpora sin glosarlas se hace 
responsable de las operaciones ilegales y de los errores que ellas 
contengan contra el Tesoro, en la parte incorporada sin reparos, 
quedando libre el empleado que las rindió, aun cuando no se 
haya extendido el respectivo finiquito (8). 

8.°— Los Ministros del Tribunal, según hemos visto, pueden 
estrechar á los responsables en vía de justicia á que presenten sus 
cuentas por medio de multas, pero antes de la imposición de estas 
pueden emplear los requerimientos conminatorios. Pueden también, 
en ciertos casos, decretar la suspensión de los empleados obligados 
á rendir cuentas, ó proponer al Gobernador la destitución de los 
mismos, y aun ocurrir á la formación de oficio y por tanteo de las 
cuentas atrasadas á cargo y riesgo de los responsables que hayan 
sido apremiados y de sus fiadores ó herederos de aquéllos, sin per- 
juicio de la causa de responsabilidad contra los renuentes, de cuyas 
operaciones se encargará el Contador que designe el Presidente del 
Tribunal ó la persona hábil al efecto que éste elija, para lo cual se 
tendrán presentes los documentos que existan, y servirán de base 
las cuentas anteriores y posteriores á la que se forme, si las hubie- 
re. El Presidente graduará el honorario, que corresponda por esta 
comisión, con cargo ejecutivo contra el responsable, sus fiadores ó 
herederos. 

De la misma manera se procederá si por muerte ó ausencia del 
responsable ó por cualquier impedimento físico legal no se obtu- 
viere de él la formación ó presentación de sus cuentas (9). 

9.° — El Tribunal se constituye en Sala de acuerdos, eo los casos 
siguientes : 1 .° Si pasado un afío después del día en que haya debido 
ser presentada alguna cuenta, no.se hubieren tenido los medios sufi- 
cientes para formarla por tanteo, caso es el cual dictará el Tribu- 
nal, en dicha Sala, como alcance líquido á cargo del responsable ó 
de sus fiadores o herederos, en su caso, todo el que resulte á juicio 
del mismo Tribunal, deduciendo únicamente los sueldos de los 
empleados y gastos de material de la oficina á que se refiera la 
cuenta en el tiempo que ella abraza; 2.° Cuando se deduzca un 
cargo por algún gasto á consecuencia de un decreto ó resolución del 
Poder Ejecutivo, diferente de la orden de pago que el Tribunal de 
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Cuentas jii^ue ilegal. En este caso las obaer 

al Secretario responsable para que dé rus expL , _, ^ 

tadas éstas serán considerada^ por el Tribunal, en la misma Sala, j 
ai 00 las estimare satisfactorias, pasará el expedieute al Tribunal 
Superior del Estado para que decida «obre el asunto y deduzca el 
alcance ií que haya lugar (10). 



NOTAS DEL CAPITULO IV. 

(1) ArtB. I." y 2.° del Cód. Fisc. j I.'' de la ley 7.* de 1860. Algonu 
disposiciones de este Oód. empezaron á regir desde el 20 de Febrero da 1851) 
j las restantes desde el l.'^de Agosto del mismo año, según el doci'eto ejecu. 
tivo de 20 de Julio anterior, como aBiJuisrao las de los demás Códigos pa- 
blicsdae en el tomo primero de la colección formada (Gaceta de CundvM- 
roaríanúm. 81.)— (2) Arts. 497 á 504 del Cód. ; 2.°j 3 ° de la ley 14 de 1879; 
8." j- 15 de la ley 7.* de 1880. Esta Isy derogó la 5.' de 1878 y las demí» 
disposiciones que le fueran contrarias. Bntendenos por esto que ha sido 
restablecida la Oñcina de la Contabilidad general, en la cnpl debe centiali- 
zarse la cuenta del Presupuesto y del Tesoro en períodos anuales, ha- 
ciéndose la incorporación de las cuentas remitidas por el Tribunal. Esta 
Oficina está bajo la inmediata inspección del Secretario de Hacienda. — (3) 
Art 505 del Cód.— (4) Arts. 489, 490 y 509 del Cód. ; 1.°, 4.o y 8." de I» 
ley 14 de 1879 y 34 de la ley 7.' de 1880. 

Esta ley, en sus artículos 7.° r 8,°, declaró qua las cuentas glosadas jper 
nobaberse legalizado los gastos hechos por anticipación, ó por habsrlo nido 
deapnés de los sesenta días de que trata el artículo 399 del Código, se fenece- 
rán BÍD cargo por este motivo, con relación ¿ las vigencias que hayan expirada 
á la feclia de su sanción, y que los alcances deducidos por las mismas cansas 
quedaban cancelados, aun cuando los fenecimientos hubiesen sido confirmadea 
por el Tribunal en segunda instancia, siempre que el gasto estuviere com- 
probado legalmente. 

(5) Arts. 507 y 508 del Oód.— («) Arts. 491 y 492 del Cód., reformado» 
por las leyes que dejamos citadas. — (7) Arts. 493y 494 dedicho Cód.y 33 da 
la ley 7,' de 18S0. — ^(8) Arts. 495 del Cód., y 17 k 20 inclusive de la ley 7,* ds 
1880.— (9) Arts. 21 á 24 de ¡a citada ley de 1880.— (10) Arts. 25 y 2Jdel» 
lej citada. Por al decreto ejecutivo número 516 sobre ta reglamentaciÓD de 
la Contabilidad, dado en ejecnción de In ley 2^ de 1877, los ordenadores no 
tienen la obligación de rendir cuentas. 



CAPITULO V 

DE LOS TRIBUNALES MILITARES DE LA UNIÓN. 

Resumen. — 1.° Nociones generales sobre el ejército y sobre la jurisdicción, 
la competencia y justicia militar; qué son delitos militares y quiénes 
son justiciables ante dicha jurisdicción. — 2.° Dependencia del Ejército ; 
esta dependencia no excluye el derecha á desobedecer ciertas órdeo 
inconstitucionales ó ilegales, — 3." Como y por quiénes serán juzgad 
los responsables de loa delitos cuyo conocimiento corresponda á di 
tintas jorisdicciones. — 1." Organización, y atribuciones de los Juzgados 
Tribunales militares; su diversa intervención en el conocimiento del 
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delitos militares. — 5.^ Composición de los Consejos de guerra ordinarios 
y de Oficiales generales ; los destinos de vocales son onerosos ; únicas 
excusas que se admiten y motivos únicos de impedimento ó recusación ; 
. lista de los que estón en capacidad de ser vocales. — 6.^ Otros empleados 
que intervienen en los procesos militares. — 7.° Autoridad de los genera- 
les en jefe y divisionarios. — SP De los auditores de guerra y sus fun- 
ciones.— 9.° De los Consejos de guerra verbales. 

1.® — ^La legislación militar, tan excepcional como es, descansa, 
sin embargo, en principios fijos y armónicos. £1 ejército, compuesto 
de los ciudadanos á quienes la patria ha confiado sus armas para la 
defensa interior ó exterior, es por esta razón ^ardián de las ins- 
tituciones, vigilante del orden y de la seguridad social. Deposi- 
tario de la fuerza pública, debe estar sometido á leyes especiales y 
aun á leyes severas para su conservación ordenada y permanente, 
para que pueda ser contenido dentro de sus justos líinites, más 
reducidos, sin duda, que los señalados á los individuos que forman 
el resto ó la parte desarmada de la sociedad, siendo imprescindible 
y de necesidad absoluta impedir que se disuelva por las volunta, 
des individuales, y prevenir, en consecuencia, las perturbaciones, 
los desórdenes y los abusos que desnaturalizarían la institución y 
que tendrían que contrariar su objeto y su interés. En virtud de 
estas consideraciones se les han asignado ciertos deberes á los indi- 
viduos del ejército, que no han sido definidos ni clasificados en el 
derecho común, y se han creado delitos que no son tales para los 
demás ciudadanos. Por esto también los Tribunales y Jueces mili- 
tares no extienden ni pueden extender su jurisdicción más allá de 
la órbita que les ha trazado la ley, esto es, no pueden extenderla 
más allá de las personas que constituyen la fuerza armada ni más 
allá de los delitos ó culpas que ha determinado y castiga el Código 
Militar. El ejército bien organizado é instruido resume en sí ó debe 
resumir todos los elementos civilizadores y científicos, y todos los 
gérmenes de virtud republicana en desarrollo creciente y desen- 
volvimientos sucesivos que en los tiempos modernos reclama el 
beneficio de la colectividad social y exige á la vez la gloria de la 
Nación que él representa. Un sólo espíritu y un sólo pensamiento 
debe ilustrarlo, animarlo, moverlo y dirigirlo en la realización de 
sus altos fines (1). , ' 

Muy amplios, en tiempos muy anteriores, fueron los términos 
á donde se extendían las facultades de la jurisdicción de guerra y 
marina. Tanto en lo civil como en lo criminal, ella alcanzaba no 
sólo á. los militares y marinos en servicio activo, sino á la mayor 
parte de los retirados, á sus mujeres, á sus hijos y familiares, y no 
solamente por delitos militares, sino por los comunes, y llegó á 
comprender algunos otros cuerpos privilegiados con el exagerado 
fuero atractivo (2). 

El fuero militar ha quedado, pues, reducido á sus precisos ó 
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indeclinables términos. El espíritu republicano dio en tierra con 
los fueros especiales que se reconocían por las antiguas leyes en 
favor de la clase militar y de otras clases también favorecidas, apli- 
cando un fecundo principio proclamado por la ciencia y la igual, 
dad ante la Constitución y las leyes patrias, — el de la Unidad de 
fueros 6 de jurisdicción. Los fueros de clase, en efecto, no tenían 
razón de ser : nacidos del privilegio y otorgados por el favor ó el 
capricho, fuente constante de desigualdad y motivo perenne de 
competencias y conflictos entre las autoridades que dificultaban y 
hacían imposible la buena administración de justicia, ellos caye- 
ron por odiosos y por contrarios á la conveniencia pública al con- 
tacto de las nuevas ideas y de las nuevas necesidades y al impulso 
saludable de las reformas que ellas traían consigo. 

La jurisdicción militar, por tanto, está circunscrita en cuanto á 
lo civil á la prevención de los juicios de testamentaría y abintesta- 
to de los militares y marinos muertos en campafía ó navegación ; 
entendiendo por tel preventsión las diUgencias necesarias para dar 
sepultura al finado, para la formación del inventario y depósito de 
bienes quedaütes, y para su entrega á los herederos ó interesados 
no habiendo contradictor, porque si hay oposición ó no se presenta 
el heredero instituido ó declarado judicialmente, en tales casos, los 
Jueces militares deben suspender toda otra intervención en el 
asunto y remitir sus actuaciones al Juzgado civil competente ; y 
respecto délos negocios criminales, sus facultades son mucho más 
amplias, como vamos á verlo. Por lo demás, dicho se está que ante 
la jurisdicción militar no se ventilan controversias y cuestiones de 
interés civil y privado, sino solamente las acciones públicas ó pe- 
nales que se dirigen contra las personas por delitos de que ellas 
son responsables ante esa jurisdicción, en orden al servicio militar. 
Por tanto, los Tribunales y Jueces militares no admiten acusacio- 
nes de partes en reclamación de indemnizaciones, sino los denun- 
cios dirigidos á la autoridad á quien le competa ordenar la averi- 
guación de los hechos delictuosos y hacer la convocatoria de los 
Consejos de guerra para conocer de ellos, si son de su competen- 
cia (3). 

Según lo expuesto, en nuestra organización federal no hay 
fuero militar en tiempo de paz, sino por delitos puramente mili- 
tares, y se entiende por delitos de esta clase los que se cometen con 
infracción de leyes militares, en asuntos del servicio ó dentro del 
cuartel. Todos los demás delitos ó culpas cometidos fuera de estos 
casos serán juzgados como comunes por los Juzgados y Tribimales 
civiles. Pero los delitos comunes cometidos por los militares en 
tiempo de guerra, desde que comienza el servicio de cam.pafía en 
el lugar ó lugares donde se encuentren, son también de la compe- 
tencia de la jurisdicción militar con aplicación de las disposiciones 
generales comunes ; á menos . que el Jefe de operaciones ponga los 
reos á disposición de los Jueces ordinarios con el sumario y las 



r 

r 



CAP. V. TRIBÜNAUBS MÜ/ITAKE» DE LA UNIÓK 153 

pruebas conducentes que las autoridades militares hayan practica. 
do. Si la importancia y celeridad de las operaciones no dieren 
tiempo para ocuparse en el juzgamiento de los delincuentes, en 
tales casos las autoridades políticas y judiciales deberán practicar 
los sumarios y ampliar las pruebas pasando el conocimiento de las 
causas á los Jueces ordinarios de la Unión (4). 

También pertenece á la jurisdicción militar en carapafía el 
juzgamiento de los empleados administrativos, y de los asimilados 
á militares por delitos militares ó por los comunes, ó contra los 
Oficiales ú otros individuos de la fuerza armada, ó contra los 
prisioneros de guerra ; pudiendo pasar el conocimiento á los Jueces 
ordinarios. A dicha jurisdicción en campaña corresponde asimismo : 
1.° El juzgamiento y castigo de los espías ; 2.° El de los indivi- 
duos no militares que seduzcan ó intenten seducir la tropa para 
que deserte, conspire ó se pase al enemigo ; 3.*^ El de los que ro- 
ban ó compran clandestinamente, ó empeñan ó destruyen ó inutili. 
zan las armas y demás elementos de guerra, ó los víveres ; 4.® El 
de los que incendian ó tratan de incendiar los campamentos ó 
cuarteles, envenenan ó tratan de envenenar las aguas ó los víveres 
de que se proveen las tropas, siempre que no sean enemigos arma- 
dos. El sólo hecho de estar un individuo incorporado en un cuerpo 
ó destacamento, cualquiera quesea la irregularidad de su admisión 
al servicio, lo hace justiciable ante la jurisdicción militar, debien- 
do exigirse la responsabilidad á los que hayan dado lugar á la 
admisión irregular^ (5). 

En cuanto á la competencia de los Jueces y Tribunales milita, 
res, debemos agregar que ella resulta de la reunión de tres ele- 
mentos constitutivos, á saber : el hecho, la persona y el lugar. El 
hecho es en general el delito ó la culpa militar y en algunos casos 
un delito d una culpa de derecho común, ó bien una falta que se 
castiga correccionalraente. La persona 6 el autor del delito, es en 
general también, un militar ó asimilado á tal, y en ciertos casos, 
un individuo no militar. El lugar puede ser aquél donde se ha 
cometido el delito ó aquél donde el indiciado ó reo ha sido apre- 
hendido, ó aquél donde se encuentra el cuerpo de tropas ó destaca- 
mento á que pertenece el militar, autor del hecho. La incompeten- 
cia resulta, pues, de las tres cuestiones de hecho, de persona 
y de lugar: ella es la violación de las reglas de competencia, 
que se acaban de establecer (6). Así, la acción informativa de la 
actividad de la persona y la producción del hecho en el sentido ju- 
rídico, que es su resultante, en el lugar determinado, constituyen la 
competencia en la esfera de la jurisdicción militar, como la consti- 
tuyen asimismo en la esfera de la jurisdicción civil ordinaria ó 
especial de comercio en aquella refundida, los expresados ele- 
mentos. 

La justicia militar en su conjunto, tiene por base los mismos 
principios que la justicia penal de derecho común con las mo- 
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ones que la peculiar estructura del 

de su di§ciplina hacen necesarias ; peí 

■escripcionea positivas del derecho coi 

1 sea preciso resolver los casos no pre' 

contiene el Código Militar. La justic 

ido lo relativo á la jurisdicción de bus Jueces j Tribunales, 

minado las reglas del procedimiento : ella ha especificado 

tos y las culpas justiciables por infracción' de los deberes 

98 y sefialado las penas correspondientes para eu castí- 

tanto, esta justicia se administra y esa jurisdicción se ejerce 

ormidad con lo prevenido en dicho Código (7). 

—La fuerza pública de la Uni6n es esencialmente obedien- 

tiene facultad de deliberar, y depende en todo del Poder 

vo nacional. En consecuncia, ella estará en cada Estado á 

mes del Presidente ó Gobernador de él para los objeh» 

ios de que habla el artículo 18 ; pero en cuanto al eervicio 

operaciones militares depende directamente del Poder Eje- 

^ de la autoridad por cuya orden se deba hacer dicho serri- 

> abran 6 continúen dichas operaciones. La fuerza pública 

fues, las órdenes del Presidente federal y de sus agentes, 
caso, por conducto de los empleados militares con mando 
tablece el Código para la oi^anización que corresponda, 
bai^o de la obediencia pasiva que está obligada á prestar 
dene!< de sus superiores, comete el delito de alta traición si 
jeciere 6 se emplea en alguno de los casos siguientes : 
Cuando se le ordene derrocar el Gobierno de la Unión ó de 
Sstado ; 

Cuando se le ordene disolver ó impedir la reunión del Con- 
de alguna de sus Cámaras, 6 la Legislatura de algún Es- 

Cuando la orden es dada para impedir ó coartar las elec- 
) el libre ejercicio del derecho de sufragio á los ciudadanos ; 
Cuando se le ordene coartar la libertad de los Senadores y 
atantes, ó la de los Diputados á las Asambleas legislativas 
j)stados en sus deliberaciones y demás funciones constitucio- 
legales ; 

Cuando se le ordene atacar á los funcionarios públicos de 
\n ó de los Estados ó impedirles el libre ejercicio de sus 
íes. 

nilítar que obedeciere á su superior en cualquiera de los 
cpresados, quedará personalmente responsable y sujeto á las 
[ue designa la ley. Én los demás casos, siempre que baya 
de responsabilidad, será exclusiva del superior que ordene 
, á menos que el que haya cumplido la orden, pueda discer- 
a que es un delito lo que se ordena, caso en el cual no le 
de excusa la orden mencionada (8). 
—Cuando un individuo hubiere de ser jugado por varios 
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delitos cuyo juzgamie oto corresponda respectivamente á distinta ju- 
risdicci^n militar, eerá juzgado de preferencia por el delito que me. 
rezca mayor pena ; y si se trata de delitos cometidos por individuos 
no justiciables por la jurisdicción militar, y por militares ú otros 
individuos sujetos á ésta, todos los procesados deberán ser remitidos 
á los Jueces ordinarios ; lo cual sólo se refiere á las formalidades 
y trámites del procedimiento, pues en cuanto á la pena, ésta debe 
aplicarse con arreglo al Código Militar (9). Siempre la pena impo- 
nible será la señalada por el expresado Código. 

En concordancia con los principios que quedan enunciados, el 
Código Penal de la Unión declara exentos de responsabilidad cri- 
minal á los funcionarios públicos cuando no den cumplimiento á 
un mandato que constituya una infracción manifiesta, clara y ter- 
minante de un precepto constitucional ó legal. El principio, pues, 
de la desobediencia ó de la insurrecciÓD está sancionado por la le- 
gislación federal, como lo está también en la del Estado, según 
veremos. Dicho Código, que es el mismo que se expidió en 1837, 
pero con algunas reformas referentes á las penas," contiene en su 
artículo 404 una disposición tomada de este Código, que dice : 
"Será suspenso de su empleo ó cargo el que difiera ejecutar la 
orden superior aunque lo haga con pretexto de representar acerca 
de ella, excepto en los casos siguientes : , 

1.° Cuando la orden superior sea opuesta á la Constitución; 
2.° Cuando sea una resolución del Gobierno ó de otra autoridad 
obtenida evidentemente con engafío ó dada evidentemente contra 
la ley ; 3.*^ Cuando de la ejecución de la orden resulten ó se teman 
probablemente graves males que el superior no haya podido 
prever &c." 

Las leyes patrias con tales disposiciones recogieron las tradi- 
ciones legal9s de la legislación española. Una ley de Partida im- 
puso la obligación de " guardar al rey de sí mismo, no dejándole 
hacer cosa alguna que redundara en daño de su cuerpo ó de su 
linaje 6 de su reino, ya por medio de consejos ó ya por obras, y los 
que, añade esa ley, le dejaren errar á sabiendas, merecerán pena 
como traidores.*' Otra ley del mismo Código declara de ningún 
valor las cartas ó privilegios dados contra la fe, , contra las leyes y 
contra el derecho natural. La Novísima Recopilación estableció 
los mismos principios, pues una de sus leyes dispone que "si en 
nuestras cartas, así lo dice, mandáremos algunas cosas en perjuicio 
de partes, que sean contra ley ó fuero ó derecho, que la tal carta 
sea obedecida y no cumplida, no embargante que en ella se haga 
mención general ó especial de la ley ó fuero ú ordenamiento contra 
quien se diere ó contra las leyes y ordenanzas por nos fechas en 
Cortes." 

Esas garantías en favor de los derechos naturales han sido en- 
comendadas á los Tribunales de justicia en los Estados Unidos de 
América, si bien de un modo indirecto. Las leyes de este país 
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' ordenan á los Jueces que funden sus sentencias en los preceptos 
constitucionales aiítes que en las leyes comunes y que dejen de 
aplicar éstas si les parecieren contrarias á la Constitución. Los Jue- 
ees norte-americanos, pues, están facultados para no aplicar una ley 
que, por ejemplo, vulnerara el derecho de la personalidad ó el 
derecho de la ciudadanía en sus atributos esenciales, y por tanto lo 
mismo pueden hacer con respecto á cualquier decreto administra- 
tivo que afecte ó vulnere tales derechos. En las legislaciones euro- 
peas, con excepción de la española, que dejamos naencionada, no 
hemos encontrado disposiciones análogas ó de esta clase (10). 

4.^ — Los Juzgados y Tribunales militares componen cinco 
órdenes ó categorías jurisdiccionales, á saber: 1.° Los Sargentoí? 
Mayores ó los encargados del detall de los cuerpos ; 2.® "Los Conse- 
jos de guerra ordinarios ; 3.® Los Consejos de guerra de Oficiales 
generales ; 4.° Los Comandantes generales ó generales en jefe en 
su caso; y 5.^ La Corte Suprema federal. La jurisdicción, pues, 
para aprehender el conocimiento de las causas por delitos milita- 
res, sólo les corresponde á los mencionados Juzgados y Tribunales 
creados por el Código; La jurisdicción y facultades son temporales 
y limitadas á ciertos casos y circunstancias especiales. Por tanto, es 
prohibido á toda autoridad militar aprehender el conocimiento por 
delitos y culpas que no sean de su jurisdicción. Ellas deben entre- 
gar, en tales casos, á las autoridades civiles los sindicados, y del 
mismo modo reclamarán de ellas los delincuentes cuyos delitos y 
culpas correspondan á la autoridad militar (11). 

Los Sargentos mayores ó los encargados del detall conocerán en 
primera instancia de las caucas de los individuos de tropa por cual- 
quier delito que sólo tenga señalada pena de suspensión, de prisión 
ó arresto hasta por ocho meses ó un ano. Los Consejos de guerra 
ordinarios, tanto en campana como en guarnición, conocerán en la 
misma instancia de las causas militares que se sigan contra los 
individuos de tropa, por los delitos y culpas no comprendidos ante- 
riormente en la competencia de dichos Sargentos mayores ó encar- 
gados del detall. En los mismos términos conocerá el Consejo de 
Oficiales generales de las causas por delitos y culpas militares que 
cometan los Oficiales superiores ó inferiores del ejército, los em- 
pleados administrativos, los asimilados á militares y los particulares 
que sean de la competencia de la jurisdicción militar. Dictada 
sentencia por los Consejos de guerra se pasará la causa al Coman- 

. dante general y por su conducto se remitirá á la Corte Suprema 
federal. Al Comandante general ó General en jefe se consultarán, 
asimismo, todas las dudas que ocurran en el procedimiento que 
deba seguirse por dichos Jueces ó Consejos de guerra, quien deberá 
resolverlas previa audiencia ó dictamen del auditor (12). 

Es atribución >y deber de la Corte Suprema conocer en segunda 
instancia y dictar el fallo correspondiente en las expresadas causas 
sentenciadas por los Consejos de guerra de cualquier clase, sea en 
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tiempo de paz ó de guerra, siempre que conforme á las reglas de 
procedimiento h^ya lugar á los recursos de apelación 6 nulidad 
contra dichas sentencias, ó cuando estas resoluciones deban consul- 
tarse. Conoce igualmente de las causas de responsabilidad que se 
sigan á los vocales de los Consejos de guerra, en general (13). 

5.° — ^El Consejo de guerra ordinario se compoudrá de un Jefe 
y cuatro Oficiales inferiores que no pertenezcan á la Compañía del 
reo, debiendo preferirse á los Capitanes siempre que sea posible. 
El Jefe, que es el Presidente del Consejo, será el Comandante del 
Cuerpo de dicho reo, siempre que lo haya y pueda concurirr opor- 
tunamente sin detrimento del servicio ; de lo contrario se nombrará 
otro Jefe. 

Para el nombramiento de sus vocales, el Jefe del Cuerpo 6 el 
que haya de presidir, hará sortear los Oficiales inferiores constantes 
de la lista de que hablaremos en seguida, prefiriendo los Capita- 
nes, y en defecto 6 insuficiencia de éstos, los Tenientes ó Subte- 
nientes en los términos que diremos al tratar del procedimiento en 
estos juicios (14). 

£1 Consejo de guerra de Oficiales gei^erales se compondrá de 
cinco Generales ó Jefes superiores, ó por lo menos iguales en cate- 
goría al reo, siempre que no fuere impracticable ; y lo presidirá el 
Oeneral 6 Comandante en Jefe de las tropas, en todos los casos en 
que no se oponga el buen servicio ; pero si entre los vocales hubie- 
re Generales ó Jefes de mayor graduación ó más antiguos que el 
Comandante en Jefe, presidirá el más caracterizado ó más anti- 
guo(15). 

Para la formación de los Consejos se emplearán de preferencia 
respectivamente á los Generales, Jefes y Oficiales inferiores en 
servicio activo. En su defecto ó en casp de insuficiencia de &to8, se 
llamará á los retirados ó con letras de cuartel ó indefinidos y á los 
militares pensionados (16). 

Los destinos de vocales de los Consejos de guerra son onerosos 
y obligatorios. Los Oficiales nombrados para ellos pueden, por 
tanto, ser compelidos á concurrir con multas de cincuenta á cien 
pesos, y en caso de absoluta resistencia se les juzgará como cóm- 
plices ó auxiliadores. Solamente se admitirá como excusa legítima 
para servir el cargó, la enfermedad grave ó habitual, la edad de más 
de setenta anos, tener una comisión urgente, ó tener que desempe- 
ñar en el acto mismo un servicio extraordinario, todo plenamente 
x;omprobado á juicio de la autoridad que hizo el nombramien- 
to (17). 

Son únicos motivos de impedimento ó de recusación en las 
<>ausas militares : 1.° ^1 parentesco de consanguinidad dentro del 
cuarto grado, y de afinidad dentro del segundo grado, entre el vocal 
ó Juez y el procesado ; 2.° La amistad íntima ó la enemistad gra- 
ve entre los mismos ; 3.^ Tener interés directo en la causa ó ha- 
i)er sido testigo en el sumario, declarando sobre el hecho investid 
gado (18)* 
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En la Oficina del Estado Mayor general divisionario, de brigada 
6 de columna, el Jefe de ella deberá formar, desde que principie el 
servicio de campana, una lista de los Generales, Jefes y Oficiales 
que estén en capacidad de ser vocales de los Consejos de guerra, 
designándolas por sus nombres y apellidos, por. sus empleos y por 
la antigüedad de éstos. La lista sei^ publicada en la orden general, 
se mantendrá fijada en la puerta principal de la pieza de la Ofíci. 
na, y deberá tenerla presente el General en jefe ó Jefe de opera- 
ciones para hacer los nombramientos de vocales de los Consejos 
superiores (19). 

6.° — Además del Presidente y los vocales de los Consejos, 
intervienen en la formación y secuela do las causas militares, los 
funcionarios de instrucción y sus Secretarios, los fiscales acusado- 
res,, los defensores y los auditores de guerra. El procesado, los 
peritos reconocedores y los testigos, aunque intervienen, no lo 
hacen como empleados de la justicia militar. 

Son funcionarios de instrucción los Sargentos mayores, los en- 
cargados del detall y los Ayudantes de los Cuerpos ó Ayudantes 
generales. El Comandante del Cuerpo puede encargar la formación 
del sumario al Oficial que juzgue idóneo, en ciertos casos en que 
lo exija el servicio, y aun el Comandante mifimo puede practicarlo. 
Para las Compañías sueltas será funcionario de instrucción el 
Oficial que designe el Jefe de operaciones ó lo será el Capitán de 
la Compañía ó el Oficial idóneo que él elija. 

Los Secretarios son nombrados por los funcionarios de instruc- 
ción, y podrán ser.de la clase de tropa^ para los sumarios contra 
individuos de tropa, ó serán Oficiales inferiores, para las causas de 
que deben conocer los Consejos de Oficiales generales. Cuando un 
Ayudante general del Estado Mayor sea funcionario de instrucción, 
el Secretario será uno de los Ofigialea inferiores adjuntos ó emplea- 
dos de la Oficina, y en su defecto, cualquier otro Oficial de la mis- 
ma clase en servicio activo. Estos funcionarios o empleados pres- 
taran la promesa, bajo palabra de honor, de cumplir bien y fiel- 
mente los deberes de su cargo, y se extenderá la diligencia en el 
sumario. ^ 

Aunque por el artículo 471 d^l Código se da á los Sargentos 
mayores el carácter de fiscales natos en las causas contra los indi- 
viduos de tropa de sus Cuerpos, se debe procurar, siempre que sea 
posible, separar las atribuciones de fiscales ó acusadores de las que 
incumben á los funcionarios de instrucción, nombrándose para ejer- 
cer las primeras á un Jefe ú Oficial que haga de acusador en cada 
causa. Los fiscales acusadores prestan la promesa antedicha (20). 

6.° — Los Generales en jefe de un ejército ó divisionario» en 
campaña, además de los cargos extraordinarios propios del mando 
superior de las armas, tienen la facultad de exigir á los Comandan- 
tes, á los ingenieros de artillería, y al Intendente, cuantas noticias 
necesiten relativas al estado de los Cuerpos, material y recursos con 
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que se cuenta, y la de suspender de sus destinos á los Generales, 
tfefes y Oficíales que están á sus órdenes, cuando haya motivo f un. 
dado para ello ; y darán cuenta con los documentos del caso al Poder 
Ejecutivo federal, para que resuelva lo que tenga por conveniente. 
Pueden mandar juzgar á todos los individuos del ejército á sus ór- 
denes, con arreglo á las leyes militares, é imponer arrestos corree, 
dónales á los Oficiales, Generales y particulares^ hasta por tres 
días. 

Cuando dirijan la guerra, pueden también dichos Generales en 
jefe, independientemente del Presidente de la Unión, del Jefe Su- 
perior del ejército y de la armada, y por delegación expresa que 
reciba en sus instrucciones, promulgar los bandos que hallaren 
conducente» al buen servicio nacional. Uno de sus Ayudantes será 
su Secretario, que el General en jefe designará, quien autorizará 
sus decretos ó resoluciones como autoridad judicial, y lo mismo las 
copias que salgan de su archivo (21). 

7.° — En todo ejército en campaña debe haber un auditor ge- 
neral y en toda división, brigada ó columna, uno particular, cuando 
el Poder Ejecutivo lo crea necesario. Los auditores son nom- 
brados por el Poder Ejecutivo, y el General en jefe podrá suspen. 
derlos, dando de ello cuenta á la Secretaría de Guerra y Mari- 
na, con la comprobación de los motivos de su determinación. 
Aunque el Código les da el carácter de empleados administrativos, 
ellos son también funcionarios de instrucción, como hemos indicado, 
7 pueden ^.ííistir á la ejecución de las diligencias iniciadas por 
cualquiera otro funcionario. Son asesores, en todo lo relativo á los 
juicios militares, y por esta razón deben ser muy prácticos en el 
conocimiento del derecho, principalmente de la legislación crimi- 
nal, así de la coman como de la militar. 

El auditor pertenece al Cuartel general respectivo, en donde 
pasará revista, y sus deberes principales son dar su dictamen en 
todos los negocios que le pase el General ó Comandante en jefe, 
dentro del término que se le señale, y concurrirá á los Consejos de 
guerra. Deberá ser oido en todo asunto relacionado con la jüífti. 
cia militar sobre competencia de jurisdicción ó sobre la prisión ó 
arresto de los Jefes ú Oficiales. 

Cuando los auditores no tengan grado ó empleo militar, se les 
asimilará, en el decreto de su nombramiento, á Coroneles los au- 
ditores generales de ejército, y á Tenientes-Coroúeles ó Sargentos 
mayores, los de División, columna ó brigada, para el efecto de asig- 
narles sus sueldos y categoría militar. Los auditores generales 
tendrán un Secretario de su libre nombramiento y remoción con el 
empleo de Teniente ó Alférez ó asimilado á tal, y los particulares 
lo tendrán cuando lo determine el Poder Ejecutivo (22). 

8.0 — Los Consejos de guerra verbales, durante el servicio de 
campaña, juzgan los delitos^de traición, sedición, insubordinación^ 
cobardía y otros dé mayor ó igual gravedad, cuando á juicio del 
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General 6 Comandante en Jefe sea necesario adoptar procedímien. 
tos rápidos é instantáneos, sin interrupción alguna, para contener 
por este medio los excesos de la tropa, 6 para restaurar pronta, 
mente el orden turbado ó para corregir la inmoralidad del ejército 
con medidas enérgicas y extraordinarias. El General ó Comandan- 
te en jefe, llegado el caso, hará la declaratoria para la formación 
del Consejo, ordenará la prisión del reo y nombrará el fiscal como 
asimismo los vocales, que se reunirán inmediatamente en virtud 
de órdenes también verbales. 

Estos Consejos se compondrán de tres vocales ; á menos que la 
gravedad del caso y sus circunstancias exijan el ndmero completo 
de vocales, el mismo que tienen los ordinarios ó de Oficiales gene, 
rales, siempre que los haya en el lugar, sin inconveniente. Instala- 
do el Consejo con la concurrencia del auditor, si lo hubiere, se le 
notificará al reo que nombre defensor que asista á la sesión y á la 
práctica de las diligencias, cuyo nombramiento podrá recaer en 
cualquier Oficial franco, sea cual fuere su graduación y no podrá 
excusarse sino por impedimento físico (23). 

Expondremos en el libro 2.^ lo demás relativo á los procedi- 
mientos que se observan en estos juicios y en los que son del cono- 
cimiento de los otros Juzgados y Tribunales militares. 



NOTAS DEL CAPITULO V. 

(1) Arts. 1,365 y 1.357 del Cód. Mil. 

Este Código se puso en vigor el I.*' de Setiembre de 1881. Antes de su 
sanción los delitos cometidos en tiempo de guerra por individuos de la fuer- 
ea armada eran inzgados y castigados por los Consejos de guerra con arre- 
glo al tratado 5.^ de las Ordenanzas para el régimen, organización, disciplina 
y servicio de la Guardia Colombiana, en cnanto no se oponía á la Constitu- 
ción y leyes federales. Véase el artículo 69 del Código Judicial. Bsas orde- 
nanzas eran las españolas, reformadas por el general Mosquera y reimpresas 
por su orden en 1862, dada como Presidente provisorio de los nuevos Estados. 

(2) Por Beal resolución de 21 de Noviembre de 1795 en nada se alteró 
lo determinado por las leyes de la Novísima Recopilación sobre el fuero de 
marina que deberían gozar los matriculados, especialmente las leyes l,\ 3.* 
y 7.*, título 7.°, libro 6.° ; véase la Real orden de 20 de Agosto de 1806. 

El articulo 1,941 del Código Judicial de la Unión establece el ordenen 
que deben observarse las leyes sustantivas, en el orden federal, é incluye en 
su inciso 7P las pragmáticas, cédulas, órdenes, decretos y oxdenanzas del 
Gobierno español expedidas hasta el 18 de Marzo de 1808, que estaban vigea» 
tes bajo dicho Gobierno en el territorio que forma hoy la unión colombiana. 
La ley 67 de 1880 sobre marina nacional de guerra restableció el imperio de 
las disposiciones legales y ejecutivas que regían cuando se suprimió la ma- 
rina en 1867 : ella ha autorizado al Poder Ejecutivo federal para organizaría 
de nuevo bajo bases determinadas. 

Por servicio active se entiende el que prestan el ejército permanente y la 
marina, los cuerpos de la Guardia civil y cualquiera otra fuerza que dependa 
de la Secretaría de Guerra y Marina, organizada militarmente, mandada por 
Jefes militares y sujeta á las prescripciones del Código Militar, en cumpli- 
miento de todos los deberes de la milicia activa. 
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(3) Arts. 1,378 y 1,379 del C<5d.— (4) Arta. 1,360, 1,365 á 1,367 del id. 
(5) Arts. 1,368, 1,369 y 1,372 del id.— (6) TArts. 1,361 y 1,362 del id.— • 
(T; Arta. 1,356 y 1,358 del id.— (8) Arts. 22 á 26 del Cód. Mil. 

En la Constitución política dd Nueva Granada reformada por el Con- 
greso en sus sesiones do 1842 y 1843 se consignó en bu artículo 153 este 
precepto : '^ El objeto de lá fuerza armada es el de defender la independencia 
7 dignidad de la Bepública contra toda agresión exterior y mantener el orden 
constitucional y legal en el interior, obrando siempre bajo la dependencia y 
dirección del Poder Ejecutivo. Por tanto, bs esencialmente obediente 
Y lOJNCA DBLiBEBANTE." Poro siu embargo la Guardia ha estado deliberando 
en materia de elecciones y ha obtenido el triunfo de sus candidatos y ejercido 
poderosa influencia en la marcha de la administración pública, según las 
circunstancias y sus simpatías predominantes. No se puede olvidar y viene 
á nuestra memoria el recuerdo doloroso de que la Bepública ha presenciado 
escenas desoladoras en que los Batallones de la Guardia, obedeciendo órde- 
nes superiores, entraron á fuego y sangre á varios Estados para derrocar los 
Gobiernos establecidos, todo para arrancar un voto y ganar las elecciones 
presidenciales y satisfacer loa intereses de partido. 

Hace contraste en nuestra práctica republicana el ejercicio del derecho de 
sufragio por parte de los individuos de la fuerza armada con las prohibicio- 
nes impuestas á los individvos del clero católico, que no gozan entre nos- 
otros, aunque sean colombianos de nacimiento, de la ciudadanía activa, pues 
no son electores ni elegibles para los destinos públicos. A este extremo se ha 
llevado el principio de la independencia de la Iglesia ó de su separación del 
Estado. En otros países, en los cuales no se ha sancionado este principio y 
en donde por el contrario el Gobierno protege determinada religión y persi- 
gue ó no persigue los cultos contrarios ó disidentes, sucede lo mismo sin 
embargo en cuanto á la exclusión que se hace de los correligionarios no pro- 
tegidos. El Gobierno de Holanda ha apartado de los cargos públicos á los 
que pertenezcan á la Iglesia de Inglaterra ; el Bey de Baviera á los protes- 
tantes todos ; el Gran Turco, á su vez, á los cristianos, y, el Bey de A va á 
cuantos crean en la Unidad de Dios. Puede verse sobre el particular ó sobre 
las relaciones de la Iglesia y del Estado, lo que dice Lord Macaulay en sus 
Estudios políticos, traducción de Bender y edición madrileña de 1879. 

Gomo un correctivo de los desórdenes y desafueros á que nos hemos refe- 
rido ejecutados por la Guardia colombiana ^en estos últimos tiempos, y como 
Hna garantía para los Estados y los ciudadanos, y como medio de sostener, en 
consecuencia, el orden público general ó local, el Congreso en sus actuales 
sesiones (1882), acabado expedir la ley 20, por la cual se establece la Cons- 
titución civil de dicha Guardia. Según ella la aprobación del Senado es obli- 
gatoria en todos los nombramientos que haga el Poder Ejecutivo de Gene- 
rales en jefe. Jefes de Estado Mayor general, Comandantes generales &c., y 
dispone que cuando el Presidente ó Gobernador de un Estado tuviere moti- 
vos fundados para creer que cualquiera de los Jefes de la fuerza pública 
federal situada en el Estado, intenta cometer el delito de rebelión contra su 
Gobierno, podrá suspenderlo en el ejercicio de sus funciones dando cuenta 
al Poder Ejecutivo con los documentos justificativos, á ñn de que se le siga 
el juicio correspondiente ; que los Jefes, Oficiales y clases de los Cuerpos de 
la Guardia, que se hallen en guarnición en los Estados no podrán, mientras 
duren en servicio y un año después, enrolarse en las milicias de los mismos 
Estados, ni aceptar de sus Gobiernos ascensos ó recompensas extraordina- 
nos, so pena de quedar suspendidos ipsofacto y borrados de la lista militar; 
ni, por consiguiente, admitir nombramiento ó elección para destinos públicos, 
quedando de baja en el Ejército por el sólo hecho de su aceptación y con la 
pérdida de su grado ó empleo que hubiere estado sirviendo ; que dichos Je- 
fes, Oficiales y tropa no intervendrán en las elecciones del Estado ó Estados 
en donde residan en servicio activo sino para ejercer pacíficamente los dere- 
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ches de eaFragio ó para hacer efectiva la garantía de 
jnzgadoi j castigadoB por el Poder Judicial de la I 
á qnienee se lea pruebe que ban intervenido en laa 
la volnntad de los electores; y déla miamaiuanen 
hao concurrido ó intentado coucunrir á corromper 
TÍolación del mismo derecho por cualesquiera auto 
Libido el reclutamiento en tiempo de paz para la 
colombiana 7 ordenado que la fuerza pública al sei 
mará por contrato escrito de eu^nchamisulo, que 
forzoso cumplimiento para el enganchado, conform 
En censecuencia, los individuos que fueron obliga 
del Ejército nacional contra aa voluntad, ó sea poi 
que establece la ley, tienen expedito su derecho pai 
ridades judiciales respectivas el amparo de su liber 
7 dichas autoridades, previo juicio sumario, decret 
rán efectivo, pidiendo auxilio i las políticas del 
(Diario Oficial número 5,387;. 

(9) ArtB. 1,376 y 1,377 del id. 

(10) Parécenos oportuno traer aquí algo de lo 
nuestro concepto, expone el señor don Joaquín Ci 
Teoría del hecM jurídico individual y social, reape 
pilcada cuestión. 

" Befiéreae el derecho de no obedecer, dice, al 
glameotario del Estado oficial en su relación co 
neral. Las autoridades, ó sea, los Órganos del Bstai 
tud de una representación, no por poder propio, sin 
dad cuya voz llevan, y eu tanto son tales representi 
los fines de su instituto, en cuanto realizan la just¡< 
la función que están llamados á desempeñar; y la 
hecho jurídico prestando al fin racional los medios 
una actividad consciente y libre, y por tanto, respor 
uno de los momentos de sn obra. Nace de aquí, q 
como los subditos están obligados, no unos respecto 
otros respecto de los fines racionales que el derec 

que toda regla jurídica que atañe á loa dos, por los Qos na ae aar aieiitüd», 
aun cuando la iniciativa proceda de uno solo. Las reglas consiietnilinaritiB que 
el Ettado común expresa y produce en sus hechos, la aiitiiridad legislativa 
ó en sn nombre la judicial, ha de revisarlas, y si no las encuentra ['imformes 
á los principióos eternos del derocto, debe interrumpirles la posesión, perse- 
guirlas, corregirlas ó erradicarlas : las reglas legales ó de otro género, dic" 
tadas por el Estado oficial, ios subditos á quienes van dirigidas deben con. 
trastarlas en la piedra de toqus de su razón, y si encuentran que ni> es licito 
en conciencia obedecerlas sin infringir ó lesionar un derecho, si el fin que 
ellas ae proponen es malo, ó siendo bueno el Gu son mali>H Ine med¡i>s, es 
deber en ellos, cuando menos, suapendei' el cuinplimiento. El que obra la 
injusticia, injusto es : no cumple ei subdito con obedecer á ciegas y escudarse 
tras de la autoridad ; ni ante su conciencia ni ante la historia le exime de 
responsabilidad la circunstancia de que lo que hizo, le había sid . unlenado 
por nna autoridad i que la autoridad dejaría de serlo doitde el punto en qne 
pretendiese hacer de cada hombre nn autómata.... Lo que es contrario al sen- 
timiento natural del individuo ó á su diguidiid y decoro, ó » la ¡nb'griiliid de 
BU conciencia &□., no le es lícito obedecerlo." Este erudito y dintiiiguído f x- 
positor se limita en su obra ¿desarrollar alguna» conxideracioiiesdecaráiler 
práctico, por lo que ellas puedan contribuir á completar la teoría del hecho 
jarídico é ilustrar más tarde la doctrina acerca del denuao, en sus retaciones 
oon la facultad de obrar Ó con el dBrBi:ho de no obedecer, y. respecto de I» 
inobservancia ó inonmplimiento de drdenes supeiiores. 
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Bentham, á quien se cita en esa obra, lo mismo que á los demás autores 
que vamos á mencionar, dice que : ''no será lícito permanecer indiferentes 
entre la ley que ordena el mal y la moral que lo prohibe, y forzoso es exa- 
minar si los males probables de la obediencia son menores que los males 
probables de la desobediencia," reconociendo así los derechos del juicio indi- 
vidual, que en otro lugar rebate. Suárez, Qrocio, Vatell, Oonstant, Pinheiro 
Perreira y otros autores, aceptan el principia, el derecho de desobedecer ó de 
resistir las órdenes del superior cuando sean contrarias al derecho natural ó 
sean de una injusticia notoria y productoras de males irreparables. 

Este derecho puede ejercitarse por medio de U abstención ó de la resis- 
tencia tácita y pasiva, á cumplir lo ordenado injustamente, á satisfacer un 
impuesto desproporcionado y no general, por ejemplo, y por medio de reu- 
niones ó huelgas políticas y sociales. Creemos que no se debe apelar á las 
protestas violentas sino en el caso en que lo requiera necesariamente el dere- 
cho de la defensa. *' Deben evitarse por igual los dos escollos en que el 
subdito puede declinar." 

Como dice Cantú : " el sano juicio particular precede siempre largo tre- 
cho al común, y trascurre mucho tiempo antes de que las Academias, las 
Comisiones, ios Gobiernos, sepan tanto como un hombre," y como dice 
Costa : ** Sócrates tenía más razón que el pueblo que lo condenó á beb- r la 
cicuta; Graco vio más claro que la insensata plebe, bien pronto arrepenti- 
da, que le dio muerte; Alfonso X era más previsor que el pueblo que le 
exigió las tasas ; Colón sabía más que los Gobiernos que lo calificaron de 
loco, y Galileo más que los sabios de su siglo,- que lo condenaron por impío. 
Así, pues, agrega este ilustrado expositor de los hechos jurídicos, cuando 
los hechos han de ser obra de todos ó del mayor número, aquel individuo ó 
aquella minoría en quien primeramente se ha encendido la luz del ideal, lo 
anuncia á la sociedad, lo hace presente á.su pensamiento, procura desper- 
tar en ella la conciencia de su necesidad, que hasta entonces él sólo ha senti- 
do, é inspirarle la convicción del plan que ha ¿proyectado para satisfacerla. 
Por este medio viene á constituirse ese individuo en órgano de la sociedad ; 
y no se habrá echado en olvido que estos órganos pueden ser oficiales y ad- 
venticios. 

Véase la Revista general de legislación y jurispriuíeneia, tomo 55, páginas 
138 y siguientes. 

(11) Art. 1,381 y 1,388 del id. 

La Constitución federal, en su artículo 69, que ya hemos citado, determi- 
na que el Poder Judicial se ejerza por el Senado, por una Corte Suprema, 
por los Tribunales y Juzgados de los Estados y por los que se establecieren 
en los Territorios regidos por legislación especial y dispuso que los jui- 
cios por delitos y faltas militares fueran de la competencia del Poder Judicial 
de la Unión, esto es, de los mencionados Tribunales v Juzgados creados por 
dicha Constitución. Esta, pues, no hizo la creación de los Tribunales y 
Juzgados militares de que tratamos, ni dice que ellos* puedan ejercer la 
jurisdicción militar. De aquí deducimos que sólo debería ejercerse esa 
jurisdicción por los Tribunales ordinarios y los especiales de que trata la 
Constitución federal, como los únicos competentes establecidos por ella para 
administrar la justicia militar. En nuestro concepto, la cuestión que insi- 
nuamos es delicada y demasiado grave: hay un vacío que lloTiar y una ne- 
cesidad que satisfacer, y toca al legislador hacer lo uno y lo otro, reformando 
la Constitución en el sentido en que lo hizo la del Estado, la cual permite el 
ejercicio del Poder Judicial á ios Tribunales y Juzgados que establecieren 
las leyes. 

(12) Arts. 1,382 á 1,385 y 1,389 del id.— (13) Arta. I,3a6y 1,387 del id.— 
(14) Arts. 1,390, 1,391 y 1,399 del id.— (15) Arts. 1,392 y 1,393 del id.— 
(16) Art. 1,394 del id. — (17) Arts. 1,395 y 1,396 del id.— (18) Art. 1,397 
delid.— (19) Art. 1,398 del id.— (20) Arts. 1,400 á 1,402, 1,406 á 1,408 del id. 
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Es posible, 7 ha sncedido desgraciadamente, qi 
jefe en estado de gtierra una población, provincii 
sus bandos, los delitos cujob autores ; cómplices 
sejo ordinario de guerra, y se reserve el conocii 
estima por conveniente avocar, aun cuando se 
jurisdicción militar. Pero es principio de juriapru 
ampliar las facultades do las jurisdicciones cxcep 
dicna reserva debe reducirse á logslslítos q^ue afe 
publico y tengan carácter militar, j nunca extend 

(2U Arts. 824, 828, 829, 833 y 833 del id.- 
660 y 631 del id. 

La ley 28 do 1871 abrogó loa títulos, gradea y e 
qne el escalafón se formara con los Generales, Jefi 
la fuerza púlilica eu servicio ó comisión, equipará 
viles ; pero la ley 82 de 1877. en bu artículo 67, d 

(23) Arta. 1,522 Á 1,52» del id. Estas medidas 
tales medios de lepresión han sido siempre conder 
justicia. LoB Consejes de guerra verbales, han do; 
revoluciones políticas una memoria imperecedei 
condenatorios. 



CAPITULO VI 

i)E I.ÜS TRTBU.VALKS MILITARES 

fuerza pública y sobre su dependencia. — 2.° Qi 
cíóii militar en el Kstado ; organización y fon: 
Tribunales militares ; su jurisdicción, su com): 
especiales eu tiempo de paü ó en campaña. — 3. 
suB deberes principales ; su intervención en 
•i." SecretatioB y su posesión. — 5." De les Coiií 

1." — Componen la fuerza publica tiei E 
cuudinariiarqueses desde la edad de diez y 
ííesenta, organizados en uuerposi militares, ce 
del Código Militar ¡ y también de otros Esti 
Hana y los extranjeros que quierau tomar si 
za permaueute ó $n lu mílida cuando ¡"e le 
policía liace tarabiéu parte de la fuerza pá 
forme al Código de la materia, pero regidi 
militares eu cuanto iiquel Código lo dispongf 

Los objetos de la fuerza pública Bon li 
miento de la Coiistitueióu y de las leyes del 
ei apoyode las autoridndeí! ; el inantenimie 
y la protección de las personas y propiedad' 
objeto sostener la Constitución y las leyes f 
integridad é independencia nacionales (1). 

La fuerza pública en el Estado dependo 
cutivo : ella no tiene la facultad de delibera 
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obediente ; pero en operaciones militares no sólo t 
Gobernador y bub agentes, directa y respectivamente, 
autoridad por cuya orden se hayan abierto y continden 
raciones. Cuando sea llamada al Bervicio de la Unión 
del Oobieruo federal y de bus Generales, Jefes y agentes 

No obstante lo antedicho, la fuerza pública, aunqu 
obediencia pasiva, como sujeta ¿ las ¿rdenes de sus Gen 
y OEcialea, segán el caso, no debe obedecer las órde 
Tésenlos casos siguientes: 1° Cuando ee le ordene 
Gobierno constitucional de la Unión ; 2° Cuando se 
disolver 6 impedir la reunión del Congreso federal ó > 
blea legislativa del Estado ; 3.° Cuando se le ordene 
elecciones ó coartar de algún raodo el ejercicio del der 
fntgio ; 4.° Cuando so le ordene atacar á los función 
eos de la Unión ó del Estado, c impedirles de algún m 
ejercicio de sus funciones. Todo individuo de la fuerza 
obedeciere á sus superiores militares ó ú las autoridad^ 
len de abusar de ella, en cualquiera de los casos eí 
comete delito de alta traición y se hace responsaMe coi 
leyes. En los demos casos, siempre que haya motivo c 
bilídad por un acto ejecutado por orden superior, dicl 
bilidad será exclusiva del superior que ordene el acto ( 

2." — Tienen jurisdicción para conocer de las causa 

1." Los Sargentos mayores ó loa encargados del < 
Fiscales otZ-fi^c ; 2° Los Consejos de guerra ordinari 
Consejos superiores de guerra ; 4." Los Generales i 
Jefes de operaciones ó Comandantes de las tropas ; y 5, 
nal Superior de guerra del Estado. En tiempo de paz 
dante general, los Jefes militares, los Prefectos de 1 
mentos y el Poder Ejecutivo, pueden ejercer respi 
ciertas funciones eo las causas militares (3). 

El Consejo de guerra ordinario se compondrá di 
cuatro Oficiales inferiores que no pertenezcan ii la Co 
reo, debiendo preferirse los Capitanes, siempre que e9. 
ble. Es Presidente del Cousejo el mencionado Jefe 
Comandante del Cuerpo de dicho reo, si lo hubiere y 
ourrir : de lo contrario se nomhraríí otro Jefe. El Co 
rior de guerra se compondrá de cinco Generales, Jefes 
ó por lo menos iguales en categoría al procesado, si fu< 
y lo presidirá el General ó Comandante en jefe de la' 
todos los casos en que no se oponga al buen servicio, i 
prefereocia el de mayor graduación ó el más antiguo. 1 
superior de guerra para el conocimiento de las causas d 
el artículo 609, esto es, de aquellas sometidas en primera 
los Sargentos mayores ó encargados del detall, se compí 
Ministro del Tribunal Superior de justicia ; pero para las 
le corresponde decidir en primera instancia, se compoi 
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jperior de guerra de un M: 

y dos Generales ó 'Jefes i 

que esto sea practicable ; y para el conocimiento. de las 

irresponde decidir en segunda instancia, se compondrá de 

istrados del mismo Tribunal y un General ó Jefe. 

la compcsición y formación de los Consejos y del Tribu- 
uerra se emplearán de preferencia y respectivamentelos 
38, Jefes y Oficiales inferiores que estuvieren en servicio 
' en su defecto se llamarán de loa que estén con Ucencia 
la 6 pertenezcan á la milicia activa ; y ú falta de éstos á los 
i. Los destinos do vocales de los Consejos y Juez del Tribu- 
uerra son también onerosos y obligatorios en el Estado, y 
ales nombrados para ellos pueden ser corapelidos, en con. 
a, á concurrir y desempeñar sus funciones, con multas hasta 
enia pesos (4). 

u en el Estado disposiciones semejantes d las mencionadas 
ipítulo anterior sobre funcionarios de instrucción. Ellaa 
ornadas para el Código Militar de la Unión, 
de la competencia privativa de la jurisdicción militar los 
luramente militares que se cometan en cualquier tiempo, 
litos comunes que se cometan en campaña, por individuos 
s. La jurisdicción militar para el juzgamiento de los deli- 
lues puede delegarse, á juicio del Jefe de operaciones, y 
loy reos íí disposición de las autoridades ordinarias, con hs 
conducentea, en el caso de que así lo aconseje ó demande 
servicio, por la importancia de las operaciones y atencio- 
erentes eu el servicio militar. También, como en la "Unión, 
jetos ú esta jurisdicción los empleados administrativos por 
alonados delitos ó por los comunes contra los Oficiales i5 
iividuos de la fuerza pública ; pero puede igualmente ha- 
misma delegación en lo' relativo á delitos comunes, previa 
osión decretada por quien tenga facultad para ello, y para 

reo á la disposición de los Jueces ordinarios. El Intendente 
nisario superior que hiciere sus veces, no está sujeto áser 

por la jurisdicción militar. 

asimismo de la competencia de esta jurisdicción; el juz. 
o délos espías, el de los no militares que seduzcan la tropa 
on seducirla para que deserte, conspire ó se pase al enemi- 

de los demás que mencionamos en el capítulo precedente, 
competencias de jurisdicción eutre los Tribunales militares 
eces ó Tribunales ordinarios, serán decididas por el Tribu- 
erior del Estado, en Sala de acuerdo ; y cuando un indivi. 
liere de ser juzgado por varios delitos cuyo juzgamiento 
inda respectivamente á distintas j o risdi clones, será juzgado 
ífencia, como indicamos en el mismo capítulo, por el delito 
'ece mayor pena. 
¡I Estado se reputan por delitos puramente militares los 
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que están definidos en el título 4.° del Cádigo, y cualesq 
que Be cometan por individuos militares 6 por empleadc 
trativos de la fuerza pública, coutra las leyes militares lí 
na, ó con motivo del servicio militar (5). 

Los Sargentos mayorea ó encargados del detall 6 1 
ad-hoc que nombre la autoridad respectiva, conocerán t 
instanuia de las causas de los iudividuos de tropa por prii 
eióü en tiempo de paz, ó por cualquiera otro delito que 
sefialada pena de suspensión, 6 de prisión, ó ambas. De < 
conocerán' en segunda instancia los Jefes militares, do: 
biere, y en bu defecto, el Tribunal superior de guerra. 

El Consejo de guerra ordinario conocerá en tiempo de p 
las causas militares contra los individiIOB de tropa no e: 
antes, esto es, de las determinadas por el artículo 609; y ei 
de todos sin excepción ; y el Consejo superior de guerra t 
todo tiempo de las causas contra los Oñciales, contra los 
administrativos y contra los particulares que seau de ct 
de la jurisdicción militar. El General en jefe, el Comí 
jefe de división ó columna ó de operaciones en campafíi 
en segunda instancia dalas causas decididas en primí 
Concejos de guerra ordinarios; y además puede reforn 
tencias de los consejos superiores, en ciertos casos. 

El Tribunal Superior de guerra conocerá en primera 
instancia de las causas de responsabilidad que se sigan 
les de dichos Consejos, y al General ó Comandante en 
Juaa militar, y en segunda instancia, de las que se senté 
la piimera por los Consejos superiores de guerra y po 
Tribunal (6). 

3." — Los auditores son asesores de los respectivos C 
Comandantes en Jefe y de los Consejos de guerra en tod 
vo á procesos y juicios militares. Por tanto, el auditor 
debe ser práctico en el conocimiento del derecho y de la 
criminal del Estado, así de la común como de la milit; 
ser de reconocida ilustración y se ha de preferir siem] 
provisión de la auditoría, á los que hayan prestado servi 
oo-militares. 

Hay auditores generales de ejército en campaña y •■ 
asesores particulares. Ellos uo tienen jurisdicción propi 
ejercen la de las autoridades militares en quienes reside 
nes dependen en el desempeño ds sus cargos, en cuyo n( 
en el suyo han de encabezar las sentencias asesoradas. 

Los auditores pertenecen al cuartel general respacti 
de pasarán revista, y sus deberes principales serán: dars 
en todos los negocios que le pase el General ó Comanda 
dentro del preciso término que les sefíale, y asistir ind 
mente á los Consejos de guerra que les correspondan, s( 
la izquierda del Presidente, para aclarar con su díctame 
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ra duda que tengan los vocales. Los díct 
asesores se reduciríin en general á manij 
lidades el sumario ú si faltan diligeuciaE 
en au coDcepto presta mérito para eleva 
sa al reo ó á los reos, 6 si subsanadas ta 
des debe abrirse el proceso, y cuando se 
de las sentencias, dar su concepto, exprt 
condenación 6 aconsejando la absoluciói 
rio puede decretar de acuerdo con eldict 
del Ministerio público, 6 separarse de d: 
mer caso será responsable del decreto el 
será el funcionario que lo dictare. En lo 
vención de los auditores en Jos Consejos 
mos lo demás que corresponda al tratar 
sigue en estos juicios (7). 

4," — Todo funcionario de instrucción 
te con un Secretario. Para los sumarios 
tropa, los Secretarios podrán ser de esta 
Fiscales 6 los miamos funcionarios de ini 
conocen los Consejos superiores de gu( 
Oficiales inferiores, nombrados por la mi 
nombramiento de Fiscal, ó á propuesta c 
les sean funcionarios que tengan Secreta 
oficinas, como los Jefes militares ó Jefes 
con ellos sin más formalidad. Los Secre 
sesión, segiln la fórmula constitucional, i 
actos hayan de autorizar, y se estenderá 
mario respectivo (8). 

5." — En cam{mBa podrán jugarse ei 
les los delitos de traición, sedición ó in 
igual ó mayor gravedad, siempre que á 
mandante en jefe sea preciso este proced 
excesos de la tropa ó para restablecer la 
delitos graves cometidos por los individí 
con medidas extraordüiarias de energ 
Comandante en jefe tengan conocimient 
concepto deba juzgarse por estos Consejo 
ordenará la aprehensión del reo y nomb 
se reunirá inmediatamente por medio de 
Los Consejos de guerra verbales se cí 
que los ordinarios ó superiores respectivamente ; pero al námero di 
vocales prevenido por los artículos 615 y 616, se agregarán T 
más, siempre que esto sea posible, sin diferir su instalación. Ins 
lado con la reunión de sus vocales y con la concurrencia del i 
ditor, si lo liubiere, se notificará al reo para que nombre defi 
sor (9). 

Expondremos lo demás relativo á estos Tribunales y que per 
nezca al procedimiento, en el lugar que corresponda. 
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NOTAS DEL CAPITULO VI. 

(1) Arta. 1° j 2." del Cód. Mil. 

Los destinos es U fuerza pública Boa relativos á los empleos milit 
sobre todo á las claa«a genérícaa en que los divida el BTticulo 15; ] 
empleo y el destino son cosas distintas. El empleo es la giaduacióa « 
que un individao recibe en la milicia ó en la fuerza permaneote, j este 
lo adquiera de por vida, sinquepuedaBer privado de él sino por pena j 
Ó mediando las formalidades legales; jeídestino es el ejercicio del em 
el pneato militar á que es llamado el empleado, 7 dura Bolamente 
tiempo que lo requiera el servicio público. (Art. IB). 

(2) Arta. 3° á 7° del id.— (3) Arta. 607 j 809 del id.— (4) Arta 
ais del id.— (5) Arte. 601 á 606 del id.— (6) Arts. 609 á 614 del ii 
¿rtB. 344, 345, 649, 650, 66^ j 663 del id.— (8) Arts. 624 y 625 del i< 
Am. 651 & 684 del id. 



CAPITULO Vil 

DE LOS JOEAD08. 

B18IJUBM.— 1 .° Nociones general ea sobre lo que ee entiende por J 
origen de la institución j su desenvolvimiento jurídico, su cart 
sus objetos.--2.° De la organización de los Juradoa ; quiénes est 
madoB á serlo, j quiénes están impedidos abeoluta ó relativamenti 
Formación de las listas anualea ; el cargo de Jurado es obligatorii 
sorteados pueden ser compelidos Í desempeñarlo ; sorteos para lac 
sición de loe Juradea y recueacionea de éstoB.^4.° De qué cauaai 
litOB conocen los Jurados y cómo proceden .-^5.° Besponsabilidad 
Jurados y c4mo se les exige. 

1.° — ■Jurado es el ciudadano que no teniendo carácter pi 
en la mc^stratura es llamado ante el Tribunal ó Juez compt 
para declarar sí los acusados sometidos al juicio que se ceK 
BU presencia son realmente culpables de los hechos que se li 
puün, y se llama también Jurado á la reunión de cíuda 
constituidos en Jueces, en bu conciencia, que hacen esa declai 
bajo la fe del juramento que prestan, y de este juramento c 
les exige de desempeñar bien su encargo y de decidir ccmfo'¡ 
en concietieia, bo ha derivado la palabra (1). Se denomina . 
do, además, á una comisión nombrada en casoa excepcio 
siempre que, como por ejemplo, se trate de arreglar ó fijar 
demnizaciún que deba ser concedida cuando se decreta una e 
piacién segiín lo disponen algunas legislaciones, y según la nu 
cuando ae trata de revisar la liquidación de los derechos de ii 
ttwidn causados en las Aduanas y de ciertos casos de infracci 
las disposiciones del Código Fiscal, relativos al comercio exi 
pues en tales casos, conoce de las decisiones del Adminiatradí 
Jurado que se llama do Aduanas. Se da todavía este nom 
s encargadas de un esameu particular, tales como e 
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rodo de la exposioiÓD de los productos de 

para nombrar profesores para calificar c 
rías, para presidir las elecciones &o, 

Ed esta obra no trataremos más que c 
político y judicial. . 

Muy arduo sería, é imposible tal vez, el investigar y establecer 
con toda exactitud el origen de los Jurados, que en nuestra opi. 
nióu se pierde en las más remotas edades del mundo. En e! prin- 
cipio de las sociedades, cuando no formaban cuerpos de nación j 
carecían de leyes positivas, y aun después de esto, muy natural era 
ocurrir al juicio de los ancianos para la resolución de las cuestiones 

fia rticu lares y de interés 'público. £q Grecia los Eforos y loa He- 
iastos representaron el principio de la soberanía popular ea los 
juicios, y en Roma, en doude los Jueces eran patricios y despaés 
Senadores y caballeros, constituyendo un verdadero Jurado, presi- 
dido por UD alto Magistrado, que fallaba acerca de la cuestión de 
hecho, especialmente en materia criminal, se celebraban los juicios 

Eopularmente en los comisios por centurias y por tribus cuando ya 
)s Reyes habían sido arrojados de sus tronos y sustituidos por los 
Cónsules, hasta que decaído el predominio de los Gracos, en los 
tiempos de la dictadura de Sila, se sosegaron las insurrección® 
militares, y Dioclesiauo abolió la institución. En las sociedades pri. 
mitivas, el derecho fue siempre defendido por la familia, por la tribH 
y luego por la casta sacerdotal, depositarías de la administración 
de justicia, cual si fuera patrimouio de estas colectividades, y 
debemos notar que seguramente un instinto poderoso hubo de con- 
ducir á. la sociedad á la iniciativa é información del sistema demo- 
crático representativo (2). 

Entre los pueblos modernos, el Jurado se forma, como hemos 
indicado, de la reunión de los ciudadanos llamados momentánea- 
mente ante un Tribunal ó Juez para apreciar ciertos hechos que á 
su juicio se someten, y su origen, segán la opinión más uniforma 
de los autores, se encuentra entre la mayor parte de los pueblos 
germanos ; pero en Inglaterra es doude el Jurado ha venido á ser 
y á constituir una de las bases más sólidas del sistema judicial, 
donde su Jurado es el mejor sostén del equilibrio de los poderes 
públicos y de la robustez de sus costumbres. Probablemente que 
existía allí desde la época de los Sajones, dice Gregoire (3), y hón- 
rase con esta tutelar institución á Alfredo, habiéndose desarrollado 
especialmente en el siglo XIII. Así, en Inglaterra, como en todos 
los países donde la ley inglesa ha sido implantada, se recurre á los 
Jurados, lo mismo ea lo criminal que en lo civil. El Juez de paz, 
para- los asuntos de menor cuantía, los Jueces de los Tribunales Su- 
premos de Londres y en los de los Condados, para los asuntos de 
mayor importancia, reúnen un Jurado compuesto de ciudadanos 
que responden por medio de una declaración ó veredicto i lascuee- 
tioues que les son presentadas. En Francia, en medio de las a^ta- 
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ciones de su gran revolución, la ley de 30 de Abril de 1790 esta- 
bleció la institución del Jurado, pero sólo para los asuntos crimi* 
nales (4). 

Parece indudable, por tanto, que la institución se manifestó 
desde su origen como la representación de la comunidad civil y 
la eocamaciÓD, por decirlo así, de la soberanía del pueblo. En con. 
secuencia, ella es ó tiene que ser, andando el tiempo y á los impulsos 
del progreso moderno, el Tribunal por excelencia, de los pueblos 
libres y de los países cultos y civilizados. La institución es un ele- 
mento inseparable del sistema representativo, y en concepto de un 
jurisconsulto argentino, es eminentemente conservadora, porque 
aconseja al pueblo en el idioma de sus intereses propios, á respe- 
tar la ley y la autoridad, con esenciales condiciones de la conser- 
vación de los derechos á cuyo goce aspira (5). 

La institución tiene por objeto el acostumbrar á los ciudadanos 
á ejercitarse en los debates de la vida pública y prestarse unos á 
otros el servicio que cada uno se debe á sí mismo, vigorizar el sen- 
tido moral y legal en las cuestiones jurídicas y afirmar así en la con- 
ciencia el sentimiento de la justicia ; difundir, en fin, bajo estos 
conceptos, entre todos, el conocimiento del derecho, porque lleva 
á los ciudadanos á su aplicación práctica y á declararlo en los jui- 
cios. El sentimiento del orden y de la libertad, el interés propio 
bien entendido y el interés general, el sentido coman y el sentido 
jurídico, pueden contribuir, sin duda, á destruir la indiferencia 
perniciosa con la cual los ciudadanos miran el conocimiento y la 
obediencia á las leyes, y á conducirlos sin resistencia ni reserva al 
cumplimiento de deberes tan sagrados, por cuanto éstos son la me- 
jor garantía de sus derechos. " Una de las razones que justifican y 
motivan la institución del Jurado, observa el expositor español que 
hemos citado tantas veces, es precisamente garantir el ejercicio 
racional y justo del derecho de no obedecer : el Jurado no sólo deter- 
mina los hechos ó circunstancias de cada caso particular, fijando su 
naturaleza con relación al derecho y los medios con que ha de ser 
éste cumplido, ó en su caso reparado, sino que además procura 
evitar que el summunjus se convierta en summa injuria, con- 
cordar la ley en sus pormenores con la conciencia popular, y 
llevar la vitalidad de la costumbre y la flexibilidad de la opinión^ 
pública al seno de los Tribunales, para que no degenere en rígida 
y abstracta, que es decir en injusta, la aplicación de las leyes. Y 
esto sin distinguir entre las civiles y las criminales : al igual de éstas, 
ofrecen aquéllas á cada paso la necesidad de remitir la solución del 
caso debatido al arbitrio judicial, á causa de la complexidad de los 
hechos, que no caben en el molde siempre angosto de las leyes ; 
preséntanse otras en oposición con la justicia histórica y con las 
convicciones comunes de la sociedad, sea por alarde de arbitrarie- 
dad ó por defecto de conocimiento y de arte en la autoridad que 
las dictó, y se hace preciso el concurso del Jurado para que aprue- 
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-^1 be y legitime hechoa que tal ley hubiese c 

¿^ rídicos" (6). 

2.°-— Para fonnar el Jurado es neoeí 
¿ individuos, los cuales, para el ejercicio d 

al llamamieDto del Juez del Estado j de le-, 
\ coDocen de los asuntos criminales en Bogcf 

tntos cabeceras de circuito. Son llamados I 

Tiduos vecinos de dicha cabecera que reuní _ 
' tps saber leer y escribir y ser electores eit 

inscntos en las listas formadas por el TribS 
* poraciones municipales, como diremos. I^ 

ellos prestan se halla asociado al derecho j 

Clones de la ciudadanía política como si I 

objeto de un derecho político 6 de un carg j 

se exigen otras condiciones, ni la mayor ( ^ 
j dad ni un carácter especial ; pero la g 

' elección acertada que verifiquen dichas C 

tivameute limitado el número de los escoger ^¿-i" 

- para desempeSar dichas funciones. ^ "^^^ 

Para asegurar la mayor imparcialidad ¡i . 

preconcebidas, así como los intereses y los afectos que pudieran 
hacer ladear'con su influencia las deliberaciones, la ley ha estable- 
cido las incompatibilidades que vamos á esponer, teniendo ade- 
más en consideración ciertas circunstancias para determinarlas. 
Están impedidos para ejercer, el cargo de Jurados: 1." Los 
'." . que deapués de haber sido calificados 6 incluidos en las listas dejan 

s de ser vecinos; 2.° El Presidente de la Unión ó el Encargado del 

Poder Ejecutivo federal y los Secretarios de Estado ; 3.° El Go- 
^ ^. bernador del Estado y sus Secretarios, los Prefectos depártame ota- 

-^ les y los Alcaldes de loa distritos; 4° Los Senadores Plenipoten- 

ciarios y los Representantes, y los Diputados á la Asamblea legis- 
lativa, mientras gozan de inmunidad; 5,° Loa Jueces de derecho, 

- ' el Procurador y los Agentes fiscales, el Secretario del Tribunal y 
i los Secretarios de los Juzgados; 6.° Los militares en servicio aoti- 
.';. vo, ya sean de la fuerza nacional 6 ya de la del Estado, y 7-° Los 
.tr ordenados insaeria. Son también impedimentos para desempeSarlo 
O , en determinadas causas: 1." Ser procesado, acusador particular ó 

. - de los ofendidos por el delito ó culpa que se trata de castigar, ó 

.* pariente de alguno de los que quedan mencionados dentro del 

cuarto grado de consanguinidad ó segundo de afinidad; 2.° Ser 
defensor, ó haber sido testigo ó perito en el juicio, antes de que 
por consiguiente se verifique el primersorteo délos Jurados, siendo 
de advertir que esta prohibición no comprende á los testigos cuyo 

Í testimonio no sea de importancia ó sustancial en el afunto, ajuicio 

- del Juez del conocimiento ; 3." Ser ascendiente ó descendiente, ó 

hermano de alguno de los que hayan sido ya sorteados para ejercer 
■■ el cargo en el mismo juicio; 4." Ser marido de la acusada 6 ser 
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comensal, amigo íntimo, enemigo capital, socio, deudor ó acreedor 
de alguno de los acusados ó del acusador. Por último, están impe- 
didos para ser jurados y exentos de sus funciones, así como de todo 
empleo oneroso ó servicio militar, no sólo los miembros de la co- 
misión permanente de caminos, compuesta del Gobernador, Secre- 
tario de Hacienda, el Procurador y los Diputados á la Asamblea, 
que ya mencionamos, sino los de las Juntas administradoras y cua- 
lesquiera empleados creados por ellas, lo mismo que los trabajado- 
res en los caminos públicos ; los funcionarios públicos de la Nación, 
del Estado y de los distritos, con excepción de los miembros de las 
Corporaciones municipales ; los profesores ó empleados de los Co- 
legios ó de las Escuelas públicas y privadas, así conK) para los 
cargos electorales, y los que hayan sido condenados á la privación 
de los derechos políticos (7). 

3.° — Dos listas de Jurados deben formarse anualmente, una 
para los negocios de que conoce el Juez del Estado y otra para los 
. que^han sido atribuidos á los Jueces del crimen en los circuitos. 
El Tribunal Superior hace la primera lista en el mes de Enero, la 
€ual se compone de doscientos ciudadanos, sin designar supleniies, 
pero puede en los casos de falta absoluta, y aun en los de la tem- 
poral de cualquiera de los inscritos, elegir al que deba sustituirlo, 
y lo mismo le corresponde hacer en los casos de impedimento. Sir- 
ve también esta lista para el sorteo de los Jurados que deben inter- 
venir en los juicios de que conoce el mismo Tribunal, en primera 
instancia, por delitos comunes, pero sólo para la calificación ó 
apreciación de los hechos. El período anual de estos jurados co- 
mienza á contarse ó debe comenzar á correr desde el 1.° de Se- 
tiembre siguiente á su elección, como ya indicamos. 

La otra lista es formada por la Corporación Municipal de la 
cabecera de cada circuito, con excepción de la del distrito de Bogo- 
tá que no tiene esta obligación. La lista de los ciudadanos que 
pueden ser Jurados en la cabecera de este circuito, la formará todos 
los afíos ej Tribunal Superior, en el mes de Diciembre, y para ello 
deberá tomar como base las listas que le presentarán del primero 
al seis de dicho mes los respectivos Jueces de circuito, quienes al 
confeccionarlas procederán de acuerdo con sns Secretarios y el 
Agente fiscal. Las listas para cada uno de los Juzgados del crimen, 
no deberá bajar de quinientos ciudadanos y se compondrá de un 
personal distinto al de las listas formadas por el Tribunal, teniendo 
en cuenta que están también exentos de este cargo los que lo hayan 
desempeñado según la lista del ano precedente. Las mencionadas lis- 
tas deberán fijarse en los lugares más públicos para que cualquiera 
pueda reclamar contra las calificaciones hechas y pasarse en copia 
á los respectivos Jueces, á quienes la Corporación Municipal les 
participará después cualquiera alteración que en, ellas se hubiere 
hecho ; y los Jurados así calificados empezarán á ser sorteados desde 
el dos de Enero siguiente. 
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Cuando se varíe la cabecera de a 
Tocará, si fuere iiece.sario, á la Corpor; 
ceda sin demora á cumplir la obligai 
que niugÚD iudiriduo está obligado á 
de uoa vez en cada mes, lo cual habn 
verificar los Rorteos. 

Hechas laa calíñcaciones, 7 por I 
individuo para ejercer las funciones < 

d&íempefiarlaü, cuando se le llame á convoque, 6. nieuos que na le 
declare impedido y se le haya recusado legalmente ó que se justi- 
fique q,ue se encuentra gravemente enfermo ó se le admita algún» 
excusa fuodnda en justa causa. Pero si faltare al cumplimieoto de 
ese deber y desobedeciere el llamamiento judicial, se le impondrá 
un arresto de tre» días, y sólo podrá librarse de esta pena compro- 
'bando, dentro de te'cero día, que í^e hallaba enfermo ó que lo esta- 
ba gra ventante su padre, o su madre, 6 su esposa, ó alguno de 
sus hijo» 6 hermanos, ó presentando el recibo de haber pagado 
en la Administración ó Recaudación de Hacienda respectiva la 
multa impuesta por el Juez, que ¡-era de diez hanta trescientos pesos, 
como una conmutación de dicho ariesto, cuya cuantía se reguUiá 
según la importancia de la causa, en el acto en que se mande citar 
á los Juradon, y de este pago sedará cuenta por el Administrador ó 
el Eecaudador al Juez, al Poder Ejecutivo y al Trilmnal de Cuen- 
tas. £1 Juez hará sacar copia de lo conducente en tales casos para 
en su vista imponer la peua, y este procedimiento n» impedirá el 
curso de la causa. 

El Jurado que ha de intervenir en cada causa se formará, pre- 
vio el Corres pondipn te Korteo de sus miembros, del modo siguieote: 
cuatro días antes del designatlo para la celebración del juicio, el 
Juez hará citar á las acusados, á sus defensores, al acusador parti- 
cular y al agente del Ministerio público, y, llegados el día y, la hora 
señalados, presentará á los que hayan comparecido la lista de los 
que pueden ser Jurados, en la cual á cada nombre corrasponderá 
un DÚioero comeiiaando por la unidad. Luego, á presencia del Se- 
cretario y de la-s partes, hará poner en un siico las bolas que Be 
deban in.'^acular con núuieros iguales á los que en la lista corres- 
pondan á lus Jurados en quienes no concurra un impedimento 
notorio; y después de mezclarlas, se sacará nn número igual de 
bolas al de los que puedan re';usar los procesados, los agentes del 
Ministerio púlilíco y les acusadores particulares que haya, más 
cinco, que es la rifra indispen-able para formar el cuadrodel Jura- 
do, conio vimos, pues todos los demás pueden ser recusados, sin 
ueopsidail de expresar el motivo de la recusación. Cada procesado 
y cada acu'^dor podrá recasar libremente un Jurado, y el agento 
del Mininierio público tantos cuantos sean los que tengan derecho 
de recusar todos lo« procesados, y si todos usaren de este derecho, 
resultará que los cinco restantes compondrán el Jurado; pero si 
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alguno DO hubiere comparecido 6 no ejercitare la recusación que 
le corresponda, entonces, de los que resten, se sacarán á la suerte 
los expresados cinco individuos que deben constituir el Jurado. El 
defensor ó los defensores pueden, para los efectos de la recusación, 
representar á los procesados que no comparecieren al sorteo (8). 

Hemos indicado que no hay jurados suplentes, complementa- 
rios ó suplementarios, y creemos que el legislador ha debido prever 
la hipótesis de que por eventualidades muy posibles, no quede el 
nímero suficiente para que el sorteo ofrezca á los acusados y á la 
sociedad las garantías apetecible8,|y la que asentamos también como 
muy posible de haber tomado asiento los cinco miembros del Jura- 
do y alguno de ellos llegase á faltar por enfermedad, fallecimiento 
6 por cualquiera otra causa antes de finalizar la celebración del 
juicio ó antes de pronunciarse el veredicto. En la práctica se hace 
un nuevo sorteo, en el caso de falta absoluta ó temporal ; pero nos 
parece que sería más acertado y que daría más garantías el que en 
previsión de tales accidentes y para precaver los fraudes, se hiciera 
con la debida anticipación y al mismo tiempo el sorteo de los 
reemplazantes entre los inscritos en la misma lista de los princi- 
pales ó entre los que constituyeren la de los suplentes ó suplemen- 
tarios, mejor dicho. 

Como los Jurados proceden ad-hoc en comisión para cada 
asunto, su misión cesa desde el momento en que el asunto ter- 
mina con la declaración pronunciada. 

4.^ — Dispuso la ley 38 de 1877 que cuando la calificación de los 
hechos y designios criminosos y de las omisiones ó resoluciones que 
como delitos comunes graves hubiere definido el Código Penal y 
correspondieran al Jurado, debía sustanciar los procesos y adelan- 
tar el enjuiciamiento prescrito el Juez del Estado si se procedía 
por los delitos de homicidio, envenenamiento, mutilación, aborto, 
incendio, rapto, bigamia y robo ó hurto con violencia, y que en los 
demás casos correspondía el conocimiento de la causa á los Jueces 
de circuito ; y la ley 14 de 1878, que el Juez que conociera de un 
delito grave es competente para conocer también del delito ó de 
los delitos leves que resultaren comprobados y de los cuales apare- 
cieran ó pudieran aparecer responsables unas mismas personas, sea 
que dicho Juez procediera con ó sin intervención del Jurado, ob- 
servando la tramitación establecida para los casos en que se proceda 
por delitos graves. 

El Jurado interviene en todos los asuntos criminales que se 
sigan ante el Juez del Estado y los Jueces de circuito, con excep- 
ción de los que se siguen ante los Jueces de distrito ; y según las 
leyes reformatorias, el Juez que conoce de un delito grave con la' 
intervención del. Jurado, no sólo es competente para conocer de los 
expresados delitos leves, sino á la vez de otro lí otros gjraves que 
resulten comprobados en upa misma actuación contra unos mismos 
ó contra distintos individuos ; y cuando entre los cometidos sea 
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uno 6 raás de aquelloa de que conoce el Jut 
el competente para conocer de los demás. C 

logar al seguimiento de causa contra algún s, , ^ 

por alguno de los delitos de que trata el artículo 4° de la ley 35 
de 1877 (30 de Noviembre), sino también por otro lí otros que 
segdn la CoQstituci^D deben ser sometidos al Jurado, será igual- 
mente competente el Juez del Estado. Entendemos y aá lo de- 
ducimos de lo expuesto, que cuando un boIo hecho constituya dos 
6 más delitos, ó cuando el uno de ellos sea medio necesario para 
cometer el otro, es competente el mismo Juez y debe adoptarse el 
mismo procedimiento. 

Corresponde al Jurado en cada causa: 1.° Decidir sobre la 
existencia de los hechos porque se declaró con lugar al seguimiento 
del juicio ; 2." Decidir ó declarar si los acusados- son responsablea 
de tales hechos ; y 3.° Imponer al culpableóálosculpableslapena 
correspondiente dentro de los límites señalados en el Coáigo 
Penal. ' 

Esceptúanse de su conocimiento : 1.° Los juicios por delitos 
contra el orden público; 2° Los de responsabilidad contra los fim- 
'Cionarios públicos; 3." Los que se sigan por delitos ó faltas que 
sólo aparejan una pena correccional ; 4." Los que se siguen por 
delitos leves, cuyo conocimiento esté atribuido ú los Jueces de dis- 
trito ; y 5." Las culpas ó delitos que se cometan por los funciona, 
ríos ó empleados públicos en su condición de particulares y no por 
razón de sus funciones oficiales, cuyo conocimiento está atribuido 
al Tribunal Superior. El Jurado en el Estado, según lo expuesto, 
resuelve la cuestión de hecho por cuanto declara sobre su existencia 
y resuelve la cuestión de derecho por cuanto impone ó aplícala 
pena. 

En cuanto al modo de proceder el Juez del Estado y los Jueces 
de circuito en las causas en que interviene el Jurado y al modo 
como procede éste, diremos que llegado el día y reunidos los Jura- 
dos, después de recibirles el Juezel juramento legal, les presentará 
en seguida las cuestiones siguientes : 

Si fuere uno solo el delincuente y uno el detito : 

1.* i Se ha cometido el <hUto de ? (aquí el que motivó el 

procedimiento). 

2.' K K e3 responsable? 
■ 3." A qué pena se le condena ? 

Si fuere uno solo el delincuente y varios los delitos : 

1.* iSe kan cometido loe deUtoa de ? {aquí el nombre de 

los delitos por qué se declaró con lugar al seguimiento de causa). 

2.* N. N. es responsable ? 

3.' A qué pena se le condena ? 

Si fueren varios los delitos ó imo y varios los delincuentes, se 
formularán las cuestiones en los mismos términos con la separación 
debida, las relativas á cada uno de los enjuiciados, por su nombre 
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7 apellido, y así como las anteriores, la 2/ y la 3/ cuestiones. Del 
mismo modo, para cuantos delincuentes haya, se redactarán y pon- 
drán las cuestiones en el orden expresado, 1/, 2/ y 3.*, separando- 
las con la designación de cuestiones relcxtivas á N, N. 

No se exige la unanimidad en las deliberaciones. El Jurado 
resuelve las cuestiones propuestas por mayoría de votos ; y si resol- 
viere negativamente la primera, no habrá necesidad de resolverlas 
demás. Si resolviese afirmativamente la primera pregunta y nega- 
tivamente la segunda, no tendrá que hacer declaración sobre la 
tercera; pero en el caso de que la hiciera, no será esto causa de 
nulidad. Resueltas las cuestiones, el Juez por ante su Secretario, 
abrirá la puerta, recibirá los autos de mano del Presidente del 
Jurado, que será el elegido por los mismos Jurados al principiar la 
conferencia reservada, y leerá en alta voz el veredicto. En eí mis- 
mo día ordenará se notifique á las partes, haciendo que el reo sea 
presentado para verificar esta notificación, si estuviese escarcelado. 
Pero si el Jurado no hubiere resuelto todas las cuestiones someti. 
das á su fallo, el Juez inmediatamente volverá á encerrar á los 
individuos que lo forman para que las resuelvan, y mientras este 
deber no sea cumplido permanecerán encerrados. La falta de cum- 
plimiento á lo dispuesto por la ley en este sentido, es causa de nuli- 
dad en el juicio y hace responsable al Juez y á los mismos Jurados 
omisos. 

En consecuencia, cuando el Jurado resolviere negativamente la 
primera cuestión ó la segunda, por el mismo hecho terminará la 
causa con relación al procesado de que se trate, no pudiendo inten- 
tarse de nuevo ningdn otro procedimiento por el mismo delito 
imputado ; pero de oficio se remitirá el expediente al Superior 
para que con audiencia del Ministerio público lo revise y examine 
si se ha incurrido en alguna causal de nulidad, á fin de que se im- 
ponga la multa de que vamos á hablar. Tanto en este caso como en 
cualquiera otro en que el Tribunal declare la existencia de una 
nulidad en materia criminal, impondrá al Juez y al Secretario, á 
cada uno por separado, una multa de diez á veinticinco pesos, por 
la sola vista del proceso, y también al agente del Ministerio públi- 
co respectivo, si éste dio lugar á la nulidad. Cuando del proceso 
resultare que algunos de los funcionarios mencionados ha procedido 
maliciosamente, el Tribimal Superior, además de imponer la multa 
dispondrá lo conveniente para que se le juzgue criminalmente. En 
el caso de la notificación del veredicto ó dentro de las veinticuatro 
horas siguientes, puede cualquiera de las partes interponer el recur- 
so de nulidad para ante dicho Tribunal (9). 

Cuando á un delito ó culpa cometido bajo el imperio del Código 
Penal de 1858, haya de aplicarse la pena que éste impone, por ser 
igual á la que asigna el Código Penal vigente ó menor que ésta, el 
Jurado, en el caso de que su veredicto sea condenatorio, al resolver la 
tercera de las cuestiones que se le proponen graduará la pena fijando 
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desde la unidad hasta el máximo que se determina en la disposición 
penal aplicable, y cuando esta disposición asigne pena determinada 
será ésta la que el Jurado deberá aplicar ; pero si el conocimiento 
de la causa fuere de la competencia exclusiva del Juez de deredio, 
este hará la graduación y condenará conforme á lo que' acabamos 
de exponer. En todos los casos en que se hable de pena corporal 
en el Código Judicial, se entiende que es la de reclusión peniten* 
ciarla y la de arresto (10). 

6.*^ — La responsabilidad de los Jurados, además de las causas 
que dejamos enimciadas, tiene lugar por las siguientes : 1.* Por 
separarse arbitrariamlente de la sesión ó de la conferencia ; 2.* iot 
no haberse resuelto todas las cuestiones; 3.* Por no firmar lo 
acordado 6 resuelto por la mayoría ; y 4.' Por la revelación de las 
opiniones manifestadas en dicha conferencia ó de los votos dados 
en ella. Para la imposición de las multas se pondrá separadamente 
la debida constancia por medio de una certificación del Secretario, 
y tanto para la imposición como para la relevación se oirá al agen- 
te del Ministerio público (11). La responsabilidad por las causas 
enumeradas se exige y hace efectiva por los trámites ordinarios. 



NOTAS DEL CAPITULO VH. 

(1) Art. 1,083 do Oód. Jud. del E., y 7.° do la ley 35 de 1877. 

Por el art.. 1,762 del Cód. Jud. del E. de Antioquia, reunidos los Jurados, 
el Juez les exige este juramento : ''¿ Juráis y prometéis delante de Dios y de 
los hombres examinar con la más escrupulosa atención los cargos que van á 
hacerse contra el acusado ; no traicionar ni los intereses de éste ni los de la 
sociedad que lo juzga; no comunicar con nadie hasta no haber dado vuestra 
decisión; no escuchar en el desempeño de vuestra augusta misión, ni el odio 
ni el temor, ni el afecto ; decidir acerca de los cargos y de los medios de 
defensa según vuestra conciencia y con la imparcialidad y firmeza que con- 
vienen á todo hombre honrado y libre; y, en fin, no revelar las opiniones y 
votos emitidos en la sesión que vais á tener ?" 

Prestado el juramento, y antes de comenzar la deliberación, el Presidente 
del Jurado les lee á los demás miembros de éste una instrucción acerca de 
sus deberes. 

(2) Asi vemos que Moisés {Éxodo, cap. xviii), siguiendo el consejo de 
BU suegro, confió la administración de justicia á los varones más sabios y 
temerosos de Dios, si bien les encargó que le consultasen las causas más 
arduas, y que bajo el régimen de los reyes después de Samuel {DevUenmomio^ 
cap. xvii), se hallaba establecido que en los juicios difíciles y ambiguos 
se oyera á los Sacerdotes, y ejecutase lo que ellos y el Jaez decidieren. 
*' De esta unión tan antigua de las funciones judiciales al Sacerdocio, dice 
Escriche, ha nacido quizá la idea de tenerlas por sacerdotales y de dar á los 
Jueces la denominación de sacerdotes de la justicia y ministros de su culto; 
idea, por cierto, grandiosa y de gran provecho, pues por una parte con- 
tribuyó á que los pueblos dispensasen á los Jueces la consideración debida á 
su augusto carácter, y por otra inspiró á los mismos Jueces cierta elevación 
de alma que tantas veces los hizo superiores á la humana fragilidad é inac- 
cesibles a todo ataque contra el derecho." 

(3) En su Diccionario enciclopédico de Historia &c., ed. de 1879. 

(4) Antes ^e exponer la doctrina aceptada por la legislación de Cundí- 
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oamarca (la federal no ha estatuido el Jurado), juzgamoa de interés para el 
objeto de nuestra modesta publicación, reseñar, si bien muy ligeramente, lo 
establecido en esta materia por algunas legislaciones europeas j americanas, 
jpor las de los diferentes Estados de la Confederación colombiana, trazan- 
de lineas generales y fijando los puntos más cardinales que ellas compren<- 
den respecto á la organización, sin dejar de indicar algo de lo que en el 
procedimiento se roza con ella para dar una idea de la naturaleza de la insti- 
toción en su desarrollo moderno. 

En Inglaterra se conoce la institución con el nombre de Jwry, y hay dos 
especies de Jurados : el gran Jurado que declara haber ó no lugar á proceder 
7 el Jurado menor que califica el hecho imputado. La ley designa las condi- 
ciones que dobe tener el ciudadano digno de componer el Jurado, y de los que 
están en este caso se forma en cada Condado una lista numerosa. De ésta 
se extraen á la suerte doce que prestan el juramento de proceder y fallar en 
verdad y conciencia. Las partes pueden recusar á cualquiera de los desig- 
nados y este derecho se amplia en las causas de mayor gravedad. £1 fallo 
no es á pluralidad de sufragios: la ley de origen sajón exige que todos estén 
de acuerdo y conformes sobre los términos de la decisión. La acción crimi- 
nal tiene una forma sencilla : el gran Jurado investiga los cargos y los redu- 
ce á nna acta, que es el titulo de la acusación ó querella por parte del 
Estado y base para la acción ante la Corte de Justicia. Después se hace la 
extracción de los que forman el otro Jurado que juzga al acusado, y si éste 
es extranjero, tiene derecho á pedir que la mitad de los Jurados sean de su 
mismo país ó de otro cualquiera. El Juez de derecho aplica la pena, y sólo 
en casos extraordinarios se puede revocar la absolución. Pero desde el año 
de 1873 se ha tratado en Inglaterra de la reforma do sus seculares institu- 
ciones, y el movimiento iniciado alterará tal vez la del Jurado procurándole 
UBa forma que sea más compatible con el derecho moderno. 

El juicio por Jurados en Francia ha sufrido diversas modificaciones. El 
Código de instrucción criminal de 1808 suprimió los Jurados de acusación y 
Ja unanimidad de votos en las deliberaciones. Su organización actual quedó 
regulada por la ley de 21 de Noviembre de 1872. Según esta ley, nadie pue- 
de desempeñar las funciones de Jurado, bajo pena de nulidad de las declara- 
ciones condenatorias, si no tiene treinta años, si no disfruta de los derechos 
políticos, civiles y de familia, ó si se encuentra en uno de los diferentes 
casos de incapacidad ó incompatibilidad establecidos. La lista anual com- 
prende: para el ^Departamento del Sena, tres mil Jurados; para los demás 
QD Jurado por cada qninientoa habitantes, sin que el número total pueda ser 
inferior á cuatrocientos, m superior á seiscientos. Una comisión, compuesta 
en cada Cantón, del Juez de paz, de loa suplentes del mismo y de los Alcal- 
des, forma la lista preparatoria; pero en París concurre el Consejero muni- 
cípat y cuatro personas más domiciliadas, y la lista anual se forma en cada 
distrito por una comisión completa del Presidente del Tribunal civil, de los 
Jueces de paz y de los Consejeros generales. El Presidente del Tribunal de 
apelación forma la anual del Departamento, con arreglo á las listas de dis- 
trito, y redacta la especial de los suplentes. El sorteo se verifica diez días 
antes de la apertura de los debates, y son treinta y seis los sorteados, y 
cuatro suplentes. 

En Alemania, el juicio por Jurados tiene lugar periódicamente, para co- 
Bocer^en los asuntos criminales que no sean de la competencia de las Salas 
Correccionales ó del Tribunal Supremo. Los Jurados se componen de tres 
Jueces, incluso el Presidente que designa el del Tribunal regional superior 
y doce Jurados llamados para decidir sobre la cuestión de culpabilidad. Sus 
funciones son honoríficas, y la lista general formada por los adjuntos, sir-* 
ye pstra la elección de los Jurados. La Administración judicial de cada Estado 
ñja el número para cada Tribunal de Jurado, y la repartición de este número 
entre los cantones. Los nombres de los titulares y de los suplentes, según 
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oieiones defii)iti*&B del Tribunal regioaál, se ídbi 
t«B anuales, j dos semacu por lo menoa antea á 
es, se sacan é U suerte los nombres de treinta ■ 
■A de dicho Tribunal jpor sn Presidente, v en p« 
9}. £1 mismo Tribunal trasmite la lista de los bo 
ibnnal del Jurado, quien ordena la citación. E 
la; el plazo de cna semana, en lo posible, j en to 

fipecto de España ban creído algunos autores qu 
la institución en los tiempos de loa fueros muí 
lio en algunas declaraciones del Fuero Juzgo, en 
nen algunas de las cartas ferales dadas Á las ciad 
ílll, y finalmente en la concnnencia que se exig 
Igunus juicios en la antigua monarquía aragonesi 
e iüstituyerou los Jurados para las cuestiones de 
la culpabilidad ó inculpabilidad de los procesadi 

1 en 1S72. 

primitiva organización judicial de Poitugal divii 
en distritos, comarcas, juzgados, feligresías j cíl 
pendían í las comarcas, con el Juez de derecho. 
^formada por las leyes de 18ST, relativas í loe Ji 
Éste pronuncia sobre los hechos, ei). los asunto 
«ptUadoH de su intervención. No interviene en I 
io, ni en aquellos en que las partes estón conf 
), ni B1I ha que se hallen probados por document 
iraciones testificales, ni, en fin, en los que las pa 
por Jurados y en otros casos expresamente desij 

criminales no interviene en las causas de polio 
leterminadas por la ley. La lista de Juiados co 
luus, y el Jurado so compone de nueve y un sust 
msadoi más que tres por la acusación y tres pnt >» uciquhs. i ucum 
Únicamente los ciudadanos nctívos contribuyentes y no pueden serlo 
1 funcionarios públicos, loa militares, eclesiásticos &c. Depuradas las 
parciales, se forma la general, y de ella s^ extraen por sorteo los que 
I formar cada Tribunal. 

procedimiento por Jurados en los Estados Unidos de Norte-América,. 
lai Ins cuestiones de hecho, es el mismo que el de loa Tribunales de 
u ; se exceptúan, sin embargo, las causas de tilmirantazgo y de juris- 
a marítima. Existen algunas difercnoias eu la organización del Jun- 
sricauo, comparado con la que tiene en la Gran Bretaña; pero la fiso- 

general del sistema es una misma en ambos paisea. 
t la ley mejicana de IfiSO, se eatahlecieron en el Distrito federal los Ju- 
corao Jueces do hecho. La lista es de seiscientos, no tahúres, íii ebriot 
itudinarioB, ni encausados &c., y el Ayuntamiento encargado de la ca- 
Ón, publica las listas anuales definitivas que se dividen en cuatro sec- 
; pero en los sorteos que el mismo Ayuntamiento verifica, so determj' 
lálee de los sorteados les corresponde servir en cada trimestre del año, 
I si no hubieren incurrido en multa, ni en adveilencia algnaa de ios 
I, podrán eximirse por dos años de cualquier cargo concejil, incluso el 
Jurado y do servir por cinco años en la guardia nacional. Pueden ser 
dos basta doce de dichos JuruloB, y las votaciones se efectúan en es- 
io secreto por medio de fichas. Por otra ley del citado año se institn- 
doe Jurados, para el juzgamiento de los delitos militares, en suetitn- 
i los consejos de guerra ordinarios y de oficiales generales. 
Ohile, aunque casi en desuso, y en otras Bepúhlicas americanas, exis- 
urado únicamente para los juicios de imprenta. Entre nosotros, 1> 
tución de 1831 declaró qne "una de las primeras atenciones del Óoa-^ 
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^80 era la de iBtroducir en cierto género de cansas el juicio por Jurados 
hasta que bien conocidas prácticamente las ventajas de la institución^ se 
pudiera extender á todos los asuntos criminales , y civiles, estableciendo las 
formas tutelares del procedimiento." En ese mismo año se instituyó para la 
calificación y castigo de los abusos de la libertad de imprenta, y se conce- 
dió acción popular, excepto para los casos de injuria. Hoy se encuentra orga- 
nizado en todos los Estados colombianos. 

En Antioquia se compone de tres Jueces de hecho, y se forma en las 
cabeceras de los Circuitos judiciales, para decidir sobrer la existencia de 
ciertos hechos criminosos. Su número no excede de trescientos que la Le- 
fielatura designa, y los Cabildos eligen los suplentes. Exigíase antes la una- 
nimidad de votos en las deliberaciones ; pero hoy decide la mayoría (Cód. 
de 1879). ^ 

En Bolívar conocen de las mismas causas y de las que se siguen contra 
los quebrados culpables. Hay Jurados provinciales de acusación, de cali- 
ficación y de revisión. Hecha la calificación, el Juez de derecho condena ó 
absuelve. Los Jurados de revisión censuran las resoluciones de los provin- 
ciales, y la mayoría decide (Cód. de 1872). 

En Boyacá intervienen en la calificación y en la aplicación de las penas 
de los delitos comunes. Una junta forma la lista entre los ciudadanos que 
reúnen ciertas condiciones, y se hacen sorteos quincenales, entre principales 
y suplentes (Eecop. de 1873). 

En Panamá los Jurados deciden sobre los hechos, con excepción de 
ciertos delitos ó culpas y de las causas atribuidas á los Jueces del distrito 
capital. La Corporacióu municipal hace las designaciones (Cód. de 1869). 

En Santander se forman en los Circuitos judiciales y se componen de 
cinco ciudadanos, y la junta que forma la lista la constituyen el Juez, el No- 
tario y tres vecinos nombrados por el Cabildo, la cual designa también los 
suplentes. Los Jurados califican los hechos y aplican la ley penal (Cód. 
de 1870). 

En los demás Estados se limitan los Jurados á la calificación de los hechos. 

Véanse la Colección de Códigos europeos, publicada por D. Alberto Agui- 
lera y Velasco, grupo segundo, sección cuarta, t. 1.°; la Revista general de 
legislación y junsprudencia, tomt. 41 á 45, 52 y 53 ; ]sk Historia ¿el Jurado, 
por Forsyth ; el Derecho penal, por Tissot ; el Tratado de Derecho penal, por 
Ortolán ; el Ensayo sobre las leyes criminales de los romanos, por Laboala- 

Jre; el «Ttiicio por Jwraáoí, por Florentino González, y el Diccionario de 
epislaciójí de D. J. Escriche, quien trata extensamente y con suma erudi- 
ción esta materia, pronunciándose en contra de la institución. 

(5) D. Juan María Gutiérrez, en su examen crítico sobre el Juicio por 
Jurados, por D. F. González, publicado en la Revista de legislación y juris- 
prudencia de Buenos- Aires, t. 1.°, pág. 408. 

Debemos á este respecto declarar nuestro pensamiento con entera franque- 
za. Nosotros consideramos aquí la institución en abstracto como destinada, en 
el régimen de la libertad civil y de los buenos principios, á consolidar las 
instituciones republicanas, y en concreto, la consideramos también con re- 
lación á las leyes vigentes. Sin desconocer todos los inconvenientes de que 
adolece y que se hacen aun más sensibles en los países en donde no se ha 
generalizado la educación y la instrucción, y en donde los partidos políticos 
influj^en en la administración de justicia, y sin ignorar, mucho menos, los 
resultados prácticos que por estos motivos ha tenido entre nosotros, cree- 
mos, sin embargo, que ella es susceptible de reforma y modificaciones que 
la acomoden y la atemperen á las necesidades de los tiempos : creemos 
todavía más, atentos á la situación actual, que si los juicios criminales per- 
dieran ese origen, perderían también en crédito y eficacia, mientras no se 
reorganice el Poder Judicial sobre bases más sólidas, con las garantías de la 
inamovilidad, de la responsabilidad, de la idoneidad é independencia de los 
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«n lejBS mia apropiadas al objeto q 

miniatración de justicia, qae cuncílien 

ie humanidad y civilizadón cíodeniE 

educación é inatrncción, que roapondi 

la una bnana -uaticia j de una buena i 

eoria dd heeJio jurídico , individual y g 

rte. 1,430, 1,431, 1,438 y 1,439 del Gód. Jud., y reforma trigésin» 

38 de 1877 ; 29 de la ley 47 del mismo año y 91 de la U de 1878. 

rts. 1,133 á 1,436 del id.; 1.° y 2." de la ley de 19 de Enero de 1872; 

de la de 23 de dicho mes y afio ; 3." y las reformas vigéeima pri- 

)na de la citada ley de 1877, que reemplBKaron los artículos 1,437 

il Oód. y qTie derot» loe 766, y 1,703 en loa inoÍ8087.'' y 8.°; arta. 90, 

e la ley 14 de 1878. La de U de Setiembre de 1862, que inatiUjÓ 

anpremn paro juzgar á los altos funcionarioa del Batado, di»piUD 
D de los Jurados suplentes ; pero esta ley está derogada. 

rl8, 4." y 10 da la ley S-S do 1877 ; 94, 96 v 98 de la 14 de 1878,y 
de la 26 de 1879. 

aráctor esencial del Jurado no ae determina por la idea de diatin- 
í el hecho y el derechu, dice un jurisconsulto diatitiguido, sino por la 
ición del elemento uníverea! y permanente del juicio, del elemento 
f mudable, por donde si de la una parta ae ccnaagran la uni Jad y la 
cía sustancial de! Estado, como órgano natural del Derecho, de I* 
econoce y sanciona la acción directa de la sociedad sobre todas 
telones que la gobiernan. Es ya hora de alejar toda confusión y de 
los campos. Cuando el espíritu público, por una necesidad impe- 
os tiempos, se concentró en las instituciones gubemativae, para 
iCi la unidad social en frente del desorden feudal, se explica que el 
lese, como el sujeto de todos loa derechos públicoa, y los Juecet 
IOS, y sus medios de recabarlos y foilialecerloa el procedimiento 
o. Pasó esta época para no volver jam&a : hoy ha reivindicado el 

1 su carácter de sujeto de loa derechos públicos, el delito daña 
I al Estado y tnie que al Eatado al común de laa gentes y toma, 
amo, las proporciones de una cuestión nacional. Por eso la opiaión 
ipa más cada día del procedimiento penal, que precisamente tiene 
er público, á causa del sentimiento jurídico de tos ciudadanos por 

y por la libertad, y de la necesidad imperiosa de garantir la ído- 
atra las molestias y peligros de una acuaación temeraria, 
urado respondeáestas necesidades socialesyjnridicas más que otra 
stitnción, y presenta nn sin número de veutajaa que vanamente le 
en cualquier otro instituto judicial. Descuella entrs todas-la inde- 
% del Juez, garantía eficacísima de la libertad y de la inocencia. 
a puede decirse de la imparcialidad. Está, finalmente, el Janido 
puesto que el Juez para comprender y estimar el hecho sometido á 
&c." 

3urso pronunciado por el Sr. D. Cristino Hartos en la Academia 
e de Jurisprudencia y Legislación el 30 de Noviembre de 1878. 
e á Weisle, Manual de proeedimünto ptnal y la Introdueeián á la 
nporCarrara. ií«vtaíao«neraZ citada, tom. 53, págs. 476 y siguientes). 
\rt, 95 do la ley 14 de 1878. La unidad de que se trata, como ob- 
Sr. Angarita en au Compilación, ttane que ser variable, y se refie- 
B, meaes ó años, aegúu laa leyes penales, y es la que deben tener en 
B Jurados.— (11) Arta. 1,708 y 1709 del Cód. Jud. 
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CAPITULO vin 

DB LOS ABBITBADOBES Y ÍBBITBOS DE DESECHO. 

Resumen.— -1.° Nociones generales.— 2.^ Personas que pueden comprometer 
sos diferencias ante los arbitradores y arbitros de derecho y lo que 
puede ser objeto del compromiso y la forma en que ha de decidirse.—* 
3.° Constitución del compromiso y los términos á que debe ajustarse. — 
4.^ Qniénes pueden ser arbitradores y arbitros ; si son recusables y res- 
ponsables ; recurso en caso de cohecho. — 5.^ Del Secretario que nombra- 
rán los arbitros ; casos en que cesa el compromiso. — 6.^ Del arbitraje 
forzoso. 

• 

1.° — El Código Judicial de la Unión no trata de los juicios por 
arbitramento y por arbitros de derecho ; pero el Código del Estado 
se ocupa de ellos antes de tratar de los trámites que deben seguirse 
en los juicios ordinarios, como si indicara de este modo que se de- 
bería ocurrir de preferencia al arbitraje voluntario, sin renunciar 
por esto las garantías que ofrecen los Tribunales de justicia, si es 
que no bastaren los medios conciliatorios y las composiciones ami- 
gables. ^ 

Son de dos clases los Jueces avenidores como califica una ley 
de Partida á los arbitradores y arbitros de derecho : los unos se 
llaman arbitradores ó amigahles componedores ^ porque deciden 
segtin su leal saber y entender y sin sujeción á formas legales ; y 
los otros arbitros de derecho^ porque deben resolver con arreglo á 
las leyes y en la misma forma que los Jueces ordinarios (1). 

La fórmula del arbitraje ó de la amigable composición fue co. 
nocida desde los tiempos más remotos. Natural era que se hubiese 
ocurrido desde entonces á los medios conciliatorios y á las prácticas 
patriarcales para dirimir las desavenencias de familia y las que se 
suscitaren entre las tribus, y las contiendas particulares, antes de 
apelar á los litigios ó á las luchas judiciales tan llenas de peligros y 
tan ocasionadas á gastos y á molestias de todo género y para evitar 
las luchas armadas. Como institución judicial incorporada en el 
derecho coman, se encuentra sancionada en los Códigos españoles 
que rigieron entre nosotros, desde la promulgación del í\i6ro«/i¿sgfO 
que se inspiró en el derecho germánico, y Ovstá reconocida también 
en los Códigos de todas las naciones. Como institución en el dere- 
cho internacional, ella significa un progreso en correspondencia y 
concierto con los dictados de la equidad y de la justicia universal, 
así como con las exigencias del espíritu del siglo (2). 

Los arbitradores y arbitros ejercen verdadera jurisdicción por 
el ministerio de la ley, si bien deben su nombramiento á la volun- 
tad de las mismas partes contendientes, pero carecen de facultad 
para ejecutar lo juzgado ó sentenciado. Conocen únicamente de los 
negocios sometidos á su fallo, pero sin potestad sobre otras cosas 
ni otras personas que las comprometidas ante ellos. 
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lO posible y lo positivo son términos relf 
[radoe y transiciones de uno á otro, caben 
1 principios en p&rto hechos j en parte ] 
CoBta, para tratar en seguida del arbitraje. Tendremos, puee, 
listinguir heáioa de derecho eemoiál y hechos de derecho posUi- 
. gr., hechos " praeter legem " ó " contra legem," y heohoa 
undumlegem." Así, por ejemplo, la eeoteDciade un Tribunal 
i hacho según derecho poaitivo, porque los Tribunales estin 
;ados á dictar sus sentencias de conformidad con las leyes y la 
prudencia estatuidas, y si de ellas se apartan, la senteocia es 
; el laudo 6 sentencia arbitral es, ordinariamente, un becho 
¡uidad 6 sea de derecho esencial 6 eterno, porque los amigables 
)onedorea, nombrados por las partes contendientes, no estín 
ados á reconocer las leyes olas costumbres recibidas, ni menos 
ir por ellas su juicio, y son libres de no atenerse á más que al 
do de la sana razón, y de conocer y decidir el asunto "sin ao- 
a á formas legales, y según su leal saber y entender," como 
la ley procesal; que por esto recomendaba Aristóteles i los 
culares que sometieran sus controversias al juicio de arbitros, en 
le deducirlas ante los Tribunales de justicia ; y por lo mismo, 
vea de Aristóteles mostró Séneca predilección por el Juu 
<1, cuya sentencia, ligada al texto de la ley, presta á su modo 
tr más garantías de acierto y de imparcialidad que la libre 
ion de un arbitro 6 componedor (3). 

." — Tres puntos importantes comprenden los arbitramentos 6 
licios arbitrales : 1.*' Las jjersonaa que pueden comprometer 
iferencias ; 2° Las cosag que pueden ser objeto del compro- 
; y S.°Ii3t forma en queban de decidirse las cuestiones. 
aspecto de las personas se requiere aptitud para obligarse ú 
contraer el compromiso, es decir, que puedan comparecer 
¡icio, ser capaces de los derechos civiles, y hallarse en el 
I ejercicio de ellos. Fudiendo la mujer casada, con licenciado 
árido, y el hijo de familia, con la de su padre, comparecer en 
>, es claro que pueden comprometer sus cuestiones ante los 
radores y arbitros de derecho en los casos y términos permití. 
lor las leyes. Decimos lo mismo de todos los menoresdeedad; 
precediendo en estos casos la autorización judicial que per- 
la transacción 6 el compromiso, porque ningún compromiso 6 
acción sobre derechos y bienes de los pupilos ó menores es v^ 
lin que preceda ese decreto, y sin que recaiga el aprobatorio de 
insaccion ó del fallo compromisario que la sancione (4). 
aa Corporaciones y los establecimientos públicos no pueden 
oco comprometerse sin que anteceda la autorización superior 
dios necesitan para poder obligarse. El representante del 
Bino tampoco puede comprometer los derechos é intereses da 
Lcienda pública sin estar previamente facultado por un decreto 
'oder Ejecutivo 6 por una ley. Los apoderados necesitan tam- 
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bien de cláusula especial para transigir, 6 de poder especial confeti, 
rido al efecto. 

Las personas capaces para transigir que tengan controversias '; 
sobre asuntos que sean materia de transacción, pueden someterlas 
á arbitradores para que las decidan verdad sabida y buena fe guar. 
dada, de plano ó sin las fórmulas de un juicio, como ya hemos 
indicado, y á este medio pueden las partes ocurrir antes ó después 
de la iniciación del pleito sobre la controversia, y del mismo modo » - 

antes de comenzar el juicio y después en cualquier estado de él, : ^í? 

pueden los litigantes ó los interesados, de común acuerdo, compro- v^:\ 

meter la decisión de sus diferencias sobre asuntos civiles en arbi- 
tros de derecho (5). 

Entendemos, no obstante, que el compromiso posterior á una 
sentencia irrevocable puede tener lugar, pero sólo en el caso de 
que las partes ó los interesados renuncien expresamente los dore- 
chos que ella les otorga. 

Pero, i qué asuntos no podrán ser materia de transacción arbitral 
ó qué cosas no podrán ser objeto del arbitraje? Estableceremos las 
excepciones, pues ya queda establecida la regla general, de que ■'.■• 

pueden someterse á la decisión de Jueces arbitros ó arbitradores 
todas las contestaciones ó diferencias entre partes, antes ó después 
de deducidas en juicio, y cualquiera que sea el estado de éste, bien . ^ 

se hallen en primera, bien en segunda instancia. 

Dos' son las excepciones que vamds á mencionar, aunque ellas ,, 

no aparezcan determinadas expresamente por el Código Civil ni por 
el Judicial, las cuales, sin embargo, se desprenden, en nuestro con- 
cepto, del espíritu de sus disposiciones y están en consonancia con . ^ 
sus preceptos y como engranadas en la misma institución arbitral. 
No pueden ser, pues, comprometidas : 1.° Las cuestiones relativas 
al estado civil de las personas ; cuales son, las que versan sobre la 
paternidad, la legitimidad de los hijos, la nulidad del matrimonio, el 
divorcio, la naturaleza, vecindad y demás cuestiones que se reñeren 
á la calidad, condición ó manera en que los hombres viven, ó están 
en la sociedad civil ó en la familia. La razón es, como dicen los 
comentadores, porque estas cuestiones ó contiendas afectan al orden 
público, y pueden lastimar derechos de personas que ninguna in- 
tervención han tenido en el litigio, debiendo, por tanto, estar suje- • 
tas á las mayores garantías de legalidad, que ofrecen los Tribuna, 
les de justicia; y 2.® Las cuestiones en que deba intervenir el 
Ministerio público con arreglo á las leyes ; cuales son, las que 
versan sobre derechos é intereses del Estado, ó de los ausentes, ó de 
los menores é incapacitados que necesitan de su amparo y protec- 
ción, y aquellas en que pueda resultar alguna infracción déla 
ley digna de castigo ; bien que puede haber autorización. especial, 4 
respecto de los primeros negocios que acabamos de mencionar ; pero 
en un juicio de testamentaría, por ejemplo, mientras esté yacente la 
herencia ó haya herederos ausentes, no podrán, en ningún caso, ser 
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oomprometidas los diferencias qna ocurran 
promuevao, hasta que, apersontidos estoB int 
intervención del Uinisterio público 6 del 
legal de los ausentes (6). 

Expondremos en seguida lo concernieni 
ci<ÍD de los cómpromisoR. 

3." — El comproniiso ha de formalizarse 
critura pública en los juicios de arbitros di 
pública ó documento privado firmado por 
cios por arbitramento (7). 

La escritura 6 el documento que se otoi 
arbitrad o res 6 amigables componedores dot 
tanciae siguientes : 

1.' El pleito ó la diferencia que se som 
arbitradores ; 

2.* Las personas nombradas con este o 
ser dos lí cuatro, y una más para en caso d 
lias, cou igual uiimero de votos ; 

3.* La clase de sentencia ó laudo que 
arbitradores, expresando si la resolución 
condenando 6 a1:»otviendo á una de las pan 
en términos que transijan las pretensiones < 

4.' Si se someten í la decisión, ó sólc 
alguna multa por responsabilidad determir 
plir la sentencia. Faltando cualquiera de 
cunstancias, la escritura 6 el documento qu 
de ningún valor ni efecto, y por consiguió 
ineficaz el compromiso (8). 

El arbitrador cuyo uombre se exprés* 
comisión de arbitramento, y retendrá eo si 
lo que se baya actuado. Si los nombrados 
comisión ó el cargo, pondrán á continuaci 
diligencia eu que conste esta aceptación, li 
ellos (9). 

En la escritura pública que otorguen le 
dos para los juicios arbitrales 6 por ante ¿rbi 
constar : 1.° El pleito ó negocio qu« se som' 
expresión de sus circunstancias y con la de i 
calidad de tales ; 2° Los nombres de las peí 
vienen para que sean arbitros, las cuales deb 
ra el caso de discordia ; y 3." Las demás ce 
convenientes establecer, siempre que no se 
en el Código. Cuando haya pleito pendiente 
ran las partes, con expresióu de si los árbit 
las cuestiones 6 algunas de las promovidas, 
estos requisitos ó circunstancias, la escritu 
Dula, de ningún valor ni efecto. Los nomb 
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también la escritura, con Id cual darán por aceptado el encargo, 
quedando obligados á llenar los deberes que este les impone (10). 

Pueden Isks partea, además, en la escritura de compromiso, de- 
sigDar los trámites con que quieren que sea juzgado su pleito, 6 la 
controversia pendiente, modificando así los de la vía ordinaria. 
Pueden, pues, establecer otros nuevos y distintos, 6 decir que los 
arbitros procederán observando solamente las brevísimas tramita- 
ciones que se observan en el arbitramento ; mas la sentencia será 
siempre dictada de conformidad con las leyes (11). 

£1 Código exige, como se ba dicho, que él nombramiento de 
los arbitros se baga por las partes de comiin acuerdo y que sean 
dos ó uno más para caso de discordia. ¿ Podrían convenir en la 
designación de uno solo ? No vemos en ello inconveniente alguno. 
Pero ¿les será permitido á las partes conferir á otra persona la fa- 
cuitad de nombrar los arbitros, y á los nombrados hacer la desig- 
nación del tercero? No se olvide que la ley requiere el comían 
acuerdo de las mismas partes contendientes para las elecciones, 
y tales hechos son personalísimos. Cuando sean más de dos los inte, 
resados, bien podrá cada uno nombrar un arbitro por su parte, si 
sus reclamaciones son diferentes, y nombrarán uno solo los que sos- 
tengan unas mismas pretensiooes, debiendo designar el otro arbitro 
los que las contradigan ó constituyen la parte contendora y opuesta. 

4.^ — El nombramiento de arbitradoresy de arbitros de derecho 
no puede recaer más que en varones, mayores de edad, que sepan 
leer y escribir y que se hallen en el pleno goce y ejercicio de los 
derechos civiles, es decir, todos los que pueden comparecer en jui- 
cio por sí mismos, conforme á lo dispuesto en el capítulo 3.°, título 
1.% libro I.*' (12). 

Los arbitradores no son recusables; pero los arbitros podrán ser 
recusados por las mismas ca^usas que los demás Jueces, siempre que 
éstas hayan sobrevenido después de su nombramiento ó que no 
hubieren llegado antes al conocimiento de las partes, sino después 
de hechos los nombramientos. La recusación deberá hacerse ante 
el Juez de circuito ó de distrito del lugar en que residan los. árbi. 
tros, segdn que la demanda fuere de mayor ó de menor cuantía (13). 

Los nombrados arbitradores y arbitros de derecho son libres 
para aceptar ó no el encargo ; pero una vez aceptado, están obli- 
gados á desempeñarlo dictando todas las providencias necesarias 
para la sustanciación y pronunciando el fallo sin dejar trascurrir 
el término del compromiso ; así como las partes están también obli. 
gadas á abonarles los honorarios correspondientes. De lo contrario, 
estos Jueces serán responsables á las partes de los daños y perjui- 
cios que se les causen por la falta de cumplimiento de dicho encargo, 
á menos que una enfermedad ú otra causa grave y justa sea la que 
les haya impedido desempeñar sus funciones oficiales. La respon- 
sabilidad de que trata la ley, es civil, y por tanto independiente 
de la criminal, en que pueden también incurrir estos Jueces ; 
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de manera que gi se bacen culpables de 
dejaren de seuteocíar 6 fallaren por cohecho 
6 cometieren cualquiera otra falta 6 algún al 
BUS funciqnes, la parte que se sintiere per 

recurso de la nulidad de la sentencia dictsida ^ , _ , 

rícaci^n maniñesta, tendrá acción criminal para exigir el castigo del 
delito cometido. Lademandapara la responsabilidad civil se pro- 
pondrá ante el Juez del circiiito 6 ante el del distrito, aegm la 
cuantía del asunto Bentenciado (14:). 

. Dentro de los tres días siguientes después de aceptado el cargo, 
los arbitros designarán el Secretario con quien deben actuar Isa 
diligencias. Cualquiera da los Secretarios de los Juzgados á quien 
se elija quedará obligado á desempeñar las funciones del destino, 
pero podrán nombrar á cualquiera persona hábil, en cuyo caso el 
nombrado se presentará al Juez para que le reciba el iuramento, y 
prestado, tendrá en el juicio los deberes y la consiguiente respon- 
sabilidad de los demás Secretarios (15). 

En la práctica se obnerva que los arbitradores nombran testi- 
gos actuarios, que son los que liraian el laudo 6 sentencia pronun. 
ciada, y aun sin ellos se practica la actuación ; pero concurrirán 
testigos en el otorgamiento del documento y para la autoriza- 
ción de dicha sentencia. 

5.° — El compromiso en los arbitramentos cesa en sus bfectos: 
1." Por la no aceptación de uno de los arbitradores ; 2° Por la 
muerte de uno de tos mismos ; 3.° Por voluntad unánime de loe 
Jque lo contrajeron ; y 4.° Por trascurrir el término señalado para 
diotar la resolución encomendada. En este último caso, como yase 
ha indicado, quedará expedita á los interesados su accción contra 
los arbitradores, si por su culpa hubiesen dejado trascurrir dicho 
término sin dictar la sentencia, y lo mismo decimos respecto de los 
arbitros de derecho. El compromiso ante éstos cesará también en 
sus efectos por las mismas causas y además por la recusación legai- 
mente admitida y declarada de uno de los mismos (16). 

Pero i cuál es el término para el pronunciamiento de la senten. 
cia ? Kespecto de los arbitros de derecho debe ser el termino legal, 
si no se hubiere &jado otro en el compromiso, pues las partes pue- 
den seSalar á loa arbitros y á los arbitradores el plazo dentro del 
cual deban pronunciar el fallo. Entendemos que habiéndose dejado 
este se&alamiento á la voluntad de las partes 6 de los interesados, 
éstos podrán también prorogarlo de común acuerdo. 

En estos casos consideramos que sería á la vez necesario que los 
arbitros y arbitradores consintieran en la prorogación, porque ella 
tendría que alterar una de las condiciones que se tuvieron presan- 
tes para otorgar el compromiso y para la aceptación del encaigo. 
Equivaldría esto á otorgar un nuevo compromiso 6 arbitraje, si es 
que ya había espirado el término, como observan los comentadores. 

En cuanto al desistimiento 6 al disentimiento de las partee, la 
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voluntad áé éstas podrá manifestarse expresa ó tácitamente, j 
siempre que conste de un modo cierto é indudable, se tendrá como 
la voluntad unánime de las mismas partes, y tiene que suceder 
cuando ellas transigen sobre la cosa litigiosa 6 cuando someten la 
misma contienda á la decisión de otros arbitros 6 de otros amiga- 
bles componedores, 6 cuando llevan la controversia 6 contención 
pendiente ante el Juez ordinario ó siguen ante éste el pleito ya 
comenzado. 

6.° — El Código de Comercio ha establecido el arbitraje 6 com. 
i^romiso forzado, pero únicamente para dirimir ó resolver las dife- 
rencias de los socios 6 sus reclamaciones,'cuando hubiere llegado el 
término y la liquidación de las compañías, y respecto de la división 
del'haber social (17). Es el único caso en que se reconoce y se 
ordena por nuestra legislación vigente el arbitraje forzoso. 



NOTAS DEL CAPITULO VIIL 

(1) Arts. 769 y 788 del Oód. Jud.— (2) Leyes 13, 16 y 25, tít IP, Lib. 2.® 
del citado Cód. ; leyes 2.' y 23, tít. 4.% Part. 3.*, y ley 3.% tít. \P y ley 4.', 
tít, 17, Lib. 11 de la Nov. Eecop. 

£1 Derecho internacional aspira á organizar esta institución dándole un 
carácter de permanencia que nunca ha tenido y fundando en ella el mas po- 
deroso vínculo que puede unir á los pueblos cultos, como la base más sólida 
para asegurarles los beneficios del Derecho sin los temores de la perturba- 
ción en BUS relaciones jurídicas y comerciales. En el tratado de 1856, con- 
venido en París, después de la primera guen*a de Oriente, se consignó esa 
aspiración, aunque limitándola á las cuestiones orientales; y el instituto de 
Gante, en sus conferencias, ha determinado el modo de realizarla. Blunts- 
chlí, en su Derecho internacional codificado, expone de un modo concreto el 
estado de la cuestión desde el punto de vista científico. Coloca el arbitraje 
en el número de los medios de reprimir las violaciones del Derecho interna- 
cional. Los pueblos, dice, entre quienes, por cualquiera de esas violaciones, 
se ha suscitado un conflicto, pueden remitir su decisión al fallo de un Tribu- 
nal de arbitros. Este ha de ser libremente designado por las partes, pudien- 
do hacerse de antemano la designación del procedimiento que ha de seguirse 
en el conflicto ; de las personas que han de resolverlo ; de la forma en que han 
de ser elegidos &c. Dice, al terminar el examen que hace de esta tan im- 
portante cuestión, y refiriéndose seguramente al Tribunal internacional, que 
en las Confederaciones de Estados y en las Repúblicas ó Monarquías federa- 
tivas, las dificultades que se suscitan entre los diversos Estados de la Fede- 
ración ó entre esta y el poder central, se someten á un Tribunal arbitral ó á 
los Tribunales federales ordinarios. En Alemania se llaman Austraege los 
arbitros 4osignados por la le^ fundamental de una Confederación. (Véase la 
IB^, general de legislaéión y JurisjCfrudencia, tom. 54, págs. 449 y siguientes.) 

(3) Teoría del hecho jurídico, individual y social. 

" Es propio de hombres razonables recurrir á un arbitro antes que á un 
Juez, porque el primero no atiende sino á Injusticia, mientras que el Juez 
mira solamente á la ley : el arbitraje ha sido inventado para hacer valer la 
equidad" (Aristot. BA^ton, Lib. 1.*^) "Cuantos objetos caen bajo la esfe- 
ra del conocer pueden hallarse previstos en la ley, y no dejar al Juez una 
libertad ilimitada. Por esto, el éxito de una buena causa parece asegurarse 
más si se confía á un Juess que si se confía á un arbitro, porque aquél no 
puede salirse de los límites que le traza una fórmula definida de derecho. 
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mientras que la conciencia de éste está libre de toda traba,* puede añadir 7 
quitar, y dictar sn fskUo, no según las prescripciones de la Zey y de la jugti^ 
eia, sino según los impulsos de la humanidad y de la misericordia^^ (Séneca, 
De benef. Lib. iii). £n la antigüedad recomiendan también el arbitraje Pía- 
ten (lias leyes t lib. vi, ed. de Ascárate, t. lx) y San Pablo (1. od. Co^ 
Hníh,, VI). 

'* En cierta ocasión, Plinio el joven hubo de constituirse con dos amigos 
en consejo arbitral, á fin de averiguar quién tenia razón, si Curiano que se 
querellaba, ó su madre que lo había desheredado, trasfíriendo todo su can- 
dal á Plinio mismo y á otras varias personas ; la sentencia que dictaron, y 
su cumplimiento por los herederos, hechos eran de derecho natural, de de- 
recho eterno, porque no supeditaron su juicio á regla ninguna donde ese de- 
recho se hi^biera hecho antes positivo ; si Curiano hubiese llevado adelan- 
te la demanda intentada contra los coherederos do Plinio, la sentencia de los 
centumviros hubiera sido de derecho positivo, porque á los ceñturoviros no 
les era lícito guiarse por puras apreciaciones de equidad sino por la lejr es- 
crita. 

^' Pondremos otro ejemplo. Guando antes de 1856 se litigaba sobre un ca- 
so de violación de bloqueo, y el presunto infractor alegaba en su descargo 
que no era justo ni equitativo considerarlo como tal, no habiéndose hecho 
efectivo tal bloqueo, esto es, no habiendo estado sostenido con fuerza enñ- 
ciente para impedir el acceso del enemigo al litoral, el principio de juBticia 
referente á aquel estada de cosas se hacía positivo, se determinaba directa- 
mente, sin pasar por el intermedio de ninguna declaración ni regla positiva : 
realizábase un hecho de equidad^ un hecho de derecho esencial ; pero des- 
pués del tratado de París de 16 de Abril de 1856, no sería menester acudir 
á principios absolutos de justicia, sino á los términos dé la declaración en él 
contenida, y tendríamos un hecho de derecho po^itiyo, un hecho según la 
ley, ya que verdadera ley contractual es todo tratado ; si el infractor se de- 
fendiese ahora alegando que el bloqueo, si bien efectivo, no había sido noti- 
ficado á los neutrales, la absolución sería también hecho de derecho positivo, 
porque se ha introducido por costumbre que aní se practique, y la costumbre 
es derecho positivo." (Conta, Teoría del derecho jurídico individual y 
social). 

(4) Art. 615 del Cód. Civ. del E. y 489 del de laU.— (5) Arta. 769 y 788 
del Cod. Jud. del E. — (6) Ley de enjuiciamiento civil de España comentada 
y exptieada por Manresk, Miquel y Eleus. — (7> Arts. 770 y 784 del citado 
Cód. Jud.— (8) Art. 770 del id. 

Aunque la denominación de multa pudiera hacer creer que debía aplicar- 
se al Fisco, no lo entendemos así. Teniendo en consideración el fin de las 
estipulaciones, y que se trata en los compromisos de intereses particulares ó 
privados, nos parece que el objeto de la ley ha sido el que se haga el pago 
por una de las partes en favor de la otra, como una indemnización de perjui- 
cios, y su exacción deberá corresponder al Juez ordinario. Este es también 
el objeto de dichas estipulaciones. 

La declaración de nulidad del compromiso, ya se intente antes ó ya des- 
pués de pronunciado el laudo ó sentencia, corresponderá igualmente al Juez 
ordinario de primera instancia, como la de cualquiera otra obligación. Este 
compromiso produce todas las consecuencias legales de la misma manera que 
las demás obligaciones civiles. 

(9) Art. 772 del id.— (10) Arts. 784 y 786 del id. 

Obsérvese que la disposición legal citada habla de aceptación y no dice 
juramento, ni promesa ó proteuta de cumplir el encargo. Su silencii» dem»ta 
que bastará dicha aceptación, y que así conste en el expediente, para que 
los arbitros puedan entrar en el ejercicio de sus funcicmes. 

(11) Arts. 791 y 792 del id.~(12) Arts. 780 y 794 del id.-— ( 13) Arts. 
782 y 789 del id.— (14) Arts. 781, 782, 788 y 794 del id.— (15) Art. 787 del 
id.— (16) Arts. 771 y 785 del id.— (17) Arts. 306 y 307 del Cód. de O. 
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CAPITULO IX 

PUL JUEZ EJECUTOB Y DE LOS PUNCIONABIOS CON JÜBISDIOGIÓN 

COACTIVA. 

Bbsumxn. — 1.^ Nociones generales. — ^2.^ Del Jaez ejecutor y sus funciones. 
3.^ Agente general de bienes desamortizados y administradores de Ha- 
cienda nacional. — 1.^ Empleados que ejercen en el Estado la jurisdicción 
coactiva. — ^5.^ Del Sindico del Lazareto ; interviene este funcionario en las 
diligencias de inventarío y avalúos de bienes hereditaríos; libra las 
ejecuciones y puede dar comisiones, así como los Administradores y Be- 
caudadores. — 6.^ Tesoreros municipales. 

1.*^ — Según dijimos en el capítulo sexto, constituyen el Tesoro 
las sumas que se recauden y las que sean pagadas en dinero ó sus 
equivalentes, según las disposiciones fiscales, por estar reconocidas 
conforme á la ley á cargo de los deudores ; y las recaudables á su 
favor, que procedan de rentas y contribuciones (1). 

Los empleados de Hacienda en representación del Gobierno no 
sólo liquidan los créditos activos y hacen su cobranza adminlstrati- 
vamente, sino que ejercen con este fin la jurisdicción coactiva pro- 
cediendo contra los bienes y las propiedades de los deudores. Ellos 
tienen la suficiente autorización para ejecutar por sí mismos todas 
las diligencias necesarias hasta obtener el pago, mientras no se 
opongan excepciones ni se entablen tercerías que den lugar á jui. 
cios contradictorios; todo lo cual es aplicable á los negocios de 
la competencia federal. La faculta<i de que se hallan investidos 
estos funcionarios para entender en los asuntos de rentas y contri- 
buciones, y con el fin de hacer efectivos su recaudación y pago, es 
por tanto lo que se denomina jurisdicción^ coactiva (2). 

2.^ — Hay en la Unión un funcionario encargado de los cobros 
ejecutivos que se denomina "Juez ejecutor,'* el cual tiene un Es- 
cribiente de 8u libre nombramiento y remoción, con quien despa- 
cha, en calidad de Secretario, todas las ejecuciones que le enco- 
miendan la Tesorería general, la Oficina general de Cuentas, y 
cualquiera otra general de Hacienda, en la capital (3). 

3." — El Agente general de bienes desamortizados y todos los 
agentes. del ramo que le están subordinados, ejercen la jurisdicción 
coactiva para el cobro de las cantidades que les corresponde recau. 
dar (4). 

Los administradores principales de Hacienda en los Estado^ son 
los que desempeñan las funciones de agentes de bienes desamorti- 
zados, y los que se denominan subcUtemos desempeñan las suyas 
bajo la dependencia de dichos administradores. Estos agentes pue- 
den lihrar,^3ajo su responsabilidad, despac^hos para ejecutar á los 
deudores morosos que residan en lugares distantes, asignarles una 
comisión hasta de diez por ciento sobre lo que recauden, lo que es 
de cargo ie dichos deudores (5). 
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Los recaudadores, en general, tienen jurí 
el cobro de los créditos activos del Tesoro qi 
reconocido y de los reconocidos por otros fun 
ban el encargo de exigir el pago de los respe 
los reglamentos administrativos (6). Las eje 
podrán suspenderse por orden 6 resolución di 
forme á las leyes. 

Los Administradores de Aduanas ejercen 
dicción cuando se les devuelve una libranza 
ta en la Tesorería general y en las respecti 
dación. Ellos procederán entonces al cobro 
en virtud de su jurisdicción coactiva ; pero f 
ren donde reside la Tesorería ó laa Oficim 
Jefes de éstas serán los que deberán hacer el 
vos fiadores (7). 

Los empleados que tienen por la ley 
cuando proceden ejecutivamente para el col 
caá, actuarán con alguno de los subalternos ( 
los tuvieren actuaran con un Seoretario o 
juramento de desempeñar fielmente sus debí 

4." — En el Estado ejercen la jurisdicción 
nistrador general de Hacienda, los Administradores departamen. 
tales, los Recaudadores de distrito, el Síndico del Lazareto, y en 
general todos los recaudadores encargados del cobro de las rentas 
que corresponden á este ramo, y loa Tesoreros municipales. Con 
independencia de toda otra autoridad ó funcionario, y sin neceei. 
dad de auxiliatoria de los Jueces, los empleados que ejercen esta 
jurisdicción pueden practicar todas las diligencias necesarias para 
poner el juicio en estado de citar al deudor para Eentencia de pre- 
gón y remate, y en loa casos de excepciones, pasarán el expediente 
al Juez del circuito 6 del distrito ,ó Juez de primera instancia que 
corresponda para la resolución definitiva. Si hubiere oposición ei- 
cluyeute, el ejecutor la pasará con los autos al Juez de primera 
instancia, paia que resuelva sí es ó no admisible, la sustancie J 
decida en el primer caso; y si fuere coadyuvante, la pasará tam- 
bién con testimonio de lo actuado, para que se decida el juicio de 
tercería, dejando en el expediente original la debida constan, 
cia (9). 

5." — El Síndico y los demás recaudadores del impuesto en ^ 
vor del Lazareto intervienen en las diligencias de losinventaríosy 
avalúos que se practican en las sucesiones hereditarias, ejerciendo 
las facultades que se les atribuyeron á los Recaudadores de la ex- 
tinguida manumisión, según el capítulo 4.°, título 15, libro 2.° del 
Código, ¿ saber: 1."* La de nombrar por parte del Lazareto un 
avaluador ; 2.° La de presenciar por sí ó por medio de comisio- 
nado de su confianza las respectivas diligencias de inventario ; y 
3." La de hacer la correspondiente liquidación de los derechos del 
ramo 6 de este impuesto, en cada sucesión (10). 
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En Bogotá el Síndico es el único que puede intervenir con el 
objeto expresado, en los juicios de testameataría y abintestato 
que 86 sigan ante los Jueces de este circuito, pero sin perjuicio de 
la facultad que se le ha dado para constituirse parte en los juicios 
de esta clase que se sigan eu cualquiera de los circuitos judiciales 
del Estado, si lo estimare necesario ó conveniente (11). También 
intervendrá el Síndico en la formación de los inventarios judiciales 
6 extrajudiciales, por sí ó por medio de apoderado, cuando muera 
no individuo dejando bienes en dos ó más distritos. En consecuen. 
cia, los respectivos Recaudadores no tendrán participación alguna 
en esas mortuorias, ni gozarán del honorario que les señala el ar. 
tícelo 6.° de la ley de 23 de Enero de 1872, adicional y reforma- 
tona de la de 10 de Noviembre de 1870, que establece un Lazare, 
to en el Estado (12). En tal caso, el apoderado constituido gozará 
del honorario señalado (13). 

Como el Síndico del Lazareto y los Jtiecaudadores respectivos 
ejercen la jurisdicción coactiva, ellos podrán librar mandamientos 
ejecutivos contra los responsables siguiendo los procedimientos de 
apremio establecidos por la ley para hacer efectivo el pago de los 
impuestos siempre que liquidados tales derechos y aprobada la 
liquidación formada por el Síndico no hubieren pagado losalbaceau 
6 los interesados. Los Recaudadores son agentes de la Sindicatura 
al tratarse del impuesto para el Lazareto y pueden ser compelidos 
con multas hasta de cincuenta pesos cuando falten á sus deberes ó 
dejen de cumplir las órdenes comunicadas, en favor del ramo. 

Los Administradores departamentales y los Recaudadores tie- 
nen también la facultad de conferir las expresadas comisiones, bajo 
su responsabilidad, á las personas que á bien tengan, para el cobro 
del impuesto, invistiéndolas del carácter de agentes de Hacienda, 
y asignándoles el honorario correspondiente. 

6.** — ^Los Tesorero* municipales, en uso de la jurisdicción coac- 
tiva para la recaudación de las rentas de su cargo, pueden apremiar 
á los deudores con multas hasta de la décima parte de las deudas 
causadas en favor del Tesoro de los distritos, á fin de que veri- 
fiquen el pago dentro del plazo de diez á veinte días, y en caso de 
que esto no sea suficiente, declararán la multa y procederán ejecu- 
tivamente contra los deudores (14). 



NOTAS DEL CAPITULO IX. 

(1) Art. 18 del Cód. Fisc. del B., y 7.^ del Oód, Fisc. de la ü.— (2) ArU 
7.*^ del Oód. Fisc. del E.— (3) Arts. 1,273 y 1,263 del Cód. Fisc. de laü.— (4) 
Art. 988 del id.— (5) Arts. 989 y 994 del id.— (6) Arts. 1,253 y 1,391 del id.— 
(7) Art. 166 del id.— (8) Art. 1,006 del Oód. Jud. de la U.— (9) Aitg. 921 y 926 
del Oód. Jud. del K, y 1,008 y 1,013 del de la ü.— (10) Art. 6.°, ley de 10 de 
Noviembre de 1870, y 1,094 del Oód. Jud. del E.— (11) Art. 5.®, ley de 28 de 
Enero de 1873, y 3.° y 4.® de la ley 26 de 1874.— (12) Arts. 7.° y 9.° de la 
ley de 28 de Enero de 1873. — (13) Art. 36 de la ley de 13 de Agosto de 
1869.— ( 14) Art. 241 del Oód. Político y municipal. 13 
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CAPITULO X 

DE LOS ADMINISTEADOEBS PE HACIENDA Y DEL JUBADO DB 

ADUANAS. 

Besumen.— -1.^ NooioneB generales. — 2.° Jurisdicción del Administrador de 
Aduana ; e^ funcionario de instrucción y conoce de las causas de contra- 
bando ó defraudación en determinados casos.*— 3.^ JuradO'de Aduanas;, 
él ejerce jurisdicción como Tribunal de segunda instancia ; casos en que 
puede aprehender el conocimiento ; cuándo celebra sus reuniones.— 4.^ 
Los Administradores de salinas. — 5.^ Jurado para ajustamientos mili- 
tares. 

1.° — Las Aduanas tienen por objeto verificar la percepción de 
los impuestos ó derechos establecidos sobre las mercaderías extran- 
jeras y sobre los buques que entran á los puertos nacionales. A fin 
régimen están sujetas todas las operaciones comerciales de impor. 
tación, de exportación y demás que han sido clasificadas por el 
Código Fiscal. Hay una Aduana en cada uno de los puertos habi- 
litados. 

El conocimiento de los negocios contenciosos de Hacienda rela- 
tivos al ramo de aduanas corresponde al respectivo Juez ó Tribu- 
nal en cuyo territorio se hayan cometido las infracciones del Códi- 
go ; pero aunque los Administradores de Aduana no sean propia- 
n:Lente Jueces, ellos conocerán en algunos casos de infracción, en 
virtud de la jurisdicción que se les ha concedido en los asuntos 
administrativos y fiscales. Los delitos de contrabando y de defrau- 
dación se rigen por reglas especiales ; mas con respecto á esto» 
mismos asuntos, deben observarse además las disposiciones del 
derecho común en todo lo que no estuviere previsto en dichas 
reglas. Los delitos conexos y cualesquiera otros comunes que se 
cometan para ejecutar, para facilitar ó encubrir el contrabando ó 
la defraudación, como son los de seducción ó de resistencia á Iob 
empleados del Besguardq, serán de la exclusiva competencia de loa 
Jueces ordinarios (1). 

2.^ — Sólo los Jefes de las Aduanas tiepen jurisdicción sóbrelas 
mercaderías que no han sido reconocidas y despachadas. Mientras 
no se hayan ejecutado estas operaciones ninguna persona particu- 
lar ni empleado público, con excepción de dichos Jefes y de lo» 
empleados que designe el Poder Ejecutivo, tendrán jurisdicción 
sobre las mercadería^. Por cojisiguiente, el que por cualquier me- 
dio trate de impedir ó embarazar la descarga de dichas mercancías 
6 de apoderarse de ellas antes de que por la Aduana se verifiquen 
las operaciones necesarias^ incurrirá en una multa de quioienios 
hasta mil pesos, que le impondrá el Administrador ; y <][ue se oo^ 
brará ejecutivamente si fuere necesario ; además se le impondrá 



CAP. X. ABMIKISTBADOSES DB HAOIEXDA &. 195 

por la autoridad judicial un arresto de cuatro á 8eÍ8 meses. En 
tales penas incurrirán no sólo los individuos que lo ejecuten, sino 
los que lo hubieren ordenado (2). 

El Administrador de Aduana, el Contador y el Jefe del Bes. 
guardo en cada Aduana, son funcionarios de instrucción en las 
causas de contrabando y defraudación, y tienen, por tanto, el deber 
de practicar todas las diligencias del caso ocurrido, cuando se les 
dé algún denuncio ó tengan conocimimiento de los hechos, cuando 
advirtieren que se ha cometido ó se intenta cometer alguna infrac- 
ción de las disposiciones legales sujetas á pena (8). 

Las infracciones que pueden cometerse con ocasión de las ope. 
raciones comerciales sujetas al régimen aduanero, están determi- 
nadas y clasificadas por el Código. Los Jueces de primera instan, 
cia que tengan jurisdicción en el lugar de la residencia de las 
Aduanas, ó en aquellos en que se cometa el fraude ó se haga la 
aprehensión de los objetos que deban ser decomisados, conocerán 
de las causas que se sigan por las infracciones expresadas en los 
casos 1.°, 2.°, 3.^ y 5.° del artículo 325, y que son : 1.^ Falta de pre- 
sentación de la patente de navegación, del sobordo ó de alguno de 
los documentos que exige el artículo 59 ; 2.^ Conducción, descarga 
ó introducción por puerto diferente del habilitado ó del destino, 
conforme al sobordo, ó por puntos ó á horas distintas de las se- 
ñaladas, ó sin los documentos correspondientes ; 3.° Extracción, 
embarque ó conducción de mercancías extranjeras para el comer, 
ció de cabotaje ó para la reexportación hechos por puerto no habi. 
litado ó por puntos ó á horas distintas de las señaladas, ó sin los 
documentos correspondientes ; y 4.° Violación de sellos puestos á 
las escotillas y otros lugares del buque. Los sobordos deberán venir 
certificados por los Cónsules y Vice-cónsules colombianos. 

En los casos no mencionados, en los de que faltaren las factu. 
rae ó los manifiestos ó en que hubiere deficiencia ó inexactitud de 
los datos que deben contener, en los de introducción de artículos 
prohibidos, de resistencia ó demora culpable para la descarga ó 
salida de los buques, extracción de las mercancías de los almacenes 
de la Aduana sin las formalidades requeridas y en otros también es. 
pecificados en el Código, corresponderá también al Administrador 
de la Aduana respectiva el conocimiento de las causas (4). 

3.^ — ^El Jurado de Aduana se compone del Secretario de Ha. 
cienda que lo preside, del Contador de la Oficina general de 
Cuentas encargado de examinar las de Aduanas, y de un comer, 
ciante elegido por la Cámara de Representantes. Se designarán 
igualmente por dichaCámara tres comerciantes para que por su orden 
sustituyan al principal elegido, y es Secretario el Jefe de la sec. 
ción encargado de este ramo en la Secretaría de Hacienda.. Las 
decisiones que son de la competencia de los Administradores podrá 
reformarlas ó revocarlas el Jurado, verdad sabida y buena fe guar- 
dada; pero para que pueda conocer de ellas, es preciso que los 
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interesados reclameii deotro de los seis días que tienen para revisar 
la liquidación de los derechos ó en el acto del reoonocimietito, se- 
gán loe casos. El Jurado se retine dos veces al mes por lo menoa. 
El Secretario de Hacienda fíja los días de las reuniones (&). 

4° — Los Administradores de las salinas nacionales también 
dasempeflan las funciones y llenan los deberes de los funcionarios 
de instrucción, para la averiguación de los delitos de contrabando j 
defraudación, aprehensión y castigo de los delincuentes, poniendo 
en conocimiento del Gobierno federal los hechos que fueren objeto 
de las diligencias sumarias (6). 

5.°-~-Hay otro Jurado en la Unión compuesto del Secretario de 
Guerra, del Director del Crédito nacional y del Presidente de la 
Oficina general de Cuentas, que conoce de los expedientes sin liqui. 
dar por ajustamientos militares. Despacha declarando verdad 
sabida y buena fe guardada, sobre la comprobación y realidad de 
loa servicios prestados, lo que corresponda segiin las leyes vigente. 
Sus resoluciones sod inapelables (7). 



NOTAS DEL CAPrTÜIiO X. 

<1) Arta. S, o 7 23 del Cód. Fisc. de la ü. 

Por eonfrahando se entiende todo comercio que se bwe contra las leje«, 
cuja violaciÚQ ae considera como falta sujeta á pena, ó como delito ; y por 
defraudación el delito cemetido en materia de Hacienda por la persona Olas 
personas qne ee sustraen dolosa 6 fraudulentamente del pago de los dere- 
chos fieoalea. 

(2) Art. 92 del id.— (3) Art. 337 del id.— (4) Arta. 41, 325 y 340 del id. 

El articulo 7." déla ley 60 de 1675 reformatoria de algunas diapoBiciones 
sobre Aduanas, eslabloce otro caso de iníricción, j ea cnande los bornes car- 

fados en puertos extranjeros ó en algún puerto franco con destino a los ha- 
ilitadoa, no llegaren á ellos. 
(5) Arts. 344, 345 j 349 del id., 7 6.° del Decreto dado en ejeoncián de 
la le7 que estableció el Jurado de Aduanas {JHario Ojieüd námero 1,989). 
(6) Art. 472, inoiao 17 del id.— (7)Art 2,170 del id. 
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TITULO SEXTO 

DEL MINI8THRIO PIJBllíIOO 



CAPITULO I 

DE LA CÁMABA DE BEPBESENTANTES. 

Bbsvmen. — 1.° Consideraciones generales; idea de la alta misión del Minis- 
terio público; ojeada histórica; objeto e importancia de este Ministerio; 
criterio ntilitario ; unidad de acción.— 2.^ Por quienes se ejerce el Ministe- 
rio público en la Unión y en el Estadc^-S.^ La Cámara de Bepresentantes 
ejerce la más elevada magistratura del Ministerio público ; su composición 
y sus atríbuciones.-Hl.^ Manera de ejercerlas ; ella inquiere los hechos 
que son materia de acusación. 

1.° — El Ministerio publico es una de las más importantes de 
nuestras instituciones judiciales por la extensión de sus atribucio- 
nes y la grandeza moral de su objeto, por su destino jurídico, po- 
lítico y social. Alta institución de las sociedades modernas á la 
que también se llama Ministerio fiscal^ ella es forma acabada de 
una nueva era penal en el terreno de la ciencia, y sello del progreso 
de los pueblos que van entrando en el camino de la civilización 
cristiana. Como dicen los expositores del derecho, el Ministerio 
público significa eocpiación legal, persecución judicial, acción públi- 
ca penal concretada en el representante de la sociedad : es también 
idea de justicia criminal y sanción penal : requiere, para la apre- 
hensión y el castigo, como defiende y liberta por medio de la 
absolución. El Ministerio público, en fin, quiere decir orden, regu- 
laridad, vigilancia constante de la ley. Centinela avanzado en la 
administración de justicia y depositario de las tradiciones, él hace 
eficaz la aplicación de la ley en los casos particulares y fija su in- 
terpretación doctrinal; mantiene esas tradiciones y la unidad legis- 
lativa, y como defensor de todos los derechos, es el acusador de todas 
las transgresiones y el protector de la inocencia. El ilustre Porta, 
lis decía en el Instituto de Francia, en elogio de Seguier, que había 
sido el hombre de la ley y el orador de la patria. Hizo así el elogio 
y el encomio más elocuente de la institución. 

El sistema más racional para la represión de los atentados 
contra las personas y las propiedades es el que hace de la persecu. 
ción de los delitos y de toda transgresión de la ley una función 
social que ha sido conferida á las magistraturas fiscales y que está 
revestida desde luego de todas las garantías que puedan inspirar 
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confianza y dar seguridad á los asociados. Esta función pública 
corresponde al Estado y no á los individuos, de tal modo necesaria, 
tan inseparable de éste que id la teoría absoluta del individualis* 
mo se la disputa. No sólo le pertenece al Estado la dirección y el 
desarrollo de los intereses colectivos de la sociedad, sino, antes que 
todo, la represión de las violaciones de todo derecho. El derecho de 
castigar naee de la necesidad social y en ella exclusivamente se 
funda : el Estado no puede renunciarlo, porque, en representación 
de la sociedad, el Ministerio público no puede dejar de ejercer el poder 
de protección que le pertenece amparando el derecho indi vidusd con- 
traías malas pasiones y realizándolo en todas las .esferas. Si fuera 
posible renunciarlo, y lo hiciera, el instinto de la defensa y de la 
conservación harían renacer el antiguo derecho de la venganza pri- 
vada, que es la barbarie, y la forma de la penalidad vendría á ser 
otra vez la vindicta publica^ y no la expiación reparadora, ley del 
orden moral que sigue de cerca al mal causado y que se cumple 
providencialmente. ' 

La utilidad y el placer no son las bases de la justicia humana, 
que las jurisdicciones salieron de la ley natural ; ni son criterios 
reguladores del derecho en el sentido relativo y parcial en que los 
han tomado los utilitarios y sensualistas, quienes sostienen aun la 
vindicta, la represalia y el tallón en la esfera del derecho privado 
y en la del derecho político. " Si la utilidad fuese la ánioa base de 
la justicia represiva, dice Fiore, el interés de la represión podría 
entenderse en un sentido completamente falso. Se podría decir, ^i 
efecto, que no importa en manera algima al Estado que el ladrón que 
se ha apropiado la fortuna de otro en país extranjero venga á gozar 
en medio dé nosotros el fruto de sus rapiñas, que será indiferente que 
el extranjero que venga á establecerse en el país, haya sido un homi- 
cida ó un banquero quebrado. Por el contrario, si, como creemos nos- 
otros, debe considerarse que el derecho penal, lo mismo que el poder 
de formular la ley y de emplear la fuerza, tiene otro ñn y otro fun- 
damento; si el poder social está investido de la facultad de prohibir 
ciertos actos porque tiene el derecho de velar por su propia conserva- 
ción y proteger la libertad de las personas y su seguridad, no pe- 
drá aprobarse la opinión de nuestros adversarios ni admitirse que 
la jurisdicción sea territorial con el mismo título que lo es la ley, 

{)orque existen, en efecto, casos en los cuales se pueden reprimir 
os actos criminosos cometidos en territorio extranjero é invocar 
el derecho de perseguir á su autor. 

*' Desde luego se puede sostener con razón que la penalidad es 
territorial en cierto sentido. Pero la penalidad, que es efecto de la 
ley penal, no debería confundirse con la autoridad de la ley penal, 
del mismo modo que no podría confundirse el efecto de la ley civil 
con su autoridad.'* (1) 

Hé aquí los fundamentos, el carácter y el objeto de la institu- 
ción que nos ocupa. 
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Remóntase el origen de la institución al tiempo de Cario Mag- 
no, según la opinión de los autores, quienes encuentran sus huellas 
en el establecimiento de los antiguos sayones j durante la Edad Me- 
dia. Ella fué por grados perfeccionándose en los siglos siguientes, y 
durante la revolución francesa acabó por ser organizada regular- 
mente, bajo la misma forma que hoy la vemos empleada en los 
países regidos por instituciones republicanas ó por las monárquicas 
constitucionales (2). 

Mas si en la persecución y castigo de los delitos, están com- 
prendidas las principales funciones del Ministerio público, á ellas 
han venido otras á reunírseles, en los asuntos civiles, en el interés 
del orden público, en el de los ausentes, de los débiles é incapaces, 
y aun en favor de causas de un género especial, por ejemplo, en 
aquellas en que están interesados el Estado, los establecimientos 
públicos y el común de los distritos ó las Municipalidades; en las 
cuestiones de conpipetencia y en las que corresponden al estado civil 
de las personas, para las correcciones de las actas extendidas en el 
registro. Se requiere su intervención y debe oírsele igualmente en 
los juicios de divorcio y nulidad de los matrimonios, en las habili- 
taciones de edad y en las declaratorias de presunción de muerte 
por desaparecimiento. Puede también provocar el juicio de inter- 
dicción de los disipadores y dementes, y deberá ser oído siempre en 
el primero de estos juicios, y promover que los guardadores rindan 
cuentas de su cargo. Puede pedir la declaratoria de nulidad abso- 
luta de los actos y contratos en el interés de la moral ó de la ley, 
y que se conviertan en censos los usufructos perpetuos y sucesivos 
constituidos sobre inmuebles (3). 

Pero en algunos de estos casos, y salvas las excepciones, no 
procede por vía de acción, sino que se limita á dar su dictamen, es 
decir, la opinión que funda, según la conveniencia pública y los 
preceptos legales. Su posición es análoga á la del Juez, sin que las 
partes tengan el derecho de replicar. 

En materia criminal, pues, el Ministerio público es parte acti- 
va y principal, y no puede ser recusado, porque no se puede recu- 
sar al adversario ó á la parte contraria : en materia civil es parte 
pasiva, y consultiva, y cuando tiene que intervenir en estos casos, 
proeede por vía de conclusiones, y puede ser recusable porque el 
Ministerio público participa en ellos de la posición de los Jueces. 

Como las funciones civiles y criminales que hoy ejerce el Mi- 
nisterio público no son inseparables^ y no han estado siempre reuni- 
das, ha surgido de aquí la distinción intentada entre el Ministerio 
fiscal y el Ministerio publico, para dividir y separar sus funciones 
y poner su ejercicio en manos de autoridades diferentes reservando 
á cada una las que les fueran más propias y determinando su sig- 
nificación especial, como instituciones distintas. Hoy no cabe dis- 
tinción ninguna, según nuestra legislación vigente. El . Ministerio 
jpviblioo comprende el Ministerio fiscal, y como representante del 
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,iés pdblico, DO lo es directamento de los I 

18 constitucionales, ni de los PresidentoR da 

sentativae, ni del icteréa individual. Ya 1 

listerio público es abogado defensor de todoa los derechos y 

rgico acusador de todas las violacioiieB de la ley : es órgano 

irmediario entre la sociedad y el Estado y los Jueces y Tribuna. 

cerca de quienes ejerce sus atribuciones. 

Es principio esencial en esta institucíiín la unidad de acción. 

ilquiera que sea el agente que funcione, la acción ejercida y el 

1 cumplido Rerán siempre, legalmente hablando, la acción y el 
) del Ministerio público, no la acción ó el acto de tal ó cual 
cionario considerado individualmente. En cuanto ú la unidad, 
jurisdiccione!' pueden ser variadas y distintas y sus agentes 
atiples, dice Ortolán, pero la parte que insta y que reclama 
i siempre una misma. 

Cerca de la Corte Suprema hay un Procurador general, cerca. 
Tribunal Superior del Estado hay otro Procurador, y cerca de 
demás Tribunales y Juzgados existen los respectivos agentes 
líes, á quienes les corresponde el ejercicio de la acción pública 
apulsar el movimientode la administración de justicia. Asícen. 
izan y vigilau ellos esta administración, así dirigen y regularizan 
ellos la acción de los agentes del Ministerio público que estún 
3 su dependencia inmediata. Por lo demás, la unidad de que 
bamos no es bíuo iina consecuencia de la independencia de los 
leres públicos, porque este Ministerio es parte integrante de la 
ainistración de justicia, y por esta razón elCódigo trata de él en la 
te en que se ocupa de laorgauizaciÓD del Poder Judicial y d 
litados atributivas. Esta unidad comprende la unidad de pi 
ínto y tiene en su favor la celeridad en los actos, la facilidad c 
ir á un sistema cónsono y uniforme la legislación, la econom 
npo y de gastos. 

Explicados y conocidos el carácter y objeto del Minis 
ilico, no puede ocultarse la importancia vital de esta institi 
lejar de reconocerse su utilidad manifiesta cuando se desem 
la firmeza, con la prudencia y la integridad que ella cxigt 
2." — El Ministerio público de la Unión se ejerce por la GSi 
Representantes, por el Procurador general de la Nación j 
Procuradores ó Fiscales de los Estados y los Territorios. 
icuradores ó Píscales de los Estados son los empleados iji 
léllos llevan la voz fiscal en los asuntos civiles y crimín 
ún la legislación de cada Estado. 

En elEstado ee ejerce en los negocios judiciales por la A 
A l^islativa, por el Procurador y Fiscal del Estado, po 
ntes fiscales y por los Síndicos municipales (4). 
3.° — La Cámara de Kepresentantes llamada también de E 
os y en otros países Cámara baja 6 de los Comunes, tient 
;en la elección popular y por base la respectiva poblacid 
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cada Estado, á quien le corresponde determinar la manera de hacer 
las elecciones. No hay Constitución política de cuantas conocemos 
que no haya considerado á esta Cámara como una emanación del 
sufragio directo, 6 en segundo grado, y como representante de las 
ideas, de los sentimientos, intereses y actividad del pueblo 6 de la 
• sociedad que representa, como fuerza impulsiva de su movimiento 
progresivo. Por esto se ha radicado en ella el ejercicio de la sobe- 
ranía popular y la iniciativa sobre ciertos asuntos de interés públi- 
co, tales como la discusión, en sus primeros debates, de las leyes de 
Presupuestos y las acusaciones contra ciertos altos dignatarios de 
la Unión. 

Como el Senado de Plenipotenciarios representa á los Estados 
en su condición de entidades políticas federales, así la Cámara de 
Representantes representa al pueblo colombiano, y se compone de 
loa elegidos en cada Estado en razón de uno por cada cincuenta 
mil habitantes, y uno más por un residuo que no baje de veinte 
, mil. Tanto éstos como los Senadores gozan de inmunidad en sus 
personas y propiedades, y son irresponsables por los votos y las 
opiniones que emitan. Su período es bienal ; pero la renovación de 
ambas Cámaras se hace en su totalidad en cada uno de estos perío- 
dos, como sucede en los Estados Unidos del Norte, en Chile y 
otras Repúblicas americanas. La ciudadanía es requisito para la 
diputación y la plenipotencia, como condición esencial para el goce 
de todos y cualesquiera de los derechos políticos. Ella constituye 
la capacidad jurídica. 

En el concepto que hemos expresado, háse atribuido á la Cá- 
mará de Representantes, considerada su representación como in- 
térprete del sentimiento popular y de la opinión pública, la fa- 
cultad exclusiva de formular acusaciones contra ciertos altos fun- 
cionarios, y son sus atribuciones á este respecto: 1.° Acusar ante 
el Senado al Presidente de los Estados Unidos, á los Secretarios de 
Estado, á los Magistrados de la Corte Suprema federal y al Procu- 
rador general, .en los casos y para los efectos de los incisos 3.® y 4.® 
del artículo 51 de la Constitución; y 2.° Cuidar de que todos los 
funcionarios y empleados públicos al servicio de la Unión desem- 
peñen cumplidamente sus deberes, y requerir al agente respecti- 
vo del Ministerio público para que intente la acusación que corres- 
ponda contra los que incurrieren en responsabilidad (o). 

4.° — Cuando la Cámara haya resuelto acusar á algún funciona- 
rio de los que son justiciables por el Senado, nombra á pluralidad 
absoluta de votos, á uno de sus miembros para que, en calidad de 
acusador, introduzca y sostenga la acusación admitida ; y el Presi- 
dente de dicha Cámara comunica al Senado las resoluciones acor- 
dadas y el nombramiento del acusador. 

La Cámara está igualmente autorizada para inquirir por sí ó 
por medio de una comisión instructora de su seno, los hechos cri- 
minosos - y la conducta oficial de los funcionarios públicos, que 
puedan ser materia de una acusación (6). 
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NOTAS DEL CAPITULO I. 

(1) '^ Los partidarios de la doctrina d« Helvecio y de Epicaro, reprodu- 
cida por Bentham en materia de derecho pensd, han sostenido qne el derecho 
de castigar era legítimo en el solo caso de que resultase alguna utilidad para 
los intereses sociales. Según ellos, la libertad individual podría ^erse Umi- 
tada aun por medidas coercitivas, siempre qne por un exacto cálculo resul- 
tase de ello cualquier ventaja, pero no percibieron que destruían la base 
del derecho penal. La utilidad, sea individual, sea social, es un hecho, 7 ei 
la ausencia de reglas ciertas para determinar en qué casos las trabas puestas 
á la libertad podrían tener efecto ó utilidad, no se llegaría á fundar la 
teoría de derecho penal. Lo que es conforme al derecho es útil ; pero la uti- 
lidad no puede servir de principio al derecho." Compar. Mancini: Lettere 
mi Mamiani intomo alie origini del diretto di puniré* (Véase el Tratado di 
Derecho penal, por Piori.) 

D. Gandido Nocedal, dignísimo abogado español, ha dicho con mu- 
cha verdad: "En completo descrédito ha caído ya la escuela utilitaria, 
hija del materialismo ; descrédito tal y tan grande que no merece detenida 
refutación. Los jóvenes, sobre todo, no se pueden apegar á ella ; sienten 
por dicha dentro de su ser agitarse el alma, que es imagen y semejanza 
de Dios, y con providente advertencia saben no comprenderla atada por 
las leyes de la utilidad, porque el espíritu inmortal no puede caer en 
abismos tan estériles y pestilenciales cuando prodigiosamente le llaman 7 
atraen á sí las reglas invariables de la justicia eterna ; pero la escuela utili- 
taria, aun medio de moda en España, cuando yo era niño, no cuenta ya con 
partidarios, por lo menos pública y desembosadamente. El quebrantamiento 
de las leyes de la moral y de la justicia atrae siempre á la corta ó á la larga, 
desastres irremediables, trastornos, confusión espantosa, expiación y casti- 
go. De donde viene á resultar que lo bueno, lo honrado, lo moral, lo justo, 
es además lo útil. Así lo ha dispuesto Dios, dando sanción verdadera y efi- 
caz á los preceptos naturales, esculpidos en el humano corazón con indele- 
bles caracteres." (Discurso leído en la Academia de jurisprudencia, en la 
sesión inaugural del año escolar, verificada el día 29 de Octubre de 1S66). 

Nuestro ilustrado publicista D. Manuel María Madiedo, en su interesante 
Teoría legislativa, que recomendamos á los jóvenes escolares, expone : 

" Tomar como criterio el placer y el dolor, para admitir ó rechazar lo 
que ñas rodea ; cuando la tacultad que goza 6 sufre puede detestar hoy lo 
que adoró ayer, dando así los fallos más contradictorios sobre unas ráismas 
cosas, es tanto como tomar un termómetro mudable para observar los diver- 
sos grados del calor atmosférico. 

'Nada más resbaladizo, ni más peligroso que un sistema sensu^Usta. 
Esos cálculos ingeniossa de bienes y males, puras sensaciones, acaban con 
todos los gérmenes, con todos los vínculos generosos del alma. No, jamás se 

hallará entre esos espíritus calculadores un Cedro ni un Ricaurte " (La 

Bepública, número 28 y 29, de Enero de 1868). 

Á este propósito dice Costa, en su Teoría del hecTw jurídico : 

'' La utilidad es una mera relación de medio á fin : hay medios para todos 
los fines, y cuando los fines son irracionales, no les faltan aquéllos porque el 
derecho se los niegue ; que es más lata y comprensiva la categoría de la 'con- 
dicienalidad ' que la de la ' condicionalidad jurídica.' Hé aquí por ^ué no pue- 
de regirse el derecho por la utilidad, y cómo, por el contrario, ha de subordi- 
nársele, lo mismo que el placer, que sigue como un corolario á la satisfac- 
ción de la necesidad jurídica. ¡ Cuántas veces nos abstenemos de actos que 
juzgamos injustos, por más que los consideramos útiles para alguna de las 
necesidades que en aquel instante nos asedian ! ¡ Cuántas veces, después de 
haber satisfecho un deseo, nos turba el goce la conciencia, acusándonos de 
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inJQstoSi porque no era de derecho el medio de que nos hemos valido para 
lograrlo I 

"Las conclusiones que arrojan estas premisas son tan obvias, que casi 
pudiera excusar el enunciarlas ^— 1.* Sólo los fines racionales de la vida son 
&ies jurídicos.— 2.* Sólo son medios jurídicos los medios adecuados á esos 
fy^es.*— d.*^ Sólo son relaciones jurídicas las establecidas entre esos medios y 
aq[a«llos fines : la relación entre un fin bueno y tm medio malo, ó entre un 
fin malo y un rntedio bueno, no es relación de derecho : el fin no justifica los 
medios : los medios no justífican el fin. 

''Está, pues, muy distante el derecho de identificarse con la utilidad 
económica o con el placer físico. El derecho se sirve de lo útil para sus 
fines, pero no es lo que usualmente entendemos por utilidad : lo útil sirve 
de medio ó condición de existencia y desarrollo al ser racional, pero^ el de- 
recho no está sino en el modo como la actividad efectúa la prestación. Por 
esto, el hombre de bien antes de ejecutar un acto únicamente, se pregunta : ¿ es 
jwto ? Sólo los hombres depravados, las naturalezas enfermas, los espírítus 
apegados á la materia, y que no rinden culto sino al sentido, se preocupan 
principalmente de esto : ¿ es útil ? Los primeros ponen por delante el deber, 
y no vacilan en sacrificarle, si es preciso, toda temporal conveniencia : los 
segundos lo sacrifican todo al regalo de los sentidos, y se haría imposible 
la vida en sociedad, si no salvaran, por medio de inconsecuencias, el abismo 
que abren entre su pensamiento y la justicia." 

(2) El Procurador, cuyo origen remonta á la ópoca de Augusto en el 
imperio romano, era un funcionario que estaba encargado en las provincias 
imperiales de la percepción de todas las rentas, y eu las sanatoriales de los 
impuestos, excepto los tributos, los cuales recaudaban les procónsules. Los 
Procuradores administraban los bienes del príncipe. 

Tratando Merlín í^obre la historia del Ministerio público, en su S^ertorio 
de jurisprtideneia, afirma que en el tiempo de Garlo Magno, " es cuando se 
ve al defensor del Fisco convertirse en un Magistrado conservador de las 
loyes y como protector de los oprimidos. En cada cantón, dice, había un 
Conde que tenía un Tribunal de justicia, y en cada uno de estos Tribunales 
había oficiales llamados '' Sayones," porque ellos cuidaban del cumplimiento 
de las leyes y auxiliaban al tfuez en la administración de Justicia (áb eoci^ 
gendo). M. Ortolán asegura, por el contrario, que ni en las leyes sálicas, las 
rípuarías, borgoñonas, ni en las capitulares de Garlo Magno, se menciona el 
oficio de los Sayone^. 

Escribe el Sr. López Serrano, en su estudio sobre esta materia, que cuan- 
do los reyes se hicieron representar por un presidente que administraba 
justicia en su nombre y por un Procurador general encargado de ilustrar y 
guiar á los Jueces, es cuando se puede considerar establecida la magistra- 
tura del Ministerio público ; y así se efectuó á principios del siglo XIV, 
cuando Felipe el Hermoso fundó los Parlamentos de París, Roán y Tolo- 
sa, dando consistencia alas funciones del Procurador y á las del Abogado 
del Bey, y estableciendo esa magistratura de un modo permanente y definí- ^ 
tivo. En Francia, el Procurador general, Síndico del Común, fué creado por la 
Asamblea constituyente y estaba encargado de la defensa de los intereses 
del D^artamento, del Distrito ó del pueblo. Los Procuradores generales ó 
los de la República^ son hoy los magistrados de este Ministerio, los primeros 
ante los Tribunales supremos de Casación, de Apelación y de Cuentas, y los 
segundos ante los de primera instancia, y se llamaron Procuradores del Bey 
y Procuradores imperiales. Poco después se generalizó la institución pa- 
sando á los demás Tribunales, y desde entonces comenzó á funcionar con 
categorías diversas. Mr. Pardessus y otros escritores y tratadistSis son de 
esta misma opinión. Se puede consultar su obra Ensayo histórico sobre la 
organización judicial desde Hugo Cafeto, y véase la Éevista general, tomo 
57, pág. 278. 



204 TÍT. VI. DBIi MINISTEBIO PtÍBLIOO 

El Ministerio público en AlemaBia es independiente de los TríbnnaleB, 
según su reciente organización judicial ; pero en cada uno de éstos se halla 
representado. Sus funciones son ejercidas : 1.^ En el Tribunal Superior por 
un Fiscal superior y por uno ó varios Fiscales del imperio. 2.^ En los Tri- 
bunales regionales superiores ó no superiores, y en el Jurado , por uno ó 
varios Fiscales del Estado. 3.^ En los cantonales y en los de adjuntos, por 
uno ó varios Fiscales cantonales. La competencia de estos últimos no se 
extiende á la instrucción preparatoria ; y la jurisdicción de dichos Fiscales 
se determina por la de los Tribunales á que pertenecen. Cuando los funcio- 
narios del Ministerio público de los diferentes Estados, no pueden ponerse 
de acuerdo sobre su respectiva competencia, resuelve la cuestión el Fiscal 
que sea su superior común, y en su defecto, el del Imperio. Los adjuntos 
funcionan como delegados suyos, y están obligados á conformarse con las 
instrucciones que les remita. El derecho de vigilancia y dirección corres- 
ponde : 1.^ Al Canciller en lo que se refiere al Fiscal superior de Impe^ 
río. 2P A la Administración judicial del Estado á que pertenezcan. 3.^ A los 
Fiscales Jefes en los Tribunales regionales, en lo relativo á su demarcación. 
El Fiscal superior y demás Fiscales imperiales son nombrados por el Empe- 
rador á propuesta del Consejo federal. (Art. 142 á 153 de la ley sobre orga- 
nización judicial de 1877). 

El Fuero Juego no hace mención del Ministerio público, ni la hacen las 
Partidas y si bien en una de éstas se habla del Patrono del Fisco ^ que era el 
defensor del patrimonio real, no el representante del interés público ; pero 
en las disposiciones ferales de Aragón, Valencia y Navarra se encuentran 
algunas relativas al Ministerio fiscal, y en la Novísima Recopilación se trata 
de los Procuradores fiscales cerca de las Chancillerías y de los Fiscales 
cerca de las Audiencias. Luego se establecieron en España los Promotores 
fiscales en los Juzgados y Tribunales de partido, y más tarde el Procurador 
Síndico general que hoy forma parte de cada Ayuntamiento, con el encargo 
de promover los intereses de los pueblos y defender sus derechos, y así, en 
esta forma, llegó la institución á la época en que se reunieron las Cortes ge- 
nerales, y así pasó á sus colonias americanas. 

La primera ley de Nueva Granada, sobre organización judicial (1821), 
creó dos Fiscales para cada Corte de Justicia, quienes despachaban indistin- 
tamente en lo civil y criminal por repartimiento y tenían votp en las causas 
en que no eran partes, para dirimir las discordias. En las criminales eran 
siempre oídos, j en las civiles sólo cuando se interesaba la Hacienda, el 
orden público o la jurisdicción ordinaria. La ley de 1834 trata también de 
los Fiscales, y según ella, los había con las mismas funciones cerca de la 
Corte Suprema y de los Tribunales de distrito. Fueron protectores de los 
indígenas, esclavos y libertos, y perseguían los abusos de la libertad de im- 
prenta. 

(3) Arts. 78, 180 y 210, 369, 433, 530, 555, 557 y 572, 589, 887, 1,115^ 
1,356, 1,750 y 1,751 del Cód. Civ. del E. y sus correlativos del de la U.— (4) 
Art. 126 del Cód. Jud. del E. reformado por el art. 32 de l& ley de 18 de 
Agosto de 1868 y 109 del Cód. de la U.— (5) Arts. 37 á 40, 44, 45 y 53 de 
la Const. federal, y 110 del Cód. Jud. de la U., y 4.* de la ley 72 de 1880. 

Desde que se sancionó nuestra primera Constitución política (1821), se 
le confirieron á la Cámara de Representantes estas atribuciones, y ella sólo 
dos ocasiones graves y solemnes las ha ejercido obteniendo que el Senado 
constituido en gran Jurado nacional, en los años de 1855 y 1867, acogiera 
las acusaciones entabladas contra los generales José María Obando y Tomás 
C. de Mosquera, Presidentes de la República, y contra los Secretarios de Bs- 
tado. Aqtiél fué destituido, y éste condenado á las penas de suspensión, 
prisión, pérdida de los derechos políticos y civiles ¿ce. 

(6) Arts. 1,745 y 1,747 del citado Código nacional. 
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CAPITULO II 

DEL PBOGüBADOB GENERAL DE LA NACIÓN. 

Bbsitmxn.— 1.^ Su eleocidn y duración en el destino ; ante quién toma pose- 
sión ; suplentes e interinos ; en qué caso se hará nueva elección de 
Procurador.— -2.^ Incompatibilidad del destino y en qué caso se declarará 
su vacante ; ante quión puede renunciar el Procurador y quien puede 
concederle licencia ; ól puede concederlas á sus subalternos.— 3.^ Sus 
funciones y hasta dónde se extienden ; empleados que nombra y remue- 
ve.— 4.° Recusa Magistrados y Jueces y puede prorpgarles la jurisdio- 
ción^ pero el Procurador general no es recusable en ningún caso ; cuán- 
do se le declarará impedido. — 5.** El Poder Ejecutivo puede nombrar 
personeros especiales y caso en que puede hacerlo ; responsabilidad del 
Procurador en este caso y en otros determinados por la ley ; honorario 
del Personero nombrado. — 6.® Cuándo se ejercen á prevención las fun- 
ciones fiscales, y quión llevará la voz del Ministerio público cuando 
hubiere intereses opuestos entre el Gobierao federal y el de uno <5 más 
Estados. — 7.^ Los empleados del Ministerio público no podrán transigir, 
pero podrán desistir de las acciones civiles en ciertos casos. — 8.^ Cómo 
proceden ; se les acusan las rebeldías y aun puede apremiárseles. 

1.*^ — ^El Procurador general de la Nación es elegido por la 
Cámara de Representantes con arreglo á la atribución 4;' del artí- 
culo 53 de la Constitución, y durará en su destino dos anos conta- 
dos desde el 1.° de Abril siguiente á su elección, pudiendo ser ree- 
lecto. Tomará posesión, lo mismo que su respectivo suplente, cuando, 
entre á ejercer sus funciones, ante el Presidente de la misma 
Cámara, en presencia de ésta, y en su receso, ante la Corte Su. 
prema. 

Para suplir las faltas, absolutas ó temporales del Procurador 
general, la Cámara nombra anualmente, por orden numérico de 
primero j segundo, dos suplentes, de conformidad con la atribución 
citada. En tales casos, y cuando ocurra del mismo modo en los 
suplentes alguna de dichas faltas, ó siempre que el Procurador y 
los suplentes tengan impedimento para interveoii en algdn negó- 
ció determinado, nombrará el Poder Ejecutivo un Procurador 
interino. En el de falta absoluta del Procurador general, ocurrida 
en el primer año de su período, la Cámara hará nueva designación 
para el resto de dicho período (1). 

2.*^ — ^Las funciones del Procurador general son incompatibles 
con las de cualquier otro destino nacional ó seccional ; y si pasados 
tres meses desde el* día fijado para la posesión, el Procurador no se 
hubiere posesionado, el Poder Ejecutivo declarará la vacante del 
destino, con la sola constancia de haber trascurrido el término 
expresado y la prueba de haberse comunicado el nombramiento. 
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Pero los Senadores y Bepresentantes que sean electos Procurado- 
res dejarán vacante su puesto en la respectiva Cámara, una vez 
que acepten y entren á desempeñar el destino. 

Tanto el Procurador como sus suplentes pueden renunciar 
libremente sus destinos 6 excusarse de admitirlos ante la Cámara 
ó ante el Poder Ejecutivo, estando aquella en receso. 

El Poder Ejecutivo puede concederles las licencias que pidan 
hasta por noventa días en un eiño, y asimismo el ProcursMlor gene- 
ral podrá otorgárselas á los empleados subalternos del Ministerio 
público (2). 

3.°— Son funciones del Procurador general : 

J.* Acusar ante el Senado, á prevención con la Cámara de Be- 
presentantes, á los funcionarios justiciables por aquella Corpo- 
ración ; 

2.' Acusar ante la Corte Suprema á los funcionarios de cuyas 
causas conoce este Tribunal de acuerdo con las atribuciones 1.* á 
5.* del artíclo 71 de la Constitución ; 

3.' Solicitar ante el Senado la suspensión del Presidente de la 
Unión y de los Secretarios de Estado, cuando hubiere lugar á for- 
mación de causa contra ellos por delitos comunes ; 

4.* Llevar la voz de la Nación en todos los asuntos de que co- 
noce la Corte, é intervenir en ellos, según las reglas de procedi- 
miento Bstablecidas. Se exceptúan los nombramientos, renuncias, 
excusas y licencias de empleados que corresponde hacer, admitir ó 
conceder á dicha Corte ; 

5/ Promover por sí, ó requerir al respectivo Agente inferior 
del Ministerio publico, para que promueva la formación de cau- 
sa, cuando tenga noticia de que se ¿acometido algún delito ó culpa, 
cuyo castigo sea de la xjompetencia del Gobierno de la Unión, con 
arreglo á la ley penal, y siempre que deba precederse de oficio ; 

6.* Promover ó hacer que se promuevan todas las demandas 
que sean necesarias en defensa de los derechos é intereses federales ; 

7.* Defender los mismos derechos é intereses ante la Corte 
Suprema, en todo juicio que se promueva contra la Nación, ó en 
que ésta deba figurar cpmo parte ; 

8.* Exigir de los Procuradores ó Fiscales de los Estados, los 
informes ó datos que estime convenientes, y dictar en vista de ellos 
providencias eficaces para dar impulso á la administración de jus- 
ticia en los asuntos que interesen á la Unión. En general, todos 
los empleados á cuyo cargo esté la custodia de documentos públi- 
cos tienen el deber de dar de oficio á cualquiera de los funciona- 
rios fiscales cuantas noticias, informes y copias les pidan directa- 
mente, no necesitándose para ello de resolución de autoridad 
alguna; 

9.* Promover el cumplimiento de las condenas impuestas por 
la Corte Suprema ; 

10. Ct!liaar de que todos los funcionarios públicos al servicio de^ 
la Unión, desempeñen cumplidamente sus deberes; 
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11. Solicitar de la Corte Suprema suspenda la ejecución de 
los actos legislativos de las Asambleas de los Estados, que sean 
contrarios á la Constitución ó á las leyes federales ; 

12. Pedir al Senado la dedsión definitiva sobre la nulidad ó 
validez de los actos legislativos de dichas Asambleas, que se hayan 
denunciado como contrarios á la Constitución y leyes de la Unión; 

13. Dar cada año en el mes de Diciembre al Poder Ejecutivo 
Qn informe detallado sobre el curso y estado de la administración 
de justicia en los asuntos de carácter federal ; 

14. Asistir á los remates y ventas públicas que se celebren en 
la capital de la Unión en que tenga interés la Hacienda nacional, 
y promover lo conveniente para evitar los fraudes ; 

^ 15. Solicitar ante cualesquiera funcionarios la práctica de las 
diligencias que estime necesarias para la averiguación y compro- 
bación de algún hecho que interese á la República, pudiendo pre- 
senciar el acto e interrogar de palabra ó por escrito á los testigos ; 

16. Nombrar los Fiscales de los Territorios nacionales ; y 

17. Las demás funciones que la Constitución y las leyes le 
atribuyan (3). 

Todas estas funciones se extienden á todo el territorio nacio- 
nal, y en consecuencia los Procuradores ó Fiscales de los Estados 
cumplirán las órdenes é instrucciones que aquél les comunique, y 
practicarán las diligencias que les cometa en ejercicio de sus atri- 
buciones legales (4) . 

El Procurador general tiene para el despacho de su oficina dos 
Jefes de Sección y dos escribientes de su libre nombramiento y 
remoción (5). 

4.°— El Procurador general y los Procuradores ó Fiscales de 
los Estados y Territorios, pueden recusar Magistrados y Jueces y 
prorogarles jurisdicción en los casos en que la ley concede este 
derecho á las partes ; pero no son recusables en ningún caso. Si 
ellos, sus ascendientes ó descendientes, sus consortes ó parientes 
colaterales hasta el cuarto grado civil de consanguinidad o segundo 
de afinidad, estuvieren directa y personalmente interesados en la 
causa en que intervienen, lo pondrán en noticia del Tribunal ó 
Juez que conoce, para que los declare impedidos y separados de 
toda intervención en dicha causa, debiendo pasar el proceso al 
respectivo suplente. Si no x^umplieren con este deber, la parte 
contraria tiene el derecho de poner ' en conocimiento del Juez ó 
Tribunal la causa del impedimento i (6). 

5.^-— El Poder Ejecutivo podrá nombrar personeros especiales 
para llevar la voz de la Nación ante la Corte Suprema federal 
cuando el Procurador general se deniegue á hacerlo en los negocios 
en que reciba excitación del mismo Poder Ejecutivo, y nombrado 
el persoúero, quedará por el mismo hecho separado de toda inter- 
vención en el asunto dicho funcionario, pero no libre de responsa. 
bilidad, conforme á las leyes, por falta en el cumplimiento de su» 
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deberes á juicio del Tríbniíal que deba ' 

reeponsable, lo mismo que los demás emp 

blíco, por omisiÓQ, negligencia ó retardo 

{naciones. Ninguno de ellos necesita ser requerido para ejercer los 

actos é instruir las aocioaes civiles 6 criminales que sean de su 

competencia. 

Él honorario de dos personeroa no excederá de cien pesos mee. 
Buales por el tiempo que estime necesario el Poder Ejecutivo (7). 
' 6:° — Cuando en un circuito, provincia ó Departamento hubiere 
máe de un Agente del Ministerio público de categoría y funcionec 
guales, para el servicio del Estado, ejercerán ambos á preveeción 
las funciones del cargo en lo nacional ; y siempre que el Gobieriw 
de la TjDÍ6n y el de uno ó más Estados tengan intereeei encontra- 
dos en un mismo juicio, llevará la voz de Fiscal el empleado de 
Hacienda de superior categoría residente en el lugar. El Poder 
Ejecutivo, en tales casos, podrá nombrar, ^¡ la» circunstancias b 
exigieren, un Fiscal ad-hoc que lleve la voz de la República en el 
expresado juicio, á quien se podrá se&alar un sueldo hasta de cíd- 
cuenta pesos mensuales por el tiempo de sus funciones (8). 

7° — Los empleados del Ministerio público nacional no podrán 
transigir los pleitos en que intervengan. Tampoco podrán desistir 
de las acciones civiles que hubieren promovido, sino cuando el 
Poder Ejecutivo, autorizado legalmente, baya transigido con la par- 
te contraria, en los que hubiere a instaurado sobre la nulidad de 
contratos celebrados y que hubieten sido posteriormente ratifica, 
dos por alguna ley (9). 

8,° — El Procurador general, así como los demás empleado» del 
Ministerio público, hablarán por escrito 6 de palabra en el lugar 

3ue les corresponda, según las gestiones que hagan como actores ó 
emandados, y se les podrá acusar rebeldías y aun apremiárseles 
por el Magistrado 6 Juez respectivo, con multas hasta de veinti- 
cinco pesos (10). 



NOTAS DEL CAPITULO n. 

(1> Arta. 111,130; 13S, 112 fíllldelCód. Jnd.— (2) Arte. 136 j 131, 
133 á 135 7 137 del Cod. Jud.— 43) Art. 118 d«.l Cód. Jud., j el inciiio nue- 
vo de la lej 46 de 1876.— (4) Art. 115 del id.— (5) ArU. 116 j 138 del id.— 
(6) Arte. 126 á 128 del id.— (7; Arts. 117 y 123 del id.— (8) Arta. 139 y 
HO del id.— (S) Art. 141 del id.— (10) Art. U9 del id. 
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CAPITULO ni 



SB LOS FBOCUBADOBES Ó FISCALES DB LOS ESTADOS 

cono EMPLEADOS FEDEBAIíES. 

Resumen.— '1.^ Quiénes desempeñan el Ministerio público en los Estados, 
en los asuntos nacionales.— 2 /* Cuáles son las funciones y los deberes de 
estos funcionarios. 

1.° — Ya dijimos que son Procuradores ó Fiscales nacionales en 
los Estados, los empleados en los inismos Estados que llevan la 
voz fiscal en los asuntos civiles y criminales según la respectiva 
legislación. Estos empleados como funcionarios del orden federal 
deben, por tanto, cumplir las órdenes é instruccioDes que la Cáma- 
ra de Representantes y el Procurador general de la Nación les 
comunique, y en general las obligaciones que los altos Poderes 
federales les impongan, conforme á la Constitución y las leyes (1). 
2.® — Son funciones de los Procuradores ó Fiscales» de los Esta- 
dos, en los asuntos de la competencia nacional : 

1.* Llevar la voz del Ministerio público en todos los negocios 
eontenciosos que se refieran á rentas, bienes y derechos de la Unión, 
y de los. cuales conocen los Juzgados ó Tribunales de los Estados ; 
2.® Intervenir en la ejecución de las diligencias y comisiones 
judiciales que el Senado ó la Corte Suprema cometan á dichos 
Juzgados ó Tribunales ; 3.° Acusar ante los mismos Juzgados ó 
Tribunales, en su caso, á los empleados ó funcionarios públicos que 
en servicio de la Unión hayan incurrido en alguna pena conforme á 
la legislación nacional, y llevar la voz fiscal en las acusaciones iuten. 
tadas ; á,^ Solicitar el descubrimiento y la aprehensión de los reos 
de delitos contra la Constitución y las leyes de la Unión y activar 
BU juzgamiento ; 5.^ Cuidar de que todos los funcionarios públicos 
al servicio de la Unión, en el respectivo Estado, desempeñen cum- 
plidamente sus deberes; y dar los denuncios oportunos á la Corte 
Suprema, cuando le corresponda conocer de la causa; 6.° Dar 
al Frocurador general las noticias, los datos ó informes que les 
pida, ó que ellos crean conveniente trasmitirle, para el mejor y 
más cumplido desempeño en el ejercicio de sus funciones ; 7.° In- 
vigilar por el exacto cumplimiento de las condenas impuestas en 
asuntos de carácter nacional ; 8.° Promover las acciones civiles 
que se refieran á bienes, rentas é intereses de la Unión; 9.^ Defeu- 
^r los mismos bienes, rentas é intereses en todo juicio que se siga 
eontra la Nación, en el respectivo Estado ; 10. Asistir á los rema- 
tes y ventas públicas que se celebren cuando en estos actos tenga 
interés la Hacienda nacional, y promover lo conveni^nte para evi- 
tar los fraudes; 11. Solicitar ante cualesquiera funcionarios la 
práctica de las diligencias que consideren necesarias para la ave- 

14 
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riguación 6 comprobación de algún hecho que interese á la Repú- 
blica, pudiendo presenciar el acto 6 interrogar á los testigos ; 12^ 
Nombrar los Fiscales de loa Territorios; y 13. Las demás que les 
atribuyan las leyes (2). 

NOTAS DEL CAPITULO m. 

(1) Art. 20, inciBO 2 ° de la Oonst. nacional.— (2) Art. 119 del Oód. Jud. 
de la U., y ley 46* de 18TC, reformatoria de dicho Cód. 



CAPITULO IV 

DE LOS FISCALES DE LOS TERRITORIOS FEDERALES. . 

Bbsithsn.— 'I.^ Quiénes ejercen el Ministerio público en los Territorios na-^ 
clónales.— 2.*^ Sus funciones y deberes. — 3.^ De los Personeros munici- 
pales en dichos Territorios. — 4.^ Disposiciones relativas á la organiza- 
ción de los mismos en cuanto á los expresados destinos. 

l.o — En cada uno de los Territorios pertenecientes á la Nación 
y administrados por el Gobierno general, se ejerce el Ministeria 
público por un Fiscal nombrado por el Procurador general, que 
extien«le sus funciones á todo el Territorio, y por los Personeros 
municipales que nombran'las Municipalidades de los Corregimien- 
tos. Los Fiscales tienen suplentes nombrados también por el Pro- 
curador general (1). 

2.° — Son funciones de los Fiscales de los Territorios las mis- 
mas que se han conferido á los Fiscales ó Procuradores de los Es- 
tados (2). Ellos deben asistir á las visitas de cárcel y promoverán 
lo que estimen conveniente ó necesario con relación al objeto de 
las visitas (3). 

3.^— Los Personeros de los Corregimientos deben intervenir en 
la instrucción de los sumarios que formen los Corregidores, y 
cumplir las órdenes é instruccioíies que les comunique el Fiscal 
del mismo Territorio (4). 

4.*^ — Lo demás relativo á la organización de estos destinos, e» 
materia de leyes especiales. Por la primitiva ley que admitió la 
cesión de los territorios de San Martín y de las islas de San An- 
drés y San Luis de Providencia, se le confirieron al Poder EjecMti» 
vo amplias autorizaciones para la organización y administración 
de los Territorios (5). . 

NOTAB DEL CAPITULO IV. 

(1) Art. 120 del Oód. de la ü., y 2 y 5 de la ley 24 de 1874, adicional £ 
dicho Oód.— (2) Art. 121 del id.— (3) Art. 123 del id.— (4) Art. 122 del id. 
(5) Art. 124 del id. Véase el Beereto ejecutivo de 6 de Julio de 1868. 
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CAPITULO V 

DS LA ASAMBLEA DEL ESTADO EN Sü CALIDAD DE AGUSADOBA. 

Bestthbn.— 1.^ La Asamblea Legislativa ejerce el Ministerio público en el 
grado superior de la jerarquía. — 2.^ Causas en que lo ejerce ; cómo lo 
ejerce, y disposiciones á que deberá arreglarse en sus procedimientos.— 
3.^ Sus funciones en las causas de que conoce. 

1.^ — Ya hornos tratado de la Asamblea considerada como Trí. 
banal Supremo, como Jurado soberano y extraordinario encargado 
de juzgar á ciertos altos funcionarios del Estado. Debemos consi- 
derarla ahora como encargada del Ministerio público, como llama- 
da al ejercicio de la acción social y como acusadora exclusiva de 
dichos funcionarios. Por la Constitución de 1857, la primera san. 
donada bajo el sistema federal, se crearon dos Cámaras para ejer- 
cer el Poder Legislativo, la del Senado y la de Diputados, y se 
confirió á ésta la facultad de acusar y á aquélla la de juzgar ; pero 
luego desapareció la dualidad de Cámaras (1). 

La Asamblea, según los principios constitucionales, ejerce la 
soberanía del Estado, y la ejerce en todos los ramos y en todos los 
casos en que las atribuciones públicas no hayan sido delegadas al 
Gobierno general ó á otra corporación ó funcionario (2). 

2.^-— ^Dijimos también, al tratar dé la Asamblea constituida en 
Tribunal de justicia, que conoce de las causas de responsabilidad 
contra el Gobernador, sus Secretarios, los Magistrados del Tribu, 
nal Superior y el Procurador del Estado, decretando la suspensión 
de estos funcionarios, y que declara con lugar á formación de cau- 
sa contra dichos funcionarios por los delitos comunes decretando 
igualmente la suspensión y entregándolos con el proceso á la auto- 
ridad judicial competente para el seguimiento del juicio. Es en 
tales causas que ella ejerce el Ministerio público formulando ante 
ella misma las acusaciones por medio de un Fiscal elegido de su 
seno por el voto de la mayoría absoluta de sus Diputados, y que, 
en su calidad de acusadora, arregla sus procedimientos á lo dis- 
puesto en el capítulo 3.°, título 6.^, libro 3.° (3) 

3.** — ^Todos los miembros del Estado pueden denuticiar ante la 
Asamblea los abusos de los funcionarios públicos que conforme á 
la Constitución ó al Código Judicial, y las leyes reformatorias, de. 
ban ser juzgados por ella, y los delitos cometidos por los mismos 
funcionarios en el caso expresado. La Asamblea, á virtud del 
derecho que tiene de acusar, tiene, además, el de inquirir por 
8Í, ó por medio de una comisión, los hechos criminales y la con- 
ducta oficial de los mencionados funcionarios, que puedan ser ma. 
teña de una acusación ; entendiéndose respecto de la Asamblea lo 
que se dice con relación al antiguo Senado en los artículos 1,737 y 
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;Ly776 ^ del Código. Puede exigir, por tanto, en desempeño del Mi. 
nisterio público, á todos los funcionarios, los datos é informes que 
necesite; así como puede visitar todas las encinas con este y cual 
quier otro objeto del servicio, 7 todos los establecimientos ptíbli- 
cos (4). 



NOTAS DEL CAPITULO V. 

(1) Cuando en 1857 se organizó el Estado sobre las bases del federália- 
no, la Constitución creó las dos expresadas Cámaras atribuyendo a la de 
Diputados el ejercicio del Ministerio público, y á la del Senado, y en su re- 
ceso, á una Comisión judicial de su seno, la facultad de suspender al Ch)ber- 
nador, á los Magistrados del Tribunal y al Procurador, cuaudo-debía proce- 
derse contra ellos por causa de responsabilidad ó por delitos comunes, y la 
de cónecer de las mismas causas ; pero la Legislatura coastituyente de 18(^2, 
y lo mismo la de 1863, suprimieron el Senado y confirieron el ejercicio del 
poder Legislativo y del Ministerio público á una Asamblea de Diputadoei la 
que podía introducir las acusaciones ante un Jurado supremo^ por medio de 
un Fiscal de su elección. Ya en 1865, y en virtud de la Constitución sando. 
nada entonces, desapareció el Jurado y la Asamblea se atribuyó el cono- 
cimiento de las causas expresadas. 

(2) Art. 26. inciso 3.^ de la Const. — (3) Arts. 45 y 46 de la Const., 
y 3.^, 32, 39 yéO de la ley de 18 de Agosto de 1869, que han reemplazado 
los arts. 128 á 130 del Cód.— (4) Arts. 1,732 á 1,735, en su parte vigente, 7 
2.^ de la citada ley de 1868. Véase el art. 26, inciso 6.^ de lá Const. 



CAPITULO VI 

DEL PEOOXmADOE DEL ESTADO. 

fiXBTTicBK. — 1.^ La Asamblea Legislativa elige el Procurador del Estado 7 
BUS suplentes ; residencia y período de duración de este funcionario ; ex- 
tensión de sus facultades ; ejerce la jurisdicción disciplinaría. — 2.^ Sua 
funciones y deberes ; en que casos no puede ejercer el Ministerio públi- 
co.— 3.^ Su representación legal respecto de los establecimientos públi- 
cos y de los comunes de los distritos. --4.^ El Gobernador puede nom- 
brar Procuradores ó Personeros especiales ; los honorarios de estes. . 

1.*^ — El Procurador del Estado y sus suplentes son nombrados 
por la Asamblea Legislativa en conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 47 de la Constitución, esto es, deberán ser elegidos en 
los cinco primeros días de las sesioDes ordinarias por mayoría de 
Totos y por un período de dos años contados desde el (Ua 1.^ de 
Enero siguiente á su elección ; pudiendo ser removidos libremente 
por la misma Asamblea en proposición acordada por la mayoría de 
BUS miembros, y ser reelectos indefinidamente. En los casos de 
falta teniporal o absoluta del Procurador hará sus veces el réspec. 
tivo suplente, en el orden de su designación. 
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Las luneíon^ del Hizusterío público relativas á la Adxxunirtia» 
áón de la justicia j eti lo demás concernisDte á la Admimstración 
páUüca en que debe interyenir, se ejeroe por el Procurador en 
todo el Territorio del Estado, oon las facultades propias de un^ 
inspección y dirección supremas, y en consecuencia, todos los de* 
más funcionarios del mismo Ministerio deberán cumplir sus órde- 
nes é instrucciones. Con este objeto podrá imponer multas hasta 
de veinte pesos al Fiscftl y á los agentes fiscales que le están subor. 
dinados, cuando no le suministren dentro de los términos que les fijé 
los datos e informes que les haya pedido, ó cuando desobedecieren 
sus órdenes y proTidencias legales, ó sean morosos en el cumplí, 
miento de sus deberes. Estas multas no podrán imponerse dos me- 
ses antes, ni dos meses después de las funciones electorales en el 
Estado, y para su imposición es necesario que aparezca suficiente- 
mente acreditado el hecho que las motiva, bien por algán docu«i 
mentó fehaciente, ó bien por alguna información sumaria, y que 
se intime condenación al responsable ó penado antes de ejecu- 
tarla. 

Con el exptesado objeto, el Procurador debe reglamentar su 
oficina, en la cual tiene á su servicio un escribiente, que él nom. 
bra y puede [remover, y establecerá la manera como los demás 
agentes del Ministerio público deben cumplir sus órdenes é ins- 
tracciones (1). 

2.° — Son funciones y deberes del Procurador del Estado : 
1.^ Reemplazar al Gobernador en el caso y en la forma esta- 
blecidos en el artículo á6 de la Constitución, es decir, cuando 
falten los cinco designados para ejercer el Poder Ejecutivo elegi- 
dos por la Asamblea en sus reuniones ordinarias; 

2.^ Presentar á la Asamblea Legislativa los proyectos de ley 
que considere convenientes para la Administración de justicia y 
en desarrollo de los demás ramos de la Administración pública, y 
tendrá asiento y voz en la Asamblea, en la discusión de dichos 
proyectos y de otros de interés general ; 

3.° Contribuir con su voto, en los acuerdos del Tribunal 
Superior, para el nombramiento de los Jueces de Circuito y de 
Juez del Estado en asuntos criminales, de los Notarios y Registra- 
dores, y del mismo modo, cuando se trate de decretar la remoción 
de estos últimos ; y emitir su concepto en todos los negocios en 
que el Tribunal deba resolver en Sala de acuerdo ; 

4.^ Acusar an^e el tribunal competente por los delitos comu- 
nes ó por los de responsabilidad al Gobernador y á sus Secretarios, 
y á los Magistrados del Tribunal Superior, y promover la suspen- 
áón de éstos cuando sean encausados por delitos comunes ; 

5.° Llevar la voz del Ministerio público ante el Tribunal Su. 

Íerior, en los negocios criminales y en los civiles en que sea ó de- 
a ser parte el litado ; 

6.^ Velar por el puntual cumplimiento de la Constitución y de 
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las leyes de la T¡m6n j del Estado, excítand 
fuDoiouanos 6 empleados eacargadoe de bu e 
la justicia sea impartida denl^ de los ténn 
Tiendo que se les exija la respousabilidad 
á ello ; 

7° Acusar ante el Tribunal Superior & 1( 
COB de cuyaa causas deba conocer este Tribuí 
segunda instancia cuando baya de procederse 

8° Llevar la voz en todas las causas cr 
conocer el Tribunal del Estado en primera y 

Íen las que le corrrespondan en segunda, bi 
)S procedimientos de oficio, 6 coadyuvando < 
ci6n particular ; 

9° Examinar las relaciones de causas y 
eos y extraordinarios que deben suministrarlf 
y los Síndicos municipales, y dictar las órden< 
cesarías, segán el resultado de aquellos doc 
que la justicia sea administrada con la proi 
las leyes ; 

10. Emitir su concepto en todos los nego( 
oador se lo exija, principalmente en lo tocant 
de justicia y de la Hacienda pública; y dar! 

Íiida sobre determinados negocios, y cumplir 
e baga ya para activar su curso, ya para h&t 
chos del Estado, siempre que ellas estén en lí 
XI. Bendir ante la Gobernación del Esta 
Eqero y Julio, un informe circunstanciado dí 
minifitración de justicia durante los meses an 
mero de causas así civiles como criminales q 
las que están pendientes, y sobre las provideni 
en cumplimiento de sus deberes ; 

12. Promover por sí 6 requerir á los Ag 
eos municipales para que'promuevan la ínvest 
y su juzgamiento y castigo, si son de aquéllc 
derse de oñcio ; 

13. Promover las acciones civiles en fav< 
Estado, y las criminales que á su juicio 6 pe 
Gobernador hayan de ínibiarse, para el castií 
deban perseguirse de oficio. Estas acciones I 
deba conocer de ellas el Tribunal en primera 
6 dictará las medidas convenientes para qui 
Agentei fiscales ó los Síndicos muoicipales 
cosos; 

14. Interponer su Ministerio para averig 
que se haya dado á las condenas impuestas po 

15. Ejercer las funciones de dicho Minie 
presados en los artículos 369 del Código Civ 
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1,394 del Judicial ; 679 del Código Militar ; 5.^ y 567 del Fiscal ; 
2.^ del de Instrucción pública; 21 y 112 del de Beneñcencia ; 10 
del G6diso Político y Municipal ; y en los demás en que así lo dís. 
pongan las leyes deí Estado ; 

16. Llevar, en £n, la voz del Ministerio público ante el Tri- 
bunal Superior, ó Juez del Estado en asuntos criminales, en todos 
los casos en que por las leyes deba ser oído ó en que haya sido 
parte (2). 

El Procurador del Estado, así como los Agentes ñscales y los 
Síndicos municipales, no podrán ejercer el Ministerio público en 
las causas ó negocios en que tengan interés personal ó lo tengan 
sus parientes dentro del cuarto grado de consaguinidad ó segundo 
de afinidad (3). 

3.0 — -¡¡^iq q\^ funcionario del Estado, lo mismo que los Agen, 
tes fiscales y los Síndicos municipales, son representantes legales 
de los establecimientos públicos de in&trucción y beneficencia, en 
los pleitos en que estén .interesados; pero esta representación es 
sin perjuicio de la que por las leyes tengan los Síndicos, Inspecto- 
res, Rectores y Patronos de los mencionados establecimientos. Así 
mismo, llevarán la voz en favor de los Comuues de los distritos, 
ante el Tribunal Superior, en los asuntos contenciosos en que ástos 
se hallen interesados, sin perjuicio de la intervención de los Sin. 
dices ó apoderados respectivos. Se exceptúa el caso en que la par- 
te contraria sea el Estado, otro distrito ó algún establecimiento 
público (4). 

4.° — Siempre que lo exijan los intereses del Estado y lo estime 
conveniente el Gobernador, podrá éste nombrar Procuradores ó 
Personeros especíales que los defiendan ; y en estos casos se asigna, 
rá á los nombrados el honorario correspondiente á su trabajo (5). 



NOTAS DEL CAPITULO VI. 

(1) Arts. 47 de laConst.; 31, 34, 36 á 38, 41 á43delalejde 18 de 
AffOBto de 1868 ; IP de la ley 14 de 1878 ; 168 del Oód.Tolítico y Municipal. 
Yease el Deereto número 10 expedido por el Procurador, en cumplimiento ^ 

de la disposición citada (Begistro del Estado, 792), y la circular número 45 
de 15 de Febrero de 1878.— >(2) Arts. 48 de la Gonst. ; 41 de la ley de 18 de 
Agosto de 1869, por el cual quedaron derogadas y reemplazadas las dispo- ^ 

siciones del cap. 2.°, tít. 8.° del libro 1.® del Oód. Jud., y 3.*^, en su pará- 
grafo, de la ley 7.* de 1878.— (3) Art. 33 de la citada ley de 1868.— (4) Arts. v 
,48 7 49 de la ley de 18 de Agosto de 1868.—(5) Art. 35 de la citada ley. ,j 
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CAPITULO vn 

DEL FISCAL DEL ESTADO Y LOS AGBNTES FISCALES* 

Bestthbh. — 1,^ Creación del Fiscal del Estado, su dotaciÓD, extensión da 
sus facnltades, período de su duración y posesión.^2.° De los Agentes 
fiscales de los Circuitos judiciales, su nombramiento, su posesión, su pe^ 
riodo y despacho de los negocios de su incumbencia.— '3.^ Sus funciones 
y deberes.— 4.^ Ejercen también la jurisdicción disciplinaria y son le» 
preseni^ntes de los distritos y establecimientos públicos. 

1,^ — Cerca del Juzgado del Estado en asuntos criminales hay 
un Fiscal creado en 1879 y encargado de llevajr la voz del Minis- 
terio público en dichos asuntos, en representacioiu do la acción 
social y pública, vigilando en úombre del Estado, la recta aplica- 
ción de la ley y la más exacta y rápida Administración de justicia. 
Tiene la misma dotación de que goza el Agente fiscal del Circáito 
de Bogotá, sus facultades se extienden á todo el territorio del Es- 
tado, y dura en su destino el mismo período de tiempo señalado al 
Juez del Estado, ante quien ejerce sus funciones. Toma posesión 
ante la Gobernación del Estado (1). 

2.° — ^En cada Circáito judicial hay también un Agente fiscal, 
cerca del Juzgado de esta denominación, nombrado libremente por 
el Procurador del Estado, y cuyo período de duración es el de dos 
anos contados desde el día de su posesión, que deberá tomar ante la 
Gobernación, Prefectura departamental ó Alcaldía de la respectiva 
cabecera, la que se comunicará al expresado Procurador y al Gober- 
nador, en su caso. Cuando los Agentes fiscales tomen posesión 'del 
empleo y cuando se separen de él por licencia ó por otro cualquier 
motivo, y también cuando vuelvan á ejercerlo darán cuenta de ello al 
Tribunal Superior, expresando en cada caso la fecha. Igual deber 
tienen los suplentes ; y el Agente fiscal, principal ó suplente, que no 
cumpla este deber, será castigado por el Tribunal con una multa 
hasta de veinticinco pesos. Así se facilita el cumplimiento del inciso 
12 del artículo 15 de la Constitución federal. 

Los Agentes fiscales tendrán su despacho en su habitación par. 
ticular, sin perjuicio de concurrir á los Juzgados á la práctica de 
las diligencias que requieran su presencia, y para activar los ne- 
gocios en que tengan intervención. En consecuencia, los Secreta- 
rios de los Juzgados les pasarán diariamente los expedientes que 
deban examinar y despachar, llevando al efecto un libro en que se 
extienda recibo de ellos, y asimismo les darán relación diaria del 
estado y curso de los negocios en que tienen parte (2). 

3.° — ^Las funciones y deberes de los Agentes fiscales son: 

1.^ Examinar las relaciones de causas y los informes periódi- 
cos y extraordinarios que deben suministrarle los Jueces de Cir- 
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caita y fliiB Seeretarioa, y dictar, en su vista» las órdenes j provú 
dsDcias necesarias para regularizar la Administración de justicia ; 

2.^ Cumplir las órdenes é instrucciones del Procurador del Es. 
tado, y. hacer, en consecuencia, las gestiones que les prescriba ; 

3.^ Presentar á este funcionario, en los meses de Mayo y* No- 
liembre, un informe detallado de dicbas gestiones y de cuanto 
bayan prome^do en eumplimiento de sus deberes y del resultado 
obtenido, y á estos informes acompañarán las relaciones de causas 
examinadas y copia de las providencias que se hubieren dictado ; 

4.^ Acusar ante los Jueces de Circuito á los funcionarios públi. 
eos de cuyas causas hayan de conocer éstos, cuando deba precederse 
de oficio, y en el mismo caso, llevarán la voz del Ministerio públi- 
co en las causas criminalef) de la competencia de dichos Jueces, 
acusando ó coadyuvando las acusaciones particulares intentadas, 
concurriendo á todas las diligencias en que se exija su presencia^ ' 

5.^ Llevar también la voz ñscal ante los mismos Jueces en los 
negocios civiles en que por cualquier motivo interesen al Estado ; 

6.^ Dar cuenta al rrocurador del modo como hayan cumplido 
sus deberes los Síndicos muuicipales en los negocios en que éstos 
ejercen el Ministerio público^ y hacer, en consecuencia, las indica, 
cienes que estimen conducentes para que la Administración de 
justicia sea más pronta y eficaz ; 

7.^ Promover ó requerir á dichos Síndicos para que promue. 
van la investigación y acusación correspondiente de los delitos per- 
petrados, siempre que por ellos deba precederse de oficio ; 

8.^ Oír las reclamaciones sobre ¿retardo en el curso de los ne^ 
gocios judiciales, y dar cuenta con ellas al Procurador,' para que 
se exija la responsabilidad que corresponda, ó promover la de su 
resorte con este fin ; 

9.^ Interponer su Ministerio para inquirir el cumplimiento de 
las condenas impuestas por los Jueces de Circuito ; 

10. Ejercer, en fin, las funciones que á dicho Ministerio asig. 
nan los artículos 78, 180, 210, 433, 530, 555, 557, 572, 587, 589, 
666, 1,356 y 1,350 del Código Civil ;' 560 y 572 del de Policía ; 
10 y 365 á 367 del Político y Municipal ; 112 del de Beneficencia ; 
144 del Código Fiscal ; 256, 1,074 á 1,080, 1,184, 1,218, 1,235, 
1,249, 1,256, 1,297, 1,310, 1,392 á 1,394 del Judicial, y las demás 
que las leyes les impongan (3). 

4.*^-- Ya expusimos los casos en que no pueden los Agentes 
fiscales ejercer el Ministerio público. Ellos, como el Procurador, son 
representantes de los distritos y de los establecimientos públicos, 
no obstante la intervención concedida á los Síndicos ó Personeros 
legales que éstos tengan de conformidad con las leyes y sus res- 
pectivos estatutos ; pero como hemos indicado, los Agentes fiscales 
obran ante los Jueces de Circuito y sus facultades no se extienden 
más allá de la demarcación territorial señalada á cada Circuito. 
Ejercen igualmente, como ya vimos, la jurisdicción disciplinaría 
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en los mismos ténnínos y casos en que k ejerce el Procurador del 
Estado (4). 

NOTAS DEL CAPITULO Vn. 

(1) Arts. ZP de la ley? * de 1878. 174 del Oód. Polít. y Mtinic., y arte. 4.^ 
6° y 7 ° de la ley 17 de 1879, orgánica de Ministerio público.— (2) Arta. 
44 y 45 de la ley.de 18 de Aeosto de 1868, 4.^ de la ley 14 de 1878, 174 ya 
citado, y 178 del Oód. Polit. Municip.—- (3) Art. 46 de la citada ley de 
1868.— (4) Arta. 48 y 49 de esta ley, y demás citados en el cap. anterior. 



CAPITULO VIII 

t 

DE LOS SÍNDICOS MUNICIPALES. 

Besümbn.— -1.^ Son representantes natos de los distritos y de personas 
indeterminadas ; su elección, período de duración y suplentes.— 2.^ Sus de- 
beres y funciones.— 3.° En que casos pueden transar los pleitos. 

1.° — Los Síndicos municipales que en lo relativo á la Administra- 
ción judicial ejercen él Ministerio público en los distritos, cerca de 
los Jaeces de Circuito y del mismo distrito á que pertenecen, tienen 
la personería suficiente para representar á las Corporaciones muni- 
cipales ante dichos Juzgados y ante las demás autoridades en defensa 
de los derechos y acciones del común de los expresados distritos (1). 
En los negocios que interesan á individuos indeterminados como 
los pobres, ejercen también la personería de éstos (2). 

Son elegidos por las Corporaciones municipales y desempeñan 
sus funciones por un afío contado desde el 1.^ de Marzo, que es la 
fecha en que se instalan dichas Corporaciones, pudiendo ser reelec- 
tos (3). Esas Municipalidades nombran también los respectivos su- 
plentes que reemplazan á los Síndicos principales en cualquier 
caso de impedimento y falta temporal 6 absoluta (4). 

2.° — Sin perjuicio de las funciones y de los deberes que los 
Síndicos tienen, como representantes de los distritos, según los 
Códigos y las leyes del Estado, y en virtud de los acuerdos muni- 
cipales, en su calidad de Agentes del Ministerio público, ejercen 
las siguientes atribuciones: 1.* Las que por los incisos 1.° á 6.*^, 
10, 11 y 14 del artículo 46 de la ley de 18 de Agosto de 1868, re- 
formatoria del Código Judicial, se confirieron á los Agentes ¿sea. 
les ; entendiéndose de los Jueces parroquiales lo que allí se dice 
de los Jueces de Circuito, y de los Agentes fiscales, lo que se refie- 
re al Procurador del Estado ; y 2.^ Desempeñar las funciones fis- 
cales en los casos expresados en los artículos 1,115, 1,126 y 2,398 
del Código Civil ; 256, 1,218, 1,249, 1,392 á 1,394 del Código Ju- 
dicial; 439, 445, 560, 572 y 589 del Código de Policía; 112 del de 
Beneficencia; 10, 259, 309, 314 y 349 del Político y Municipal; 
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13 del de Instrucción pública, j las demás asignadas en dichos 
Códigos y en las leyes (5). 

Los Síndicos municipales pueden presentar proyectos de acuer- 
dos á las Corporaciones municipales y concurrir con voz y Yoto á 
la discusión de los que hubieren sido objetados (^6). Son tutores de 
los niños y adolescentes desamparados ó sin domicilio que estén 
fuera de la patria potestad ó no tengan tutor ni curador (7). Se 
oye su informe para la venta de los bienes comunales y se les oye 
también en las cuestiones de competencia sobre asuntos de policía 
que s^ susciten entre el Alcalde y los Regidores (8). Su consenti- 
miento es necesario además para la redención ó el traspaso de los 
principales que pertenezcan á los distritos (9). 

3.^ — ^Los Síndicos ó sus apoderados que ellos tienen facultad de 
constituir, pueden transigir los asuntos litigiosos en que, conforme 
á los leyes, tengan representación, siempre que las Municipalida- 
des hayan autorizado la transacción ó la aprueben, y que áita sea 
en beneficio de los intereses del distrito (10). 

Se habrá observado, por lo que dejamos dicho en este y en los 
anteriores capítulos, que la organización del Ministerio público 
en la Unión y en el Estado, aunque dependa en cuanto al número 
de los funcionarios encargados de su desempeño del de los Tribu, 
nales y Juzgados, y se desenvuelva conjunta y paralelamente al 
orden jerárquico del Poder Judicial, es independiente como lo es 
en otras naciones. Los empleados del Ministerio público no deben 
obediencia más que á sus superiores, y entre éstos se encuentra el 
Presidente de la Unión y la Cámara de Representantes, el Goberna- 
dor der Estado y la Asamblea Legislativa, cuyas órdenes é instruc- 
ciones tienen la obligación de cumplir. De esta manera, la orga- 
nización responde á su objeto y á su interés, imprimiendo en la 
Administración de justicia la unidad de acción y de miras de que 
ya hablamos, y que es tan necesaria y tan indispensable para ha- 
cer rápida y eficaz la acción de la justicia. 



NOTAS DEL CAPITULO VIH. 



(1) Arts. 144 y 206 del Oód. Pol. y Mun.— (2) Art. 2.° de la ley 43 de 
1874.— (3) Arts. 230 del Cód. Pol. y Mun., 20 y 21 de la ley 9.' de 1879.— 
(4) Art. 231 del citado Oód.— (5) Art. 47 de la ley de 18 de Agosto de 1868. 
(6) Arts. 245 y 251 del Cód. Pol. y M.— (7) Arts. 439 y 445 del Cód, deTo- 
licía.— (8) Art. 314 del Oód. Pol. y M.— (9) Art. 329 del id.— (10) Art. 13 
de la ley de 18 de Agosto de 1868. 



TITULO SÉTIMO. 

DJB3 liOS PHOÍ'BSOR.ES Y FUNOIONAHIO© 
QIJ3E AUXILIAN Á liA ADMINISTRACIÓN DIC 

JUSTICIA. 



CAPITULO I 



DB LOS ABOGADOS. 

Bssmfinf.-**!.^ Su inter?ención «n los Montos jadieiale», importanoia 7 
origen de la inBtitución.— 2.^ Quiénes pnedei^ ejercer la abogacía 7 i 
quiénes se prohibe ejercerla ; no es ya necesaria su ñrma en los pedí- 
mentoB.-«*3.^ Cuáles son los principales deberes del abogado y qué le 
está prohibido; su libertad de acción^ de palabra ó por escrito.*— i.^ Ho- 
norarios qué le corresponden ; su responsabilidad. 

1.° — Hasta aquí hemos estudiado lo que podemos llamar or- 
ganización del Poder Judicial, en sus elementos integrantes más 
esenciales : tócanos ahora tratar de los principales auxiliares en la 
Administración de justicia. Comenzaremos por ocuparnos de los 
abogados, porque entre los cargos auxiliares, ningán otro es más 
necesario, ni más noble, ni más humanitario, ni más honroso, ni 
más esclarecido. Aunque este profesorado no formara una parte 
constitutiva de los Juzgados y Tribunales, ni dependiera de ellos, 
es de tanta importancia y tanta la trascendencia de su interven- 
ción en los asuntos judiciales, en los consejos gubernativos y en las 
deliberaciones legislativas, tan indispensable es á veces su direc- 
ción y su concepto, que, sin dicha intervención, que las leyes les 
conceden y exige la conveniencia pública, los Jueces y los Tribu- 
nales, en algunos casos, no podrían administrar justicia. Al tra- 
tar, pues, de la organización y de las atribuciones judiciales con- 
viene que demos alguna idea de esta profesión que ilustra y que 
presta tan señalados servicios á la justicia, y que se ha consagrado 
á proteger al individuo en su existencia y á la humanidad eu el 
cumplimiento de sus destinos. 

Eq el extenso y dilatado campo que ella abraza no recono- 
cemos límites precisos. Todo lo relativo al orden judicial, al orden 
civil, económico y político, cae bajo sus dominios. No bay un solo 
hecho jurídico que no produzca algún derecho j no establezca en- 
tre las personas relaciones jurídicas : los hechos crean, modifican, 
trasfíeren ó aniquilan los derechos y las obligaciones, tales como 
los contratos, los actos de última voluntad &c. : ellos son la reali- 
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imán temporal del dereaho 7 el signo de un estado subjetiyOy la 
detenninación 6 Terifícación, por decirlo así, del d^echo mismo 
en sus condiciones primordiales, que dan nacimiento á una fon* 
(ddn eficiente en la Jurisprudencia j que reclama una solución de« 
finitiya 7 de justicia en la vida social (1). 

El señor racheco, uno de los más acreditados iuñsoonsultos de 
España, decía: *'La abolía es ho7 enciclopédica, incompara- 
blemente más que lo hallido en ningán otro siglo, porque com. 
prende cuanto había sido antes de ahora 7 todo lo que exige el 
desarrollo de nuestra cultura, que no cesa ni retrocede ;" 7 otro 
bien distinguido del mismo país, el señor Olózaga, agregaba: ''Para 
comprender la influencia política que sin buscarlo 7 acaso sin 

Í censar en ello, han ejercido en los diversos períodos de la historia 
08 hombres que de cualquier modo se han consagrado á estudiair el 
derecho de todos 7 defender el de cada uno, no ha7 que remontar, 
se á los tiempos primitivos en que los que invocaron 7 sostuvieron 
los fueros de la justicia dieron con sus doctrinas 7 con su ejemplo 
tan ancha 7 sólida base á las nuevas sociedades que á ella sola de- 
bieron algunas su conservación 7 bienestar, 7 otras más felices el 
desarrollo 7 progreso que marcaron su importancia." 

"No ha7 que recordar tampoco, contintia, lo que eran los 
patronos 7 defensores de las repúblicas de la antigüedad, aunque 
tengamos que admirar como modelos de perfección inimitable las 
obras que nos legaron. Porque, ¿ qué comparación útil puede ha. 
cerse entre el cargo de un patrono en Boma, que por muchos si- 
glos fué patrimonio exclusivo de los patricios 7 después sirvió 
para atraerse numerosas clientelas con CU70S votos 7 activa coope. 
ración se alcanzaban los primeros cargos de la República, cod lo 
que es el ejercicio de la abogacía en la actual organización de la so- 
ciedad ] Los que en nombre de la le7 han de defender en los Tri- 
bunales los derechos, la libertad, la reputación 7 la vida de sus 
coDciudadanos, tienen que distinguirse por la solidez de .«u ins- 
trucción, por la sobriedad en el deseo de manifestarla, por la ele- 
vación de sus sentimientos, por el santo amor de la verdad 7 de la 
justicia, 7 sobre todo, por el temple 7 la euergía de un alma supe- 
rior que desprecia los peligros que puede acarrearle su defensa. 
[Ha7 nada más noble 7 respetable que la voz de un abogado que 
en una causa impopular ahoga las murmuraciones de la envidia 7 
del espíritu de partido, ó en tiempos de proscripción 7 de vengan- 
zas políticas, salva las víctimas señaladas por el dedo de la tiranía, 
ó marca con el sello de la afrenta á su3 dóciles instrumentos? 
íHa7 nada más sublime que el espectáculo que ofrece una Asam- 
blea agitada en momentos . críticos por las más encontradas pasio- 
nes cediendo al encanto de la elocuencia 7 proclamando unánime 
la verdad, que el error ó la preocupación le impedía poco antes 
reconocer?" Y por último, un jurisconsulto chileno, también mu7 
distinguido, al definir lo que es la profesión del abogado fijando sus 
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caracteres distintivos en la probidad, bd la ciencia y en el ta- 
lento, nos ba dicho : ''La independencia del abogado no tiene más 
base que la independencia de su carácter ; y en cuanto á la liber- 
tad de su palabra, él la adquiere por medio del respeto que mani- 
fiesta por las leyes y por la verdad, y no la conserva sino por el 
respeto que tenga por si mismo." (2) 

En nuestro país, como en todos aquellos en que los derechos 
civUes tienen por fundamento y garantíalos derechos políticos, la 
defensa de estos derechos y la interpretación de las leyes consti. 
tucionales, es una de las misiones encomendadas al juriscon- 
sulto. Hoy que la guerra entre las naciones, así como la guerra 
civil, tienen leyes aceptadas, casi umversalmente, el jurisconsulto 
debe ser oído é intervenir ante los Tribunales para la solución 
de las cuestiones del Derecho internacional, que, como entre nos- 
otros, forma parte de la legislación patria ; y por esto, en con* 
cepto general, la unidad del derecho y la unidad de la ciencia 
exigen en el abogado cierta universalidad de conocimientos jurídi. 
COS. Por esto también, en la legislación moderna sobre los estudios 
universitarios, ya no se habilita para el ejercicio de la abogacía sino 
al que los posea en toda su extensión y con verdadera solidez (3). 
Hemos llegado á una época en que tenemos que reconocer la nece- 
sidad de unir los estudios históricos y los filosóficos en la jurispru- 
dencia, y como su auxiliar más poderoso el de las legislaciones 
comparadas, porque la observancia de las leyes de las diferentes 
épocas y de los diversos países nos eleva, como ha observado el 
señor Qómez de la Serna, á considerar con más imparcialidad y 
amplitud, las de nuestra propia nación (4). 

No iremos á buscar el origen de esta institución en los primi- 
tivos tiempos históricos, que en ellos debió confiarse la defensa del 
derecho á los más virtuosos é inteligentes : lo hallaríamos más tar- 
de en el patronato de los patricios rpmanos. Por lo que á nosotros 
toca, la buscaremos en la legislación española que fué la nuestra y 
que rige como supletoria en la Administración de justicia. Encon- 
traremos que en el Fuero viejo de Castilla se les dio á los aboga- 
dos por primera vez la investidura de Proov/radorea y se les llama 
voceros; y en el Fuero Real se determinaron algunas reglas para 
el ejercicio de la profesión. En el reinado de los Beyes Catóucos, 
en 1495, se dispuso que nadie pudiera abogar sin ser antes exami- 
nado y aprobado por los Consejos del Beino'ó por las Audiencias, é 
incorporado en los respectivos colegios, y entonces se publicaron 
las Ordenanzas de los ahogados. 

En nuestro país se exigieron también condiciones y requisitcís 
para el Profesorado desde el comienzo de la República. Se deter- 
minó por la ley quiénes podían y quiénes no podían ejercer la abo- 
gacía, debiendo aquéllos ser incorporados mediante la obtención 
del título expedido por la Corte Suprema ó por los Tribunales de 
distrito, y se hacía en aquellos tiempos la publicación de la lista 
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de los habilitados, que era fonaada por dichos Tribunales, la de 
los que debían encargarse de la defensa de las causas civiles y cri- 
minales de los pobres, que ocurrieran durante el afío (5). 

2.^ — ^Hay países que por sus leyes hacen necesaria la interven, 
cion de los Letrados en la mayor parte de los negocios judiciales. 
Eu el nuestro, tanto en los negocios civiles como en los criminales, 
no es necesaria la firma del Letrado en los pedimentos que los li. 
tigantes dirijan á los Tribunales y Juzgados (6). Los estudios del 
profesorado son completamente libres, y libre es absolutamente el 
ejercicio de la profesión del abogado, como cualesquiera otras. Ga- 
rantizada la libertad de industria y de trabajo por la Constitución 
federal y por la del Estado, todos los ciudadanos pueden defender 
ante los Jueces y Tribunales el derecho ajeno y el suyo propio; 

Í>ero la sociedad no solicita ni discierne sus consideraciones sino á 
os abogados dignos de este nombre, á los que han recibido la in. 
vestidura de defender los derechos y sostener con el ejemplo la 
dignidad de sus funciones. Mas los que tengan estudio abierto, 
esto es, que actúen públicamente, están destinados á defender á los 
procesados y encarcelados, cuando la autoridad judicial los nom. 
bre con este objeto, y son responsables por cualquiera omisión cul- 
pable en lo que concierne á la defensa (7). 

No pueden ejercer la abogacía, ni por consiguiente poderes 
para pleitos : el Presidente de la Unión y el Gobernador del Esta- 
do, los Secretarios de Estado, los Magistrados de la Corte Suprema 
y del Tribunal Superior, el Secretario de éste y el de aquella Cor- 
te de Justicia, y el Oficial mayor de la misma Corte, el Procurador 
general y sus Jefes de sección, el Procurador del Estado y los 
Agentes fiscales, los Jueces nacionales de primera instancia y sus 
Secretarios, y los del Estado y sus respectivos Secretarios, los 
miembres del Congreso y los Diputados á. la Asamblea Legislativa 
mientras gocen de inmunidad; y ya dijimos, que cuando hayan de 
litigar en negocios civiles propios lo harán por medio de apodera- 
do (8). 

La incapacidad sobreviviente por causa de interdicción judi. 
cial, imposibilita el ejercicio de las funciones profesionales. 

3.^ — Los abogados en el desempeño de su ministerio están 
obligados : 1.° A declarar tan pronto como sea posible si aceptan 
6 no el encargo de la defensa que personas ausentes les hayan con- 
fiado, y cuando tengan necesidad de excusarse, deberán, sin em. 
bargo, tomar las providencias conservativas urgentes que requiera 
el negocio encomendado á ellos. Es uno de sus principales deberes 
no aceptar jamás una causa sino después de haberla examinado 
atentamente, y no defenderla sino cuando estén convencidos de su 
justicia ; y de aquí arrancan sus demás deberes, de tal manera que 
8Í más tarde llegan á tener un convencimiento contrario, si llegan 
á reconocer la injusticia y temeridad de aquella causa, deben des- 
prenderse de ella sin vacilar un instante ; lo cual es una regla sin 
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excepción en los negocios civileis, ]raes en los criminales el sentí- 
miento de butnanidad y la misrma ley establecen la excepción ; 2.^ 
Á seguir y agitar hasta su fenecimiento el curso de los juicioa en 
que deban intervenir con escrupuloso interés y celo en favor de 
sus clientes, observando en sus escritos un lenguaje moderado 
y decoroso, guardando las leyes que regulan el procedimiento jn- 
dicial, y citando aquellas que sean verdaderamente aplicables i 
la cuestión debatida, sin alterar, ni tergiversar su sentido, sin nsar 
de artificios ni subterfugios, sin divagaciones y especies inconexas 
é impertinentes ; en una palabra : procediendo con ^prudencia y 
firmeza, con actividad, con dignidistd y honradez; 3.** A dar noticia 
á sus clientes del estado y curso que lleven sus negocios, consa- 
grándose á ellos para continuar mereciendo su confianza y no in- 
currir en la liota de negligentes, ni en alguna responsabilidad; 
bajo el concepto de que son responsables á sus clientes de los da- 
fíos, pérdidas y costos que les causen por su malicia, culpa, negli- 
gencia ó impericia. En tiempo de Justiniano se incluían estas pa- 
labras en el juramento que prestaban los abogados : NiJiit aiudii 
reUquentes, qtiod sibi posaibile est 

Por la naturaleza del mandato que regula el ejercicio de esa 
profesión, les está prohibido á los abogados: 1.° Descubrir ó re. 
velar al adversario ó á los extraños el secreto de su defendido; 2.<» 
Aconsejar á dos litigantes contrarios en un mismo negocio, y por 
tanto, defender á una parte en la primera y á la otra en la segun- 
da instancia, bajo pena de prevaricadores; 2.° Solicitar té nnino 
para probar lo »que sepan que no pueden probar ó intentar la prue- 
ba de lo que sea inconducente, sobornar testigos, y tachar los de 
la contraparte maliciosamente, y permitir que se presenten escri- 
turas falsas ó que se altere y mude la verdad en los procesos (9). 

Los abogados gozan en el desempefío de sus funciones de ente- 
ra libertad, como lo requiere lo augusto de su ministerio ; pero 
tendrán siempre presente que no deben " cqnvertir en tribuna 
parlamentaria la morada de la templanza, de la imparcialidad y 
de la justicia." Para que ellos puedan hacer la defensa de una 
parte, habrán de estar autorizados por ella ó por su apoderado, en 
virtud de un memorial dirigido al Juez ó Magistrado que conozca 
de la causa, que puedan presentar los mismos defensores ó patro- 
nos (10). 

La libertad en la profesión del abogado es el complementoin- 
dispensa ble de toda Magistratura imparcial y digna de sus desti- 
nos; así como su independencia es también el medio de asegurar 
la acción de la justicia. No puede haber buenos Jueces ni buenos 
^Magistrados sino en donde exista una clase independiente que los 
vigile, que los ilustre y censure. Los abogados dignos de este nom- 
bre constituyen la clase á que aludimos, y son los llamados prefe- 
rénteme nte al ejercicio de tan respetable y fructuoso ministerio. 

4.° — Nuestra legislación no prohibe lo que en el foro se llama 
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pacto de ^^ta UtiSy como lo hizo la legislación antigua partiendo 
de un principio de humanidad y desinterés que caracterizaba la 
abogacía, para evitar la explotación de las necesidades del cliente, 
y DO hacer mercenario el noble pficio. Los ahogados pueden re- 
cibir el honorario que voluntariamente les ofrezcan sus clientes ó 
el que hayan estipulado, y tienen derecho á reclamar el pago, en 
proporción de su mérito y su trabajo, cuando no hubiere precedi- 
do convenio aWuno. L?k remuneración de sus servicios no sólo se 
determina por este medio, sino que la ley ó la costumbre la regu- 
la ó el Juez ía fija (11). 

Su responsabilidad es civil y criminal: es la que procede de 
todo mandato violado ó no cumplido^ después de su aceptación, y 
la que procede del prevaricato ó de cualquiera otra infracción de 
la ley penal, eu él ejercicio de sus funciones (12). 



NOTAS DE CAPITULO I. 

• 

(1) ''Bespecto de esta materia, podemos decir con Ortoián, qxxQ Jucho, 
que por su etimología supondría una acción del hombre, se toma en el len- 
guaje juxídico en un sentido más amplío, como designando un suceso cual- 
quiera que ocurra en el mundo de nuestras percepciones, y en esta signifi- 
cación es usada la palabra por los jurisconsultos romanos. 

" El hecho puede producirse, ya por una causa que se halle enteramente 
fuera del hombre, 7 á la que éste no haya podido ni auxiliar ni poner obs- 
táculo, ya con participación directa ó indirecta del hombre, y ya, finalmente, 
por efecto inmediato de su voluntad. 

" Se aplica también la idea y el nombre de hecho, á lo que no es más que la 
negación del mismo. La omisión ó la negativa del hembra á hacer tal cosa, 
€8 lo que vulgarmente se dice un hecho negativo. 

** De la misma manera que el derecho, por su poder de abstracción crea 
personas y cosas que no existen en la naturaleza, así á veces llega hasta 
crear hechos imaginarios, y obra como si hubieran existiiio : por ejemplo, la 
muerte de un ausente que se presume después de los años que fija á la au- 
sencia para establecer la presunción del fallecimiento. 

** Los hechos pueden recaer sobre el hombre mismo, tales son su naci- 
miento, de donde procede un hecho de filiación para unos, de paternidad 
para otros ; su matrimonio, y por último, su muerte ; ó sobre las cosas, como 
por ejemplo, su creación ó composición, sus mejoras, deterioros Scc; ó, en 
fin, sobre uno y otro objeto combinados, como la ocupación ó la posesión 
tomada 6 perdida. Si los derechos nacen, si se modifican, si se trasfieren, ai 
00 extinguen, es siempre á consecuencia ó por medio de un hecho. No hay 
derecho que no provenga de un hecho, y precisamente de la variedad de 
hechos procede la variedad de derechos. 

(Véase el Código civil de la Itepubliea Argentina, redactado por D. Dal- 
macio Yólez Sarsfíeld y aprobado por el Congreso en 1869, ed. oficial de 
1870.) 

(2) D. Alejandro Reyes, en el prólogo de la obra intitulada Bl Código 
tivtl ante la Universidad, ed. chíUna de 1871. 

(3) Yóase la Revista general de legislación y jurisprudencia, tom. 53, 
pág. 9. D. Manuel Duran y Bas, tratando de la Beforma deles estudios jurí^ 
dieas, expone: ** La libertad de industria tiene, en cambio de sus ventajas, 
no pocos inconvenientes : eon todo no es más sano remedio la coartación di- 
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recta de aquella libertad. Es la competencia estímulo para el progreso ; y 
contrarestan sus perjuicios en las profesiones literarias, el hábito moral 
del decoro y la posesión del verdadero saber. No depende exclusiva ni aun 
inmediatamente de la enseñanza la generalización de aquel hábito ; pero de 
ella depende la extensión y profundidad de los conocimientos científicos. 
Exigir todos los que sean indispensables para llevar dignamente el nombre 
de jurisconsulto ; no habilitar con este título sino al que en rigurosas prue- 
bas haya justificado su posesión ; demandarlos superiores para la obtención 
de empleos públicos ; adoptar parala provisión de- estos empleos la oposición 
con ejercicios de difícil desempeño^ es lo que ha de disminuir las sedaccio- 
nes que encierra la profesión del abogado, y ha de facilitar á los dedicados 
á ella el deseo de cifrar en la independencia que con sus rendimientos pro- 
porciona y en la Consideración de que ejerciéndola con saber y dignidad, 
rodea todas las esperanzas del porvenir." 

Desearíamos para el enaltecimiento de la enseñanza oñclal^ en bien de la 
sociedad y el progreso de las ciencias jurídicas, que la solicitud del Gobier- 
no continuara prestando su atención privilegiada á tan importante materia. 

(4) Prolegómenos del Derecho, pág. 113. 

(5) Leyes 1.* y 6.*, Parte 1.*, Tratado 2.° de la Recopilación Granadina, 
y la de 18 de Agosto de 1868, que derogó las disposiciones del título nono, 
Libro 1.° del Cód. Jud. que trataba del Defensor de pobres. En aquélla ley 
orgánica recopilada, se encuentran todas las disposiciones á que nos 
hemos referido, en virtud de las cuales la recepción de los abogados se 
verificaba por la Corte Suprema y por los Tribunales de distrito, quienes 
expedían los diplomas ; y en ésta sobre reformas judiciales , se estableció 
que para ser abogado se necesitaba, además de los grados académicos del 
Bachillerato, de la Licenciatura y del Doctorado, el ejercicio de dos examen 
nes de prueba, uno teórico que consistía en el desenvolvimiento de un tema 
escogido á la suerte por el Tribunal de profesores encargado del examen, y 
el otro práctico que consistía en la redacción de un alegato ó de una senten- 
cia, en vista del expediente que se entregaba al aspirante veinticuatro horas 
antes, y se dispuso que los extranjeros que pretendieran ejercer la profe- 
sión en la República, debían ser también incorporados, previa la obtención 
del grado de Doctor, en alguna de las universidades existentes. Todas 
estas garantías desaparecieron con la absoluta libertad de estudios declara- 
da en 1853. 

(6) Ley 1.*, Parte 2.*, Tratado 2P de la Recop. Gran., en su art. 97.— 
(7) Arts. 1,476 á 1,484 del Cód. Jud. 

(8) Arts. 155 y 156 del Cód. Jud. de la ü., y 146 y 160 del del B. 

Por sentencia del Tribunal Superior de 18 de Agosto de 1881, se declaró 
la nulidad de las actuaciones de un juicio en que había sido admitido un 
Representante al Congreso, como apoderado de una de las partes, y se repu- 
so al estado que tenía cuando se hizo su admisión. 

(9) Arts. 2,183, 2,185 á 2,189, 2,191 y 2,192, 2,201, 2,217 y 2,222 del Cód. 
Civil del E., y sus concordantes del de la ü. Véanse los arts. 66 en su inci- 
so 30 del Cod. Penal del E., y 376 del de la ü.— (10) Arts. 154 y 163 del 
Cód. Jud. del B.— ( 11) Art. 2,184 del Cód. Civil del E., y su concordante Jel 
d^ la U. Véase el Cap. 9.°, tít. 26 del Libro 4, Arrendamiento de serviciM 
inmaUrialeS'^{l2) Arts. 2,192, 2,196, 2,219, 2,221 y 2,224 de id.7 sus con- 
cordantes del Código de la Union. 
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CAPITULO 11 

DE LOB APODBEADOS. 

Bbstticex.— 1.^ Qué se entiende por poder y qniéntñ se llaman apoderados 
judiciales; quidnes pueden nombrarlos y quiénes ser apoderados ; de las 
representaciones y de los que pueden comparecer en juicio con ó sin po- 
der^ y caándo deberán estos últimos prestar la fianza de rato; efectos de 
la ratificación en los casos determinados. — ^2.^ Cómo se otorgarán los 
poderes generales, y cómo podrán otorgarse los especiales para pleitos ; 
. sustancia y forma de los poderes ; su aceptación es necesaria ; lo que se 
exige en los poderes para transigir y desistir ; deberes del Secretario y del 
Juez cuando se presenta algún poder ; articulación acerca de su admi- 
sión. — 3.^ Deberes impuestos al apoderado ; cómo se hará la sustitución 
de los poderes, y responsabilidad del sustituyente, tenga ó no facultad 
para sustituir. — 1.^ Oasos en que el apoderado es responsable del impor- 
te de ] a condenación de costas, y casos en que cesará el apoderado en su 
representación. — 5.^ Honorarios de los apoderados ; prescripción de ellos 
y del importe de los gastos judiciales. 

1.** — Pode^' es la facultad que da una persona á otra para que 
haga en su nombre lo mismo que ella haría por sí propia en el 
negocio que le encarga ; ó bien : el instrumento 6 memorial en que 
alguno da facultad á otro para que en lugar de su persona y re. 
presentándola pueda ejecutar alguna cosa. Quien recibe el poder 
y lo acepta se llama apoderado, personero, poder habiente, procu- 
rador 6 mandatario ; y el que lo otorga, poderdante 6 mandante. 

La facultad de comparecer en juicio por medio de apoderado 
es tan antigua como lo es el derecho mismo, y no hay Código que 
no hable de procuradores 6 personeros ; pero en las legislaciones 
modernas han desaparecido los procuradores de oficio, los de nú. 
mero, los habilitados, y por tanto, ya su intervención en los juicios 
no es necesaria, como no lo es tampoco el presentar poderes bas- 
tanteados. En España, sin embargo, la comparecencia en juicio se 
¿ace por medio de Procurador legalmente habilitado para funcio- 
nar en el Juzgado ó Tribunal que conozca de los autos, y con 
poder declarado bastante por un Letrado, y se debe acompañar con 
el primer escrito, al que no se dará curso sin este requisito, aun- 
que contenga la protesta de presentarlo (1) Por regla general, sin 
excepción, y en virtud del derecho de la defensa libre, todas las 
personas capaces del ejercicio de los derechos civiles pueden hoy 
comparecer ante los Jueces y Tribunales defendiendo sus propios 
intereses y los ajenos negocios; entendiéndose por derechos civiles 
los que proceden de la ley civil, que es la reguladora de las reía- 
mmfíB de las personas entre sí y con respecto á las comunidades, 
corporacionea 6 sociedades jurídicas, los cuales no deben confun. 
dirse con los derechos políticos que son inherentes á la ciudadanía 
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'activa, como el derecho electoral y el de la i 
destdnoe públicos (2). 

Los aemandantes y loa demandados q^ue inician 6 Bíguen I» 
juicios por medio de otras personas 'constituidas con las formali- 
dades leales se llaman a^poderadoa judiciales, y pueden conati. 
tuirlos todos los interesados que pueden comparecer en juicio por 
BÍ miamos, y á nombre de los incapacitados bus representantes le- 
gales. El becbo de otorgar un poder para pleitos se considera como 
un acto judicial; y ya hemos indicado que está prohibido que 
comparezcan por sí en juicio las mujeres casadas ; pero podrán 
hacerlo con licencia del marido, porque sin este requisito' no 
pueden contraer nii^ima obligación ; los huérfanos menores j los 
hijos de &milia mientnis no estén emancipados, y no se reputiut 
tales sino cuando entran en la mayor edad ; y los locos, los imotas, 
sordo-mudoB y pródigos, cuando hayan sido declarados en inter- 
dicción por sentencia ejecutoriada, en cuyo caso se lea priva de la 
administración de sus bienes y se les considera como menoreB. Lae 
mujeres casadas tienen en sus maridos sus legítimos representan- 
tes ; los hijos que están bajo la potestad de sus padres tienen en 
éstos sus representantes legales ; los menores y los demás incapaci- 
tados los tienen en sus respectivos tutores ó curadores luego que se 
les haya discernido el cargo, sin lo cual carecen de personalidad 
jurídica. Vimos antes que ciertos empleados ó funcionarios pábli- 
cos por razón de su autoridad y sus funciones no pueden tam- 
poco comparecer en juicio y que están obligados á nombrar apode- 
rados. En el Libro II, al tratar del demandante y demandado, 
explanaremos estas doctrinas. 

En consecuencia, pueden ser apoderados todos aquellos á quie. 
nes la ley no se lo haya prohibido, y así pueden ser nombiados 
los varones hábiles para comparecer en juicio por sí solos, con las 
excepciones indicadas, y aun con otras limitaciones que vamos á 
consignar. No sólo por razón de los destinos piiblicos se han comig- 
nadolas expresadas excepciones, en las que están comprendídoe 
los Notarios y los Registradores de instrumentos páblicos, sino que 
hay otras que se fundan en el parentesco, como que las relacionea 
de familia constituyen una inhabilidad ó incapacidad relativa 
para ejercer poderes ante determinados Jueces o Tribunales, la 
cual por su especialidad y relación difiere de las anteriores inhabi- 
lidades ó incapacidades de derecho, que debemos considerar gené- 
ricas. Así, por la razón antedicha, no pueden ser apoderados loa 
parientes coosaguíneos hasta el cuarto grado, ó los afines hasta el ' 
abundo, que los sean del Juez ó de los Magistrados, y aunque el ; 
Código Judicial de la Unión no ha consignado expresamente esta ^ 
inhabilidad, el parentesco se determina en él como causal de recu- ^ 
sación. 

La mujer casada puede, no obstante lo que dejamos expuesto, 
desempeñar el poder de su padre ó de su marido ; pero sólo en 
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los casos en que se hallaren presos, enfermos, 6 impedidos de 
cualquiera otra manera, y que por su pobreza ú otra causa seme- 
iante' no tengan otra persona de quien valerse, y esto sin per. 
juicio de prestar voz y caución. También puede la mujer en su 
mayor edad, y en la viudedad, comparecer en juicio libremente 
en defensa propia y en la de sus hijos, como que es eu cura^ 
dora legítima. Si todo esto ha sido estatuido con razón y justicia, 
i por qué no se le permite á la mujer el ejercicio de los poderes, 
sí por su aptitud merecen la confianza de los interesados? ^ JPor qué 
para ejercer el poder del padre ó del marido ha de ser preciso 
que ocurra el caso de prisión ó el de enfermedad, y que se en. 
cuentren en pobreza, y además que el padre ó el marido no pue- 
dan valerse de otra persona, cuando la misma disposición legal 
permite á la mujer comparecer en repre8entació^ de su padre ó de 
su marido que se hallaren ausentes ó impedidos dando voz y cau- 
ción de rato ? No vemos la razón justificativa de tales restric 
clones. 

Ninguna comunidad, corporación, sociedad ó compañía pueden 
ser apoderados judiciales. Los que pueden representarlas en el 
lugar del juicio, ó fuera de él, son los que pueden constituir dichos 
apoderados. 

Se dispuso por una ley del Estado que las corporaciones, co- 
munidades y congregaciones religiosas no debían reputarse como 
personas jurídicas ; mas por una ley posterior se les ha reconocido 
la personalidad, y otorgado los derechos que de ésta se derivan ; 
entendiéndose por congregaciones religiosas las Iglesias, cualquiera 
que sea su coinunión, y las corporaciones y las fundaciones del 
mismo carácter, con excepción únicamente de órdenes monás- 
ticas cuya existencia civil no se reconoce en el Estado. Por las 
corporaciones, sociedades y demás entidades jurídicas^ comparece- 
rán las personas que legalmente las representen ; y los Jueces y 
Tribunales reconocerán con este carácter, á los individuos á quie- 
nes ellas hayan conferido su personería ó á quienes corresponda la 
representación conforme á sus estatutos y constituciones. Háse 
permitido y dispuesto que la manifestación escrita de la autoridad 
superior eclesi^tica que resida en el Estado, será comprobación 
suficiente del legítimo carácter representativo de las personas 
jurídicas religiosas ; y téngase presente que esto no se refiere á las 
fundaciones ni á las capellanías laicales y colativas, las cuales se 
rigen por disposidones especiales de otro orden. 

El mismo principio se observa con relación á la? sociedades ci- 
viles y comerciales: son sus representantes 4os gerentes ó admi- 
nistradores^ designados en sus estatutos ó convenciones particula- 
res, y lo serán siempre que los tengan establecidos de una manera 
conocida. Pero en muchas de dichas entidades, sus representantes 
antes de comparecer ó antes de constituir apoderados, necesitarán 
llenar algunos requisitos, y así el Síndico de un municipio no podrá 
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hacer lo uno 6 lo otro sin la autorización de la Municipalidad res- 

E3Ctiva. Lo mismo observamos respecto de los establecimientos de 
enefícencia, y si los albaceas tienen el derecho de representar al 
testador 6 á la herencia yacente, lo es en el caso de que se les hayan 
conferido las facultades necesarias, para la ejecución del tata- 
mente y para la formación de los inventarios y partición de bienes. 
Más adelante, en el Libro II, expondremos algunos otros casos^ 
de excepción, respecto de la mujer casada y de otros interesados, 
que, según la regla general, no pueden comparecer en juicio por 
no estar en el pleno ejercicio de los derechos civiles. 

Se deduce de lo expuesto que ninguno puede, en general, re^ 

Sresentar á otro en juicio sino con poder otorgado con las formali- 
ades legales. Sin embargo, hay personas á quienes la ley permite 
tomar y asumir en los juicios la representación de otras personas, 
sin haber recibido su mandato, siempre que esto no se haga contra 
la voluntad del representado ; tales son los consanguíneos hasta el 
cuarto grado, los añnes hasta el segundo, los coherederos en los 
asuntos relativos á la herencia y los socios y comuneros en los ne- 
gocios de la sociedad, ó de la comunidad, cuando los interesados se 
hallaren ajusentes ó impedidos y hayan de sufrir algún perjuicio si 
no se entabla la demanda ó se sigue el juicio, y sólo para estos 
casos. Pero si en los dichos, la contraparte lo exigiere antes de 
un mes de estar gestionando en el pleito, esas personas estarán en 
la obligación de prestar la ñanza de rato, esto es, la seguridad que 
se da de que el principal tendrá por firme y valedero lo que ellas 
hubieren hecho á su nombre garantizando que aquel por quien 
demandan ó siguen el juicio ratificará lo actuado y que, en caso 
contrario, ellas pagarán las costas é indemnizarán los perjuicios 
ocasionados al demandado, ó la multa, que en caso tal señalará el 
Juzgado. El Código de la Unión cotnprende en la disposición ex- 
presada á la mujer casada, permitiéndole comparecer por su ma- 
rido ausente, según el artículo 247 ; pero se requiere para esto que 
se conceda la licencia judicial. 

Para contestar una demanda después de notificada la parte y 
entablar algún recurso, cuando de no hacerse puede dicha parte 
perder el pleito ó recibir un gran perjuicio, la ley ha pejrmitido 
que se presente cualquiera persona en representación del inte- 
rosado. £n estos casos de excepción no hay, por tanto, necesidad 
de poder; y cualquiera persona podrá apelar ó contestar la demanda 
dando fianza á satisfacción del Juez de que la parte por quien 
se presenta, aprobará lo que hiciere como hecho por ella. Por 
consiguiente, si alguno hubiere seguido el juicio á nombre de otro 
sin poder, valdrá lo ejecutado, si la parte interesada lo ratifica, ó si 
presenta poder ratificando así la actuación ; pero es necesario que 
todo esto tenga lugar antes de la sentencia definitiva, y que la con- 
traparte no hubiere objetado ya la falta de personería. El Código 
Judicial de la Unión no contiene disposición alguna terminante á 
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este respecto : su artículo 294 no habla de la ratificación como pro- 
ductora de tales efectos, y esta omisión pudiera dar origen á dudas 
7 á dificultades en el procedimiento, aunque la objeción expresa, 
da, hecha anticipadamente, impide en concepto de los comentado- 
res, que la ratificación posterior, en buenos principios, puede riva- 
lidar ó convalecer las actuaciones. Ya trataremos en el lugar 
conveniente de lá distinción que la ley federal hace entre la ilegi- 
timidad y la insuficencia de la personería, y expondremos nuestra 
opinión acerca de esta innovación que no hemos encontrado en 
ninguna de las legislaciones que conocemos (3). 

2.^ — La ley expresa terminantemente en qué forma se habrá 
de otorgar el poder. Antiguamente el poder para pleitos se hacía 
upud acixiy esto es, en los mismos autos, nombrando la parte á su 
apoderado delante del Juez ; pero ahora sólo por medio de escri- 
turas páblicas se otorgarán los poderes generales, y podrán otorgar, 
se por ese medio ó por simples memoriales dirigidos al Juez ó 
Tribunal que conoce ó ha de conocer, los poderes especiales para 
determinados pleitos, que el poderdante mismo presentará al Se- 
cretario cuando el Juez ó Tribunal se hallare en el lugar del jui- 
cio, y á su pié extenderá dicho empleado la nota expresiva de la 
presentación personal y su fecha. Cuando el poderdante y el Juez 
ó Tribunal estuvieren en lugares distintos, el memorial de poder 
habrá de prasentarse personalmente al Juez de la residencia del 
poderdante y al Secretario, con el fin de que se ponga á continua- 
ción la expresada nota, la cual firmarán dichos funcionarios, y 
será devuelto al interesado. Asimismo, los poderes para gestionar 
ante las autoridades administrativas se otorgarán de igual manera, 
según sean generales ó especiales ; pero no deberá echarse en blvi- 
do que si estos documentos han de obrar en asuntos nacionales, la 
presentación deberá verificarse ante algún Juez federal. Se exige 
en estos poderes no sólo la designación del Juzgado ó Tribunal á 
quien se dirigen, sino los nombres del poderdante y del apoderado, 
y su vecindad, determinándose, como es natural, con toda claridad 
y precisión el pleito para el cual se confiere el poder. Por consi- 
guiente, cuando el poder se confiere por medio de un instrumento 
público deberá contener, además de las mencionadas circunstancias, 
las formalidades que para los documentos de esta clase requieren 
las leyes. 

Las solemnidades externas dan la autenticidad á los actos y se 
rigen por las leyes de la Nación ó del Estado en que tienen lugar : 
locus legit actwm. Tanto en el Código Civil del Estado, como en el 
de la Unión se dispone que ** la forma y las solemnidades de los 
instrumentos públicos se determinan por las leyes del Estado ó país 
en que hayan sido otorgados, y que su autenticidad, esto es, el 
becho de haber sido realmente otorgados y autorizados por las 
personas y de la manera que se expresa en tales documentos, se 
fflrobará según las reglas establecidas en el Código Judicial. Este 
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preceptúa que los poderes otorgados en otros Estados 6 en nacioneB 
extranjeras, de los cuales se haya de hacer uso en Cündínamarca 6 
en algiip Territorio nacional, deberán extenderse, como se ha di- 
cho, de conformidad con las leyes del país ó del lugar, donde se 
otorgan. Tratándose de poderes otorgados en el extranjero será ne- 
cesario, además, que se acredite su autenticación por el Cónsul ó por 
el Ministro colombiano residente en dicho país, y á falta de éstos 
por el Cónsul ó Ministro de una nación amiga. Lo que importa es 
saber quién es el funcionario que en cada país está encargado de 
recibir y de autorizar tales actos. Averiguado esto ya se puede 
juzgar si el poder ó el documento presentado y otorgado en país 
extranjero es ó no auténtico, y si lo es deberá concedérsele la 
fuerza probatoria que á los instrumentos públicos y solemnes atri^ 
buyen nuestras leyes. 

En los poderes puede estar la firma de aquel á quien se nombra 
apoderado, y si faltare es^a firma, el Juez mandará poner el poder 
otorgado en conocimiento del nombrado, para que diga si lo acepta, 
y mientras esto no haya tenido lugar no se dictará el auto maoidamdo 
que se le tenga por apoderado en el juicio. La razón de este precepto 
se funda en que toda procuración judicial es una especie de mandato, 
y así como este contrato, siendo bilateral por su naturaleza, no se 
perfecciona hasta que el mandatario acepta el encargo que el 
mandante le confiere, el apoderado no puede tampoco quedar obli- 
gado para con su poderdante ni para con las personas que inter- 
vienen en el juicio, rviientras su aceptación no obre en los autos. 

Los poderes generales para pleitos pueden darse por tiempo 
determinado, y concluido éste no podrá el apoderado empezar un 
nuevo juicio ; pero deberá continuar sin necesidad de nuevo poder 
aquellos en que estuviere ya contestada la demanda. El apodera- 
do del actor está obligado á contestar y seguir el pleito de recon- 
vención que le promueva el demandado. 

No se puede nombrar más que un apoderado para un pleito; 
y si en un mismo poder se hubieren constituido varios, se tendrá 
por apoderado al primero, y como sustitutos á los restantes, por su 
orden, para e\ caso de falta ó impedimento del principal. 

Para transigir y desistir es indispensable otorgar facultades es- 
peciales. En el Estado se exige, de esta clase, para reclamar el hijo 
que está en poder de otra persona, y para demandar á un tutor 6 
á un curador por sospechosos, y esto sin perjuicio de la acción po- 
pular que en estos últimos casos concede la ley> civil. El Código- 
federal no contiene estas dis.posiciones. 

Tan luego como se presente en juicio algún poder otorgado por 
medio de memorial, el Secretario sacará copia de él y de la sus- 
titución si la hubiere, cuyas copias se guardarán junto con la de 
la demanda. El Juez, ó Tribunal siempre que se presente ún poder 
debe examinarlo para cerciorarse si está ó no conforme con las 
prescripciones legales, y si no lo estuviere deberá devolverlo. Cuao- 
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do lo adufita mandará en el mismo auto poner el poder y la admi. 
sión de él en conocimiento de la contraparte, y sí ésta no articulare 
dentro de veinticuatro horas que ese poder está mal conferido por- 
que le falten algunos de los requisitos exigidos, no podrá después 
articularse de nulidad por insuficiencia 6 por ilegitimidad de la 
personería; y esto lo ordena la ley reformatoria para evitar los 
abusos de los litigantes é impedir ulteriores alegaciones sobre nu. 
lidad de las actuaciones. Pero esta ley no ha hecho distinción entre 
las formalidades externas y las internas, lo cual puede dar origen 
(i cuestiones de mucha trascendencia, porque en cuanto á las inter- 
nas, parece que atinque no se hubiere articulado dentro del térmi- 
no señalado, si ellas no han sido cumplidas, habrá siempre derecho 
para alegarlas. Si un incapaz, por ejemplo, otorgara el poder, y el 
Juez lo aceptara por ignorar la incapacidad del otorgante, y la 
contraparte no articulara, sin embargo, dentro de ese término, i la 
omisión de este litigante y la aceptación del poder otorgado^ pero 
sin facultad legal para otorgarlo, podrán legitimar y hacer valede- 
ras las actuaciones posteriores 1 Claro es que no, y entendemos por 
esto, que la ley reformatoria alude tan solo á la forma extrínse- 
ca. Tenemos que observar, además, que el poder conferido para 
un pleito puede servir para otro que se promueva como consecuen- 
cia de aquél (4). Así se practica. 

3.° — Aunque aparezca y se presuma, por el hecho de la presen- 
tación de un poder, que el apoderado constituido lo ha aceptado, esa 
tácita aceptación no bastará para los efectos de la actuación : es 
necesaria la aceptación expresa, y en virtud de ella considera la 
ley al apoderado sometido, y sujeto por lo mismo, desde entonces, 
íí los deberes que las leyes imponen al mandatario. Estos deberes 
son : 1.^ Exhibir el poder, cuidando antes de presentarlo, que 
8u otorgamiento se haya hecho con todas las formalidades legales ; 
2.^ Adelantar y seguir el juicio mientras no haya terminado el 
encargo, por alguna de las causas expresadas en la ley, y no sólo 
ha de desempeñarle de eáta manera sino que ha de poner el apo- ' 
dorado de su parte todo el interés y toda la diligencia que sea ne- 
cesaria para cumplirlo bien y fielmente, porque su aceptación im- 
plica la promesa de que empleará los esfuerzos de su celo, de su 
actividad, de su inteligencia y de su eficacia, siendo responsable 
de los daños y perjuicios que por su ausencia ó separación arbitra- 
ria, por dolo, culpa ó falta de diligencia puedan sobrevenirle á la 
parte que representa ; 3.*^ Conformarse y arreglarse á las instruc- 
ciones que se le remitan ó pueda adquirir, y á los límites del man- 
dato, sin poder traspasarlos ni excederse de ellos, ni aun sustituir el 
poder sino con facultad recibida para hacerlo, ó cuando por el inte- 
rés del mismo poderdante se vea en la necesidad de sustituirlo, 
bajo su responsabilidad ; pero si no hubiere recibido determinadas 
instrucciones para el ejercicio de dicho poder, ó fueren insuficien- 
tes las remitidas por el mandante, hará todo lo que exigiere la na- 
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turaleza ó índole del negocio, procurando, sí no fuere letrado, 
obtener el consejo de los mcultativos y prácticos en el conocimien- 
to de las leyes ; 4.° Devolver y hacer que se devuelvan, vencidos 
los términos y á su debido tiempo, las autos sacados de la Secre- 
taría, ya sean los recibidos por él 6 ya los entregados á su parte, 
á menos que compruebe, en este caso, que la entrega se hizo sin 
su conocimiento, ó que le es imposible verificar dicha devolución, 
y en consecuencia, no dará lugar á que se le acusen las rebeldías, 
ni á qué el Juez baga uso de los apremios legales ; 5.^ Utilizar los 
términoB concedidos y presentar durante ellos los documentos jus- 
tificativos y los testigos que deban declarar, é interponer las apela, 
cienes y los recursos que convengan, y no omitir, en fin, ninguna 
diligencia legal en el pleito que tenga á su cargo, como la de asistir 
á todos los actos para los que las leyes lo prevengan, dando á su 
poderdante cuenta y razón del estado y progreso que tenga el 
negocio que se le hubiere confiado, y en lo dicho está lo que llama- 
mos el seguimiento del juicio y en ello consiste la defensa ; 5.® 
Guardar con fidelidad los secretos de su representado y no favore- 
cer las pretensiones de la contraparte, para no incurrir en el deli. 
to de prevaricación ; 6.-^ Conservar con el mayor cuidado cuantos 
documentos, antecedentes y papeles se le hayan entregado, para 
usar de ellos en tiempo oportuno ó para devolverlos á su poder- 
dante, ó entregarlos, al que se encargue de continuar el negocio, 
pues el apoderado es responsable de la pérdida ó del extravío de 
dichos documentos y antecedentes, como igualmente de los proce- 
sos, del mismo modo que lo son las partes ; siendo de advertir que 
todo lo que la ley diga de éstas se entenderá dicho de sus apodera- 
dos; 7° Rendir cuenta documentada á su constituyente de los 
fondos en dinero que hubiere recibido á su nonibre como resulta, 
do de las gestiones, ó para el seguimiento del pleito cuando éste 
hubiere concluido ó cuando por cualquier motivo haya cesado en 
el cargo ; 8.° Pagar los gastos que «e causaren á su instancia y las 
costas en Los casos que determina la ley, salvo sus derechos contra 
el poderdante; 9.° Cumplir los reglamentos del Tribunal ó Juz- 
gado en la parte que le atafíe. 

Los poderes para pleitos, en general, dan las facultades necesa- 
rias para instaurar, seguir y terminar cada asunto como si el apo. 
dorado fuera el poderdante mismo, y así, vemos que podrá absol- 
ver posiciones, si para ello estuviere suficientemente instruido, 
prorogar las jurisdicciones, recusar y ejecutar los demás actos para 
los cuales las anteriores leyes habían requerido ^speciales auto- 
riz^ciones, y las citaciones y notificaciones que se le hagan tendrán 
la misma fuerza y producirán los mismos efectos que si se hicieran 
^ su poderdante, como por ejemplo, la citación ó el emplazamiento 
para estar á derecho, ó la notificación del traslado de la demanda. 

Los poderes podrán sustituirse de la misma manera que se ha- 
yan otorgado» si sq hubiere dado la facultad de sustituíirlo^ ]Ssta es 
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la regla general; y eo este concepto, para hacer la sustitución no 
es preciso que el apoderado haya ejercido el poder ni que haya 
precedido su aceptación expresa, según lo declara terminante* 
mente el Código de la Unión; pero de tal modo que, en los nego- 
cios nacionales, puede el apoderado que hizo la sustitución, reco- 
brar el poder y hacer uso de él, siempre que el sustituto no lo 
hubiere aceptado ó lo renunciare, ó faltare de algún otro modo ; 
pero el sustituto no podrá sustituir en ningún caso. En el Estado, 
si el poder no contiene esa facultad, podrá el apoderado, sin em- 
bargo, sustituirlo ; pero quedará obligado á las i'esultas y respon- 
derá de la conducta de los sustitutos. Cuando el poder tuviere 
cláusula especial para la sustitución, sólo será responsable si se hi- 
ciere ésta en persona inepta ó de mala reputación. Cuando ei;i un 
poder general otorgado por escritura pública se expresa que se da 
ampliamente hasta comprender los poderes que al mismo otorgan- 
te se le hubieren conferido ó se le confieran por otras personas,' 
será también apoderado de éstas aquélla á quien ese poder genera- 
lísimo se hubiere trasferido, y dicho otorgante de la sustitución 
quedará siempre responsable para con sus poderdantes de la con- 
ducta del sustituto. En el Código de la Unión no se encuentra ésta 
ni la disposición precedente ; pero juzgamos que ambos preceptos 
son aplicables en los negocios nacionales, xomo que la rosponsabi- 
lidad de que 'tratamos es consecuencia/lógica de todo mandato 
aceptado y ejercido. m 

Las sustituciones podrán hacerse para cada pleito por medio de' 
escritura pública ó por medio de memorial, si el otorgamiento del 
poder se veriñcó de aquella manera : en los demás casos, ya está 
indicado, se sustituirán en los mismos términos y del mismo modo 
que se otorgó (5). En materia de sustituciones debemos por últi- 
mo observar que no puede reconocerse la personalidad del apode- 
rado que, ,para acreditarla, sólo prdfeenta una escritura de sustitu- 
ción de poder, otorgada por otra persona, sin que ésta acredite el 
que á su vez recibió, testimoniándose el documento en que se le 
otorgara, y sin que el Notario dé fe siquiera de su existencia y 
contenido. 

4.° — Aunque ningún apoderado es responsable de las conse- 
cuencias del juicio, lo es, no obstante, del importe de la condena- 
ción de costas : 1.° Cuando el poderdante no resida en el lugar 
donde se hayan de cobrar y allí estuviere el apoderado constitui- 
do; pero cesará la responsabilidad si pasado un mes de notificada ó 
ejecutoriada, mejor dicho, la sentencia condenatoria, no se hubiere 
hecho uso del derecho contra él ; 2.^ Cuando el poder contenga la 
cláusula de pagar el importe de dicha condenación ó la de pagar 
lo juzgado j serUendado ; y 3.° Cuando el apoderado se hubiere 
obligado expresamente al pago de las costas (6). 

Cesará la representación del apoderado : 

1.° Por la revocación del poder luego que conste en los autos, 
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la cual puede hacerse expresa y tácitamente. Se entenderá revo. 
cado tácitamente por el nombramiento posterior de otro apodera, 
do que se haya personado en el mismo negocio, y el Juez al tener 
por revocado el pocjler expresará la persona con quien deban en- 
tenderse las diligencias del juicio, ya sea el nuevo apoderado 6 ya 
la misma parte, si en la revocación lo hubiere así manifestado ; 
pero si esta parte no dijere que se sigan con ella entendiendo di^ 
chas diligencias, no se considerará que su presentación signifique 
una revocación del poder, pues las partes pueden representar por 
sí mismas en el juicio sin que por eso se entiendan revocados los 
poderes que hubieren otorgado. Ellas pueden también constituir 
un apoderado para la primera instancia y otro para la segunda 6 
sólo para la apelación de cualquier auto interlocutorio, sin que se 
entienda tampoco revocado el poder conferido para todos los autos 
y diligencias del juicio ante el Juez de la primera instancia. 

La revocación de un poder general se hace por escritura piibli^ 
ca y la de uno especial puede hacerse además por memorial pre- 
sentado personalmente y llenándose los mismos Requisitos que se 
requieren para la constitución de apoderado por este medio. 

Háse tachado por algunos comentadores de inconsecuencia la 
ley que autoriza la libre revocación de los poderes; porque organi* 
zada la procuración, dicen ellos, á la manera de un mandato, sien, 
do como es éste un contrato bilateral, debería permanecer sujeta, 
regularse y resolverse por el común consentimiento de los contra- 
yentes. Pero creemos con otros, que si se atiende á la naturaleza 
del mandato y de la procuración, y se estudian detenidamente las 
condiciones especiales de ésta, se notarán diferencias que modifican 
el carácter de dicha procuración y el del mandato propiamente 
dicho. Es cierto que la confianza es la base del uno y del otro 
contrato ; pero en los asuntos judiciales esa misma confianza es 
la que, cuando ya no existe, autoriza con justicia la expresada 
revocación. 

2.^ Por el desistimiento ó por la renuncia del apoderado, estan- 
do obligado á poner con anticipación uno y otro caso en conocí- 
miento de su poderdante; y mientras no se acredite el desistimien. 
to ó conste en los autos la renuncia, y sea ésta admitida, ó se le 
tenga por desistido, no podrá el apoderado abandonar la represen, 
tación que tuviere. 

Aquí se ve la correspondencia que existe en la procuración en- 
tre el poderdante y el apoderado. Fúndase esta causa de cesación 
del poder en un principio de justa reciprocidad, toda vez que si el 
poderdante es arbitro de revocar, el apoderado podrá también de- 
sistir ó renunciar el poder ; pero no podrá hacerlo cuando quiera 
y le acomode : para desistir ó renunciar se requiere precisamente 
que haya justa causa, y la ley determina, como ejemplos, la enfer» 
medad, ó la necesidad de ausentarse, ó la de evitar graves perjuicios. 
En tales casos deberá, ya lo hemos dicho, dar aviso anticipado al 
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poderdante, para que constituya otro apoderado 6 para que se per. 
soné él en el juicio. Si la parte interesada con este aviso no hicie- 
re lo uno ni lo otro, después de trascurrir el tiempo suficiente, ya 
será á su perjuicio la conducta posterior de dicho apoderado. Es 
bien entendido que no se considera separado del juicio al que una 
vez ha litigado en él por sí 6 por medio de apoderado, sino hasta 
que obre en los autos la constancia á que antes nos referimos. 

3.^ Por muerte del poderdante y del apoderado, 6 por la de 
alguno de ellos, si no estuviere contestada la demanda ; pero si es- 
tuviere contestada, el apoderado continuará el juicio representan, 
do á los herederos hasta que éstos le revoquen el poder o hasta que 
éste termine por alguna otra causa legal. En los juicios sumarios 
y en los demás en que no haya traslado ni contestación de deman. 
da, el poder debe cesar por la muerte del poderdante ocurrida 
antes de notificarse la providencia judicial que sobre la demanda 
recaiga. 

La muerte del apoderado es la causa más natural, porque el 
cargo es personalísimo, y por tantp, no pasa á sus herederos, ni 
podría ser pbr éstos desempeñado, por lo mismo, si el poderdante 
no lo declara así otorgando un nuevo poder ; y con respecto á la 
del poderdante, en el caso de no haber sido contestada todavía la 
demanda, la razón es también, clara : en tal caso no existiría aun 
el cuasi-contrato que produce todo litigio, que no lo habría, puesto 
que la contestación es la raíz de los juicios, y la razón expuesta es 
suficiente para justificar la cesación del poder ó de la representa, 
ción conferida. Será un deber del apoderado, en el caso expresado 
del fallecimiento del poderdante, poner el hecho en conocimiento 
del Juez, para que se tenga por terminada su representación acre. 
ditando en forma dicho fallecimiento ; y cuando fallezca el apode- 
rado, se hará saber á su poderdante para los efectos legales (7). 

Hay otros casos en que cesa la representación del apoderado, 
que no han sido enumerados en el Código del Estado, ni en el de 
la Unión, y son los siguientes: 1.° Por separarse el póderdapte de 
la acción ó de la oposición que hubiere formulado ; 2.° Por haber 
trasmitido el mandante á otro sus derechos sobre la cosa litigiosa, 
luego que dicha trasmisión haya sido reconocida por providencia ó 
auto firme con audiencia de la parte contraria; 3.° Por haber ter. 
minado la personalidad con que litigaba el poderdante ; y 4.^ Por 
haber concluido el pleito ó acto para que se dio el poder, si fuese 
para él determinadamente. Respecto del casó 3.°, puede suceder 
que el apoderado ignore el hecho, y en este supuesto puede conti- 
nuar oyendo las notificaciones y pedir diligencias, y que éstas se 
practiquen. ¿ Qué resultaría 1 í Se anularían esas diligencias ? 
I Quién respondería en tal caso de las costas 1 Convendría que el 
legislador se ocupara de este caso que puede ocurrir ; pero en el 
silencio dé la ley, nos parece que lo justo sería anular las diligen. 
cías y declarar las costas de oficio ; no así en el caso contrarío en 



'■1 



*• 



238 TÍT. Vn. PBOFESOBBS Y FUNCIO:»AEIOS & 

que el apoderado supiera que había cesado su representación por 
la expresada causa y no lo hubiera puesto inmediatamente en co- 
nocimiento del Juez 6 Tribunal, pues en este caso incurriría, sin 
duda, en responsabilidad. Pero, si las partes prestaren su confor. 
midad á tales diligencias, creemos que no habría razón para anu- 
larlas. Repetimos, que consideramos conveniente que el legislador 
dispusiera algo acerca de estos casos, para evitar dudas, obstáculos 
é inconvenientes, si llegaran á ocurrir. 

5.^ — Los apoderados pueden estipular con las partes como les 
convenga, lo relativo á sus honorarios 6 á la remuneración de su 
trabajo. En caso de que nq hubiera estipulación acerca de hono- 
rarios, se pagarán por el poderdante según el avalúo de dos peritos 
nombrados uno por cada interesado, y otro por el Juez, en caso de 
discordia. 

Los alegatos de conclusión para la definitiva, en segunda ins- 
tancia, el Tribunal los regula separadamente. 

La acción para pedir el pago de los honorarios prescribe en 
tres afíos así como para obtener el de los gastos judiciales de que 
trata el título 11.°, Libro 1.° del Código Judicial (8) 



NOTAS DEL CAPITULO II. 

<1) La comparecencia por ese medio do era obligatoria antiguamente en 
los Juzgados inferiores y sólo en los Tribunales Supremo y Superiores se exi- 
gía dicha representación, poruña ley de la Novísima Recopilación ; pero la ley 
de Enjuiciamiento mercantil y otras disposiciones modernas no hacen obliga- 
toria, sino potestativa, la Intervención de los Procuradores. La de Enjuicia- 
miento civil de 1855 fue la que orde&ó ese requisito para la comparecencia 
enjuicio. ^ 

(2) ** Los derechos civiles pueden ser activos ó pasivos. Activos son los 
que se refieren al acto de ejercerlos, como la patria potestad, la autoridad 
marital, la contratación, la libre administración y disposición de los bienes^ 
tank) Ínter vivos como mortis causa. Pasivos son los que se refieren á la ca- 
pacidad de adquirirlos, como la aptitud para ser nombrado tutor ó' curador, 
para adquirir inter vivos ó para suceder por testamento ó ahintestaio. Las 
mujei'es casadas, los hijos no emancipados, los menores, los locos, los idio- 
tas, los sordomudos y los pródigos, no pueden comparecer en juicio,, porque 
podrán tener algunos derechos, pero no poseen el pleno ejercicio, que es la 
condición exigida." (Ley de enjuiciamiento civil de España de 1881, concor- 
dada y anotada por la Redacción de la Revista general de Legislación y 
Jurisprudencia, bajo la dirección de D. Emilio Seus). 

(3) Art. 46 del Oód. Oiv. del E., y 62 del de la U.; 250 y 258, 261, 263 a 
;í68, 282, 283 y 297 del Jud. del E.; 3.° de la ley de 30 de Aggsto de 1864 ; 
2.° de la de 13 de Febrero de 1865 ; 1.° á 3.° de la de 30 de Agosto de 1867^ 
la cual derogó por'su art. 4.° el 3.° de la citada de 1864; 9.^ de la ley de 
18 de Agosto de 1868, y 25 de la 14 de 1878; y arts. 244, 246 á 249, 251^ 
257 á 260, 265, 279, 280 y 293 del Oód. de U U. 

Oonsúltense las sentencias d& la OOTte Suprema de 21 y 24 de Mayo, 7 
de Jniúay 16 de Julio de 1878. En virtud de ellas se declaró la nulidad da 
la actuación por insuficiencia de personería. 

Puede verse también la sentencia del Tribunal Superior de 22 de No- 
viembre de 1881, que revocó el auto del Juez que había rechazado la exoep- 
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oión de insnfioiencia de personería propuesta por el ejecutado cou el funda- 
mento de que no habí» sido admitido el apoderado del ejecutante en ese 
juicio por auto expreso. El Juez considero que tal excepción no se hallaba 
comprendida en el inc. 2.^ del art. 686 del Oodigo, ni en el art. 58 de la ley 
de 14 de Agosto de 1869 ; pero el Tribunal la estimó procedente en et juicio, 
y mandó que, previa su^ admisión, fuera resuelta á su debido tiempo. 

(4) Arts. 14 y 2,560 del Cód. Civ. del E.; 21 y 2,471 del de la ü.; 269, 
270, 271, 274 á 276, 292, 293 y 295 del Cód. Jud.; 5 ° de la ley 18 de 1876, 
y reforma sexta de la 38 de 1877 ; 262 á 265, 269, 270, 271, 282 y 289 del 
Cód. Jud. de la ü., y reforma cuarta de la ley 46 de 1876. Sentencias de la 
Corte Suprema de 15 de Enero de 1878 y del Tribunal Superior de 30 de 
Marzo y 12 de Mayo de 1681. (Beviata Judicial^ número 67). Varias se han 
pronunciado por la Corte anulando los procesos por no haberse dictado el 
auto admitiendo á los apoderados. Nos parece que en el Estado no se ha re- 
suelto nada acerca de este punto. 

(5) Arts. 273, 276, 277, 281, 285 á 287 y 299 del Cód. Jud. del E.; 26 
de la ley 14 de 1878, y 267, 268, 271, 272 á 275, 278, 282 y 283 del Cód. 
Jud. de la ü.— (6) Arts. 279 y 280 del Cód. Jud. del E., 276 y 277 
del de la ü.— (7) Arts. 288 á 291 del Cód. del E.; 3.° de la ley de 14 de 
Agosto de 1869, y 284 á 287 del Cód. Jud. de la ü.— (8) Arts. 284 del Cód. 
Jud. del E., 81 de la ley de 9 de Setiembre de 1862 y 281 del Cód. Jud. de 
la ü.; 2,622 del Cód. Civ. del E. y 2,542 del de la ü. 

Véase la Revista general de Legislación y Jurisprudencia de España^ 
tom. X, págs. 89 y 814 ; tom. XIII, págs. 308 y 473 ; tom. XXI, pág. 314; 
tom. XXII, págs. 70 y 87 ; tom. XXXV, págs. 289 y 309. 



CAPITULO III 

DE LOS MÉDICOS FORENSES. 

Besumbn.— 1.^ Importancia de la Medicina legál^ su definición y sus carac- 
teres esenciales.— 2.^ C a ando deberán nombrarse peritos módicos le- 
gistas y cuándo tener título profesional ; cómo deberá considerarse la 
prueba que resulta del dictamen de éstos y de los demás peritos. — 3.^ 
Sus funciones y deberes ; cómo deberán proceder en loe reconocimientos 
y rendir sus declaraciones.— -4.^ Derechos y honorarios de estos prefe- 
sores.— ^.*^ Ley 26 de 1879. 

1.° — El estudio de la. Medicina legalhs, adquirido notabilísinia 
importaucia en nuestros días como consecuencia de los trabajos 
perseverantes y fructuosos de los facultativos en las ciencias natu- 
rales, (le la cultura que se generaliza y del progreso .efectuado en 
los conocimientos humanos, relativos aquellos trabajos al aborto, al 
infanticidio, á los atentados contra el pudor, álos envenenamientos, 
á las heridas, á la extran^ulación, á las enajenaciones mentales, &c. 

Los autores antiguos la definieron el arte de formular metódi- 
cas exposiciones en justicia ; pero hoy el médico legista no se Ü. 
mita á hacer estas declaraciones, y los autores modernos conside- 
ran á la Medicina legal bajo fases más amplias y precisas, más 
completas y exactas, en virtud de las aplicaciones prácticas de los 
conocimientos fisiológicos en la jurisprudencia medica. 
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Mahón y Federé dicen que la Medicina le¡ 
ctir los conocimientos y preceptos He loa divereos ramos panoi- 

rtles y accesorios de la medícÍDa á la composición de las leyee y 
las diferentes cuestiones de derecho para iluetrarlafi é inteipre- 
tarlas. Bninelle la deñne el conjunto sistemático de todos los co- 
nocimientos físicos y médicos que pueden servir para dirigir los 
Taños órdenes de la magistratura eo la aplicación de las lejes j 
en la formación de estas. Orñla la denomina también el conjunto 
de di'jhoa conocimientos propios para ilustrar ú los Magistrado» en 
la solución de muchas cuestiones coDceniienteK ¡i la administracidc 
de justicia, y & dirigir ü los legisladcrtís en la formación de cÍBrtas 
leyes. Devergié la llama arte de aplicar les dictámenes de los ía. 
cult&tivos en ciencias físicas y médicas Á la expedición de ciertas 
leyes y á la explicación de ciertos hechos en matfiria judicial para 
fijar su significación, y por liltimo, Mata, entre los tratadistas que 
hemos consultado, la define de esta manera : el conjunto de varios 
conocimientos científicos, principalmente médicos y físicos, cujo 
objeto es dar su debido valor y significación genuina á ciertos he- 
chos judiciales y contribuir á la formación de ciertas leyes. Con 
estas definiciones, aun prescindiendo de la deficienciii que se not<i 
en algunas, se viene en conocimiento de la altísima y trascenden- 
tal misión de la Medicina legal en el foro, y habrá de reconocerse 
la necesidad de su enseñanza oficial, así como de los principios de 
h^iene póblica, prosiguiendo en la reforma de los estudios jurídi- 
eos, como que son éstos sus complementarios má.s precisos; iitilí- 
dma, sin duda, si no ya indispensable la primeía partí los abogados 
civilistas y más principalmente para los criminalistas, y no menos 
útil é indispensable la segunda para los encargados de la Admiuis. 
tración pública. 

Distingüese la Medicina legal de las demás ciencias lüéilicas por 
tres caracteres que enumera Mata, los cuales aceptamoi- : 1." Por 
los conocimientos que abraza, que no son propios de una sola cien- 
cia sino de muchas ; 2." Por la diversidad y heterogeneidad de sns 
conocimientos que no permiten establecer principius generale« que 
predominen sobre todos ; 3.° Porque no tiene por objeto la cura- 
ción de las enfermedades, sino servir de auxiliar en la adminístra- 
oión de justicia (1). 

2.°— Disponen nuestras leyes que en toda causa cuyo esclareci- 
miento dependa de los principios de alguna ciencia ó profesión, ó 
de algún arte, 6 en que haya que hacer apreciación ó avaldo f-e 
nombrarán peritos, y que éstos deberán tener título de tales en la 
ciencia ó arte á que pertenezca el punto sobre que han de dar su 
dictamen ó ha de oírse su juicio, si el estudio de la ciencia ó del 
arte está reglamentado por las leyes ó por el Gobiecno, y siempre 
que los hubiere aptos para ejercer el cargo eu el lugar en dúude 
B6 sigue el juicio (2). ,No eetándolo ó no habiendo petitos de 
aqneUa clase «n el lugar, si las partes no se conforman en desig- 
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narlos de otro punto, podrán sef nombrados, cualesquiera personas 
entendidas 6 prácticas, aun cuando no tengan título. 

Se ocurre, por tanto, al dictamen de los médicos legistas en las 
cuestiones, ya civiles 6 ya criminales, cuyo esclarecimiento depen- 
da de sus conocimientos especiales; por ejemplo, en laá relativas 
al matrimonio, sobre el embarazo y los partos precoces y tardíos, 
sobre la superfetaci^n y el aborto, sobre la viabilidad de los recién 
nacidos ; y en las que se refieren á ciertos defectos fív«icos y á cier- 
tas enfermedades que eximen del servicio ptíblico ó militar, y á 
las simuladas y disimuladas, (\ las imputadas y pretextadas, á las 
enajenaciones mentales, y á la muerte por envenenamiento, por 
asfixia, por heridas, por combustión espontánea &c. ; en todas és- 
tas y en otras muchas son llamados por la autoridad judicial, ó la 
administrativa si se trata de tal ó cual medida de policía, ó de tal 
6 cual establecimiento ptíblico ó privado, para ilustrar el asunto, 
para poder apreciar los hechos ó poder adoptar el procedimiento 
loaás conveoiente; pero hay casos que se hallan fuera del dominio 
de los médicos legistas, porque exigen análisis y reconocimientos 
especiales para el descubrimiento de la verdad, y en consecuencia, 
son de la competencia de la Química legal, como sucede en los 
envenenaniieutos y eo la alteración de los alimentos. 

La prueba pericial en estofe casos y en los demás en que inter- 
vienen los peritos, es un medio de ilustración para la más acertada 
apreciación de los hechos cuyo examen les ha sido encomendado. 
Ellos proceden como testigos expertos ó como asesores respecto á 
la determinación de la naturaleza de dichos hechos, de sus causas 
y consecuencias ; y de aquí se deduce que los Juzgados y Tribuna- 
les son los que en definitiva hacen su apreciación, sin estar obliga- 
dos forzosamente á aceptar las conclusiones de los peritos, bien 
porque no encuentren suficientemente justificados los datos de que 
éstos partan, bien porque, aun aceptándolos, no los consideren bas- 
tantes para fuudar una afirmación sobre el punto debatido, ó bien 
porque entiendan que se deducen de ellos conclusiones diferentes 
de las formuladas por las partes. Así lo tiene admitido la juris- 
prudencia con el asentimiento de los comentadores. El dictamen 
teridrá, dicen éstos, tanto más valor cuanto sea más convincente, 
pero sólo cuando adquiera el Juez el convencimiento con respecto 
ala totalidad del dictamen, ó en la parte que lo produzca, habrá 
de aceptarlo, porque sólo entonces, ó en esa parte, coincidirá su 
apreciación con la de los peritos, y lo que se busca al pedirles su 
dictamen no es un fallo que separe aquella cuestión del conoci- 
miento del Juez y que se la den resuelta, sino una ilustración, de 
la materia para que el Juez pueda resolverla por sí n^ismo con ii;kás 
facilidad y con mayor garantía de acierto. 

£sta libertad del Juez en la apreciaciói^ del dictamen pericial, 
DO es absolut/a, j se restringe en casos determinados en que deben 
intervenir para su decisión final los facultativos de medicina, ci. 
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rugía j farmacia, quienes son, en tales casos, una especie de Jueces 
de hecho por cuanto fijan las bases para la aplicación del derecho 
en muchos litigios civiles y más principalmente en los procedi- 
mientos criminales. 

Considerando á los médicos legistas entre los cooperadores que 
prestan sus servicios á la Administración de justicia, debíamos se. 
fíalar el carácter de la prueba que resulta de sus dictámenes, y 
hemos dejado el desarrollo de la doctrioa legal sobre estos medios 
probatorios para el correspondiente capítulo del Libro 11. 

3.^ — Las funciones y los deberes de estos facultativos se enca- 
minan á examinar la realidad de los hechos que se litigan; el es- 
tado físico ó moral de las personas y el estado físico de las cosas. 
Deben admitir el encargo los que hubieren sido nombrados, prac- 
ticar juntos la diligencia y presentar fundadamente su dictamen 
por escrito : los que estén conformes en opinión extenderán una 
sola diligencia firmada por ellos, y los que no lo estuvieren, pon- 
drán su dictamen por separado. Antes de proceder deberán pres- 
tar juramento en la forma prevenida para los testigos, expresando 
que desempeñarán el cargo que se les confía "según su leal saber 
y entender y dentro del término que se les hubiere designado " (3). 
Harán el examen ó el reconocimiento encomendado á su pericia, con 
atención prolija, con toda exactitud y escrupulosidad, y expondrán 
claramente y cod fijeza cuanto observen conducente á determinar 
la naturaleza del hecho y sus circunstancias. Sus declaraciones han 
de ser verídicas, ante todo, y razonadas, y habrán de concretara á 
los puntos sometidos á su estudio sin que puedan consignar en 
ellas hechos distintos sino aquellos que resulten del examen prac- 
ticado, ó se deduzcan de él, sin entrar en consideraciones jurídicas 
sobre la apreciación ó interpretación de las leyes, que esto no les 
incumbe y es de la exclusiva competencia del Juez ó Tribunal en- 
cargado de dictar el fallo. ^ 

4.° — ^Los profesores encargados del servicio médico legal, com- 
prendiendo los cirujanos y farmacéuticos, tienen opción á los de- 
rechos que las leyes les sefíalan por su asistencia á las inspecciones 
oculares, reconocimientos ú otras diligencias en que se invierta 
algún tiempo, pudieiido el Juez aumentar la remuneración de sus 
servicios si así lo exigiere la importancia del asunto ; y si las dili- 
gencias hubieren de practicarse fuera del lugar del juicio, se les 
pagará, además, los gastos de viajes, así como se les abonará los de 
drogas, reactivos y aparatos que necesiten para los análisis y experi- 
mentos que se les ordenen, todo lo cual será de cargo de los inte- 
resados ó del Tesoro público, según la naturaleza del negocio de 
que se trate. Lo mismo que los abogados, ellos pueden estipular 
sus honorarios, y sus servicios estarán sujetos, como los que aqué- 
líos presten, á las reglas del mandato. Son asimismo acreedores 
singularmente privilegiados por razón de la asistencia que hubie- 
ren dado á los enfermos en la enfermedad de que murieron ; y así 
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66 que deberuQ ser preferidos á los demás concurrentes aunque 
sean hipotecarios estos acreedores ; mas si dejaren pasar tres afíos 
8in pedirlos, quedará prescrita su acción y extinguida la deuda (4). 
5.^ — ^El Gíobernador del Estado deberá nombrar todos los años, 
en el mes de Enero, dos médicos cirujanos para que desempeñen 
«n la ciudad de Bogotá el cargo de peritos de que trata el capítulo 
2.°, título 2.°, libro 3.° del Código Judicial, y gozarán del sueldo 
de veinticinco pesos mensuales cada uno (5). Debiérase pensar ya 
en satisfacer esta necesidad en los demás Circuitos. En los tiem- 
pos que alcanzamos, es una necesidad de la justicia el estableci- 
miento de médicos forenses, dotados decorosamente, y formar ese 
cuerpo facultativo, para auxilir á los Juzgados y Tribunales en los 
frecuentes casos en que éstos deben ilustrar su juicio en vista de 
las declaraciones doctrinales de aquéllos, para la acertada resolu- 
cién de las cuestiones médico-legales. 



NOTAS DEL CAPITULO IH. 

(1) Nuestros lectores pueden consultar los Tratados de Medicina, Ciru^ 
9^ y Química Ugales de los expresados autores, y el Manual completo de 
J. Bríand y E. Ohaudé, y el tratado elemental de Quimiea legal por J . BouiSi 
6d de 1879 

(2) Arta. 531 y £32 del Cód. Jud. del E. ; 583 y 584 del de la ü. 
En las primeras de estas disposiciones se dice juicio de peritos, y en otras 

de los citados Oódiges se dice dictamen de los peritos. Oreemos que esta úl- 
tima denominación expresa con más exactitud la naturaleza de este medio de 
pmeba. Los peritos no son Jueces, y sus declaraciones sólo sirven para 
constituir una especie de prueba, cuya calificación ó apreciación correspon- 
de al respectivo Juez ó Tribunal, que son á los que las leyes cometen la 
facultad de juzgar. 

Se entiende por peritos titulares los que tienen título oficial de una cien- 
cia ó arte, cuyo ejercicio esté reglamentado por la Administración, y son 
peritos no titulares los que, careciendo de dicho titulo, tienen, sin embargo, 
conocimientos ó pr&ctica especiales en a1fi;una ciencia ó arte, o bien, las per- 
sonas dedicadas al ejercicio de la profesión ó industria á que pertenezca la 
pericia cuando no exija titulo su ejercicio. 

Véase lo que sobre estos particulares exponen los redactores de la Lefy de 
et^uieiamiento civil de España (201881, ya citada, tomo 2.^, pág. 101 y si- 
guientes. En el Foro español, hace poco, se publicaron artículos de Juris^ 
prudencia médica, que recomendamos á nuestros lectores. 

(3) Arts. 536, 537 y 1,345 del Cód. Jud. del E. ; 588, 589 y 1,430 del de 
la ü.— (4) Arts. 178, 182 y 183 del Oód. Jud. del E. ; 144 y 145 del de la 
U. ; 2,185, 2,572 á 2,774 del Oód. Oiv. del E., y sus concordantes del de la 
ü.— (5) Art. 20 de la ley 26 de 1879. Esta ley refonáó la 14 de 1878 y el 
Oód. Jud. En Prusia existe organizada convenienteínente la institución, en 
España e^ste también y en otros países. 
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SugmmT.— 1.° Qué so entiende por intérpretes ; condicionoB que se nipn 
púa serlo ; juramenta qne prestan ; cnlEndn deben ser nombrados j cu^ 
do la omiiiiin de en nombramiento anula Isa diligencias ; puedes «er 
tachados y compelidoB á llenar sn cometido ; preferente empleo de h» 
intérpretes oficiales.— 2.** Qniénes pueden ser peritos, 6 lo relatiyo á bu 
capacidad ; en nombTamieDto y SQ námero ; su recasación y el modo de 
«vacnar su cometido.— 3.° De la responsabilidad de los perítos.~4.° So» 
derechos ó emolnmentos.— 4.° De otros varios funcionarios j peritos. 

I.** — El que explica ó declara el Eentido de alguna cosa 6 el 
que traduce de una lengua eo otra, se llama intérprete. El minie- 
terio de los intérpretes se emplea en los Juzgados y Tribunales, 
así en materia civil como en materia criminal, no b61o para la tet- 
ducciÓD de las pieza.'í que se presenten, »no también para el inte, 
rrogatorio de los acusados y el examen de lofi testigos. 

Para poder serlo se necesita tener veintiiln aSos en el Estado, 
poseer el idioma castellano y el de loa litigantes 6 testigos que lo 
Ignoren, 6 aquel en que estuviere redactado el escrito que deba tra- 
ducirse ; pero para los negocios nacionales, se requiere además del ¡ 
conocimiento de los idiomaH, la edad de catorce años. 

En el acto de aceptar el eucaigo, deberán los intérpretes pro. 
meter con juramentoT 1.° Trasmitir al litigante 6 al testigo, en su , 
respectivo idioma y fielmente, segúu su conuiencia, las preguntas 
del Juez y á éste las respuestas de aquéllos en el idioma castella- 
no; y 2° Cumplir con loa deberes de su cai^o, si se tratare de 
actos distintos de los expresados. 

Según lo expuesto, deberán nombrarse en los casos «íguieütea : 
'1.° Si alguno de los litigantes 6 de los tentigos no pudiere enU 
der la lengua castellana o darse á entender en elta en los actos 
diligencias judiciales en que deban ser interrogados ó esaminadi 
2.° Si alguno de dichos teebigos es sordomudo, y sí es mud< 
completamente sordo, é íguora el arte de esciibir; y 3.° Si se p 
eenta algún -instrumento ó documento escrito en idioma distii 
del castellano. 

La omisión en el nombramiento de los intérpretes en los t 
primeros casos enumerados, respecto de los negocios de la com] 
tencia del Estado y en todos los que son de la competencia fe< 
ral, produce la nulidad de los actos y diligencias practicadas ; y 
no hubiere más que un intérprete en el lugar del juicio, él a 
servirá y será válida la diligencia siempre que en ella se expr< 
la carencia del otro ó la inaposibilidad de conseguirlo. En el c 
tercero de la ley del Estado, si se pre.'tenta un documento otorgt 
en país extranjero y en idioma distinto del castellano, y las pai 
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conviiiiereii en la intelígeneíi^ que deba dársele, se estará y pa. 
sará por su dicho ; mas si faltare esa conformidad será necesario 
hacer su traducción. £q la ley nacional no se habla de este acuer- 
do previo de los interesados, y entendemos que si lo hubiere no ha- 
brá necesidad de hacer la traducción del documento, puesto que 
ellos son los únicos á quienes les conviene fijar esa inteligencia. 
Los intérpretes pueden ser tachados por las mismas causas y en 
la misma forma que los testigos y demás peritos, pues el dictamen 
pericial participa de la naturaleza de la prueba testifical, y en esto 
j bajo otros puntos, se observan respecto de aquéllos las mismas 
reglas establecidas respecto de éstos. £1 auto en que se declara 
ha^r ó no lugar á la recusación es inapelable. 

Las leyes hacen obligatoria la aceptación del cai^o, á no me- 
diar impedimento, y así los que sin excusa legítima se denegaren 
á desempeñarlos, podrán ser compelidos á ello por medio de aper- 
cibimientos, multas, y hasta formación de causa si la desobediencia 
faere grave, y sin perjuicio de la responsabilidad civil en que pue- 
dan incurrir respecto á las partes por la falta de cumplimiento de 
sus deberes. 

Los intérpretes públicos serán ocupados preferentemente. En 
los lugares donde no los hubiere, intervendrán en las declaraciones 
y traducciones de documentos extranjeros los juramentados, con- 
servando las partes en litigio el derecho de acudir á la oficina de 
interpretación de lenguas caso de no estar satisfechas con dichas 
traducciones para asegurarse de si están fielmente hechas. Varios 
son los intérpretes oficiales existentes : los hay on la Secretaría de 
Relaciones Exteriores, en cada uno de los puertos habilitados para 
el comercio exterior y en cada uno de los francos de Panamá y 
Colón,, y uno en el Territorio de San- Andrés y San-Luis de Pro- 
videncia (1). 

2.^ — Sólo pueden ser peritos, según vimos. en el capítulo se- 
gundo, los que tengan títulos de tales, y á falta de éstos podrán 
serlo cualesquiera personas entendidas en la ciencia ó arte de que 
se trate, los prácticos ó versados ei^ éste ó en aquélla á que perte- 
nezsca el punto sobre el cual deba oírse su dictamen. En opinión 
de loe autores, además de ser entendidos en la materia, los peritos 
han de reunir las circunstancias que se exigen para ser testigos, y 
deltería requerirse, en nuestro concepto, la mayor edad, en con- 
sideración á la importancia de sus funciones. Según la ley, no 
podrán serlo los condenados á la pérdida de los derechos políticos 
y civiles. 

Para evitar los abusos que pudieran cometerse, la ley sólo per- 
mite que nombre un perito cada parte, si no se convmieren en 
nombrar uno, en cuyo caso, éste practicará la diligencia, y el Juez 
otro para el caso de discordia eninre aquéllos, que será decidida por 
la opinión de la mayoría ; pero en caso de que todos tres pontos 
discordaren en punto á cantidad, se estará por el medio aritméti- 



. / 



\ 



246 TÉP* Vn, PBOFESOBES Y FUNOIOITABIOS & 

\ ^^ co. Ei nombramiento que haga el Juez se notificará á las partes 7 

«1 que haga una de ella^ á la contraría, y tan indispensable es esto 
notificación, que su falta produce la nulidad de las actuaciones. 

La ley ha previsto también el caso de qye una parte sea rebel- 
de 6 contumaz en el nombramiento de perito 6 se niegue á 
verificarlo. Si alguna de ellas, pues, no nombrase el perito que 
le corresponde dentro del término que se designe, sera nombrado 
por el Juez el que deba practicar la diligencia. Asimismo, una lej 
reformatoria ha preceptuado que los peritos nombrados por las 
partes se presenten al Juez 6 Magistrado á llenar su encargo den- 
tro del término que se les señale, y si no lo verificaren ó si presen, 
tándose no dieren su dictamen, se procederá á hacer el nombra, 
miento de oficio. 

No dice la ley el modo de ponerse de acuerdo las partes para 
hacer dicho nombramiento ; pero en la práctica se observa que al 
pedir la prueba, se\ nombra en el mismo escrito el perito que el 
litigante que la propone tiene por conveniente, para que la con- 
traparte se conforme con el nombrado ó nombre otro, ó bien, acu. 
den ambas partes al Juzgado manifestando su acuerdo y designan, 
do el perito. 

Si fueren más de dos los litigantes nombrarán un perito los que 
sostengan unas mismas pretensiones y otro los que las contradigan, 
y si para este nombramiento no pudieren ponerse de acuerdo, el 
Juez insaculará los nombres de los peritos que propongan dichos 
litigantes, y el que designe la suerte practicará la diligencia peri- 
cial. Podrá suceder que la mayoría de ellos esté convenida respec 
to de la elección, y en tal caso dicen Manresa, Miquel y Beus, 
parecía lo natural y lo justo, que se hubiera dado preferencia al 
voto de dicha mavoría, sin dejar la designación al capricho de la 
suerte. La ley no lo determina así, y como su precepto es absola- 
to, habrán de hacerse siempre la insaculación y el sorteo ; pero 
cuando dos ó más de los interesados propongan un mismo perito, 
observan los mismos comentadores, deberán meterse en el saco 
tantas papeletas con el nombre de éste, cuantos sean los interesa, 
dos que lo hayan propuesto : de otro modo no sería igual la suerte. 
Esta ley se refiere al caso en que sean varios los demandantes 6 
demandados que litiguen juntos sosteniendo las mismas prétensio- 
nes, y no habla de cuando sean dos ó más las partea. Como esto 
ocurre en la práctica muy frecuentemente, debe seguirse, en estos 
casos, el espírítu de la regla establecida, y nombrarán un solo pe. 
rito los que sostuvieren unas mismas pretensiones en cuanto al 
hecho que se deba someter al dictamen de los peritos, y así en lo 
demás. 

El perito nombrado por el Juez puede ser recusado antes de 
que exponga su dictamen por escrito, por los mismos motivos que 
se tacha á los testigos. Entendemos que este precepto se refiere al 
perito tercero en discordia, pues la misma ley dispone que el que 
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ba nombrado á un perito no podrá recusarlo 6 tacharlo sino por 
causa legal que sobrevenga después de su nombramiento ; pero el 
que baja sido nombrado por una de las partes, podrá serlo por la 
otra con causa legal anterior 6 superviviente á su designación, y 
admitida la tacha, será reemplazado en la misma formd. en que se 
hubiere hecho el nombramiento. Las tachas 6 las recusaciones se 
propon(írán dentro dé tercero día después de nombrados los peritos. 

Indicamos ya que los peritos procederán unidos á practicar la 
diligencia, y lo harán en el día y la hora 6 dentro del término se. 
vfialado, limitando su examen, reconocimiento ú operación que sea 
necesaria, segán el caso, al hecho ó á la materia determinada en el 
auto de su nombramiento, en que deban desempeñar su oficio ; en 
cuyos actos podrán concurrir las partes y sus defensores y hacer 
éstos las observaciones que tengan por conveniente. 

Siempre que en el Código se hable de peritos, se entenderá que 
debe observarse respecto de ellos lo dispuesto en el capítulo sexto, 
titulo segundo, libro segundo, á menos que en el caso se hagan 
prevenciones especiales acerca de su elección, recusación &c. (2). 

Hemos expuesto, en términos generales, lo que nos ha parecido 
apropiado á la materia de este capítulo, é incluiremos luego, en su 
respectivo lugar, lo demás concerniente á esta prueba y al proce- 
dimiento que deba seguirse. 

3,° — ^Los peritos nombrados están obligados á aceptar el cargo, 
como antes hemos dicho, en virtud del principio de que todo ciu- 
dadano lo está á prestar á la administración de justicia el auxilio 
que se le exige, y ya se ha visto que los peritos son auxiliares á 
veces necesarios de los Jueces y Tribunales. Una vez aceptado el 
cargo, no podrán renunciarlo sin justa causa y habrán de cumplir 
los deberes que la aceptación les impone, bajo las penas señaladas 
en el Código para los que voluntariamente dejen de cumplirlos 6 
se hicipren reos de prevaricato ó cohecho, ó faltaren á la verdad 
en sus declaraciones, ó la alteren de alguna manera ; siendo en tqdo 
caso responsables á la indemnización de los daños y perjuicios 
€K)asionados (3). ;, 

4.® — Debemos indicar, por último, que cada parte deberá pa- 
gar los honorarios ó derechos del perito que hubiere nombrado y 
por partes iguales entre todas los del perito tercero, los cuales 
aparecen determinados por la ley, así como el modo de pagar, 
los (4). 

5.° — Entre los auxiliares que prestan sus servicios á la admi- 
nistración de justicia, si bien accidentalmente, debemos colocar 
además de los mencionados: 1.° Los paleógrafos y calígrafos, co. 
mo revisores de letras y firmas. Estos profesores deben ser nom- 
brados cuando los documentos presentados estuvieren en caracté- 
res anticuados, inusitados ó desconocidos, como dice la ley, ó se 
hicieren sospechosos, agregamos nosotros ; y como no está regla, 
mentada la enseñanza de esta ciencia por las leyes ó el Gobierno, 



m exi^t^n por lo miscqo revisores titulares» los Jueces y Tribuí 
les se ven ea 1a necesidad de llamar á los maestros de instruqcióu 
primaria 6 Á otras personas entendidas para poder resolver las cues- 
tiones que suelen ocurrir ante ellos, siempre que se trata de reco- 
nocer las letras y rúbricas, Iqs monogramas y sellos estampados oa 
los documentos, de copiar las manuscritos antiguos en letra mo- 
derna, de descifrarlos, de describirlos y aun clasificarlos^ y asimis. 
mo, siempre que convenga establecer su antigüedad, su autentici- 
dad y su legitimidad ; 2.^ Los contatlores de particiones heredita- 
rias, quienes no estarán obligados, como los otros peritos lo están, 
á aceptar este encargo contra su voluntad, pero si nombrados eo 
el testamento no lo aceptaren, se observará respecto de ellos, lo 
prevenido respecto de los albaceas, en casos iguales ; y au respon- 
sabilidad se extenderá á la culpa leve; 3.° Los agrimensores y- 

{)eritos de labranzas, quienes reciben el encargo de fijar y limitar 
a extensión de los terrenos determinando su área ó superficie, y 
trazar en pequeño sus dimensiones respectivas, formando ei plano 
correspondiente ; y se les castiga cuando toman para si en todo 6 
en parte la finca en cuya medición intervinieren, ó entraren en es- 
peculaciones acerca de ella. Han de ser personas conocedoras de 
los terrenos, si se trata de su deslinde, á fin de que puedan sumi- 
nistrar las noticias necesarias acerca de los hitos y mojones, y las 
líneas divisorias entre las heredades contiguas y terrenos adyacen, 
tes á las carreteras y caminos, ó riberas de los ríos ; y como esta. 
ciencia está reglamentada, habrá de ocurrirse á los agrimensores 
ó agrónomos titulares que posean, los conocimientos requeridos, y 
sobré todo, se ocurrirá á ellos cuando haya necesidad de hacer el 
apeo ó la medición de una finca, y si no los hubiere en el lugar^ 
podrán ser nombrados labradores prácticos en el terreno ; 4.° Los 
arquitectos y maestros alarifes ; 5.^ Los fieles contrastes, los ensa- 
yadores de oro y plata, y tasadores de joyas ; 6.® tos fieles de al- 
motacén ó de pesas y medidas ; y 7.^ Los maestros y cerrajeros; 
armeros, ebanistas y carpinteros, sastres y otros menestrales. Todos 
estos peritos ó prácticos en ciencias, artes y oficios mecánicos, in- 
tervienen en los actos de la administración de justicia, para conci- 
liar á las partes en muchas ocasiones, y para autorizar lo que ellas 
acuerden y convienen, ó para ilustrar las cuestiones que han de 
resolverse, ó fijar las bases que sirvan á su decisión más acertar 
da (5). 

NOTAS DEL CAPITULO IV. 

(1) Arts. 548 á 554, y 1,578 del Oód. Jad. del E. ; 600 á 606 y 1,463 cM 
de la U. La ley civil ha dispuesto que cuando el testador no pudiere eiiteii»- 
der 6 ser entendido de viva voz, sólo podrá otorgar testamento cerrado. Aa- 
tiguamente el nunca pativo que podía otorgarse no se consideraba válido, «i 
no asistían á su otorgamiento tres intérpretes ó testigos que entendieraa al 
testador. (Art. 1,099 del Oód. Oiv. del E. y su concorcUiate del de la ü.) 

(2) Arts. 533 á 535, y 541 á 547 del Oód. Jad. del E.; 9.^ de la Uj %% 



4e 1875 ; 585 á 587, j 504 á 599 del de la ü.; 50 y 64 del Ood^ Pena} de la 

U*» y 9*^ y 19 del del £. Por repetidas aentenciae de la Corte Suprema y 44 
Tribunal Superior se ha declarado que íoe Jueces deben hacer el nombra- 
miento de peritos cuando los designados por las partes no hubieren aceptado- 
el cargo. 

(S) Arts. 2,418 á 2,421 del Oód. Oiv. del E., y sus concordantes del d» 
la U.; 66 en sus incisos 25 y 26, 129 en su inciso 7.^ y 136 del Cód. Penal 
del £.; 64, 220, 299, 302. 322 y siguientes del de la U.— (4) Arts, 182, 184, 
188 y 192 del Gód. Jud. del E., y 145 á 147 del de la U.— (5) Art. 531 del 
Cód. Jud. del E., y 183 del de la ü.; 1,388 y siguientes del Cód. Oiv. del B« 
y BUS concordantes del de la ü.; 136 del Gód. Penal del E.; 399 del de la TJ. 
Hay en las Gasas de moneda organizadas en la República ensayadores de 
oro y plata, verificadores y fundidores afinadores de los metales con los co- 
nocimientos prácticos y necesarios para los análisis y demás trabajos quí- 
micos. Estos empleados no pueden entrar en el desempeño de sus funciones 
sino después de haber sido examinados en las operaciones oorrespondiMi- 
tes á su oficio, y sin dar una fianza. (Arts. 805 y 821 del Oód. Fiscal de 
la ü.) 



CAPITULO V' 

DB LOS CÓNSULBS Y VICHCÓNSULBS. 

BssimBK. — 1.^ Origen histórico de la institución y jurisdicción consulares: 
su estado al presente y reseña de la legislación comercial. — 2.^ Organi- 
zación y clasificación ; extensión de funciones y subordinación en el 
servicio ; nombramiento de los Gónsules, Vicecónsules y Agentes provi- 
eionales ; este puede recaer en ciudadanos ó subditos extranjeros ; sus- 
pensión de dichos funcionarioB. — 3.^ Los distritos consulares en el ez- 
• tranjero.-^-4.^ De las letras patentes y del «r^tiaíur.—- 5.^ Los Gónsules 
no tienen carácter representativo ó diplomático ; ellos no gozan del pri- 
vilegio de exterritorialidad. — 6.** Atribuciones y deberes de nueslaros 
Oónsules y Vicecónsules. — 7.® Gases de intervención consular, en que 
darán cuenta á la Secretaría de Bel aciones Exteriores, para definir las 
bases de reciprocidad. — 8.^ Oertificaciones y legalizaciones ; honorarios 
ó emolumentos por las actuaciones consulares. — 9.^ Archivos y libros 
de los consulados. — 10. Tratados de comercio* y navegación, y conven- 
ciones consulares. 

1.° — Los caracteres varios que los Cónsules, Vicecónsules y 
Agentes consulares revisten en los países extranjeros, ya ejercien- 
do el Notariado, como depositarios de la fe pública, ya hs facul- 
tades administrativas y financieras por el interés fiscal, 6 las judi- 
ciales por la jurisdicción que les compete, nos mueven y determi- 
nan á tratar de ellos en este capítulo colocándolos entre los 
auxiliares de la administración de justicia, para dar á conocer todo 
lo que es de su competencia, en cuanto baste al objeto á que va 
encaminada esta obra, y así deslindaremos su jurisdicción de la 
que es propia de los Jueces y Tribunales ordinarjbs de nuestro 
peas. 
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La denominación que se les ha dado procede de I09 romanos. 
Después de la expulsión de los reyes, creáronse en Roma dos Ma- 
gÍBtrados supremos que se apellidaron Cónsylea (de conaulerey velar 
or), los cuales^ nombrados entre los patricios primeramente 7 
uégo entre los plebeyos, en 366 antes de Jesucristo, ejercieron 
atribuciones regias : el Poder Ejecutivo, el mando de los ejércitos, 
la convocación del Senado, la preparación de las leyes &c. Justi- 
ñiano en 541 abolió la dignidad consular que de autoridad bono, 
ríñca que era, en la época de Diocleciano, había ya caído en la 
nulidad más completa. 

Durante la Edad Media, se dio este título en algunas ciudades 
italianas y en otras meridionales de Francia, á Magistrados espe- 
ciales de aquéllas cuya administración era propia, quienes actúa- 
ban en todas las cuestiones relativas al comercio terrestre y marí- 
timo. Los Jefes y Síndicos de los diferentes gremios lo tomaron 
igualmente de la expresión jurisdicción consular conferida á los 
Consulados ó Tribunales de comercio. Así, la conveniencia que la 
forma judicial traía á los negocios y causas mercantiles, contribu, 
yó, sin duda, al desarrollo de la institución y á que se le diera el 
mismo nombre, porque este era el que tenían los Jueces á que nos 
hemos referido. Por esta razón, el establecimiento de los Cónsules 
en los puertos extranjeros ó en los centros principales del tráfico 
se considera como una trasplantación de los Juzgados domésticos. 

Según la opinión más acreditada, los marselleses fueron los 
primeros que aplicaron esa denominación á los encargados de de- 
tender los intereses comerciales en los puertos de Levante y costas 
de la Berbería, y por muchos afíos Francia estuvo gozando exclu- 
sivamente de esta prerogativa. Más tarde, cuando el comercio con 
su vuelo y ensanche prodigiosos, pudo extender sus relaciones in- 
ternacionales demostrando que f^s fuente de riqueza, de fuerza y 
de seguridad para los Estados, se pudo conocer y apreciar también 
la importancia de la institución consular, y se reconoció en con. 
secuencia, la necesidad de mantenerla y de fomentarla por medio 
de leyes y convenciones particulares. En el siglo XVI ya era ge- 
neral <en Europa, y en el presente vemos que se ha propagado 
entre las naciones de América. Hoy está sancionada, en utilidad 
común, por todas las legislaciones del mundo, y los Cónsules son 
agentes públicos ó funcionarios que un Estado sostiene en el ex- 
tranjero con la misión de hacer cumplir los tratados y de proteger 
el comercio y la navegación (1). 

El comercio, según sus necesidades esenciales y permanentes, y 
por el preferente y peculiar interés que tiene en conservar y extender 
sus relaciones, asumió al salvar las fronteras de cada país, el carácter 
que más le convenía y que le distingue. Tomó para sí el sello de la 
internacionalidad en las personas, en las cosas, en los derechos y las 
obligaciones, constituyéndose en elemento necesario en la marcha 
de la civilización y el progreso moderno. El derecho internacioDal 
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7 el derecho mercantil recoDocen una misma filiación y proceden- 
cia : hermanados en el seno de la más absoluta libertad, desde el 
principio de las transacciones entre comerciantes de diferentes paí« 
ses, ellos se ostentaron como manifestaciones espontáneas de los 
usos y de las costumbres de aquellos pueblos, recibiendo su fuerza 
y^su impulso de la buena fe guardada, del espíritu interno de jus. 
ticia y del interés recíproco. 

£¿i Italia fué en donde se formularon los primeros principios 
del Derecho comercial. Las primitivas leyes marítimas fueron con- 
suetudinarias, y la sucesiva fusión de las diversas costumbres 
verificada desde entonces, ha ido marcando en la historia de las 
naciones los pasos encaminados al establecimiento de un derecho 
común á todas. Segán los diferentes casos que ocurrían, la ne- 
cesidad y el interés recíproco resolvían las cuestiones y dificul- 
tades que se presentaban, de conformidad con los principios del 
derecho natural, si bien, en algunas ocasiones, se aplicaban las 
leyes civiles que se acomodaban más por razones de analogía con 
la buena fe, con los azares ó contingencias marítimas, y con la se- 
guridad de las personas, naves y mercaderías. 

Las leyes rodias fueron consideradas como el derecho de gentes 
de todo el Mediterráneo, y hoy se consideran como la base origi- 
naria del Derecho de gentes moderno. Créese que el más antiguo 
cuerpo de legislación positiva en asuntos de comercio, es el Código 
de las costumbres marítimas de Barcelona, llamado Libro dd 
Consulado, cuya antigüedad sube cuando menos al afío de 1266, el 
cual Código fué recibido y acatado en Europa durante cinco siglos. 
Pero el verdadero Código mercantil de España, el más completo y el 
que mereció la prioridad y casi la universalidad de que nos habla 
Pardessus, es el de las Ordenanzas de BiUxu), acordadas por los 
comerciantes de esa ciudad, para" la determinación de los pleitos y 
diferencias que se ofrecían en el Tribunal de aquel Consulado, las 
cuales fueron aprobadas y publicadas en 1737 y rigieron en nuestro 
país hasta el afío de 1853 (2). 

2.° — ^Nuestro Cuerpo Consular está organizado de un modo 
permanente, y el servicio que presta reglamentado por las leyes y 
las convenciones, lo mismo que lo están el Cuerpo diplomático y 
las misiones constituidas en países extranjeros, confiadas á los 
Ministros plenipotenciarios y á los Encargados de negocios, con todo 
el poder y la autoridad suficientes para representar á la República. 

£1 Cuerpo consular se compone de cuatro clases : 1.^ De Cón- 
sules generales ; 2.* De Cónsules particulares ; 3.* De Vicecón- 
sules ; y 4.^ De Agentes consulares. Los primeros extienden sus 
funciones al territorio de una Nación entera ; los segundos son 
acreditados solamente para algunas importantes poblaciones ; los 
terceros para algún puerto determinado ú otro lugar,, bajo la de- 
pendencia del Cónsul, y los últimos son empleados puramente pro- 
visionales (3). Esta clasificación es la que predomina en todas las 



naciones, con diferencias insigniñcantes, j en la categoría que oeu. 
pan como empleados de su propio país, los Coosules particulavee, 
los Vicecónsules y los Agentes Consulares están subordinados rea. 
peotivamente, según el grado establecido, á su superior inmediato, 
así como los Cónsules generales lo están á los Ministros públicos, 
en el ejercicio de sus funciones. 

. Corresponde al Poder Ejecutivo de la Unión, nombrar los Coa. 
sulea, Vicecónsules y Cancilleres de la Bepóblica, y expedir las 
letras patentes de provisión á los nombrados. Los Agentes di. 
plomáticos, y en su defecto los Cónsules generales, tienen tambiea 
la facultad de nombrar Vicecónsules interinos en el país de su re- 
sidencia, en los casos de falta, de impedimento ó suspensión de un 
Cónsul ó Vicecónsul, ó por motivos de inmediata conveniencia, y 
de solicitar su reconocimiento provisional por el Gobierno cerca del 
cual están acreditados. Pueden igualmente los Cónsules y Vice- 
cónsules nombrar, bajo su responsabilidad, los Agentes consulares,^ 
para aquellos lugares del distrito en donde convenga establécelos^ 
como auxiliares de sus trabajos, avisándolo á la autoridad supe* 
ñor legal del país, y al Agente diplomático ó Cónsul general res. 
pectivo, y poméndolo además en conocimiento de la Secretaría de 
Relaciones Exteriores, á la cual dirigirán los funcionarios y em- 
pleados del Cuerpo consular su correspondencia oficial, por con- 
ducto de los Cónsules generales, aquellos que les estén subordina- 
dos. Los Cónsules recibirán órdenes é instrucciones de dicha Se- 
cretaría ó del Agente diplomático, si lo hubiere. 

En los casos de falta de los Cónsules generales, los reenaplaza- 
rán los Cancilleres ó sus Secretarios, con el carácter de VicecÓBu 
sules, previo el conseiltimiento del Gobierno ante el cual están 
acreditados. 

Exigíase la calidad de colombiano en el nombramiento de Con- 
sules generales y particulares. Hoy no se requiere esta condición, y 
pueden recaer las designaciones en ciudadanos ó subditos extran- 
geros. Estos, como empleados consulares, podrán ejercer en el 
país en que residan la profesión de comerciantes ; pero cuando así 
lo verifiquen, deben tener presente que se les prohibe protegerse 
en tal ejercicio con el de las funciones públicas de que están in- 
vestidos. 

El Ministro público, el Encargado de Negocios y el Cónsul ge- 
neral, á falta de aquéllos, tienen, para casos urgentes, la facultad 
de suspender del ejercicio de sus funciones á los Cónsules particu* 
lares, Vicecónsules y Agentes consulares por incapacidad, negli- 
gencia ó mala conducta, dando aviso de ello al respectivo Gobierno 
del país de su residencia y á la Secretaría de Relaciones Exteria. 
res con el informe y los documentos del caso, para la resolución 
definitiva que corresponda. En nuestro país, para la carrera diplo- 
mática, ó la consular, no se exigen conocimientos ni requisitos es*, 
peciales, como en otras naciones. Suelen escogerse, sin embargo. 
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personas competentes para los puestos diplomáticos y consulared, 
cuando los intereses de partido dejan obrar con libertad al Jefe 
del Poder Ejecntiyo y al Senado, si se trata del nombramiento de 
Ministros públicos, que éste aprueba (4). ^ 

3.®-^Lo8 distritos de los Cónsules generales establecidos en Eu- 
ropa y América, son los siguientes : Londres, para todo el Reino 
Unido de la Gran Bretaña é Irlanda; Paría, para todo el territorio 
de la República francesa; Hamburgo, para las ciudades anseáticas 
y los Estados del ZoUverein ; Florencia 6 Oériova, para el Reino 
de Italia; Bruselas 6 Amsterdmn, para los Reinos de Bélgica y 
Holanda ; ifi¿ét;a ForJfe,- para los Estados Unidos de América ; Ca- 
rocas, para los Estados Unidos de Venezuela ; Ouayaquü, para 
toda la República del Ecuador; San José, para todas las Reptíbli- 
cas de Centro-América ; Li/ma, para la del Perú; y Santiago, para 
la de Chile. Los distritos á los cuales se extiende la jurisdicción 
de los Cónsules remunerados con una dotación mensual, son: Li- 
verpool, Havre, San Nazario, 'Burdeos, Marsella, Genova, San- 
thomas, Curazao, Veracruz, Maracaibo, Ciudad Bolívar, Quito, 
Paita y Valparaíso. 

Pero si las necesidades del* comercio hicieren indispensable 
abrir relaciones con otros países, el Poder Ejecutivo podrá acredi- 
tar Cónsules con designaciones análogas, siempre que no pase de 
tres el número que se establezca. Las ciudades de Río-Janeiro y 
Buenos- Aires están equiparadas á las de Lima y Caracas para los 
efectos del sueldo que deban disfrutar (5). 

4.** — La patente de provisión de un Cónsul se firma por el Po- 
der Ejecutivo que le nombra, y debe expresar los poderes que se le 
confieren, la cual se presentará á la autoridad correspondiente, por 
el Agente diplomático ó por el mismo interesado á falta de aquél, 
á fin de que se le expida el exequátur. Esta formalidad es necesa- 
ria, porque sin el asentimiento del Gobierno del país de la residen- 
cia señalada al nombrado, no podrá éste entrar en el ejercicio de 
sus funciones, y con el mismo fin se dá aviso del nombramiento á 
dicho Gobierno directamente por la Secretaría de Relaciones Exte- 
riores (6). Por igual razón, ningún Cónsul extranjero podrá ejer- 
cer su cargo en los Estados Unidos de Colombia, sin que baya pre- 
cedido el exequátur de nuestro Gobierno, que es, como, acabamos 
de indicar, la autorización en virtud de la cual se le reconoce y 
queda expedito para el desempeño de su Agencia consular, garan- 
tizándose los derechos y las prerogativas que se les conceden. 

5/ — Los Cónsules y Vicecónsules no están investidos del carác- 
ter representativo ó diplomático, ni gozan del privilegio de la ex- 
territorialidad, establecido en favor de los Ministros públicos. No 
podrán, pues, pretender las prerogativas absolutas de inviolabili- 
dad personal y de exención de jurisdicción de que gozan dichos 
Ministros. Wheaton dice que, por grande que sea la protección que 
'se conceda á los Cónsules en el ejercicio de sus funciones, no po- 
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drán gozar nunca, según los principios generales del Derecho de 
gantes, de las inmunidades otorgadas á los Agüites diplomáticos, 
que por esta razón los Estados son libres de admitir o no el es- 
tablecimiento de Consulados extranjeros; del mismo modo que 
pueden revocar el exeqv/otuVy y por último, que tal es la causa de 
que estén sometidos, lo mismo en materia civil que criminal, á las 
leyes del país en que residan. Esta doctrina es la adoptada tam- 
bién por todas las Repúblicas del Sud de América, y la que ha 
prevalecido en algunas disidencias de éstas con las naciones de 
Europa. 

Los privilegios y las exenciones de que gozan son los que ha 
determinado el uso ó el derecho público, y principalmente se de- 
ben á los tratados 6 convenciones existentes. Francia concede á 
sus Cónsules el carácter público y diplomático, siempre que á ello 
no se opongan dichos tratados 6 convenciones, y la Gran Bretaña 
no reconoce en los que admite ese carácter. Los autores distin- 
len el empleo del status personal del empleado, y se clasiñcan los 
insules según sean ó no ciudadanos del país en que ejercen sus 
funciones, sean ó no poseedores de bienes &c. 

Por consiguiente, tanto en lo civil como en lo criminal, y siem- 
pre que en los tratados y convenciones consulares no se haya esti- 
pulado otra cosa, los Cónsules y ^ sus. bienes estarán sujetos á la 
jurisdicción del país en que residan. 

Los Cónsules generales pueden asumir, sin embargo^ el oarác- 
ter de Encargados de Negocios. Cuando esto suceda, tendrán las 
inmunidades de éstos, el mismo rango y el mismo sueldo, y cuan- 
do no, sus privilegios serán los reconocidos por el Derecho inter- 
nacional ó los determinados fijamente en los tratados y conven, 
cienes. 

Á falta de Ministros públicos, podrán los Cónsules generales 
dirigirse al Gobierno del país en que residan, para tratar de asun- 
tos que se les hayan conferido oficialmente ; pero á los demás em- 
pleados consulares no les será permitido hacerlo sino en casos 
urgentes en que sus gestiones hayan sido desatendidas por las 
autoridades subalternas (7). 

6.^ — Son atribuciones de los Cónsules generales. Cónsules par- 
ticulares. Vicecónsules y Agentes consulares, respectivamente, en 
el distrito de cada cual, las que siguen : 

1.* Favorecer en cuanto esté á su alcance el comercio y nave- 
gación en donde ellos residan ; 

2.^ Cuidar del buen nombre y de los intereses generales de la 
República, hacer respetar sti pabellón y proteger los derechos de 
fUB compatriotas; 

3.* rrestar cooperación al Gobierno de que dependen, para el 
buen éxito de las negociaciones en el exterior; 

4.^ Suministrar Tos datos que adquieran relativos al progreso 
de las ciencias, industrias, artes y demás elementos de prosperidad 
pública ; 
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5/ Trasmitir á la Secretaría de Belaciones Exteriores los da- 
tos 7 noticias periódicas sobre estadística mercantil, y los demás 
cuyo conocimiento pueda ser conyeniente al comercio de su 
patria ; 

6.^ Auxiliar con sus informes, consejos y advertencias á los 
ciudadanos de la República, á sus negociantes y comisiouistas, re- 
Bidentes ó transeúntes, para la legalidad y acertado giro de sus 
negocios ; 

7.* Conocer y decidir en las cuestiones de interés ó disciplina 
que se susciten entre los capitanes de buques nacionales, emplea- 
dos subalternos y tripulaciones de los mismos ; 

8/ Vigilar los buques nacionales que lleguen á los puertos ; 

9/ Proveer sin demora, y en cuanto esté á su alcance, al sumi- 
nistro de los auxilios necesarios, en los casos de arribada forzosa ó 
de naufragio de un buque nacional ea las costas de su distrito, y 
adoptar las medidas conducentes al salvamento de personas y de 
intereses, depositando la carga ; 

10. Autorizar los actos de nacimiento, matrimonio y defun. 
ción de los colombianos en el distrito de su competencia y en 
aquellas capitales donde los Agentes diplomáticos los comisionan 
al efecto ; 

11« Presenciar como Notarios públicos el otorgamiento y aper- 
t]cyra de testamentos ; y autorizar contratos y poderes, siempre que 
los interesados nacionales 6 extranjeros ocurran ante ellos ; 

12. Intervenir en las mortuorias de los colombianos que fallez- 
can sin dejar en el país representante legítimo, socios en negocios 
mercantiles ó aUyaceas testamentarios ; 

13. Recibir toda especie de protestas y declaraciones de los 
colombianos ó extranjeros que, por razón de intereses, tengan por 
conveniente hacer ante ellos ; 

14. Llevar la matrícula de todos los colombianos residentes ; 
15.. Expedir pasaportes á los colombianos y subditos de nació- 

nes amigas que lo soliciten, por comisión ó á falta de Agentes diplo- 
máticos ; 

16. Dar fe pública de todos los actos que autoricen y que de- 
ban quedar registrados en su oficina ; 

17. Disponer la venta eu almoneda de bienes inventariados ó 
depositados que, conforme á la ley, deban enajenarse ; y 

18. Las demás señaladas ó que les señalen las leyes fiscales de 
la Unión, tales como certificar y registrar las facturas y los sobor- 
dos que hayan de remitirse á las Aduanas respectivas^^ á la Se- 
cretaría de Hacienda, con las noticias convenientes para evitar 
los fraudes. 

Las facultades y atribuciones enumeradas sólo tendrán limita, 
ción en lo dispuesto expresamente por los tratados públicos, en la 
prohibición de leyes especiales del país de la residencia, ó en lo 
establecido por una costumbre general y aceptada (8|fl 
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Es un deber de nuestros Cónsules y Yicecónsules, á la llegada 
de un buque nacional mercante, visitarlo personalmente 6 por 
medio de persona de su confianza, para tomar los convementes in- 
formes y hacer al Capitán y al sobrecargo las necesarias adver- 
tencias. En esta visita se hará entregar bajo recibo la patente 7 
demás papeles de la navegación del buque, con apercibimiento de 
«na multa de cincuenta á doscientos pesos, los cuales devolverá al 
Capitán cuando se le dé el permiso de salir del puerto ; y mientras 
tanto vigilarán sobre la conservación del orden y policía interior; 
y ciridarán que no sea despedido marinero colombiano antes de que 
haya cumplido su contrato, dejándolo en destitución, sin el abono 
d^ sus ajustes y de dos meses más de salarios, por lo menos, excep- 
to en el caso de insubordinación ó mala conducta (9). 

7.** — En su carácter de protectores de los intereses de la Na- 
ción que los haya nombrado, los Cónsules y Vicecónsules darán 
cuenta á la Secretaría de Belaciones Exteriores del resultado de 
sus gestiones ante las autoridades locales, siempre que se trate 
de asuntos sometidos al conocimiento de éstas y que su interven- 
ción sea ineficaz, dejando de obrar por sí solos, especialmente en 
los casos que vamos á especificar: 

1.^ Cuando las faltas de policía interior cometidas á bordo de 
buques nacionales fueren de tal naturaleza que amenazaren I» 
seguridad de los mismos buques y la vida de sus tripulantes ; en- 
tonces solicitarán el auxilio de las autoridades locales competentes 
para el castigo de los ofensores, si su intervención ó su autoridad 
propia no hubiere sido suficiente para la represión de ellos ; 

2.^ Cuando ocurriere Ja deserción de los marineros, solicitarán 
de las mismas autoridades la aprehensión y entrega dé los deser- 
tores. En estos casos procederán con sujeción á las estipulaciones 
que contengan los tratados, y á falta de éstas es que podrán pedir 
esa protección oficial, salvo el derecho que tienen dichas autorida- 
des para negarla. 

3.° Cuando los buques encallaren en las costas de su distrito, 
en cuyos casos tomarán, con arreglo á las leyes del país de su re- 
sidencia ó á los tratados vigentes, las medidas necesarias para su 
salvamento y el de la carga, y se pondrán de acuerdo para ello con 
dichas autoridades, á fin de conservar en lugar seguro los intereses 
salvados. Las mercaderías y pertenencias del buque, en los. casos de 
avería ó naufragio, se entregarán al capitán ó á los dueños ó con- 
signatarios, previo inventario, y deducidos los gastos y derechos de 
salvamento ; y sólo en los de faltar dichos dueños, agentes ó con. 
signatarios, podrán tomar posesión de los biene« salvados que con- 
servarán bajo su responsabilidad, procediendo como se les previene 
que procedan respecto de los dejados por colombianos muertos sin 
testamento. Si tales bienes ó intereses salvados debieren ser pues- 
tos bajo la custodia y responsabilidad de-las autoridades locales, 
no 88 podrá ftipedir que ellas ejerzan sus atribuciones legales, pero 
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solicitarán, como representantes de sus dueños 6 como sus conseje- 
ros de oficio, si estuviereQ presentes, que se les permita intervenir 
en los inventarios y en la venta, si tuviere lugar. Los paj)eles del 
buque y del cargamento serán devueltos á las personas á quienes 
pertenezcan ó á sus representantes ; jiero si los interesados no 
comparecieren, se remitirán bajo el sello del Consulado, á la Secre- 
taría del Relaciones Exteriores. 

4,° Cuando acaeciere la muerte abintestato de un colombiano 
dentro del distrito, publicarán el hecho y lo comunicarán á dicha 
Secretaría con todos los datos y noticias adquiridas sobre la exis. 
tencia y el paradero de los herederos y demás interesados, pudien- 
do tomar posesión de los bienes bajo inventario, y vender en pú- 
blico remate los que no pudiei:en ser conservados y cualquiera 
parte que fuere suficiente para cubrir los gastos funerales y las 
deudas contraídas por el difunto en su última enfermedad, siempre 
que no hubiere en el lugar representante alguno del interesado. 
El inventario se formará con la asistencia de dos ciudadanos co- 
lom.bianos ó de dos comerciantes respetables, á falta de aquéllos, 
que reúnan las condiciones necesariaf? para ser testigos, y su copia 
será enviada á la Secretaría de Eelaciones Exteriores, debiendo 
certificar los libros de comercio, documentos y demás papeles ha- 
llados. Por de contado, la administración consular cesará en cual- 
quier tiempo que el heredero ó herederos judicialmente declarados, 
ó sus representantes, pidan la entrega de los bienes, la cual se ve- 
rificará sin demora cpn deducción de las expensas causadas. 

Si se suscitaren cuestiones respecto de dichos bienes, corres, 
pondera la decisión á las autoridades cpnipetentes del país ; pero 
los Cónsules, en representación de los ausentes, podrán intervenir 
en ellas, y con está representación que nace de su carácter público, 
deberán hacer eficaz su intervención para asegurar la herencia, 
siempre que, no existiendo estipulaciones contrarias, les correspon- 
da á dichas autoridades el manejo y la disposición de los bienes. Del 
mismo modo y en los mismos casos de ausencia de los interesa- 
dos, procederán cuando se hubiere otorgado testamento, cuidando 
trasmitirlo á los interesados y que los bienes se conserven. Permi- 
tiéndolo las leyes del país, los Cónsules y Vicecónsules tendrán las 
facultades y ejercoTán las funciones de guardadores (10). 

8.^^ — ^Los certificados y las legalizaciones consulares hacen 
fe pública en los Estados Unidos de Colombia, lo mismo que los 
actos de esta naturaleza expedidos por los Agentes diplomáticos; 
pero para tal efecto se requiere que sus firmas sean autenticadas 
en la Secretaría de Relaciones Exteriores. Exceptúanse las certifi. 
caciones puestas al pié de los sobordos y de las facturas de comer- 
cio, las cuales sin la expresada legalización ó autenticación harán 
fe pública en la Unión. 

Por todas estas diligencias y actuaciones que practican y por 
loB demás actos que ejecutan los Cónsules y Vicecónsules, en su 

17 



258 TÍ T, Vn. PEOFESOKBS Y FUNOION ARIOS & 

calidad de agentes comerciales, de Administradores j Notarios 
públicos, se les permite cobrar ciertos derechos ó emolumentos que 
la ley ha determinado para cada caso. En cualesquiera otros ser- 
vicios de carácter consular, exigidos por nacionales 6 extranjeros, 
á falta de convenio previo, pueden exigir los derechos legales que 
por diligencias análogas cargarían en el mismo lugar los regis- 
tradores, escribanos ó Notarios públicos; pero á los nacionales 
pobres de solemnidad no se les cobrarán tales derechos. Cuando en 
la capital de una Nación haya Cónsul general con sueldo, y en el 
puerto más inmediato un simple Cónsul ó Vicecónsul, que no lo 
tenga, éste será el que podrá cobrar los emolumentos concernientes 
á las operaciones de comercio y navegación (11). 

9.® — El archivo del Consulado será independiente del arcbivo 
particular del Cónsul ó Vicecónsul, y en él depositarán , el pabe- 
llón nacional y el sello consular. Los Consulados estarán provistos 
de las colecciones legislativas y de los decretos ó reglamentos eje- 
cutivos correspondientes á las funciones que ejercen ; y de todos 
sus libros, documentos y enseres se llevará inventario, y con éste 
pasarán de manos de un Cónsul ó. Vicecónsul á las del sucesor ó 
reemplazante. 

En cada Consulado se llevarán los libros siguientes : 1.^ El de 
matrículas de los colombianos ; 2.° El de registro del estado civil ; 
3.° El de correspondencia oficial con la Secretaría de Relaciones 
Exteriores ; 4.^ De correspondencia con las de Hacienda y de Fo- 
mento ; 5.° El de la misma correspondencia con las autoridades y 
empleados del país de la .residencia ; 6.° El de la que deba llevar 
con los demás funcionarios públicos y con los particulares ; 7.® El 
de registro de todos los documentos, contratos, pasaportes, declara- 
ciones, protestas y demás diligencias que autoricen ; y 8.® El de 
Ja estadística mercantil (12). 

Estas son las disposiciones generales y especiales que rigen res. 
pecto de nuestros Cónsules y Vicecónsules en países extranjeros, 
pero subordinadas, según hemos indicado, á las estipulaciones 6 
convenciones particulares entre nuestro Gobierno y las demás na- 
ciones, como lo están todos los principios y reglas del Derecho in- 
ternacional. De esta clase hay varias que por su importancia 
merecen ser mencionadas y analizadas, lo que vamos á hacer bre- 
vemente, para dar á conocer el carácter y las atribuciones que 
ejercen, y los privilegios y exenciones de que gozan nuestros Cón- 
sules ó Vicecónsules, y los de las naciones extranjeras en los Es- 
tados Unidos de Colombia. 

El primero de los tratados de comercio y navegación, es el ce- 
lebrado por la antigua Colombia, con los Estados Unidos de Amé. 
rica en 1825. Aunque un tratado de esta especie no implica por 
lo mismo el derecho de establecer Cónsules, en éste se convino en 
recibirlos y admitirlos en todos los puertos abiertos y habilitados 
para el comercio exterior, estipulándose : 1.^ Que gozarían en ellos 
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de todos los derecho^, prerogativas e inmunidades de los Cónsules 
y Vicecónsules de la Nación más favorecida ; pero quedando, no 
obstante, en libertad cada parte para exceptuar aquellos puertos y 
plazas en que la residencia de dichos empleados no se estimara 
jconveniente ; 2.° Que los Cónsules, sus Secretarios, Oficiales y per- 
sonas agregadas al servicio de los Consalados (no siendo ciudada- 
nos del país en que residan), estarían exentos de todo servicio pú. 
blico, y de toda especio de pechos, impuestos y contribuciones, con 
excepción de las establecidas y á las cuales estuvieren obligados 
los naturales y extranjeros, y quedando en todo lo demás sujetos á 
las leyes territoriales ; 3.° Que se reconocía la inviolabilidad de 
los archivos y papeles de los Consulados. Se autorizó á dichos 
Cónsules para reclamar y requerir el auxilio de las autoridades 
locales á fin de obtener la aprehensión, custodia y entrega de los 
desertores de buques de guerra y mercantes, y se convino en formar 
luego una convención consular para determinar más especialmente 
los poderes é inmunidades de los Cónsules y Vicecónsules. 

Estas estipulaciones se reprodujeron en el tratado de 1846 ; y 
«e hizo reproducción igual ó análoga en los celebrados posterior- 
mente con Inglaterra ese mismo ano y en el de 1866; con el 
Rey de los Países Bajos en 1829; con Venezuela en 1842; con Chi- 
le en 1844 ; con Francia, en ese afío y en 1856 ; con Cerdena en 
1847; con las Ciudades libres anseáticas de Lubeck, Brémen y 
Hamburgo, en 1854 ; con la República del Ecuador y con el Reino 
de Portugal, en 1857, y con el reru en los afíos de 1859 y 1870, 
extendiéndose algunos de estos tratados á fijar la jurisdicción y las 
atribuciones, los derechos y privilegios consulares, como se verifi- 
có con el ajustado por la Nueva Granada con la República de Chi- 
le, el más amplio y liberal entre todos los firmados hasta esa época. 

En cumplimiento de los compromisos contraídos en dichos 
tratados, firmáronse y concluyéronse las convenciones consulares á 
que nos hemos referido y de que vamos á ocuparnos. En la cele- 
brada con los Estados Unidos de América el ano de 1850, se asig. 
naron á los Cónsules admitidos en cada República las funciones 
«iguientes: 

1.* Las de poder dirigirse á las autoridades del distrito y ocu- 
rrir en caso necesario al Gobierno supremo por conducto del Agen. 
te diplomático, 6 directamente, si no lo hubiere, reclamando con- 
tra cualquiera infracción de los tratados de comercio ó contra 
cualquier abuso cometido por los empleados ó las autoridades del 
país en dafío ó perjuicio de sus compatriotas; ' 

2.* La de presentarse en representación de éstos ante dichas 
autoridades en los negocios en que tengan necesidad de su apoyo 
y protección ; 

3.* La de acompañar á los Capitanes, contra-maestres y patro- 
nos de los buques de su Nación en todo lo relativo al manifiesto 
de sus mercancías y despacho de documentos, pudiendo presenciar 
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las declaraciones que riodan ó las que hayan de tomarse á los in- 
dividuos de Is^ tripulación ; 

4.* La de recibir declaraciones, protestas y relaciones de los 
capitanes y demás personas expresadas por razón de las averías 
sufridas en la mar, así como las protestas de sus nacionales por ra- 
zón de asuntos mercantiles ; y los documentos que expidan tendrán 
el mismo valor y eficacia que si hubieran sido otorgados ante loa 
Jueces y Tribuíiales del país ; 

5.' La de arreglar todo lo relativo á dichas averías^ siempre 
que no haya estipulaciones contrarias entre los armadores, carga- 
dores y aseguradores ; pero si se hallaren interesados habitantes del 
país de la residencia del Cónsul, y que no sean de la Nación á que 
éste sirva, tocará á las autoridades locales conocer y resolver so- 
bre ellas ; 

6.* La de componer amigable y extra judicialmente las diferen- 
cias que se susciten entre sus compatriotas sobre negocios de co- 
mercio, siempre que ellos quieran someterse a su arbitramento, y 
la decisión, en este caso, autorizada por el Canciller ó Secretario, 
tendrá toda la fuerza obligatoria de un documento guarentigio 
otorgado con todas las formalidades legales ; 

7.' La de mantener el orden interior á bordo de los buques na- 
cionales y decidir en las cuestiones que sobrevengan entre el Capi- 
tán, los oficiales é individuos de la tripulación, excepto cuando los 
desordenes puedan turbar la tranquilidad publica, o cuando en las 
diferencias estén mezclados individuos que no sean de los tripulan- 
tes ó de la Nación á que pertenezca el buque, pues en estos casos 
intervendrán las autoridades locales ; 

8.' La de dirigir las operaciones relativas al salvamento de 
los mismos buques, que naufraguen en las costas de su distrito, y 
las autoridades locales sólo intervendrán para mantener el orden, 
dar seguridad y hacer que se cumplan las disposiciones que deban 
observarse ; 

9.* Tomar posesión, formar inventarios, nombrar avaluadores 
y proceder á la venta de bienes muebles de los nacionales muertos 
en el distrito sin dejar ejecutores testamentarios ni herederos for- 
zosos, y en tales diligencias procederán los Cónsules asociados de 
dos comerciantes, observando en todo esto, ó en la entrega de bie- 
nes ó sus productos, las leyes de su patria y órdenes que reciban de 
su Gobierno ; pero no podrán ejercer estas funciones en los Esta- 
dos cuya legislación particular no lo permita; 

10. Pedir el arresto y entrega de los marineros desertores ; 
pero el arresto se mantendrá á expensas del respectivo Cónsul y 
sólo podrá durar el término de dos meses ; 

11. Dar las patentes de sanidad y los documentos necesarios 
para la comunicación entre los dos países, visar los expedidos por 
las autoridades locales, certificar facturas, el rol de la tripulación 
y demás documentos para el oomercio y la navegación ; 
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12. Nombrar su Canciller 6 Secretario j los Agentes comer- 
ciales que consideren necesarios ; 

13. Hacer uso de sus buenos oñcios consulares en favor de in- 
dividuos de la otra República que no tuviere Consulado ei^i el mis- 
mo lugar. 

No se reconoce en los Cónsules carácter diplomático ; pero 
para el expedito ejercicio de sus funciones, se les han concedido 
las prerogativas siguientes : 

1." Inviolabilidad de los archivos y papeles de los Consulados; 

2.* Independencia de la autoridad territorial, en lo exclusiva- 
mente relativo al desempeño de sus funciones ; 

3.* Exención de todo servicio, público y de contribuciones, lo 
cual no comprende á los Cónsules y Cancilleres que sean natura, 
les del país en que residan ; ' 

4.* Citación por escrito, siempre que sea necesaria su asisten- 
cia en los Tribunales ó Juzgados ; y 

5.^ La de enarbolar la bandera y exhibir el escudo de armas 
de su Nación, en sus habitaciones ; pero estas insignias no las sus- 
traen de las pesquisas judiciales y onciales, ni suponen el derecho 
de asilo. Las personas y las cosas estarán sometidas á las leyes y 
autoridades del país, en todo lo que no se haya hecho expresamen- 
te alguna concesión. 

Estipúlase, por último, que los Cónsules no darán pasaporte á 
los de su país, que, por delito ó falta, ó por demanda admitida, 
tengan que responder ante las autoridades locales, siempre que 
reciban aviso oficial anticipado sobre estos hechos ; y cuidarán de 
que los buques de su Nación no quebranten la neutralidad en 
casos de guerra. 

Siguió á esta convención la celebrada con el Ecuador en 1854. 
Consignáronse en ella las mencionadas prerogativas en favor de 
los Cónsules y Vicecónsules, pero se determiní^^demás, la de no 
fiar presos por deudas, si fueren Cónsules generalas, á no ser que 
ejerzan el comercio, en cuyo caso dejarán de gozar de esta 
exención. 

La concluida con Chile en 1853, fue canjeada en Santiago en 
1856 y contiene idénticas ó análogas estipulaciones á las que de- 
jamos trascritas. En 1872 se firmó otra Convención consular con 
el mismo país, que aun no ha sido ratificada ; y la ley 28 de 1882 
acaba de aprobar la celibrada con ios Países Bajos, el 20 de Julio 
de 1881, aceptada por el Poder Ejecutivo en el mismo año, en la 
cual se aseguran y desarrollan ampliamente las relaciones comer, 
ciales y se permite el establecimiento de los Consulados en todas 
las colonias neerlandesas (13). 

Existentes, según la resefía que acabamos de hacer, los trata- 
dos y convenciones consulares, servirán de norma á nuestros Jue* 
ees y Tribunales para el debido cumplimiento de lo estipulado y 
oonvenido que es ley para los países contratantes : á ella se su je- 
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taran para la resolución de los conflictos y diferencias que se bvíb* 
citen. 

■» — ■ ^ 1 ■ ^— — ^^^ 

NOTAS BEL CAPITULO V. 

(1) Algunos autores han creído encontrar los gérmenes de la instítuciott 
entre los egipcios, porque ellos permitieron á los griegos, 526 años antes de 
Jesucristo, nombrar y constituir en su país magistrados investidos con la 
facultad de juzgar a sus nacionales, de acuerdo con sus leyes. Pero bajo la 
dominación romana, se^n ellos, la institución dejó de existir, y reapa- 
reció á la caída del Imperio, cuando el comercio tomó nuevamente su curso 
natural. En el Oódigo de los visigodos puede verse que se autorizó á los co> 
merciantes extranjeros para el juzgamiento de las controversias en asuntos 
comerciales, por magistrados de su nación, quienes no llevaban aun el 
nombre de Cónsules, sino el de Telonarii^ Priores Mercatorum, &c. L. de 
Visigotts, liv. 11, tít. 3.°> art. 3.®; y Miltilz, tom. iP, lib. 1.^, caps. 2.^ y 4.* 
(Puede consultarse el Diccionario de Derecho comereiai &c. por J. Rubén de 
Oouder, ed. de 1879). 

Dice Costa, en su interesante Teoría áelheG7icjuindico,qvLQ hemos citado» 
tan repetidas ocasiones : 

*' Lo ordinario es (jue el medio sea una consecuencia del fin, que se pre- 
sente después de sentida la necesidad : así, por ejemplo, los Consulados soi^ 
un medio jurídico para el ejercicio regular de actos mercantiles en determi- 
nadas condiciones, pero el mercader se adelanta á la creación de esas insti- 
tuciones, V aunque con riesgo, y sin que bandera alguna le proteja, lleva sua 
mercaderías á países lejanos : no se establece un Consalado donde no hay 
intereses que amparar ; el Cónsul va detrás del comerciante, no de otro modo 
que el establecimiento de los servicios municipales. Sin embargo, algnna 
vez sucede que, cuando se trata de fundar nna ciudad nueva en un lugar 
donde se juzga conveniente ó necesaria, los servicios, las aceras^ alumbrado,, 
ferrocarril, oficinas públicas &c., preceden á la construcción de las casas, y 
Á la llegada de los vecinos, según se ha viste frecuentemente en los Estados 
unidos. Así también, en casos excepcionales, cuando el mercader tieae 
formado el propósito de comerciar en determinada región de la tierra, pero 
no se resuelve a ponerlo por obra, á causa de ser un país salvaje é inhospi- 
talario, ó cerrado á toda comunicación con el extranjero, ó donde imposibi- 
liten .ó dificulten la contratación tarifas aduaneras demasiado elevadas, en- 
tonces al comerciante precede un ejército y un Cónsul, ó bien, un tratado da 
comercio &c.; se estimula el hecho brindando al agente los medios necesa- 
rios para rea}izarlo.^ 

En la Bevista de Derecho intemacionaí, expone sobre esta materia Wi- 
Iliam Beach Lawrence : 

""Se ha querido remontar el origen de los Cónsules á los Procenos grie- 
gos, que eran ordinariamente ciudadanos del Estado en que residían : algu- 
nas veces ocurre esto mismo con los Cónsules de las naciones modernas. Laa 
atribuciones de los Procenos eran de tres clases, y se hallan estudiadas en 
el libro de Warden, On consular establesiment8,i^ 

" El verdadero origen de la institución se encuentra en los Jueces-Cón- 
sules, que después de la caída del Imperio de Occidente, se eligieron en los 
países del Sur de Europa, en el interés del comercio y de la navegación por 
los comerciantes que se habían establecido en virtud de concesiones hechas. 

" A algunos de éstos se les dio al propio tiempo que el nombre de Cónsu- 
les, una jurisdicción arbitral. 

** Privilegios análogos á los que gozaban los ingleses en Portugal, s* 
habían concedido á las ciudades anseáticas ; y la institución, parte adminis- 
trativa y parte judicial, creada en Levante, se desenvolvió en estos lugares 
para la protección del comercio, y los comerciantes de la madre patria, sa 
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dieron ¿ la vez Jefes j Jueces, cuyos servicios no tardaron en reconocer los 
gobiernos. A éstos pertenecía la jurisdicción comercial. 

'' En el Consulado del mar hay varios capitules relativos á los Jueces- 
Cónsules de la ciudad de Valencia, á quienes el Bey Aragonés, Pedro III, 
había concedido (1283) una jurisdicción especial para el comercio ma« 
TÍtimo. . ' 

" Los Cónsules eran enviados por Estados independientes ó ciudades li- 
bres, á los puertos ó ciudades próximas á estos, con objeto de proteger el 
comercio nacional ; y poco á poco las naciones adoptaron una institución de 
resultados tan útiles, si bien cambiando ó modificando con el tiempo sus 
poderes y atribuciones. 

** Al publicarse el libro de Wheaton^ en 1836, estaba muy lejos de haber- 
se definido estas atribuciones y las inmunidades consulares. En los Estados 
Unidos no había sino algunos tratados en vigor. En Inglaterra algunas dis- 
posiciones legislativas imperfectas, y en Francia el Consulado acababa de 
reorganizarse. 

''La jurisdicción consular sobre las naves, no se había reconocido en- 
tonces sino en un pequeño número de tratados, mientras hoy parece haber 
entrado ya en el dominio del Derecho internacional absoluto, al menos en 
el convencional, con excepción, sin embargo, de Inglaterra. 

" Entre esta nación y la China se celebró en 1843 un tratado de comercio 
suplementario al de paz de 1842, para los países del extremo Oriente, y en 
1854 el tratado del Comodoro Perry abrió á los pueblos occidentales el Ja- 
pón, que desde la expulsión de los portugueses en 1638, había continuado 
cerrado completamente. Esto explica por qué Wheaton es tan parco al hablar 
de la jurisdicción consular. 

(Véase á Martens, Ghiía diplomática, Philimore, Ley internacional y la 
Revista general de legülación y jurisprudencia, tóm. 54, pág. 331). 

La ley 25 de 1880 incorporo en la fegislación del Estado de Cundinaraarca 
las leyes federales que dieron el carácter de Notarios á los Cónsules y Vice- 
cónsules colombianos en el extranjero y la personería para representar á sus 
conciudadanos. 

(2) Hé aquí lo que dice Pardessus en sus Leyes marítimas á este respecto : 

" Las costumbres y las leyes de comercio marítimo, aunque redactadas 
en Estados diversos y en épocas muy apartadas unas de otras, ofrecen un ca- 
rácter de semejanza que contrasta singularmente con la extremada variedad 
de las leyes civiles. Puede atribuirse esto á dos motivos igualmente verda- 
deros : 1.^ Se trataba de resolver en todas partes problemas suscitados por 
circunstancias idénticas, y los Estados se veían en cierto modo obligados á 
ser justos para obtener de los ^ctranjeros la reciprocidad ; 2.^ Disfrutando 
los interesados de libertad para darse una legislación particular, los usos de 
una ciudad no tardaban en generalizarse sino el tiempo necesario para que 
las demás ciudades experimentasen su sabiduría." 

La colección más antigua que se conoce de las leyes ródias es la que 
formó y publicó en Basilea Simón Scardus en 1561. Estas leyes en número 
de cincuenta, según la* de Leonolavío, en 1596, formaron parte á^lJus Oraeeo 
Somanum, Todas revelan un gran conocimiento de la materia y especial- 
mente, por su espíritu de humanidad, en lo concerniente á los naufragios. 
Esta compilación fué adoptada por Justiniano é incorporada en el Digesto. 
Capman'v la tradujo. (Véase la obra de este autor titulada Memorias histó- 
ricas sobre marina, comercio y artes de Barcelona, ed. de 1792). 

Sancionadas consuetudinariamente las Ordenanzas de Bilbao, adquirie- 
ron más tarde la sanción legislativa. En el libro noveno de la Novísima Re- 
copilación se registran varios de sus capítulos ; pero, como hemos indicado, 
rigieron entre nosotros hasta 1853, en cuyo año se expidió el Código de Co- 
mercio para la Nueva Granada, el mismo aprobado en España el año de 
1829. Componen el de Cundinamarca sus libros primero, segundo y cuarto. 
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y el sancionado para los Estados Unidos de Colombia^ en 1870, y modificado 
en 1873, comprende sólo el libro tercero sobre el comercio marítimo. Se de- 
claró en éste que las materias no incluidas en él ni en las leyes sobre nave- 
gaeión, eran de la incumbencia especial de los Estados. Nuestra legislación 
comercial reclama profundas y radicales reformas sobre sociedades anónimas 
ó comanditarias por acciones y sus quiebras, vías férreas, títulos al porta- 
dor &c. 

(3) Arts. I.°á4 °, 26 y 27 de la ley 23 de 1866, orgánica del servicio di- 
plomático y consular. Por esta ley quedaron derogadas todas las disposi- 
ciones anteriores sobre la materia, y se autorizó al Poder Ejecutivo para ex- 
pedir los reglamentos necesarios. 

(4) Arts. 28 á 32, 65 á 68 de la citada ley y el único de la 54 de 1867. 
Tomamos en extracto lo que sobre la institución y la jurisdicción consu- 
lar al presente, dice Beacb Lawrence : 

Según el reglamento adoptado en Inglaterra, año de 1756, todas las 
personas escogidas para los puestos consulares deben probar á los Comisa- 
rios de comercio civil, que tienen, entre otras aptitudes, la de escribir y ha- 
blar correctamente el francés, y el conocimiento suñciente de la lengua del 
puerto en que van á ser destinados. Deben conocer además el Derecho mer- 
cantil inglés; y los Vicecónsules sufren también un examen sobre estas 
materias. 

En Francia rigen las ordenanzas de 1681 y 1781, que fueron objeto de 
una completa reforma en 1833, refundiéndose en las Nuevas Ordenanzas los 
antiguos reglamentos; Los Cónsules de primera clase se elijen entre los de 
segunda, los Jefes de Negociado y redactores del Ministerio de Estado, Se- 
cretarios de Legación y segundos Secretarios de Embajada ; y los de segun- 
da, se toman entre los alumnos los agregados al Ministerio, los Secretarios de 
Legación de tercera clase, los Agentes consulares ó Vicecónsules, Cancille- 
res &c. Nadie puede ser nombrado alumno si no es licenciado en Derecho 
y Bachiller en ciencias físicas, de 20 años á lo menos, y de 25 á lo más, y 
después de haber sufrido la prueba de un examen público ante una Comisión 
especial nombrada por el Ministerio. En los ]j^'ogramas ocupan un lagar 
notable las lenguas extranjeras vivas, exigiéndose por lo menos el conoci- 
miento de dos. Se les prohibe á los nombrados hacer directa ni indirecta- 
mente ningún comercio ; interdicción que tiene por objeto sustraerlos á las 
preocupaciones de los negocios personales, y evitar que tengan intereses 
particulares en oposición con los negociantes de su país. 

Todo. lo referente á Consulados alemanes se halla bajo la vigilancia de la 
Presidencia federal que nombra los Cónsules, después de oír al Consejo fe- 
deral, según la Constitución promulgada en 1867. una ley de ese mismo 
año organizó el servicio consular, y según sus disposiciones, los Cónsules 
están bajo la inspección y dirección del Canciller del Imperio, de quien re- 
ciben instrucciones. Para ser Cónsul es necesario ser alemán de nacimiento, 
tener tres años de servicio interior, ó practicado como abogado, y sufrir dos 
exámenes, uno jurídico y otro especial, cuyas condiciones determinará el 
Canciller. 

En Bélgica, la ley sobre el servicio consular de 1851 permite al Gobier- 
ne nombrar á los extranjeros, cuando lo reclame el interés del país. 

En Busia los Cónsules son conocidos bajo el nombre de empleados diplo- 
máticos, y se requiere un examen especial para ocuparlos. 

En íes Estados Unidos del Norte hay una clase especial de oficiales 
consulares, que son Agentes comerciales con plenitud de funciones, aun sin 
haber recibido el eoíeqvatur ; pero los Gobiernos extranjeros no los consideran 
con derecho al lugar y privilegio de Cónsules, sin este requisito. Del Presi- 
dente dependen los nombramientos, y en los reglamentos se prescribe la ma- 
nera como debe llevarse la correspondencia oficial. Se discute todavía la 
organización y extensión del servicio consular. Por el acta de 1864 se auto- 
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tizó al Presidente para nombrar trece ainmnos Cónsules, cindadanos del país» 
de 18 años, con sueldo de 1,000 dollars y la asignación de los Consulados 
que debían servir ; pero antes de que el nombramiento se haga, es necesario 
que un informe dirigido al Secretario de Estado por una cornisón de examen 
demuestre que el candidato es capaz de llenar su servicio. (V. la Bev. graL, 
tom. 54). ^ . . , 

En las sesiones del Congreso colombiano, el año próximo pasado, se discutio 
un proyecto de ley sobre el servicio consular que quedó pendiente, en el cual 
se determinaban ciertas condiciones para el nombramiento de Cónsules &c., y 
en las del presente año sq ha presentado otro en el interés del Fisco, que su- 
prime los emolumentos consulares, y se asignan sueldos á los empleados 
Gi^nStilares. 

(5) Arts. 33, 34 y 42 de la ley orgánica citada. 

(6) Art. 35 de id. La forma del exequátur varía en cada país. En Francia, 
Inglaterra, España, Estados Unidos, Brasil &c., es una carta-patente ñrma- 
da por el Jefe del Poder Ejecutivo, y refrendada por el Ministro de Nego- 
cios Extranjeros. En Rusia y Dinamarca el Cónsul recibe simplemente aviso 
de que ha sido reconocido, y se han dado las órdenes necesarias para su re- 
sidencia. En Austria se limita á escribir sobre el original de la Comisión. 

(7) Arts. 38 á 40 de dicha ley. Le'ase lo que sobre estos particulares ex- 
ponen, Calvo en su Derecho internacional, Félix, Phillimore, Martens, Be- 
llo y otros tratadistas. Anotaremos que en Inglaterra no se ha reconocido 
aun la inviolabilidad absoluta de los archivos consulares. Hace algunos anos 
que el archivo del Cónsul general de Francia fué embargado á petición del 
recaudador de contribuciones para el pago de las que adeudaba el propie- 
tario de la casa habitada por dicho Cónsul. 

(8) Arts. 36 y 37 de id.— (9) Art. 62 de id.— (10) Arts. 44 á 61 de id. 
(11) Art. 69 de id.— (12) Arts. 66 y 67 de id. 

(13) Vencido el término de la duración fijada en el primitivo tratad,o de- 
jaron de estar en vigor las disposiciones referentes al comerojo y navegación, 
pero quedaron vigentes todos las demás, según la resolución ejecutiva do 
11 de Mayo de 1837. 

Pueden consultarse los informes evacuados por el Jefe de Sección de la 
Secretaría de Belaciones Exteriores, D. P. Ignacio Cadena, relativos á ia vi- 
gencia de los mencionados tratados, quien está encargado del archivo de esa 
oficina y de la redacción de nuestros Anales diplomáticos, de los cuales se 
ha publicado el tomo primero y se encuentra en preparación el segundo. 
Los informes son de fecha 20 de Diciembre de 1873 y 10 del mismo mes y 
año de 1877, publicados en el Diario Oficial número 3047 y en la Memoria 
del Secretario del Bamo, presentada al Poder Ejecutivo en 1878. 



CAPITULO VI 

DB LOS NOTABIOS PÚBLICOS. 

Resumen. — 1.^ Noción é idea del Notariado ; reseña histórica ; su fundamento 
y su influencia en la administración de justicia ; confianza que la ley de- 
posita en los Notarios. — 2.° Demarcaciones territoriales ; residencia obli- 
gatoria de los Notarios en las cabeceras de Círculos 6 Circuitos de No- 
taría, y prohibición de ejercer sus funciones fuera de ellas.— 3.^ Nom- 
bramiento de principales, suplentes é interinos ; casos en que funcionan 
éstos. — 4.^ Cualidades. para ser Notarios; quiénes no pueden serlo abso- 
lutamente ; quiénes respectivamente, é incompatibilidad con otros des- 
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tinos. — 5." Horas d* deíp&cho ; deberaH da 
qne no es obligatoria la prestación de su oficio; 
imponen. — 6,° Librea que deben llevar; oóm 
ellos ; su periodo, j sus formalidades. — 7." Gi 
llevar el Registró del estado civil ; disposieioné 
ria, — 8." Gartkter de los instminentoB j acto 
paeden celebrarse. — 9." Extensión de los insti 
formalidades 7 deaignaciODeH gener&les ; toa ob 
los ; prohibición relativa i nombres j apellidos 
hacerse ; qué corresponderá hacer con los ti' 
instrumentad j/ sus cualidades j foncionee ; 
testigos de los testamentos, y tatigoi de aho. 
dalos Notarios; adverteDcias ú los otorgantes 
denegarles sn oficio. — 12, Copias de los insti 
dirán las de los cancelsdos ; protocolización de 
rssón de las contraescrituras ; otras advertenci: 
de ellas. — 11. Cancelaciones j caaos en que te 
rán efectuarse j sus efectos ; certificaciones 
15. Archivo 7 sus visitas. — 16. Derechos 6 em 
saplir S, los Notarios 7 reglas que deb«n obaetv 

1." — Nace la fe piihlica del poder social 
legación que ee efectüa para, el cumplimieni 
buidos al Notariado, cuya institución resuD 
que se presta ó debe prestarse i los Gobierne 
establecido la presunción de la veracidad, q 
á los actos y contratos que pasan por ante lo 
dos de carácter público para su recepción, 
zacián, á cuyos actos y contratos quieran dai 
resados la autenticidad conveniente 6 requei 

£sta institución satisface las necesidadi 
asegurar la propiedad de los inmuebles, cons 
familia, su fortuna y bienestar, demostrar < 
personas, perpetuar solemnemente la verdac 
y acreditar, en ñn, la existencia de ios dere 
cioiíes. 

Su origen sube á los antiguos tiempos. 
de los escrwaa regios y de los escribas del t&t 
de los argentarioa entre los atenienses, de lo 
ños, íabularios ó taheUones entre los romano 
bras sacramentales y fórmulas simbólicas de 
eigniñcar y representar la fe pública. Llamar 
y todavía se les llama así en algunos países, 
pósitos públicos donde se conservan los actoi 
jurisdicción, y por consiguiente, los Escribanc 
ó fedatarios encargados de cuidar de la conse 
7 de dar copias certificadas ; asf como deben 
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causas y pleitos ante los Tribunales. Hoy se les denomina Notarios 
públicoa, de la voz latina Notariua, que viene de nota, y quiere decir 
escritura abreviada, y en efecto, entre los romanos eran los Nota- 
rios (Notarii), una especie de taquígrafos que asistían á los Tribu- 
nales para tomar notas, y ahora se aplica el nombre á los funcio- 
narios autorizados por la ley para dar fe de los contratos que ante 
ellos se celebren, y de los demás actos que tienen un carácter ex- 
trajudicíal, para cuya redacción y autorización se impetra su mi- 
nisterio, conservando los testimonios que puedan comprobar su au- 
tenticidad. Así, pues, en los Notarios deposita la ley la fe pública 
respecto de los actos y contratos que ante ellos deben pasar, y su 
confianza respecto de los documentos que se ponen bajo su cus. 
todia (1). 

Aunque dichos funcionariss no forman parte integrante del 
Poder Judicial, y por tanto, el ministerio que ejercen no está com- 
prendido en las disposiciones orgánicas, debemos tratar de ellos en 
el concepto de que auxilian, de un modo indirecto, pero poderosa- 
mente, á la administración de justicia con el ejercicio de la fe pú- 
blica, autorizando testamentos, contratos, transacciones y otros mu. 
ches actos, cuya comprobación es necesaria para descubrir la 
verdad de las contiendas judiciales. Ya vimos que el Tribunal Su- 
perior los nombra y puede removerlos, teniendo sobre el ejercicio 
de tales cargos el derecho de inspección, de vigilancia y corrección 
disciplinaria. Estos cargos absorbieron en un principio funcioneg 
distintas, confundiéndose con el de actuarios en los Juzgados y 
Tribunales. Ahora no es así, y el Notariado tiene sefíalado un 
círculo de acción propio, que no puede traspasar. Urgente era la 
separación de funciones, porque las de actuario ó Secretario no 
podían desempeñarse á la vez que las anexas al Notariado, con la 
prontitud y eficacia que^ >xigen unas y otras. Un simple poder, un 
protesto de letra, un tes* aoiento, exigen en ocasiones suma urgen- 
cia, é imposible era eje¿ ^^r estos actos oportunamente en cierto» 
lugares y en ciertas circanstancias, cuando los escribanos tenían 
que consagrar su atención á los actos de la administración de 
justicia. V 

Observaremos de paso que los Notarios no son por sí solos su- 
ficientes, á pesar de lo dicho, para dar fe ; pues requieren la coo- 
peración de otras personas, con el carácter de testigos, para la au- 
torización de los actos y contratos. 

2.° — Para que el servicio del Notariado correspondiera á su 
objeto y á los fines de la administración era preciso un organismo 
especial y apropiado á estos fines y á aquel objeto, que pusiera en co- 
municación las agrupaciones de la población con el centro de cada 
oficina de Notaría, lo que no podía conseguirse sin una buena divir 
■ion territorial en que se tuvieran en cuenta varias circunstancias,^ 
entre ellas, la unidad de acción y la residencia de los Juzgados. 
Ya demostramos al tratar de estos Juzgados, la necesidad de una 
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buena diviáón territorial, y tan palmaria y evidente es tocante á 
dichos Juzgados como lo es pav^ las Notarías, pues sin ella es im- 
posible que la acción de la administración sea rápida y simultánea. 

Las porciones territoriales demarcadas para el ejercicio del 
Notariado se denominan Círculoa de Notaría en el Estado, y Gir- 
cuitas eo los Territorios nacionales. La ciudad ó el lugar señalado 
para asiento de la oñcina es la cabecera de cada Círculo ó Cir- 
cuito. 

Existen en el Estado los Círculos de Bogotá, Funza, Facata- 
tivá, Fusagasugá, Cáqueza, Fómeque, Chocontá, Ubaté, Manta, 
Quatavita, Gacheta, Sesquilé, Guaduas, San Juan de Rioseco, La 
Mesa, Tocaima, Zipaquirá, Pacho y La Palma, con tres Notarios 
el primero, y uno en la cabecera de los demás Círculos, los cnales 
funcionan en las que sirven de residencia á los Juzgados de Cir- 
cuito, no obstante las otras designaciones que se han hecho para el 
mejor servicio de la administración pública en otros distritos (2). 

Los Notarios están obligados á residir en la cabecera del Círcu- 
lo ó Circuito de Notaría, de la cual no podrán ausentarse sino por 
diligencia en el ejercicio de sus funciones y con licencia del Al- 
calde, Prefecto ó Corregidor respectivos^ cuando la ausencia de- 
biere pasar^je veinticuatro horas. En los otros casos de licencia, 
ésta la concederá el Prefecto del Departamento ó del Territorio, 
cuidando de que t/an luego como el N otario se separe de la oficina 
entre á hacerse cargo de ella el que deba subrogarlo, conforme á la 
íey, f á los Notarios de los Territorios que no residan en el mismo 
lugar que el respectivo Prefecto, puede darles licencia hasta por 
ocho días el .Corregi4or de la cabecera del Circuito, disponiendo lo 
conveniente para que el suplente se encargue del despacho. 

Las funciones del Notariado sólo pueden ejercerse por cada 
Notario dentro de la circunscripción del respectivo Círculo ó Cir- 
cuito: todos los actos y contratos que fuera de ella autorizare en 
su carácter oficial son nulos (3). 

3.® — ^Ya expusimos en otro lugar, que el Tribunal Superior hace 
el nombramiento de los Notarios principales y suplentes del Esta. 
do, y decide sobre sus excusas y renuncias. Para les Territorios 
nacionales, el Poder Ejeautivo nombra el que deba residir en la 
capital, á propuesta de las corporaciones municipales. 

Cada Notario tiene dos suplentes que lo reemplazan en4o6 
casos de falta ó impedimento. Si la falta fuere absoluta, esto es, 
que cause la vacante del destino, el suplente ejercerá las funciones 
del Notariado, hasta la posesión del que se nombre en propiedad ; 
pero si el impedimento fuere relativo á uno ó más negocios deter- 
minados, y en la cabecera del Círculo hubiere más de una I^ota. 
ría, no será en este caso llamado el suplente, sino que se deberá 
ocurrir á otro de los del mismo Círculo, salvo que todos estén int- 
pedidos; pues entonces se llamará á uno de los suplentes : el lla- 
mamiento lo hará el Alcalde de la cabecera ó la autoridad pública 
correspondiente. 
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Cuando falten el Notario y su suplente, es que se nombrarán 
los interinos, quienes ejercerán las funciones del Notariado por el 
tiempo que trascurra hasta la posesión de los principales ó suplen, 
tes. £1 nombramiento de principales y suplentes no podrá demo- 
rarse por más de treinta di&s, contados desde aquel en que haya 
recibido el Tribunal Superior la noticia oficial de la vacante (4). 

4.° — Para ser Notario principal, suplente ó interino se requie- 
re en el Estado ser ciudadano de honradez notoria, saber leer y es. 
cribir correctamente y tener conocimientos en la aritmética, en el 
manejo de los archivos y en el despacho de los negocios adscritos 
» al oficio, y el Tribunal al hacer el nombramiento deberá cerciorar- 
se de que el candidato reúne las cualidades exigidas. Para serlo 
en los Territorios nacionales sólo se requieren la ciudadanía y la 
honradez notoria. 

No podrán ser Notarios en el Estado los condenados á pena 
corporal, aun cuando hayan obtenido ú obtengan rehabilitación y 
hayan sido ó fueren amnistiados ó indultados ; y en los Territorios 
no podrán serlo los condenados á destitución ó suspensión de em- 
pleo ó á penas graves. 

Si en un Círculo hubiere más de una Notaría, no podrá nom- 
brarse para sus oficinas á persones que entre sí estén en cualquiera 
de los grados de la línea recta ascendente ó descendente, ó que 
fueren entre sí adoptantes ó adoptados, hermanos, tíos, sobrinos, 
suegros, yeruos ó cuñados. Esta disposición no ha sido adoptada 
por el Código de la Unión. 

El destino de Notario es incompatible en el Estado con cual- 
quiera otro de los ramos Ejecutivo y Judicial, con el de Begistra- 
dor de instrumentos públicos, con el de Administrador ó Recauda- 
dor de rentas de la Unión ó del mismo Estado ó municipales, y 
con los destinos del Ministerio público. Respecto de los Notarios 
de los Territorios, existe la misma incompatibilidad, entre este 
cargo y cualquiera, otro nacional. Las incompatibilidades que acá- 
bamos de mencionar son absolutas y se fundan en la necesidad de 
impedir que el Notario se consagre á un mismo tiempo al desem. 
peño de varias ó distintas funciones con perjuicio del servicio pú- 
blico. 

" Antes duraban los Notarios en su destino por todo el tiempo de 
su buena conducta. El período de sus funciones en el Estado es hoy 
de cuatro años contados desde el 1.° de Febrero siguiente á su elec- 
ción, y de dos años el señalado para los que funcionan en losTerri. 
torios, contados desde el 1.^ de Enero siguiente á su nombramiento, 
pudiendo ser reelegidos (5). 

5.^ — Las oficinas de Notaría estarán en los lugares más públi. 
eos, y los Notarios tendrán las horas de despacho fijadas por el 
Prefecto, y harán saber el señalamiento por medio de anuncios. 
Dentro de dichas horas prestarán su oficio á las personas que para 
ello los requieran, y serán responsables á las partes ó interesados 
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de los perjuicios que á unas y á otros se sigan por la no extensión 
6 formalización oportuna de los instrumentos 6 diligencias en que 
deban intervenir, cuya falta provenga de la inasistencia en las he 
ras desliadas para el despacho 6 de otro hecho que les sea impu. 
table. Deben también prestarlo fuera de la encina, pero dentro 
del distrito cabecera en cualesquiera días y horas en que fueren 
llamados por personas impedidas 6 enfermas, tratándose de actos 
urgentes ó cuya demora perjudique. Fuera de estos casos, será po^ 
testativa la prestación del oficio. 

Prohíbese á los Notarios la autorización de instrumentos de 
los cuales deriven alguna utilidad ó resulte algún provecho á lof 
ascendientes, descendientes ó hermanos de los mismos Notarios 6 í 
los cónyuges de éstos y de aquéllos y sus parientes. Serán nulas las 
cláusulas que contravengan esta disposición, y conservará su fuerza 
y valor lo demás contenido en dichos instrumentos, salvo, empero, 
la responsabilidad que deberá exigírseles por la contravención (6). 
Fácil es comprender los motivos de la nulidad, porque es sabido 
que nadie puede ser testigo en causa propia ó en asuntos que le inte- 
resen, y la confianza sobre la verdad del documento se aumenta á 
medida que se aleja toda idea de parcialidad por parte del fedata- 
rio, que son estos loa motivos á que ha atendido la ley para decía, 
rar la incompatibilidad de que hablamos antes y la nulidad de los 
instrumentos, como queda expuesto. 

Pero ocurre esta cuestión : ¿ podrá el Notario autorizar contra- 
tos que otorga un hermano suyo, que sólo concurre como apode- 
rado? Algunos comentadores la han resuelto en sentijdo afirmativo, 
y otros negativamente ; porque si bien la persona á quien el apo- 
derado representa es la verdadera parte interesada, no deja por 
esto de ser dicho apoderado parte contratante, y es indudable que 
por el contrato de mandato se identifican los intereses del, man. 
dante y del mandatario y que éste hace suyo el negocio de aquél. 
Por tanto, las estipulaciones y condiciones consignadas á favor del 
primero, redundan también en provecho del segundo; y represen- 
tando el hermano del Notario al mandante, el mismo motivo de 
incompatibilidad que tiene el Notario para autoriza» la escritura 
que otorga personalmente su hermano, existe cuando obra éste 
en representación de un tercero. Militan las mismas razones y el 
mismo temor de parcialidad del fedatario, que, conforme ya vimos, 
es el fundamento de la prohibición. Sin embargo, Loret enseña 
iobre este punto una doctrina contraria que fué adoptada por el 
Tribunal de casación de París. 

Se les prohibe igualmente dar conocimiento de los actos ^ con* 
tratos que aníe ellos pasan, salvo á los que sean partes, á sus 
herederos ó causa-habientes, ó cuando los otorgantes hubieren au- 
torizado la publicidad. En todos los casos en que el Notario mani. 
fieste los instrumentos que. él ha autorizado, lo hará bajo su vigi. 
lancia especial. En nitígún caso se permite que sean extraídos de 



CAP. VI. NOTAMOS PÚBLICOS 271 

la oficina los protocolos y demás documentos que en ella deben 
custodiarse. Los protocolos son propiedad del Estado 6 de la Na- 
cion, y, por regla general, son reservados. Es tan sagrado este de- 
pósito que la ley confía al cuidado del Notario, que p«r ningún 
motivo, ni aun por decreto judicial, puede exigírsele que se des- 
prenda de él. 

6.° — ^Los libros que llevan los Notarios son el minutario y el 
protocolo. El primero encuadernado y foliado es de papel común, 
cuya vigencia será la del protocolo, y tendrá una nota expresiva 
de sus folios firmada por el Notario. Está destinado para la anota- 
ción, en serie ordenada y continua^ de las cláusulas y condiciones 
del acto 6 contrato que las partes quieran consignar en él, sin de- 
jar blancos ó vacíos entre las notas, las cuales, suscritas por los otor- 
gantes y el Notario, tendrán el valor de documentos privados, con tal 
que no aparezcan en lo escrito añadidas, enmendadas 6 borradas pa- 
labras que varíen el sentido y que alguno de los interesados nie- 
gue que al firmar existiera lo añadido, enmendado 6 borrado. En la 
diligencia de clausura se expresará el número de las anotaciones. 

El protocolo es el libro en que el Notario pone y guarda por 
BU orden los registros de las escrituras y otros instrumentos que han 
pasado ante él, para que en todo tiempo se encuentren. En la diplo- 
macia se llama protocolo el registro en donde se inscriben las delibe- 
raciones, los actos' de un Congreso, un tratado &c. y estos mis- 
mos actos y deliberaciones. El de los Notarios se forma con los 
instrumentos originales y eon aquellos cuya inserción se haya or- 
denado por la ley ó por la autoridad. Su vigencia es la del año 
económico del papel sellado ó del timbre nacional que debe em- 
plearse en ellos, con excepción de los documentos que se insertan 
(cual referencias, comprobantes ó complementos de dichos origina- 
les), y los que se manden protocoliz&r. Los instrumentos se exten- 
derán en pliegos enteros costeados por los interesados. 

Durante dicho período podrán abrirse dos ó más libros proto- 
colos, que se denominarán primero, segundo &c., para evitarla 
molestia de manejar volúmenes demasiado abultados, y siempre 
que se abra uno nuevo ó termine el período de la vigencia, será 
foliado el anterior y se extenderá la nota de clausura ó cierre, 
suscrita por el Alcalde, Prefecto ó Corregidor y el Notario, expre- 
sándose el contenido del primero y del último de los instrumentos 
con sus fechas, los que estuvieren vigentes, los cancelados y los no 
firmados. Se pondrá á continuación un índice con los nombres, 
remisiones á los folios y demás circunstancias indicadas, el cual 
será firmado por el Alcalde, Prefecto ó Corregidor respectivo, y de 
él se sacará copia para archivarla en la oficina del respectivo funcio- 
nario. La nota de cierre deberá extenderse dentro de los cuatro días 
siguientes á aquel en que se proceda á la apertura de un nuevo 
protocolo, y dentro de los ocho días siguientes deberá haberse cosi. 
do el anterior, y encuadernado ó empastado. 
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Dijimos ya que los protocolos no deben sacarse de las oficinas, 
y en consecuencia, debemos advertir que si I03 Jueces y Magistra- 
dos tuvieren que practicar algún reconocimiento ó alguna inspec* 
cion ocular en algún protocolo, se trasladarán con el respástivo Se. 
cretario á la oficina con estos fines (7). 

7.® — Por Registro del estado dvü se entiende la institución 
que tiene por objeto hacer constar en los libros que lo forman los 
hechos y mudanzas en virtud de los cuales nacen ó cambian los 
derechos de las personas. Suele comprenderse bajo el mismo nom- 
bre el conjunto de dichos libros en que se llevan ordenada y me- 
tódicamente las inscripciones relativas á los nacimientos, matrimo- 
nios, fallecimientos, legitimaciones &c. 

El carácter civil y religioso de gran parte de esas inscripcio- 
nes fué causa de que el Registro quedase en los países católicos al 
cuidado de los párrocos por mucho tiempo. El Concilio Tridenti- 
no y la ley X, título 22, libro 7.° de la Novísima Recopilación y 
la Real Orden de 21 de Marzo de 1749 confiai:pn á dichos párrocos 
la conservación de los libros parroquiales; pero lo incompleto de 
esos libros y el escaso cuidado con que se desempeñaba tal encar- 
go, por una parte, y por otra la secularización del Estado, acaba, 
ron por arrebatar esta prerogativa al clero, devolviéndola ó apro- 
piándosela, mejor dicho, el Gobierno civil. Aquellos registros eran 
verdaderamente incompletos para el objeto que tiene en mira la 
legislación moderna, porque se referían únicamente á la adminis. 
tración de los Sacramentos, y de aquí que las precauciones guar- 
dadas por los párrocos se encaminasen á tener buena prueba para 
hacer constar el cumplimiento de los cánones, pero no para com- 
probar el estado civil de las personas, como se requiere actual, 
mente bajo todas fases. Hacer constar ese estado tal como los he- 
chos hayan tenido lugar, con todas sus circunstancias, con la 
garantía de su certeza y conservación, fué el fin que se propuso el 
legislador. 

A los Notarios es á quienes corresponde hoy llevar y custodiar 
este Registro. Su importancia no podía ocultarse á los Gobiernos 
ni á los legisladores, porque el estado civil de las personas ha sido 
en todos tiempos una fuente de derechos, puesto que es la cali- 
dad que las habilita para ejercer éstos, ó para contraer las obliga- 
cienes correlativas, lo cual, como que se relaciona inmediata é Tn. 
timamente con las familias, por prescripción de la naturaleza, 
debía interesar á los legisladores y moverlos á expedir leyes pro- 
tectoras y reguladoras de esas relaciones. Era necesario, sin duda, 
que los actos del estado civil estuvieran revestidos de las solemni- 
oades suficientes para garantizar su autenticidad, y los Códigos 
contemporáneos han satisfecho áesta necesidad, asegurando su con. 
servacion y que el contenido de los inscripciones arroje la verdad 
de los hechos. 

Ordena, pues, la legislación actual, que en el Estado y en loe 
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Territorios nacionales lleven este Registro los Notarios. En él 
deben asentar los nacimientos, los matrimonios, las defunciones^ 
los reconocimientos de hijos naturales y las adopciones ; pero núes., 
tra legislación no ha mencionado, como lo hacen varias otras, la 
tutela ni la emancipación. Después de determinar los actos sujetos 
á esta formalidad impone bajo pena de una multa, á los padres de 
familia, á los parientes y á otras personas, la obligación de'dar avi. 
so acerca de los nacidos, y establece el modo de redactar las actas 
y lo que deberá hacerse cuando acaecen los nacimientos durante 
un viaje ó en lugares que no sean el domicilio de las madres; en^ 
cuyos casos el Notario ante quien se haya extendido el acta, la pa- 
sará en copia al dé dicho domicilio, á fin de que se traslade á su Be- 
gistro. Las mismas personas y otras más, como los administradores 
de los hospitales, los capitanes de buques, los Qenerales jefes de la 
fuerza pública &o., están asimismo obligadas á dar la noticia de las 
defunciones. Se dispone también lo que debe practicarse cuando el 
matrimonio se celebra por ante el mismo Noto^rio, ó por ante un 
Juez, ó un Prefecto ó Corregidor, en cuyo caso el respectivo f un. 
cíonario autorizante, enviara el acta de la celebración del contrato 
al Notario que deba custodiarla ; y con respecto á los matrimonios 
contraídos por cundinamarqueses o colombianos fuera del Estado 
ó de la Unióú, el acta deberá copiarse íntegramente en el Regis. 
tro, como medio de que tales actos produzcan efectos civiles, y se 
autorizará con la firma del respectivo Notario, las de dichos con. 
trayentes y las de dos testigos, que concurrirán siempre no sólo 
para la solemnidad de esas actas sino de todas. 

Cuando en un juicio civil ó criminal resulte que se ha celebra- 
do algún matrimonio que no se hallare inserto en el Registro ó lo 
hubiere sido con inexactitud, se pondrá en él la copia de la eje- 
cutoría. 

Luego que se celebre el matrimonio de personas que antes ó al 
tiempo de casarse hubieren reconocido un hijo suyo, se extenderá 
una nota marginal sobre la legitimación en el acta del nacimien- 
to ; bien entendido que por la falta de este requisito ninguna opo- 
sición podrá hacerse tocante á la calidad del legitimado. 

£a cuanto al reconocimiento de hijos naturales bastará que el 
padre que lo hiciere firme el acta, que contendrá todas las circuns- 
tancias requeridas ; y cuando tiene lugar por medio de escritura 
pública, se hará mención de ésta en el margen del acta del naci- 
miento ; mas cuando fuere hecho á virtud de demanda judicial, de- 
berá darse aviso al Notario para que extienda el acta correspon- 
diente. Lo mismo decimos respecto de las adopciones. 

ISl Registro de los nacidos, casados y muertos se llevará en tres 

libros con su peculiar denominación, formados con pliegos enteros 

i de papel español ó florete, conteniendo cada uno mil páginas por 

I lo menos, y se encuadernarán con la conveniente solidez. Dichos 

[ libros son. costeados por las rentas municipales, y si la Corporación 

18 
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Municipal no apropiare la cantidad necesaria para este gasto, el 
Alcalde lo ordenará, y su orden deberá cubrirse sin demora. La 
primera foja de cada libro tendrá la nota de apertura j de folia- 
ción suscrita por dicho funcionario, el Prefecto 6 Corregidor res. 

{lectivo y su Secretario, lo mismo que la de clausura 6 cierre de 
os ya agotados, y si hubiere fojas en blanco, deberán inutilizarse 
con rayas trasversales, certificándose en la última escrita el número 
de actos ejecutados y el de las inutilizaciones. Indicamos, además, 
que debiera formarse un índice alfabético por apellidos. 

Muchas veces sucede que para extender las actas, presenten los 
interesados algunos apuntes ó documentos que sirven para com- 
probar el acto. Tales antecedentes deben legajarse con las inscrip- 
ciones de su contenido, custodiándose esmeradamente, y respecto de 
ellos indicaremos también la conveniencia del índice. 

Todas las actas de un año deben numerarse seguidamente en 
letras sin dejar blanco entre ellas, y sin abreviaturas ni cifras, ni 
inserción de nada extraño. Se extenderán, por lo demás, en los tér- 
minos establecidos en los capítulos 2.^, 3.^ y 4.^, título 20, libro I. 
En el caso de haberse omitido algún asiento, se admiten las prue« 
bas que se dieron, y declaradas bastantes por el Juez, se subsanará 
la omisión extendiendo el acta en su sitio y anotando su referencia 
á la margen del lugar en que fué omitida. 

Siendo las expresadas actas documentos públicos, como que son 
pruebas auténticas relativas al estado civil, se presume su auten- 
ticidad y pureza, y se ha establecido que las extendidas en otro 
de los Estados ó en país extranjero son válidas, si en ellas se han 
llenado las formalidades exigidas en dichos Estados ó país donde 
se extendieroD; pero debemos advertir que, aun cuando conste sn 
autenticidad, podrán rechazarse, si se prueba la no identidad per- 
sonal, esto es, el hecho de no ser una misma la persona á que el 
documento se reñera y la persona á quien se pretenda aplicar. Los 
antedichos documentos atestiguan la declaración hecha ; pero no 
garantizan la veracidad de esta declaración. 

Los Notarios son responsables de todavalteración ó suplantación 
que en el Registro resulte. Tales hechos, así como los asientos ve. 
rificados en pliegos sueltos, ó de otro modo que do sea en el Be. 
gistro, dan derecho para pedir la indemnizacióu de daños y perjui- 
cios, y abren campo á una responsabilidad penal. 

Hay veces en que se pierden los libros, y otras no se llevan 
éstos en la forma debida. Veamos lo que prescribe la ley respecto 
de uno y otro caso. Cuando se hayan perdido ó no se hubieren 
llevado los Registros, ó no comparecieren los interesadcs, se ad. 
miten pruebas aupletoricts, 6 sea el testimonio de testigos que hayan 
presenciado los hechos constitutivos del estado civil, y la de áocu- 
mentos auténticos, y á falta de estas pruebas, se podrá justificar 
dicho estado por la posesión notoria, de que hablaremos adelante. 

Si se encontraren en las actas vicios ó defectos de que no sean 
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culpables los interesados, 6 equivocaciones 6 errores no salyadp» 
oportunamente, ni éstos ni aquéllas producirán la nulidad de los 
actos asentados. La ley no la ha pronunciado ; á no sejp que se 
pruebe la falsedad de tales actos. En dichos casos deberá ocurrirse 
á la Justicia para que con audiencia de los interesados y del Mi. 
nisterio público, se practiquen las correcciones 6 subsanaoiones co- 
rrespondieútes, y se insertará la ejecutoria en el lugar del número 
y fecha respectivos, extendiéndose una nota al margen del acta 
reformada. Debemos decir que la rectificación sólo podrá perjudi- 
car á las partes que hubieren sido oídas, y, además, que la regla 
que dejamos consignada padece una excepción respecto de las actas 
matrimoniales ; porque si los expresados defectos ó vicios tocan ó 
afectan á las solemnidades que la ley ha prevenido para la cele- 
bración de estos contratos, juzgan los comentadores (y estimamos 
fundado su concepto), qne se causa la nulidad de tales actos ; bien 
que los contrayentes no podrán alegarla cuando á la existencia 
de dichas actas se una la posesión de estado. Esta consiste princi- 
pálmente en haberse tratado los supuestos cónyuges como marido y 
mujer en sus relaciones domésticas y sociales, y en haber sido la 
mujer recibida en ese carácter por los deudos y amigos de su mari. 
<io y por el vecindario durante diez anos, probándose por testimo- 
nios fidedignos. Lo mismo observamos respecto de la notoria po. 
cesión de estado de los hijos legítimos, en los mismos casos. 

Réstanos decir en cuanto á la prueba, que en el Estado y en la 

unión no se admiten ya las certificaciones dadas por los Ministros de 

los cultos ; pero en virtud de la ley del Estado de 30 de Agosto de 

1864, reformatoria del Código, sólo tendrá efecto el mandato de 

esa ley con relación únicamente á los actos ejecutados sesenta días 

después de su promulgación. Además, para que los Notarios puedan 

#en el Estado extender las actas Omitidas de los nacidos y muertos 

hasta el 31 de Diciembre de 1870, según la ley de este ano, deben 

los Alcaldes obtener, si ya no se hubieren obtenido, las copias de las 

partidas inscritas en los libros parroquiales ; y aunque la ley no 

habla de los matrimonios, no hay razón para excluir de la misma 

disposición las actas de. los celebrados canónicamente, las que, por 

iin olvido, sin duda, dejaron de mencionarse. 

En la legislación federal se trata de la comprobación de he. 
<ihoB relativos al estado civil anteriores al 1.° de Diciembre de 
1853, y sise necesitaren dichas partidas, los Prefectos podrán dispo- 
ner, á solicitud de parte, que se exhiban los libros para compuL 
«arlas, valiéndose de los apremios legales, en caso necesario. 

El Gobernador y los Prefectos pueden visitar las oficinas cuan. 
do lo tengan por conveniente, y evitar ó corregir Ibs defectos ó fal- 
tas que adviertan ; pero los Alcaldes deben hacer la visita cada tres 
meses, dejando constancia de ella y del estado del Registro en un 
libro especial, y enviarán copia de la diligencia al Presidente del 
Tribunal Superior, quien, en su vista, proveerá lo más arreglado 
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para «1 estricto cumplimiento de las leyes, pudiendo castigar á lor 
Notarios con multas de dos á diez pesos por cada falta que note^ 
así como el Gobernador podrá también imponer las mismas multa» 
^ los empleados que, teniendo intervención en el Registro, fueren, 
negligentes ú omisos en el desempeño de sus funciones. 

En las ciudades, distritos j aldeas en donde no resida un Nota- 
río, son los Secretarios municipales los encargados de llevar el Re- 
gistro. £§tos oficiales tienen derecho á una décima parte más de 
su sueldo ordinario anual, siempre que hayan cumplido con sus 
deberes. 

Es obligación del Poder Ejecutivo del Estado, en este ramo de- 
la Administración (como en todos los demás), dictar los reglamentoa^ 
y órdenes que crea convenientes para que el Registro se lleve coi^ 
toda la regularidad y perfección que el Código y las leyes prescrí» 
ben. Eo el informe anual que debe pasar á la Asamblea, dará 
cuenta de dicho Registro. Es también un deber del Secretario de> 
Gobierno formar al fin dé cada afío el cuadro ge^ieral del movi^ 
miento de la población, en vista de los cuadros enviados por Iqb 
Alcaldes y de los otros datos* que deben suministrarse, conforme at 
título 20, libro 1.^ ya citado (8). 

8.^ Los instrumentos que se otorgan ante uo Notario y qu» 
éste custodia en su protocolo, son escrituras publicas, esto es, do- 
cumentos en que se consignan los requisitos y se expresan las con. 
diciones y circunstancias de los actos ó de los contratos. Se llaman 
así la escritura matriz y las copias de ésta, expedidas con las- 
formalidades de derecho ; y escritura matriz es la original redacta, 
da sobre el contrato ó acto sometido á la autorización notarial. 
De aquí es que en toda escritura se consideran cuatro puntos prin^ 
cipales, á saber : comparecencia de los otorgantes, estimada á la vez. 
su capacidad ; exposición de hechos ó del asunto ; estipulaciones ó 
artículos de convención ; y otorgamiento del acto ó del e(»Cktrato> 

No debemos confundir las palabras títujp é instrumewiGf pú^ 
blico. Este es el escrito auténtico en que se consigna y perp^^Kau 
un hecho, bien para justificar ó piobar alguna cosa, ó lo que U2m> 
ha dispuesto ó declarado, ó lo que ha sido convenido entre dos & 
más personas ; y el título es la razón ó causa del derecho ; así^ 
tratándose, por ejemplo, del comprador, el contrato de corñpra- 
venta es su título, y la forma legal en que se ha consagrado su de. 
recho, es el instrumento ó la prueba auténtica de dicho título. 

Aunque bajo la denominación de instrumentos públicos 6 docn-^ 
mentes auténticos se comprenden varios otros, además de las escii* 
turas públicas, pos concretaremos en este capítulo á tratar de éat;as 
únicamente. 

Deberán, por tanto, pasar ú otorgarse por ante Notario \sm 
actos y contratos relativos á la enajenación ó mutación de propia» 
dad de bienes inmuebles, ó á la constitución, división ó traalaci^ 
de un censo, constitución de hipoteca, imposición de cualquier 
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Tamen» responsabilidad 6 servidumbre, y generalmente, todo con- 
trato 6 acto entre vivos que ponga limitaciones al derecho de pro* 
Íiiedad sobre inmuebles, y los demás actos y contratos respecto dé- 
os cuales la ley exige que su constancia quede consignada en es^ 
<2ritura pública. También se deberá otorgar ante Notario el testa» 
mentó cerrado 6 secreto, y el nuncupativo ordinario cuando en el 
lugar del otorgamiento de este último hubiere Notario expedito. 

Lo dicho no excluye el que se otorguen ante Notario los actos 
y contratos cuya constancia quieran las partes que quede consigna. 
da en escritura pública, aun cuando para tales actos 6 contratos no 
haya la ley ordenado semejante formalidad (9). 

En una misma escritura se pueden comprender varios actos 6 
contratos diferentes entre sí, siempre que las convenciones no den 
lugar á instrumentos de índole distinta, pues en un testamento no 
cabe coDtratar 6 arreglar una venta, pero sí cabe hacer una dona- 
ción ; así, pues, se pueden estipular en un mismo acto las condicio. 
nes de una venta y de un préstamo, por ejemplo. Del mismo modo^ 
se puede otorgar en un solo contrato la venta que se hace á una 
persona, de diversas fincas pertenecientes á distintos dueños, y por 
^esta razón se admiten en el Registro de la propiedad los títulos que 
comprenden dos ó más contratos como sujetos á inscripción, siendo 
unas mismas las partes contratantes. Deciiúos más, que puede ha- 
cerse el otorgamiento, aunque las partes no sean unas mismas, en 
el caso de que el dueño de varias fincas venda cada una á diferente 
comprador, ó bien, en el de que sean varios los vendedores y uno 
solo el comprador. Tales casos no son nuevos, do hay tampoco 
disposición que lo prohiba, y uniforme es la práctica á este respecto. 
9.® — Los instrumentos que se extiendan en el protocolo debe- 
rán serlo uno en pos de otro sin dejar blancos ó vacíos ; pero entre 
el antecedente y el que siga, se dejará el espacio necesario para las 
firmas, si el instrumento no se hubiere firmado inmediatamente 
antes de extender el siguiente, y se numerarán seguidamente po- 
úiendo en letras el número, cuya numeración continuada en todos 
ios que se vayan extendiendo en un mismo período de vigencia, 
será la primera operación que ha de practicarse. Las fechas y las 
cantidades se expresarán en letras, sin perjuicio de extender éstas 
en cifras numerales á continuación, entre paréntesis. Por regla ge- 
neral, los instrumentos contendrán: el número, conforme acaba-. 
mos de ver ; el lugar y la fecha ; la denominación del Notario por 
&nte quien se otorgan; los nombres y apellidos, sexo, vecindad y 
«dad de los otorgantes ó de sus representantes (las personas jurídi. 
cas se determinarán por su designación legal ó popular y por el 
lugar de sii establecimiento) ; la especié ó naturaleza del acto ó 
/contrato, con todas las circunstancias que hagan conocer los dere- 
-clios que se dan y las obligaciones que se imponen, con expresión 
vde las cauciones ó hipotecas que se constituyan ó de los grávame» 
j limitaciones que se establezcan, y el origen ó procedencia del 
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título. Las cosas y las cantidades serán determinadas, y si se trata, 
re principal 6 accesoriamente de inmuebles, se pondrá constancia, 
de la situación y linderos de jéstos, expresándose, si fuere rural, su 
nombre y el Distrito 6 Distritos á que corresponda, y si urbano, la 
dudad, Distrito ó aldea, la calle 6 carrera y el número, si lo tuvie- 
re. Las designaciones de nombre, situación y linderos se harán 
siempre aunque sólo se trate de la venta, hipoteca 6 gravamen de* 
una parte de la finca poseída proindiviso, y en tal caso se desig- 
narán los de la finca común, y si al contrato accediere fianza, se ex- 
presarán la concurrencia del fiador y los términos en que se obli- 
ga. Respecto de las mujeres, constará si son casadas ó solteras, y 
siendo casadas, si proceden con licencia de sus maridos 6 con la del' 
Juez, y lo mismo si están legalmente divorciadas 6 separadas de 
bienes. Terminará todo con las ^rmos enteras de los otorgantes y^ 
demás personas que hayan intervenido, de los testigos de abono, 
en su caso, de los instrumentales y del Notario, siendo esencial el 
expresado requisito de la firma entera. En cuanto á los testamentos,, 
contendrán las designaciones prevenidas en el libro 3.^, título Orde^ 
nación del testamento. 

Dichos otorgantes podrán redactar el instrumento, en cuyo caso 
insertará el Notario lo escrito por ellos, y si la redacción se encar. 
gare al Notario por los interesados, la ejecutará en términos sen- 
cillos usando de las palabras en su acepción técnica y legal, ciñen, 
dose á lo convenido, y teniendo presentes las reglas generales, ya 
mencionadas. 

Prohíbese absolutamente usar de iniciales y de abreviaturas, ea 
los nombres de pila y apellidos y demás palabras, raspar lo escrito, 
ó borrarlo de modo que qued^ ininteligible, y cuando se cometa 
algún error ó alguna equivocación, se enmendará ó subrayará colo- 
cándose entre paréntesis las palabras que no valgan, y escribiéndo- 
se entre renglones las que deban afíadirse. En todos estos casos se 
pondrá la margen y enfrente de lo corregido una nota repitiendo 
íntegramente las palabras enmendadas, subrayadas ó sobrepuestas, 
expresándose su estado, y si valen ó no, nota que será suscrita con 
firma entera por los otorgantes, por los testigos y el Notario ; y si 
por la extensión de lo corregido no cupiere la nota á la margen, s& 
extenderá al fin del instrumento; y si ya estuviere firmado, á con. 
tinuación de él, firmándose la nota, como queda dicho. En cual, 
quier caso en que no aparezcan puestas y firmadas las notas, no 
valdrán las correcciones, y se dará cumplido crédito á lo escrito 
primitivamente, sin perjuicio de exigir la responsabilidad consi- 
guiente. 

Se les prohibe también extender dichas escrituras, sin que se^ 
les presente el recibo del Registrador en donde conste que se han 
pagado los respectivos derechos, pues como veremos en el capítulo 
siguiente, existe una contribución de registro por la inscripción de 
ciertos títulos en la respectiva oficina, y el comprobante se agrega.- 
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rá al instrumento original, haciéndose mención en éste de haberse 
pagado esos derechos, y sn inserción en las copias de él que se ex- 
pidan. . 

No obstante lo establecido, en casos urgentes pueden los Nota- 
ríos extender y autorizar testamentos y codicilos sin que se les pre- 
senté el comprobante de haberse pa^kdo la contribución del re. 
gistro. 

Si después de extendido un instrumento quedare sin ser firma- 
do, por desistimiento de los otorgantes ó por otro motivo, el Nota- 
rio, sin borrar el número, pondrá y suscribirá con firma, entera al 
pié una nota expresiva de dicho motivo (10). 

10. — Consecuente nuestra legislación con las prácticas antiguas 
y generales sobre el otorgamiento de las escrituras, establece el 
principio de que todo acto ó contrato que deba quedar en el pro- 
tocolo, se suscribirá con firmas enteras por dos testigos que se 
llaman instrumeTÜaleSy en quienes han de concurrir la mayor edad, 
la vecindad y el buen crédito. Ellos deben estar presentes al tiem- 
po de leerse el instrumento á los otorgantes, oír que éstos lo aprue- 
ban y ver que lo firman, y si alguno de dichos otorgantes no sabe 
ó Bo puede firmar, lo hará á su ruego im testigo diferente que 
renna las circunstancias que en los instrumentales se requieren. 

Respecto de la capacidad de los testigos dice la ley, que no 
podrán serlo los que estén privados del uso de la razón ó en inter- 
dicción judicial de testificar, ni los ascendientes, descendientes, 
hermanos, tíos, sobrinos, cónyuges, suegros, yernos ó cufiados de 
los otorgantes ó del Notario, ni las personas á quienes resulte un 
provecho directo del instrumento, ni los subalternos, dependientes 
o domésticos de los otorgantes, del Notario y de las otras personas 
mencionadas. 

En cuanto al número y cualidades de los testigos en los testa, 
mentes, se estará á lo dispuesto en el título 3.^ del libro 3.^ de los 
Códigos. Según sus preceptos, el testamento será siempre escrito. 
£1 solemne y abierto debe otorgarse ante tres testigos, y donde no 
hubiere Notario, podrá otorgarse el nuncupativo solemne ante 
cinco testigos. El cerrado debe también otorgarse ante el Notario y 
cinco testigos, y los testamentos privilegiados ó excepcionales, ante 
tres, de los cuales dos testigos por lo menos sepan leer y escribir, 
aunque no sean vecinos, cuando el testador se hallare en inminen- 
te peligro de la vida y no hubiere Notario, ni el número necesario 
de testigos, ó bien ante dos testigos solamente, aunque no sepan 
leer ni escribir, cuando el testador es un militar en servicio ó en 
campaña, caso en que el General ó Jefe respectivo autorizará su 
testamento, que conservará su fuerza si falleciere durante los treinta 
días siguientes al otorgamiento, y tanto en éste como en el caso 
anterior, perderá su valor, si se probare que durante ese tiempo se 
pudo otorgar testamento solemne ú ordinario. £1 ciego únicamen- 
te puede otorgar testamento nuncupativo. 
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La asistencia de los testigos es formalidad indispensable para 
la validez del testamento ; pero tampoco tendrá valor alguno, si se 
omitiere cualquiera de las otras formalidades á que debe sujetarse 
el acto, con ciertas excepciones determinadas por la ley, para los 
casos en que no haya duda acerca de la identidad del testador, del 
Notario y d^ los testigos. 

No podrán serlo : 1.° Las mujeres ; 2.° Los menores de veintiún 
años en el Estado y de diez y ocho en los Territorios nacionales ; 3.^ 
Los privados del uso de la razón 6 sujetos á interdicción; 4.^ Los 
ciegos, sordos ó mudos ; 5.° Los inhabilitados por sentencia ejecu- 
toriada ; 6.° Los extranjeros no domiciliados y los que no entien- 
den el idioma del testador ; 7.° El marido de la testadora; 8.^ Los 
ascendientes, descendientes, hermanos, tíos y sobrinos, en grado ter. 
cero estos dos últimos, los suegros, yernos y cuñados del otorgante 
6 del funcionario autorizante : 9.^ Los dependientes o domésticos 
del testador, de su consorte, del Notario ó autorizante, de los pa- 
rientes expresados, así como de los herederos legales 6 interesa, 
dos ; 10. Los armnuensea del Notario, ó sean escribientes asalaria- 
dos ; 11. Los relacionados con otros de los testigos por razón de 
parentesco ó con los expresados domésticos ; 12. El confesor ha- 
bitual ó el de la tiltima enfermedad ; 13. Aquellos á quienes resul- 
te algún provecho directo del testamento. La ley no dice expresa- 
mente, al establecer el impedimento de los amanuenses, si haa 
de estar retribuidos; pero así lo entienden los comentadores, y 
nos conformamos con su opinión: escribiente ó amanuense es el 
que pY'esta sus servicios mediante un salario: en esta inteligencia, 
debe duplicarse la palabra, y de este modo se facilita la autorización 
de tales actos en momentos de urgencia. 

Dos, á lo menos, de los testigos deberán estar domiciliados, y 
uno al menos, saber leer y escribir cuando sólo concurran tres, y 
dos, cuando concurran cinco, ya se trate del nuncupativo ó del tes- 
tamento cerrado ; pero en éste podrán ser testigos los que ignoren 
el provecho directo de que hemos hablado (11). Respecto á los 
albaceas, la ley guarda silencio, lo cual pudiera dar lugar á dudas. 
Por nuestra parte no vemos inconveniente en que se admitan como 
testigos en el testamento en que sean nombrados porque el carác- 
ter que ellos asumen al aceptar el cargo, no da derecho alguno so- 
bre la herencia, y su misión se reduce á cumplir las disposiciones 
testamentarias en la forma prevenida. Así opinan Sala, Febrero 
y otros autores, y así se ha practicado. 

Los Notarios deben conocer á las personas que le piden la 
prestación de su oficio, porque ellos deben dar fe en los instrutnen. 
tos de que las conocen ó de haberse asegurado de su conocimiento 
por el dicho de los testigos instrumentales ó de otros dos que las 
conozcan y que se llaman de abono 6 de conocvmiento. Esta pres- 
cripción no es nueva : ella estaba consignada en la Novísima Re- 
copilación, y aun en una ley de Partida se dice que el Escribano 
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" debe ser muy acucioso de trabajarse, de conocer los ornes á quie> 
nes face las qartas ...... ó de manera que no pueda ser fecho eo- 

gafío "; así como deben dar fe de la profesión y vecindad de los 
otorgantes y de dichos testigos. Así, pues, si el Notario no cono- 
ciere á los otorgantes nú deberá prestarles su oñcio, á menos que se 
le presenten dos personas conocidas y de buen crédito, en quienes 
coQCurraD las otras cualidades exigidas para los testigos instru- 
mentales, que aseguren conocer á dichos otorgantes y que se lla- 
man como éstos expresan. En el iostrumento se hará mención de 
esta circunstancia, nombrando á los testigos de abono, que suscri. 
birán el acto con los mismos otorgantes (12); pero la ley no seña- 
la la falta de esta mención como causa de nulidad, ni dice que 
sean nulos los instrumentos autorizados por un Notario que no 
haya tenido conocimiento de los otorgantes. Estos defectos afectan 
el fondo de los instrumentos y convendría una solución legislativa, 
acerca de este punto. El Notario da fe del contenido de las escri- 
turas; mas esta frase se aplica únicamente á las estipulaciones y 
condiciones del acto ó contrato y no comprende el conocimiento de 
los otorgantes. El defecto de semejante omisión es insubsanable, 
en nuestro concepto. 

Fáltanos exponer para terminar esta sección, que en el Código 
de la Unión se consideran como formalidades sustanciales en las 
escrituras la expresión del lugar y fecha del otorgamiento ; la de. 
nominación notarial ; los nombres y apellidos, sexo, edad y vecin- 
dad de los otorgantes ; las fírmas enteras de éstos y de los tes- 
tigos y demás personas que hayan intervenido y del Notario (13). 

11. — ^Rigurosa es la responsabilidad que se exige á los Nota- 
rios. Así lo reclama la fe póblica depositada en ellos y el interés 
social. Necesario era dar esta garantía contra la ignorancia ó in- 
fidelidad de estos funcionarios. Su responsabilidad, por tanto, es 
civil y criminal por las faltas en el cumplimiento de sus deberes, 
y ya vimos que se le debe exigir, cuando requeridos por un acto 
de su competencia denegasen sin justa causa la prestación de su 
oñcio, cuando no cuidan y conservan en su integridad los proto- 
coles &c. 

En cuanto á la redacción y contenido de las escrituras, ellos 
no responden sino de la parte formal. y no de la sustancial de los 
actos y contratos que autorizan. Con todo, cuando algún acto ó 
contrato, ó cuando alguna cláusula les pareciere ilegal, deberán 
advertirlo á las partes, sin rehusar en ningún caso la autorización. 

No responden tampoco de la capacidad ó aptitud legal de las 
partes para ejecutar el acto ó celebrar el contrato que solemnisan ; 

Gro BÍ responden de que los testigos instrumentales, y en su caso, 
I de abono, reúnen las cualidades que la ley exige. Sin embargo, 
si al Notario le constare que los otorgantes no tienen la capacidad 
legal necesaria para obligarse por sí solos, lo advertirá á los mis. 
mo8 otorgaCntes ; y si insistieren, no obstante, en el otorgamiento 
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del instrumento, el Notario lo extenderá j autorizará dejando en 
¿1 la debida constancia de la advertencia y de la insistencia. Pero 
el Notario no les prestará su oñcio cuando ellos mismos manifiesten 
su incapacidad para obligarse naturalmente, como el impúber, 6 
civilmente, como el menor adulto que no ha obtenido habilitación 
de edad y la mujer casada en los casos en que necesite autorización 
marital. Tampoco prestará su oñcio á la persona de quien tenga 
evidencia que es absolutamente incapaz para obligarse, como el 
demente ó el sordomudo, que no pueda darse á entender por escri- 
to, cuyas incapacidades advierta 6 reconozca por sí mismo, 6 á la 
persona de cuya incapacidad tenga constancia oficial, como la de- 
clarada en interdicción de administrar sus bienes por sentencia 
publicada por la imprenta ó comunicada á dicho Notario (14). 

Como se ve, los Notarios, en estos y en otros casos que men. 
cionaremos, comparten, por medio de sus advertencias, con los abo- 
gados la facultad de aconsejar é ilustrar á los contratantes ; pero 
ya hemos dicho antes que su misión se circunscribe á la esfera 
que le es propia sin poder traspasarla ni penetrar en la del Poder 
Judicial. Lo repetimos : su misión se limita á consignar por escri- 
to la voluntad de las partes, asegurar la verdad de los contratos, 
custodiarlos, expedir copias &c., y dentro de estos límites gozan 
de toda la libertod e independencia que requieren sus funciones. 

12. — Según ya hemos indicado, la ley atribuye á los Notarios 
la facultad de expedir copias, y deberán darlas cuando los otorgan- 
tes expresen en el instrumento el número de ellas, que deban ex- 
pedirse expresando las personas para quienes se destinan, y si no 
lo dijeren, darán sin embargó una á cada uno de los otorgantes, 
poniendo en el pie de ella, que es primera copia. La primera 
copia de la matriz produce por sí sola toda la fuerza de obligar, 
pues se considera la primera copia uno de los títulos que traen 
aparejada ejecución, y no a^í las demás copias que sólo pueden 
darse, como vamos á verlo, en virtud de mandamiento judicial y 
con citación de las partes ó de sus representantes, á no ser que 
se trate de actos unilaterales ó cuando pidieren la copia todos los 
interesados. Por consiguiente, en las posteriores copias debe ex. 
presarse siempre el carácter de tales. 

Aun cuando nada hayan expresado los otorgantes acerca del 
número de copias que deban expedirse, ó aun cuando cada uno 
haya recibido la suya, tratándose de un instrumento que no daría 
acción para exigir eí cumplimiento de una obligación tantas veces 
cuantas fuera presentado, ó del cual no pueda resultar perjuicio á 
la otra parte, el Notario dará á los interesados, y no á otros, las 
copias que le pidieren. Pero si se tratare de un instrumento en 
fuerza del cual pudiera exigirse el cumplimiento de la obligación 
cada vez que pareciere, de tal instrumento no expedirá el Notario 
una segunda o más copias sin mandamiento del «Tuez del respecti* 
vo Circuito. Para que en este caso pueda mandar el Juez que se 
expida, deben preceder los requisitos siguientes : 
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1.^ Que el que solícita la copia represente, bajo de juramento» 
que sin culpa 6 malicia de su parte, se destrujó 6 perdió la qué 
tenía, ó q[ue esa copia obra en otro expediente (mencionándolo) y 
que necesita una nueva para diferente uso, incompatible con el 
dado á la que existía en sü poder; 

2.^ Que ignora el paradero de la misma copia, si el caso fuere 
éste^ 

3.^ Que la obligación no se ha extinguido en el todo d en par* 
te, según el caso ; 

4.^ Que si la copia perdida pareciere, en el supuesto de su 
pérdida, se obliga á no usar de ella, y á entregarla al Notario para 
que se inutilice ; 

Con esta petición se cita á la parte contraria, y si ésta confiesa 
la deuda ó no se opone dentro de tercero día después de la cita, 
ción, deferirá el Juez á dicha solicitud, librando el mandamiento 
llamado compyZsorio, y á continuación de éste el Notario exten- 
derá la compulsa ó copia ordenada ; pero si la contraparte excep- 
cionare que la obligación está extinguida, y que en consecuencia 
se opone á la expedición de la copia, el Juez óoncederá, en calidad 
de común, un término prudencial, no excedente de quince días, 
para la prueba, y si no se probare la excepción, mandará el Jues 
que se de la copia, cuyo auto es apelable, y se resolverá el recur- 
so como de ai;to interlocutorio. 

Las copias deben extenderse en el papel sellado competente,, 
rubricarse en la margen de todas las fojas y autorizarse con firma 
entera del mismo Notario, expresando la fecha, el número de 
dichas fojas, para quién se destina, y en su caso por orden de qué 
Juez se ha expedido. Si contuviere alguna entrerenglonadura, 
equivocación ó enmendatura, se salvará al fin, antes de la autori- 
zación, y al margen de la matriz ó instrumento original, se dejará^ 
constancia de las copias dadas, á quiénes, en qué fecha, y por 
orden de qué Juez, si este fuere el caso, firmando dicha nota ; y al 
pie ó al margen de las copias, expresará el Notario, también con 
media firma, el número de la respectiva copia y los dereDhos cau- 
sados, citando la disposición legal en cuya virtud ha h«cho el co- 
bro, lo que hará en todos los casos en que deba cobrar derechos por 
su oficio. 

Asimisnio, los Notarios no expedirán copias de instrumentos 
cancelados sino por orden del Juez competente y con inserción, 
precisamente, de la diligencia de cancelación. 

Todas las personas, ya naturales ó ya jurídicas, pueden llevar 
á la protocolización los documentos que quieran se coloquen en et 
protocolo, y el Notario deberá ponerlos ó incluirlos en el lugar y 
con el número que correspondan. Por este hecho no adquirirá el 
documento mayor fuerza ó firmeza, pues el objeto de protocolarlo 
ó protocolizarlo es procurar su seguridad y custodia. Las senten. 
cias ejecutoriadas y las diligencias de remate que se quieran ínser. 
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tar en el protocolo, se pasarán en copia autentica, y con idéntica 
fin se pasarán las diligencias aprobadas de partición de bienes, 
debiendo llevar la nota de registro todos los documentos que, con. 
forme á la ley, necesitan de este requisito (15). 

13. — En los casos de contraescrituras en que, según la ley, 
es necesario tomar razón de ellas, al margen de la primera á que 
aquéllas se refieren, los Notarios harán la debida advertencia á los 
otorgantes, en el sentido de que las escrituras privadas bochas 
para alterar lo pactado en la escritura pública, no producirán 
efecto contra terceros, ni tampoco las contraescrituras públicas, 
cuando no se ha tomado razón de su contenido al margen de la 
matriz, cuyas disposiciones se alteran, y del traslado en cuya vir- 
tud ha obrado el>tercero. 

También advertirán á los otorgantes la obligación que tienen 
de hacer inscribir en el Registro los instrumentos que deban ser 
registrados. En un^. palabra : los Notarios harán á las partes las 
advertencias necesarias para que los actos y contratos que ante 
«líos pasan no se anulen ó queden deficientes por omisión de al. 
guna formalidad de derecho. La omisión por parte del Notario de 
las advertencias prevenidas no legitima el instrumento respecto 
<lel cual hubiere ocurrido lá informalidad ; pero por tales omisio- 
nes incurrirá en responsabilidad dicho funcionario (16). 

Diremos en este lugar, que cuando se estipulare alguna obli- 
gación sujeta á condiciones suspensivas ó resolutorias, debe adver- 
tir el Notario á. las partes, que su cumplimiento no perjudicará ¿ 
tercero al verificarse, si no se hiciere constar en el Registro. Sea 
cual fuere la escritura sujeta á esta formalidad, debe advertirles 
siempre el Notario que sin hacerse la inscripción, no será aquélla 
admitida en loa Juzgados y Tribunales, ni en ninguna otra oficina 
del Gobierno, si el objeto de su presentación fuere hacer efectivo, 
«n perjuicio de tercero, el derecho que debió ser inscrito. 

14. — La cancelación de un instrumento es la declaratoria de 
quedar sin fuerza, por haber cesado los efectos legales de las obli- 
gaciones en él contenidas. Puede ser total ó parcial ; porque los 
derechos pueden extinguirse en su totalidad ó sólo en parte de- 
terminada. La cancelación total significa, por tanto, la ineficacia 
absoluta de la obligación contraída : la parcial no implica su inefi- 
cacia sino en lo que se refiere á la parte del derecho que ha cadu-^ 
cado ó se ha extinguido. 

La cancelación de que tratamos sólo tendrá lugar en los tres 
casos siguientes : 1.^ Por manifestación de los mismos otorgantes, 
representantes ó herederos ; 2.^ Por la presentación de otro ins. 
trumento otorgado ante el mismo Notario que autorizó el anterior, 
ó ante otro en que los otorgantes del primitivo instrumento, sus 
representantes ó herederos hayan declarado que debe cancelarse 
ó estimarse cancelado dicho instrumento ; y 3.^ Por decreto ja* 
<liciaL 
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Se llevará á efecto por medio de otro ínstrumeDto extendido 
en la misma oficina en donde repose el primitivo, en el lugar y 
con el número que correspondan, expresando quedar cancelado, 7 se 
citaará dicho instrumento por su número, fecha, folio y contenido. 
Si la cancelación se hiciere en el primero de los casos expresados, 
la suscribirán los otorgantes! agregando, si lo fueren, sus represen, 
tantes 6 herederos, el comprobante de su carácter de representante 
ó heredero ; y si se hiciere en el segundo 6 en el tercero de los ca* 
ftos enumerados arriba, se hará en el instrumento de la cancelación 
referencia al anterior 6 al decreto del Juez, expresando las perso- 
ñas que la solicitaron, las cuales firman con los testigos y el No- 
tarío, como en el caso primero. En toda cancelación^ además» 
pondrá ó firmará el Notario una nota en el instrumento original 
y en las copias que se le presenten, sobre lo escrito, y con tinta co- 
lorada si fuere posible : ^' Cancelado, según aparece del instru- 
mentó existente en to2 libro protocolo, bajo el número taV / 

Para que lo^ instrumentos cancelados recobren su fuerza primi. 
tiva, es necesario que por sentencia pasada en autoridad de cosa 
juzgada se declare la nulidad de dicha nota. 

Los Notarios expedirán á los otorgantes certificados de cance- 
lación para que el Registrador de instrumentos públicos cancele L 
su vez la inscripción del título (17). 

15. — ^El archivo se debe entregar por el Notario cesante, y re- 
cibir con inventario por el que le suceda, y por su falta recibirá, 
otro Notario que designará el Alcalde, Prefecto ó Corregidor, si 
hubiere más de uno en el Circuito ó en el Territorio, y si no, por 
el Secretario de la Corporación municipal. Estos actos deberán ser 
autorizados por alguna de eatas autoridades con la asistencia de 
su Secretario, y suscrito el inventario, se custodiará en la ofici- 
na de la Alcaldía, Prefectura ó Corregimiento respectivo, y se 
dará una copia al Notario entrante. El que omitiere esta solemni- 
dad será responsable de cualquiera falta en el archivo. 

En los casos de enfermedad, muerte, inhabilitación, demencia,, 
ó en cualquiera otro grave que impida al Notario cesante hacer la 
entrega, la verificará su apoderado, heredero, albacea ó curador. 
Si la cesación es temporal, como en los casos de suspensión y li- 
cencia por más de treinta días, se recibirá el archivo en los 
mismos términos por el sustituto, y si las licencias no excedieroD 
<ie ese término, no habrá necesidad de formar el inventario. 

Los Notarios conservarán en el mejor orden su» archivos, y 
cuidarán, pov tanto, que los documentos y libros no se destruyan 
ni deterioren, debiendo formar al fin del período de la vigencia de 
éstos un exacto y circunstanciado inventario de lo que en él se 
haya aumentado al archivo. Ellos son responsables de los daños 
que ocurran, ámenos que acrediten plenamente no haber sido por 
culpa ú omisión de su parte. 

Deben también para los efectos de las leyes sobre el Registro 
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remitir el día dltimo de cada mes al respectivo Admioistrador de 
Hacienda una relación de la^ escrituras públicas que se hayan 
otorgado. Es frecuente en la práctica el olvido de esta disposición. 

Las visitas á las Notarías son ordinarias y extraordinarias. 

Los Prefectos y Alcaldes en el Estado, y los Prefectos y Corre- 
gidores en los Territorios, pueden visitar estas oñcinas cuando á 
bien lo tengan ; y deberán practicarlas anualmente los Alcaldes, 
lo mismo que los Prefectos ó Corregidores en dichos Territorios, 
en lo!« últimos quince días de Enero y en los últimos quince días 
de Julio. Tienen también este deber cuando el respectivo superior 
se la ordenare. 

La visita se contraerá á examinar loa libros y documentos, in- 
elusivo los inventarios, y el orden, aseo y seguridad de la oficina ; 
á observar cómo se otorgan las escrituras, y por último, á indicar 
las reformas y mejoras que puedan hacerse ó á dictar las providen. 
cias que se estimen conducentes. Se llevará un libro con este 
destino, y de la diligencia de visita que se extienda en él se sacará 
una copia para legajarla y custodiarla en la oficina del funcionario 
visitador. 

El Procurador del Estado ó los Agentes fiscales tienen la obli- 
gación de hacer una visita de inspección en las Notarías á fin de 
examinar los títulos y diligencias de remate de la duodécima de los 
resguardos y demás bienes destinados á la instrucción pública j 
entablar las acciones de nulidad de tales actos, que á su juicio 
procedan en derecho (18). 

16. — Los emolumentos ó derechos que los otorgantes ó los in- 
teresados pagarán al Notario están determinados por la ley, según 
los diferentes casos que ocurren, ya por el otorgamiento ó inser- 
ción en el protocolo de cualquier instrumento, ya por la protocoli- 
zación ó por las copias y notas de cancelación &c. Cuando en el 
instrumento que se otoi^a hubiere una parte que trasfíere un de- 
recho y otra que acepta, la trasferidora es la obligada al pago de 
los derechos, y si ambas fueren aceptantes de una trasferencia ó 
trasmisión recíproca, así como en los otros casos no comprendidos 
en esta disposición, el pago se hará en chotas proporcionales, de 
suerte que todas las partes contribuyan al pago. Por consiguiente, 
en los que fuere una sola la otorgante, é&ta será la obligada ; y las 
copias y certificaciones serán pagadas por aquélla á cuyo favor se 
expidan. Estas reglas están sujetas á las modificaciones que resul. 
ten de los convenios de las mismas partes sin que tales convenios 
particulares puedan afectar ios derechos arancelarios. 

Cuando al Fisco, á las Corporaciones municipales ó á los esta- 
blecimientos de beneficencia les corresponda satisfacer la totalidad 
ó parte de los derechos, como otorgantes, no serán cobrados por 
las copias y certificaciones que se expidan á su favor (19). 

17. — En los Distritos ó lugares que no fueren cabecera de No- 
taría, ejercerán las funciones del Notariado, el Secretario de la 
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respectiva Corporación municipal, en la extensión de poderes 7 
sustitución de los mismos, protestos y otros actos, cuya demora 
perjudique, que deban otorgar los que se encuentren en incapaci. 
dad física de trasladarse á la cabecera, y en el otorgamiento de 
contratos cuyo valor principal no exceda de quinientos pesos en 
el Estado, ó de cincuenta en los Territorios. £n tales casos, los 
Secretarios cumplirán con todos los deberes impuestos á los Nota- 
rios. En la autorización de los actos no se comprenden los testa. 
mentes. 

Los instrumentos autorizados por dichos Secretarios sujetos al 
registro, serán escritos en la oficina del respectivo Círculo ó Circuito. 

Recibidos por el Notario los protocolos que deben llevar los 
Secretarios municipales, y remitidos mensualmente, los reunirá 
en uno ó más volúmenes consultando la facilidad de su manejo 
y los archivará. Si no recibiere los libros á los ocho días de venci. 
do el mes, el Notario deberá ocurrir á la Prefectura departamen. 
tal ó lo hará presente al Prefecto ó Corregidor respectivo, para que 
se dicten en el particular las debidas providencias. 

Dichos funcionarios visitarán la oficina del Secretario munici. 
pal, en su calidad de Notario, en los períodos y en los mismos tér. 
minos establecidos respecto á las visitas hechas á las Notarías (20). 



NOTAS DEL CAPITULO VI. 

(1) Arts. 2,626 y 2,659 del Cód. Oiv. del E. ; 2,547 7 2,576 del de la U. 

Entre las legislaciones modernas hay notables diferencias, aunque están 
conformes con los principios fundamentales del Notariado, las que conviene 
conocer^ en cuanto á las personas que tienen la fe pública, á las atribuciones 
que ejercen j á los efectos de los actos por ellas autorizados. 

En Inglaterra no se requiere la intervención de los Notarios en el otorga- 
miento de los testamentos. Basta que el testador extienda y manifieste su 
voluntad á presencia de dos testigos y que firme con éstos el escrito. Des» 
pues de su muerte declaran los testigos ante el Tribunal eclesiástico acerca 
de la exactitud de los hechos, y con esto que se llama la prueba del testa- 
mento se le da la autenticidad y validez necesarias, ün testamento de esta 
clase tendrá fuerza en Colombia, en Francia, España y demás naciones, 
según las reglas de Derecho internacional adoptadas por sus legislaciones. 
Los Tribunales ingleses admiten todos los géneros de prueba escrita para 
acreditar la existencia de la obligación y del resultado de ellas nace la au- 
tenticidad. No hay propiamente en el Beino de la Gran Bretaña un modo 
particular de conferir la autenticidad como no sea obteniendo la aprobación 
del Parlamento ó de la Justicia. (Estatuto 1.^, Víctor, cap. 26. Véase la 
Bevista general de legÍ8lación,'iom. 56. pág. 531). 

En los Estados Unidos de América los Notarios públicos imprimen la 
autenticidad en los actos y contratos que pasan ante ellos. 

En Francia atribuyese á Carlos VI la primera disposición orgánica del 
Notariado por sus cartas reales de 1411. La ley de 25 Ventoso, año XI de la 
Bepública, le dio una organización más adecuada. Los Notarios se llaman 
greffiers, á^grapharius (escribiente). En el siglo XIV el greffier del Parla- 
n^ento tenía solo el derecho de llevar este título. En 1521, Francisco I 
convirtió las escribanías en oficios, los vendió y multiplicó. La Constituyen- 
te del año VII confirió al primer Cónsul la facultad de nombrar Notarios, y 
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útñáe 1808 tienen éttos el derecho de presentar bus sucesores restablecien- 
áo, aunque indirectamente, la venalidad de tales oficios. 

Las atribuciones de los Notarios «n Austria están limitadas á los protes- 
tos de letras. Los demás actos son recibidos y autorizados por los Jueces 6 
por otros funcionarios agregados álos Juzgados j Tribunales. (Párrafos 111 
7 112, cap. 13 del Oód. de Procedimiento). 

En Alemania rige aun la ley imperial aprobada por la Dieta de Colonia 
en 1512 con las modificaciones que la jurisprudencia y leyes posteriores han 
introducido. Los Jueces reciben y dan forma auténtica álos actos de la vida 
civil. Los Comisarios de justicia forman una especie de Notarios que están 
i la irez facultados para representar á las partes en juicio. Beciben los con- 
tratos entre personas que no saben escribir 6 que ignoran la lengua del país, 
los reconocimientos de deudas, los arriendos de fincas rústicas, los esponsa- 
les y contratos de matrimonio y otros actos. En algunos Estados no es ne- 
oesarío que los Notarios redacten tas escrituras, y basta que ellos atestigüen 
6 den fe de las firmas. Se ha admitido la costumbre de que los Jueces j 
Tribunales verifiquen las legalizaciones. 

Es de advertir que en Baviera hay una oficina para la recepción de actos 
y contratos sobre la trasmisión y gravamen de bienes raíces (G^rundbíteh), 
Én el gran ducado de Badén hay revisores adjuntos á las haüias (Tribunales), 
que dan fe de los actos y contratos. Eit Sajonia es necesario la aprobación 
judicial para qae los documentos firmados por Ioh interesados adquieran au- 
tenticidad, con excepción de los poderes. 

En Rusia todos los actos relativos á bienes raíces deben verificarse en 
la oficina de la propiedad inmueble ó del eatastro, y ser extendidos por el 
escribano en virtud de orden del inspector. Hay doA clases de Notarios, unos 
con este nombre y los otros tabeliones 6 escribanits. Aquellos están encar- 
gados: 1.^ de dar antenticidad, ó de reducir á escritura pública toda clase 
de contratos, excepto los que deben verifícari$e en la oficina del catastro ; 2.^ 
de certificar la presentación de las escritiiras de préstamos no reembolsados 
á su vencimiento ; 3.^ de foi*malizar los actos de protesto. Los de la Bolsa 
de San-Petersburgo tienen las atribuciones e»})eviales de recibir y autorizar 
los actos celebrados entre extranjeros y subditos rusos ; y de traducir al 
idioma rnso los poderes y demás documénteos otort^udos en países extranjeros. 
Los tabeliones están autorizados para recibir lr>R miarnos actos, excepto los 
designados anteriormente con los números 2.^ y 3.^ A falta de unos y otros, 
ejercen sus funciones lo^ Tribunales, y on defocto de éstos, las ejercen los 
empleados de aduana, pei'o sólo en lo concerniente á los actos de préstamo. 
Todos los formalizados de este.mod«/, después de haber pagado el impuesto, 
son trascritos en un registro, con lo cual reciben la autenticidad. (Véanse la 
Ley de enjuiciamiento civil de España, por Manresa &c., tom. 3.**, pág. 
282 y siguientes, el Tratado de Derecho germánico, por Lehr, traducido por 
Alcalde Prieto, ed. de 1878, y las referencias que se hacen). 

En Portugal se les da el nombre de Tabéllanos de notas á los Notariosi 
y en España se llamaron isihiranos^ escribanos Ho Oámara, escribanos de 
número &c. Hoy se denominan Notarios públicos. Kn la antigua legislación 
de este país se encuentran vestigios de la institución. H)n el Fuero Juzgo 
vemos que los Jueces y los Obispos ejercían las funciones del Notariacu), 
(ley 9.', lib VII, títulos.^), y en el Fuero Viejo de Castilla se habla del 
Merino ó del Juez, con idénticas funciones. Kl Fuero Real trata de los es- 
cribanos, y las Partidas definen sus clases y atribuciones y encargan qns 
sean honrados, de buen linaje &c. Asi pasó la institución á las leyes recopi- 
ladas, aumentándose su número y formando Colegios. La ley de 28 de Mayo 
de 1862 constituyó el Notariado español sobre bases f)rgánioa8 más apro- 
piadas, separando la fe judicial de la extrajudicial. (Véase la JEUvisUi géñe^ 
ral di legislación, tom. 56, pág. 534). 

Los escribanos en México son fedatarios y auxiliares también de la ad- 
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mimstración de jnstidá. Los qae pretenden serlo tienen que sujetarse á un 
examen ante los Tribunales y deben acreditar : qae han hecho los estudios 
necesarios^ ser de bnena vida y costmnbres^ y no haber estado nunca pro- 
cesado. Con la declaración de suficiencia, acude el interesado al Supremo 
Gobierno y éste despaeha el titule. Hoy la organización del Notariado de- 
pende de los GK)biemes particulares de cada Estado. Sus disposiciones son 
diversas y en algunos puntos contradictorias. Los Secretarios de los Ayun- 
tamientos prestan el servicio y se sustituyen unos á otros ; cuando no es 
posible la sustitución iiuplen sus faltas los Jueces de primera instancia por 
tumo que lleva la autoridad política. (Ley de 23 de Mayo de 1837 y regla- 
mento de 28 de Enero de 1838; artículos 48 y siguientes; cap. 4.^, tít. 6.^ 
lib. 1.° del Oód. Oiv. vigente desde 1871, y decretos de 1867, 1871 y 1872, 
citados por D. Esteban Oalva en sus Instituciones de Derecho dvü). 

En Venezuela se suprimieron las plazas de las escribanías y se reem- 
plazaron los escribanos con los Secretarios ó actuarios de los Juzgados y 
Tribunales. En la capital de sus antiguas provincias se estableció una ofici- 
na, de Begistro, y en cada cantón una ó mas subalternas desempeñadas por 
oficiales aprobados, después de ser examinados y previa la prestación de una 
fianza. Estas oficinas tienen, por objeto la custodia de los protocolos, autos 
concluidos y otros documentos. Para elevar á escritura publica los contra- 
tos, testamentos y demás actos, se extienden ó leen por los otorgantes ante 
el Registrador, y se firman á su presencia con la asistencia de testigos, se 
trasladan al 'protocolo, se hace la anotación correspondiente y se devuelve el 
documento con eicpresión de fecha, número del protocolo y nombre de los 
testigos. Estos funcionarios no redactan y se limitan á autorizar y registrar, 
á dar traslados, y á legalizar firmas, en unión de uno de los Jueces del 
lugar, para acreditar la autenticidad de dichos actos. Los Begistros del esta- 
do civil se llevan por duplicado y van de la Jefatura á las oficinas de Begis- 
tro, por conducto de los Jueces, quienes aprueban ó imprueban las diligen- 
cias. Los matrimonies se celebran ante el Presidente de la Municipididad 
acompañado del Secretario y dos testigos. (Arts. 105 y siguientes, 387 y si- 
guientes del Cód. Oiv. sancionado en 1867 ; leyes de 1838 y 1841, y decreto 
de 1.^ de Enero de 1873). 

Los escribanos en Chile son también Ministros de fe que autorizan los 
procedimientos y notifican las providencias y resoluciones judiciales, practi- 
can las diligencias que se les cometen, dan fe de los actos y contratos que pasan 
ante ellos &c. Las funciones notariales se encuentran repartidas entre los 
Secretarios de las Oortes de justicia y de los Juagados, los receptores, los con- 
servadores de comercio y bienes raíces y los llamados Notarios, que son los 
autorizantes de los instrumentos públicos ; aunque también se da ese nom- 
bre al Secretario de la Ouria eclesiástica. En esta Bepública, los escribanos 
Bon de nombramiento del Gobierno Sui)remo, previo examen y aprobación 
por la Corte de Apelaciones. (Prowtuatijo de los juicios por Lira y Bévista 
g&Mrál de legislación, tom. 21, pág. 236. Pueden consultarse el artículo 
162 de la Constitución ; el Senado consulto de 1823 ; los decretos de 1831 
y posteriores hasta 1871 ; la ley de 1866 y el reglamento de administración 
de justicia en su art. 54). 

En» la Bepública Argentina se denominan escribanos loa que reciben y 
autorizan los actos y contratos, y á falta de ellos, los Jueces de paz ó algún 
miembro de la Municipalidad ejerce sus funciones. El nacimiento y la muer- 
te se prueban por medio de certificaciones que se expiden ;en vista de los 
asientos de los registros públicos que para estos fines han creado las Muni- 
cipalidades ó por la constancia de los libros parroquiales. El matrimonio se 
prueba también por certificaciones, en vista de los registros de las parro- 
quias ó libros sacramentales de las comuniones religiosas á que pertenecie- 
ren los casados. (Arts. 2.^ y siguientes, tít. 5.^, sec. l,\ lib. 1.^ del Cód. 
Civ.) 

19 



\ 



/ 



áSO TÍT. Vn. PBOFESOBES Y VXTSCIOISABXOB & 

(2) Arte. 2,627 del Oód. Oiv. del E., y 1,548 del de la U. Por la ley de 7 
de Setiembre de 1862 $e derogó el inciso único de aquel articulo y ee atrí* 
bttyó á la Asamblea' legislativa la designación de los Gírenlos y sus cabeoe- 
1^; y por la ley de 16 de Noviembre de 1870 se varió el noiúbre de CireáitQ 
por el de CiretUo, para las expresadas circunscripciones de Notaría. (Leyes 
de 16 de Noviembre de 1870, de 28 de Enero de 1^73, 10 de 1874 y 21 de 
1B80)., El Oódigo Civil de la Unión, en sn articulo 1,546, dice que en los Terri-* 
ttoríos nacionales habrá Notarios públicos, según se establece en el Código 
Administrativo ; mas este Código no ha sido aun expedido. Existen, sin em- 
bargo, en diches Territorios las oficinas notariales, conforme á lo preceptua- 
do en la ley 39 de 1868, y en virtud de los decretos ejecutivos. 

(3) Arts. 2,628 y 2,629 del Cód. Civ. del E.; 2,549 y 2,550 del de la ü. 

(4) Arts. 2,630 á 2,634 del Cód. Civ. del E.; 2,551 y 2,552 del de la U. y 
15 de la citada ley de 1868. En algunos países los Notarios se proveen por 
oposición. En Espafia, por ejemplo, se hace esta oposición ante las Salas de 
g^iemo de las Audiencias y óstas elevan la propuesta en tema al Gobierno. 
Estas oposiciones son definitivas ; y se llaman preparatorias las que se efec- 
túan ante una Junta del Colegio notarial, y de óstas están libres los abogados. 

(5) Arts. 2,636 á 2,639 del Cód. Civ. del E.; 7P de la ley de 7 de Setiem- 
bre de 1862 ; 22 de la de 18 de Agosto de 1868 ; 1.^ de la de 25 de Noviembre 
de 1870, y 2,564 á 2,557 del Cód. nacional. 

(6) Arts. 2,640 á 2,644 del Cód. Civ. del E., y 2,558 á 2,562 del de la ü. 
Bien marcada es la tendencia que observamos en todas las legislaciones 
de alejar cuantos medios de influencia puedan coartar en alguna manera al 
testador en la libre y espontánea disposición de sus bienes. Tal espíritu 
inspiró la Cédula de Carlos III de 1771, por la cual se previene^ que nada 
pueda percibir por disposición del testador el que le hubiere confesado en la 
última enfermedad ni sus parientes, ni su religión, ni su Iglesia. 

(7) Arts. 2,645 á 2.657 del Cód. Civ. del E., y 2,563 á 2,574 del de la U. 

(8) Arts. 375 á 433 y 2,658 del Cód. Civ. del E. ; 2.^ de la ley de 30 de 
Agosto de 1864; 1.^ á 15 de la de 1.^ de Noviembre de 1870 y 33 de la 14 de 
1^8, la cual derogó la reforma undócima de la ley 38 de 1877, y 346 á 410 
y 2,575 del de la ü. Véanse las notas ó advertencias que trae el Cód. Civ. 
chileno relativas á este título. 

(9) Arts. 2,660 á 2,662 del Cód. Civ. del E., y 2,577 á 2,579 del de la U. 

(10) Arts. 2,663 á 2,668 y 2,677 á 2,679 del Cód. Civ. del E. ; 193 del Fiscal ; 
2,580 á 2,585 y 2,594 á 2,597 de la ü. Los arts. 193 y 194 del Cód. Político y 
Municipal del Estado exigen firmas enteras en los documentos para que puedan 
ser admitidos. Conforme á las leyes españolas no era necesario que los testigos 
de las escrituras las firmaran. (Véase la sentencia de la Corte Suprema fede- 
ral de 23 de Febrero de 1876 publicada en la Compilación Angarita). . 

(11) Arta. 1,080, 1,083, 1,084, 1,087 y 1,088; 1,090, 1,093, 1,096 y 1,099; 
1,107 á 1,112 y 2,669 á 2,671 del Cód. Civ. del E., y sus concordantes del de 
la unión. ' 

El domicilio y la vedncUid son palabras de idéntica significación y con- 
sisten en la residencia acompañada real ó presuntivamente del ánimo de 
permanecer en ella. El lugar en que el individuo ^stá de asiento ó donde 
ejerce habitualmente un empleo, un oficio, una profesión ó industria deter- 
minan su vecindad ó domicilio. 

(12) Arts. 2,672' del Cód. Civ. del B. y 2,589 del de la ü. 

La expresión de fe del conocimiento de los otorgantes y de los testigos 
viene reconocida como indispensable para la validez de los instrumentos, no 
sólo por las leyes de Partida y recopiladas, sino por el Fuero Juzgo y el 
Fuero Beal. Es también un requisito esencial, según la mayor parte de las 
legislaciones. 

(13) Art. 2,595 del(5ód. Civ. de la U.— (14)— Arts. 2,673 á 2,676 del Cód. 
Civ. del B., y 2,590 á 2,593 del de la U. (Véase la Revista general de legisla- 
eián, tom. 56, págs. 528 y siguientes). 
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(15) Arta. 2,682 á 2,690 del Oód. Giv. del JS., y 2,599 á 2,607 del de la ü.— 
<16) Arta. 2,691, 2,692, 1,773 y 1,787 del Oód. Oiv. del B., y 2,608, 2,609, 1,766 
y 1,779 del de la U.— (17) Arts. 2,693 ¿ 2,697 del Oód. Oiv. del E., y 2,610 i 
2,614 del de la ü. Por la ley del Estado de 31 de Diciembre de 1866, se in^ 
trodujo una alteración en cuanto & derechos notariales ; pero esa disposición 
fue derogada él año siguiente por la ley de 29 de Agosto. 

(18) Arts. 2,698 á 2,706 del Oód. Oiv. del E. ; ley 9.' de 1880, y 2,615 á 
2,623 del de la U.— (19) Arts. 2,707 á 2,712 del Oód. Oiv. del E., v 2,624 á 
2,628 del de la U.— (20) Arts. 2,713 á 2,719 del Oód. Oiv. del B., y 2,629 á 
2,636 del de la ü. La ley del Estitdo de 28 de Enero de 1873, publicada el 4 
de Febrero, derogó el artículo 18 de la de 16 de Noviembre de 1870. (Reg, 
Ojie. núm. 194). 



CAPITULO VII 

DB LOS EBGISTR ADOSES DE INSTEUMENTOS PlÍBLIOOS. 

Resumen.— 1.^ Analogías entre el Notariado y el Registro ; origen y legis- 
lación sobre el Registro ; importancia y objetos de la institución.— 2.^ 
Oficinas para el Registro y período señalado á los Registradores ; sus 
deberes. — 3.^ Libros e índices que deben llevar ; distinción de cada libro 
y forma de lo» respectivos índices ; requisitos respecto de los libros y 
período de su vigencia ; diligencias de apertura y cierre de los mismos ; 
en que consiste la publicidad y prohibición legal acerca de ella.— 4.^ Tí- 
tulos, actos y contratos sujetos á la inscripción.— 5.^ Forma de la ins- 
cripción ó modo de hacerla, y designaciones que comprende en cada 
caso ; quó deberá hacerse cuando se cambia ó varía el nombre de las ña- 
cas rurales ; inscripción de segundas ó ulteriores copias ; en que casos 
constituye la inscripción una prueba supletoria del título original ; cali- 
ficación de los documentos ; rectificación de las inscripciones.--6.° Efec- 
tos de la inscripción ; cuándo se reputará nula una inscripción ó una 
anotación. — 7.^ Responsabilidad de los Registrad ores .-^8.^ Derechos es- 
tablecidos ; quién ó quiónes deben pagatlos y modo de hacer su pago ; 
cuenta que debe formarse, y quó derechos ó emolumentos le tocan al 
Registrador.— 9.^ Oancelaciones, trámites y formalidades para efectuar- 
las, y certificaciones que pueden ó deben expedirse ; efectos de la canee^ 
lación. — 10. Archivo y sus visitas. 

1.° — Todo lo que dejamos expuesto en el capítulo precedente 
respecto de los Notarios, en su calidad de auxiliares, aunque indi- 
rectos, de la administración de justicia, es aplicable á los Kegis. 
tradores, en cuanto éstos autorizan la inscripción de los instrumen- 
tos públicos y ejercen la fe pública. Hácense extensivas á ellos las 
dÍHposiciones legales sobre el Notariado, relativamente á las cua- 
lidades necesarias para obtener el destino ; al nombramiento de 
principales, suplentes 6 interinos ; á su período de duración y á la 
incompatibilidad de sus funciones con otras oficiales ; á la conce. 
8Í6n de licencias, y á la audiencia y decisión de renunias cy excu- 
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sas, entendiéndose de los Registradores lo que en las mismas dispo* 
siciones se dice de los Notarios públicos, y viceversa (1). 

La institución del Registro, de creación relativamente moder. 
na, sólo era destinada á las hipotecas, y por esta razón llamóse 
Ckmtadores de hipotecas en el derecho antiguo, á los Escribanos y 
Secretarios de los Ayuntamientos que eran los encargados del ofi- 
cio, por lo general enajenado, aun sin ser letrados: su origen no 
se remonta más allá del siglo XYI. 

Dos sistemas opuestos se han disputado el campo de la legis. 

lación en esta materia, comprendiendo la trascripción 6 la ítís- 

crípdón. El Derecho alemán y el francés, han servido de modelos 

H á la mayor parte de los países codiñcados. Las bases principales 

¿ del primero son la publicidad absoluta y la especialidaa rigorosa, 

con las cuales se proscribieron las hipotecas ocultas, tácitas y ge* 
nerales, esto es, las constituidas en favor del Fisco, de las mujeres 
casadas y de los menores, y las de todos los bienes presentes y fu- 
turos del deudor ; y el sistema francés, que estableciendo la publi- 
cidad para las voluntarias, dejó subsistentes, no obstante, las ocul- 
tas y las que consideró necesarias y legales. El Código francés, según 
Saint Joseph, adoptó una especie de transacción entre la clandesti. 
. nidad del Derecho romano y la publicidad del Derecho alemán. 
Tomó, como éste último, por divisa : publicidad y especialidad, pero 
admitió una especie de excepción muy grave á la publicidad en 
favor de las hipotecas legales y una excepción á la especialidad en 
favor de las mismas y de las judiciales. Nuestros Cfódigos de la 
Unión y del Estado, siguiendo el chileno, adoptaron por completo 
V las bases mencionadas del sistema prusiano, extendiéndolas, como 

lo hizo éste, á la constitución y trasferencia del dominio de toda 
clase de bienes inmuebles y derechos reales en ellos constituidos. 

La legislación de las Partidas mantuvo la hipoteca en las mis- 
mas condiciones con que la aceptó del Derecho romano (2); pero 
para obviar sus inconvenientes, se dieron por los Reyes Católicos 
los primeros pasos reformatorios, bien que limitando sus preven, 
cienes á la hipoteca convencional. Sus pragmáticas fueron incorpo- 
radas en la Novísima Recopilación, y nuestra antigua República 
de Colombia sancionó en 1824 la obra de Carlos I y Carlos III, 
estableciendo las oficinas de anotación de hipotecas en cada uno 
de los cantones existentes, cuyas disposiciones rigieron hasta la 
expedición de los Códigos (3). 

Focas instituciones hay tan importantes y tan útiles como la 
del Registro : ninguna como ella que afecte más directamente 
las otras del derecho civil : familia, sociedad conjrugal y potes- 
tad paterna ; tutela y curaduría ; propiedad y demás derechos 
in re ; adquisición, trasferencia, conservación y mutación de la 
propiedad; testamentif acción y trasmisión hereditaria; contratos 
y obligaciones en general ; todo cae bajo las prescripciones del Be- 
gistro, todo lo afecta, y en todo influye, como que todo en el dere- 
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cho está íntimamente relacionado. Por consiguiente, esta institu. 
ci6n pertenece al orden del Derecho civil, y como tal ñgura en el 
Código de la materia, así como lo estatuido sobre la constitución 
de hipotecas y sobre la prelación de créditos. De ella han nacido 
varias acciones y excepciones, y las leyes del procedimiento han 
tenido que ser modificadas, resultando que son frecuentes los casos 
en qae los preceptos del Registro reclaman la intervención de las 
autoridades judiciales. Así, el juicio que se intenta por derechos 
procedentes de la hipoteca es ejecutivo ó especial para el pago del 
crédito que ésta garantiza, y para la división de la misma hipóte* 
ca &c. 

Son objetos de la institución : 1.^ Efectuar la tradición del 
dominio de los inmuebles y de los derechos reales constituidos en 
ellos; 2.^ Producir la publicidad de los actos y contratos que 
constituyen, trasladan ó modifican el dominio de los mismos bienes 
ó les imponen gravámenes ó limitaciones, poniendo al alcance de 
todos el estado civil de la propiedad raíz ; y 3.^ Dar garantías de 
seguridad y autenticidad de los títulos, >|kctos ó documentos que 
deben registrarse, introduciendo en su formación y guarda un nú- 
mero mayor de funcionarios y precaviendo dichos títulos y docu- 
mentes del peligro á que quedarían expuestos si su constancia es- 
tuviera en una sola oficina (4). 

Segán esto, el Begistro es un inventario detallado de la pro- 
piedad inmueble y de los derechos en la cosa ; la historia fidedig. 
na, por decirlo así, y la genealogía de los inmuebles con todas sus 
vicisitudes, desmembraciones y cargas ; el punto céntrico ó fuente 
de consulta para la formación de los catastros y de la estadística ; 
el cuadro que manifiesta, como dice el señor Chacón, el estado au- 
téntico de la propiedad raíz, puesto al alcance y á la inspección 
de todos, que es la base más segura del derecho de propiedad 
porque da la más plena confianza en las transacciones sobre in- 
muebles. 

Esa confianza y esa seguridad traen, efectivamente, por conse- 
cuencia la moviUzación de la propiedad territorial y el aumento 
de la riqueza pública con todo el valor de crédito que el capital 
inmoviliario representa. La publicidad de la hipoteca, observa el 
mismo expositor, era nada más que un paso hacia la publicidad 
de todo acto de dominio sobre los inmuebles, y haciendo obligato- 
ria la inscripción de estos actos, nuestro Código, como otros mu- 
chos de los modernos, ha completado el sistema hipotecario de este 
modo y consumado una reforma trascendental, generalizando la 
institución. ^ 

En virtud de la reforma implantada, las plañeras simbólicas de 
trasferir el dominio de los inmuebles, reconocidas por la legisla- 
ción antigua desaparecieron y han sido sustituidas por la tradición 
legal que se efectúa en virtud de la inscripción del título con las 
formalidades legales. Hoy no es necesario que el vendedor de una 



^ 



294 TÍT. vn. PBOFESOBES Y FUKCIOXABIOS & 



finca ponga en posesión material d^ ella al comprador para hacer 
público el derecho de éste. Bastará llevar la escritura 6 el título á. 
la oficina de Begistro é inscribirlo en sus libros para obtener el 
mijsmo resultado. Se desprende de aquí que por medio de la tras, 
crípción 6 de la inscripción, que es la forma adoptada entre nos* 
otros, se produce la publicidad del derecho real, revelándose así 
la constitución del poder individual y exclusivo que tiene el hom. 
bre sobre las cosas corporales que informa el derecho. La publi- 
cidad, dicen los comentadores, es al derecho real lo que la promul. 
gación á la ley : ésta no entra en vigor mientras no se promulga^, 
y el derecho real no es efectivo si no se publica. 

£d cuanto á la necesidad de definir y determinar la naturale- 
za, extensión y límites de los derechos de propiedad y de los que^ 
se constituyen sobre inmuebles con el fin de facilitar su conocí, 
miento y evitar su confusión, esto es, en cuanto al principio de la 
especiaUdad, él se considera como el complemento de la publici- 
dad, y son sus corolarios indeclinables, la seguridad y la autenti- 
cidad de los títulos garantizados. No puede desconocerse que 
el conocimiento del verdadero estado de la propiedad raíz, que tó 
instrumento permanente del crédito, asegura á los que toman, 
parte en la industria, en la agricultura y el comercio, el reembol- 
so y el interés de sus capitales ; porque por estos medios se les fa- 
cilita un empleo seguro y ventajoso en la producción y se contri, 
buye á evitar las maquinacioAOs de la mala fe, se activa la- 
circulación y se fomentan las contrataciones, haciendo bajar el in. 
teres del dinero, nacer nuevas fuentes de riqueza y gozar á los 
propietarios de un crédito al nivel de sus bienes (5). 

Con esto dicho, ya se comprende cuál es la importancia de la 
institución que nos ocupa. Sin embargo, ella no podrá llenar, eit 
nuestro país, los objetos que tiene en mira, ni elevar el crédito te* 
rritorial á la altura en que se encuentra en otros países, mientras 
no se introduzcan en la legislación patria las reformas que recla- 
man nuestras necesidades dándose sólidas garantías á la propiedad. 
No basta que el acreedor tenga á su favor el derecho hipotecario : 
se necesita que este derecho sea efectivo en el menor tiempo y con 
los menores dispendios, y por tanto, que la administración de jus- 
ticia cumpla su destino. No basta tampoco garantizar los derechos 
individuales ; se necesita el más profundo respeto á estas garantías 
por parte del Gobierno y de los ciudadanos, y por tanto, que se 
castiguen los delitos. La impunidad de los atentados contra la 
propiedad, la lentitud de los procedimientos judicial^ y las cons^ 
tantos revoluciones que desmoralizan la Administración pública, 
son las causas de nuestras actuales condiciones que debemos cam. 
biar y los principales inconvenientes con que tropieza la institu- 
. ción, que debemos remover (6). 

A pesar de lo expuesto anteriormente sobre la especialidad de 
las hipotecas y sobre las antiguas hipotecas legales, aun subsisten^ 
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sin embargo, algunas de esta oíase. Para el efecto de pagar el im'- 
puesto directo en el Estado, se consideran hipoUeados los bienea 
raíces, y para el efecto de pagar el precio 6 reüta en los arrendé 
mientes, y las indemnizaciones á que tenga derecho el arrendador, 
puede éste retener los frutos existentes y todos los objetos con qu0. 
el arrendatario baya amueblado, guarnecido ó provisto la cosa 
arrendada, pues se consideran afectosal pago. 

Para el efecto de pagar los préstamos a la gruesa ventura quedan 
afectos los objetos expuestos á los riesgos marítimos ó terresti^es, y 
en la oficina de Begistro se toma razón en abstracto de diohoa 
préstamos con la designación de los objetos expresados. Las reglas 
relativas á la hipoteca de naves pertenecen al Código de Comer. 
cío (7). 

2.° — ^En cada Círculo de Notaría hay uua oficina que está á 
cargo de un Registrador de instrumentos públicos y privados. Su 
demarcación coincide con la división hecha para los Círculos de 
Notaría en el Estado, y así se ha consultado la unidad que debe 
existir en cada una de ellas, puesto que cada finca corresponde 
necesariamente al Registro, en cuyo territorio está enclavada. Na- 
da más conveniente, porque la naturaleza de las cosas está indican* 
do que la inscripción ha de regirse por la ley de la situación de los 
inmuebles, y por esto el registro de una finca ha de ser uno solo. 
Sucede otro tanto en el orden federal, pues en la capital de los 
Territorios y en los lugares donde haya Notarios, han de desem- 
pefíar los Secretarios de los Prefectos ó de los Corregidores las 
funciones atribuidas á los Registradores. 

El período de éstos y de sus respectivos suplentes en el Estado 
es el de cuatro afíos contados desde el 1.^ de Febrero siguiente á 
su elección, y en los Territorios nacionales el de dos afíos contados 
desde el 1.° de Enero siguiente á su nombramiento, y podrán ser i 
reelegidos (8). 

Son deberes del Registrador : 1.° La puntual asistencia 4 la 
oficina en todos los días de despacho y durante las horas que fijare 
el respectivo Prefecto, y se harán saber al público, por medio de 
avisos, cuáles son las horas señaladas ; 2.^ Hacer las inscripciones 
y llevar los libros relativos á las mismas inscripciones; 3.^ Dar las 
noticias ó los informes que les pidan los funcionarios públicos, 
acerca de lo que conste en dichos libros, si se trata de asuntos del 
interés federal, del Estado, de las Corporaciones municipales y de 
los establecimientos sostenidos con fondos públicos ; 4.<' Certificar» 
con vista de los libros, sobre el estado ó situación de los inmuebles, 
cuando los interesados quieran obtener este conocimiento ; esto 
es, saber quién es el propietario, la libertad ó gravámenes y limi* 
taciones del dominio que pesen sobre dichos inmuebles, y las otras 
constancias que haya en las inscripciones. Las certificaciones debe- 
rán ser claras y bien circunstanciadas : se expresarán los afíos y los 
libros que se hubieren consultado ; 5.^ Los demás deberes que la 
ley les imponga (9). 
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3.^ — ^El Registro se divide en dos secciones, una de la propie- 
dad y otra de las hipotecas. Para el servicio de ambas se llevan 
tres diferentes libros con sus índices, sin perjuicio de los demás que 
ordena la ley, entre los cuales se establece una relación y un enlace 
íntimos, porque los unos son comprobantes de los otros y su £scali. 
zación recíproca da la seguridad de que no pueden aparecer en 
ellos como dueños sino aquellos que lo son verdaderamente, ni 
gravadas las fincas que realmente no lo hayan sido. 

Los libros principales son : 1.° El de Éegiatro número 1.° para 
la inscripción de los títulos que trasladen, modifiquen, graven ó 
limiten el dominio de los bienes inmuebles ó varíen el derecho de 
administrarlos, ó lo modifiquen de algún modo ; 2.^ El de Regis- 
tro número 2.° para la inscripción de los títulos, actos y documen- 
tos que deban registrarse, no comprendidos en el número que an- 
tecede y el que sigue; 3.° El de Anotcusión de hipotecas "poirsi, Ik 
de los títulos constitutivos de ellas. Háse permitido el aumento de 
tomos durante un mismo período de vigencia con la denoñiinación 
de tomo 1.° ó 2.° &c., del libro número 1.°, ó número 2.^ de 
Begistro ó de Anotación de hipotecas, correspondiente al período 
talf y cada uno de estos tomos tendrá otro con el ÍTidice respectivo. 
De este modo se ha hecho más cómodo y expedito el manejo de 
dichos libros y mucho más fácil el despacho. Los libros deben 
estar empastados, y serán foliados y rubricados por el Alcalde, el 
Prefecto de la cabecera ó el Corregidor respectivo, y contendrán al 
principio de cada uno y bajo firma entera una nota expresiva da 
su destino y del número de sus fojas, y en su parte final la de su 
clausura ó cierre, expresando el número de sus inscripciones, en 
los mismos términos prevenidos para los libros que llevan los No- 
tarios, cuyo período de duración es el mismo que el de la vigencia 
de éstos. 

Los otros libros á que nos hemos referido, son: l.^ltos de Bevns- 
cripdories que el Registrador deberá abrir para verificar las de 
los títulos, actos y documentos que se hubieren inscrito en los 
libros perdidos ó destruidos, á solicitud de sus duefíos ó tenedores ; 
2.^ El de Begistro de docv/mentos privados que contengan alguna 
obligación ; 3.® El de Registro de Pagarés al portador; siendo 
común á este libro lo dispuesto en el Código Civil con relación á 
los enumerados antes; 4.^ El de Registro de avíos de embargo^ en 
el cual se harán constar los dictados respecto de las fincas raíces, 
situadas en el correspondiente Circuito; 5.^ El de OancelucioTies ; 
6.^ El de Registro en asfwatos de comercio^ en el que se toma razón 
por orden de números y fechas de las cartas dótales y capitulacio- 
nes matrimoniales, que se otorguen por los comerciantes ó tengan 
otorgadas al tiempo de dedicarse al comercio ; de las escrituras da 
sociedad mercantil, y de los poderes que se otorguen por comer- 
ciantes á factores ó dependientes suyos; 7.^ El de /7i^e808 respec- 
to de los derechos que se recauden; y 8.^ El de liwervtario de 
todos los libros y legajos que en la oficma existan. 
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Con los fines de franquear los libros y facilitar la busca de sus 
asientos y aun evitar los fraudes, se ha ordenado que se lleven tres 
clases de índices en libros también empastados, foliados j rubrica- 
dos como los principales. Los folios del índice del Libro número 1.^, 
se dividen en cinco columnas, conteniendo la primera el nombre 6 
nombres de los inmuebles á que se contraiga el título inscrito, por 
orden alfabético ; la segunda los nombres y apellidos de los con- 
tratantes ; la tercera la especie 6 naturaleza del acto 6 contrato ; la 
cuarta el folio del libro de Registro, y la quinta se destina á las modi- 
ficaciones ó variaciones que haya experimentado el título registrado, 
y que deban constar, tales como el cambio de nombre, la cancela- 
ción &c. Los folios del Libro de Registro número 2.^ se dividen en 
cuatro columnas : la primera debe contener los apellidos por orden 
alfabético y nombres de los contratantes 6 interesados ; la segun- 
da el título inscrito ; la tercera el folio del libro principal ; y la 
cuarta tiene, el mismo destino que la quinta del libro anterior. Los 
folios del Libro de Anotación se deben llevar por Distritos observan, 
do también el orden alfabético, y su índice dividido en cinco colum- 
ñas : en la primera se deben mencionar los nombres de las fincas ; en 
la segunda su situación ; en la tercera los nombres y apellidos de sus 
dueños ; en la cuarta el folio del libro principal y en la quinta las 
modificaciones correspondientes. Este índice debe formarse dia- 
riamente, en borrador al menos, y concluir á la terminación del 
'mes siguiente á aquél en que espira el periodo de la vigencia, lo 
mismo que los demás índices. Segdn se ve, estos catálogos ó índices 
son el reflejo de los libros principales, y al abrirlos se deben cum. 
plir las formalidades prevenidas para la apertura de dichos libros. 
Estos se cierran también como los de los Notarios, por medio de 
diligencia suscrita por el respectivo Alcalde ó Corregidor, y por 
su Secretario, y expresiva del número de inscripciones contenidas 
en cada volumen. \ 

La publicidad consiste, conforme hemos visto, en franquear y 
poner de manifiesto los libros á todas las personas que tengan in. 
teres en consultarlos ó quieran adquirir algún inmueble, prestar 
sobre él ó comprobar derechos que pueden pertenecerle, durante el 
tiempo en que no^se necesitan para el despacho de la oficina, y en 
la expedición de las certificaciones acerca del contenido de sus 
asientos, únicos documentos con que puede acreditarse en perjui- 
cío de tercero, la libertad ó el gravamen de los inmuebles o de los 
derechos reales ; pero los Registradores no entregarán á los particula- 
res los libros expresados sino bajo su especial vigilancia, y sin permi- 
tir que se extraigan de la oficina en ningún caso. No hay motivos 
que puedan justificar su traslación á otro lugar, y por el contrario 
obran razones poderosas para prohibirlo. De este modo se hacen 
efectivas las garantías de seguridad y autenticidad que son funda- 
mentales en la institución, á la vez que se hacen de más fácil ejecu. 
ción las leyes sobre el Registro. Si para la práctica de diligencias 
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judiciales fuere necesario examinar los libros é inspeccionarlos^ para 
algún cotejo 6 reconocimiento, los Jueces y Magistrados tibien en 
sus manos los medios de obtener cuanto conduzca á la aclaración 
y averigiiamiento que requieran los procedimientos en el orden 
civil y en el criminal, siendo indudable, por otra parte, que ellos 
carecen de atribución legal, para disponer que se saquen de la ofi- 
cina en que deben custodiarse. Los Registradores, en la hipótesis 
de que se librara alguna orden en tal sentido contraviniendo á la 
prohibición legal, no estarían obligados á cumplirla (10). 

4.^ — Aceptas las bases de la institución y establecidas las 
oficinas del Registro, era preciso determinar los títulos, actos y 
documentos sujetos á esta formalidad. Están sujetos á ella, s^gún 
la ley : l.o Todo acto ó contrato entre vivos que cause mutación 
ó traslación de la propiedad de bienes raíces, como la venta, dona- 
ción ó cualquiera otro que produzca los mismos efectos en cuanto 
á la constitución, reconocimiento, modificación ó extinción de tales 
derechos, así como los contratos ó actos que varíen el de adminis- 
trar los expresados bienes, ó modifiquen su administración; 2.^ Las 
sentencias ejecutoriadas que recaigan en asuntos civiles, aun las de 
los arbitradores que deban protocolizarse, especialmente las que 
causen la mutación ó traslación de la propiedad raíz ó de su admi^ 
nistración, ó que declaren derechos reales, con excepción de las 
pronunciadas por los Jueces de Distrito ó los Corregidores, cuando 
de ellas no resulte la mutación ó cambio de dominio, limitación 6 
gravamen sobre dicha propiedad, pues en estos casos ellas deben 
también registrarse; 3.^ Los títulos constitutivos de hipoteca ó 
de derechos reales, como los de usufructo, uso, habitación, servi- 
dumbre, y cualesquiera otros en virtud de los cuales se pongan li- 
mitaciones al dominio sobre inmuebles, incluyendo los contratos 
de arrendamiento, en determinados casos, si constan por escrituras 
públicas; 4.^ Los testamentos ; 5.^ Las sentencias aprobatorias de 
partición de herencias, especialmente si versan sobre bienes in- 
muebles; 6.^ Las aprobaciones de las diligencias de remate de 
bienes raíces ; 7.° Los títulos de minas ; 8.° Los de privilegios ; 
9.^ Los poderes generales y especíales para el desempeño de toda 
clase de negocios, con excepción de los que se confieran para sólo 
pleitos; 10. Todo documento que se otorgue ó que se protocolice 
por ante un Notario ; 11. La cancelación de todo título que haya 
sido registrado ; 12. Los demás títulos, actos y documentos respec* 
to de los cuales ordene la ley la formalidad del registro, como los 
decretos en que se concede el beneficio de separación de bienes, 
los de interdicción provisoria y definitiva, ó los que declaran la 
incapacidad legal, &c. (11). 

Esta enumeración es tan completa que no parece haberse omi- 
tido en ella ningún derecho real ni nada que interese al crédito 
territorial (jue sea ó pueda ser verdaderamente objeto del Begís. 
tro. Tan minuciosa es la clasificación que precede y tan extensa. 
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que lejos de haberse limitado á los aotos 6 contratos relativos al 
dominio sobre inn^uebles 6 & los derechos reales en los mismps 
constituidos, abraza todos los títulos 6 instrumentos que se otor. 
güen ante Notario 6 se protocolicen en su oficina, j á todos los 
fallos judiciales que tengan alguna trascendencia en los inmuebles^ 
en cuanto por ellos pueoan modificárselos derechos del propieta- 
rio. En este concepto pensamos que el nombramiento de tutor o 
curador debiera también registrarse, porque si no de una manera 
expresa y terminante á lo menos: implícitamente ese nombramien- 
to da á conocer ó declara, mejor dicho, que una persona no tiene 
la capacidad legal necesaria para administrar sus bienes. Tales 
nombramientos producen efectos tan eficaces en derecho como los 
de una ejecutoria, y esta opinión se funda en el principio que, 
donde hay la misma razóo debe existir la misma disposición, y en 
el espíritu general de las leyes sobre el Registro, que exigen la 
publicidad en actos de esta naturaleza. En el derecho común ger» 
mánico, que ha sido adoptado por nuestras leyes, como hemos dicho^ 
toda tutela 6 cúratela se inscribe precisamente en los Begistros» 
En presencia de estáis leyes, se han suscitado varias cuestiones 
y entre ellas ésta : £1 vendedor de una cosa mueble, de una má. 

Juina, por ejemplo, que se va á convertir en inmueble adhirién- 
ola el comprador 6 incrustándola en una finca raíz, ¿ tendrá la 
obligación de inscribir las acciones que sobre ella se haya reserva^, 
do para no ser perjudicado por ^Igún acreedor hipotecario ? Los 
comentadores difieren en el modo de resolverla : unos consideran 
que, habiendo adquirido otro carácter la cosa vendida, tienen que 
serle aplicables las disposiciones legales relativas á su nuevo esta- 
do ; y otros sostienen que sería injusto que por convertirse la cosa 
en inmueble, el vendedor saliese perjudicado, mientras que esto 
mismo era motivo para que ganase el comprador ó un tercero acree- 
dor. Opinamos como estos últimos, y creemos que, según el nuevo 
carácter que adquiere la cosa mueble, la legislación debe pro- 
teger al vendedor para que nueda hacer valer los derechos que 
sobre la cosa le correspondal^^ría una excepción inexplicable^ 
en efecto, que una misma cosa itK^únmueble para el comprador y 
el acreedor hipotecario, y para el vejidedor solamente mueble (12). 
Los títulos ó documentos otorgados en otro de los Estados de 
la Unión ó en país extranjero que tengan fuerza en el Estado ó. 
en los Territorios nacionales, con arreglo á las leyes, son registra, 
bles ó de obligatoria inscripción en el registro^ mejor dicho, y la 
mismo las sentencias en ellos pronunciadas por sus Jueces y Tri- 
bunales, á que según lo prescrito en el Código Judicial deba darse- 
cumplimiento, respecto de las cuales se dispone su traducción, en 
caso necesario, y se permite su ejecución, como explicaremos en el 
Tomo II. La ley no podía dejar en incierto los derechos que le 
incumbíaa amparar én las relaciones internacionales y ha estable- 
cido que los contratos hipotecarios celebrados en otro Estado 6 
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país extranjero constituirán la hipoteca sobre los inmuebles situa- 
dos en el Estado con tal que se registren, para lo cual señala el 
término de sesenta días, contados desde la fecha de la certifícaaión 
del Secretario de Belaciones Exteriores, relativa á la firma del 
Ministro público ó Cónsul residente en el país donde se otorgó la 
escritura ; pero la ley reformatoria previene al Begistrador que 
revise, en estos casos, los libros de su oficina, para averiguar si la 
finca es del dominio del que la hipotecó, j que se abstenga de 
hacer la anotación, si resultare que no lo es, bajo pena de desti- 
tución y otras. Se impide así la solución de continuidad entre las 
anotaciones hipotecarías y las inscripciones sobre la trasmisión ó 
trasferencia de la propiedad : nada más justo, y esta misma jus. 
ticia está reclamando que se adopte en la reforma de las leyes una 
disposición igual en todos los casos de trasmisión ó trasferencia del 
dominio. Así, creemos que no se debe inscribir un título de 
venta de una finca raíz, si no aparece en el Registro que el ven. 
dedor es el dueño de ella, y en consonancia con este principio 
se expresa en la^ escrítu^^ de quién proceden inmediatameáte 
los bienes, y se menciona la anterior. Así, se evitarían también los 
litigios que en nuestro foro han ocurrido, porque la ley civil per- 
mite la venta de cosa ajena (13). 

No se requiere únicamente para que los títulos ó documentos 
que se presenten al Registro puedan ser inscritos, el que se con- 
traigan ellos á bienes inmuebles ó á derechos reales : es además 
neoesarío que el acto ó contrato esté consignado en escritura pú- 
blica ó en ejecutoría, ó que sean documentos auténticos expedidos 
en la forma legal, por autoridad competente, por el Gobierno ó 
sus Agentes, los que se presenten con ese objeto. La venta de bie. 
nes raíces no se considera periecta mientras no se ha otorgado la 
escrítura pública en que conste el contrato : la constitución de una 
hipoteca tampoco es válida sin el otorgamiento de la correspon- 
diente escritura. ¿De qué serviría registrar una escrítura de venta 
de un inmueble, no autorizada por im Notario ó no extendida en 
el papel sellado competente ? i Para qué anotar una hipoteca, cuando 
de la escritura no resultan su situación ni sus linderos? Los títulos 
que se presenten al Registro deben ser válidos y legítimos, debea 
estar rodeados de todas las formalidades externas que los hacen 
perfectos, y si no estuvieren de este modo otorgados, no deben re- 
gistrarse, porque lo nulo ó lo defectuoso no puede prevalecer ni 
convalecer, si los defectos son insubsanables. 

5.^ — Para llevar á efecto el registro ó la inscrípción consisten, 
te en el extracto de las escrituras, se exhibirá al Registrador la 
copia de éstas y de la sentencia ó decreto judicial, en su caso. La 
exhibición del documento equivale á la solicitud de su 70gÍ8in>, 

Sie puede hacer el que trasfiere el derecho, el que lo aáqioeFe, 6 
que tenga algún interés en asegurar el deredio que deba iascri. 
birse. Hay que reconocer que la ley quiere hacer aooeíjíble la afi- 
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cina del Begistro á todos los interesados, y es claro que hay perso- 
nas que sin ser trasmitentes ni adquirientes pueden perjudicarse 
por la falta de la inscripción, como el acreedor y el fiador respecto 
de los derechos reales del deudor, por la razón de que el interés 
de aquéllos- estriba en que éste posea más medios para cubrir su 
crédito. 

Los títulos traslaticios del dominio, los constitutivos de hipoteca 
ó censo y demás relativos á inmuebles, deben registrarse en la ofí. 
cina del Circuito en que el inmueble esté situado. Si su situación 
se extendiere á más de un Circuito, se hará la inscripción en todas 
las oficinas á que se extienda dicho inmueble, incluyendo en cada 
una la parte del mismo que en esas circunscripciones estuviere ra- 
dicada, y si el título fuere relativo á dos ó más inmuebles situados 
cada uno en diferente Circuito, deberá registrarse en cada una de 
laiS oficinas á que respectivamente correspondan. El organisino del 
sistema mismo ensefia que las operaciones del Registro tienen que 
acomodarse á la ley de la situación dé los bienes. Así lo reclaman 
los principios de publicidad y de unidad, y consecuencia lógica de 
ellos es que no puede perjudicar á terceros una inscripción verifi- 
cada en un Registro distinto ó incompetente. 

En consecuencia también, si por un acto de partición se adju- 
dicaren á varias personas naturales ó jurídicas los inmuebles ó 
parte de ellos, que antes se poseían proindiviso, el acto de parti. 
ción, en lo relativo á cada inmueble ó á cada parte adjudicada, se 
registrará en la oficina ú oficinas á que por su situación correspon- 
da ó se extienda la totalidad ó la parte de dicho inmueble, de que 
«e haya hecho adjudicación á cada partícipe ó divisionario. 

Es, por último, una consecuencia indeclinable de los mismos 
principios ya establecidos, que las hipotecas constituidas sobre ca- 
nales, vías férreas y demás obras públicas, deben inscribirse ó ano- 
tarse en el Registro á que corresponda el punto de arranque y en 
las otras oficinas por cuyo territorio atraviesan. Aquellas obras que 
forman parte integrante del canal 6 del ferrocari^ como puentes, 
túneles, &c., pueden incluirse en la inscripción general ó en una 
particular, teniendo cuidado de hacer constar en cada Registro las 
que se hallaren enclavadas en la extensión de la línea en él com- 
prendida ; pero las fincas rústicas ó urbanas ó los derechos reales 
anexos á dichas obras que sean del dominio exclusivo de los empre- 
sarios ó compañías concesionarias, requieren una inscripción sepa- 
rada. La inscripción de las aguas como servidumbres, como un de- 
recho ó carga que afecte á la propiedad en que radican ó por donde 
pasan, i debe hacerle bajo el número de las fincas que tienen su 
aprovechamiento ? Así lo prescriben varias legislaciones ; pero 
ordenan que se ponga nota al margen de la finca en que nacen las 
aguas. Pantos son éstos que habrán de llamar la atención de 
nuestros legisladores. 

Todo título ó documento que se presente al Registro, deberá 
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designar claramente el nombre, apellido y don)icilio de las partes; 
el nombre, la situación, los linderos y el valor de las fincas y las 
demás circunstancias que, en su caso, contribuyan á hacer conocer 
perfectamente el acto o contrato. Ya indicamos que todo documen- 
to que se presente al Begistro debe estar revestido de las forma, 
lidades legales : veremos luego si los Registradores tienen la facul. 
tad de calificar su legalidad. 

La inscripción empezará por la fecha del día de la diligencia, 
y expresará : 1.^ La naturaleza y fecha del título ; 2.° Los nom- 
bres, apellidos y domicilios de las partes ó de sus representantes, 
y las personas jurídicas serán designadas por su denominación 
legal ó popular, y por el lugar de su establecimiento, extendién. 
dose á sus personeros lo que se ha dicho de los apoderados ó repre. 
sentantes de las personas naturales ; 3° La designación de la cosa 
según aparece en el título; y terminará la diligencia cou la firma 
entera del Registrador. 

El registro de un testamento comprenderá no sólo su fecha y 
su especie sino el nombre del Notario por ante quien se hubiere 
otorgado ; el del testador y su domicilio ; los nombres y apellidos 
de los herederos y legatarios, expresando si han sido instituidos ' 
del todo ó sólo de una parte, corno la mitad, tercera, cuarta ó 
quinta parte del acervo líquido, y respecto de los legatarios la es- 
pecie ó naturaleza de los legados. 

£1 registro de una partición comprenderá no sólo su fecha y 
^1 nombre, del partidor, sino la designación de* las respectivas hú 
juelas, conformándose en lo demás á lo que queda establecido res- 
pecto á toda inscripción en general. 

El registro de una sentencia comprenderá no ftólo vu fecha y 
la designación del Tribunal ó Juzgado que la hubiere pronunciado^ 
ó los nombres de los arbitros ó arbitraderos, sino una copia literal 
de la parte resolutiva. 

El registro ó anotación de una hipoteca deberá contener : 1.^ 
La fecha en que se hace ; 2.^ Los nombres, apellidos y domicilias 
del acreedor y del deudor, ajustándose para estas designaciones á 
lo prevenido respecto de los apoderados ó representantes y de las 
personas jurídicas ; 3.^ La fecha y naturaleza del contrato á que 
a>ccede la hipoteca, y el archivo en que se encuentra, y si se ha 
constituido por acto separado, se expre<«ará también la fecha del 
contrato y el archivo en que exista el instrumento; 4.*^ El noai- j 

bre y la situación de la finca, sus linderos y todas las notas y ee- ^ 

fíales con que en el título se dé á conocer. Si fuere rural, se ex. | 

presará el Distrito de su situación, y si ko extendiere á varios Diíi- ^ 

tritos se mencionarán todos ellos, y ú fuere urbana, se expresará 
la ciudad. Distrito ó aldea, y la carrera ó calle de su situación, y 
el número, si lo tuviere ; 5.^ La suma determinada á que se ex- 
tienda la hipoteca, en caso de que ella se limitare á una determi.^ 
nada ; y 6.® La firma entera del Registrador. 
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El registro de los censos se hará ajustándose á las prevencío* 
nes I.*, 2.*, 4/ y 6.» que preceden, y desliando, además, el con- 
trato 6 acto por el cual se constituye, divide, reduce 6 traslada el 
censo y el archivo en que se guarda el título original ; y termina- 
rá con la firma entera del Registrador. Ésta disposición no se en- 
cuentra en el Código Federal, á consecuencia de la desamortiza- 
ción de los bienes de manos muertas decretada en 1861 que pro- 
hibió la imposición de estos gravámenes sobre los inmuebles, or- 
donando la redención de los existentes en el Tesoro nacional. 

En el registro de documentos privados se hará constar la fecha 
de éstos, la obligación contraída, las personas obligadas y aquéllas 
en cuyo favor se obligan, y será firmada la diligencia por las par- 
tes ó interesados, dos testigos y el Registrador, y cuando éste no 
conozca personalmente á dichas partes, se ocurrirá á los testigos 
de abono que aseveren la identidad de las personas ; esta circuns- 
tancía constará también en el asiento, rara que el Registrador 
extienda esta nota, es preciso que los que hayan firmado el docu- 
mento se presenten personalmente, el cual sólo podrá registrarse 
en la oficina que corresponda al lugar del otorgamiento y al pie 
de él extenderá una nota en estos términos: ''Este documento 
queda registrado en el libro de registro de documentos privados á 
tal foja con tal número, siendo testigos N. N." 

El registro de pagarés al portador se hará extendiendo el Re« 
gistrador una diligencia en que se exprese : la fecha de la inscrip. 
ción y la de dichos pagarés, el nombre del otorgante, y las canti- 
dades que representen, la cual deben firmar el otorgante, dos tes- 
tigos y el Registrador. Ta descrito el asiento, el Registrador pondrá 
su sello y firma ; de modo que una parte de aquél y de ésta quede 
en el talón del pagaré y la otra en éste. El otorgante lo presentará 
con el número que quiera, y así registrado prestará mérito ejecu- 
tivo sin necesidad de reconocimiento ; pero estas disposiciones no 
se han hecho extensivas á las denás oficinas de Registro del Esta- 
do y se aplican solamente á la radicada en la ciudad da Bogotá. 

El registro de los autos de embargo se verificará previo cono- 
cimiento de ellos, los cuales se comunicarán por medio de un oñ- 
ció del Juez de la causa ó del comisionado que los hubiere dicta- 
do, haciendo constar el nombre, la situación y los linderos de la 
finca embargada, la fecha del. auto y la autoridad que decretó el 
embargo, cuya copia irá en el oficio. La diligencia se extenderá 
en el acto mismo de recibir el oficio y luego se devolverá al Juz- 
gado de su procedencia, poniendo á su pie una nota que exprese el 
registro practicado y el folio del libro. 

Las reinsciipciones se harán en el libro de Regi&tro u que corres, 
ponda el acto ó contrato que en el título conste, en los términos que 
quedan expresados respecto á las inscripciones, y siempre que el 
tiulo contenga la atestación (le que fué registrado se hará en el 
libro á que corresponda el acto ó contrato, expresando en los mis- 
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moa asíentOB la fecha y libro en que se inscribió. Hecha la reins. 
cripción, se devolverá él título, extendiendo antes el Registrador 
al pie de él la nota de que hablaremos más adelante. Para verífi- 
car las anotaciones de hipotecas se señaló el termino de un año, las 
cuales pudieron hacerse sin causar otros derechos que los deven, 
gados por el Registrador. 

El registro de las escrituras de sociedad mercantil y demás 
documentos que hemos mencionado, se verificará teniendo á la 
vista un testimonio autorizado por el mismo Notario ante quien 
pasaron, que contenga las circunstancias siguientes : 1.* La fecha 
de la escritura y el domicilio del Notario ; 2.* Los nombres, do- 
micilios y profesiones de los socios que no sean comanditarios; 
3.^ La razón social; 4.* Los nombres de los gerentes ó administra, 
dores; 5.* Las cantidades entregadas ó que se hubieren de entre, 
gar por acciones ó en comandita; y 6.* La duración de la socio, 
dad. Estas inscripciones son obligatorias, pues todo comerciante 
debe presentar al registro las tres especies de documentos mencio. 
nados antes, para que se tome razón de ellos, dentro de los quince 
días siguientes á su otorgamiento ; y con respecto á las capitula- 
ciones matrimoniales ya otorgadas, el término señalado se cogitará 
desde el día en que se abrieron los establecimientos comerciales. 
La toma razón de las capitulaciones y cartas dótales tiene por 
objeto evitar que el comerciante figure más crédito y garantí^ 
que el que tiene en realidad, y porque sólo conociéndose los pode- 
res se viene en conocimiento de la validez de los actos de los fac- 
tores y dependientes (14). 

En previsión del caso en que se varíe el nombre de una finca 
rural, la ley dispone que siempre que esto teúga lugar deberá 
el que hace la variación dar de ello noticia al Registrador ó Re. 
gistradores de los Circuitos á los cuales se extiende la situación de 
dicha finca, para que se registre la variación, y se ha señalado el 
término de los veinte días siguientes á aquel en que se haya hecho 
uso en documento público o en diligencia ó acto oficial, del nona, 
bre variado para el cumplimiento de esa obligación. La misma 
obligación tienen los partícipes de una finca rural dividida en 
cuanto á los nuevos nombres que se' dieren á los lotes que se les hu- 
biesen designado. Las personas que no llenaren la obligación de 
5[ue se trata, incurrirán en una multa de veinticinco pesos que 
impondrá el Alcalde, el Prefecto ó Corregidor respectivo cuando 
por razón de las visitas tienen conocimiento de la falta, ó el Juez 
o Tribunal que tuviere el mismo conocimiento; sin perjuicio de 
llevar á efecto el registro de la variación ó imposición de nombre 
á costa del que ó de los que la hubieren hecho. Este registro, se 
hará extendiendo en el Libro de Registro número 1.^ la partida 
corres]pondiente que firmará el propietario con el Registrador. 
Los mismos Registradores que hayan intervenido, harán meoción 
del nuevo nombre en los respectivos índices por medio de notas ex* 
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tendidas en los lugares en que dichos índices se refieren á la finca ^ / 

rural, y en las iuscripciones que en adelante se verifiquen respecto ;' 

de la misma finca, cuidarán de mencionar uno y otro nombre de ella, 
expresando primero el nuevo y á continuación el que anterior- 
mente tenía, precedido éste de la locución adverbial aUaa. 

Cuando se trasfiera un derecho que ha si^o antes registrado se 
mencionará el precedente registro en el nuevo, y para facilitar la 
, operación,. el interesado presentará el testimonio del título, en el , , 

cual debe estar la nota de su inscripción anterior. -^•' 

Todo título que verse sobre dos ó más actos ó contratos que 
por su naturaleza requieran la inscripción en diferentes libros, 
será inscrito en cada uno de éstos, en lo que concierna al respec- 
tivo acto ó contrato. Si por ejemplo es relativo á la venta de un 
inmueble y á la constitución de una hipoteca, en lo que concierna 
á la venta se inscribirá en el "Libro primero de registro*' y en el 
** Libro de anotación" en lo concerniente á la hipoteca. 

Verificada la inscripción y firmada, el Registrador extenderá 
una nota al pie del título, expresando la fecha y el folio ó folios 
del libro ó libros en que conste aquella diligencia, y la suscribirá 
con firma entera y lo mismo se hará en los casos de reinscripciones. 

Cuando deban registrarse segundas ó ulteriores copias, y la 
primera hubiere sido ya registrada, las notas de su inscripción se 
extenderán con referencia á la anterior, dejándose la debida cons- 
tancia en la columna de los correspondientes índices, destinada á 
dar á conocer las variaciones ó modificaciones que sufran los 
títulos. * 

Y cuando se compruebe la pérdida del protocolo ó del expe- 
diente en que estaba consignado el título original registrado, y no 
existiere en poder del respectivo interesado la copia legalizada del 
título, ni de éste hubiere constancia plena en expedientes que se 
guarden en alguna oficina pública, se admitirá como prueba suple- 
toria de dicho título la certificación que expida el Registrador * 
acerca del punto ó puntos de que haya constancia en el Registro 
relativamente á los contenidos en el título original perdido: esta 
certificación no se dará sino por orden del Tribunal ó Juez com- 
petente (15). 

En cuanto á la calificación de la legalidad de los documentos, 
recordaremos que en todo acto hay dos elementos : fondo y forma; 
que el fondo es el contenido ó la relación jurídica del acto, y la 
forma es su manifestación externa 6 la escritura. Estos factores 
deben aparecer en las condiciones que ha determinado la ley, y si 
no se muestran, es claro que no existirá la relación jurídica ni el 
vínculo de derecho. De aquí resulta que la omisión de alguna 
solemnidad interna ó externa del título lleva un defecto ó vicio 
que, ora entrafía la nulidad de la obligación, ora impide que ésta 
produzca efectos, si toca la forma, hasta que se subsane, si esto es po- 
sible. Por eso se dividen las faltas de que pueden adolecer ios titu. 
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los, en subsanables é insubsanables. Las primeras son las que afectan 
su validez, sin producir necesariamente la nulidad de la obliga- 
ción, j las segundas las que producen esta nulidad. X7n demente 
declarado tal, enajena una finca por medio de escritura pública, 
¿será inscribible? Se presenta una escritura sin la firma del No- 
tario, ¿es inscribible? Creemos que no. 

Nuestras leyes no han conferido expresamente á los Registra, 
dores la facultad de calificar la legalidad de los títulos, sino que, 
en casos determinados, les han impuesto la obligación de negar la 
inscripción ó la anotación, cuando, por ejemplo, se presenta la 
escritura hipotecaria fuera del termino señalado para su anotación, 
como lo veremos. 

Pero, según el espíritu de la legislagión, y por la índole d© la 
institución misma y sus objetos, deducimos que los Registradores 
tienen esta facultad, aunque implícitamente concedida, bajo su 
responsabilidad, puesto que la fórmula comprensiva de las circuns- 
tancias que deben contener las inscripciones ó anotaciones, sirven 
para fortificar la práctica observada de negar ó suspender los 
asientos en los casos mencionados. Ya lo hemos indicado, es nece- 
sario, para robustecer la confianza que deben inspirar las oficinas 
de Registro, que no figuren en sus libros sino los actos ó contratos 
firmes, que hagan fe y prueba plena en los juicios. Si así no fuera, 
los libros serían un conjunto informe de asientos desautorizados, 
sin crédito alguno, siempre expuestos ó sujetos á la. prueba de los 
litigios. 

Los Registradores, por tanto, pueden suspender las inscripcio- 
nes, hasta que se subsanen las faltas, si fueren subsanables, relati- 
vamente á las formalidades externas, quedando la calificación en 
lo relativo al fondo 6 sea á la capacidad de los otorgantes, reserva- 
da al fallo de los Jueces y Tribunales en la generalidad de los 
CELSOS. Hay uno de excepción que debemos mencionar, en favor de 
los Bancos hipotecarios, que ha establecido la ley. Una vez que 
el deudor haya firmado la escritura hipotecaria, queda la hipoteca 
constituida, cualesquiera que sean los errores ó faltas de fórmulas 
que la afecten ; pues tales faltas ó errores sólo hacen responsable 
al empleado que hubiere incurrido en ellos (16). 

Debemos advertir, no obstante lo expuesto, que la omisión de 
formalidades externas en los testamentos puede ser insubsanable, 
por ejemplo, cuando no se otorgan ante el competente número de 
testigos. 

No puede, por otra parte, impedirse que ciertos errores co- 
metidos y que perjudiquen á alguno de los interesados, se corrijan 
oportunamente: no sena justo prohibirlo. Tales errores son naate- 
riales ó de concepto, entendiéndose por error material el que oúH" 
siste en poner sin intención conocida unas palabras por otras, én 
omitir la expresión de algunas circunstancias cuya falta no sea 
causa de nulidad, 6 en equivocar los nombres propios ó las oaftií. 
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dades al copiarlas del título, sin cambiar el sentido general de la 
inscripción, ni el de ninguno de sus conceptos, y por error de con- 
cepto se entiende el que se comete alterando ó variando el sentido 
al expresar en la inscripción alguno de los puntos que el título 
comprende, pero sin que esta falta produzca necesariamente nuli. 
dad, pues entonces la inscripción no es rectificable, quedando á salvo 
á quien la nulidad cause perjuicio el derecho de reclamarla. 

Podría dejarse á los Registradores la facultad de hacer las rec- 
tificaciones, en vista de los títulos que obran en los registros ó de 
las inscripciones principales y de aquéllos de que no existan allí 
los medios de examen y comprobación, pero obteniendo antes, en 
este último caso, la conformidad de los interesados, y en su defecto, 
será indispensable que recaiga una providencia judicial. 

Respecto de los errores de concepto, no se podrá hacer la rec- 
tificación, en ningún caso, sin el consentimiento de dichos inte- 
resados ó sin una sentencia pronunciada en juicio ordinario, y en 
tal caso, las rectificaciones no podrán retrotraerse á la fecha de la 
inscripción rectificada ; no sería justo que un tercero se perjudica- 
ra por la omisión del que no cuidó oportunamente de que fuera 
hecha dicha rectificación. 

Por de contado, los errores deben quedar escritos tales como 
se hallen. No pueden hacerse enmiendas, tachaduras ni raspa- 
duras ó sobreraspados en lo escrito, y se describirán nuevos asien- 
tos; asimismo debe otorgarse un nuevo título, cuando los errores 
procedan de una redacción ambigua ó inexacta (17). 

6.° — ^Expuesto queda ya anteriormente que por medio del 
registro se efectúa la tradición del dominio de los inmuebles y de 
los derechos reales. Se comprende que cumplidos los objetos de 
la institución, se obtendrán sus naturales consecuencias en cuanto 
á la generalidad de la inscripción, esto es, la obligación de inscri- 
bir; en cuanto á la, publicidad y especialidad; en cuanto á la 
autenticidad y seguridad de los derechos. Diremos ahora que 
ninguno de los títulos sujetos á la inscripción hace fe en juicio 
ni ante ninguna autoridad, empleado ó funcionario público, si no 
ha sido inscrito en la respectiva ó respectivas oficinas conforme á 
la ley; lo que quiere decir, que no será admitido en juicio ni 
fuera de juicio. 

De aquí la consecuencia legislativa de que ningún título suje- 
to á inscripción surta efecto legal respecto de terceros, para quie- 
nes se ha sancionado la ley principalmente, sino desde la fecha de 
la inscripción, y por tanto, desde esa fecha produce efecto contra 
dichos terceros, porque desde que se hizo pública, ya no es posi- 
Ixle alegar ignorancia acerca de la que consta en los libros. De 
¿tquí también, si alguno vendo separadamente una misma finca á dos 
personas, el comprador que haya entrado en posesión, es preferido 
^lotro ó bien lo será aquel á quien se hubiere conferido primera- 
xxiente la tradición legal por medio del registro. Qu¿ prior est 
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tempore potior eatjure. La ley castiga sólo al que no inscribe^ 
cuando da lugar por su apatía que un tercero adquiera con buena, 
fe la finca, y protege siempre al adquiriente de buena fe, limi^ 
tándose á dejar salvos los derechos que creyó adquirir contra los 
que obteniendo otros también legítimos dejaron de inscribirlos» 

En cuanto á los efectos del registro en la prelación de créditos^ 
con hipoteca ó algún gravamen, debemos decir que los hipoteca- 
rios se comprenden en la tercera clase de los preferidos, y que las 
hipotecas de una misma fecha que gravan una misma finca, prefe- 
rirán unas á otras, según el orden de su anotación. Asimismo, es 
un principio general consignado en la ley que los acreedores de un 
socio no tienen acción contra los bienes sociales, sino por hipoteca 
anterior á la sociedad ó por una posterior ctiando el acto de apor- 
tar el inmueble no conste en el Registro. Dejaremos dicho para 
terminar este punto, y como complemento de la doctrina, que la 
hipoteca da al acreedor el derecho de perseguir la finca, sea quien 
fuere el poseedor y á cualquier título que la haya adquirido; 
mas esta disposición no tiene lugar contra el tercero que la hu- 
biese adquirido con la intervención judicial en subasta pública. 

Los documentos registrados y los reconocidos judicialmente ten- 
drán prelación para su pago á los documentos privados no regis- 
trados ó no reconocidos, aun cuando sean de fecha anterior, pues 
adquieren fuerza de escritura pública con la inscripción; pero 
entiéndese que esta disposición no comprende los otorgados antes 
de la sanción de esta ley. 

Si estos son los efectos legales de la inscripción y los de la omi. 
sión de ella respecto de los títulos que han debido registrarse^ 
I cuándo se reputará nula una inscripción con arreglo á la ley? 
El texto de ésta responde del modo siguiente: 

"Art, 2,749. No se anulará el registro por la falta de alga, 
na ó algunas de las designaciones prevenidas, siempre que por 
lo que del mismo registro conste, y por lo que resulte del titulo al 
cual se refiere dicho registro, pueda venirse en conocimiento de 
lo que en tal registro se eche menos; pero la falta de la firma del 
Registrador sí induce nulidad en la diligencia. 

*' Art. 2,750. Con todo, no valdrá el registro de la hipoteca 6 
de la constitución de cualquier otro gravamen ó limitación del do- 
minio sobre inmuebles, cuando no se hubieren expresado claramente 
las circunstancias á que se contraen los artículos 2,747 y«^2,748 del 
Código del Estado, y 2,663 del de la Unión, lo que tendrá lugar 
aun tratándose del registro de la hipoteca de parte de una finca 
poseída provndiviso, pues en tal caso las designaciones de nombre» 
situación y linderos deberán hacerse consignando los de la finca» 
y advirtiendo que la parte hipotecada corresponde á dicha finca. 
Cuando al Registrador se presenten títulos de esta clase que ca* 
rezcan de las designaciones prescritas, no debe registrarlos; ni 
tampoco deberá registrar ó anotar los constitutivos de hipoteca,. 
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después del vigésimo día de su otorgamiento. Ya vimos la excep. 
cien que se hizo por la primitiva ley en favor de los Bancos hipo- 
tecarios, que consiste en considerar constituida la hipoteca desde 
que el deudor firme la escritura sin que los errores 6 faltas de 
fórmula afecten la validez de dicha escritura: la inscripción del tí- 
tulo se referirá, dice una ley posterior, 4 la época en que fué otor- 
gado y registrado, y se entenderá constituida la hipoteca desde la 
fecha de la inscripción del referido título ; de manera que no 
puede ser la mente del legislador el de que la completa carencia 
de la inscripción y de la anotación sean faltas que no invaliden el 
título : se habla de errores ó faltas en la redacción de la escritura y 
no se habla de la diligencia del registro ó anotación : la ley se refiere 
alas equivocaciones ú omisiones de algunas délas fórmulas de toda 
escritura y no á los errores ó faltas en el registro ó la anotación, 
esto es, en las circunstancias que debe contener la toma razón de 
las hipotecas. Si todas estas circunstancias se suprimieran, es claro 
que no habría inscripción ni anotación y que la hipoteca sería nu- 
la, como si se anotara en Registro incompetente. No habría razón 
para entenderlo de otro modo, porque de no ser así, se contrariaría 
uno de los fines principales de la institución en que se apoya el 
crédito territorial, el de revelar el estado de laí propiedad raíz, y 
eso sería autorizar las hipotecas ocultas, é inducir en error á los ter- 
ceros perturbando las contrataciones y minando la existencia de 
los mismos Bancos. La ley general parte de la existencia de la 
inscripción ó de la anotación, para determinar respecto de ésta 
todas sus circunstancias esenciales; es decir, aquéllas cuya omisión 
produce nulidad : la ley reformatoria parte también de la inscrip- 
ción del título constitutivo de la hipoteca, para disponer que ella 
se referirá á la época en que fué otorgado y registrado, entendién- 
dose constituida desde la fecha de dicha inscripción ó anotación. 
£sta es la interpretación más genuina y desde luego la más racío- 
nal, en nuestro concepto. £1 caso aun no ha sido resuelto por 
nuestros Jueces y Tribunales. 

El motivo de la nulidad declarada por la ley, y el objeto de 
esta declaración, consisten en el error á que pueden ser inducidos 
terceros interesados y el consiguiente perjuicio resultante de ese 
error. Así, pues, aunque el registro de una escritura carezca de al- 
guna ó algunas de las designaciones mencionadas, ó éstas se hayan 
expresado con inexactitud, no se pronunciará la nulidad si se puede 
venir en conocimiento de la que falta, segán lo determina la ley, 
sino en el caso de que no aparezca la firma del Registrador. Pero- 
si en la anotación de una hipoteca no se expresan claramente las 
oircunstancias prevenidas, ó no se reúnen en cada circunstancia los^ 
xequisitos que la constituyen al tenor de la misma ley, el domicilio^ 
<lel deudor ó los linderos, por ejemplo, la hipoteca que quiso cons- 
í ^ituirse adolecería de un vicio radical de nulidad. 

La nulidad del registro ó de la anotación podrá hacerse valer 
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como acción 6 como excepción. El objeto de la acción será obtener 
la declaración judicial de dicha nulidad, para que se cancele el 
registro ó la anotación : la excepción sirve de defensa al supuesto 
deudor contra el derecho ejercitado por el actor en virtud de una 
diligencia nula. La nulidad es una ficción de la ley, que consí- 
dera el acto ó el contrato nulo como si jamás hubiese existido. 

Diremos, por último, que la inscripción ó la anotación no con- 
validan los actos ó contratos nulos con arreglo á las leyes. Esas 
diligencias no crean derechos, sino que los garantizan y aseguran, 
proporcionando la ley el medio de que en todos los casos sea posi- 
ble acreditarlos. Las inscripciones son requisitos formales ó cosas 
externas al derecho, y no aumentan ni disminuyen su valor. El 
derecho que nació nulo no puede adquirir fuerza por sólo el tras, 
curso del tiempo (18). 

7.0 — Lqq Registradores pueden causar graves perjuicios á los 
particulares, y la ley los hace, por esto, responsables ; pero para 
proteger á los que, por error, malicia ó negligencia de aquellos 
funcionarios, han sido perjudicados, no han prevenido nuestras 
leyes él modo de que con seguridad y prontitud sean reintegrados, 
sin someterlos á las contingencias del estado de fortuna de dichos 
empleados, á las dilaciones, molestias y vicisitudes de un juicio. 

La responsabilidad que pueden contraer es civil, criminal y ad- 
ministrativa. La primera por los danos y perjuicios irrogados á los 
particulares, y de ellos responden con sus fianzas y con sus demás 
bienes. La segunda por los actos que den lugar á formación de 
causa, y la tercera por ciertas infracciones que den mérito á una 
corrección vdisciplinaria. Es bien entendido que las acciones se 
prescriben de conformidad con las leyes comunes, puesto que no 
hay disposiciones especiales. 

Creemos que en esta materia no debe dejarse abierta la puerta 
al libre arbitrio ó á la arbitrariedad de los Jueces y Tribunales, y 
que, para impedir malas interpretaciones, debiera la ley compren, 
der todas las responsabilidades de estos funcionarios, especifican, 
dolas y determinando el modo de hacerlas efectivas, sin demoras. 
Así, el que por causa del Registrador perdiera un derecho real 6 la 
acción para reclamarlo, ha de tener desde luego el derecho de exá. 
gir el importe de lo que hubiere perdido, y el que por la misma 
causa perdiere sólo la hipoteca de la obligación, el de proporcio- 
narse otri^ igual ó el depósito de la cantidad suficiente, para que 
responda en su día de dicha obligación. Asimismo, convendría es. 
tablecer, como lo previenen varias legislaciones, que el que por los 
mismos motivos quedara Ubre de alguna obligación inscrita, sea 
res{>onsable solidariamente con el mismo Registrador, del pago de 
las indemnizaciones á que este fuere condenado por su falta. Kada 
más justo, en nuestro concepto. 

Sólo nos resta exponer en este lugar, que el Código Penal cUs. 
pone la reparación del dafío causado por los delitos y la indenmi* 
zación de perjuicios correspondiente. 
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g.o — Háse establecido un derecho de registro que se cobra de 
conformidad con la ley 23 de 1875, reformatoria del Código Judi. 
£ial del Estado, la cual fija su cuantía para los diferentes casos que 
ocurran. 

Cuando de los actos 6 documentos presentados, no aparezca can- 
tidad determinada^ el interesado 6 los interesados graduarán el 
valor del contrato 6 derecho adquirido, para la deducción del res- 
pectivo tanto por ciento. La graduación constará en la boleta de 
recibo que expida el Becaudador, y en caso de que no se haga, se 
entenderá que el derecho causado es de cincuenta pesos. 

Los derechos de registro de las escrituras de venta y otros con- 
tratos, los pagarán los vendedores ú otorgantes ó aceptantes, si 
para ello precediere convenio expreso. Los de los poderes los pa- 
garán los poderdantes, y los de las sustituciones los que las hagan. 
Los de las cancelaciones los interesados que queden libres de las 
obligaciones. Los de los remates públicos los rematadores. Los de 
las sentencias por la parte á cuyo favor han sido pronunciadas 
(salvo su derecho para repetir contra quien hubiere sido condenado 
en costas). Los de las transacciones los cubrirán los interesados por 
iguales partes, si otra cosa no se hubiere estipulado. Los de los tes- 
tamentos ó codicilos por los testadores ó los albaceas 6 herederos. 
Los de los libros de comercio por sus dueños. Debemos advertir, 
respecto de las sentencias, que cuando favorezcan á más de una 
persona, el impuesto se pagará por cualquiera de los interesados, 
quien tendrá derecho para ejecutai: á las demás por sus respectivas 
cuotas. En el contrato de permuta sólo se cobrará lo correspon- 
diente á la mitad del precio que se les dé á las fincas permutadas. 

Por los documentos privados se cobrará el mismo derecho que 
para el registro de instrumentos públicos. Por el registro de paga- 
rés al portador, un derecho de cinco pesos por cada mil de la suma 
registrada, y uno de dos y medio centavos que le corresponderán al 
Registrador, por cada pagaré que selle y firme ; y por los autos de 
embargo, los derechos que ha determinado la ley reformatoria 
de 1878. 

Como la -comunión de bienes ó de intereses en una sociedad 
lleva en sí la necesidad de dividir los gastos, cuando no se cumpla 
la obligación de pagar los derechos ó los honorarios del Begistra- 
dor, no sería justo comprometerlo á los trámites de un juicio para 
Ivacer efectivo el pago, y creemos que debería adoptarse, en tales 
casos, el procedimiento de apremio. 

Los derechos de anotación de hipotecas deben pagarse ñor I09 
individuos á cuyo favor se constituyen, siempre que no sea el Fisco 
ó medie convenio en contrario. No se cobrarán ni los de registro : 
1.^ Por los capitales que se impongan para sostener con sus rédi- 
tos la Administración é Instrucción pública y las casas de benen- 
C0ncia ; 2.^ Por las escrituras otorgadas por los Agentes de bienes 
desamortizados á los rematadores de ellos : 3.^ Por las escrituras 
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otorgadas para responder de las cantidades que se den en préstamo 
por los Bancos hipotecarios por razón del registro j la anotación, 
ni por la desanotación. 

La nueva inscripción de títulos constitutivos de hipoteca, no 
causará más derechos que los que correspondan al Registrador. 

Tales d^erechos por el registro y la anotación se pagarán en la 
oñcina del Circáito ó Círculo en donde se otorguen las escrituras, 
antes de su otorgamiento, y los Registradores darán recibo en pa- 
pel común de las cantidades que se consignen, el cual debe presen, 
tarse al respectivo Notario, para que se inserte en la copia de la 
escritura. Por consiguiente, no se registrará ningún documento, ni 
se expedirá ningún recibo, sin que previamente se hayan satisfecho 
los derechos. Pero en el caso de que por un mismo contrato deban 
pagarse á las rentas del Estado los expresados derechos, sólo se cu- 
brirá el de registro. 

Como los derechos establecidos se han de percibir en favor del 
Estado, puesto que son una renta de su Tesoro, es un deber de los 
Registradores encargados de su recaudación, llevar el libro de sus 
ingresos, con la cuenta correspondiente, en que asentarán todas las 
partidas, que firmarán el enterante y el respectivo Registrador. 
Este deberá también remitir al principio de cada mes 4 los respec- 
tivos Administradores de Hacienda, las cantidades que en el ante- 
rior se hayan percibido, con la relación de las i)artidas descritas en 
el libro, la cual llevará el "visto bueno" del Alcalde, quien, al 
extenderla, se asegurará de su exactitud. Copia de esta relación se 
enviará igualmente, cada mes, al Tribunal de cuentas. 

No se ha señalado sueldo á los Registradores. Por la recauda- 
ción del impuesto, se les ha asignado el ocho por ciento de lo recau« 
dado, ó el seis por ciento que devengarán los que tuvieren una 
asignación mensual de más de cien pesos. 

Son extensivas á los Registradores las disposiciones de los artí. 
culos 2,708 á 2,712 del Código del Estado, y 2,625 á 2,628 del do 
la Unión, respectivamente (19). 

9.° — ^El verbo cancelar quiere decir, en derecho, anular la fuerza 
ó el valor de un instrumento, como vimos antes, y por lo tanto, 
bien se deja entender, que la cancelación de un registro ó anota- 
ción, como dice la ley, es el acto en virtud del cual se declara que 
queda sin efecto ó invalidado el registro ó la anotación, por haber 
sido también cancelado el título de que procedía ésta ó aquella ins- 
cripción. Este es el efecto de la cancelación, á no ser que por sen. 
tencia ejecutoria se declare la nulidad de dicha cancelación. Tal 
nulidad se estimará declarada de derecho, cuando la del registro ó 
anotación ha provenido de la cancelación del título original, y ésta 
ha sido declarada nula por sentencia pasada en autoridad de cosa 
juzgada. 

Toda cancelación, de cualquiera clase que sea, ha de reunir di- 
ferentes circunstancias. La ley no ha determinado las que consi- 
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deramos necesarias, j son: 1/ La clase de documento en cuya 
virtud se verifique ; 2.* La fecha de éste y la de su presentación 
en el Registro ; 3/ £1 nombre del Juez 6 de la autoridad que lo 
hubiere expedido 6 del Notario ante quien se haya otorgado; 
4/ Los nombres de los interesados; 5/ La forma en que la canee, 
lación se haya hecho. 

Para que el Registrador proceda á dar por cancelado un regis- 
tro 6 anotación, debe presentársele el certificado de cancelación 
del título á que la inscripción se refiere. Expedirá este certificado 
el funcionario en cuya oficina esté archivado ó se custodie el títu- 
lo original inscrito. La cancelación sólo puede verificarse por al- 
guno de estos medios : por petición de las partes, por escritura ó 
fíOT despacho judicial, y de toda cancelación que se verifique en el 
ibro y lugar correspondientes, pondrá una nota el Registrador al 
margen de la inscripción ó anotación cancelada, concebida en 
estos términos : " Cancelado según consta del folio ó folios (tales) 
del libro corriente de cancelaciones": terminará esta diligencia con 
la respectiva fecha y la firma entera del Registrador. 

Es sabido que la hipoteca subsiste en cuanto á tercero, mientras 
no se cancele. Con respecto á la hipoteca voluntaria, rigen los 
mismos principios : sólo podrá ser cancelada por el consentimiento 
de la persona á cuyo favor se hubiere hecho la anotación ó de sus 
causahabientes ó representantes legítimos, por providencia ejecu- 
toria ó por escritura ó documento auténtico en que conste aquel 
consentimiento, y respecto de la anotación de una constituida con 
el objeto de garantizar títulos al portador, debemos indicar que, 
en concepto de los comentaristas, y según los principios de equidad 
y justicia que sirven dje fundamento á la legislación de otros paí- 
ses, en armonía con nuestras leyes, sobre el Registro, no podrán 
cancelarse sino presentándose testimonio de la declaración judicial 
de quedar extinguidas todas las obligaciones aseguradas. Nada 
hay más cónsono con la naturaleza de tales obligaciones. Para estos 
casos, deberían establecerse trámites especiales, llamando por edic- 
tos públicos á los que tuvieran derecho á oponerse á la cance^ 
lación. 

Nuestras leyes tampoco han expresado las causas de nulidad de 
una cancelación. Sin embargo, nos parece claro que ella será nula 
cuando no dé claramente á conocer la inscripción ó anotación 
cancelada, y esto porque precisamente la cancelación toma su 
valor de los requisitos que la acompañan, y si éstos no constan 
con la claridad debida, no puede tener efecto ; cuando no se expre- 
se el nombre de la persona á cuya instancia ó con cuyo conocimien- 
to se verifique; cuando haciéndose la cancelación á nombre de 
persona distinta de aquella á cuyo favor estuviere hecha la ins- 
cripción ó anotación, no resultare de la cancelación la representa, 
ciun con que haya obrado, y esto porque siempre ha de ser reque- 
rida por parte legítima; cuando en la cancelación parcial no 
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s&da á conocer claramente la parte del inmueble que haya desa- 
parecido, ó la de la obligación que se extinga j la que subsists^, 
porque este es el único medio de hacer constar que la cancelación 
no ea total ; cuando habiéndose hecho la de una inscripción en 
virtud de documento privado, ya esté ó no registrado, no dé fe el 
Registrador de conocer á los que lo suscriban, ó á los testigos en 
su defecto, porque sabido es que los documentos privados reci- 
ben su eficacia del conocimiento é identidad de las personas; 
cuando no contenga la fecha de la presentación en el Begistro del 
título en que se haya convenido ó mandado la cancelación, porque 
todo acto surte efecto desde dicha fecha, y ésta es precisa para 
determinar la prioridad de derechos, ya de Interesados, ya de 
terceros. 

Siempre que se verifique la cancelación de un registro ó anota- 
ción, se mencionará dicha cancelación en las partidas de loa índi- 
ces en que éstos se refieran á la primitiva inscripción, extendiendo 
estas referencias en la columna ciestinada al efecto. 

El lih'o de cancelaciones se forma con las certificaciones de 
cancelación, cuyo libro se irá foliando sucesivamente, y al fin de 
la vigencia se encuadernará y empastará, si fuere posible. Es el 
comprobante de dichas cancelacjiones, y si los interesados lo pidie< 
ren, les dará el Registrador certificado de ellas (20). 

Cuál sea la fuerza probatoria de ektas certificaciones, como- la 
de todas las que expiden los Registradores, se coniprende al consi- 
derar los objetos de la institución. Mediante ellas puede acredi- 
tarse en perjuicio de tercero la libertad ó gravamen de los bienes 
inmuebles ó derechos reales. Según se ha dicho y conviene tenerlo 
muy presente, á los terceros sólo pueden perjudicar los derechos 
inscritos, y no los que dejen de estarlo, aunque realmente existan 
y tengan fuerza entre los contrayentes. 

10 — Respecto del archivo de la oficina del Registro y de las 
visitas que deben hacerse, ya ordinarias ó ya extraordinarias, son 
extensivas á dicha oficina las disposiciones del capítulo 5.^, título 
del Notario pvhUco (21). 

En los Departamentos del Estado y en los Territorios naeiona- 
les, corresponde á los Prefectos, Alcaldes ó Corregidores la inspec- 
ción y vigilancia sobre dichas oficinas, y sus visitas tienen por ob- 
jeto examinar los libros y el estado del archivo, el acta de la 
última visita y hacer que consten las providencias dictaidas y el 
resultado de ellas. 



NOTAS DEL CAPITULO VH. 

(1) Arts. 2,723 del Oód. Oiv. del B., y 2,639 del de la U. 

Natural es que se exijan ciertas cualidades en los Registradores ; pero oo 
basta que tengan una instrucción práctica ; es menester que ésta sea oientí- 
fica. La simple lectura de las leyes sobre el Begistro hace comprender que 
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estos funcionarios deben poseer muchos conocimientos jurídicos, puesto quo 
están llamados á resolver cuestiones complicadas. 

Con el fin de que la elección de ellos reuniera más prendas de acierto j 
seguridad en el manejo de la renta, la ley de 31 de Diciembre de 1866 pre- 
vino que se otorgara una fianza á satisfacción del Administrador de Hacien- 
da, y que si no se otorgaba dentro de cierto plazo, quedaría vacante el desti- 
no. Esa ley fué derogada por la de 29 de Agosto del año siguiente. No 
obstante, las leyes fiscales del Estado hacen obligatoria la prestación de la 
fianza y deben presentarla todos los recaudadores de rentas públicas. Por lo 
mismo que son tan extensos los deberes y tan grave la responsabilidad de 
estos funcionarios, que pueden causar perjuicios al Tesoro y a los particula- 
res, debe prevenirse el modo de que se indemnicen, llegado el caso. Los ar- 
tículos 5.° y 6.*^ de la ley 7.* de 1880, que adiciono el Código Fiscal, lo or- 
dena expresamente, y es lamentable que la autoridad administrativa no 
cumpla sus deberes á este respecto. 

En Francia se impone, además del resarcimiento, una multa por la pri- 
mera infracción, y por la segunda la destitución, y se ha mandado, además, 
extender los' registros en papel timbrado ó de un sello especial, para evitar 
los fraudes (arts. 2,201 y 2,202 del Oód). 

(2) La hypotJieearia acHo era, entre los romanos, una extensión de la ser- 
viana introducida para un caso especial ; razón por la cual se 1q llama cvutH 
serviana. El derecho pretorio admitió, como regla general, que el deudor 
pudiese constituir un derecho de prenda á favor de su acreedor en garantía 
de la deuda, sin necesidad de enti-egar la cosa. Mediante la convención, el 
acreedor gozaba de la facultad de perseguir la cosa dada en prei^da y del 
derecho de ser pagado con su valor y con preferencia á otros acreedores. De 
aquí procede el establecimiento de la hipoteca. En los fragmentos del Di- 
gesto se usa indistintamente de las palabras jn^tií ét hffpotheea, y la Insti- 
tuta de Justiniano enseña que entre la prenda y la hipoteca no había dife- 
rencia alguna. El derecho romano se modificó luego sobre este punto : en 
virtud del contrato de prenda hay que entregar la cosa. Así lo establecieron 
las leyes de Pai-tida, en las cuales bajo el nombre de peños, se trata de la 
prenda y de la hipoteca. 

(3) Leyes 1.*, 2.' y 3.*, título 16, libro 10 de la Novísima Recopilación, 
y las colombianas de 23 de Julio de 1S24 y 22 de Mayo de 1826, y las gra- 
nadinas de 13 de Mayo de 1641 y 1.*^ de Junio de 1844. 

La pragmática de 1539 estableció los oficios de hipotecas en las ciudades, 
villas ó pueblos, cabeza de juriscticción para el registro de los títulos, censos 
é hipotecas constituidos sobre inmuebles, y en tiempo de Garlos III se pre- 
cisó más el antiguo precepto : su pragmática de 1768 ordenó el estableci- 
miento de las oficinas de registro en los pueblos cabezas de partido. Pero el 
oficio de anotación, á pesar de las Reales Cédulas de 1778 y de 83, no llegó 
á tener efecto en Bogotá hasta el mes de Mayo de 1790, en cuya ópoca se 
puso en administración á cargo del Secretario de Cabildo, según se declaró 
por sentencia de la Corte Suprema de 30 de Setiembre de 1836. Pueden con- 
sultarse en la Compilación Angarita las expresadas pragmáticas, cédulas y 
sentencias de la Corte, así como la de 11 de Febrero de 1870 de la misma 
Corte que contiene consideraciones importantes en cuanto al término seña- 
lado para el registro. Recomendamos igualmente la exposición de nuestro 
distinguido jurisconsulto D. Manuel I. de Narváez, sebre esta materia que 
se publicó en JSl Foro número 65. 

El sistema francés ha sido adoptado en las Dos Sicilias, Cerdeña (Ita- 
lia), Parma, Islas Jónicas, en los cantones de Ginebra, Waud, del Tesino, 
del Neuchatel y del Valais, en Bélgica, Toscana, Bade, Holanda, Portugal, 
Luisiana, Haití y Bolivia. El sistema germánico ha sido seguido por Aus- 
tria, Baviera, Wurtemberg, Sajonia, Polonia, Hamburgo, Grecia, cantones 
de Berna, Fribourg y Soulere, Chile, República Argentina, Estados Unidos 
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de Colombia, Gosta-Bica y demás Bepúblicas centro-americanas. Sistemas 
mixtos 6 particulares hao sido preferidos por Dinamarca, Noruega, Snecia, 
Busia, España, Isla de Malta, Inglaterra, Estados Unidos de América, can- 
tones de Appenzell, Saint Gall y Bale, y algunos Estados mejicanos. (Véan- 
se las " Concordancias entre las leyes hipotecarias extranjeras y francesas," 
por Saint Joseph, y la Exposición ó estvdio comparativo del Código Civil de 
Chile, por D. Jacinto Chacón, tom. 2.°) 

(4) Arts. 2,720 y 2,721 del Cód. Civ. del B., y 2,637 del de la U. . 

En estas disposiciones y en otras del Cpdigo Civil relativas al registro, se 
emplea la palabra titulo como equivalente de instrumento. Ellas se confun- 
den en el lenguaje usual y debemos distinguirlas. En la adquisición do do- 
minio de un derecho cualquiera hay dos elementos : titulo y modo de adqui^» 
rir. El títtiJo es la causa de la adquisición y la razón jurídica ea que se 
funda : el modo de adquirir es la manifestación externa de esa causa y de 
esa razón como ya indicamos. El escrito en que la causa se consigna se lla- 
na instrumento', y asi como el título es sinónimo de derecho, el instrumento 
es la prueba material del derecho adquirido : en otros términos, es la escri- 
tura que nos instruye acerca de la existencia del título ó causa en virtud de 
la cual adquirimos ó poseemos. Se sigue de aquí que puede haber título 
sin instrumentp ó sin prueba ; pero el instrumento supone siempre el de- 
recho preexistente, toda vez que no hay forma sin fondo. 

(5) Si bien la legislación actual de España, muy reformada en estos úl- 
timos tiempos, no contiene disposición qye derogue expresamente las hipo- 
tecas generales, ella exige que la inscripción se verifique tomándose nota de 
la naturaleza, situación, linderos &c. de los inmuebles gravados, y ya se ve 
que esto es reconocer la especialidad de los gravámenes. 

En la Exposición de motivos que sirvieron de fundamento al proyecto de 
la ley hipotecaria presentado á las Cortes el año de 1860, dicen sus ilustra- 
dos redactores, á este propósito : '' Consecuencia lógica del sistema de pu- 
blicidad de las hipotecas es que desaparezcan de nuestro derecho las gen^- 
rales : si J3revalece el principio de la Comisión, quedarán desde luego refor- 
madas todas las leyes que las prescriben ó autorizan, y nada.slgnifícará la 
cláusula de hipoteca general que en adelante se ponga en los contratos, 
como de hecho no lo ha significado desde la creación de las Contadurías. 
La hipoteca general, aunque se limite á los bienes presentes da por resulta- 
do la falta de publicidad en ella, porque en tanto puede decirse que la hipo- 
teca es pública en cuanto esté inscrita en el registro con individual expre- 
sión de la finca á que afecte y de la cantidad á que se extiende la garantía. 
La especialidad, pue», de la hipoteca es el complemento de su publicidad." 

Los Códigos de Méjico y Yeracruz establecen esta especialidad ; pero á 
la vez admiten las hipotecas legales y la de los bienes futuros, siguiendo en 
esto el Código francés, asi como las demás naciones que han preferido el 
sistema mixto. Según el de Yeracruz se deben ventilar y decidir en juicio 
sumario todas las cuestiones relativas á la constitución y cuantía de las 
hipotecas legales, á su inscripción &c. 

En el Distrito federal y Ten-itorio de la Baja California se abre un re- 
gistro á cada finca y se han establecido tres oficinas denominadas *' Begistro 
público de la propiedad '': la primera en Méjico, la segunda en Tlalpam y 
la tercera en la capital del Territorio, dependientes del Ministerio de Justicia. 

El Código argentino, llevando la reforma más allá que otro alj?uno, de- 
clara que no hay más hipotecas que las convencionales (art. 8. , tít li, 
lib. 3.^) 

(6) Becordamos que cuando se estableció en esta capital el Banco de 
Londres, Méjico y Sud* América, procedió inepirado en las tradiciones de los 
Bancos europeos, sin tener conocimiento práctico del país. Bien pronto co- 
noció su error. 

Fué este el primer establecimiento de crédito fundado en la Bepública, 
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Después de esto, se sancionaron leyes en protección de los Bancos, y entre 
las concesiofies hechas á los hipotecarios, se enumeran las de qne ellos 
nombran los depositarios» que sólo son admisibles en las ejecuciones libradas 
á su favor, las excepciones de pago y error de cuenta, que no se admitirán 
tampoco tercerías exclnyentes ni coadyuvantes sino mediante ciertas cir- 
cunstancias, y que sus acciones no se acumularán al juicio general ; porque 
se podrán pagar preferentemente sus créditos y el sobrante es lo que entra- 
rá á la masa de los concursos. (Art. Q° de la ley de 14 de Enero de 1873). 

En los juicios de concurso de acreedores, puede suceder que uno de 
éstos ó un segundo acreedor hipotecario, confiado en que el valor de la finca 
que se le ofrece en garantía era bastante para cubrir el primer crédito y el 
suyo, hubiese consentido en prestar su dinero ; y que al vencimiento del 
plazo resulte que el crédito anterior y sus intereses absorven el valor de la 
finca ; en este caso queda expuesto el segundo á perder su dinero, acaso por 
la negligencia del primer acreedor ó por una combinación fraudulenta entre 
éste y su deudor. Para prevenir este fraude y proteger en lo justo y equi- 
tativo los derechos adquiridos, algunas legislaciones han limitado el tiem- 
po porque deba responder de los intereses la finca hipotecada. 

El Código mejicano dispone que si el crédito hipotecado causa réditos, 
el predio gravado no resprmderá por los caídos do más de cinco años ; á no 
ser que se haya ampliado á ellos la hipoteca asentándose en el respectivo 
registro, el que sólo desde su fecha producirá efecto con relación á tercero. 
El Código francés, el de las Dos Sicilias, el de Holanda, el de Bolivia, y 
otros, así como la ley española, limitan la garantía á los dos últimos años 
de réditos y á la parte vencida de la anualidad corriente. El Código prusia- 
no extiende la hipoteca á los dos últimos años de réditos atrasados, y la ley 
de Bélgica á.tres. La de Baviera establece que la hipoteca se extiende á 
los intereses del año actual y del precedente, y que en cuanto á los anterio- 
res y gastos judiciales el acreedor no tiene derecho real contra la finca hi- 
potecada, sino contra el deudor en tanto que la posee, pero que tiene el de 
requerir la inscripción sobre el inmueble por los adeudos y gastos. El Có- 
digo de Portugal extiende igualmente el efecto de la hipoteca á los intereses 
del último año y del corriente. 

Se entiende que la limitación de que se trata sólo tiene lugar tratándose 
de terceros poseedores ó de otros acreedores hipotecarios, y por lo que res- 
pecta al deudor, la hipoteca garantiza el contrato á que accede en toda su 
extensión, comprendiendo principal é intereses vencidos. 

Hacemos estas anotaciones por si las estimaren dignas de estudio nues- 
tros legisladores. (Véanse las lecciones de Derecho hipotecario comparado, 
por Lozano, pte. 1.', pág. 102 y siguientes). _ 

(7) Art. 13 de la ley 52 de 1874 ; arts. 2,006 del Cód. Civ. del E. y 2,000 
del de la ü., y 350, 363 á 365 del Cód. de Com. déla U.— (8) Art. 2,722 del 
Cód. Civ. del E.; leyes de 7 de Setiembre de 1862, de 16 y 25 de Noviembie 
de 1870, de 21 de Enero de 1873,«y arts. 2,557 y 1,638 del Cód. nacional. — 
(9) Arts. 2,724 del Cód. Civ. del E., y 2,640 del de la U.— (10) Arts. 2,725 
á 2,735 y 2,765 del Cód. Civ. del E.; 16 del de Comercio ; 1.° de la ley de 10 
de Setiembre de 1862; 6.*'de la ley de 18 de Octubre de 1870; l.®de la 9.* de 
1878 ; 66 de la 14 del mismo año, y 2,641 á 2,651 y 2,678 del Cód. de la U. 

Como puede haber dos ó más personas de un mismo nombre y apellide 
en un mismo lugar, conviene hacer en los índices la designación de cual- 
quiera circunstancia particular que las distinga. Así lo previene el artículo 
41 de la ley prusiana. 

La ley española establece dos clases de índices : de personas uno, y otro 
áe fincas, dividido éste en dos secciones, de fincas rústicas y de fincas ur- 
banas, conteniendo las casillas correspondientes, y en una de las de aquella 
sección la expresión del uso agrícola á que se hallaren destinadas, como 
huerto, prado. &c. 
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(11) Arts. 2,736 y 2,739 del Cód. Oiv. del E. ; 2,652 y 2,655 del de la IJ. 
La ley del Estado de 29 de Agosto de 1867 dispuso qne los títulos no 

inscritos podían serlo sin pagar derechos hasta el 31 de Diciembre de 
1868, y pagándolos si se registraban después de esta feoha. Esta disposición 
se hizo extensiva á los instrumentos otorgados antes de la ley de 11 de No- 
viembre de 1859} con la exención de todo derecho, y se mandó que se regis- 
traran los títulos traslaticios del dominio de inmuebles en litigio, fijando 
para ello el mismo término y el de un mes desde la fecha de la sentencia. 
Tales inscripciones, en nuestro concepto, no producen efecto retroactivo res- 
peeto de terceros. Fundamos esta opinión en el espíritu de las leyes. 

(12) El Código francés, en su artículo 2,102, prescribe la inscripción en 
el caso de que se trata, y por sentencias del Tribunal de Casación de 6 de 
Enero de 1826 y 20 de Junio de 183^ se declaró que si el vendedor no ha 
requerido el registro del derecho resei*vado sobre la cosa mueble convertida 
en inmueble, no podía oponerse al derecho que ejercitaran los terceros. 
(Véase la Revista general, tomo XX, el Código Civil francés explicado por 
Bogrón, 2.* parte, y el Tratado de las formalmades hipotecarias por Bau- 
dot). 

(13) En Francia no pueden registrarse las hipotecas constituidas en país 
extranjero sobre bienes situados en territorio francés, salvo las disposiciones 
contrarias á este principio contenidas en las leyes políticas ó en los tratados 
(art. 2,128). 

Establecen el n^ismo principio los Códigos de Holanda, Toscana, cantón 
de Vaud, Bolivia y el de los Estados Romanos. El de Baviera, salvo las 
mismas excepciones del Código francés, dispone que las hipotecas otorgadas 
en país extranjero no producirán efecto, sino en tanto que los actos consti- 
tutivos de ellas hayan sido visados por el Presidente del Tribunal Civil del 
lugar de la situación de los bienes (art. 77). 

La ley de España dispone que puedan inscribirse las hipotecas de esa 
clase, que tengan fuerza con arreglo á las leyes. 

El Código argentino permite también la inscripción de tales hipotecas 
otorgadas en el extranjero si los instrumentos se presentan legalizados (art. 
22, tít. 14, lib. 3.0) 

El de Méjico exige también el requisito de la legalización, y el de Ve- 
racruz requiere para la inscripción un mandato judicial, á falta de consenti- 
miento del propietario. Si son válidos los títulos, conforme á las leyes ge- 
nerales de la Eepública, dice el artículo 2,334, podrá hacerse la insciipción. 

En Chile, según el Beglamento del Registro con^servatorio de bienes raí- 
ces, los instrumentos otorgados en país extranjero no se inscriben sin pre- 
vio decreto judicial que califique la legalidad de su forma y su autenticidad. 
No obstante esta disposición, el Conservador debe reputar legales dichos 
instrumentos y auténticas las copias, para los efectos de la inscripción, si hu- 
bieren pasado aquéllos y se hubiesen éstas dado con el sello de la Legación i 
ó Consulado, un Secretario de Legación ó un Cónsul chileno, y que el Mi- I 
nistro de Relaciones haya abonado la firma del autorizante. " 

(14) Arts. 2,741 á 2,448 del Cód. Civ. del E.; 2.° á 6.° de la ley de 10 de 
Setiembre de 1862 ; 5.°, 1P á 9.® de la de 18 de Octubre de 1870 ; 67 y 68 de 
la 14 de 1878 derogatoria de la de 5 de Agosto de 1868 ; 17 á 19 del Código 
de Comercio y 2,657 á 2,663 del Cód. Civ. de la U. (Véanse las Cuestiones ae 
la ley hipotecaria, por Fernández Hontoria, Bevista general, tom. 56). 

La ley de^ Estado de 21 de Enero de 1873, explicó el sentido de las dia- 
posiciones sobre el registro aceptando como válidas las anotaciones hipote- 
carias hechas en los libros 1.° y 2.°; pero el Senado pronunció ía nulidad de 
dicha ley. (Resolución de 25 de Marzo del mismo año). 

^ Por la 29 de 1874, y con el fin de facilitar la amortización de la renta no- 
minal (jue paga el (gobierno de la Unión, perteneciente á Patronatos y Oa» 
pellanía09.B6 declaró la extinción de estas fundaciones disponiendo el modo 
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de distribuir los capitales redimidos con excepción de los que estuvieren 

vacantes. La Corte Suprema negó la solicitud de suspensión de esta ley, y 

creemos que el Senado aun no ha resuelto definitivamente nada en el par- ,,/ •'■■p^i 

ticular. ■ •? 

Por sentencia del Tribunal del Estado se ha declarado la nulidad del . .'t . 

registro de una escritura de hipoteca, porque el Begistrador dejd de mén«- \v^< 

cionar el domicilio del acreedor, y per repetidas del mismo Tribunal se han ■'[ it^ 

desestimado escrituras no registradas ó registradas en libro ó en oficina in- -i 

competentes. Se pueden consultar la de 3 de Febrero de 1875, que recayó vj 

sobre uno de estos casos, y las de 9 de Febrero y 21 de Abril de 1881, por las ' ,^" 

Guales se negó, en la primera, la pretenaidn deducida por el ejecutante para } 

obtener el registro de la escritura que sirvió de base. para librar la ejecución :^- 

y que fué tachada por falta de esta formalidad, y se negó también, en la se- ^/, 

gunda, la que tendía al mismo fin, para que se extendiera la inscripción omi- 
tida en la nueva copia pedida de la expresada escritura, cuya omisión era el 
fundamento de la excepción propuesta por el ejecutado. 

(Í5) Arts. 2,740 y 2,751 ; 2,752 á 2,765, y 2,762 del Cód. Civ. del B. ; 
2,656 y 2,666 ; 2,667 a 2,670, y 2,675 del de la ü.— (16) Art. 3.° de la ley 28 
de Estado de 1875. 

(17) Exposición de motivos y fundamentos del proyecto de ley hipote- 
caria de España (Revista general, tom. 17, pág. 102 y siguientes). 

(18) Arts. 1,881, 1,883, 2,531, "2,579 y 2,758 á 2,761 del Cód. Civ. del 
E.; 8.° y 9.° de la ley de 10 de Setiembre de 1862 ; 3.° y 4.° de la 28 de 1875 ; 
3.^ de la ley 9.' de 1878, y .1,873, 1,875, 2,499, 2,673 y 2,674 del Cód. de la 
Unión, 

En -los Códigos de los Estados de Méjico y Yeracruz, se establecen los 
mismos principios de equidad que en los nuestros, en cuanto al registro. 
Después de mencionar las circunstancias que deben hacerse constar en el, 
dicen que la inscripción no se anulará por falta dé alguno ó de algunos de 
los requisitos exigidos, siempre que resulte hecha con tal expresión que el 
reclamante haya podido encontrar en ella ó por su medio en la copia del 
título, todo el conocimiento necesario para no ser inducido en error. 

El Código argentino no contiene disposiciones especiales respecto de la \5i;> 

nulidad del registro y más bien declara que la constitución de la hipoteca \- . > 

no se anulará por faltar algunas de las designaciones prevenidas, siempre 
que se pueda v^ir en conocimiento positivo de la omitida. "«^ 

Las leyes españolas, después de establecer las circunstancias que deben 
hacerse constar, declaran que las inscripciones de hipotecas serán nulas, 
cuando carezcan de determinadas cireunstancias, y se entenderá que carece 
la inscripción de algiina de las comprendidas como esenciales, no sólo cuan- 
do se omita hacer mención en ella de todos los requisitos expresados, sino 
también cuando se expresen con tal inexactitud que pueda ser por ello el 
tercero inducido á error, sobre el objeto de la circunstancia misma y ade- 
más perjudicado. 

La falta absoluta en los títulos de alguna de las designaciones legales, 
según la ley chilena, sólo podrá llenarse por medio de escritura pública. 
Pero las designaciones de los herederos y legatarios, las de la fecha y natura- 
leza del contrato á que accede la hipoteca y el archivo en que se encuentra, 
y las de los personeros y representantes legales, se salvan por medio de mi- ^r 

ñutas suscritas por las partes. Del mismo modo se enmiendan y suplen las 
designaciones defectuosas é insuficientes. La rectificación de errores, omi- 
siones ó cualquiera otra modificación equivalente que el Conservador, de ofi- 
•cio ó á petición de parte, tuviese que hacer conforme al titulo inscrito, es 
objeto de una subinscripción, y se verifica en el margen de la inscripción 
respectiva ; pero si en la subinscripción se requiriecfe una variación, en vir- 
tud de un titulo nuevo, debe hacerse una nueva inscripción, con su referen- 
cia (Reglamente de 24 de Junio de 185T). 
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(19) ArtB. 2,756, ya reformadoí y 2,757 del Oód. Civ. del B.; 1.® á 8, 10 
í?,'/ W á 12, y 14 de la ley de 29 de Agosto de 1867 ; l.<^ de la ley 28 de 1875 ; 6.^ á 
>^.N y ' 8.^ de lá 9.* de 1878, por la cual quedaron reformados los números 1.° y 2° 
;^> del artículo 1.*^ de la citada ley de 1867, 12 de la de 10 de Setiembre do 

. á' 1862, 10 de la de 18 de Octubre de 1870 y 72 de la 14 de 1878. 

V ' La ley del Estado de 14 de Mayo de 1867 declaró válidos los instmmen- 

■/\- tos públicos y documentos privados otorgados en Bogotá que no pagaron los 

derechos establecidos 6 no escritos en papel sellado, con tal de que se paga- 
ran los derechos y el valor del papel sellado, dentio de treinta días. Declaró 

> también válidos los autos y sentencias pronunciadas del 29 de Abril al 2% 
c • / de Mayo del citado año, lo mismo .que los expedientes judiciales, protocolos 
'^,. y demás documentos que conforme á las leyes debieron extenderse en papel 

> V . *" con estampillas y no las tuvieran; pero sin afectar en nada los derechos le- 

gítimamente adquiridos. 

(20) Arts. 2,763 á 2,768 del Cód. Civ. del E.; 10 y 11 de la ley de 10 de 
' Setiembre de 1862; 5.® de la ley 38 de 1881, y 2,676 á 2,681 del de laü. 

*^ , (Véase la Bevista general, tora. 56, págs. 826 y 844.) 

Por la ley 66 de 1873 se declararon canceladas las hipotecas no inscritas 

v.^ en el registro de bienes desamortizados, con excepción de las constituidas 

en favor de los Cabildos y establecimientos de beneficencia é instrucción 

,^ ^ pública. Igualmente se declararon canceladas las otorgadas á favor de la da- 

ción, por los empleados públicos y por los particulares para responder aqué» 
líos de su manejo y para asegurar éstos el pago de los remates de rentas 
- (con excepción de créditos cedidos); las otorgadas por los empleados de Ha- 

cienda do cualesquiera otros ramos hasta 8 de Mayo de 1863, y todas aque- 

^ lias respecto de las cuales no se hubiere intentado reclamación judicial du- 

rante treinta años. 

% . ' (21) Afte. 2,769 del Oód. Civ. del B. y 2,682 del de la U. 

'í=-í 4¿ Fuentes de consulta : Traite pratiqtte et trés-élémentaire sur el Priut- 

' -V ^^' *^ Hypoiheques ¿fc, por Landouzy, y le sujpplément á la 7.* ed. por 

mmiÓTi, 1876; Des Priviléges etIíypotheqjteSf por Tro\úong, l&H ; Códede 

. ,« la propiété fonciéreet des plaeements hypothécaires, por Berthe, 1863 ; Ey- 

v^*»'- pothéqiu sur unepart indivise dHnmiMe, por Ducruet. Ap. Bev. du Not et 

' /* ' de VÉnr,, t. VIH (1867); De lapublicité et de IHnscriptión des hypoiheques 

légales por Gripón, 1872 ; Cóndttiens de validité de tinsctiptión, por Au- 
dier, 1866; Re»ponsabüité des conservateurs ¿fc, por Amiaud. Ap. Bev, 
du Not et de VÉnr, t. XI. (1870); Traite du crédit foncier, por Josseau, 
1872 ; y los estudios ó tratados ^sobre la hipoteca marítima por Alaúzet, 
Laurin, Mallet, Morel'y Billette, recientemente publicados en Francia. 

Cúmplenos, por último, comunicar á nuestros Registradores particular- 
tnente, que la Gaceta de Registradores y Notarios de España, anuncia el 
pensamiento de celebrar un Congreso de aquellos funcionarios, y propónense ya 
las cuestiont 8, cuyo estudio y solución serán el objeto de sus deliberaciones, 
entre las cuales mencionamos las siguientes : ¿ Debe ser la inscripción en el 
> . Begistro de la propiedad voluntaria ú obligatoria ? ¿ Puede y debe crearse 

el crédito tenitorial y agrícola ? ¿ Hay manera y forma de establecer Ban- 
cos y sociedades de crédito que correspondan á estas necesidades ? ¿ Pueden 
y deben hacer algo los Registradores de la propiedad con este objeto, bus- 
cando la cooperación y ayuda de otros elementos afínes ? ¿ Qué medios más 
fáciles habría para conseguir estos resultados ? ¿ Puede llevarse, en cierto 
modo y de alguna manera, el Registro de la propiedad á los Ayuntamientos, 
Bin dejar de existir en la forma que hoy existen estas oñcinas, y con mayor 
ventaja para el Estado y para los pueblos ? ¿ Qué reformas habrían de 
hacerse con este motivo, que fueran útiles y beneficiosas ? ¿ Qué modifica- 
ciones admite el Registro de la propiedad ? 

Ojalá que nuestros Registradores y Abogados se ocuparan de estos pro- 
blemas de tan notoria importanoia I 
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CAPITULO I 

DE LAS VISITAS AL TKIBUNAL Y JUZGADO DEL ESTADO. 












1á 



TÍTULO OCTAVO "^y'M 






. I 










BEStTMEN. — 1.® Motivo dolas disposiciones y objeto de ellas ; quiénes deben ' V 

practicar las visitas; declaraciones legislativas sobre pago de sueldos ; f§ 

redacción de éstos por demoras en la administración de justicia. — 2.° - ['* 

Período señalad* para practicar las visitas y modo de practicarlas ; quié- ' ' 

nes pueden concurrir á ellas. — 3.° Prevenciones hechas á los Ordenado- -^ ( ^¿ 

res y al Administrador de Hacienda. — 4.° Las prevenciones legales '^ 

comprenden á los Secretarios que actúen en asuntos criminales. t ' . % 

■ . ■ '■■■i 

1.® — Las dilaciones y demoras en el despacho de los negocios -¡^•'^: 

judiciales con grave perjuicio de los interesados y desprestigio de* '*' 

la administración de justicia, motivaron la sanción de una ley en . / ..^ 

1873 para hacer efectiva la garantía consignada en el inciso 12 
del artículo 15 de la Constitución federal. La Corte Suprema sus- 
pendió la ejecución de las disposiciones principales de esta ley y 
el Senado declaró su nulidad en 1881 (1). 

Sin embargo, se expidió poco después, en el mismo ano, otra 
ley que adicionó el Código Judicial del Estado con el objeto que 
tuvo en mira la anterior, con el de que se administrara bien y 
cumplidamente la justicia, prescribiendo las visitas al Tribunal y 
á los Juzgados, estableciendo la disminución de sueldos por causa ¿i*¡ ^ 

de las demoras y encargando al Procurador, y en su defecto al Se- 
cretario de Gobierno, y á uno de los Ministros .del Tribunal de 
Cuentas su cumplimiento en lo relativo á las visitas al Tribunal 
Superior (2). 

Esta ley declara que el Estado pagará sueldos á los empleados ^ 

del Poder Judicial, en consideración únicamente á los servicios 
que en su carácter de tales deben prestar á la administración 
de justicia, con la puntualidad y el esmero que las leyes pres- ¿ 

criben. En consecuencia, los Magistrados y Jueces que no dicten 
las sentencias, autos, providencias ó decretos de cualquiera especie, 
que sean de su resorte, dentro de los términos señalados, en los 
expedientes que estén á su cargo, no tendrán derecho ál sueldo 
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mensual que se les ha asignado. Ellos gozarán de la remuneración 
fijacla, siempre que cumplan con sus deberes legales ; pero si re- 
sultare que han demorado el despacho de una á tres sentencias de- 
finitivas, el sueldo que disfrutarán será igual á las ocho décimas 
partes del que tuvieren. Si las sentencias demoradas fueren más 
de tres y menos de seis, el sueldo será de las cinco décimas partes, 
y si fueren autos interlocutorios ó de sustanciación los demorados, 
se disminuirá el sueldo en un diez por ciento por cada auto. Mas 
si por segunda vez resultare la demora en un mismo negocio, ya 
se trate de sentencia definitiva, ya de auto iuterlocutorio ó de sus- 
tanciación, la disminución será tres veces mayor de la que corres- 
ponda por In primera infracción. Si la reincidencia continuare en 
el mismo asunto, entonces la disminución en el sueldo sei:á de las 
ocho décimas partes (3). 

No diremofe que con esa ley se hayan remediado los males que 
ocasiona el retraso en el despacho de los negocios, que se sienten 
'' -i todavía, á pesar de la duplicación de términos acordada por la ley 

r\ ' ' ^ de 1873 y de la reducción de sueldos, en casos dados; pero recono- 

' \ cemos que ella ha llenado un gran vacío y mejorado algo la admi. 

' .¿„ nistración de juíJticia en esta capital, respondiendo á las necesida- 

^ . ' des. En nuestro país sobran recursos para eludir el cumplimiento de 

: < las responsabilidades. Con mucha razón ha dicho Ortiz Zuniga, en 

;^ ' sxji Práctica general forense : "ElPoder Judicial sería monstruoso, 

porque podría llegar á ser arbitrario, si en la independencia con 

que está constituido y al abrigo de la inamovilidad (transitoria 

entre nosotros), no tuviese un saludable freno que le contuviera 

. V, ^^ sus justos límites, de estar constantemente subordinado á la 

ley. Por eso es una consecuencia ineludible de su independencia é 

inamovilidad, el quedar sujetos por sus actos á la Responsabilidad 

( tanto criminal como civil, los Jueces y Magistrados." Con tales 

fines el Ministerio publico y la Autoridad política desempeñan una 
superior inspección y vigilancia continua sobre los encargados de 
administrar justicia, ó deben ejercerla, mejor dicho; pero la ley 
que nos ocupa no trata de la responsabilidad criminal ni de la 
^ - civil para la indemnización de los perjuicios : ella se limita á im- 

' poner la reducción en los sueldos por las demoras cauí?adas,.iy esta 

reducción no la reputamos una pena, puesto que no debe remune- 
rarse un servicio no prestado, f de eso trata la ley (4). 
■,. * 2.° — El día 27 de cada mes, y en caso de impedimento, en uno 

vi de los dos siguientes días, el Procurador practicará en persona, 

precisamente, en el Despacho del Tribunal y en la Sala de audien- 
cia, la visita ordenada por la ley de 22 de Enero de 1873. Será 
pública y á presencia de todos los Magistrados, del Secretario y del 
Oficial mayor, y concurrirá el Ministro 2.° del Tribunal de Cuen- 
tas. Si el Procurador estuviere legítimamente impedido, dará avi- 
- so oportuno al Secretario de Gobierno para que éste practique la 

visita. 
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Se anunciará el día en que f?e verifique, por medio de un car- 
telón impreso, y este anuncio se fijará por medio del Procurador, 
en el ^corredor del edificio donde se encuentren las oficinas del 
Tribunal, en la parte más visible, sin que pueda omitirse nunca. 

Los empleados que no concurrieren á la visita^ estando á ello 
obligados, serán castigados por el Procurador con una multa de 
diez á veinte pesos. Contra su resolución podrán reclamar los in. 
teresados, ante el mismo funcionario, dentro de cinco días, presen- 
tando las pruebas necesarias en justificación de la solicitud, la que 
será decidida dentro de tres días. 

Como el objeto de las visitas es el de que el Ministerio público 
se informe del estado de los negocios pendientes y de las demoras 
en que bayan incurrido los Magistrados y el Juez del Estado, los 
Jueces de Circuito y de Distrito y sus respectivos Secretarios, el 
Procurador, en las que debe practicar, hará traer á su vista lo& 
libros del repartimiento y examinará el estado de cada uno de los 
negocios repartidos á cada Magistrado, anotando claramente en el 
acta cuáles han sido despachados y cuáles no, con expresión de la 
causa de la demora. Examinados los correspondientes á un Magis- 
trado, pronunciará en alta voz las demoras en que éste hubiere 
incurriiio, determinándolas, y si no las hubiere, lo declarará igual- 
mente. Para los indicados efectos, se encontrarán en la Secretaría 
el día de la visita, todos los expedientes en curso, aunque se halla- 
ren en poder de los Magistrados para su estudio y resolución. 

Pueden asistir al acto las partes y los interesados en los asuntos 
pendientes, y hacer las reclamaciones que á bien tengan, verifica- 
das las declaraciones de que acabamos de hablar, y en estos casos 
se exhibirá de nuevo el expediente de que se trate y el Procurador 
rectificará ó no su declaración, según el resultado de la revisión 
que se ejecute. 

El acta de la visita comprenderá : 1.° Los asuntos pendientes, 
en que no hubiere ocurrido demora, á fin de tenerlos en cuenta en 
la otra visita; y 2.° Los demorados, consignándose en ella los 
nombres de los Magistrados que no hubieren cumplido su deber y 
el número de las infracciones cometidas ; acta que se publicará en 
el próximo número del periódico oficial, y que el Procurador re- 
mitirá con este objeto al Gobernador, de la cual se darán á las 
partes ó á los particulares las copias que pidan. Sin el recibo de 
dicha acta en la Gobernación no se podrá ordenar eL pago del suel- 
do del Procurador. El Procurador és también quien debe practi- 
car la visita mensual en el Juzgado del Estado que conoce de los 
asuntos criminales, y en ella observará las reglas á que nos hemos 
referido (5). 

3.° — ^Los Ordenadores deben tener á la vista dicha acta para 
hacer las ordenaciones correspondientes, en las cuales lo expresa- 
rán así, como el medio de poder saber qué sueldo ha sido deven- 
gado ; y el Administrador de Hacienda no pagará ningún sueldo 
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mientifte no conste en la otdec que dichos ordenadores tuvieíoii 
presente la dil^encia de visita (6). 

4."— Lo dispuesto en la ley de 22 de Enero de 1873 se hace 
extensivo á los Secretarios que intervieoen en el seguimiento de 
causas criminales 6 en la pi^tica de los sumarios ; y cuando el in- 
ferior haya omitido el cumplimiento de su deber, lo llenará el su- 
perior en loa casos de demora (7). 



NOTAS DEL CAPITULO I. 

(1) Acuerdo da la Oort« Snprema de SS de Octubre de IBSO j resolncíóa 
del Senado de 13 de Junio de 1881. 

Dice el Acuerdo : " La inconstitacionalidad de esta l»j, en cuanto al 
pTocedimiento para la impoBioión de laa penas (de las maltas), e» manif 
ta, una vez que, conforme á ella, las penas se imponen ¿ loa empleados < 
Be consideran cnlpables, por la sola vista del ezpedieste 7 sin la andiei 
de loa interesados. El defecto de ta lej no está en la naturaleza de la p 
que impone, eu atención á qne por la Oonstitución nacional ae reconocen 
penas pecuniarias; sino en la naturaleza del procedimiento qne preecr 
La diaposición que garantiza la seguridad personal, es clara 7 terminal 
7 según ella, nadie puede ser penado sin ser antes oído 7 vencido en juit 
; en virtud de la lej condinamarquesa denunciada, la pena se impone 
audiencia previa de los empleados gue se suponen culpables, sin otot^ai 
recurso alguno. El derecho dt ter otdog se les niega en ab»ól\íto y se 
priva ipsofaeio de los medios de defensa. Las disposicionea de loa aftici 
1.°, 3.* á 8.", e.°, 12 á 15 son exequibles " 

La Comisión inspectora eu el Senado, se dividió eu pareceres opues 
La mayoría sostuvo la inconstitu9ÍonalidB.d de Ifts disposiciones suspendí 
7 la del articulo 6.°, en estos tórminos : " La simple lectura de estas diept 
oiones, comparándolas con lo qne preceptúa la Constitución en su inciso 
artículo IG, hace resaltar la flagrante violación que se denuncia, 7 sin 1 
ha7a necesidad de poner de manifiesto las consecuencias qne aparejaríi 
cumplimiento de ellas, fácilmente so comprende que por rendir acatámie 
í una de las garantías constitucionales, ee viola otra de las otorgadas, 
mendo á suceder, que á trueque de alcanzar pronta resolnción en las ge» 
nes que se entablaren ante las autoridades judicialee, se podría penar a éi 
ein ser previamente oídas 7 vencidas en juicio, 7 sin concederles siqni 
recurso algUDo contra la imposición qne injustamente pndiese infligírselí 
La minoría expuso : " A pesar de que la disposición constitucional de ' 
nadie puede ser penado sin eer oído 7 vencido, lia existido en todas 
Constitucioues de la Bepública, ha sido práctica legal en ella que las c 
denaoiones por lo resaltante del proceso sobre costas 7 multas ú otras sei 
jantes, á los J'ueces 7 Beoretarios, por infracciones de la ley del papel 
liado, por irrespeto 6 desobediencia &c., ee impongan sin audiencia 
interesado, oyéndosele, no obstante, luego, por el mismo Juez ó Tribni 
que impuso la pona, si la reclama. Ninguna irregularidad tiene este prc 
uimiento : el anto de la imposición equivale á uno de proceder. Es na p 
cedimiento adecuado á la naturaleza del hecbo materia de la pena, tan es 
cial como lo es el juicio ejecutivo ; es un punto de puro derecho, probado e 
proceso 7 referente á una pena pecuniaria ; es el medio de facilitar el caí 
go de faltas que el legislador no ha querido (7 con mucha razón), somete 
la tramitacióu de los juicios comunes, que obliga á despachar pronto, á 
ministrar la justicia cumplidamente, 7 que moraliza á los encarga^doE 
administrarla?' 
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La minoría citó en abono de bu razonado coneepto^ el artículo 166 del 
Código Judicial del Estado, que trata de los casos en que se hayan hecho 
condenaciones por lo que resulte del proceso sobre multas, costas &o., sin 
audiencia previa, y que establece el procedimiento que en tales casos debe 
observarse, que es el de una articulación común. La ley anulada no privó á 
los interesados de los recursos legales : el artículo citado no fué derogado 
tampoco por esa ley, ni ella dice nada sobre recursos. 

Hicimos entonces una publicación dilucidando el punto en cuestión, y en 
nuestro humilde concepto, las afirmaciones de la Corte, corroboradas luógo 
por el Senado, son buenas para suspender y anular la legislación en vigor 
que trata de la imposición de multas, sin audiencia previa, ó sin la sustan- 
ciación de un juicio con su auto de proceder, con su jurado &c., esto es, 
para acabar con los Códigos de Policía, Político y Municipal, de Aduanas &;c., 
y por remate, con la Administración pública en general. 

(2) Art. 15 de la ley 32 de 1881.— (3) Arts. 11 á 14 de la citada ley. 

(4) Art. 5.^ de la ley 14 de 1878. Este artículo estatuyó que sus pre- 
ceptos y los de la ley de 1873, tendrían preferencia sobre lo establecido en 
los artículos 163 y 164 del Código Penal. Observaremos que la preferencia 
de que habla el artículo era en lo relativo á la imposición de multas, y que, 
desde que la Corte suspendió el artículo 2.^ de la ley de 73, dejaron de im- 
ponerse, por las causas allí determinadas ; pero que en virtud de otras dis- 
posiciones legales no suspendidas ni anuladas, que tratan de análogas co- 
rrecciones, las multas se imponen y se hacen efectivas sin necesidad de 
audiencia previa, sino con el conocimiento de las contravenciones. 

(5) Arts. 15 á 20 de la ley de 1881 ; 3.^ de la de 22 de Enero de 1873, y 
3.^ de la 14 de 1878.— (6) Art. 24 de la ley de 1881.— (7) Arts. 87 á 88 de 
la ley 14 de 1878, este último en su parte vigente. 



r 



• /■. 
'.i 

: t 



CAPITULO II 

DE LAS VISITAS Á LOS JUZGADOS. 

l^stJMXN.— '1.^ Quienes deben practicar las visitas en los Juzgados de Cir- 
cuito y de Distrito.— 2.^ Debe remitirse al Tribunal Superior copia de 
las actas ; correcciones que este puede imponer. 

1.^^— El Prefecto, y en su defecto el Alcalde, acompafíado del 
Agente ñscal y de uno de los Jueces del Distrito, son los llamados 
á practicar las visitas en los Juzgados de Circuito. Aquellos Juoces 
se turnarán en cada mes, si hubiere más de un Juez en la cabe- 
cera del respectivo Circuito. 

En los Juzgados de Distrito practicará la visita el Síndico del 
mismo, acompañado del Tesorero y del Presidente de la Corporación 
municipal. 

En la practicado estas visitan mensuales se dará cumplimiento 
Á las disposiciones legales que dejamos mencionadas en el capítulo 
anterior, y, en lo que fuere posible, á lo prevenido respecto de 
las que se verifican en el Tribunal Superior (1). 

2.^ — Copia del acta se debe remitir al Presidente del Tribunal 
por el Agente £scal, para que sea examinada: si de ella aparecie- 
Ten faltas 6 irregularidades en el despacho, 6 cualquiera iniracción 
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de la lev, adoptará dicho TñbuDal las providencias convenienteB 
para Bubsanamu, 6 corregirlas, y en &u caso, imponer el castigo 
correspondiente. El Tribunal puede castigar con multae hasta de 
cincuenta pesos á los Agentes fiscales que no remitan oportuna- 
mente la copia de la diligencia de que se habla (2). 



NOTAS DEL CAPITÜtO EL 

(1) Arta. 8S de la ley de U de Agosto de 1869 }> St A 23 de la le? 3S da 
1881.— <2) Arta. 3." de la ley 14 de 1878, en en parte vigente, y 3." da la 
ley de 22 de Enero de 1873, sJ cual Se hace referencia. 



TÍTULO NOVENO 



CAPITULO ÚNICO 

DEL TBATAMIENTO DE LOS MAGISTEADOa Y JUECES, TEAJI 
CATEGOBÍA, T DE LA DOTACIÓN DEL PBESONAL T DE 
LOS GASTOS DE OFICINA. 

Bbsdmbn. — 1.° Tratamiento: no ae usa dala toga; categoría eziatei: 
3.° — Dotación del personal ; gastos de escritorio j del material d 
oficinas ; la jaaticia se administra gratnjtamsnte. 

1." — Segtín las leyes antiguas, el tratamiento del Fresideoí 
la Corte Suprema era el de Excelencia, y el de los Presidt 
de los Tribuoales de Señoría JlvMríaijfM. Hoy se da & los 
gistrados de la Corte y del Tribunal del Estado y á loa Juect 
tratamiento de Señor ó Señores en el encabezamiento de los f 
tos, y el de Vos en el fondo de ellos, cuando ae dirigen á los pr 
ros ó cuando se alega en los estrados de dicho Tribunal : el de í 
cuando se dirige la palabra á los Jueces de Circilito ó de 
trito (1). 

Lc« Magistrados debían asistir vestidos de toga al desp 
del Tribunal, y no eran reconocidos con el carácter de tales e 
ejercicio de sus funciones si no estaban veatidoa de este n 
Hoy sólo para oír á las partes en estrados deben usar del i 
negro, como vestido de ordenanza. No se acoatumbran distin 
ni condecoraciones especiales, ni las leyes lo permiten (2). 

No hay otras categorías que las procedentes de la escala 
rarquía judicial, .en la cual comprendemos á los funcionarios 
Ministerio público, en el orden establecido. Componen las cal 
rías de la Magistratura: 1.° El Presidente de la Corte Supi 
federal; 2° El Presidente del Tribunal Superior ; S.^ Los P 
dentes de las Salas de decisión de este Tribunal ó sean los M. 
trados ponentes, en los negocios de su conocimieato, cuando p 
den las audiencias. 

La Constitución federal y la del Estado han prevenido 
acertadamente en bus disposiciones que no podrán aumentar 
disminuirse loa aueldos de los Magistrados y Jueces, duranl 
período para el cual hayan sido nombrados. Su dotación, con 
de los Secretarios y demás empleados del OTden judicial y la d 
funcionarios del Uioiaterio público, está determinada por las 1 
j reconocida anualmente en los Preaupueatoa, en los cuales fig 
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fiiempre las partidas que requieren los gastos de escritorio y ma- 
terial de las ofíciDas (3). 

El derecho de percibir el sueldo del respectivo destino lo ad. 
V quieren los funcionarios 6 empleados públicos con la toma de po- 

sesión. Los empleados interinos y suplentes tienen derecho al sueL 
do íntegro señalado al empleo, y las licencias que se concedan sin 

Íoce de sueldo, no podrán exceder de sesenta días en un ano (4). 
<a justicia se administra gratuitamente, y el Tesoro público es 
quien remunera los servicios que se prestan en su administración. 
Es prohibido á todos los funcionarios del Poder Judicial y del Mi- 
nisterio público <íobrar derechos por las diligencias en que inter- 
vengan, ó por los autos ó resoluciones que firmen ó autoricen, ó por 
las vistas ó conceptos que emitan en el ejercicio de sus atribuciones. 
Si exigieren de las partes ó sus conexionados, ó recibieren por vía 
de gratificaciqn alguna ^uma, cualquiera que sea el objeto, serán 
castigados con arreglo á lo dispuesto en el Código Penal. Depre- 
sivo en el orden judicial y fiscal y ocasionado á abusos, era el 
sistema de derechos procesales en retribución del servicio prestado 
por dichos funcionarios : un sórdido interés de lucro se despertaba 
con detrimento de la integridad de los mismos Jueoes y Tribunales 
y no poco dafío de la administración de justicia (5). 

Cuando se pidan copias de procesos y se disponga. la compulsa, 
el interesado pagará los gastos de escribiente á razón de veinte cen- 
tavos por foja, debiendo constar cada plana de veinte y cuatro ren- 
glones y cada renglón de ocho palabras ; y cuando se pidan certi- 
ficaciones, informes y exposiciones fuera de juicio, se pagará un 
peso por cada certificación que no pase de medio pliego escrito por 
\ ambos lados, y veinte centavos por cada plana más que ella con- 
tenga. La parte ó las partes interesadas suministrarán las caballe- 
rías ó embarcaciones necesarias, cuando hayan de practicarse dili- 
gencias fuera del lugar de la jesidencia del Juez ó Tribunal del 
conocimiento (6). 

* Tales son las principales disposiciones en materia de gastos 
judiciales. Respecto á los derechos de arancel que se pagan á las 
demás personas que suelen intervenir en los juicios, no por razón de 
empteo asalariado, los indicaremos al tratar de los procedimientos. 



NOTAS DEL CAPITULO ÚNICO. 

(1) Art. 50 de la ley de 18 de Agosto de 1868.— (2) Art. 8.^ de la citada 
ley, y 88 de la Oonstitación federal. — (3) Arts. 86 de la Gonstitnción nacio- 
nal ; 44 de la del Estado ; leyes 53 y 62 de 1874 ; 15 de 1876 ; 46 de 1877 y 7.^ 
de 1878 del mismo Estado, y las federales sobre sueldos y Presupuestoe.-— 
(4) Arts. 3.^ y 5.° de la ley 53 de 1874.— (5) Arts. 175 del Oód. Jud. del B., 
y 142 del de la U.— (6) Arts. 176 á 179 del Ood. Jud. del E.; 143, 144 y 147 
del de la U. 
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CAPITULO ÚNICO 

DE LA NUMBEAOIÓN, CITA Y CIECULAOIÓN DE LAS LEYES Y 
• DE LA COMUNICACIÓN Y NOMBNCLATUEA OFICIALES. 

BBsrHSN. — 1.^ Las leyes deben nnmerarse; fónniila de citación de ellas.-* 
2.° Gircnlacíón, publicación y ejecución de las leyes y disposiciones ge- 
nerales del Gobierno ; — 3.^ Servicio de correes ; porteo de la correspon- 
dencia y franquicia ipostal ;— 4.^ Nomenclatura de las poblaciones ; cua- 
dro de sus variaciones ; excitación á las Asambleas de los Estados. 

» 

1.^ — ^Las leyes que el Congreso expide toáoslos afíos, deben nu- 
merarse, formando una serie ordinal que comenzará por la unidad, 
y la cita de ellas se hará de este modo : Ley 1.* ( 2.*, 3.*, &c.), de 
tal afío. El número que corresponda á cada ley se extenderá en el 
acto de ser sancionada, para lo cual se lleva un registro ad hoc eii 
la Secretaría de Gobierno de la Unión. 

En el Estado rigen las mismas prescripciones, y en la Gober« 
nación se lleva el registro autentico y general de las leyes expe- 
didas (1). 

Expusimos en la Introd/ucción que los actos legislativos y de- 
más disposiciones generales del Gobierno son obligatorios, desde 
que se publican oficialmente en la capital de la Unión y en la de 
los Estados, y para las restantes poblaciones desde el vencimiento . 
del plazo sefíalado al efecto, según las distancias y los término» 
establecidos. 

Es de la incumbencia del Presidente de la Unión daor las órde- 
nes y disposiciones convenientes para la cumplida ejecución de 
las leyes, y está entre sus atribuciones constitucionales la de 
cuidar de que la justicia se administre pronta y cumplidamente, 

Í)romoviendo el despacho de los negocios civiles y criminales, para 
o cual el hace notorios los actos legislativos y sus decretos con el 
régimen de la publicidad, y hace también efectiva la circulación 
de unos y otros, y la correspondencia oficial y particular con el 
sistema de los correos nacionales. 

£1 Gobernador del Estado, además de sus atribuciones legales 
y constitucionales, tiene las siguientes: 1.* Comunicar las leyea 
y dar directamente sus órdenes á todas las corporaciones y á 
todos los funcionarios públicos, y cuidar activa y eficazmente de- . i. 

su cumplimiento ; 2.* Resolver las consultas que se le hagan por 
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los Alcaldes sobre la ejecución de las leyes y disposiciones vi- 
gentes, y darles con tal fín las instrucciones que estime oportu- 
ñas, para el mejor desempeño de sus funciones; 3/ Visitar una 
vez al afío, en la época en que lo tenga por conveniente, los Dis- 
tritos del Estado, para averiguar si las leyes y demás disposiciones 
han tenido cumplimiento; 4.* Expedir los reglamentos que las 
leyes requieran y dictar las providencias que sean necesarias para 
«el buen servicio público, para el arreglo y orden de los archivos y 
demás objetos de la Administración pública; 5.* Vigilar, finalmen- 
te, la conducta oficial de todos los funcionarios ó empleados del 
Estado, promoviendo lo que coresponda para la corrección de las 
faltas en que hubieren incurrido (2). 

3.° — El ramo de correos nacionales constituye un departamen. 
to del Gobierno federal, encargado de hacer trasportar la corres- 
pondencia que cursa por las líneas establecidas, que mantiene 
dicho Gobierno, no como un monopolio cuyos productos formen 
una renta en su beneficio, sino que el impuesto tiene por fin el 
servicio público, su perfección y excelencia; de modo que siendo 
e$te negociado, según la Constitución, de la competencia de dicho 
Gobierno y del de los Estados, no sólo pueden éstos sino los partí- 
culares, establecer líneas de correos en la Unión y en los Estados, 
si á ello no se oponen las legislaciones seccionales. El Jefe del 
departamento nacional es el Director general, con inmediata de- 
pendencia del Poder Ejecutivo, de quien recibe órdenes por con* 
ducto de la Secretaría de Fomento. Por consiguiente, mientras los 
productos n« cubran los gastos, se considera este ramo como servi- 
cio más bien que como renta. Dicho Director forma el anuario 
de correos que debe publicarse un mes después del ano econó- 
mico, en el cual se concretan las disposiciones, los itinerarios, ta- 
rifas &c. 

En cada una de las capitales de los Estados y en los demás 
lugares importantes hay Administraciones principales del ramo, 
y las subalternas en los Distritos y localidades que á juicio del 
Ejecutivo sean necesarias. Sin perjuicio de las líneas que han 
establecido los Estados, rel Gobierno federal mantiene las principa- 
les y trasversales que determinan el Código Fiscal y los decretos 
reformatorios. 

La correspondencia debe girar franca de porte, excepto la de 
los países con quienes haya convenciones postales, y girará libre la 
«de las autoridades y corporaciones de la Unión, de los Estados y 
de los Distritos. Entiéndese por correspondencia oficial de los Es- 
tados y de los Distritos : 1.^ la que se dirijan recíprocamente 
las oficinas, corporaciones, autoridades y funcionarios públicos de 
las mismas entidades ; 2/ la que dirijan á las oficinas, corporal 
cienes, autoridades y funcionarios de otro Estado 6 Distrito, ó de 
la Unión, ó á los particulares sobre asuntos del servicio púbUco. 

También giran francos de porte los autos y diligencias eai 
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que sea actor el Gobierno, los autos y diligencias cuyo porte 
debiera ser á cargo de parte declarada pobre de solemnidad, 
siempre que así lo exprese al respaldo del pliego el Juez remi- 
tente, y tos autos dictados 6 diligencias practicadas en asuntos 
criminales. Todos los expedientes civiles y crinainales deben con- 
tener al reverso de la cubierta una nota suscrita por el Secreta, 
rio del Juzgado respectivo, del Tribunal ó de la Corte Suprema, y 
en su defecto por el Juez 6 Magistrado, en que se exprese su con. 
tenido, y á los que cursen d^ oñcio se les anota su peso para el caso 
de condenación de costas. 

Es un deber de los Administradores de correos requerir á los 
Jueces y Tribunales para quienes vayan dirigidos los pliegos, con 
el ñn de que sean extraídos, después de trascurridos seis días de su 
recibo en la oñcina, y el requerimiento será trasmitido al Ministe- 
rio fiscal y publicado en el periódico oficial. Los expedientes 
que permanezcan más de un año detenidos, se depositarán en la 
Biblioteca nacional, ó bo devolverán á Ips funcionorios de quienes 
procedan á juicio del Poder Ejecutivo (3). 

La renta de correos en el Estado forma la exacción de un dere. 
cho que se causa en la proporción que determinan el Código fis- 
cal y los decretos ejecutivos. Tampoco se cobra porte por la co- 
rrespondencia oficial que gira por las líneas principales y trasver- 
sales establecidas, ni por los autos, procesos ú otras diligencias 
judiciales, en los casos y con los requisitos mencionados. 

El recibo y despacho de la correspondencia está á cargo del 
Administrador principal del ramo en la capital, del Administra- 
dor de Hacienda en los Departamentos y de los Recaudadores en 
los Distritos. Todos estos empleados tienen el deber de recibir en 
las Administraciones de correos nacionales la correspondencia ofi- 
cial y privada dirigida á las autoridades y funcionarios públicos 
delEátado (4). 

Réstanos indicar que al tratar en el Tomo II de los procedimien. 
tos judiciales mencionaremos las reglas que se siguen respecto de la 
remisión de autos consignadas en el Código Judicial. 

4.° — Las legislaciones federal y seccionales han adoptado la 
nomenclatura que tenían las ciudades, villas, distritos y demás 
lugares de la República en 1869, y disponen que respecto de las 
variaciones que haya experimentado dicha nomenclatura, con pos- 
terioridadal afío de 1852, se forme por el Poder Ejecutivo el 
cuadro correspondiente. Se excitó á las Asambleas legislativas de 
los Estados para que aceptaran las mismas disposiciones, y Cundina. 
marca, así como los demás Estados, las han adoptado (5). Véase 
el Itinerario de distancias que publicamos en el Apéndice. 



NOTAS DEL CAPITULO TÍNICO. 

(1) Arta. 1.° a 3.® de la ley 1.* de 1873delaUnión,y l.^'áS.^delaley 1.* 
de 1876 del Estado. Aquélla dispuso que los actos legislativos anteriores se 
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denominaran de la misma manera al yerifíoarse una edición de ellos ; y con 
el objeto de uniformar Ja legislación nacional, ordenó el Poder Ejecntiyo 
que se numerasen por años las leyes y decretos expedidos de 1863 á 1872, y 
así se ha hecho en la colección publicada en 1875. 

(2) Arts. 66, incs. 1.^ á 10 de la Constitución federal, y. 2.^ de la ley 5.^ 
de 1880, que reformó el Cód. Pol. y Mun. del E. 

(3) Arts. 514 á 517, 524, en su inciso 16, y 529, 534, 565, 581 y 582, 595, 
602, 603 y 679 del Cód. Fiscal de la Unión ; decretos ejecutivos de 1874, 1876 
y 1877, 1879, 1880 y 1881, publicados en el Diario Ofidal núma. 3,156, 3,852, 
4,041, 4,594, 4,796 y 5,110 ; y circulares de la Secretaría de Fomento, publi- 
cadas en el mismo Diario, núms. 4,207, 5,075, 5,013 y 5,014, 5,130, 5,160, 
5,168, 5.180 y 5,234 ; arts. 280 y 281, 334 y 335 ; caps. 2.® y 4.°, Tít. 2.°, 
Trat. 4.^ de la Óompilación de las disposiciones legislativas, ed. de 1881. 

^ De acuerdo con lo dispuesto en la ley 90 de 1880, y la circular de 31 de 
Diciembre del mismo año, en que el Gobierno de la Confederación suiza 
propuso la admisión de los Estados Unidos de Colombia, quedaron éstos in- 
corporados en la '* Unión postal universal," en los términos de la Conyención 
celebrada en París el 1.® de Junio de 1878, mediante las condiciones y reser- 
vas hechas en la declaración de adhesión formulada por nuestro Ministro 
público residente en Europa (Diario Oficial número 1,994). 

(4) Arts. 73, 79, 200 y 201, 583, 594 y 595 del Cód. Fiscal, y decreto eje- 
cutivo número 69 sobre el seryicio de correos en el Estado (Éeg. Ofi* núm. 
1089). 

(5) Arts. 1.° á 3.° de la ley 3.' de 1869 de la U., y iP i 4.° de la ley 30 
de 1875 del Estado. 
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APÉNDICE NUMERO PRIMEM 



FORMULARIOS Y CASOS PRÁCTICOS 



Del Libro J, Titulo V, Capítulo VIIL De los arbitracbres y 

arbitros de derecho. 

ESCEITUSA DE COMPBOMISO PAEA LOS JUICIOS DE ARBITRA- 

DOBBS. Número En el Distrito de Estado Soberano de 

Cundinamarca, Estados Unidos de Colombia, á tantos de tal 
mes y a/ño: ante mí Narciso Sánchez, Notario segundo del Cír- 
culo de Bogotá, y los testigos Joaquín Garzón y Roque Ramírez^ 
vecinos de dicho distrito, mayores de edad y en quienes no concu- 
rre ninguna causal de impedimento, comparecieron D. Eustacio 
A. Escobar, domiciliado en esta ciudad, y D. José Trujillo, de la 
misma vecindad, mayores de edad á quienes doy fe conozco y 
dijeron: Que el segundo había llevado en arrendamiento por espa- 
ció de ta/íhtos años una hacienda, propia del primero, titulada 
"Santa Isabel," sita en el término del Circuito judicial de La Me- 
sa ; que habiendo concluido dicho contrato en fin de Junio próximo 
pasado, Trujillo había hecho entrega de la finca á su dueño, con 
cuyo motivo se habían suscitado entre ellos las reclamaciones y 
cuestiones siguientes : 

1.' D. Eustacio A. Escobar pretende que D. José Trujillo le 
abone á regulación de peritos, los perjuicios que encuentra en la 
finca por tales y tales razoTies^ á lo que éste se opone, alegando 
que no existen los expresados perjuicios, y que aun cuando existie- 
ran, no estaba obligado á pagarlos. 

2.* D. José Trujillo pretende á su vez que D. Eustacio A. 
Escobar le abone tantos pesos por las mejoras que ha hecho en la 
finca con la plantación de tantas matas de café; y éste se niega á 
ello, en razón á que aquél ha hecho dicha plantación sin su cono- 
cimiento; porque además queda indemnizado suficientemente con 
las utilidades que ha obtenido del cafetal, sin haberse aumentado 
el precio del arriendo, y por otras razones que se reserva exponer 
á su tiempo. 

Que no habiendo podido ponerse de acuerdo respecto de estas 
reclamaciones, habían convenido por último, tanto para evitar las 
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consecuencias desagradables de un pleito ordinario, como por 
cumplir lo que tienen estipulado en la condición 9.' de la escritura 
de arrendamiento, en someterla decisión de dichas cuestiones al 
juicip de arbitradores, y para que tenga efecto este compromiso 
otorgaban, como otorgaron y estipularon, lo siguiente : 

1.° Que nombran por arbitradores á D, Manuel Bricefio y D. 
Alberto Urdaneta, vecinos de y residentes en esta ciudad, mayores 
de edad, al primero por parte de Escobar, y al segundo por la do 
Trujillo, para que segán su leal saber y entender, y sin sujeción & 
fórmulas legales, eonoacan como tales arbitradores, decidan y fa- 
llen las cuestiones antes indicadas, condenando ó absolviendo (ó 
transigiendo las pretensiones opuestas ), determinando también en 
BU caso lo que consideren justo respecto al pago de costas, y fijan- 
do las cantidades que deban abonarse respecti mámente por cual- 
quiera de dichos conceptos, en caso de condenaciiío, pues respecto 
de todo ello se someten á la decisión de los mismos ( ó al pago de 
una multa de tatito pesos por responsabilidad ó por toda indem. 
nización, eu caso de no cumplir la decisión de los arbitradores ). 

2." Que para el caso de. discordia entre los referidos arbitradores 
nombraban de comiín acuerdo por tercero, para que la.dirimay 
decida sobre los puntos en que aquéllos no estuvieren conformes, 
á D. José María Rubio {"rade, domiciliado en Chapinero, mayor 
también de 21 afíos. 

Leída eíita escritura á los otorgantes, la aprobaron y firman 
con los testigos arriba expresados por ante mí. — Eustacio A. Esco- 
■ ha/r. — José Trujillo, — Joaquín Garzón. — Roque Ramírez. — Nar- 
ciso Sánchez, Notario segundo. 

A continuación de la copia ile la escritura ó del do- 
cumento otorgado, se extenderá en el papel sellaiio co- 
rrespondieute la diligencia de 

Aceptación de lo3 arbitbadokes. En (lugar y fecha), 
los infrascritos arbitradores nombrados por las partes, después de 
haberse enterado del contexto de la anterior eRcritura ó documen- 
to, declaran y hacen constar: Que aceptaban, como aceptan, dicho 
cargo da arbitradores ó amigables componedores, para la decisión 
de las cuestiones expresadas, obligándo-fO á desempeñarlo bien y 
fielmente, y á dictar su fallo, segiín su leal saber y entender, den- 
tro del plazo señalado por la ley ( ó el acordado por los interesa- 
dos), y en su crédito firman esta dilif^enuia. 

ESCEITÜRA DE COMPHOMIBO PAHA LOS JUICIOS DE ÁEBITEOS 
DE DERECHO. (Como la anterior, pero expresando que las partes 
someten la decisión de las cuestiones al juicio de dichos ártótros, 
para que con arreglo ii derecho y por los trámites establecidos en 
el Código Judicial, conozcan como tales arbitros, decidan y fallen 
las reclamaciones propuestas con todas sus incidencias, á no ser 
que se determinen trámites distintos, y estendiendo la estipa. 
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lación de la multa para el caso de apelación, si en ello convinieren^ 
que deberá pagar el que se Silzare del fallo arbitral al que se con- 
formare con él, para poder ser oído. Suele asimismo estipularse 
en este comproniiso, así como en el precedente, el pago de otra, 
multa, para el caso en que alguna de las partes deje de cumplir 
con los uctos indispensables para la realización del compromiso ). 
Esta escritura deben firmarla también los arbitros de derecho, 
que hayan aceptado el cargo, expresándose en su contexto dicha 
aceptación. 

Se expondrán en el Apéndice del T. II los formularios 
de las diligencias y actuaciones que requieren estos juicios, 

II ' 
Del Título VII, Capitulo II. De los apoderados. 

Poder general para negocios. Número En el Distrito 

de Estado Soberano de Cundinamarca, Estados unidos de 

Colombia, á tantos de tal mes y año, ante mí N. S., Notario del 

Círculo de y los testigos N. y N., vecinos del mistno Círculo, 

mayores de edad, de buen crédito y en quienes no concurre ningún 
impedimento,^ compareció D. Samuel Romero, vecino de Fó- 
meque, mayor de edad (ó varón casado, mayor de diez y ocho 
afíos ó habilitado de edad ), á quien conozco, y dijo : Que confiere 
poder amplio y general con libre administración á D. Norberto 
Gutiérrez, mayor de edad, para que á su nombre, representando 
su propia persona, acciones y derechos, y guardífndo en todo caso 
sus instrucciones ( esta cláusula puede suprimirse ) celebre de pa- 
labra ó por escrito, por sí ó por interpuesta persona, toda clase de 
contratos, transacciones y arreglos de cualquiera naturaleza: para 
que otorgue y acepte escrituras : para que cobre y perciba todas 
cuantas cantidades <ie dinero ó cualesquiera otras cosas que le 
adeuden al poderdante: para que en el respectivo caso otorgue los 
recibos de pago que se le pidan y fueren de darse, aceptando y perci- 
biendo los que favorezcan los derechos del otorgante : para que acep- 
te con beneficio de inventario ó sin él todas las asignaciones á 
título universal que correspondan al poderdante, pudiendo repudiar 
éstas si así lo estimare conveniente: para que acepte ó repudie las 
asignaciones hechas al otorgante á título singular: para que acep. 
te las íiooaciones entre vivos que se le hagan al mismo otorgante: 
para que ponga limitaciones al dominio de las cosas que corres- 
pondan al constituyente en favor de otras personas, fideicomisos, 
derechos de usufructo, uso ó habitación y servidumbres prediales i - 
para sustituir este poder en una ó muchas personas, con las res- 
tricciones que tenga á bien; y finalmente, para que fuera de juicio 
haga todo cuanto el poderdante haría; pues el poder que para 
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ello se requiere, le da y confiere por el preseí 
testigos arriba expresados. 

En este poder se puede conferir también el general 
para pleitos ó uno especial para alguno determinado, 
se eche en olvido que el poder general no faculta, j 
celebrar <i5 ejecutar toda clase de actos á nombre del 
presentado. Así, todo mandatario necesitará de poder ei 
cial para transigir, y, en este poder se deben especificaí 
bienes, derechos y acciones sobre que se quiera transí 
(Véanse los artículos 2,250 del Código Civil del Estj 
los del capítulo 2.°, Título vigésimo nono y los concorc 
tes del Código de la Unión.) 

PODBE ESPECIAL PAEA DETBEMINADO NEGOCIO. (Su eru 
Sarniento como el cmterior) y diio : Que confiere poder ampl 

ae&or B. Jacinto Flórez, vecino de . ... mayor de edad para 

á su nombre, represeotando au propia persona, proceila á cele 

con el señor N., vecino de , el contrato tal (debe exprés 

la naturaleza del contrato, bus condiciones y circunstancias, 
es para obligar al poderdante como deudor 6 ñador, se harán 
referencias convenientes, y si para enajenar ó hipotecar una 
ca, se seCalará ésta por bu nombre, situación, linderos &c.) £1< 
gante declara: que aprueba y da por bien hecho lo que bagí 
apoderado en virtud de este poder, aceptando los derechos y i 
gaciones que se deriven del acto ó contrato celebrado por el e 
datarío. 

Téngase presente que los poderes generales y espeí 
les para el desempaño de toda clase de negocios, eí 
sujetos al requisito del registro, y no así los siguiente! 

PODEB GENBBAL PABA PLEITOS. ( El miamo encabezamie 
y dijo: Que confiere poder amplio y general á D. Tomás Guar 
para que lo represente ante los Juzgados y Tribunales, tanto 
Clónales como de loa Estados, promoviendo, siguiendo y termi: 
do todos los pleitos, causas y n^ocios en que sea parte direct 
indirectamente el otorgante: para que desista, cuando lo jus 
conveniente, de las acciones ó gestiones que tenga pendiei 
pudiendo terminarlas por medio de transacciones, guardando 
instrucciones: para que remate bienes en juicio por cueota de 
créditos que reclame en nombre del otorgante, reciba los bii 
rematados, percibiendo la cantidad ó cosa, materia del juicio : ] 
sustituir este poder con las limitaciones que tenga á bien : ] 
.revocar sustituciones; y, finalmente, para que haga en juicio i 
cuanto el poderdante haría ; pues el poder que para ello se req 
re, se lo confiere bastante por el presente. Dijo también qui 
poder para pleitos que otoi^ es tan amplio y general que se 
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tiende á los poderes que al poderdante le han conferido ó confieran 
otras personas, á quienes representará el sefíor Guarnizo, de confor. 
midad con lo dispuesto en el artículo 26 de la ley 14 de 1878, 
adicional al Código Judicial del Estado. 

PODBE ESPECIAL PARA JÍETERMINADO PLEITO ( Principia y 

termina la escritura del moctx) indicado) y dijo: Que confiere 
poder especial á D. Alfredo Greñas para que instaure juicio civil 
ante el Juzgado ó Tribunal competente (ó entable acusación), 
y lo lleve adelante hasta su terminación en todas las instancias, 
contra Felipe Santos, reclamando la propiedad de la finca tal, 6 el 
cumplimiento del contrato tal, 6 el pago del crédito ó créditos que 
contra él tiene el otorgante á su favor ( y si fuere asunto crimi- 
nal se expresará la acción que deba entablarse, y si es empleado 
el responsable, el nombre de éste, el destino y demás circunstancias ): 
lo autoriza para que desista, cuando lo tenga por conveniente, de la 
acción ó acciones intentadas, pudiendo terminarlas por transacción, 
según sus instrucciones : lo autoriza también para rematar bienes 
en el juicio, &c. 

SuSTiTüCióií DE PODER. ( Principia y termina del mx>do ex^ 
presado ), y dijo : Que el poder que le confirió D. Santiago Ca- 
macho bajo el número tal en tal fecha, ante el Notario del Círcu- 
lo de para ¿ai cosa, lo sustituye en todo y por todo (si es 

parcial la sustitución, se expresará en qué consiste ) en D. Aristides 
Angueira, vecino de 

III 
Del Título VII, capítulo III, De los Médicos forenses. 

Diferentes en la forma y por sus varios objetos son 
los documentos médico-legales. 

Por medio de un oficio puede el médico participar una 
noticia á la autoridad para el esclarecimiento de ciertos 
hechos, sobre los vestigios de un delito, por ejemplo, que 
ha descubierto en el ejercicio de su profesión. 

Los médicos ó facultativos de medicina y cirugía no 

tienen la facultad de certificar para ante las autoridades 

judiciales. Ellos declaran como cualquier perito 6 testigo. 

La certificación por medio de la cual se afirma la verdad 

de uno ó más hechos, se expide por lo general, extrajudi- 

cial 6 extraoficialmente, en asuntos administrativos, y 

cuando se presenta alguna ante un Juez o Tribunal, se 

extiende luego una atestación jurada sobre su contenido. 

Hé aquí dos formularios de certificaciones, la primera que 

se entrega á un soldado para exonerarlo del servicio mili-. 

22 






j 



338 APÉÍTDIOB NÚMERO PBIMBBO 

tar, y la segunda á un testigo que se encuentra en inipo' 
sibidad de comparecer. 

El infrascito "Doctor en Medicina y Cirugía, residente en esti 
capital, por solicitud del soldado José Collazos, de la compañíi 
10.' del Batalliín 1.° de lioea estacionado en esta capital, certifica 
Que dicho individuo «e encuentra enfermo hace alguDos días, afee 

tado de (se indica la enfermedad), y en consecuencia, n< 

puede satisfacer las necesidades del servicio activo, siendo imposi 
ble determinar ha';ta qué época se hallará en capacidad de presta 
dicho servicio, porque esta enfermedad e?) de duración indeñnidí 
y lai^íi. Eu fe de lo cual &c. — Emiliano Posada. 

El, infrascrito, Doctor en Medicina y Cirugía de la Facultai 
de la Universidiid nacional, residente en esta capital, certifica 
Que habiendo KÍdo requerido para trasladarse á tal sitio, con el ob 
jeto de ver y visiiar al señor José Vera, que habita en tal casa 
me trasladé hoy ú ella, y lo he eucontrado en la cama, lo he exa 
minado con cuidado y reconocido en él todos los síntomas de... 
(se indicará la enfermedad y descrihirán los síntomas ú fin de po 
ner al Juzgado ú Tribunal que hizo la citación en capacidad di 
apreciar el impedimento). Esta enfermedad imposibilita al sefio: 
Vera ;í comparecer ante dicho Juzgado ó Tribunal; en fe de \i 
cual, entrego el presente certiñcado atestiguando que su contenidt 
63 sincero y verdadero, en Bogotá &c. — J. M. Buendía. 

Los informes así comí) las consultas son, por lo gene- 
ral, compuestas de cuatro partes esenciales : el preámbu- 
lo, la exposicidn de los hechos, la discusión ó el razona- 
miento y las conclusiones. Ambos documentos son poi 
su'natiiraleza adtiiitiiíitrativos. En éstos se trata ordina- 
riamente de la oportunidad, de las ventajas ó inconvenien- 
tes de tal ó cual establecimiento, de tal ó cual procedi- 
miento con relaciíín á liigiene pública, á sanidad ó policú 
&c. Las consultas pueden ser informes que evacúan lat 
corporaciones facultativas ó científícas sobre ciertos negó, 
ciados eu que se interesa la Administraciiín pública. 

IV 

Del TitvXo VII, capítulo VI. De loa intérpretes de lenguas y 
detixáa 'peritos. 

Dbclabaoión de los PKBlTOS. En (ltígaryfedia),wi 

te el señor Juez 1." delCirciíito comparecieron losperitosN. Ñ.,d( 
tal edad, agrimensor, vecino de. , . y M. M. de tal edad, labrador, d< 
esta vecindad, los cuales, después de haber prestado juramento ei 
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debida forma, manifestaron: Que en cumplimiento de su encargo 
han practicado las operaciones ordenada)? y las demás que han 
juzgado necesarias para emitir el dictamen que se les tiene 
pedido, en cuyo aóto han concurrido las partes y sus apoderados 
(ó los que concurran), y después de haber oído cuantas observa- 
ciones han querido hacerles, convinieron, en emitir de conformi- 
dad su opinión sobre los puntos propuestos y respecto de cada uno 
de ellos, declarando lo siguiente : Al primero dijeron: Que en efecto 
el terreno tiene más de ciento veinte fanegadas, toda vez que de la 
medición que han practicado resultan ciento noventa. Al segundo 
dijeron: Que según loa lindes que se marcan en^la escritura de 
que se trata, las ciento veinte fanegadas vendidas están á la parte 
oriental de la hacienda, y bajo este concepto las han medido y 
separado de las tierras que restan de ^icha heredad, por medio de 
tantas hitas que han colocado á presencia de los interesados en 
tales puntos. Al tercero dijeron: Que segtín el valor qué tenía la 
propiedad territorial en 1860, dichas ciento veinte fanegadas valían 
seis mil pesos. Y que lo expuesto es lo que juzgan arreglado á 
verdad y justicia según sus conocimientos en la materia, y lo que 
les resulta de las operaciones que han ejecutado; leída que .les 
fué esta declaración, en ella se afirmaron y ratificaron, y firman 
con el señor Juez y el infrascrito Secretario, 

Reconocimiento pericial. En el distrito de á tantos ele 

tal mes y afíOf comparecieron ante este Juzgado N. N. y N. N., 
mayores de edad, peritos nombrados para el examen y reconoci- 
miento de la liquidación y documento privado, que sirve de funda- 
mento á esta demanda, y previo el juramento que tienen prestado, 
de común acuerdo, exponen : Que en cumplimiento estricto de las 
órdenes del Juzgado, y teniendo en cuenta los capítulos que abraza 
el auto en que se admitió la prueba pericial, han practicado el re- 
conocimiento y escrupuloso análisis de la liquidación, presentada 
por D. Antonio Silvestre, en relación con el escrito indubitado 
del documento de la obligación contraida, presentada á su vez por 
el demandante D. José Armenta, auxiliados para ello de los cal- 
eos sacados en el acto de dicho reconocimiento, y si bien se obser- 
va alguna diversidad en la tinta y rasgos, por la diferencia de 
tiempo que existe entre una y otra escritura, analizando sus carac. 
teres, forma de letra, y sobre todo, la semejanza idéntica de' algu- 
nos signos de uno y otro escrito, opinan que tanto uno como otro 
documento, son de una misma mano y han sido escrito^s al parecer 
por una misma persona, siendo por tanto de igual letra. Que es 
cuanto pueden declarar, y leída esta declaración, se afirmaron, ra- 
tincaron y firman con el sefíor Juez y el infrascrito Secretario. 

Deolae ACIÓN DEL PERITO TERCERO. (Se extenderá en la mis- 
ma forma y se expresará la concurrencia de los peritos de las 
partes. Se mencionarán las operaciones practicadas por el tercero, 
y de que éste ha oído las razones que aquéllos le han dado en apo. 
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JO de sus respectivas opiniones. En vista de todo, si se confor- 
mare con el dictamen de uno de los discordantes, se declarará así; 
y en otro caso, emitirá el suyo, siguiendo el mismo orden observa- 
do por dichos peritos, y exponiendo las razones en que lo funde )^ 

En caso de discordia, ya lo dijimos, se deben extender 
por separado las declaraciones. El Juez debe también 
hacer la, confrontación de documentos, por sí, en el caso 
del reconocimiento después del dictamen perítico. 



Del Título VII, capítulo VI, De los Notarios públicos. 

Acta de nacimiento. — En el distrito de.... Estado So- 
berano de Cundinamarca, Estados Unidos de Colombia, á tantos 
de tal mes y año, ante mí N. N., Notario del Círculo de.... so 
presentó D. Manuel Euiz, á quien conozco, y expuso que el día 
tantos había nacido un niño, hijo legítimo suyo y de la señora 
Teresa Camacho, á quien pusieron por nombre Alejandro. Abuelos 
paternos, N. N. y N. N. Y firma por ante mí con los testigos N. 
N. y N. N., vecinos mayores de edad y en quienes no concurre 
impedimento (Firman el exponente y el Notario). 

Acta de defunción. — (Gomo el anterior el encabezamien- 
to) y expresó : que el día tantos de este ó de tal mes, á tal hora, 
falleció de muerte natural (ó violenta) en este ó en tal distrito, el 
sefíor N. N., vecino de...., de tantos afíos de edad, hijo legítimo 
(ó ilegítimo) de N. N. y de N. N., soltero (ó viudo, ó casado 
con....), que hizo testamento cerrado (abierto ó privilegiado), en 
tal fecha y en tal líigar, ante el Notario del Círculo tal, 6 ante los 
testigos, ó ante el General, ó Jefe, ú Oficial tal (ó que no hizo tes- 
tamento). Y firma por ante mí con los testigos N. y N., vecinos, 
mayores de edad, y en quienes no concurre &c. 

Acta de matrimonio. — 'En (lugar y fecJia): ante mí'N. N., 
Notario del Círculo de.... ó Juez del Distrito de.... y los tes- 
tigos N. y N., vecinos &c., comparecieron D. Higinio Lamprea, 
vecino de.... y Doña Emilia Santamaría, vecina da... (de dicho 
Distrito), á quienes conozco, con el objeto de celebrar matrimonio ; 
y estando ya cumplidas todas las diligencias previas que la ley 
requiere (Véanse los arts. 104 á 130 del Cód. Civ.), exploré de 
los esposos si de su libre y espoiitánea voluntad querían unirse en 
matrimonio, les advertí las obligaciones que iban á contraer (Véan- 
se arts. 137 á 176 de id.) y pedí separadamente á la esposa y al 
esposo su consentimiento, y habiéndolo manifestado ellos ^mismos, 
en voz perceptible, sin equivocación (así lo declararán los contra- 
yentes) ó por sefíales que no dejan duda (si uno de los dos fuere 
mudo, y sé dirá cuál de ellos), declaré perfeccionado el contrato» 
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y se procedió á extender la presente acta, que la suscriben los 
contrayentes y testigos mencionados por ante el infrascrito. 

Cuando los contrayentes ó uno de ellos no supiere es- 
cribir, firmarán á su ruego testigos distintos, y si tuvieren 
hijos naturales, conviene hacer mención de ellos. Las di- 
ligencias practicadas antes de la celebración del acta, no 
se agregarán á dicha acta como lo disponía el Código, sino 
se custodiarán legajadas con la debida separación y con la 
inscripción que indique su contenido (Ley de 1870). 

Otea acta de matrimonio. — Esteban. Narváez y Eosa Ci- 
fuentes. En.... (lugar y fecha): ante mí el Notario público de 
este (Territorio ó Corregimiento), presentó Esteban Narváez copia 
del acta de matrimonio que él contrajo con Bosa Cifuentes, con- 
forme al rijto del culto católico, el día tah El acta cuya copia se 
ha presentado dice así (aquí se insertará íntegramente). El con. 
trayente es vecino de.... y de edad de-.... y la contrayente natural 
y vecina de.... y de tal edad. Firman dichos contrayentes con los 
testigos, que lo fueron N. N. — El Notario, N. N. 

Instrumento de legitimación. — JEn.... (corrió principia 
toda escritura publica), y expusieron : Habiendo contraído matri. 
monio en tal fecha, según consta de la certificación que exhibimos, 
que á la letra dice (aquí ella); y no produciendo tal matrimonio 
ipso jure la legitimación de nuestros hijos N., N. y N. natura* 
les de.... el primero de tantos anos de edad, el segundo de ta/n- 
iosj el tercero de.... y los cuales hijos tuvimos antes de nues- 
tro matrimonio, y deseando conferirles aquel beneficio, se lo 
conferimos realmente por este instrumento, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 259 del Código Civil. Quedamos adverti- 
dos de que esta declaración será notificada á los hijos á quienes 
hemos mencionado, por ordenarlo así el artículo 260 de dicho 
Qódigo. 

Si alguno de los hijos estuviere bajo potestad marital, 
6 bajo tutela 6 curaduría, se expresará así nombrando al 
marido 6 al tutor ó curador ; y si alguno hubiere muerto 
se consignará el hecho; expresándose su descendencia legí- 
tima, si la hubiere, y la notificación se hará á los descen- 
dientes. Los instrumentos de esta clase pueden otorgarse 
en cualquier tiempo después de la celebración del matri- 
monio, según la ley de 28 de Enero de 1873 que ha refor- 
mado el artículo 259 del Código Civil. 

Aceptación de la legitimación. — Número... En... (hi^ 
gar y fecha y demás del formulario anterior )y y dijo : Habien- 
do sido notificado de la legitimación que me hicieron mis padres 
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N. y N., por ínstrutueoto otorgado ante el Noti^rio N, bajo el dÚ" 
mero tal, con fecha tal^ por la presente declaro que acepto (ó repu- 
dio ) la referida legitimación. Firman &c. 

Si fuere mujer casada la persona que hubiere sido ob- 
jeto de la legitimación, que viva bajo potestad marital, 
concurrirá al acto su marido, y si diere su consentimiento, 
firmará la escritura; si este consentimiento faltare, se 
insertará la autorización judicial conipetente. Si la legiti- 
mación se refiere á menores bajo la guarda de sus tutores, 
ó curadores, hablarán éstos en nombre de aquéllos, y se 
insertará también en la escritura el decreto judicial reque- 
rido por el artículo 262 del Código <3ivil. 

EscEiTüEA DE ADOPCIÓN. Número... En... {lugar fecha y 
demás ya dicho) ^ y expuso: Que por la presente escritura y pre- 
vio el permiso otorgado por el sefíor Juez del Circuito de... (el 
del domicilio del adoptado), como consta de la documentación que 
se me ha manifestado, adopta por hijo suyo á N., natural de... 
vecino de... de ¿autos años de edad, hijo legítimo de D. Felipe 
Pico y Dofía Genoveva Centeno ( quien podrá usar en lugar del ape- 
llido de su familia, el del otorgante si lo quisiere ), y estando pre- 
sentes los padres del menor N., á quienes conozco, manifestaron 
que prestaban su consentimiento para la adopción. Firman el se- 
£or Juez que concedió el permiso, el adoptante, el adoptado, los 
padres de éste y los testigos arriba expresados, por ante mí. 

En todo caso de adopción es necesario el permiso judi- 
cial. Si la persona á quien se pretende adoptar fuere me- 
nor de edad y tuviere bienes ó por cualquiera otro motivo 
estuviere bajo el poder ó la guarda de otra persona, el 
adoptante dará caución á satisfacción del padre, tutor &c., 
la que será aprobada por el Juez, recibiendo los bienes 
bajo inventario solemne ó judicial. 

Instrumento de emancipación. Número... En... {como d 
a/nierior), compareció D. Indalecio Ayarza &c. y expuso: Que 
por el presente y previa la autorización del sefíor Juez de este Cir. 
cuito, como consta del auto que se inserta (aquí el auto), decla- 
xa emancipado á su hijo aduUo Anastasio, natural de. . . vecino de. . . 
de edad de tantos afíos, quien estando presente manifestó que con- 
sentía en ello. Firman &c. 

Insteumento de eboonooimiento de hijos naturales. Nú- 
mero. . . En. . . {como el anterior), comparecieron D. Julio Salazar y 
Dofia Timotea Quifíones, naturales de. . . &c. y expuaierop : que ellos 
tuvieron un hijo que nació el día ta/ntos de tal mes y a%o, cuyo 
nombre es Emiliano, y que de su libre y espontánea voluntad han 
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i convenido en reconocer, como en efecto reconocen, al expresado 

^ Emiliano por su hijo natural. Se advirtió á los otorgantes que este 

reconocimiento debe notificarse al hijo reconocido como lo dispo- 
ne el artículo 344 del Código Civil. Firman &;c. 

El hijo natural que acepta 6 repudia deberá declararlo 
por instrumento público dentro de los noventa días sub- 
siguientes á la notificación, y trascurrido este plazo se 
entenderá que acepta, á menos de probarse que estuvo 
imposibilitado de hacer la declaración. Podrá firmar la 
escritura de reconocimiento, si fuere mayor de edad, pro- 
cediéndose de la misma manera que si se tratara de la le- 
gitimación. 

Testamento abierto. Número... En... {lugar, fecka y demás 
dd 'preámbulo), Francisco José Vargas, á quien conozco y pe halla 
en su entero juicio, deseando otorgar su testamento ó última volun- 
tad, lo hizo consignándolo en las siguientes cláusulas : Primera. Me 
llamo como queda expresado, soy hijo legítimo de D. José Yatgasy 
Doña CoDcepción Torrijos, natural de... en el Estado de..., en tal 
Nación, vecino del distrito de. . . y de edad de taTitos afíos. Segunda. 
Me hallo casado* legítimamente con Dofía María Castañeda, en cuyo 
matrimonio hemos procreado y tenemos por nuestros hijos legíti- 
mos á N., N. y N. que están vivos y son menores de edad (se ex- 
presarán los que hubieren muerto ). Tercera. Nombro por tutor 
de mis citados hijos á N. Cuarta. Mejoro á mi hijo N. en la 
cuarta parte de mis bienes ( ó bien en la porción tal, 6 en tales 6 cfwa- 
les cosas, distribuyéndose el resto entre los demás hijos, si lo tuvie. 
re á bien). Quinta. De la otra cuarta parte de que puedo disponer 
á mi arbitrio, es mi voluntad que se den á mi amigo N. tantos pesos, 
y lego, con imputación á ella, tanto^eí Hospital, para que se invierta 
eo una inscripción transferil3le de la Deuda pública, y atender con 
el producto de su reata al sostenimiento de ancianos incurables que 
no tengan hijos; tanio al Hospicio ; tanto para el fomento de la Es- 
cuela de artes y oficios &c. Sexta. Declaro que cuando contraje ma- 
trimonio con la señora Castañeda aportó ésta los bienes siguientes : 
( que se especificarán ), que le correspondieron por tal título ( he- 
rencia paterna ó materna); y yo llevé como bienes míos los siguien- 
tes que valían tantos pesos. . . De los referidos bienes ó de su precio 
soy responsable á mi mujer. Séti/ma. Tengo de mi propiedad 
estos bienes... y se me deben las sumas que paso á expresar: N. 
toctos pesos, procedentes de... Debo las siguientes cantidades: á 
N, tontos pesos, procedentes de... Octava. Para cumplir lo dis- 
puesto en este testamento nombro por mis albaceas ó ejecutores 
testamentarios á N. y N. ( ó uno solo), á quienes encomiendo tam. 
bien lo relativo á mi entierro, que se hará según los ritos de la 
religión que profeso, que es la... y en atención al caudal que dejo. 



•■■•■•■.■;•>.)-: ^" 



'^»i¿*i 



i • 



m 



\-t' 



344 APÉOT)ICB NÚMEJIO PIUMEEO 

Novena, Señalo por remuneración á mis albaceas la fiuma de... 
(ó el tanto por ciento tal), ouya remuneración distribuirán entre . 
sí por partes iguales, y les encargo que cumplan mis disposiciones 
en el término más coTto posible, sin pasar del que la ley señala. 
Les dejo la tenencia de mis bienes y los autorizo para obrar juntos 
ó separadamente, sin perjuicio de su responsabilidad solidaria. Dé^ 
cima. Del remanente de mis bienes, deducidas mis d.eudas, la 
mejora y los legados que dejo hechos, instituyo por mis únicos 
herederos á mis expresados hijos N., N. y N. y á los demás des- 
cendientes de legítimo matrimonio que hubiere al tiempo de mi 
muerte y deban heredarme, para que los hayan y lleven según lo 
prescrito por la ley. Y por el presente revoco y anulo todos los 
testamentos y demás disposiciones testamentarias que antes de 
ahora hubiere formalizado, para que ninguno valga, excepto éste, 
que quiero se estime y tenga por tal, y se observe y cumpla en un 
todo como mi última y deliberada voluntad. Así lo otorgó, y des- 
pués de habérsele leído en alta voz por el infrascrito Notario (y 
si fuere ciego el testador, la lectura se hará como lo previene el 
artículo 1,093 del Código Civil y se mencionará el cumplimiento 
de esta disposición en el testamento ), en presencia de los testigos 
arriba expresados, lo firmo con éstos, por ante mí de que doy fe. 

Las cláusulas 6.' y 8.*, en cuanto á la remuneración, 
pueden suprimirse, lo mismo que en cuanto á la tenencia 
de los bienes. En el lugar oportuno hemos dicho las so- 
lemnidades que deben concurir en éste y en los demás 
testamentos. Los que no sean católicos, no tienen que 
cumplir con la costumbre de declarar su profesión de fe. 
Cuando el testamento se hace ante Notario, éste indicará 
al testador el orden que debe seguir en las cláusulas ; pero 
en los que no interviniere, y en los cerrados, sobre todo, 
conviene no olvidar las reglas de fondo y forma, y para 

mejor inteligencia, damos el formulario de un 

> 

Testamento ceebado. En Bogotá, á tantos de tal tries y orlo, 
yo, Bernabé Castañeda, hijo legítima de A. y de B. L., natural y 
vecino de esta capital, bautizado en... habitante en la calle 1.* al 
Oriente, número 98, de tantos afíos, propietario, casado con A. D., 
hallándome en pleno uso de mi inteligencia, creyendo como creo 
en la existencia de Dios y en la fe católica, en la que he vivido y 
quiero morir, ordeno mi testamento en la forma siguiente. Prí- 
mero. Mando que el funeral y entierro sean modestos, haciéndose 
por mi alma los sufragios y limosnas que determinen mis albaceas, 
para cuyo cargo designo á mi esposa A. D. y á mis amigos J. V. y 
C. B., á los tres juntos y cada uno de por sí, con las facultades en 
derecho necesarias; Segundo. Declaro que de mi matrimonio, ten. 
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go tres hijos llamados V., de 25 afíos, E., de 20 y L., de 10. El 
piimero y tercero solteros y la segunda casada con M. S. Declara 
tambieD, que al contraer matrimonio aportó mi esposa como bienes 
propios una finca raíz y la suma de tanto, cuyos datos constan en 
las capitulaciones matrimoniales, habiendo yo llevado igual suma. 
Tercero, Para el caso de no existir mi esposa á la época de mí 
fallecimiento, nombro tutor y curador de mi hija L., á mi amigo 
J. L., relevándole de fianza. Cuarto, Lego á mi padre D. A. Cas- 
tañeda el reloj de oro que uso; á mi madre D. B. L., el ejemplar 
de la Biblia ilustrada por G. Doré. Quinto. Mejoro á mi hija L. 
con la mitad de la cuarta parte de mis bienes libres. Sexto, En el 
remanente de todos mis bienes, instituyo por mis únicos y univer- 
sales herederos á mis hijos. . . Séptimo, En uso de las facultades que 
la ley me concede, prohibo que en mi testamento intervenga la 
autoridad judicial, pues quiero que las cuentas de particiones se 
practiquen amistosa y extra judicialmente. Por último, revoco y 
anulo el testamento anterior que tengo otorgado, pues quiero que 
éste se cumpla en todas sus partes como mi última y deliberada 
voluntad. 

Firmará el testador, y si no pudiere, un testigo á ruego* ^ 
El testamento cerrado se pone dentro de un sobre 6 cu- 
bierta de tamaño proporcionado al volumeij del documen- 
to, y se cerrará de manera que no pueda extraerse sin 
romper la cubierta, y queda al arbitrio del testador estam- 
par sellos de lacre 6 cualesquiera marcas. En seguida lo 
presentará al Notario y testigos, para que en dicha cubier- 
ta se extienda la diligencia siguiente : 

Testamento. En... (lugar, fecha y preámbulo con eaypreaión 
de los dnco testigos concurrentes ), el señor Bernabé Castañeda,, 
natural de... vecino de... en el Estado de... en tal Nación, 
de edad de... á quien conozco y se halla en su sano juicio, pre- 
sentó esta escritura cerrada declarando de viva voz ante los t^sti. 
gos mencionados y el infrascrito, que en la referida escritura se 
contiene su testamento. Y firma con aquellos &c. 

Donación entbb vivos. Número.... En.... (lugar, fecha y; 
lo demás del preámbulo ), y expuso : Que de su libre y espon. 
tánea voluntad ha resuelto hacer donación gratuita entre vivos al 
señor M. ó á sus menores hijos, de los bienes siguientes :. . . 

El señor M. manifestó que acepta esta donación* en su propio 
nombre (ó en represeiítación de sus hijos). Se advirtió que dicha 
donación debe ser insinuada por el Juez. Firman &c. 

Ténganse presentes las disposiciones sobre donaciones 
á título singular 6 universal, remuneratorias, fideicomisa- 
rias, &c. y las relativas á la insinuación de ellas. 
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Capitulaciones mateimoniales. Número... En... (d m- 
cábezcumiento dicho ), j expusieron : Que debiendo contraer ma. 
trimonio, han convenido en otorgar la presente escritura, con 
el objeto de que en todo tiempo consten los bienes aportados por 
ellos, y las convenciones que han tenido á bien celebrar, relativas 
á los mismosi bienes, todo lo cual queda consignado en las cláusu- 
las siguientes : Primera. El señor N. aporta al matrimonio los bie- 
nes siguientes. . . (conviene expresar su valor, las servidumbres &c.) 
Segunda, El mismo sefíor N. es deudor de las cantidades siguien- 
tes... (se especifican). Tercera, La sefíora N. aporta ¿oZes otros bie- 
nes... GuQ/rta, La misma sefíora N. debe ialea cantidades... (espe- 
cificadas, con expresión del acreedor &c. ) Quinta, El señor N. hace 
donación á la señora N. de. . .; la cual no excede de la cuarta parte de 
los bienes deí donante. Sexta. La señora N. tendrá la libre adminis- 
tración de los bienes siguientes, que son de su propiedad. .. ( se es- 
pecificarán). Sétima, La señora N. renuncia los gananciales que 
puedan corresponderle por consecuencia de los bienes que ha de 
manejar su marido. Octava, De los valores aportados por éste, se 
destina la suma de... para adquirir tales bienes..., los cuales no 
entrarán á formar parte del haber social, reputándose como de 
propiedad exclusiva de dicho señor N. Novena. Se destina la su- 
ma de... que se tomará de los valores pertenecientes á la señora 
N. para adquirir tales bienes, los cuales le corresponderán exclu- 
sivamente á esta misma. Dédma, El señor N. queda facultado 
para llevar á efecto la enajenación ó hipotecación dé los bienes 
que aporta el matrimonio la señora N. y que debiera restituir en 
especie en los casos en que esta facultad se exige por la ley. Un- 
décima. Queda estipulado expresamente que el señor N. no es 
obligado á devolver en especie los bienes raíces siguientes que 

{pertenecen á la sefíora N. Estos bienes se entenderán vendidos 
uégo que se efectúe el matrimonio, y el señor N. responderá por 
su valor ó por tal precio. Queda estipulado asimismo, que de los 
muebles expresados en esta escritura, se devolverán en especie los 
siguientes... Tan luego como el señor N. se haga cargo de ios 
bienes que la señora N. aporta al matrimonio, y que él debe ad- 
ministrar, otorgará la escritura de recibo. Leída ésta á los otor^ 
gantes la aprobaron, expresando la señora N. que acepta la dona, 
ción. Se hicieron saber las disposiciones de los artículos 1,786 y 
1,787 del Código Civil. Firman con los testigos &c. 

Recibo de los bienes apostados al matrimonio. Ntíme- 
ro... En... (el preámbulo diáio), y expuso: Que por la presente 
escritura confiesa haber recibido del sefíor N., su suegro, ó de ln 
señora N., su suegra, los bienes que se expresarán, aportados al 
matrimonio por su mujer la señora N., á saber: Los que le co- 
rrespondieron por herencia materna que son... (se especificarán). 
Los que le pertenecen por las donaciones entre vivos que le han 
iiecho y son... (sp expresarán los donantes, documentos en que 
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consteD, los valores &c.) Finalmente, los que el dicho señor N. ha 
señalado para pagar la donación por caasa del matrimonio que 
hizo á su hija según coosta de la escritura otorgada ante. . . y son. . . 
Expuso además el señor N. que ha recibido tambiéa los documen- 
tos que comprueban el derecho que tiene su mujer á los bienes 
indicados, cuyos documentos son los siguientes... (se pondrá la 
lista de ellos). Además de los bienes dichos, el otorgante confiesa 
tener en bu poder los que donó á su mujer por causa de matrimo- 
nio, según consta en la escritura de capitulaciones matrimoniales, 
ya citada, y son... (se especificarán con su valor). El valor total 
de los bienes que el otoi^ante confiesa tener recibidos como perte- 
cientes á su mujer es el de... según la estimación que se hizo 
de alguno de ellos en la dicha escritura y la que se ha hecho aho- 
ra de los demás. Cuando llegue el caso de restituir estos bienes, 
lo hará el otorgante entregando los raíces ( se dirá cuáles son éstos 
y cuáles los que no deban riestituirse en especie), y el valor de los 
muebles ( hacemos la misma advertencia respecto de estos ) á su 
mujer ó á quien sus derechos represente, salvo respecto de los prime, 
ros el caso en que sean enajenados legalmente, pues entonces devol- 
verá el precio ae e^ta venta (esta declaración comprende también 
á ios muebles, en igual caso). Por último, se compromete á admi- 
nistrar bien y lealmente los bienes recibidos que debe devolver en 
especie, haciéndose responsable de las pérdidas ó deterioros que 
ocurran en ellos, por culpa grave suya. Firma &c. 

Pago con SübeOGACIÓN. Número... En... (el preámbulo di- 
c&o), ydijo: Que él tenía un crédito contra N. N. por la suma 
de... según escritura ó el documento de tal fecha (se expresa, 
rán todas sus circunstancias, si es hipotecario, ó prendario, si se 
estipuló alguna fianza &c. ), que devengaba el interés de tanto por 
ciento anual ó mensual, y que, liquidada la cuenta hasta tal día, 
se le debía la suma de... por principal é intereses: que N. le ha 
pagado dicho crédito á su satisfacción ; que, en consecuencia, se ha 
subrogado en todos los dereclios, acciones, privilegios y cauciones 
que le correspondían contra el deudor principal, y contra cuales- 
quiera terceros obligados solidaria ó subsidiariamente á la deuda. 
Que al efecto le entrega el título constitutivo del crédito. N. acep- 
ta esta escritura. Firman &c. 

Como los casos que octirresii son diferentes, hay que 
determinar el ocurrido en todas sus circunstancias : si es 
un acreedor que paga á otros de mejor derecho; si es el 
comprador de un inmueble quien se obliga á pagar al acree- 
dor hipotecario ; si es el heredero beneficiario quien paga ; 
si éste se hace con el asentimiento del deudor &c. 

Venta de una finca baíz. Número... En. :. {el preáTnbido 
dicho) ^ y dijo: Que da en venta real y enajenación perpetua 
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al sefíor N. N., vecino de... mayor de edad, es á saber: una casa 
sita en el Distrito de... en la carrera ó calle tales, numero toHy 
que linda (aquí sus linderos; si fuere finca rural la vendida, se 
dirá su nombre y su extensión, y si comprende parte de algún otro 
distrito ), la cual hubo el otorgante por compra que de ella hizo 
al sefíor N. N., ó ^en virtud de tat título, según consta en la escri- 
tura pública otorgada ante el Notario del Circuló de... en tantos 
de tal mes y año, y que entrega al comprador con los demás títu- 
los de propiedad que de la finca tiene. El vendedor declara. Pri- 
mero, Que no tiene vendida ni empefíada la expresada casa. 
Segundo, Que está libre de todo gravamen, censo ó hipoteca 
( pero si tuviere algún gravamen, debe expresarse lo mismo que 
cualquiera limitación de dominio). Tercero, Que la vende con 
todas sus anexidades en tanto, en esta forma : tanto de conta- 
do, cuya cantidad tiene ya recibida, y tanto que deberá pagarle el 
comprador dentro de tal plazo... contado desde esta fecha. Ctiar- 
to. Que el justo .precio de la casa y su verdadero valor es el de 
tantos pesos expresados. Quinto, Que desde esta fecha entrega la 
finca al comprador con las acciones consiguientes. Sexto, Que en 
todo caso queda obligado al saneamieinto de la finca vendida, ya 
porque el comprador sufra la evicción de ella, ó ya por los vicios 
redhibitorios que tenga, en los casos de la ley ( ó bien puede esti- 
pularse que queda el vendedor eximido de la obligación de sanear, 
salvo el caso de su mala fe ). £1 comprador, á quien también co- 
nozco y es vecino del distrito de... y mayor de edad, declara: Pri- 
mero. Que cumplirá por su parte con las obligaciones que este 
contrato le produce, pagando á su plazo la cantidad de... Segundo, 
Que para seguridad del pago hipoteca la finca que compra por los 
linderos que se han mencionado^ Se advirtió á los otorgantes la 
obligación de hacer registrar esta escritura dentro del término le- 
gal, como título traslaticio de dominio y cpnstitutivo de hipo- 
teca. Firman &c. 

Permuta.' Número... En... {el preámbulo), y dijeron: Que 
han celebrado un contrato de permuta de dos fincas raíces cuya 
situación, procedencia, valores y demás bases de este contrato se 
expresan á continuación. La del primero está situada en el distrito , 
de... en el paraje toZ... y demarcada por los linderos siguientes.:.: 
la hubojJe N. á virtud del contrato de... según escritura número 
tantos, otorgada ante el Notario tal, en tantos de tal mes y año: 
fué avaluada de común acuerdo por los otorgantes (ó por peritos) 
en la suma de... y se encuentra libre de todo gravamen, censo é 
hipoteca. La del segundo está situdá en el paraje tal y demarcada 
así..., la que hubo de N, á virtud del contrato de... según escritu- 
ra número tantos, otorgada ante... &c.: fué avaluada (lo dicho an- 
tes). Que las fincas mencionadas les corresponden en posesión y 
propiedad, respectivamente, y que han resuelto de su libre y es- 
pontánea voluntad permutar la una por la otra, sirviendo de base 
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los precios que se dejan fijados. Que como la fíuca de N., vale más 
que la de N., la diferencia, que asciende á la suma de. . . la da aquél 
por recibida á su entera satisfacción. Declaran, además, que las 
fincas han sido calculadas en su justo precio: que no h"^ tienen 
enajenadas : que cada uno se desapodera desde ahora de la pose- 
sión, dominio y todo derecho que le 'fcorresponda en la finca que 
permuta para trasmitirlo en favor del otro: que se entregan recí- 
procamente los títulos de propiedad, y que responderán del sanea- 
miento por evicción, en la forma y términos prevenidos por la 
ley. Firman &c. 

Aerendamibnto. Número... {el preámbulo), y dijeron: Que 
han celebrado un contrato de arrendamiento cuyas ba^s, términos 
y condiciones quieren hacer constar en escritura publica. El pri- 
mero ha dado en arrendamiento al segundo una finca raíz situada 
en tal lugar. . . en el distrito de. . . y demarcada por estos linderos ( se 
indicarán éstos y el estado de los vallados ó cercas medianeras, ser- 
vidumbres &c.) Se incluyen en el arrendamiento las casas de 
habitación y de servicio existentes en dicha finca, tantas cabezas 
de ganado mayor y tantas de ganado menor, un ingenio de cafía 
de azúcar, tantas bestias y los bosques que se encuentran en ella 
(se hará constar el estado en que se hallan y se determinará el pre- 
cio para el caso de restituciones en dinero ). El precio del arren- 
damiento es el de tantos pesos anuales, que el arrendatario pagará 
en moneda corriente por períodos vencidos (ó adelantados, pudiendo 
estipularse que consiste en frutos naturales de la misma finca, 
fijándose la cantidad que deba darse ó una parte de cada cose- 
cha &c.) El primero se compromete á entregar al arrendatario la 
cosa arrendada el día tantos ( pero el arrendatario puede darse 
por entregado de la cosa) ; á mantenerla en estado de servir para 
el fin á que ha sido arrendada, haciendo durante el arriendo 
todas las reparaciones necesarias, á excepción de las locativas 
( puede estipularse lo que se tenga á bien respecto de mejoras); 
7 á librar al arrendatario de toda turbación ó embarazo en el goce 
de la cosa arrendada. El segundo contrae expresamente las obli- 
gaciones siguientes: pagar puntualmente el precio estipul3,do (en 
los períodos y térmilios convenidos): usar y gozar de la cosa arren- 
dada como buen padre de familia, en los términos del contrato, y 
sin destinarla á objetos distintos de aquellos para que naturalmen- 
te está destinada : cuidar de su conservación de la manera estipu- 
lada en la cláusula anterior : ejecutar las operaciones locativas : 
cuidar también de que no se usurpe parte del terreno arrendado, 
ofreciendo dar cuenta oportunamente al arrendador de toda ,per- 
turbación, embarazo ó despojo : dejar en la finca, al fin del contra- 
to, igual número de cabezas de ganado que se entregan, de las 
mismas edades y calidades, ó pagar la diferencia en dinero : resti- 
tuir la cosa terminado el contrato en el estado en que la recibe, 
tomándose en consideración el deterioro ocasionado por el uso y 
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goce legítimos. Este contrato durará por el término de tantos años, 
contados desde esta fecha; pero podrá prorogarse por un tiempo 
mayor á voluntad de los interesados (ó de uno de ellos, renovándo- 
se dicho contrato expresamente, y podrá también dejar de mencio- 
narse el término). El arrendatario no tendrá facultad de ceder el 
arrendamiento ni de subarrendar (pero se le puede autorizar para 
ello). Firman &c. 

Cesión de derechos. ( El preámhulo ), y dijo: Que N., veci- 
no de... le es deudor de la suma de..., al interés de tanto por 
ciento mensual, de plazo vencido (oque se vence el día toi) y 
garantizado el pago con la fianza de N. (ó con la prenda tal 6 la 
hipoteca constituida por escritura de... ): que el crédito referido 
consta en escritura pública (ó documento privado de tal fecha), 
otorgada ante el Notario tal...: que este crédito lo ha vendido á 
N. por la suma de... que tiene recibida á bu satisfacción ; y que 
cumpliendo con lo que es de su deber, cede á N. el crédito dicho 
con los intereses vencidos y que se venzan. Quo le hace formal 
entrega del título ( de lo cual dará fe el Notario, pero el cesiona- 
rio puede dar por verificada la tradición ), el cual lleva la corres- 
pendiente nota de traspaso del derecho cediflo, comprendiendo en 
ella todas las garantías que le fueron dadas para el pago, Responde 
de la existencia del crédito, pero no de la solvencia del deudor 
(ó responde de dicha solvencia). Quedó advertido el cesionario 
del deber de notificar al deudor esta cesión ( tratándose de derechos 
personales ) d obtener su aceptapióu ( la cual puede constar en la 
misma escritura ). Firman... / 

Documentos be préstamo El Código Civil distingue 
el préstamo mutuo del comodato. El documento respecto 
del contrato de mutuo puede redactarse en la forma si- 
guiente : 

He recibido del señor N. nueve fanegas de trigo que me 
cede en mutuo con la obligación de devolverle en esta ciudad 
otras tantas el día tal de. . . y para que conste le firmo el presente 
documento de préstamo en. . . 

Cuando el préstamo es en dinero, se suele dar al docu- 
mento la redacción de pagaré, siendo lo más común y con- 
veniente librarlo á la orden del acreedor en estos tér- 
minos: 

Pagaré á la orden de N. la suma de... que en efectivo me en- 
trega y recibo á mi satisfacción, cuya cantidad me obligo á devol- 
ver en esta capital á los seis meses de la fecha, abonando por el 
tiempo del préstamo el interés que corresponda ( ó tanto por cien- 
to mensual ), y presento de fiador á N., quien se obliga solidaria- 
mente, y para que conste le firmo el presente con dicho fiador y 
ante testigos en... 
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Si se quisiere hacer cesión del pagaré á lá o idea, se 
extenderá el endoso al respaldo (aunque el papel sellado 
sea de vigencia espirada), por valor recibido de contado^ 
y en efectivo, sin lo cual se entenderá una simple comisión 
de cobranza, y la fecha. Debe expresarse la persona cierta 
á quien se cede el pagaré, y firmar el endosante 6 quien lo 
represente legítimamente. Las mismas reglas rigen res- 
pecto del endoso de letras de cambio. 

Sociedad civil colectiva. Numero... En... (d preárrümlo 
indicado ), y dijeron : que de común acuerdo y por su espontánea 
voluntad han celebrado un contrato de sociedad civil colectiva 
que hoy reducen á escritura publica. Dicha sociedad girará bajo 
la razón social de... durará por tantos afíos contados desde... y 
tiene por objeto especular en taies negocios. Las puestas de cada 
socio para formar el acervo común son las que se expresan á con- 
tinuación: la de A. asciende á la suma de. . ., que ha introducido en 
dinero sonante y que la sociedad da por recibida: la de B., á la 
suma de..., en los bienes eiguientes, que también sedan por recibi- 
dos ( se determinarán sus valores y demás circunstancias ); y la de 
C. consiste en el valor de su industria que empleará en el servicio 
de los intereses de la Compañía. Son cláusulas de este contrato: 
Primera, En las deliberaciones de la sociedad decidirá la mayoría 
absoluta de votos, y éstos son tantos como el número de socios que 
la forman ( pueden indicar otra forma, la unanimidad en ciertos 
casos ). Segunda. Los beneficios ó pérdidas que resulten se dividi- 
rán entre los partícipes á prorata de sus cuotas ( 6 de la manera 
que tengan á bien estipular ). La del socio industrial se estima en 
la suma de... para la división de los beneficios (y si se conviniere 
que responda de pérdidas se fijará la proporción ). Tercera. Cada 
uno de los socios tendrá la administración de los intereses de la 
-Compañía obligándola, en consecuencia, en los actos qué ejecute 
ó contratos que celebre ( pero se puede designar el socio adminis. 
trador, gerente ó mandatario ). Rescindido el contrato ó disuelta 
la Compañía, según la ley, se procederá á la liquidación correspon- 
diente y división de los objetos que compongan su haber, teniendo 
presentes las reglas que rigen en la partición de herencia, en cuan- 
to no se opongan á las bases estipuladas. Firman. . . 

Compañía ebgülab colectiva de comercio. (Se redactará 
en la misma forma que la anterior, pudiendo estipularse que cada 
socio podrá retirar anualmente la suma que se determine para los 
gastos particulares, y se le abrirá cuenta corriente para las com- 
pensaciones á que hubiere lugar al tiempo de la disolución, liqui- 
dación y división de la Compañía, y expresándose desde el princi- 
pio la que se constituye ). Los beneficios se distribuirán entre todos 
los socios, á prorata de sus cuotas respectivas (^ ó del modo que se ten- 
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ga & bien eatablecer). Para este efecto ee estima la á 
trial N. en la eiima de... Las pérdidas se repartirán 
proporción entre los socios capitalistias, sin incluir 
a dicho socio industrial), itescindido el contrato 
Compañía ( sigue como la anterior escritura &c. 
términos prescritos en los articules 288 á 315 del C 
mercio). Se hizo la advertencia del deber en que es 
tratantes de dar cuenta al Juzgado respectivo de la 
donorainacióu de la CompaQfa, y de los socios que ha 
su cargo la administración de la misma y usar de su 
bien el de hacer las inscripciones segán los artículos 
digo citado. ( Este registro y el que exige el Cüdi¡ 
hacerse separadamente). Firman... 

CompaSía en comandita. ( Mpreámbulo indAcat 
Que tienen celebrado un contrato de sociedad en o 
vienen hoy á formalizar por escritura pública ( civil 
ció). Dicha sociedad girará bajo la razón social de.. 
el nombre de ningún socio comanditario ) y en ella 
cargo la administración y usarán de su firma los socio 
poco podrá ser adminietrador ninguno de los comai 
socio comanditario N. ha aportado la suma de... (en 
tos, especies &c. y los demás pueden también llevar i 
forma el fondo de la compafiía y que manejarán los 
en los bienes siguientes... Durará el término de;.., j 
clones tendrán por objeto... (tales ó cuales negocios 
6 no ). Cada socio podrá retirar anualmente. . . ( con 
antes). Son cláusulas especiales de este contrato: 
responsabilidad del socio comanditario en las obligac 
das de la CompaSía está limitada á los fondos que á 
ducido. Segunda. Los beneficioe y pérdidas se repa 
forma... Tercera. El socio comanditario sólo tieu 
hacer examen ó investigación de la administración se 
( pero se puede acordar otro período más corto ). Gi 
presado socio puede retirar su capital desde que se 
liquidación, siempre que por sus resultados se con 
fondos suficientes para cubrir las-, obligaciones de 
Rescindido que sea el contrato á disuelta ésta &c. Fi 

COMPAÜIA ANÓNIMA. (Se redactará en la mis 
las anteriores, insertando en la escritura los estatut( 
tos acordados, que no sean contrarios á la ley, interé 
ñas costumbres, sin espresar razón social y designan 
su objeto 6 los objetos para que se hubiere formado ) 
Esta Compañía tiene puntos de semejanza 
manditaria, dimanados de que así como en ést 
que tienen limitada su responsabilidad al cau¿ 
en aquélla la responsabilidad de todos los socii 
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cida al capital á que se obligan. De aquí resulta que el 
público y los que con la sociedad contratan, busquen la 
garantía del cumplimiento de las obligaciones en el capi- ^ 
tal social, no en la responsabilidad de personas determina- 
das. En esto se diferencian también las anónimas de las 
regulares colectivas. Las Compañías anónimas por accio- 
nes constituidas con arreglo al Código de Comercio, cele- 
brando contratos sujetos á operaciones fijas, deben ser 
calificadas de mercantiles. 

Constitución de hipoteca. . ( El preámbulo de toda escritu- 
ra ), y dijo: Que con fecha tantos de tul Dies y año, y bajo el nu- 
mero tal y ante el Notario N., otorgó escritura en favor de N., 
vecino de..., por la cual se constituyó deudor de dicho N. por la 
suma de... ; que para garantizar el cumplimiento de esa obligación 
constituye hipoteca sobre la finca titulada N., situada en el dis- 
trito de... y que está comprendida bajo los linderos siguientes... 
Cuya finca, que es propia del otorgante, la constituye en caución 
hipotecaria para asegurar el pago de la deuda expresada. El aeree, 
dor, á quien también conozco, vecino del distrito de., y mayor 
de edad, acepta esta hipoteca. Se advirtió la obligación del regis- 
tro y anotación del título y la hipoteca expresada dentro del tér- 
mino legal. Firman... 

Cancelación. {El preámbulo), y expusieron: Que ellos han 
otorgado en esta Notaría una escritura pública ( se determinará 
por su contenido y todas sus circunstancias). Y por cuanto las 
obligaciones consignadas en ella han sido cumplidas, la declaran 
cancelada, sin fuerza y valor alguno. Firman... (La de una hipo- 
teca se redacta en términos análogos ). 

Peotocolización. ( El preámbulo ), y me presentó las diligen- 
cias aprobadas de división y partición de bienes en la sucesión de 
N. para su protocolización en esta oficina, las cuales constan de 
tantas fojas útiles. En consecuencia, desde ahora inserto en el 
libro protocolo del ano en curso dichas diligencias en el lugar y 
bajo el número que le corresponden, para que hagan parte inte- 
grante de él: para que en todo tiempo los interesados puedan 
obtener las copias que les convengan y para que el acto surta 
todos los demás efectos que le asignan las leyes. Firman... 

VI . 

Del titulo VII, Capítulo VII. De loa Registradores, 

Consignaremos algunos formularios de las inscripcio- 
nes que se hacen en los libros principales, y de los respec- 
tivos índices, comprendiendo éstos en sus correspondien- 
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colamnas ó casillas, las circunstan 
en contener: 

1." — Día dos de Eaero de mil ochocient 
■umenlo iifíaiero 2,034 de veintiocho d 

I el Notario tercero D. Francisco Bami 
. R.y A. J. S., vecinos de este distrito, 
} de arrendamiento eo los siguieotes i 
ido de P. S. y administrador de la socii 
lerado de B. S., soltera, ambas vecinas i 
rrendamiento á S. un almacén situado 
era primera'al Norte, mimero 96, corn 
)iedad de dichas señoras, cuyos linderos 
) arrendamieoto es por el término de se 
desde el día de ayer i razón de mil d' 
uen las deraáa condicioues). David Fí; 
J.° — Día siete de Enero,.. Porinstrumi 
coriente mes ante el Notario primero D 
ue N. E, G., vecino de esta ciudad, ven 
vecindad, como gerente éste de la so 
IR públicas y privadas, una casa, dos i 
iBorias siluadas en la carrera tercera al I 
ur, y lindan así: (aquí sus demarcací 
iiibo por compra hecha á M. Y. por eí 
a cuatro de... otorgada ante el mismo 
todas BUS anexidades y mejoras, y libre 
jma de seis mil pesos, de la cual ha re( 
;ado y el resto se pagará en esta forma 
ara que hace esta compra en representa 

II calidad de administrador; que se obl 
lio estipulado en loa plazos determinado 
ciento anual, é hipoteca las mencioeadí 
d del crédito pendieute (se trasladará 
ñd VejaraTw R. 

58, — Día veinte de Enero... En lacaus 
i., seguida ante el Juzgado 2.° de este C 
sderos, á saber (aquí se mencionarán 
de bienes aprobada judicialmente y ] 
¡ente ( aquí la cuenta con expresiiSa de 
lia es de fecha 17 de Diciembre de 1881 
va dice (aquf dicha parte). David Fi 
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la ley 53 de 1882 ( 
Código Judicial de li 
publicarse en el 1 
oí, en la parte condi 

:;en las eiguieBtes adici 
i6n, edición de 1874, j 



eroga el inciso 13 de h 
licial. 



artículo 33 del Código. 
Son funciones del Freei 



Q los casos legales la ei 
Q los interesados, aeí o< 
bes originales, 
las que le atribuya a 



■rtículo 267 del Código, 
Tado puede sustituir el 
lo facultad especial pai 

OUABTA: 

i el artículo 275 del Cé 
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Estado de OundirLaniarca á los distritos de qtiie 
se compone, adoptadas las vías xnás cortas y 
calculadas ezx leg>\ias g^raxiadiiias de 5,000 xne- 
tros cada una, y en miriámetroB. 
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lOj 



io general de la TTnión respecto de las distancias 
8 aferentes distritos y aldeas de los nnere Estai 
irrítorios nacionalesj está en preparación. Para ei 
ínido privilegio el señor D. Manuel María Paz, qni 
I de suministramos el cuadro que pablicamoa, ya r 
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